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Acuerdo  nombrando  eonjueces  para  el  año  i878 

En  la  ciudad  de  Buenos  Aires  á  ocho  de  Enero  del  año  de 
mil  ochocientos  setenta  y  ocho,  reunidos  en  el  salón  de  acuer- 
dos los  Señores  Ministros  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia 
Federal,  abajo  ñrmados,  con  el  objeto  de  nombrar  conjueces 
para  el  corriente  año,  de  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  Tointe  y  tres  de  la  ley  de  procedimientos ;  acordaron 
nombrar  á  los  señores  Doctores:  Don  Miguel  Estoves  Saguí, 
Don  Domingo  Pica,  Don  Basilio  Salas,  Don  Yictor  Martínez, 
Don  Félix  Sánchez  de  Zeliz,  Don  Felipe  Coronell,  Don  Daniel 
María  Cazón,  Don  Delfin  B.  Huergo,  Don  Eduardo  Carranza 
Viamont,  Don  Eduardo  Costa,  Don  Juan  María  Gutiérrez, 
Don  José  Antonio  Ocantos,  Don  Juan  Manuel  Terrero,  Don 
Manuel  Quintana,  Don  Antonio  E.  Malaver,  Don  Amancio  Far- 
do, Don  Ceferino  Araujo,  Don  Manuel  Obarrio,  Don  Honorio 
Martell,  Don  José  Francisco  López,  Don  Juan  José  Romero, 
Don  Wenceslao  Pacheco,  Don  José  María  Moreno,  Don  Fran- 
cisco Alcobendas  y  Don  Bafael  Ruiz  de  los  Llanos.  Todo  lo 
cual  dispusieron  y  mandaron,  ordenando  se  rejistrase  en  el 
Libro  correspondiente  y  que  se  publicara. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.   DOMÜIGUEZ. — 
S.  H.  LASPIUR. 

Ante  mi :  N.  Rojo^  Secretario. 
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CAVSA     I 


£¿  Fuco  Nacional  amtra  D.  David  Delcalzi,  por  et^iro 

de  derechos  de  Aduana 


Sumarto.  —  1°  La  prescripción  de  que  habla  el  artículo  452 
de  las  Ordenanzas  de  Aduana  no  es  aplicable  á  derechos  que 
^    se  deben  por  artículos  que  no  aparecen  despachados. 

2°  Para  la  prescripción  de  estos  hay  que  estar  á  las  lejes 
generales. 
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Caso^  —  En  la  barca  italiana  cEmilia»«  entrada  al  puerto  de 
Bnenos  Aires  en  6  de  Junio  de  1869,  vinieron  63  cajones  de 
aceite  para  D.  David  Delcalzi,  los  que,  según  los  documentos 
de  la  Aduana  y  revisacion  hecha  por  la  Contaduría  Nacional, 
habian  sido  despachados  sin  pagar  los  derechos  correspon- 
dientes que  ascienden  á  270  $  65  centavos. 

Agotado  el  procedimiento  administrativo  que  marca  la  ley 
de  contabilidad,  sin  que  se,  pudiera  obtener  el  pago,  el  Poder 
Ejecutivo  pasó  el  espediente  al  Procurador  Fiscal  quien,  en- 
tablando el  correspondiente  juicio  ejecutivo,  pidió  se  dictara 
auto  de  solvendo  contra  el  deudor. 

El  Juzgado,  con  fecha  6  de  Febrero  de  1867 «proveyó  de 
conformidad. 

Notificado  D.  David  Delcalzi,  espuso  que  no  debia  el  Fisco 
los  derechos  que  se  le  cobraban;  que  según  los  artículos  203 
y  204  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  ni  el  Gefe  de  la  Oficina 
de  Registro,  ni  el  Yista,  ni  el  empleado  encargado  de  la  cus- 
todia de  los  efectos,  se  los  habrían  despachado  sin  el  pago 
previo  de  los  derechos  ó  sin  afianzarlos,  siendo  ellos  en  caso 
contrario  responsables  de  dichos  derechos;  que  eresponente 
ha  pagado  siempre  los  derechos  al  contado  sin  haber  tenido 
fiador  jamás. 

Que  no  se  esplica  como  la  Aduana  puede  hacer  cargos  de 
esta  naturaleza  sin  mas  antecedente  que  haber  perdido  ella 
misma  los  manifiestos  de  despacho.  —  Que  además,  los  docu- 
mentos presentados  por  la  Contaduría  que  eran  simples  cuen- 
tas, no  traian  aparejada  ejecución  según  la  ley  del  juicio  eje- 
cutivo.—  Pidió  se  dejara  sin  efecto  el  auto  de  solvendo. 

El  Procurador  Fiscal,  á  quien  se  corrió  vista,  contestó  que 
la  petición  de  Delcalzi  era  improcedente,  porque  del  auto  de 
solvendo  no  habia  recurso  ninguno ;  que  no  podia  existir  con- 
travención respecto  del  valor  legal  de  los  documentos  con  que 
se  ejecuta,  pues  el  Código  Civil,  título  c  De  los  Instrumentos 
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ptlblicos»,  declara  tales  las  cuentas  estraidas  de  los  libres  fiÉ« 
cales  de  la  Nación,  y  es  sabido  qae  la  Contaduría  es  la  qne 
lleva  esos  libros.  Pidió  se  dictara  mandamiento  de  ejecacion 
por  haberse  vencido  el  término  del  auto  de  solvendo. 

Librado  el  mandamiento,  Delcalzi  obló  la  sama  cobrada. 

Citado  de  remate^  Delcalzi  opaso  la  excepción  de  prescrip^ 
clon. 

Dijo  que  según  la  cuenta  de  la  Aduana,  la  deuda  era  desde 

« 

Junio  de  1800,  habiéndose  iniciado  el  juicio  á  principios  de 
1877. 

Que  según  el  artículo  452  de  las  Ordenanzas,  pasados  cinco 
años  la  Aduana  pierde  su  derecho  para  reclamar;  que  además 
por  los  artículos  1003  y  1004  del  Código  de  Comercio  se  pres- 
cribe por  dos  años  el  cobro  de  cuentas  corrientes  y  por  cuatro 
el  cobro  de  documentos,  y  la  Aduana  en  las  relaciones  con  los 
comerciantes  no  puede  tener  mas  privilegios  que  estos. 

Corrido  traslado,  el  Procurador  Fiscal  contestó  qne  siempre 
habia  sostenido  que  el  artículo  invocado  se  referia  á  errores 
de  liquidación  y  no  á  derechos  que  se  debian  por  no  haberse 
liquidado.  —  Que  en  la  causa  de  la  Aduana  con  Garnaud  her- 
manos, la  Suprema  Corte  le  habia  dado  la  razón,  fallando  en 
ese  mismo  sentido.  —  Que  ante  esa  sentencia  dictada  en  caso 
idéntico  al  presente,  toda  discusión  carecía  de  importancia. 

Pidió  no  se  hiciera  lugar  á  la  eicepcion  deducida,  con 
costas. 

Pallo  del  JíueB  úe  SeerloM. 

Buenos  Aires,  Setiembre  14  de  1977. 

Vistos :  en  el  incidente  sobre  oposición  de  la  prescripción 
en  la  presente  ejecución  y 

Considerando :  Que  la  Suprema  Corte  tiene  (^cidido  en  cau- 
sa del  Fisco  contra  Garnaud  hermanos,  que  la  prescripción 
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invocada  conforme  al  artículo  452  de  las  Ordenanzas  de  Adua- 
na, no  es  aplicable  al  pago  de  derechos  que  se  deban  por  artí- 
culos que  no  aparecen  despachados,  y  que  para  estos  solo  hay 
que  estar  á  las  leyes  generales  que  consagran  un  tiempo  mayor 
que  el  invocado  para  que  se  prescriban  los  créditos  é  impuestos 
fiscales,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  escepcion  opuesta  por  el 
Sr.  Delcalzi,  ordenando  en  consecuencia  llevar  adelante  la  eje- 
cución hasta  hacerse  el  pago  efectivo  del  capital,  intereses  y 
costos  que  se  cobran,  con  costas.  —  Repóngase  el  sello. 

Isidoro  Albarracin. 

« 

De  este  auto  apeló  el  ejecutado  y  el  recurso  se  le  otorgó  en 
relación. 

Fallo  de  la  Suprema  ^opte. 

« 

Baenos  Aires,  Enero  19  de  1878. 

Vistos,  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  veinte  y  nueve  vuelta,  satisfechas  las  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

J.  B.  GOROSTUGA. —  J.    DOMÍNGUEZ. — 
S.  M.  LASPIUR. 
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CAUSA    II. 


D,  Antonio  Olivari  contra  D.  Juan  Lavarello,  sobre 

consignación. 


Sumario.  —  Consignada  en  billetes  del  Banco  de  la  Provin- 
cia, nna  denda,  y  pedida  por  el  acreedor  la  snma  consignadat 
sin  reserva  ni  protesta  de  deberse  en  oro,  se  presume  la  con- 
formidad en  el  pago. 

Caso.  —  Confirmada  por  la  Suprema  Corte  con  fecha  44  de 
Junio  de  1877  la  sentencia  del  Juez  de  Sección  de  Buenos  Ai- 
res en  los  autos  por  cobro  de  pesos  seguidos  por  D.  Antonio 
Olivari  contra  D.  Juan  Lavarello,  y  devueltos  los  autos,  las 
partes  nombraron  á  D.  Juan  Bisso  para  que  hiciera  la  liquida- 
ción á  que  dicha  sentencia  se  refiere. 

La  liquidación  dio  un  saldo  á  favor  de  Olivari  de  3,290 
pesos  fuertes  inclusos  los  intereses,  desde  el  dia  de  la  demanda. 

Hecha  saber  dicha  liquidación  á  las  partes,  lá  de  Lavarello 
espuso  que  no  habia  inconveniente  en  que  se  aprobara,  siendo 
entendido  que  el  saldo  debia  ser  entregado  al  cambio  de  pesos 
en  moneda  corriente  por  haber  sido  en  esa  forma  que  recibió 
los  fondos  pertenecientes  á  Olivari. 

El  Juzgado  mandó  tener  presente  esta  esposicion. 


■ 
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colas  Lavarello  por  orden  de  este   Juzgado.    Repóngase  eí 

sello. 

Isidoro  Albarradn. 


Fallo  de  laüaprema  Corte* 

Baenos  Aires,  Enero  24  de  1878. 

Vistos  :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  trescientas  vuelta;  satisfechas  las  de  la  ins- 
tancia y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

J.   B.   GOROSTUGA.  —  J.  DOMINGVEZ. — 
S.  M.  LASPIOR. 


CAIJ8A     III 


D.  Santos  Funes  contra  D.  Hipólito  Leejontt  por  cobro  ^eeutwo 

de  pesos 


Sumario.  —  No  excediendo  de  doscientos  pesos  fuertes  el 
valor  demandado,  la  Suprema  Corte  no  puede  conocer  en  grado 
de  apelación. 
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Caso.  —  D.  Santos  Funes  inició  ejeoncion  contra  D.  Hipólito 
Lecont,  por  la  suma  de  91  $  40  centavos  bolivianos,  prove- 
nientes de  una  sentencia  ejecutoriada. 

Fallo  del   Jíuez  de  Seeelon. 

Mendoza,  Agosto  8  de  1872. 
Vistos :  estos  autos  ejecutivos  seguidos  por  D.  Santos  Funes 
contra  D.  Hipólito  Lecont,  por  indemnización  de  perjuicios 
mandados  pagar  por  sentencia  de  Agosto  seis  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  nueve.  En  la  estación  oportuna  el  ejecutado  se  opuso, 
á  la  ejecución,  alegando  falsedad  del  título,  y  considerando  que 
la  demanda  orijinal  entablada  por  Funes  procedía  de  haber  el 
demandado  Lecont  ejecutado  un  mandato  que  á  juicio  del  actor 
repugnaba  al  artículo  diez  y  siete  de  la  Constitución  Nacional, 
en  cuyo  caso  la  competencia  del  Juzgado  debia  determinarse 
para  la  materia  sin  considerarse  á  la  nacionalidad  de  las  partes; 
que  tramitado  el  juicio  con  arreglo  á  derecho,  el  Juzgado  dictó 
la  sentencia  de  Agosto  seis,  y  no  habiendo  el  demandado  inter- 
puesto  recurso  alguno  en  tiempo,  la  sentencia  fué  declarada 
ejecutoriada  por  auto  de  Setiembre  veintiuno  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  nueve,  que  sea  lo  que  fuese  de  la  justicia  de 
la  resolución  del  Juzgado;  desde  que  no  fué  recurrida  en* 
tiempo,  el  título  es  perfectamente  válido  y  surte  la  via  ejecu- 
tiva según  se  dispone  en  los  artículos  doscientos  cuarenta  y 
ocho  y  trescientos  nueve  de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  tres  sobre  procedimientos  de  los  Tri- 
bunales Nacionales; — por  estas  consideraciones  y  prescripciones 
*  citadas,  de  acuerdo  con  los  artículos  doscientos  ocho  y  doscien- 
tos treinta  y  cuatro  de  la  misma  ley;  mando  se  lleve  adelante  la 
ejecución  hasta  hacer  pago  al  acreedor  de  la  cantidad  deman- 
dada, intereses  y  costas  en  que  se  condena  al  ejecutado. 

Jtuin  C.  Atbarracin. 
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Leeont  apeló  j  se  concedió  el  recurso  en  relación. 


Fallo  de  la   Suprema  Corte. 

Baenoa  Aires,  Enero  S6  de  1878. 

Vistos :  no  excediendo  el  yalor  qne  se  demanda  en  esta  cansa 
la  cantidad  de  doscientos  pesos  inertes,  no  ha  lugar  al  recurso 
de  apelación  interpuesto  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  artí- 
culo cuarto  de  la  ley  sobre  jurisdicción  7  competencia  de  loa 
Tribunales  Nacionales.  DeTuélvanse  en  consecuencia  los  autos, 
previo  pago  de  costas  7  reposición  de  sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA. —  I.  DOMUIGUEZ. — 
S.  M.    LASPIUR  —O.   LEGUIZAMON. 
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CAIJ8A     lY 


D.  Bernardo  Peña  con  D.  Gaspar  Taboada^  por  cobro  de  pesos, 


Sumario.  —  La  Suprema  Corte  no  puede  fallar  en  cuestiones 
transadas  en  primera  instancia. 


Ca^o.  —  En  los  autos  seguidos  ante  el  Juzgado  Federal  de 
Salta  por  D.  Daniel  Goytia,  consocio  de  D.  Bernardo  Peña» 
contra  D.  Abelardo  Barbié  sobre  cobro  de  pesos,  el  Juzgado 
dictó  la  siguiente 

SENTENCU 

SalU,  Mayo  16  de  1877. 

Vistos  los  autos  promoyidos  por  D.  Daniel  Goytia,  ciudadano 
argentino,  contra  D.  Abelardo  Barbié,  ciudadano  oriental,  so- 
bre cobro  de  cantidad  de  pesos,  resulta  lo  siguiente : 

D.  Daniel  Ooytia  compró  á  crédito  en  la  Provincia  de  San- 
tiago á  D.  Gaspar  Tabeada  doscientas  muías  de  marcas  de  D. 
Abelardo  Barbié ;  traídas  dichas  muías  á  esta  ciudad,  se  presen- 
tó este  ante  el  Juzgado  de  Sección  demandando  la  reinvidica- 
cion  de  ellas,  en  cuya  demanda  se  le  declaró  sin  personería, 
por  haber  el  Sr.  Tabeada  procedido  en  la  venta  como  comisio- 
nista del  Sr.  Barbié  y  nó  como  mandatario  suyo.  Pendiente 

T.  XI.  2 
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este  juicio,  convinieron  las  partes  en  vender  dichas  muías, 
comisionando  al  efecto  á  D.  Abelardo  Bar^ié  con  el*  cargo  de 
depositar  su  precio  en  el  Banco  Nacional. 

Mientras  se  resolvia  sobre  la  personería  de  Barbié  en  el 
juicio  de  reinvidicacion,  se  presentó  D.  Gaspar  Tabeada  contra 
los  Sres.  Peña  y  Gojtia  demandando  la  nulidad  de  la  venta  que 
les  hizo  de  las  citadas  doscientas  muías,  por  haber  estos  falta- 
do á  las  condiciones  del  contrato.  Este  juicio  de  nulidad  termi- 
nó con  las  transacciones  que  corren  en  testimonio  á  f .  6  de  los 
autos. 

Después  de  todo  esto,  es  que  se  pr^entó  el  Sr.  Goytia  á  f .  1 
demandando  á  Barbié  por  la  cantidad  de  tres  mil  pesos  bolivia- 
nos, en  que  dice  ha  sido  perjudicado  con  motivo  de  la  venta 
hecha  por  este  de  las  referidas  doscientas  mu'as.  Alega :  que 
habiendo  podido  venderlas  á  cuarenta  y  cinco  ó  cincuenta  pesos 
las  ha  vendido  &  treinta  y  cinco  solamente,  perjudicándolo  en 
xa  cantidad  antes  mencionada,  cuyo  abono  solicita  ^como  dueño 
que  es  de  dichas  muías,  mediante  las  compras  que  de  ellas  hizo 
á  D.  Gaspar  Tabeada. 

El  demandado  se  excepciona  negando  la  personería  al  deman- 
dante, porque  no  tiene,  dice,  derecho  alguno  sobre  las  citadas 
muías  después  de  la  transacción,  cuyo  testimonio  acompaña 
áf.  6. 

El  demandante,  sin  embargo,  insiste  en  su  pretensión,  ne- 
gando al  demandado  derecho  para  hacer  valer  una  transacción 
que  ha  sido  celebrada  con  él. 

Considerando:  que  por  el  artículo  primero  de  esta  transacción 
los  Sres.  Peña  y  Goytia  rescindieron  y  dieron  por  nulo  y  de 
ningún  efecto  el  contrato  de  compra-venta : 

Que  disuelto  el  contrato,  el  vendedor  Sr.  Tabeada  recobró  to- 
dos sus  derechos  sobre  la  cosa  vendida,  no  pudiendo  el  compra- 
dor exigir  otra  cosa  que  el  precio  que  hubiese  dado  por  ella . 

Que  en  el  presente  caso  el  Sr.  Goytia,  comprador,  no  puede 
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hacer  va'er  ni  siquiera  este  derecho,  puesto  que  segun  las  posi- 
ciones absueltas  á  f .  28,  la  compra  se  hizo  á  plazo  y  no  ha  en- 
tregado por  consiguiente  ningún  precio. 

Que  siendo  esto  así,  no  puede  alegar  perjuicios  por  el  menor 
precio  en  que  dice  haberse  vendido  las  muías  que  dejaron  de 
pertenecerle,  j  mucho  menos  cuando  en  'a  transacción  citada  se 
le  acuerdan  las  indemnizaciones  que  él  mismo  ha*considerado 
justas. 

Que  el  único  que  pudiera  alegarlos  es  D.  Gaspar  Tabeada,  y 
este,  lejos  de  protestar  contra  esa  venta  la  aprueba,  y  cede  á 
favor  de  Barbié  el  importe  de  ellos,  segun  consta  de  la  transac- 
ción celebrada  con  este  y  presentada  en  testimonio  á  f.  32. 

Que  dicho  Sr.  Barbié  ha  podido  muy  bien  presentar  la  tran- 
sacción antes  mencionada,  en  la  cual  no  ha  intervenido,  como 
ha  podido  presentar  cualquier  otro  documento,  para  hacer  ver 
la  no  existencia  de  la  acción  en  las  personas  que  pretenden  ha- 
cerles valer  contra  él. 

Por  estas  consideraciones,  fallo:  declarando  al  Sr.  Goytia 
sin  acción  para  demandar  ó  D.  Abelardo  Barbié  por  los  daños  y 
perjuicios  que  reclama,  con  costas.  Bepónganse  los  sellos  y 
notifiquese  con  el  orijinal. 

Federico  Ibargúren. 

De  esta  sentencia  apeló  D.  Adrián  Centeno  por  Goytia  y  el 
recurso  le  fué  denegado,  considerando  el  Juzgado  que  habia 
sido  interpuesto  fuera  de  término. 

Hecha  la  regulación  de  los  honorarios  del  abogado  de  Barbié 
en  350  ^bol.  se  formuló  por  el  actuario  la  correspondiente  pla- 
nilla de  costas  con  una  suma  de  454  ^bol.  91  centavos. 

En  la  última  foja  del  espediente  existe  una  nota  del  tenor 
siguiente : 

c  En  dos  de  Julio,  el  Señor  Goytia  entregó  en  esta  oficina  la 
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suma  de  tres  .cientos  veinte  j  seis  pesos  noventa  y  un  centa- 
vos, rebajando  ciento  sesenta  y  cinco  pesos  de  la  planilla  de  f.,. 
según  han  convenido  quedando  en  consecuencia,  pagadas  las  cos- 
tas de  este  espediente  y  firman  el  señor  Goytia  y  el  señor  Ló- 
pez, por  ante  mí  doy  fé :  A.  López,— B.  Goytia. — Méndez  ». 

A  consecuencia  de  la  denegación  del  recurso  de  que  se  ha 
hecho  mención,  D.  Bernardo  Peña  ocurrió  en  queja  ante  la 
Suprema  Corte. 

Con  el  informe  y  los  autos  remitidos  por  el  Juez  de  Sección, 
se  declaró  que  el  recurso  habia  sido  interpuesto  en  tiempo  y  se 
ordenó  que  el  apelante  espresara  agravios. 

Espresándolos  D.  Manuel  Peña  por  su  hermano  D.  Bernar- 
do, sostuvo:  1**  que  el  auto  apelado  era  nulo;  2**  que  era  injusto, 
y  3°  en  caso  negativo,  que  no  procedía  la  condenación  en  costas. 

Sobre  este  último  punto  dijo :  que  la  condenación  en  costas 
solo  procede  cuando  la  ley  lo  ordena,  ó  cuando  interviene  per- 
jurio, mala  fé  ó  temeridad  de  un  litigante.  Que  nada  de  esto 
puede  imputarse  á  su  poderdante,  que  no  hizo  mas  que  coad- 
yuvar á  la  petición  del  Dr.  López.  Que  el  error  del  Juez  al  con- 
denarlo en  costas  ha  consistido  en  creer  que  la  providencia  de 
autos  dictada  en  juicio  anterior  podia  estar  vigente  en  el  pos- 
terior. 

Corrido  traslado,  el  Dr.  D.  Santiago  Cáceres,  por  Tabeada, 
contestó  que  la  transacción  estaba  completamente  consentida  y 
cumplida  por  las  partes,  acompañando  como  prueba  de  ello  tes- 
timonio de  una  escritura  pública  en  que  consta  que  con  fecha 
3  de  Julio  de  1877  elDr.  D.  Pió  Tedin,  apoderado  de  Tabeada, 
entregó  á  D.  Daniel  Goytia,  por  sí  y  como  apoderado  de  D.  Ber- 
nardo Peña  2.500  ¿(bol.  en  pago  y  cancelación  de  los  cargos 
procedentes  contra  Tabeada  por  las  transacciones  anteriores, 
quedando  ambas  partes  exoneradas  de  todo  reclamo  al  respecto. 
Que  en  cuanto  á  la  condenación  en  costas,  dado  caso  que  hu- 
biese sido  injusta,  era  también  un  punto  arreglado,  según  se 
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vé  en  las  últimas  diligencias  de  los  antos,  en  que  por  un  con- 
venio se  hizo  una  rebaja  en  dichas  costas.  Finalmente  que  es- 
tando el  fondo  del  asunto  concluido,  no  ha  debido  tomarse  el 
pretesto  de  las  costas  para  traerlo  ante  la  Suprema  Corte. 

Corrido  traslado  del  documento,  Peña  contestó  que  acababa 
de  tener  noticia  del  último  arreglo;  pero  que  en  él  no  se  habia 
comprendido  la  injusta  condenación  en  costas  de  1*  instancia; 
que  por  consiguiente  el  trabajo  de  la  Corte  quedaba  simplifi- 
cado  7  reducido  á  revocar  dicha  condenación. 


Fallo  de  la  Saprenia  Corte. 

Baenos  Aires,  Enero  31  de  1H78. 

Vistos,  y  resultando  que  después  de  presentado  ante  esta 
Suprema  Corte  el  recurso  de  hecho  de  foja  primera,  la  parte 
apelante  ha  transado  la  cuestión  principal,  como  consta  de 
la  escritura  pública  de  fojas  cincuenta  y  cincuenta  y  una  de 
estos  autos  y  lo  reconocen  las  mismas  partes;  y  en  cuanto  á 
las  costas  de  primera  instancia,  estas  han  sido  igualmente  paga- 
das por  mutuo  convenio,  según  consta  del  acta  de  foja  cin- 
cuenta y  seis  del  espediente  agregado. 

Que  por  consecuencia  carece  ya  de  objeto  la  resolución  del 
presente  recurso,  devuélvanse  estos  autos  previo  pago  de  costas 
y  reposición  de  sellos. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR. 
O.   LEGUIZAMON. 
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CAVSA    ▼ 


Don  Manuel  Garbini  y  C*  contra  D.  Pablo  Gránela^ 

por  cobro  de  pesos 


Sumario*  —  i^  Las  provisiones  suministradas  á  nn  buque 
solo  pueden  ser  cobradas  á  los  dueños,  partícipes,  ó  al  capitán 
contra  quienes  el  título  tiene  aparejada  la  via  de  apremio. 

^  La  demanda  no  puede  ser  alterada  después  de  contes- 
tada. 

I 

Caso.  —  Don  Manuel  Garbini  y  C*  se  presentó  al  Juzgado  de 
Sección  esponiendo  que  D.  Pablo  Gránela,  siendo  Mayordomo 
del  vapor  cRio  Uruguay»  tomó  de  su  casa  de  negocio  para  este 
buque,  cantidad  de  provisiones  por  valor  de  9711  pesos  moneda 
corriente.  Que  no  habiendo  conseguido  el  pago  entablaba  de- 
manda en  forma  contra  Gránela  y  pedia  se  le  condenase  al  pago 
con  las  costas  del  jucio. 

Corrido  traslado,  Gránela  pidió  se  rechazara  la  demanda  con 
espresa  condenación  en  costas.  Dijo  que  según  los  términos 
mismos  de  la  demanda,  los  efectos  hablan  sido  tomados  para  el 
vapor  c  Rio  Uruguay  »  de  que  el  esponente  era  un  simple  em- 
pleado. Que  por  consiguiente,  el  responsable  de  la  cuenta  era 
el  dueño  del  buque,  y  en  el  caso  que  el  título  tuviera  aparejada 
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la  vía  de  apremio,  solo  podria  entablarse  contra  el  Capitán,  con 
arreglo  á  la  ley  de  Procedimientos. 


Fallo  del  ^aez  de  Seeeion. 

Buenos  Aires,  Agosto  31  de  1877. 

Y  Tisto  estos  autos  iniciados  por  Don  Manuel  Garbini  y  Com- 
pañía, contra  Don  Pablo  Gránela,  por  cobro  de  la  cantidad  de 
nueve  mil  setecientos  once  pesos  moneda  corriente,  y  conside- 
rando que  procediendo  este  cobro  de  provisiones  suministradas 
al  vapor  c  Rio  Uruguay  »,  según  resulta  de  la  cuenta  de  foja 
primera  y  de  la  misma  esposicion  del  demandante,  el  deudor, 
según  el  artículo  1037  del  Código  de  Comercio,  es  el  dueño  ó 
los  ps^rtícipes  del  buque,  ó  el  capitán,  trayendo  el  título  apare- 
jada  la  via  de  apremio,  inciso  segundo  del  artículo  trescientos 
ocho  de  la  ley  de  Procedimientos,  fallo  absolviendo  de  la  de- 
manda á  D.  Pablo  Gránela  sin  especial  condenación  en  costas  al 
demandante.    Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Álbarractn. 


En  la  segunda  instancia  el  demandante  sostuvo  que  las 
provisiones  se  hablan  dado  á  Gránela  personalmente  como  pro- 
veedor que  era  del  buque  y  no  como  empleado  del  mismo. 


Fallo  de  la  Suprema   Corte. 

Buenos  Aires,  Enero  31  de  1878. 

Vistos,  por  sus  fundamentos,  y  considerando  que  la  demanda 
no  puede  ser  alterada  después  de  contestada,  con  arreglo  al  ar- 
tículo Cincuenta  y  ocho  de  la  ley  de  procedimientos,  se  confirma 
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oon  costas  el  auto  apelado  de  foja  yeinte  y  siete  raelta,  satisfe- 
chas las  de  la  instancia  y  repnestos  los  sellos,  devaélvanse  los 
autos. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR— O.  LE- 
GUIZAMON. 


CAUSA     YI 


El  Fisco  Nacional,  contra  Galup  é  hijos,  por  infracción  de  la 

ley  de  Adriana ;  sobre  competencia 


Sumario.  — i^  Las  mercancías  venidas  por  vapores  con  pri- 
vilegio de  paqnetes,  se  consideran  como  existentes  en  la  aduana 
aunque  hayan  sido  entregadas,  siempre  que  existan  los  arma* 
dores  6  agentes  del  vapor. 

2^  Por  esto  el  conocimiento  de  las  infracciones  á  la  ley  de 
aduana  cometidas  con  respecto  á  ellas  corresponde  en  1^  Ins« 
tancia  al  Administrador  de  Rentas. 


^  t^'  x»  ■  el  I  »■  I    W    «  r»  r^^^ 


DE  JUSTICU  NACIONAL  25 


Fallo  del  Jíuez  Seccional. 

Baenos  Aires,  Setiembre  37  de  1877. 

Y  vistos  estos  autos  iniciados  de  oficio  contra  el  paquete 
vapor  Franfois  I®**  por  demora  en  la  presentación  del  mani- 
fiesto de  carga  y  omisión  en  el  de  los  artículos  que  se  detallan 
en  el  parte  de  f.  2  los  que  han  sido  remitidos  por  la  aduana 
sin  resolución  alguna  para  ser  juzgados  en  primera  Instancia 
por  el  Juzgado  Nacional,  por  estar  las  mercaderías  fuera  de  la 
jurisdicción  de  la  aduana,  y  considerando  que  la  disposición 
del  artículo  1034  de  las  Ordenanzas  que  se  invoca  no  es  apli- 
cable á  este  caso,  pues  tratándose  de  un  paquete  á  vapor  el 
artículo  842  de  los  mismos,  al  constituir  á  los  armadores  ó 
agentes  personalmente  responsables  para  con  la  Aduana,  por 
las  diferencias  en  la  descarga,  que  impedirían  en  los  buques  de 
vela  su  despacho  y  salida,  sustituye  esta  responsabilidad  ó  la 
mercadería  misma,  debiendo  por  consiguiente,  para  los  efectos 
del  artículo  1034  considerarse  presente  esta  mientras  haya 
armadores  ó  agentes  contra  quienes  puede  hacerse  efectiva  la 
responsabilidad ;  que  los  privilegios  concedidos  para  favorecer 
la  espedicion  de  los  paquetes  á  vapor  exijen  que.  las  opera- 
ciones de  estos  no  puedan  revisarse  por  la  aduana  sino  después 
de  la  salida,  por  lo  que  las  infracciones  que  puedan  descubrirse 
entonces  no  han  pasado  desapercibidas  al  tiempo  del  despacho, 
como  exije  el  artículo  1034  para  desprender  su  conocimiento 
de  la  aduana ;  que  si  hubiera  de  estarse  á  la  interpretación  que 
se  dá  por  la  aduana  á  este  artículo,  no  pudiendo  llegar  &  su 
conocimiento  las  infracciones  cometidas  en  los  vapores  sino 
después  de  su  salida  del  puerto,  cuando  las  mercaderías  han 
salido  ya  de  su  jurisdicción,  seria  el  Juzgado  Nacional  quien 
conocerla  de  todos  ellos  en  primera  Instancia  cuando  del  artí- 
culo 1063  se  desprende  claramente  que  solo  ha  querido  atri- 
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bnírsele  jurisdicción  en  apelación  en  los  casos  de  imposición 
de  penas;  por  estos  fnndamentos  j  no  obstante  lo  espuesto  por 
el  Procurador  Fiscal  en  su  vista  precedente,  declárase  el  Juz- 
gado incompetente  para  conocer  en  esta  causa  en  el  estado  en 
que  le  ha  sido  sometida  por  la  aduana,  j  en  su  consecuencia 
devuélvansele  los  autos  para  que  siga  conociendo  en  ellos  hasta 
pronunciar  resolución,  otorgando  entonces  apelación  en  los  casos 

que  ella  proceda. 

Andrés  Ugarriza. 

Fallo    de    la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Febrero  5  de  1878. 

Vistos :  poi  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado  de 
foja  veinte  y  una,  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

J.  B.   GOROSTIAGA.  —  S.  M.  LASPIUB. 
—  O.    LEGUIZAMON. 


^^tt^m*-^ 
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CAUSA    Til. 


Criminal,  contra  Don]  Antonio  Roverio,  capitán  de  la  goleta 
«  Luisa  y>  por  incendio,  sobre  pruebas  é  intervención  en  causa 
de  la  Compañía  de  Seguros. 


Sumario.  — 1^  La  exigencia  de  pruebas  ulteriores  después 
de  vencido  el  término  probatorio,  importa  su  reapertura,  y  esta 
no  es  permitida. 

2^  Todo  damnificado  por  un  delito  tiene  derecho  á  intervenir 
en  la  causa  seguida  por  el  mismo  delito. 


Caso. — En  el  proceso  seguido  contra  Don  Antonio  Roverio, 
por  incendio  de  la  goleta  c  Luisa»,  el  procurador  fiscal,  después 
de  vencido  el  término  de  prueba  y  presentado  el  alegato  por  el 
acusado,  pidió  varias  diligencias  probatorias. 

La  Compañía  de  Seguros  c  Lloyd  Suizo  »  que  habia  asegu- 
rado las  mercancías  que  iban  en  la  goleta  pidió  intervención  en 
la  causa. 

El  Juez  falló  como  sigue 


/ 
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Fiíll»  del  JTaes  Seeel^Mul. 

Buenos  Aires,  Octabre  35  de  18T7. 

No  siendo  un  trámite  autorizado  por  la  ley  la  reapertura  del 
juicio  que  se  solicita  é  importando  por  otra  parte  la  prolonga- 
ción indefinida  del  juicio,  no  ha  lugar  á  ella;  y  en  cuanto  á  la 
intervención  en  el  juicio  pedida  por  la  compañía,  estando  direc- 
tamente interesada  en  su  resultado,  concédesele  debiendo  tomar 
el  juicio  en  el  estado  en  que  se  encuentra. 

IJgarriza. 
£1  Procurador  Fiscal  apeló  de  este  fallo. 

VISTA  DEL  SEfiOR  PROCURADOR  GENERAL 

Suprema  Corte : 

El  auto  apelado  es  justo  en  sus  dos  partes. 

Lo  es  en  la  primera,  porque  en  el  estado  de  la  causa,  el  Pro- 
curador Fiscal  ha  debido  limitarse  á  contestar  el  alegato  de 
bien  prohado  del  defensor  del  reo,  siendo  misión  del  Juez,  al 
pronunciar  sentencia,  tomar  previamente  cualquier  declaración 
conducente  al  mejor  asierto,  6  bien  ordenar  por  separado  un 
proceso  en  forma. 

Lo  es  en  la  segunda,  porque  todo  perjudicado  por  un  delito 
tiene  el  derecho  de  concurrir  con  el  Ministerio  Fiscal  al  escla- 
recimiento de  los  hechos,  é  indemnización  correspondiente,  y 
mucho  mas  cuando  su  intervención  solo  ha  sido  concedida  en 
el  estado  en  que  el  juicio  se  encuentra. 

C.  Tejedor. 
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Buenos  Aires,  Febrero  12  de  1878. 

Vistos :  De  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  se- 
ñor Procurador  General,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
trescientos  cinco  vuelta,  y  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  i.  DOMÍNGUEZ. 
—  S.  M.  LASPIUB. 


CAUSA     TIIl 


El  Fisco  Nacional  contra  D.  Esteban  D.  Risso^  por  cobro  de 

pesos;  incidente  sobre  competencia. 


Sumario.  —  1"  La  disposición  del  artículo  i034  de  las  Orde- 
nanzas de  Aduana  no  es  aplicable  á  los  paquetes  á  vapor  que 
tienen  en  el  país  armadores  6  agentes  responsables  de  las 
operaciones  de  Aduana. 

2^  Los  privilegios  concedidos  á  los  paquetes  á  vapor  para 
favorecer  su  espedicion,  exigen  que  las  operaciones  de  estos 
no  puedan  ser  revisadas  por  la  Aduana  sino  después  de  su 
salida. 
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Caso. —  La  Administración  de  Rentas  Nacionales  en  Buenos 
Aires,  levantó  un  sumario  del  que  resultó:  que  el  dia  13  de 
Noviembre  de  i  875  entr*  al  puerto  el  vapor  brasilero  c  Cu- 
yabá>f  procedente  de  Montevideo,  con  carga  de  tránsito  para 
Gurumba,  constante  de  3,222  bultos  mercaderías,  siendo  el 
agente  de  dicho  buque  en  este  Puerto,  D.  Esteban  D.  Bisso ; 
que  el  buque  habia  zarpado  del  puerto  á  las  once  de  la  mañana 
7  la  relación  de  la  carga  se  habia  presentado  en  la  oficina  de 
Bahia,  recién  á  las  tres  de  la  tarde. 

El  Administrador  de  Rentas  remitió  este  sumario  al  Juez 
de  Sección  por  cuanto,  habiendo  salido  de  la  jurisdicción  de  la 
Aduana  las  mercaderías,  á  él  correspondía  el  conocimiento  de 
la  causa,  según  el  artículo  1034  de  las  Ordenanzas. 

Corrida  vista  al  Procurador  Fiscal,  este  apoyándose  en  los 
artículos  914,  915  y  1088  de  las  ordenazas  pidió  se  impusiera 
al  Agente  la  multa  de  20  $fts.  por  cada  bulto. 

D.  Esteban  D.  Risso  promoviendo  artículo  de  previo  pro- 
nunciamiento, pidió  que  el  Juzgado,  declarándose  incompe- 
tente para  conocer  del  asunto,  lo  devolviera  á  la  aduana  para 
que  el  Administrador  resolviera  en  primera  instacia. 

Dijo  que  según  el  artículo  1060  de  las  Ordenanzas  solo 
cuando  del  sumario  resultaba  un  delito  común  conexo  con  el 
de  defraudación  de  la  renta,  se  debia  remitir  al  Juzgado  el 
espediente  sin  resolución  para  que  el  Juez  conociera  de  ambas 
cosas  en  una  misma  causa;  que  este  caso,  según  la  vista  fiscal, 
no  se  encontraba  en  el  del  artículo  citado.  Que  el  artículo 
1034,  citado  por  el  Administrador,  se  refiere  al  caso  en  que 
se  descubra  un  contrabando  después  que  las  mercaderías  hayan 
salido  de  la  Aduana.  Que  el  vapor  «  Cuyabá  »  que  no  tomó 
carga  en  Buenos  Aires,  que  ni  siquiera  entró  al  puerto  á  causa 
de  un  temporal  que  arredró  al  oficial  de  Bahia  de  ir  á  bordo, 
no  es  ni  puede  ser  acusado  de  haber  cometido  contrabando 
en  los  términos  del  artículo.    Que  además,  los  buques  con 
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privilogio  de  paquetes  no  se  hallan  comprendidos  en  las  dispo- 
siciones del  artículo  i  034  pues  en  este  caso  la  responsabilidad 
material  de  las  mercaderías  pesa  solidariamente  sobre  el  arma- 
dor 7  el  agente  en  esta  ciudad.  ' 

Corrido  traslado  del  artículo,  el  Procurador  Fiscal  contestó 
que  el  artículo  1100  de  las  antiguas  Ordenanzas  como  el  1034 
de  las  nuevas,  niega  el  conocimiento  de  la  causa  al  Adminis- 
trador, cuando  las  mercaderías  no  están  en  su  jurisdicción. 
Que  si  el  Juez  fuera  incompetente  también  lo  seria  el  Admi- 
nistrador, porque  no  hay  ningún  artículo  que  le  dé  jurisdicción 
4  en  el  caso,  y  entonces  como  la  contravención  no  puede  quedar 
sin  Juez,  puesto  que  las  Ordenanzas  lo  penan,  es  de  aplicarse 
el  inciso  5^  del  artículo  2"^  de  la  ley  de  1863  que  dá  á  los  Jue- 
ces de  Sección  el  conocimiento  de  las  acciones  fiscales  contra 
particulares  6  corporaciones,  por  defraudación  de  rentas  nacio- 
nales 6  por  violación  de  reglamentos  administrativos,  inciso 
que  quedó  vigente  en  todo  cuanto  espresamente  no  fué  dero- 
gado por  las  Ordenanzas. 


F»llo  del  JTaez  de  Seeeloii. 

Buenos  Aires,  Setiembre  37  de  1877. 

Y  vistos  estos  autos  por  infracción  de  los  reglamentos  de 
Aduana,  cometida  por  el  paquete  vapor  cCuyabá»,  omitiendo  el 
conocimiento  de  3222  b altos  de  mercaderías,  los  que  han  sido 
remitidos  por  la  Aduana  sin  resolución  alguna  para  ser  juz- 
gados en  primera  instancia  por  el  Juzgado  Nacional,  por  estar 
las  mercaderías  fuera  de  la  jurisdicción  de  la  Aduana,  y  consi- 
derando, que  la  disposición  del  artículo  1034  de  las  Ordenanzas, 
que  se  invoca,  no  es  aplicable  á  este  caso,  pues  tratándose  de 
un  paquete  á  vapor,  el  artículo  842  de  las  mismas,  al  constituir 
á  los  armadores  ó  agentes  personalmente  responsables  para  con 
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la  Aduana,  por  las  diferencias  en  la  descarga,  que  impedirían 
en  los  buques  de  vela  su  despacho  j  salida,  sustituye  esta 
responsabilidad  á  la  mercaderia  misma,  debiendo,  por  consi- 
guiente, para  los  efectos  del  artículo  1034  considerarse  presente 
esta,  mientras  haya  armadores  ó  agente  contra  quienes  puede 
hacerse  efectiva  la  responsabilidad :  que  los  privilegios  conce- 
didos, para  favorecer  la  espedicion  de  los  paquetes  á  vapor  en  el 
capítulo  3°  de  las  Ordenanzas  exigen  que  las  operaciones  de  estos 
no  puedan  revisarse  por  la  Aduana  sino  después  de  su  salida, 
por  lo  que  las  infracciones  que  puedan  descubrirse  entonces  no 
han  pasado  desapercibidas  al  tiempo  del  despacho,  como  lo^ 
exige  el  artículo  1034  para  desprender  su  conocimiento  de  la 
Aduana :  que  si  hubiera  de  estarse  á  la  interpretación  que  se 
da  por  la  Aduana  á  este  artículo,  no  pudiendo  llegar  á  su  cono- 
cimiento las  infracciones  cometidas  en  los  vapores  sino  después 
d  e  su  salida  del  puerto,  cuando  las  mercaderías  han  salido  yá 
de  su  jurisdicción  seria  el  Juzgado  Nacional  quien  conocerla 
en  todos  ellos  en  primera  instancia,  cuando  del  artículo  1063 
se  desprende  claramente  que  solo  ha  querido  atribuírsele  juris- 
dicción en  apelación  en  los  casos  de  imposición  de  penas ;  por 
estos  fundamentos,  y  no  obstante  lo  espuesto  por  el  Procurador 
Fiscal,  en  su  vista  precedente,  declárase  el  Juzgado  incompe- 
tente para  conocer  en  esta  causa  en  el  estado  en  que  le  ha 
sido  remitida  por  la  Aduana,  y  en  su  consecuencia  devuélvan- 
sele los  autos  para  que  siga  conociendo  en  ellos  hasta  pronun- 
ciar resolución,  otorgando  entonces  apelación  en  los  casos  que 
olla  proceda.  Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  Vgarriza. 

De  este  auto  apeló  el  Procurador  Fiscal  y  el  recurso  se  le 
otorgó  en  relación. 


9* 


DE  JUSTICIA  NAaONAL  33 


Fallo  die  1»  Sapremn  Corte 

fiaenos  Aires,  Febrero  14  de  1878. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado  de 
fojn  veinte  y  seis  vuelta;  satisfechas  las  costas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTUGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. 
—  8.  M.  LASPiUR. 


CAUSA    IX 


Ledesma  hermanos  contra  Parody  é  hijos,  por  cobro  de  pesos; 

sobre  validez  de  poder 


Sumario.  —  Es  bastante  para  la  validez  del  poder  otorgado 
por  el  Gerente  de  una  Sociedad,  la  inserción  de  la  cláusula  del 
contrato  de  sociedad  en  la  que  constan  los  poderes  del  Gerente. 


Ca^o.  —  Mauricio  Cavallier  con  poder  dado  por  el  Gerente  de 
la  sociedad  Ledesma  hermanos,  demandó  á  Parody  é  hijos  por 
cobro  de  pesos. 

T.  XI.  3 
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En  dicho  poder  se  hallaba  trascrita  la  cláusula  del  contrato 
de  sociedad  relativa  á  la  Gerencia. 


FaIIo  del  JTues  SeeeloMiil. 

Mendoza,  Julio  19  1877. 

No  bastando  la  inserción  del  poder  de  foja. . .  con  arreglo  á  loa 
artículos  7*  y  8**  del  título  «  De  las  Escrituras  Públicas  »  del 
Código  Civil,  los  cuales  prescriben  la  inserción  íntegra  del  do- 
cumento habilitante  á  que  se  refieran  los  otorgantes,  con  el  fin 
de  que  conste  de  una  manera  plena  la  suficiencia  ó  legalidad  del 
acto  júridico  habilitante  por  haberse  cumplido  en  él  las  forma- 
lidades del  derecho :  no  ha  lugar  á  lo  solicitado,  debiendo  como 
está  ordenado  á  foja . . .  presentarse  poder  en  forma  y  repóngase 

el  papel. 

Torre, 

Fülio  de  la  Suprenm    Corte 

Buenos  Aires,  Febrero  31  de  1878. 

Vistos :  siendo  bastante  para  cumplir  con  las  disposiones  de 
los  artículos  siete  y  ocho,  título  «  De  las  escrituras  públicas  » 
Código  Civil,  las  cláusulas  habilitantes  del  contrato  de  sociedad 
que  se  han  transcripto  en  el  poder  de  foja  doce,  y  no  habiendo 
ademas  oposición  alguna  de  la  parte  contraria,  por  no  haber 
sidooida;  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  trece  vuelta;  sa- 
tisfechas las  costas  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

J.  D.  GOHOSTIAGA  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
S.  M.  LASPIUR.  —  O.  LEGUIZAkOIf .  — 
ULADISLAO  frías. 
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CAUSA    X. 


Moller  y  C*  contra  Vicente  Casares  é  hijos,  sobre  validez  de 

consignación  de  dinero. 


Sumario. —  Un  pagaré  en  pesos  fuertes  en  oro  debe  ser  satis- 
fecho en  pesos  fuertes  metálicos,  ó  su  equivalente,  y  no  en 
billetes  por  su  valor  nominal. 


Full»  del  JTaes  Seeeloniil 

Buenos  Aires,  Octubre  9  de  1877. 

Vistos:  en  el  incidente  sobre  consignación  de  billetes  de 
curso  legal  por  su  valor  nominal,  hecho  por  los  Sres.  Vicente 
Casares  é  hijos  en  pago  de  un  pagaré  á  la  orden,  estipulado  en 
en  oro  sellado  en  favor  de  los  Sres.  Moller  y  C*. 

Y  considerando:  i^  Que  aunque  el  origen  del  crédito  que  se 
persigue,  fué  venta  estipulada  en  papel  moneda  corriente,  el 
deudor,  el  Sr.  Casares,  pudo  dar  y  dio  el  pagaré  de  f.  i  esti- 
pulando el  pago  en  oro  y  en  tal  caso  es  el  acreedor  Sr.  Moller, 
y  no  el  deudor  quien  tiene  opción  para  cobrar  á  título  de  venta 
ó  por  el  pagaré  (art.  9S4  Código  de  Comercio]  y  en  este  caso 
ejecuta  por  el  pagaré. 
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i?  Que  los  pagarés  á  la  orden  cuando  contienen  obligación 
de  pagar  cantidad  á  plazo  fijo  á  persona  determinada  deben 
ser  considerados  como  letras  de  cambio  (art.  916,  Código  de  Co- 
mercio) y  en  este  caso  se  halla  el  qne  se  ejecuta. 

3^  Que  para  qne  sea  válida  la  consignación  es  necesario  qne 
sea  de  la  totalidad  de  la  suma  exijible  (inciso  3^,  art.  949  del 
Código  de  Comercio)  y  siendo  esta  proveniente  de  nn  pagaré 
á  la  orden  que  produce  los  efectos  de  una  letra,  la  suma  debe 
ser  eiijida  y  es  exijible  en  la  moneda  que  se  designa,  á  menos 
de  no  tener  curso  en  el  Estado  ó  Nación  (art.  861 ,  Código  de 
Comercio)  y  por  consiguiente  estando  estipulada  en  oro  la 
soma  que  se  cobra  y  teniendo  esta  moneda  curso  legal,  en  ella 
debió  hacerse  la  consignación. 

4^  Que  teniendo  en  consideración  que  la  ley  que  dio  curso 
legal  á  los  billetes  del  Banco  de  la  Provincia,  no  les  dio  curso 
forzoso,  pues  en  parte  alguna  establece  que  sean  recibidos 
por  su  valor  nomina],  y  antes  por  el  contrario  la  misma  ley 
solo  los  admite  por  ese  valor  para  el  pago  de  la  mitad  de  los 
impuestos  nacionales,  debiendo  para  la  otra  mitad  ser  tomada 
por  el  precio  corriente ;  ni  estableció  pero  ni  prohibió  pactar 
en  otra  moneda,  de  lo  que  debe  concluirse  que  por  dicha  ley  se 
crió  una  nueva  especie  de  moneda,  sin  excluir  las  existentes 
al  tiempo  de  dictarse ;  y  por  consiguiente  queda  á  los  particu- 
lares la  facultad  de  elejir  lo  que  conviniese  á  sus  transaccio- 
nes, debiendo  por  tanto  estar  á  la  voluntad  de  las  partes  en 
el  caso  ocurrente  por  no  ser  contra  ley  alguna  de  orden  pú- 
blico. 

6^  Que  el  pacto  que  se  alega  y  se  contiene  en  el  documento 
de  f .  1 ,  no  es  contrario  á  las  leyes  de  orden  público,  tanto  por 
lo  espuesto  en  el  precedente  considerando,  en  cuanto  al  fondo, 
como  porque  para  que  haya  ilicitud  se  precisa  que  se  haya 
privado  el  ejercicio  del  derecho  por  una  ley,  ó  por  ley  se  haya 
mandado  su  ejecución,  según  los  principios  fundamentales  de 
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la  Constitacion  Argentina ;  y  en  este  caso  no  se  alega  la  exis- 
tencia de  tal  ley,  ni  puede  decirse  que  esta  prohibición  está 
implícita  en  la  ley  misma  de  Octubre  de  1876,  pues  al  contra- 
rio, en  ella  se  reconoce  las  dos  clases  de  monedas  para  el  pago 
de  impuestos  á  la  Nación. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  decía  ando  que  los  señores 
MoUer  y  C*  no  están  obligados  á  aceptar  la  consignación  hecha 
por  los  Sres.  Vicente  Casares  é  hijos  en  billetes  del  Banco  de 
la  Proyincia,  con  costas,  hágase  saber  original  y  repónganse 
los  sellos. 

Isidoro  AlbarrcLcin. 


FaIIo  de  1»  Supremii  Corte. 

Baenos  Aires»  Febrero  31  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  treinta  y  dos,  satisfechas  las  costas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

J.  B.   GOROSTIAGA.  —  J.    DOMÍNGUEZ.  — 
S.    M.   LASPIUR.  —  O.    LEGUlZAMOIf . 
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CAUSA     XI 


Moller  y  C*  contra  V.  Z.  y  £.  Casares,  sobre  validez  de 

consignación  de  dinero 


Sumario, —  Un  pagaré  en  pesos  fuertes  en  oro,  debe  ser  satis- 
fecho en  pesos  fuertes  metálicos  ó  su  equivalente,  y  no  en  bi- 
lletes por  su  Talor  nominal. 


El  fallo  del  Juez  Seccional  y  de  la  Suprema  Corte  son  idén- 
ticos y  de  la  misma  fecha,  que  los  de  la  causa  anterior,  siendo 
la  cantidad  objeto  de  la  cuestión  la  suma  de  850  pesos  57  cen- 
tavos fuertes. 


f 
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CAUSA     XII 


I).  Pedro  Durand  contra  la  Municipalidad  de  la  ^ciudad  de 
Buenos  Aire$,  sobre  cumplimiento  de  un  contrato.  Incidente 
sobre  litispendencia. 


Sumario.  —  Cuando  en  un  nuevo  juicio  las  partes  son  dife- 
rentes de  las  que  jestionan  en  otro,  no  puede  alegarse  litis- 
pendencia. 

Ca>so. — D.  Pedro  Durand,  estrangero,  se  presentó  ante  el 
Juzgado  de  Sección  esponiendo:  que  en  el  año  i 875  D.  José 
Palie  arrendaba  á  la  Empresa  del  Mercado  del  Centro  el  puesto 
N®  193,  el  que  transferido  al  esponente  por  la  suma  dé  10,000 
$  m/c.  la  empresa  lo  reconoció  como  locatario  y  celebró  con  él 
el  contrato  que  acompaña. 

Que  posteriormente,  y  siempre  de  acuerdo  con  la  empresa, 
alquiló  el  puesto  á  D.  Santiago  Torrilla. 

Que  fallado  el  pleito  que  la  Municipalidad  seguia  con  la 
empresa  sobre  nulidad  del  contrato,  la  Corporación  habia  to- 
mado parte  en  la  Administración  del  mercado,  y  había  decla- 
rado que  no  reconocia  al  esponente  como  arrendatario  de  dicho 
puesto,  ordenando  á  Torrilla  que  no  le  pagase  el  alquiler. 
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Qae  el  contrato  del  esponente  con  la  empresa  era  válido  y 
debia  ser  respetado  por  la  Municipalidad. 

Que  procediendo  la  Corporación  de  un  modo  contrario,  se  veía 
en  la  necesidad  de  demandarla,  pidiendo  fuese  condenada  á 
cumplir  dicho  contrato  y  á  pagar  los  daños  y  perjuicios  que 
le  origina  y  las  costas. 

Corrido  traslado,  el  Procurador  Municipal  promovió  artículo 
previo  y  pidió  se  declarase  que  el  conocimiento  del  asunto  cor- 
respondia  á  los  Tribunales  de  Provincia,  en  donde  estaba  radi- 
cado el  asunto  con  la  empresa,  del  que  era  una  emerjencia. 

Que  emanando  el  derecho  que  alega  el  demandante  del  con- 
trato con  la  empresa  del  mercado  debia  ocurrir  ante  los  jueces 
que  estaban  conociendo  de  la-  nulidad  del  contrato  de  dicha 
empresa  con  la  Municipalidad. 

Corrido  traslado  del  artículo,  Durand  contestó  que  el  pleito 
de  la  Municipalidad  con  la  empresa  habia  concluido  sin  que  el 
contrato  cuya  observancia  demanda  hubiese  sido  objeto  de  la 
discusión  de  aquel  litis. 

Que  vigente  ese  contrato  y  en  posesión  de  la  cosa  arrendada 
fueron  desconocidos  los  derechos  del  esponente,  sin  que  hubiese 
habido  demanda  ni  resolución  alguna. 

Que  este  caso  era  de  la  jurisdicción  nacional  por  lo  dispuesto 
en  el  inciso  2%  artículo  2"^  de  la  ley  de  jurisdicción  federal. 


■Tallo  del   Jíuez  die  Seeelon 

Buenos  Aires,  Setiembre  2  de  1877. 

Y  vistos  estos  autos  en  lo  relativo  á  la  excepción  de  litis  pen- 
dencia deducida  por  la  Municipalidad  de  esta  ciudad  en  el  pleito 
iniciado  por  demanda  contra  ella  de  D.  Pedro  Durand,  y  consi- 
derando: que  según  se  desprende  de  la  esposicion  de  una  y  otra 
parte,  este  juicio  es  diferente  del  que  se  sigue  por  la  Munici- 
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palidad  contra  la  empresa  del  Mercado  del  Centro,  por  ante  los 
tribunales  Provinciales,  por  cnanto  en  el  primero  figura  la 
Municipalidad  como  parte  demandada  y  como  actor  en  este 
último,  siendo  además  diferentes  las  partes  en  uno  y  otro 
juicio,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  excepción  deducida;  en  su 
consecuencia,  conteste  la  Municipalidad  directamente  en  el 
término  legal,  bajo  apercibimiento  de  lo  que  hubiere  lugar  por 
derecho  y  hágase  saber,  reponiéndose  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 


WHÍlm  die  la  Suprema  Corte. 

Baenos  Aires,  Marzo  2  de  1878. 

Vistos,  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  trece  vuelta;  satisfechas  las  de  la  instancia  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — S.  M. 
LASPIUR. — O.  LEGI31ZAM0N.  —  ULADI8LA0 
FMAS. 
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CAUSA    XIII. 


El  Fisco  Nactofial  contra  D.  Eduardo  Madero,  por  cobro  eje- 
cutivo de  pesos. 


Sumario.  —  No  probándose  la  excepción  opuesta,  debe  dic- 
tarse sentencia  de  remate. 


Fullo  del  JucB  9cccloiial. 

Baenos  Aires,  Noviembre  22  de  1877. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  el  Procurador  Fiscal  contra 
D.  Eduardo  Madero  por  cobro  de  pesos  procedentes  de  derechos 
de  Aduana  y  considerando  que  el  ejecutado  no  ha  presentado 
prueba  alguna  sobre  la  excepción  alegada  y  ni  siquiera  ha 
pretendido  ofrecerla,  fallo  ordenando  que  se  lleve  adelante  la 
ejecución  hasta  el  efectivo  pago  del  capital,  intereses  y  costas. 

Hágase  saber  original  y  repónganse  las  fojas. 

Isidoro  Albarracin, 
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VaIIo  de  1»  Suprcm»  Corte. 

Buenos  Aires,  Marzo  7  de  1878. 

Vistos,  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  treinta  y  tres  vuelta;  y  satisfechas  aquellas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ. —S.M.   LASPIUR. — O. 
LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 


CAUSA    X  I T 


1).  Gervasio  Vila  contra  la  Municipalidad  de  Buenos  Aires,  por 
cobro  ejecutivo  de  pesos;  sobre  nombramiento  de  martiliero 


Sumario.  —  Cuando  las  partes  no  se  hallen  conforme  respec- 
to del  nombramiento  del  Martiliero,  los  bienes  embargados  de- 
ben venderse  en  pública  subasta. 


Caso.  — Gervasio  Yila  en  autos  ejecutivos  con  la  Municipa- 
lidad de  Buenos  Aires,  pidió  en  su  estado  que  los  bienes  em- 
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bargados  fuesen  Tendidos  en  remate  por  el  martiliero  D.  Carlos 
A.  Rodríguez. 

AUTO  DEL  JUEZ  SECCIONAL. 

Baenos  Aires,  Octubre  33  de  1877. 

Procédase  á  la  venta  del  bien  embargado  en  pública  sabasta, 
debiendo  tenerse  por  base  las  dos  terceras  partes  de  su  tasación 
y  háse  por  nombrado  el  martiliero  propuesto  cuya  aceptación 
se  comete. 

Ugarriza. 

La  Municipalidad  reclamó  y  pidió  se  nombrase  al  martiliero 
Carlos  P.  Rodríguez. 

Yila  contestó  que  el  nombramiento  del  martiliero  era  faculta- 
tiTO  del  Juez  y  no  de  las  partes. 

F»ll«  del  ^uea  Sceelon»!. 

Baenos  Aires,  Noviembre  16  de  1877. 

T  vistos  por  los  fundamentos  del  escrito  que  precede  no  ha 
lugar  á  lo  solicitado  por  la  Municipalidad  y  se  confiere  el  nom- 
bramiento al  martiliero  D.  Alberto  Carlos  Rodríguez.  Repón- 
gase el  sello. 

Ugarriza. 

falto  de  !•  Suprema  C-arie. 

Buenos  Aires,  Marzo  9  de  1878. 

Vistos ;  atenta  la  desconformidad  de  las  partes  respecto  del 
nombramiento  del  martiliero,  y  estando  dispuesto  por  la  ley 
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que  la  venta  de  los  bienes  embargados  y  tasados  debe  hacerse 
en  pública  subasta,  se  revocan  los  antes  de  fojas  ciento  treinta 
y  nueve  vuelta  y  ciento  cuarenta  y  siete,  y  devuélvanse  al  Juez 
de  Sección  para  que  proceda  con  arreglo  á  lo  proscripto  por  el 
artículo  doscientos  ochenta  y  ocho  de  la  ley  de  procedimientos. 
Satisfáganse  las  costas  y  repónganse  los  sellos. 

J.  DOMÍNGUEZ.— 8.  M.  LASPIUR.— O.  tEGUI- 
ZAMON.  —  ULADTSLAO  FIUA8. 


CAUSA     XT 


D.  Domingo  Dovotieh  contra  D.  Franeiseo  Givoje,  por  cobro  de 
pesos  y  D.  Nicolás  Michanovich,  por  cobro  de  gastos 


Sumarto. — En  la  demanda  en  que  se  ha  deducido  una  acción 
principal  contra  una  persona,  y  otra  accesoria  contra  otra*  no 
puede  resolverse  esta  sin  resolver  aquella  al  mismo  tiempo. 


Caso.  —  D.  Domingo  Dovotieh  demandó  el  pago  de  una  suma 
que  decia  haberle  sido  sustraida  déla  ballenera  c Cristina»  por 
D.  Francisco  Givoje,  quien,  al  efecto  de  poder  partir  para  Euro*» 
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pa  había  depositado  dicha  suma,  y  pidió  que  se  condenara 
en  las  costas  del  juicio  á  Don  Nicolás  Michanovich  que  habia  sa- 
lido de  fiador  por  las  resultas  del  juicio. 

Contestada  la  demanda  por  Michanovich  y  por  D.  Manuel  Yi- 
la  como  apoderado  de  Givoje,  se  dictó  el 

Fallo  del  Jíuea  Seeelaaal. 

Baenos  Aires,  Octubre  31  de  1877. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Domingo  Dovotich  con- 
tra D.  Nicolás  Michanovich  sobre  cobro  de  pesos  procedentes 
de  fianzas,  y  considerando  que  el  único  fundamento  de  la  de- 
manda 6S  la  fianza  que  se  dice  otorgada  por  Michanovich  en  la 
acta  levantada  en  la  Capitania  del  Puerto ;  y  que  según  resulta 
de  la  misma  acta  no  existe  tal  fianza;  fallo  absolviendo  al  de- 
mandado en  la  presente  demanda,  dejando  á  salvo  los  derechos 
del  demandante  contra  quien  corresponda^  con  costas.  Hágase 
saber  original  y  repóngase  el  sello. 

Álbarracin. 


Fallo  de  la  Suprema  Corie 

Buenos  Aires,  Marzo  9  de  1878. 

Resultando  que  la  demanda  ha  sido  deducida  pidiendo  prin- 
cipalmente la  entrega  del  dinero  depositado  por  Givoje  y  como 
accesorio  el  pago  de  las  costas  por  Michanovich  suponiéndolo  fia- 
dor de  aquel.  Resultando  que  esta  demanda  ha  sido  contestada 
á  foja  veinte  y  tres  por  Don  Manuel  G.  Vila  con  poder  en 
forma  del  espresado  Givoje  y  que  el  Juez  de  Sección  sin  embar- 
go no  ha  fallado  acerca  de  ella,  limitándose  á  decidir  en  el  auto 
apelado  sobre  lo  pedido  contra  Michanovich  que  como  punto 
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aoce^prío  debía  ser  fallado  al  mismo  tiempo  que  lo  prineipal,  se 
revoca  el  referido  auto  apelado  y  se  deyuelven  para  qae  el  in- 
ferior tomando  en  consideración  la  demanda  de  foja  cinco  y  la 
contestación  de  foja  veinte  y  tres,  sentencie  y  determine  con 
arreglo  á  derecho ;  satisf^anse  las  costas  y  repónganse  los 
sellos. 

JOSÉ  DOMÍNGUEZ.  —  S.   M.  LASPIUR.  — 
O.  LB6UIZAM0N.  — ULADI8LA0  FEU8. 


CAVBA    XTI. 


D.  Ernesto  Juguersen  contra  D.  Enrique  Green  y  C,  sobre 

exhibición  de  cuentas. 


Sumario.  —  El  dueño  de  mercaderías  no  puede  exigir»  sin 
demanda  en  forma,  la  cuenta  de  lanchages  sino  en  el  caso  de 
embargo  de  aquellas. 


Caso.  —  D.  Ernesto  Juguersen  se  presentó  al  Juzgado  de 
Sección  en  Buenos  Aires  esponiendo:  que  los  Sres.  Green,  agen- 
tes de  la  Compañía  Lamport  y  Hot,  reusaban  present»  la  cuenta 
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de  lanchages  de  mercaderías  venidas  para  el  esponente  7  pre- 
tendía inmiscuir  á  los  Sres.  Casares,  por  lo  ^ne  pedían : 

1^  8e  ordeuase  á  los  agentes  presentar  su  cuenta  de  lanchage 
por  las  mercaderías  venidas  en  el  c  Olbers »  conforme  á  la 
reducción  prometida  por  la  compañía  j 

2^  Que  presentaba  como  fiador  por  lo  que  resultase  deber,  á 
los  Sres.  J.  Shaw  y  C*. 

£1  Jusgado  proveyó,  ordenando  que  se  presentase  la  cuenta 
exigida  y  que  Oreen  manifestara  si  estaba  conforme  con  el 
fiador  propuesto. 

Green  por  su  parte  espuso  que  en  cumplimiento  de  la  órdeñ 
del  Juzgado  presentaba  la  cuenta  pasada  por  Casares  é  hijos 
del  importe  del  lanchage  por  haber  sido  ellos  los  encargados 
del  desembarque.  Que  en  cuanto  al  fiador,  no  era  él  sino  el 
lanchero  el  que  debía  manifestar  su  conformidad,  y  que  esta 
diligencia  era  inútil  por  haber  sido  ya  entregada  la  carga  á 
los  reclamantes. 

El  Juzgado  puso  decreto  de  c  hágase  saber.  » 

En  este  estado,  Inguersen  espuso  que  la  cuenta  presentada 
ño  ei^a  la  reclamada  por  su  parte ;  que  en  el  asunto  nada  tenia 
que  hacer  la  casa  de  Casares  sino  solo  el  esponente  y  el  agente 
del  buque  que  por  el  conocimiento  se  comprometió  á  hacer  la 
descarga.  Pidió  que  haciéndose  efectivo  el  apercibimiento,  se 
rechazara  la  cuenta  de  Casares,  condenando  á  los  agentes  de  la 
Compañía  por  no  haber  presentado  la  cuenta  ordenada  con  la 
reducción  prometida. 

F»ll«  d0l  JTaes  de  Seeeton. 

Baenos  Aires,  Octubre  90  de  1877 

Habiéndose  presentado  la  cuenta  de  f .  8  como  estaba  orde- 
nado, y  no  habiendo  embargo  alguno  de  mercaderías»  único 
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caso  qn«  aatoiiza  este  procedimiento  sin  demaada  ea  forma, 
no  lia  Ingar  á  lo  solicitado,  y  archívese. 

Albarracin. 

Fsll*  de  Ir  Snprem»  C*rte> 

Buenos  Aires,  Harao  13  ds  1678. 

Vistos:  por  sns  fundamentos  y  pudieodo  la  parte  de  Inguei- 

.  sen  deducir  los  derechos  que  crea  tener,  en  vista  de  la  cuenta 

presentada,  se  confirma  con   costas  el  auto  apelado  de  foja 

diez  y  ocho  vuelta,  satisfechas  las  de  la  instancia  y  lepoestos 

los  sellos,  devuélvanse. 

J.   DOMÍNGUEZ,  —  S.    H.   LASPIUR.  — O.    LEGUI- 
ZANOn.  — «LADISLAO  FIUAS. 
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CAVSA     XTII 


D.  Roberto  Peher  y  D.  Ernesto  Landivar  contra  D.  Juan 
Lanús.  Incidente  sobre  personería 


Sumario.  —  i^  Los  poderes  apud  acta  están  reconocidos  por 
las  leyes  nacionales  y  admitidos  constantemente  en  la  práctica 
por  la  Suprema  Corte. 


Caso.  —  D.  Alfonso  Laferrer  demandó  ante  el  Juez  Federal 
en  Buenos  Aires  á  D.  Juan  Lanús  el  cumplimiento  de  un  con- 
trato aobre  comisión  de  compra  de  cédulas  hipotecarias. 

Después  de  contestada  la  demanda,  Laferrer  por  una  parte  7 
sus  acreedores  por  la  otra  presentaron  al  Juez  un  convenio  de 
cesión  á  estos  del  crédito  en  litigio  contra  Lanús,  y  de  entre 
los  acreedores  se  nombró  á  D.  Roberto  Pelser  y  á  D.  Ernesto 
Landivar  para  que  representando  á  todos,  continuase  en  la 
tramitación  del  asunto.  Esta  petición  fué  ratificada  en  forma. 

Notificado  Lanús  espuso  que  no  tenia  porque  oponerse  á  la 
cesión,  pero  que  la  constitución  de  apoderados  de  Pelser  y  Lan- 
divar debia  hacerse  en  escritura  pública,  conforme  al  artículo 
48  del  título  €  De  los  instrumentos  públicos  »,  Código  Civil. 
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PaIIo  del  Jaea  de  Seeelon. 

Baenos  Aires,  Octubre  4  de  1877. 

Y  istos :  estos  autos  en  el  incidente  sobre  defecto  de  forma 
,  en  el  poder  invocado  por  los  Sres.  D.  Roberto  Pelser  y  D.  Er- 
nesto Landivar  en  la  notificación  de  una  cesión  á  D.  Juan 
Lanús  y 

Considerando :  i^  Que  aunque  para  presentarse  en  juicio  por 
un  tercero,  la  ley  (artículo  48,  título  cDe  los  instrumentos  pú- 
blicos»), exige  que  el  poder  esté  estendido  en  escritura  pública, 
esta  no  es  necesaria  cuando,  como  en  el  caso  actual,  los  mismos 
que  se  presentan  son  interesados  y  fundan  su  derecho  de  repre- 
sentación en  el* título  mismo  del  crédito,  que  es  una  transacción 
judicial. 

2°  Que  los  cesionarios  están  facultados  para  hacer  notificar 
la  cesión  (artículo  26,  del  título  «De  la  cesión  de  créditos  »,  Có- 
digo Civil)  y  en  tal  carácter  se  presentan  los  ocurrentes. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  excep- 
ción de  falta  de  personería  opuesta  por  D.  Juan  Lanús  y  orde- 
nando en  consecuencia  que  sigan  los  autos  según  su  estado. 
Eepóngase  el  sello. 

Isidoro  Álbarracin. 


VaH»  de  1»  Saprent»   Corie 

Botaos  Aires,  Marzo  14  de  1878. 

9 

Vistos :  importando  el  escrito  de  foja  treinta  y  siete,  rati- 
ficado en  forma,  un  poder  ápud  acta^  y  estando  estos  recono- 
cidos por  las  leyes  nacionales  y  admitidos  constatiterneüte  en 
la  práctica  por  esta  Suprema  Corte ;  por  estos  f  ](»or  loá  funda-^ 
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mentos  del  aato  apelado,  se  confirma  este  con  costas.  Satisfechas 
las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  DeiUllGUEZ.  —  8.  M.  LASPIUR. 
—  O.  LEGCIZAMON.  —  ULADIS- 
LáO  FRUS. 


CAVBA    XTIII 


La  Sociedad  de  Prácticos  Lemanes  a  República  Argentina  y^ 
contra  D.  Guillermo  Pety^  por  cobro  de  multa. 


Sumario.  —  Los  prácticos  que  sin  llenar  los  requisitos  del 
artículo  cuarto  del  Reglamento  aprobado  por  el  Gobierno,  pi- 
loteen en  aguas  argentinas,  deben  pagar  como  multa  un  valor 
igual  al  del  practicaje  cobrado. 


■all«  del  JTacB  Sceel«niil* 

Buenos  Aires,  Octubre  11  de  1877. 
T  vistos  autos  seguidos  por  D.  Joaquín  E.  Somero  en  re- 
presentación de  la  Sociedad  de  Prácticos  Lemanes,  cBepública 
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Argentina  »  contra  D.  Guillermo  Pety  por  cobro  de  pesos,  pro- 
cedentes de  infracción  del  Reglamento  de  Prácticos  y  consi- 
derando : 

Que  los  demandantes  al  deducir  su  acción  han  manifestado 
claramente  que  la  causa  de  la  obligación  no  era  convenio 
alguno  con  el  demandado,  sino  que  tenia  su  origen  en  la  in- 
fracción de  la  disposición  del  Reglamento  de  Prácticos. 

Que  el  articulo  i6  del  mismo,  modificado  por  resolución 
del  Superior  Gobierno,  por  decreto  de  7  de  Febrero  del  cor- 
riente año,  que  impone  á  los  prácticos  que  sin  llenar  los  requi- 
sitos del  artículo  4  del  mismo  Reglamento,  pilotasen  en  aguas 
Argentinas,  una  multa  á  favor  de  la  Gerencia  de  Prácticos 
equivalente  al  valor  del  practicaje  cobrado. 

Que  el  Sr.  l^ety  al  contestar  la  demanda,  no  ha  negado  el 
haber  piloteado  los  buques  nombrados  en  la  época  indicada, 
hechos  que  se  hallan  perfectamente  justificados  por  el  informe 
de  la  Capitanía  de  f. 

Que  del  mismo  informe  resulta  que  el  Sr.  Pety  recien  en  11 
de  Julio  del  corriente  año  ha  prestado  la  fianza  requerida  para 
ejercer  el  pilotage. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  condenando  á  D.  Guillermo 
Pety  á  pagar  la  cantidad  de  225  pesos  fuertes,  con  sus  intere- 
ses desde  el  dia  de  la  demanda,  con  costas. 

Hágase  saber  original  y  repóngase  el  sello. 


Isidoro  Albarracin, 
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Vallo  de  la  Saprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Marzo  31  de  1878. 

Yistos:  por  sus  f andamentos,  se  confirma,  con  costas,  el 
anto  apelado  de  foja  quince,  y  satisfechas  las  de  la  instancia  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

S.  M.  LASPIUR.  —  O.   LEGUIZAMON.  .— 
ULADISLAO  FRÍAS. 


CAUSA    XIX 


Criminal,  contra  Ángel  Beron  de  Estrada,  por  homicidio. 

Incidente  sobre  competencia. 

Sumario. — El  conocimiento  de  los  delitos  comunes  cometidos 
durante  la  rebelión  corresponde  á  los  jueces  federales,  aun 
cuando  el  delito  político  haya  sido  amnistiado. 


Caso. — ^El  General  D.  Juan  Ayala,  denunció  ante  el  Juez 
de  Faz  de  la  ciudad  de  la  Paz,  que  durante  la  rebelión  de 
1873  el  titulado  comandante  del  ejército  rebelde,  D.  Ángel 
Beron  de  Estrada,  asesinó  al  capitán  del  ejército  nacional  D. 
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Justo  Oliver  qae  'se  encontraba  herido  en  la  casa  de  D.  San- 
dalio  Gómez;  que  la  ley  de  amnistía  no  elimina  de  responsabi- 
lidad á  los  qne  durante  la  rebelión  cometieren  delitos  comanes, 
siendo  estos  de  la  competencia  de  la  justicia  ordinaria. 

En  virtud  de  esta  denuncia  se  puso  preso  al  denunciado  y 
se  levantó  el  correspondiente  sumario  con  el  que  fué  remitido 
el  procesado  á  disposición  del  Juez  del  Crimen  del  Paraná. 

El  Juez  del  Crimen  adelantó  el  sumario  y  antes  de  concluirlo 
dictó  el  siguiente 

AUTO 

Paraná,  Junio  33  de  1877. 

Vistos:  que  encontrándose  el  Juez  de  esta  Sección  cono- 
ciendo y  juzgando  á  varios  individuos  acusados  de  haber  come- 
tido delitos  comunes  en  las  anteriores  rebeliones  habidas  en 
esta  Provincia;  delitos  cometidos  en  iguales  circunstancias  y 
condiciones  al  de  que  se  acusa  al  procesado  por  esta  causa, 
Anjel  Beron. 

Que  el  Juez  que  conoce  en  la  causa  está  en  el  deber  de  in- 
hibirse en  cualquier  estado  de  ella  siempre  que  comprenda 
que  su  juzgamiento  corresponde  á  una  jurisdicción  estraña  á 
la  suya,  á  fin  de  evitar  ie  este  modo  que  su  procedimiento  sea 
nulo  y  adolezca  de  vicios  insanables  por  falta  de  jurisdicción. 

Y  en  vista  de  lo  que  los  artículos  18  y  24  de  la  ley  nacional 
de  i4  de  Setiembre  de  1863  determinan^  este  Tribunal  declárase 
incompetente  para  seguir  conociendo  en  la  causa  iniciada  contra 
Anjel  Beron,  y  mándase  remitar  estos  autos  al  señor  Juez 
Seccional  de  esta  Provincia  con  la  nota  de  estilo. 

Manuel  A.  Hernández. 
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Bemitido  el  espediente  se  dictó  el  siguiente 


Fallo  del  Jaea  Sceelonal. 

Paraná,  Janío  26  de  1877. 

No  siendo  de  la  competencia  de  los  juzgados  nacionales 
conocer  de  otra  clase  de  delito,  que  de  los  espresados  en  la  ley 
penal  de  14  de  Setiembre  de  1863;  sin  que  sobre  los  comunes 
puedan  juzgar   sino   en  territorio  nacional,   ó  cuando  sean 
incidentales  de  los  políticos  y  se  proceda  contra  estos;  por 
tales  principios  de  ley  y  de  jurisprudencia  hecha  por  la  Su- 
prema Corte  de  Justicia  Federal  y  considerando  que  los  pre- 
sentes obrados  contra  el  sumariado  Anjel  Beron  de  Astrada 
proceden  de  denuncia  hecha  de  un  delito  común  de  asesinato 
y  perpetrado  en  la  persona  del  capitán  D.  Justo  Oliver,  f.  2, 
y  que  aun  cuando  este  crimen  se  hubiese  cometido  durante  la 
rebelión  del  73  no  recae  la  denuncia  sobre  el  hecho  político 
de  complicidad  en  aquella,  mucho  mas  si  se  tiene  en  vista  lo 
dispuesto  por  la  ley  nacional  de  amnistía  de  26  de  Julio   de 
1875,  sino  sobre  el  delito  común  cuyo  juzgamiento  compete 
esclnsivamente  á  los  juzgados  ordinarios,  deyuélvase  el  espe- 
diente de  que  se  hace  mérito  en  la  presente,  al  señor  Juez  que 
lo  ha  pasado,  con  la  nota  de  atención  que  corresponde.    Y 
déjese  constancia  de  este  proveido  en  el  libro  de  resoluciones. 

Zarco. 


Devuelto  el  espediente  se  dio  vista  al  Procurador  Fiscal  del 
Crimen  quien  espuso :  que  tomado  como  un  delito  común  y  en 
abstracto  el  delito  que  se  perseguía,  era  indudable  que  su 
juzgamiento  correspondería  á  la  justicia  local ;  pero  que  en  el 
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caso  presente  no  podía  dejarse  de  tener  presente  que  el  homi- 
cidio tenia  por  origen  j  causa  principal  órdenes  superiores 
de  los  jefes  en  armas  contra  las  autoridades  de  la  Nación;  que 
no  era  posible  considerar  el  delito  separadamente  del  de  rebe- 
lión, por  cuanto  la  ley  misma  ha  reputado  como  agravante  esa 
circunstancia,  imponiendo  al  autor  la  mayor  pena  que  corres- 
ponde al  delito  común.  Pidió  al  Juzgado  que  insistiera  en  su 
inhibitoria. 

FALLO  DEL  Juiz  DE  PROVINCIA 

Paraná,  Octabre  11  de  1877. 

Vistos :  de  conformidad  al  dictamen  fiscal  que  aconseja  se 
sostenga  la  incompetencia  de  este  juzgado  para  seguir  cono- 
ciendo  en  los  autos  que  por  homicidio  contra  Ángel  Beron  de 
Astrada  se  tramitan  y 

Considerando  :  Que  el  delito  porque  se  ^a  procesado  á  Ángel 
Beron  de  Astrada,  ha  sido  cometido  durante  la  rebelión  de 
1873. 

Que  la  muerte  del  capitán  Justo  Oliver,  según  se  declaró  por 
el  procesado  á  f.  8,  fué  decretada  en  la  orden  del  dia  y  firmada 
por  el  gefe  rebelde  general  Benitez  que  mandaba  la  columna 
que  operaba  sobre  la  ciudad  de  la  Faz;  que  esta  declaración  del 
procesado  importa  un  descargo  á  su  favor  y  da  al  homicidio 
perpetrado  en  la  persona  del  ya  citado  Oliver,  el  carácter  de 
delito  militar. 

Que  los  jueces  de  provincia  no  son  competentes  para  conocer 
en  estos  delitos  por  estar  impedidos  para  la  calificación  de  los 
delitos  militares  correspondiendo  esta  función  tan  solo  á  los 
Tribunales  Nacionales. 

Que  este  Juzgado  tendria  que  hacer  esa  calificación  y  juz- 
gar sobre  la  aplicación  de  la  ley  de  amnistía  que  perdona  los 
delitos  militares,  puesto  que  él  ha  sido  invocado  como  descar- 
go, del  procesado. 
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Que  aunque  así  fuera  y  se  tratara  solamente  de  un  delito 
común  su  conocimiento  corresponde  siempre  á  la  Justicia  na- 
cional, no  solo  porque  el  estado  de  sitio  durante  en  el  que  fué 
cometido  el  delito  suprime  la  jurisdicción  provincial,  con  rela- 
ción á  los  rebeldes  y  á  sus  actos,  sino  también  porque  los  deli- 
tos comunes  no  son  un  incidente  de  los  políticos  como  lo  afirma 
el  Juez  Nacional,  y  no  es  circunstancia  indispensable  para  que 
conozca  de  ella  la  Justicia  Nacional  el  que  sean  juzgados  con- 
juntamente los  segundos  con  los  primeros. 

Que  todo  delito  común  cometido  en  ocasión  de  una  rebelión 
y  por  los  rebeldes  es  de  esclusiva  Jurisdicción  Nacional  según 
así  lo  dispone  la  ley,  artículo  18,  título  4^,  ley  de  14  de  Setiem- 
bre de  1863,  sobre  delito  cuyo  juzgamiento  corresponde  á  la 
Justicia  Nacional  y  Fallos  de  la  Corte  Suprema,  que  *8e  rejis- 
tran  en  la  Sección  1%  tomo  6,  pág.  49.  Por  estos  fundamentos 
é  inciso  3®,  tít.  3®  y  axt.  V  sobre  la  Ley  de  Jurisdicción  y  com- 
petencia, de  conformidad  con  la  vista  fiscal,  este  Juzgado  sos- 
tiene la  incompetencia  para  conocer  en  estos  autos  y  en  conse- 
cuencia diríjase  oficio  al  Sr.  Juez  Nacional  de  esta  Sección  con 
la  trascripción  de  este  auto  y  de  la  Yista  Fiscal,  para  que  con 
arreglo  á  los  artículos  50  y  51  de  la  Ley  de  Procedimientos  Na- 
cionales, conteste  dentro  del  término  de  ocbo  dias  para  proce- 
der en  su  consecuencia  con  arreglo  á  los  artículos  49  ó  52  según 
tuviera  &  bien  resolver. 

Para  ilustración  necesaria  transcríbasele  su  auto  de  f .  33  vta. 

Manuel  A .  Hernández. 


Habiendo  el  Juzgado  de  Sección  mantenido  el  auto  en  que 
se  declaró  incompetente,  se  elevó  el  proceso  á  la  Suprema 
Corte  para  que  resolviera  la  contienda. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Suprema  Corte: 

Baenofi  Aires,  Enero  29  de  1878. 

Los  delitos  comanes  cometidos  durante,  6  con  ocasión  de 
una  rebelión,  son  parte  de  esta,  j  los  Tribunales  competentes 
deben  de  ser  siempre  aquellos  á  quienes  corresponda,  según  sea 
la  rebelión  contra  las  autoridades  nacionales  ó  provinciales. 

Las  leyes  de  amnistía  solo  resuelven  sobre  el  proceso  6  la 
pena  de  los  delitos  políticos. 

Debe  esta  Corte,  pues,  decidir  la  competencia  suscitada, 
contra  el  Juez  Seccional  del  Paraná. 

C.  Tejedor. 

Fallo  de  la  Suprema  Vorte 

Baenos  Aires,  Marzo  26  de  1878. 

Vistos,  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General  en  su  precedente  vista,  se  declara  que 
el  conocimiento  de  la  presente  causa  corresponde  al  Juez  Fe- 
deral de  Entre-Rios.  Remítansele  en  consecuencia  los  autos  y 
avísese  por  oficio  al  Juez  del  Crimen  de  la  ciudad  del  Paraná. 


^    J.  DOMÍNGUEZ.— S.  M.  LASPIUR.— O.   LEGUI- 
ZAMON.  —  ULADTSLAO  FRUf^. 
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CAUSA     XX. 


/)•  Vicenta  Soparo,  contra  ü.  Juan  Sasso  y  D^  Carmen  Rodrt" 

gtieZf  sobre  tercería  de  dominio. 


Sumario  —  Estando  aun  abierto  el  juicio  testamentario,  las 
pretensiones  contradictorias  á  la  sucesión  y  á  la  validez  de  una 
declaratoria  de  herederos,  aunque  se  susciten  en  razón  de  un 
juicio  particular  de  tercería,  deben  ser  ventiladas  ante  el  Juez 
de  la  sucesión. 


Caso.  —  D*  Carmen  Rodríguez,  en  su  calidad  de  única  here- 
dera de  D.  Mariano  Soparo,  hipotecó  una  finca  de  la  sucesión  á 
D.  Juan  Sasso,  en  garantía  de  un  crédito. 

Iniciada  por  este  la  ejecución  por  el  pago  de  su  crédito,  y 
embagada  la  finca,  D^  Vicenta  Soparo  diciendo  ser  ella  la  única 
heredera  de  D.  Mariano  Soparo,  dedujo  tercería  de  dominio 
contra  el  embargo. 

La  tercerista  sostuvo  que  D*  Carmen  Rodríguez  no  era  here- 
dera de  aquel,  pues  ella  era  hija  de  D.  Mariano  Reinoso  y  D* 
Isabel  Rodríguez,  que  casó  en  segundas  nupcias  con  Soparo, 
de  la  que  la  tercerista  era  hija  natural. 
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Fallo  del  «fues  Seccional 


Baenos  Aires,  Setiembre  5  de  18T7. 


Vistos  estos  autos  en  el  incidente  sobre  incompetencia  de- 
ducido por  la  ejecutada  Bodriguez. 

T  considerando:  1^  Que  radicada  la  ejecución  ante  este 
juzgado,  la  tercería  deducida  como  un  incidente  del  juicio 
principal,  debe  tramitarse  ante  el  mismo  sin  consideración  á 
las  personas  ni  al  origen  del  derecho  que  se  invoca. 

2^  Que  alegándose  por  la  tercera  opositora  el  dominio  en  el 
bien  embargado,  aunque  para  fundarlo  baya  de  hacer  valer 
derechos  hereditarios,  el  juagado  al  resolver  no  tiene  que  ver 
ni  consultar  sino  si  estos  han  dado  el  título  y  de  ninguna 
manera  revisarlos,  por  lo  que  no  entiende  sobre  juicios  tes- 
tamentarios como  lo  pretende  para  decir  de  incompetencia. 
Por  estas  consideraciones  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  incom- 
petencia alegada  y  ordenando  sigan  los  autos  según  su  estado 
á  cuyo  efecto  agregúense  los  autos  principales  ad  efectum  vi- 
dendi.    Hágase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 


Apelado  este  fallo,  la  Suprema  Corte  recibió  del  Juez  de 
primera  Instancia,  Dr.  D.  Salustiano  Zavalía,  un  oficio  pidien- 
do la  remisión  del  espediente  de  Sasso  con  la  Sra.  Eodriguez, 
por  tratarse  de  una  finca  perteneciente  á  la  sucesión  de  D. 
Mariano  Sopare,  cuyo  juicio  se  hallaba  abierto  y  pendiente 
ante  él, 
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Fallo  de  1»  Suprem»  Corie* 

Baenos  Aires,  Mano  28  de  1878. 

Vistos:  resultando  qne  la  obligación  hipotecaria  de  foja  dos, 
espediente  agregado,  fné]contraida  por  Doña  Carmen  Rodríguez 
en  el  carácter  de  heredera  universal  de  Don  Mariano  Separo : 
que  Doña  Vicenta  Sopare  invoca  el  mismo  derecho  de  heredera 
como  fundamento  de  la  tercería  deducida ;  que  per  el  oficio  del 
Juez  de  primera  Instancia  de  esta  Provincia,  á  que  debe  darse 
entero  crédito,  censta  que  está  abierto  ante  él,  el  juicio  testa- 
mentario del  espresade  Separo ;  que  es  en  ese  juicio  en  el  que 
deben  discutirse  j  juzgarse  las  pretensiones  contradictorias  á 
la  sucesien ;  así  como  el  mérito  y  validez  de  una  precedente 
declaratoria  de  heredere,  en  case  que  haya  tenido  lugar,  como 
se  alega  que  ha  sucedido  en  este  caso ;  y  que  para  elle  carecen 
de  jurisdicción  les  Tribunales  nacienales,  con  arreglo  al  ar- 
tículo doce,  inciso  primero  de  la  ley  de  jurisdicción  y  compe- 
tencia ;  por  estas  razones,  y  de  conformidad  con  el  señor  Pro- 
curador General,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  veinte  y 
cinco,  y  previo  pago  de  cestas  y  reposición  de  sellos  devuél- 
vanse, para  que,  desprendiéndose  del  conocimiento  del  asunto, 
el  Juez  de  Sección  remita  los  autos  al  de  Provincia. 


J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.   M.  LASPICR.  —  O. 
LEGUIZAMON.  — ULABISLAO  FRUS. 
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CAUSA    XXI. 


Tercería  de  Doña  Avelina  C.  de  Chueca  en  la  ^ecucion  del 
Banco  de  San  Juan,  contra  D.  José  T.  Chueca. 


Sumario,  —i^  Cuando  en  el  juicio  ejecutivo  se  deduce  ter- 
cería de  oposición  escluyente,  ella  ha  de  fundarse  precisa- 
mente en  el  dominio  de  los  bienes  embargados. 

2°  La  alegación,  sin  prueba  de  que  esos  bienes  han  sido 
adquiridos  con  dinero  del  opositor,  no  es  bastante  para  fundar 
el  dominio. 


Caso. — D.  Marcos  López,  gerente  de  la  sucursal  del  banco 
de  San  Juan  en  Gatamarca,  inició  una  ejecución  contra  D. 
José  Tomás  Chueca,  estrangero,  por  la  suma  de  1392  ps.  fts. 
36  cts.  por  saldo  de  cuenta  é  intereses  hasta  el  31  de  Marzo  de 
1877. 

En  esta  ejecución  se  embargaron  los  efectos  y  muebles  de 
una  confitería  y  una  acción  de  dicho  banco. 

Doña  Avelina  C.  de  Chueca,  esposa  del  ejecutado,  se  pre- 
sentó oponiendo  tercena  de  dominio  sobre  los  bienes  embar- 
gados. 
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FaUo  del  Jíaes  de  Seeelon 

Catamarca,  Agosto  14  de  1877. 

Vistos :  en  la  tercería  de  dominio  opuesta  por  Doña  Avelina 
C.  de  Chueca  al  juicio  ejecutivo  seguido  por  el  gerente  de  la 
Sucursal  del  Banco  de  San  Juan,  D.  Marcos  López,  contra  el 
esposo  de  aquella  D.  José  Tomás  Chueca,  ciudadano  peruano, 
y  considerando:  —  1°  Que  cuando   en  el  juicio    ejecutivo  se 
deduce  tal  tercería  de  oposición  escluyente,  ella  ha  de  fundar- 
se precisamente    en   el  dominio  de  los  bienes    embargados, 
mientras  que  dicha  señora  funda  su  acción  de  dominio  sobre 
tales  bienes,  tan  solo  en  el  mero  hecho  de  haber  sido  adqui* 
ridos  por  el  ejecutado  con  dinero  procedente  de  varias  propie- 
dades dótales,  que  dice  haberle   vendido  este,  según  lo  han 
reconocido  ambos  en  los  actos  del  diez  del  corriente  á  f.  8  y 
9.    (Art.  301,  Ley  Nacional  de  Procedimientos); 

2^  Que  este  hecho  en  sí  mismo  no  es  bastante  para  esta- 
blecer el  pretendido  título  de  dominio,  sino  meras  obligacio- 
nes personales  entre  los  esposos,  según  la  terminante  dispo- 
sición de  los  artículos  A%  43  y  59,  inc.  S"",  páginas  324,  325 
y  328  del  Código  Civil ; 

3°  Que  prescindiendo  de  lo  antedicho,  la  confesión  del  ma- 
rido sobre  el  particular,  tampoco  perjudica  á  terceras  accio- 
nes centro  este,  si  aquella  no  estuviese  corroborada  por 
escrituras  ú  otros  instrumentos  públicos,  como  han  declarado 
ambos  no  estarlo  en  los  actos  de  f.  18  y  19  antes  citados, 
(artículos  12  y  13  del  mismo  Código) ; 

4^  Que  aun  suponiendo  la  efectiva  existencia  de  tales  docu- 
mentos, tampoco  podrían  hacerse  valer  en  el  presente  caso, 
por  no  haberse  acompañado  ni  héchose  mención  alguna  de 
ellos  en  la  demanda  como  lo  exijen  los  artículos  10  y  301  Ley 
de  Procedimientos  citada.  —  Por  tanto  y  omitiendo  ptras 
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consideraciones,  se  declara  que  no  debe  accederse  como  en 
efeeto  no  se  hace  lugar  á  la  antedicha  tercería  de  dominio 
opuesta  por  la  señora  de  Chueca  contra  el  ejecutante  López, 
con  especial  condenación  en  costas  á  dicha  opositora,  dejándole 
su  derecho  á  salvo  para  deducir  las  demás  acciones  que  pudie- 
ran corresponderle.  —  Hágase  saber  con  el  original  y  ejecu- 
toriada que  sea  la  presente  resolución,  llévense  adelante  los 
procedimientos  de  la  vía  ejecutiva. 

Joaquín  Quiroga. 
Habiendo  apelado  la  señora  de  Chueca,  se  dictó  este 


Fallo  de  la  Saprenia  Corie. 

fiaeno9  Aires,  Marzo  S8  de  1878. 

Vistos,  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  doce.  Satisfechas  las  de  la  instancia  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.   LASPIUR.  —  O. 
LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 


T.  SU. 
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CAUSA     XXII. 


D.  Federico  L.  Humphreys  contra  A Imeida  y  C*,  sobre  una 

condenación  en  costas. 


Sumario. — No  habiendo  temeridad  en  el  demandante  al 
deducir  sa  acción,  no  pnede  ser  condenado  en  costas. 


Caso.  —  En  la  causa  seguida  por  Almeida  y  C*  contra  D. 
Federico  Humphreys  por  devolución  de  fletes,  se  dictó  este 

Fallo  del  Suem  de  Seeeion* 

Buenos  Aires,  Octubre  10  de  1877. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  los  Sres.  Almeida  y  C* 
contra  D.  Federico  B.  Humphreys,  por  devolución  de  un  flete, 
y  considerando : 

Que  los  demandantes  no  han  probado  el  convenio  especial 
sobre  devolución  del  importe  del  flete  para  el  caso  de  no  poderse 
efectuar  la  carga  por  fuerza  mayor  ó  caso  fortuito 

Que  la  declaración  del  testigo  Wallase  en  la  parte  que  dice 
haber  escrito  á  su  principal  de  Montevideo  haciéndole  presente 


« 
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el  reclamo  de  los  demandantes,  y  el  haber  puesto  la  nota  al  pié 
del  documento  de  f.  1  no  importan  en  manera  alguna  el  reco- 
nocimiento del  convenio  de  devolución  alegado,  mucho  mas 
cuando  este  mismo  testigo  presentado  por  los  demandantes,  al 
responder  á  la  segunda  pregunta  del  interrogatorio,  lo  niega 
absolutamente. 

Que,  aun  suponiendo  la  existencia  del  convenio  sobre  devo- 
lución, para  el  caso  de  que  por  fuerza  mayor,  no  pudiera  efec- 
tuarse el  embarque  de  los  carneros  en  pié,  no  se  ha  probado  la 
existencia  de  esta  fuerza  mayor  ó  caso  fortuito. 

Que  por  el  contrario,  no  solo  en  la  demanda  reconocen  los 
demandantes  que  no  ha  existido  dicha  fuerza  mayor,  al  decir 
que  difícilmente  podrían  las  lanchas  atracar  al  costado  del 
cDouro»,  dificultad  que  evidentemente  no  constituye  fuerza 
mayor ;  sino  también  que  en  el  curso  de  la  prueba  han  tratado 
de  constatar  que  solicitaron  uu  vapor  para  que  remolcase  las 
lanchas,  tentativa  que  viene  á  demostrar  aun  mas  la  no  exis- 
tencia de  la  fuerza  mayor,  pues  á  existir,  ni  á  remolque  como 
se  dice  que  se  pretendió  hacerlo,  se  hubieran  podido  sacar  las 
lanchas  de  la  Boca. 

Que  esta  misma  tentativa  prueba  que  si  los  demandantes 
hubieran  sido  tan  previsores  como  debian,  hubieran  buscado 
con  anticipación  el  vapor  remolcador  que  á  última  hora  no 
encontraron. 

Que  el  demandante  debió  probar  su  acción,  y  no  habiéndolo 
hecho,  según  queda  establecido,  debe  ser  absuelto  el  deman- 
dado, de  acuerdo  con  la  ley  1",  título  14-,  partida  3*. 

Pos  estas- consideraciones,  fallo  absolviendo  al  demandado 
de  la  presente  demanda  sin  costas.    Hágase  saber  con  el  ori- 

« 

ginal  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin, 
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De  esta  sentencia  apeló  la  parte  de  Hamphreys  por   cnanto 
no  se  había  condenado  en  costas  á  Almeida  y  C*. 

Dijo  qne  las  mismas  consideraciones  de  la  sentencia  demos- 
traban qne  los  actores  han  debido  ser  condenados  en  las  costas 
pnes  qne  las  leyes  8,  Tít.  22,  Part.  3*,  y  39,  Tít,  2°,  Part.  3* 
imponían  esa  pena  al  actor  qne  no  probaba  los  hechos  en  qne 
funda  la  demanda. 


fallo  de  la  auprema  C-orie. 

Buenos  Aires,  Marzo  90  de  1878. 

Vistos  y  considerando  que  no  ha  habido  temeridad  en  el  de- 
mandante al  deducir  sn  acción,  se  confirma  el  anto  de  foja 
ciento  seis  de  la  parte  apelada;  satisfechas  las  costas  y  repues- 
tos los  sellos  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ. — S.  M.  LASPIUR. — O.  LE- 
GUIZAMON.  —  ULADISLAO  FRUS. 
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CAUSA    XXIII. 


Correa  y  Giménez  contra  Mariiarena,  hermanos, 

por  cobro  de  pesos 


Sumario.  —  Si  el  apelante  no  mejora  el  recurso  dentro  del 
término  del  emplazamiento,  se  declara  desierta  la  apelación 
á  la  primera  rebeldía  que  acusa  el  apelado. 


Caso.  —  En  los  autos  seguidos  por  Correa  y  Giménez,  contra 
Martiarena  hermanos,  no  habiendo  estos  mejorado  la  apela- 
ción dentro  del  término  del  emplazamiento,  aquellos  acusaron 
rebeldía. 

Falla  de  1»  Sapremii  Corie* 

Buenos  Aires,  Marzo  30  de  1878. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  y  á  mérito  de 
lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos  catorce  de  la  ley  de 
Procedimientos, declárase  desierto  el  recurso;  devuélvanse  en 
consecuencia  los  autos,  previo  pago  do  costas  y  reposición  de 
sellos,  por  el  apelante. 

i.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR.— O. 
LEGUIZAMON.  —  ULADI8LA0  FRUS. 
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CAUSA    XXIV. 


Solano  y  C%  contra  Perotti  y  Raimondi,  por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  — No  mejorando  el  recurso  el  apelante  dentro  del 
término  del  emplazamiento,  se  declara  desierto  á  la  primera 
rebeldía  que  acuse  el  apelado. 


Caso.  —  En  los  autos  seguidos  por  Solano  y  C%  con  Perotti 
7  Baimondi,  no  habiendo  el  apelante  mejorado  el  recurso  den- 
tro del  emplazamiento,  el  apelado  le  acusó  rebeldía. 

FaIIo  de   1»  Suprem»  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  S  de  1878. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado,  declárase  de- 
sierto el  recurso,  y  devuélvanse  los  autos,  previo  pago  de  cos- 
tas y  reposición  do  sellos  á  cargo  del  apelante. 

J.    DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.   LASPloR — O.  LE- 
GUIZAMON. — ULADISLAO  FRÍAS. 
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CAUSA    XXV. 


D,  Francisco  Julia  contra  D.  Francisco  Belbey,  por  cobro 

de  pesos. 


Sumario.  —  1**  El  empresario  de  una  obra  suspendida  no 
puede  pedir  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  por  la  sus- 
pensión, si  de  esta  él  ha  sido  el  causante. 

2°  £1  no  tiene  mas  derecho  que  el  de  cobrar  el  valor  de  lo 
ediñcado,  á  justa  tasación. 


El  caso  se  halla  prolijamente  espuesto  en  el  siguiente 


Fallo  del  «laes 'Seccional* 


Paraná,  Setiembre  24  de  18T7. 

Vistos  los  presentes  autos  seguidos  entre  partes,  D.' Rafael 
Florenza,  apoderado  de  D.  Francisco  Julia,  demandante,  y  D. 
Francisco  Belbey,  demandado,  por  reclamo  de  tres  mil  ocho 
cientos  pesos  bolivianos,  procedentes  de  la  construcción  de 
una  casa,  valor  según  contrato  3650  pesos  bolivianos ;  y  de  los 
intereses,  daños  y  perjuicios,  por  falta  de  cumplimiento  á 
lo  contratado. 
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De  la  demanda  interpuesta  resulta  alegarse,  escrito  fs.  7  i  10- 
Que  celebrado  contrato  de  locación  coa  estipulación  de  la 
referida  sama  de  3650  pesos  bolivianos  por  precio,  mas  150 
pesos  de  la  misma  moneda  por  aumento  de  trabajos  (compro- 
bación que  se  ofrece  con  docnmentos),  cuando  ya  estaba  por 
concluirse  la  obra  con  arreglo  al  contrato,  el  demandante  Bel- 
bey  le  pidió  *á  Julia  que  suspendiera  los  trabajos  de  ella,  por-* 
que  si  la  terminaba  pronto,  no  podia  entonces  hacerla  la  en- 
trega completa  del  valor  convenido,  por  hallarse  escaso  de 
recursos,  que  le  permitiera  además  habitar  en  lo  edificado, 
tanto  porque  asi  cuidarla  que  no  padeciese  deterioros,  cnanto 
porque  eso  no  obstaría  á  la  prosecución  de  la  obra  cuando  se 
continuara,  que  convino  con  esto;  pidió  que  al  cabo  de  seis 
meses,  habiendo  el  mismo  Julia  hecho  llevar  materiales,  é  ido 
él  personalmente  á  emprender  el  trabajo  que  había  quedado 
por  hacerse,  cuya  paralización  por  mas  tiempo  le  era  muy  gpra- 
vosa;  encontró  oposición  en  Belbey  que  tal  conflicto  le  hizo 
levantar  la  protesta  de  f .  1  á  %  creyéndose  con  justo  derecho 
para  hacer  los  cargos  que  en  ella  consigna  y  que  son  los  mismos 
que  demanda,  apoyado  en  lo  prescrito  por  el  art.  146  del  Tít.6^ 
Cap.  8®,  Sec.  3*,  lib.  2**,  del  Código  Civil,  y  por  los  artículos 
2  y  3  del  Tít.  3°,  Sec.  1*,  libro  citado  del  mismo  Código. 
Conferido  traslado,  el  demandado  contesta,  escrito  fs.  20á23: 
Que  se  celebró  contrato  de  locación,  que  de  él  coasta  el  pre- 
cio estipulado,  las  condiciones  de  forma,  estimación  y  calidad 
de  la  obra  y  de  los  materiales,  que  los  trabajos  de  construcción 
fueron  seguidos  hasta  dejar  el  edificio  en  el  estado  que  hoy  se 
encuentra,  salvo  las  mejoras  que  él  (Belbey)  ha  hecho,  que  la 
suspensión  de  la  obra  no  fué  porque  él  se  opusiera,  sino  porque 
Julia  careció  de  recursos  y  la  suspendió,  que  entonces  él  con- 
vino en  recibirse  de  lo  edificado,  que  ya  entonces,  también, 
tenia  entregado,  por  cuenta  del  valor  que  debia  satisfacer,  la 
suma  de  2650  pesos  bolivianos;  que  como  el  precio  total  estipu- 
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do  era  el  de  3650  pesos  bolivianos,  no  hallándose  terminada 
aqnella  no  podia  saber,  dado  el  trabajo  hecho,  si  resaltaría 
adeudar  6  nó,  qne  por  lo  tanto,  trató  de  un  arreglo,  pero  que 
no  se  llegó  á  ese  término,  por  no  admitírsele  en  cuenta  del  pre- 
cio concertado  280  pesos  que  habia  invertido  en  acarreos  de 
tierras  para  la  nivelación  del  patio,  ni  menos  aceptársele,  como 
base  de  arreglo,  el  no  hallarse  la  obra  conforme  á  lo  convenido, 
en  cuanto  á  la  condición  y  clase  de  los  materiales  empleados. 
De  donde  concluye,  que  no  puede  saber,  si  es  ó  nó  deudor, 
puesto  que  la  obra  no  fué  terminada  y  se  le  entregó  sin  quedar 
perfecto  el  contrato. 

Becibida  la  causa  á  prueba  por  auto  de  f.  24  vuelta,  con  de- 
terminación de  hechos. 

Del  examen  practicado  en  toda  la  producida  por  ambas  par- 
partes,  como  en  todo  lo  que  han  alegado,  se  vé  que  no  resulta 
oposición  ni  contrariedad  alguna  en  cuanto  al  hecho  de  la  cele- 
bración y  términos  del  contrato  de  locación  que  corre  á  f.  26; 
ni  menos  sobre  el  contenido  del  documento  reconocido  de  f.  18 
que  acredita  la  estipulación  del  precio  concertado  por  el  trabajo, 
del  aumento  en  la  estension  del  patio  de  la  casa,  que  no  fué 
comprendido  en  el  contrato  citado  de  f.  26  como  tampoco  se 
contraria,  ni  se  niega  la  entrega  de  la  suma  de  2650  pesos  acre- 
ditada por  el  demandado  con  los  recibos  de  fs.  59  á  67,  que 
viene  por  lo  tanto  á  versar  la  cuestión  sobre  el  hecho  de  la 
suspensión  de  los  trabajos  de  la  obra,  como  la  causa  original 
de  que  procede  lo  reclamado  por  el  empresario  demandante,  y 
eicepcionado  por  el  dueño  de  la  obra  demandado. 

En  la  prueba  que  al  respecto  ha  presentado  el  primero,  en 
los  interrogatorios  de  fs.  31  y  47,  por  las  declaraciones  que 
corren  de  f .  49  á  f .  54,  y  de  f .  70  á  f .  74,  solo  en  la  de  f .  73 
aparece  que  el  demandado  Belbey  se  opuso  á  que  siguiera  el 
trabajo  suspendido,  cuando  el  empresario  Julia  fué  á  conti- 
nuarlo; lo  cual,  también  aparece  confesado  por  aquel  en  la 
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absolución  de  posiciones  á  f.  43;  que  de  las  otMts  declaraciones 
nada  resulta  de  importancia  con  relación  al  hecho  de  la  in* 
dicada  suspensión  de  la  obra. 

Y  en  la  aducida  por  el  demandado  que  muy  bien  puede  con- 
cretarse  6  reducirse  á  solo  las  posiciones  absueltas  por  Julia  á 
f.  57  vta.  de  estas  consta  ser  cierta  la  confesión  del  mismo 
Julia,  que  él  fué  quien  hizo  suspender  el  trabajo  de  la  obra 
por  falta  de  materiales  y  de  recursos;  absolviendo  de  igual 
modo  todo  aquello  de  que  fué  preguntado  por  el  interrogatorio 
de  f.  68. 

Sin  mas  recapitulación  de  antecedentes  y 

Considerando:  i^  Que  siendo  como  se  deja  demostrado,  la 
causa  principal  ó  esencial  de  lo  que  se  reclama  en  la  demanda, 
procedente  del  hecho  de  la  suspensión  de  los  trabajos  de  la  obra 
esta  causa  falta  en  su  verdad  y  justo  mérito,  por  la  propia  y 
terminante  confesión  hecha  por  el  empresario  demandante  en 
las  posiciones  citadas,  absueltas  á  f.  57.  Sin  mas  de  lo  que 
librarse  el  pleito  y  darse  por  finado,  como  lo  determina  y  es- 
presa la  ley  2,  Tít.  13,  Part.  3*,  aplicable  al  caso. 

2®  Que  aun  cuando  absolviendo  también  posiciones,  el  de- 
mandado Belbey,  haya  confesado  f.  43  que  se  opuso  á  que  el 
empresario  Julia  continuara  el  trabajo,  esta  oposición  consta 
que  ñié  hecha  como  lo  confiesa  dicho  Belbey,  cuando  se  hallaba 
ya  suspendida  la  obra,  como  lo  comprueba  también  la  declara- 
ción de  f.  73  de  uno  de  los  testigos  presentados  por  Julia,  lo 
que  viene  &  producir  una  circunstancia  que  destruye  el  mérito 
del  cargo  reclamado  por  el  empresario,  por  no  poderse  imputar, 
con  fundamento  á  la  oposición  hecha  por  el  demandado  Bel- 
bey, mucho  mas  en  razón  de  lo  espuesto  por  aquel  mismo,  en 
las  referidas  posiciones  de  fojas  citadas,  diciendo,  como  dice: 
«que  él  suspendió  la  obra  por  no  tener  materiales,  por  faltarle 
crédito  en  plaza  y  porque  debiendo  poner  portones  (6  rejas) 
para  continuarla,  no  los  pudo  colocar  porque  no  le  fueron  en- 
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tregados  por  el  fabricante  de  ellos.  Sobre  lo  cual,  también  este 
declara,  f .  71 ,  que  Julia  le  mandó  pedir  los  tales  portones,  pero 
qne  no  le  faeron  mandados,  por  no  haber  ido  el  mismo  Jnliá 
personalmente  á  recibirlos,  como  le  exigió  qae  le  hiciera.  »  Por 
todo  lo  qae  no  solo  se  demuestra  la  imposibilidad  de  Julia  pa- 
ra continuar  el  trabajo  de  la  obra,  sino  ademas  para  poder 
ocuparse  de  otras,  respecto  á  que  carecía  de  capital  y  de  cré- 
dito como  el  lo  declara ;  y  por  lo  tanto,  viene  á  demostrarse 
que  no  ha  podido  tener  derecho  para  fundar  cargos,  sobre  la 
oposición  qne  hizo  Belbey  para  la  continuación  de  la  citada  obra. 

S"^  Que,  sin  embargo,  dando  por  resulto  el  contrato  de  f.  26, 
á  mérito  de  la  oposición  del  demandado  para  la  continuación  de 
la  tal  obra,  según  lo  dispone  el  artículo  120  del  capítulo  8°,  tí- 
tulo &*y  sección  3°,  libro  ^  del  Código  Civil,  que  se  cita  en  la 
demanda,  esta  disposición  del  Código  no  justifica,  ni  favorece  el 
cargo  hecho;  por  no  hallarse  el  demandante  empresario,  ppr  su 
falta  de  recursos,  como  queda  demostrado  en  otra  condición,  que 
la  que  determina,  en  su  caso,  para  la  resolución  de  los  contra- 
tos de  locación,  el  artículo  150,  del  capítulo,  título,  sección  y 
libro  citados  del  mismo  Código. 

4®  Que  por  otra  parte  el  reclamo  de  los  3800  $  bol.  cuyo  pago 
se  demanda,  con  mas  daños  é  intereses  causados,  parece  hecho, 
sin  consideraor,  como  debia  haberse  considerado,  para  no  de- 
mandar mas  de  lo  lejítimo.  I""  El  valor  de  lo  edificado  en  la 
obra,  desde  qne  esta  no  se  halle  concluida,  mucho  mas,  cuando 
el  precio  estipulado  por  toda  ella,  <  contrato  de  f.  26  era  el  de 
3650  8  bol.  y  lo  contenido  por  el  documento  de  f.  18  que  el  au- 
mento en  el  patio  se  pagarla  por  la  suma  de  150  j$f  bol.  de 
igual  moneda,  pero  con  la  condición  de  que  siempre  que  falta- 
se algo  en  la  obra  al  Goncluirse,  ó  bien  la  haria  y  pondría  el 
empresario  ó  haria  una  rebaja  en  el  capital  ó  precio  consertado ; 
2^  Qne  ya  el  dueño  de  la  obra  habia  entregado,  á  cuenta  del 
precio  convenido,  2650  ps.  bol. ;  lo  que  no  debia  haberse  olvi- 


70  FALIiOS  DB   LA  8UFRBIU  COHTE 

dado  para  hacerse  el  cargo  correspondiente,  y  3*  que  pura  re- 
clamar también  los  daños  é  intereses  que  se  demandan,  haciendo 
la  cita  de  lo  dispuesto  por  el  artículo  3^,  del  título  S\  sección  2^, 
del  mismo  Código  CítíI,  tampoco  se  ha  considerado,  que  por  esa 
misma  disposición  se  requiere,  en  esa  clase  de  reclamos,  la 
comprobación  de  que  los  daños  á  intereses  han  sido  causados 
por  consecuencia  inmediata  y  directa  de  la  falta  de  cumpli- 
miento de  la  obligación,  lo  que  no  aparece  demostrado. 

5^  Que  habiéndose  convenido  por  el  mismo  contrato  de  f .  96 
que  los  materiales  empleados  en  la  obra  tenian  que  ser  de  la 
clase  7  condiciones  que  en  el  se  determinan,  aparece :  que,  con 
respecto  á  lo  que  se  espone  por  los  peritos  nombrados  por  las 
partes  en  los  informes  de  f.  76  y  81  se  ha  faltado  i  lo  conyeni- 
do  en  el  empleo  de  algunos  materiales  y  condiciones  de  la  mis- 
ma obra,  lo  que  produce  por  consecuencia  el  efecto  de  lo  que 
se  dispone  en  el  artículo  21  del  título  i^,  sección  2®,  libro  2^  del 
Código  Civil ;  por  ser  de  ley  en  los  contratos,  todo  lo  que  per- 
tenece á  la  naturaleza  de  la  obligación  que  por  ellos  se  contrae,  y 
hace  por  lo  tanto  obligatorio  el  precio  que,  con  inclusión  de  las 
tales  faltas,  ha  sido  estimado  y  acordado  por  los  mismos  peri- 
tos en  su  informe  de  f.  127. 

6""  Que  en  cuanto  á  la  tierra  y  acarreo  de  ella  para  el  terra- 
plén del  patio  de  que  arguye  y  reclama  el  demairdado  por  ser 
hecho  á  su  costa  ó  con  su  dinero  ; — de  la  declaración  de  Fran- 
cisco Morato,  absolviendo  la  segunda  pregunta  del  interroga- 
torio de  foja  55  á  foja  73  aparece  dicir :  «que  vio  que  un  peón  de 
Belbey  cababa  la  tierra  y  era  traida  ó  llevada  á  la  casa  en  un 
carro,  pero  no  sabe  quien  la  pagaría  »  ;  y  de  la  del  declarante 
Heredia,  foja  74  citada,  se  vé  que  este  dice  :  «que  á  su  juicio  la 
tierra  del  terraplén  fué  por  cuenta  de  Belbey » — todo  lo  que  se 
esclarece,  en  pro  de  lo  aducido  y  alegado  por  el  demandado,  con 
lo  que  el  inismo  demandante  Julia  relevando  de  toda  prueba, 
confiesa  al  respecto  en  la  absolución  de  posición  á  f... 


DE  JUSTICIA  hagional  tí 

V  Qne  la  protesta  que  se  acompaña  á  la  demanda  de  fojas  1 
á  2  es  de  ningún  valor  ni  mérito  legal,  por  no  haber  concurrí- 
do  para  hacerla  ninguna  de  las  causas  que  las  dan  por  perti- 
nentes en  juicio. 

Por  estos  fundamentos  y  todo  lo  que  en  el  hecho  y  en  el  de- 
recho se  ha  espuesto  por  las  partes ;  y  se  ha  visto  y  considera- 
do :  vengo  á  resolver  como  resuelvo,  definitivamente  juzgando 
y  con  arreglo  á  las  leyes,  que  quedan  citadas  —  declarando  sin 
valor  ni  efecto  la  acción  interpuesta  por  el  demandante  D. 
Francisco  Julia  contra  el  demandado  D.  Francisco  Belbey,  y 
por  resuelto  el  contrato  de  f .  26,  sin  mas  obligación  por  parte 
del  demandado,  que  la  de  satisfacer  el  precio  de  lo  edificado, 
en  el  valor  que  ha  sido  estimado  á  foja  127  según  el  estado  y 

condiciones  en  que  se  dejó  la  obra,  debiendo  deducirse  de  ese 

> 

importe  los  dos  mil  seiscientos  cincuenta  pesos  bolivianos  que 
ya  Balbey  habia  entregado  i  Julia,  como  igualmente  se  dedu- 
cirá la  suma  en  que  tasan  los  peritos  que  están  nombrados  en 
autos,  la  tierra  y  acarreos  empleados  en  los  terraplenes  del 
patio  —  siendo  de  cuenta  del  demandante  las  costas  causadas 
en  el  litis  ~  Bepongánse  los  sellos. 

Antonio  Zarco. 


V*ll«  4e  1»  tapremii  C^rte 

Baenoi  Aireí,  Abril  S  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  ciento  veinte  y  siete  vuelta,  satisfechas  aque- 
llas y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

I.  BonmccEz.  —  s.  M.  uspnm.  — 

o.  LEGUIZAMOIC.  -*  UUDISUO  FRIA9. 
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CAUSA   XXYI 


D'  Margarita  Gil  de  Ruarle,  por  $1  y  por  su  hijo  menor,  contra 
D,  José  Gal  y  D.  Ricardo  González,  sobre  tercería  de 

dominio. 


Sumario.  —  1°  La  tercería  de  dominio  puede  deducirse  hasta 
que  no  se  haya  dado  posesión  al  comprador  de  la  finca  sub- 
bastada. 

2°  Un  documento  presentado  en  segunda  instancia  con  in- 
fracción del  artículo  219  de  la  ley  de  procedimientos,  que  ade- 
mas no  es  satisfactorio,  no  debe  tomarse  en  cuenta. 


Caso.  —  El  caso  se  halla  espuesto  en  el  siguiente 


Fallo  del  Jíiiex  Seeelonal. 

Mendoza,  Julio  17  de  1877. 

Y  vistos  estos  autos  de  tercería  de  dominio  deducida  en  la 
ejecución  seguida  por  D.  José  Ramón  Gae,  como  cesionario  de 
los  derechos  de  D.  Carlos  González,  por  D*  Margarita  Gil  de 
Ejiarte,  á  nombre  propio  y  al  de  su  hija  menor  D"  Petrona 
Ruarte. 
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Kesulta,  que  yerificado  y  aprobado  el  remate  del  terreno 
embargado  en  el  juicio  ejecutivo,  consignado  el  precio  por  el 
comprador  y  pagado  el  acreedor  ejecutante,  pero  antes  de  ser 
puesto  aquel  en  posesión  del  terreno  anunciado  se  presenta  D^ 
Margarita,  manifestando  que  dicho  terreno  pertenece  en  pro- 
piedad á  la  sucesión  indivisa  de  su  finado  esposo  D.  Santiago 
Ruarte,  á  la  cuál  tiene  ella  derecho  como  viuda  por  sus  ganan- 
ciales y  su  hija  como  heredera,  y  pidiendo  se  alze  el  embargo  y 
se  declare  ineficaz  la  venta  celebrada.  Corrido  traslado  el  ejecu- 
tante y  ejecutado,  oponen  ambos,  en  lo  principal,  que  la  ter- 
cería es  improcedente,  atento  el  estado  del  juicio  ejecutivo;  y, 
posteriormente  él  primero  que  él  es  dueño  esclusivo  del  terreno 
en  cuestión,  y  piden  el  rechazo  de  la  demanda  de  tercería. 

En  este  estado  y  con  noticia  del  comprador,  se  proveyó  de 
defensor  especial  á  la  menor  de  edad  D^  Petrona  Buarte,  y  se 
abrió  en  seguida  la  cansa  á  prueba. 

Y  considerando:  1°  Que  la  tercería  de  dominio  en  el  juicio 
ejecutivo  es  procedente  antes  de  darse  al  comprador  la  posesión 
de  los  bienes  subastados,  porque  hasta  entonces  se  mantiene  la 
cosa  á  disposición  del  Juez  y  no  ha  adquirido  el  comprador  el 
dominio  de  ella,  como  lo  sostienen  sin  contradicción  alguna, 
entre  otros  tratadistas  prácticos,  Caravantes,  «Exposición  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento»  español,  Tapia  y  Escrich. 

2^  Que  por  las  declaraciones  de  los  testigos  D.  Juan  Gue- 
vara, D.  Luis  Olivari  y  D.  Benito  Giñazú,  corrientes  á  fs.  4&  y 
49  de  estos  autos,  aparece  plenamente  constatado  la  identidad 
del  terreno  presentado  por  el  ejecutado  á  embargo  en  el  juicio 
ejecutivo,  y  la  del  que  forma  la  materia  de  la  acción  deducida 
por  los  demandantes. 

3*^  Que  la  prueba  testimonial  es  perfectamente  admisible  en 
este  caso,  tanto  porque  ella  es  tendente  especialmente  á  justi- 
ficar la  identidad  á  que  se  refiere  el  considerando  anterior, 
hecho  sobre  el  cual  no  puede  invocarse  disposición  alguna  legal 
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que  lo  prohiba,  cuanto  porqueu  como  refiriéndose  al  contrato 
de  adquisición  ó  á  la  propiedad  misma  del  terreno  en  cuestión, 
ella  es  legalmente  procedente  con  arreglo  á  la  legislación  ante- 
rior,  bajo  cuyo  imperio  se  verificaron  aquellos  hechos  y  con 
arreglo  á  cuyas  leyes  y  no  á  las  posteriormente  dictadas  deben 
probarse  ellos. 

4^  Que  por  el  documento  público  de  f .  32,  contra  cuya  auten- 
ticidad nada  se  ha  probado,  aparece  demostrado  que  el  fundo 
en  cuestión  pertenece  en  propiedad  á  D.  Santiago  Buarte,  cuyos 
derechos  no  se  ha  negado,  sean  representados  parcialmente  por 
las  demandantes ;  no  siendo  exacto  que  por  el  derecho  antiguo 
se  requiriese  como  una  solemnidad  sustancial  y  esclusiva  de 
la  validez  del  contrato  de  compra-venta  la  escrituración  del 
acto  y  menos  la  intervención  en  él  de  escribano  público,  pues 
como  contrato  esencialmente  consensual  quedaba  perfecto  por 
el  simple  consentimiento  sobre  la  cosa  y  el  precio  y  consumado 
ó  concluido  de  una  manera  definitiva  por  las  prestaciones  de 
las  partes.    Ley  6,  artículo  5,  Partida  5*. 

5®  Que  ni  por  la  legislación  antigua,  bajo  cuyo  imperio  se 
celebró  dicho  acto,  ni  por  la  nueva  puede  considerarse  indis- 
pensable para  la  validez  de  él,  dada  su  naturaleza  y  el  hecho 
de  estar  de  antemano  ya  en  posesión  del  terreno  comprado,  la 
asistencia  de  D.  Santiago  Kuarte  al  mismo  acto. 

6®  Que  por  las  posiciones  de  f . .  .el  demandado  D.  Ricardo 
González  ha  reconocido  la  indivisión  actual  de  la  sucesión  de 
D.  Santiago  Buarte. 

7^  Que  dado  estos  antecedentes,  y  atenta  la  disposición  del 
artículo  8"^,  título  « Del  Condominio  del  Código  Civil »,  la 
enajenación,  si  existe  á  favor  del  referido  demandado  D.  Ri- 
cardo González,  no  ha  podido  hacerse  ni  de  una  parte  material- 
mente determinada  del  fundo,  ni  menos  del  todo  de  él,  sin  el 
consentimiento,  de  los  co-propietarios  demandantes. 

8^  Que  hecha  dicha  enajenación  los  demandantes  pueden 
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ejercer  todos  los  derechos  inherentes  á  sn  propiedad,  á  fin 
de  obtener  la  restitución  correspondiente  en  el  inmueble  en 
•cuestión,  artículos  4^  y  7°,  título  «Del  condominio»,  título 
«De  los  derechos  y  obligaciones  del  heredero»  y  2^  título  «De 
la  división  de  la  herencia»,  del  Código  Civil. 

9^  Que  á  todas  estas  consideraciones  se  agrega  el  hecho  de 
que  el  demandado  Sr.  González  no  ha  probado  ni  intentado 
siquiera  probar  la  adquisición  por  su  parte  de  la  propiedad  del 
fundo  en  cuestión.  Por  estas  consideraciones,  declaro  fun- 
dada la  t^cería  de  dominio  deducida  en  estos  autos  por  D* 
Margarita  Gil  de  Ruarte,  é  ineficaz  la  subasta  del  fundo  en 
cuestión ;  debiendo  alzarse  el  embargo  practicado  y  restituirse 
á  aquella  en  los  límites  de  su  derecho  á  la  libre  posesión  del 
mismo  fundo,  con  costas  al  ejecutado  D.  Ricardo  González. 
Repóngase  el  papel  y  notifiquese  con  el  original. 

C.  L.  de  la  Torre. 


Falla  de  la   Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Abril  2  de  1878. 

Por  los  fundamentos  de  la  sentencia  apelada ;  y  considerando 
con  respecto  á  la  escritura  de  foja  ciento  uno,  que  á  mas  de 
haber  sido  presentada  en  esta  instancia,  con  infracción  del 
artículo  doscientos  diez  y  nueve  de  la  ley  de  procedimientos, 
en  eli*  aparece  Don  Ricardo  González  comprando  la  misma 
propiedad  que  por  el  contrato  de  foja  treinta  y  cinco  habia  ar- 
rendado á  algunos  de  los  herederos  de  Ruarte,  cuyos  derechos 
de  dominio  se  habia  comprometido  ademas  á  defender  y  estaba 
defendiendo  en  juicio :  que  figuran  en  dicho  instrumento  como 
vendedoras  las  propias  hermanas  del  comprador,  diciéndose  suce- 
soras  de  los  Montesinos,  sin  que  el  título  de  estos  ni  el  de  ellft 

T.  XI.  6 
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puntos  habilitados  para  embarque  ni  sido  recibidas  por  la  go* 
leta  «  Nueva  Perla  »  á  donde  iban  destinadas ;  constando,  por 
el  contrario  qne  las  recibió  el  mismo  Todros  como  despachadas 
á  consumo  directo. 

4"*  Que  estos  hechos,  á  la  vez  que  establecen  el  contrabando 
definido  y  penado  por  el  artículo  974  de  las  Ordenanzas  viejas, 
prueban  evidentemente  que  los  diversos  cesionarios  que  figu- 
ran en  esta  causa  no  han  obrado  en  nombre  propio  sino  como 
ajentes  de  D.  Cándido  Todros,  verdadero  propietario  de  las 
mercaderías,  siendo  por  lo  tanto  el  caso  de  aplicación  de  los 
artículos  1024  v  28  de  las  Ordenanzas. 

5®  Que  la  disposición  del  artículo  1034,  según  se  desprende 
de  sus  propios  términos,  y  ha  sido  resuelto  ya  en  diversas  oca- 
siones, no  establece  la  impunidad  de  las  defraudaciones  descu- 
biertas después  de  haber  salido  las  mercaderías  de  la  aduana, 
y  sino  que  fija  únicamente  los  límites  de  la  jurisdiccioii  ad- 
ministrativa y  contenciosa. 

6°  Que  se  desprenden  de  los  obrados  en  esta  causa,  prevencio- 
nes de  que  ei  nombre  de  Pedro  Marques  que  suscribe  el  per- 
miso de  rembarco  no  pertenece  &  ninguna  persona  que  haya 
intervenido  en  este  asunto,  lo  que  establece  el  delito  de  fal- 
sedad definido  por  el  artículo  64,  inciso  S*',  de  la  ley  penal. 

7°  Que  no  habiéndose  presentado  al  juicio  D.  H.  Zeballos, 
contra  quien  rccaen  estas  presunciones,  ni  el  mismo  Marques, 
es  llegado  el  caso  de  proceder  de  acuerdo  al  artículo  379  de 
la  ley  de  Procedimientos:  por  estos  fundamentos  fallo  decla- 
rando á  D.  Cándido  Todros  convicto  de  defraudación  de  los 
derechos  de  Aduana,  definida  en  el  artículo  974  de  las  Or- 
denanzas: en  su  consecuencia,  condénasele  al  pago  de  una 
multa  igual  al  valor  de  las  mercaderías,  que  se  detalla  en  la 
copia  de  factura  de  f . .  .las  que  deberán  ser  previamente  ava- 
luadas por  la  Aduana,  y  costas  del  juicio:  líbrese  la  corres- 
pondiente orden  de  prisión  contra  D.  Pedro  Marques  y  D.  H. 
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Zeballos,  suspendiéndose  entre  tanto,  la  cansa  hasta  que  se 
obtuviere  su  aprehencion  y  hágase  saber  reponiéndose  los 
sellos. 

Andrés  Ugarriza. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Abril  4  de  1878. 

Vistos  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  treinta  y  cinco ;  satisfechas  las  de  la  instan- 
cia y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.    DOMÍNGUEZ.  —  S.   M.   LASPlüR.  —  O.   LEGUI- 
ZAHON.  —  ULADISLAO   FRUS. 
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CAUSA    XXTIII. 


barclay,  Campbell  y  C%  contra  D.  Ernesto  Tomquist  y  C\  por 
imitación  fraudulenta  de  una  marca  de  fábrica  ;   sobre 

posiciones. 


Sumario.  —  1®  Pendiente  el  recurso  de  apelación  del  auto 
en  que»niega  el  término  probatorio  extraordinario,  el  ordinario 
se  reputa  suspendido. 

2^  El  gerente  de  una  casa  de  comercio  debe  absolver  las 
posiciones  diferidas  en  asunto  concerniente  á  la  casa. 


Caso.  —  En  demanda  de  Barcley,  Campbell  y  €•,  contra  D. 
Ernesto  Tonrquist  y  C%  sobre  imitación  fraudulenta  de  la 
marca  del  bramante  «Corona»,  Tomquist  pidió  el  término 
extraordinario  de  prueba,  para  rendirla  en  Inglaterra,  siendo 
esta  de  testigos  y  de  posiciones  al  Sr.  Campbell  y  al  Sr. 
Barclay  residentes  en  Manchester. 


Fallo  del  Jíuea  Seeelonal. 

*  Buenos  Aires,  Noviembre  3  de  1877. 

T  vistos  estos  autos  iniciados  por  los  Sres.  Barclay  Gamp' 
bell  y  €•,  contra  los  Sres.  Ernesto  Toruquist  y  C*,  por  imita- 
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cion  fraudulenta  de  marca  de  comercio  y  considerando :  con 
relación  al  incidente  promovido  por  los  demandados  para 
obtener  el  término  extraordinario  de  prueba,  para  producirla 
fuera  de  la  fiepública,  que  la  prueba  que  se  ofrece  es  incon- 
ducente para  la  resolución  del  presente  juicio:  1°  porque  no 
apareciendo  como  partes  en  este  juicio  los  Sres.  Roberto  Bar- 
clay y  Juan  Campbell  no  pueden  absolver  posiciones  como  se 
pretende  (artículo  108  de  la  ley  de  procedimientos),  y  2°  por- 
que no  teniendo  relación  con  los  puntos  sobre  que  debe  versar 
la  prueba  testimonial,  las  preguntas  del  interrogatorio  que  se 
insertan  seria  inútil  y  contra  los  propósitos  de  la  ley  someter 
el  juicio  á  un  retardo  extraordinario  que  solo  autoriza  en 
caso  de  ser  muy  importante  y  sin  reemplazo  posible  en  el  país 
la  declaración  que  se  pide  en  el  estrangero ;  por  estos  funda- 
mentos y  de  acuerdo  al  artículo  96  de  la  ley  de  procedimientos 
fallo  no  haciendo  lugar  á  la  concesión  del  término  extraordina- 
rio de  prueba  que  se  solicita  por  los  Sres.  Ernesto  Tornquist 
y  C*  sin  especial  condenación  en  costas  y  hágase  saber  re- 
poniéndose los  sellos. 

Andrés  ügarríza. 

Tornquist  apeló,  y  en  la  instancia  de  apelación  espuso  que 
no  pretendía  ya  hacer  uso  del  término  extraordinario,  pero 
que  habiendo  la  apelación  suspendido  el  curso  del  ordinario, 
presentaba  dentro  del  término  un  documento,  y  deferia  las 
posiciones  á  D.  Conrado  Lagos  socio  gerente  en  esta  plaza  de 
la  casa  demandante. 

Fallo  de  la  Soprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Abril  6  de  1878. 

Tistos:  á  mérito  de  la  exposición  que  precede  de  la  parte  de 
Tornquist  y  compañía,  déjase  sin  efecto  el  recurso  de  apela- 
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cion  interpuesto,  en  cuanto  á  la  concesión  del  término  extra- 
ordinario ;  y  considerando  que,  pendiente  el  recurso  de  apela- 
ción del  auto  en  que  se  negaba  el  término  extraordinario,  el 
ordinario  debe  reputarse  suspendido,  y  que  ademas  según 
resulta  de  la  dilijencia  de  foja  doce  Don  Roberto  Barclay  y 
Don  Juan  Campbell  forman  parte  de  la  razón  social  «  Barclay  < 
Campbell  y  compañia  »  pudiendo  en  consecuencia  exijírseles 
la  absolución  de  posiciones  con  arreglo  á  la  ley. 

Por  estas  consideraciones,  admítese  el  documento  presentado 
por  el  apelante,  debiendo  entenderse  la  dilijencia  de  las  posi- 
ciones pedidas  á  foja  cuarenta  y  siete  con  la  persona  indicada 
por  esta  parte  y  revocándose  á  este  respecto  el  auto  apelado 
de  foja  sesenta  y  cuatro  Tuelta.  Abónense  las  costas,  repón- 
ganse los  sellos  y  devuélvanse. 

§  S.  M.  LASPIÜR.  —  O.    LEGÜIZAMOH. 

—  ULADISLAO  FRUS. 
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CAI7SA     XXIX 


Barclay,  Campbell  y  C,  contra  Bemberg  Heimendhal  y  C^  por 
imitación  de  marca  de  fábrica,  sobre  posiciones 


Coso.— En  esta  causa  tuvo  lugar  el  mismo  procedimiento, 
que  eihla  anterior  seguida  contra  Tornqnist  y  C^,  y  se  dictaron 
fallos  idénticos,  salvo  una  pequeSa  modificación  en  él  de  la 
Suprema  Corte,  en  cuanto  á  lá  admisión  del  documento  que  es 
como  sigue 

Fallo  de  la  flaprema    Corte 

Buenos  Aires,  Abril  6  de  1878. 

Vistos :  A  mérito  de  la  exposición  que  precede  de  la  parte  de 
Bemberg,  Heimendhal  y  Compañía,  déjase  sin  efecto  e.  recurso 
de  apelación  interpuesto  en  cuanto  á  la  concesión  del  término 
extraordinario,  y  considerando  que.del  poder  á  que  se  refiere  el 
certificado  de  foja  quince,  cuya  copia  fehaciente  se  ha  tenido 
á  la  vista  en  los  autos  que  los  señores  c  Barclay,  Campbell  y 
Compañía  signen  con  los  señores  Tornquist  y  Compañía,  resulta 
que  Don  Juan  Campbell  y  Don  Roberto  Barclay  forman  parte 
de  la  razón  social  «Barclay,  Campbell  y  Compañía  »,  pudiend^ 
en  consecuencia  exijírseles  la  absolución  de  posiciones  con  arre- 
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t  ^ 

glo  á  la  ley;  y  que  además,  pendiente  el  recurso  de  apelación 
del  auto  en  que  se  negaba  el  término  extraordinario,  el  ordina- 
rio de  prueba  debe  reputarse  suspendido. 

Por  estas  consideraciones,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja 
ochenta  y  una  vuelta,  en  cnanto  no  hace  lugar  en  la  dilijencia 
de  posiciones  pedidas  á  foja  sesenta  y  cuatro,  debiendo  esta  en- 
tenderse con  la  persona  indicada  por  el  apelante,  y  en  cuanto  á 
la  presentación  del  documento  á  que  se  refiere  la  parte  deBem- 
berg,  Heimendhal  y  Compañía,  haga  uso  de  su  derecho  ante  el 
Juez  de  Sección  dentro  del  término  legal. 

Satisfechas  las  costas,  repónganse  los  sellos  y  devuélvanse. 

S.    M.   LASPIUn.— O.  LEGUIZAMON.  — 
CLADISLAO  frías. 


CAVSA     XXX. 


El  Fisco  Nacional,  contra  Don  Carlos  Verda,  por  contrabando. 


Sumario.  —  I®  El  hecho  de  introducir  en  plaza  mercaderías 
l^edidas  á  reembarco  de  los  depósitos,- constituye  delito  de  con- 
trabando. 


i 
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S''  Este  delito  es  penado  con  una  multa  igual  al  valor  de  las 
mercaderías. 

Caso.  —  El  caso  está  detallado  en  el 


Fallo  del  ^aes  de  Seeeioii. 

Buenos  Aires,  Setiembre  19  de  1877. 

Vistos  estos  autos  iniciados  para  la  averiguación  de  los  auto- 
res y  cómplices  de  los  delitos  conexos  de  falsificación,  cometidos 
en  las  copias  de  factura  y  depósito,  de  fojas  cuatro  y  seis,  y 
defraudación  de  los  derechos  de  Aduana  de  las  mercaderías  es- 
presadas en  estos  documentos  y  considerando:  1^  Que  según 
resulta  de  lo  actuado  en  este  proceso  las  espresadas  mercaderías 
vinieron  en  los  buques  vapores  franceses  c  Equateur  »  y  «  Ni- 
ger  »  á  la  consignación  de  Don  Carlos  Verda,  quien  endosó  en 
blanco  el  conocimiento  á  favor  de  H.  Zeballos  presentándose 
después  firmados  por  Pedro  Márquez  el  permiso  de  reembarco 
de  estas  mercaderías  con  destino  á  la  Asunción ;  2^  Que  en  sus 

declaraciones  de  f el  consignatario  Verda  reconoce  que  las 

mercaderías  lian  continuado  en  su  poder  aun  después  de  heclio 
el  endoso  en  blanco  y  que  este  tuvo  solo  por  objeto  comisionar 
á  Zeballos  para  que  corriese  con  las  dilijencias  de  Aduana  des- 
pachando las  mercaderías  por  Márquez  ó  Zeballos  en  reembarco 
á  los  vapores  c  Rio  Gualeguay  »  y  «  Mensager  »  han  salido  de 
los  depósitos  de  Aduana  no  habiendo  pasado  por  ninguno  de 
los  puntos  habilitados  para  embarque  ni  sido  recibidas  por  los 
vapores  adonde  iban  destinados ;  constando  por  el  contrario, 
que  las  recibió  el  mismo  Verda  como  despachadas  á  consumo 
directo ;  4*  Que  estos  hechos,  á  la  vez  que  establecen  el  con- 
trabando definido  y  penado  por  el  artículo  974  de  las  Orde- 
nanzas prueban  evidentemente  qué  Zeballos  que  aparece  como 
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cesionario  no  ha  obrado  en  nombre  propio  sino  como  ájente  de 
Don  Carlos  Yerda,  verdadero  propietario  de  las  mercaderías, 
siendo  por  lo  tanto  el  caso  de  aplicación  de  los  artículos  1027  y 
1028  de  las  Ordenanzas ;  5°  Que  la  disposición  del  artículo  1034 
según  se  desprende  de  sus  propios  términos  y  ha  sido  resuelto 
ya  en  diversas  ocasiones,  no  establece  la  impunidad  de  las  de- 
fraudaciones comprobadas  después  de  haber  salido  las  merca- 
derías de  la  Aduana,   sino  que  fija  únicamente  los  límites  de  la 
jurisdicción  administrativa  y  contenciosa ;  6°  Que  se  despren- 
den de  lo  obrado  en  esta  causa  presunciones  de  que  el  nombre 
de  Pedro  Márquez  que  suscribe  las  copias  de  factuias  á  depó- 
sito y  permisos  de  reembarco  no  pertenece  á  ninguna  persona 
que  haya  intervenido  en  este  asunto  lo  que  establece  el  delito 
de  falsedad  definido  por  el  artículo  64,  inciso  2""  de  la  Ley  Penal, 
y  7^;  Que  no  habiendo  presentádose  al  juicio  de  D.  H.  Zeba- 
llos,  contra  quien  recaen   estas   presunciones,   ni    el  mismo 
Márquez,  es  llegado  al  caso  de  proceder  de  acuerdo  al  artículo 
370  de  la  Ley  de  Procedimientos ;  por  estos  fundamentos  fallo 
declarando  á  Don  Carlos  Yerda  convicto  de  defraudación  de 
derechos  de  Aduana,  definida  en  el  artículo  974  de  las  Ordenan- 
zas:   en  su  consecuencia  condénasele  al  pago  de  una  multa 
igual  al  valor  de  las  mercaderías  que  se  detallan  en  las  copias 
de  factura  de  fojas  cuatro  y  seis,  las  que  deberán  ser  previa- 
mente evaluadas  por  la  Aduana,  y  costas  del  juicio  ;  líbrese  la 
correspondiente  orden  de  prisión  contra  Don  Pedro  Márquez  y 
Don  H.  Zeballos,  suspendiéndose  entre  tanto,  la  causa  hasta 
que  se  obtuviese  su  aprehensión  y  hágase  saber  reponiéndose 
los  sellos. 

Andrés  Ugarríza. 
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Fallo  de  la  Saprema  Corte* 

Baenos  Aires,  Abril  9  de  1878. 

Vistos :  Por  sus  f andamentos  confirmase  con  costas  al  anto 
apelado  de  foja  treinta  y  cinco,  y  devuélvanse  para  que  se  ade- 
lante  el  sumario  respecto  á  la  desaparición  de  los  permisos  de 
reembarco  que  denuncia  la  Contaduría  de  la  Aduana  á  foja 
8iete. 

I.  DOMÍNGUEZ. —  S.  M.  LASPIUR. —  O. 
LEGUIZAUON.  —  ULADISLAO   FRÍAS. 


CAI7SA    XXXI. 


Criminal,  contra  D.  Héctor  F,  Várela  por  injurias  al  Diputado 
Nacional  Dr.  D.  Pedro  Lucas  Funes,  sobre  diligencias 

indagatorias. 


Sumario.  —  Concluido  el  sumario,  el  Procurador  Fiscal  no 
puede  pedir  se  adelanto  con  otras  diligencias  en  las  que  no 
insistió  durante  aquel. 
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Caso.  —  El  Procurador  Fiscal  pasó  al  Juez  de  Sección  algrn- 
ñas  piezas  remitidas  al  F.  £.  por  la  Cámara  de  Diputados  Xa- 
cionales,  de  las  que  resultaba  haber  D.  Héctor  F.  Várela  in- 
juriado al  Diputado  Dr.  D.  Pedro  Lucas  Fuues  al  salir  de  la 
Cámara,  y  pidió  se  levantara  el  sumario,  se  compulsara  todo 
lo  que  el  imputado  habia  escrito  en  el  periódico  c£l  Porteño», 
y  se  ordenase  su  prisión. 

El  Juez  de  Sección  mandó  levantar  el  sumario,  procediendo 
á  tomar  las  declaraciones  indagatorias  de  Várela  y  testigos. 

Concluido  el  sumario  con  la  confesión,  se  pasaron  los  autos 
al  Procurador  Fiscal,  quien  pidió  se  adelantara  aquel  con  la 
compulsa  indicada  al  principio. 


fallo  del  ^aes  Seeeional. 

Buenos  Aires,  Noviembre  7  de  1877. 

No  estimando  el  Juzgado  conducentes  las  diligencias  pedidas 
por  el  Procurador  Fiscal,  las  qué  por  otra  parte  puede  solici- 
tar en  el  término  de  prueba  si  lo  estimare  conveniente,  no  ha 
lugar,  debiendo  espedirse  sobre  lo  principal  en  el  término 

legal. 

Ugarriza. 

VISTA  DEL  SEfiOR  PROCURADOIl  GENERAL. 

Buenos  Aires,  Abril  5  de  1878. 

Suprema  Corte: 

£1  Fiscal,  durante  el  sumario  tiene  el  derecho  de  ver  todo 
lo  que  se  hace,  y  de  pedir  lo  que  se  deja  de  hacer. 

De  aquí  deduzco  que  es  culpa  suya  si  aquel  se  cerró  sin  cons* 
tar  en  él  todo  lo  que  dijo  «£1  Porteño»  al  señor  Funes,  en  el 
mes  de  Mayo. 
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Culpa  suya  también  fué  dejar  pasar  sin  reclamo  el  auto  de 
seis  de  Junio,  que  nada  resolvió  sobre  estaparte  de  su  querella- 
Culpa  suya,  además,  fácil  de  remediar,  acompañando  la  co- 
lección del  diario  con  la  acusación,  á  cuyo  gasto  está  natural- 
mente autorizado  por  el  carácter  público  de  la  acción. 

La  incidencia  que  hoy  se  quiere  sostener,  no  es  digna  de 
una  causa  que  debió  concluir  en  un  mes,  y  que  hoy  cuenta  ya 
cerca  do  un  año ;  y  en  nombre  de  esta  consideración,  pido  que 
sea  inmediatamente  confirmado  el  auto  del  Juez  de  Sección. 

C.  Tejedor. 

Fallo  de  1»  Soprem»  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  II  de  1878.  • 

Vistos:  de  conformidad  con  ló  pedido  por  el  señor  Procura- 
dor General  eu  su  precedente  vista,  y  en  atención  á  que  el 
Procurador  Fiscal  puede  imponerse  del  contenido  de  los  nú- 
meros del  periódico  á  que  se  refiere  y  pedir  oportunamente  lo 
que  juzgue  necesario  ;  se  confirma  el  auto  apelado  y  devuél- 
vanse. 

I.  DOMÍNGUEZ.  —  S.   M.  LASPIUR.  —  O. 
LEGUiZAMON.  — CLADISLAO  FRUS. 


96         '  FALLOS  DE  lA   SUPREMA  CORTE 


CAUSA    XXXII 


D,  Camilo  Aldao,  en  recurso  contra  un  fallo  del  Tribunal  Supe- 
rior de  la  Provincia  de  Santa  Fé. 


Sumario.  —  No  procede  el  recurso  de  los  fallos  de  los  Tri- 
bunales Superiores  de  Provincia  en  los  que  no  se  contiene 
ninguno  de  los  desconocimientos  comprendidos  en  el  artículo 
14>  de  la  ley  de  competencia  de  los  Tribunales  Federales. 


S*allo  de  la  Saprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Abril  13  de  1878. 

Resultando  de  las  sentencias  remitidas  en  testimonio  por 
via  de  informe  que  ante  los  Tribunales  de  Santa  Fé  no  se  ha 
puesto  en  cuestión  la  validez  de  la  sentencia  de  esta  Suprema 
Corte,  ni  se  ha  desconocido  el  derecho  que  ella  confiere  á  D. 
Camilo  Aldao ;  que  admitiendo  por  el  contrario  esa  validez  y 
ese  derecho,  se  fundan  las  resoluciones  de  aquellos  Tribuna- 
les, en  motivos  y  consideraciones  derivadas  de  las  disposicio- 
nes del  Código  Civil ;  y  no  estando  por  lo  tanto  comprendido 
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este  caso  en  ninguno  de  los  especificados  en  el  artículo  catorce 
de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia,  no  ha  lugar  al  recurso 
deducido  y  comunicándose  por  oficio  al  Superior  Tribunal  de 
Santa  Fé,  archívense,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de 
sellos. 

I.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.   LASPIUR.  —  O. 
LEGUIZAMON.  — ULADJSLAO  FRUS. 


CAUSA     XXXIII 


El  Fisco  Nacional  contra  D.  José  Maria  Méndez^  por  cobro 

ejecutivo  de  pesos 


Sumario.  —  Las  excepciones  deben  oponerse  dentro  de  tres 
dias  fatales  desde  la  citación  de  remate. 


Caso. — Por  derecho  de  aduana  se  siguió  ejecución  contra 
D.  José  M.  Méndez  por  la  suma  de  258  pesos  90  centavos 
fuertes. 

Citada  este  de  remate  en  22  de  Noviembre  de  1877,  opuso 
excepción  de  inhabilidad  del  título  en  28  del  mismo. 

T.  XI.  7 
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Fallo  de  la  Saprema  Corte* 

Buenos  Aires,  Abril  33  de  1878. 

Vistos :  por  sus  f  andamentos  se  confirma  con  costas  el  aato 
apelado  de  foja  ciento  siete»  satisfechas  las  de  la  instancia  y 
repuestos  los  sellost  deyuélvanse. 

1.  DOMÍNGUEZ. — S.  M.  LASPIUR. — ». 
LEGCIZAMOlf.  —  ULADI8LA0  FRÍAS. 


CAVSA  XXXY 


El  Banco  Provincial  de  Santa  Fé  contra  D.  Manuel  Caries,  por 
transferencia  de  una  hipoteca  y  cobro  de  pesos;  sobre  diligen- 
cias probatorias. 


Sumario.  —  Los  documentos  que  no  han  podido  haberse  an- 
tes 7  que  se  acompañen  con  el  juramento  de  ley,  así  como  las- 
posiciones  pueden  ser  presentadas  en  cualquier  estado  de  la 
causa. 


DE  IVftTICIA  HAGIONAL  401 

Coso. —En  la  causa  seguida  por  el  Banco  Provincial  de  Santa 
Fé  contra  D.  Manuel  Caries,  el  apoderado  del  Banco,  después 
del  término  probatorio,  presentó  dos  cartas  originales  y  la  co- 
pia de  otro  documento  que  juró  haber  podido  recien  obtener  del 
Rio  Cuarto. 


Fallo  del  Jaes  Seeeioniil* 

Buenos  Aires,  Octabre  27  de  1877. 

Vistos:  estando  vencido  el  término  de  prueba  cuando  se  ha 
presentado  la  nuevamente  solicitada  por  el  demandante  y  refe- 
riéndose el  artículo  10,  inciso  9P  de  la  ley  Nacional  de  Procedi- 
mientos, y  ellos  de  la  ley  Provincial  á  los  casos  en  que  se 
presenten  nuevos  documentos  antes  de  vencido  el  término  pro- 
batorio, y  no  después,  no  ha  lugar  á  la  recepción  de  la  prueba 
que  se  solicita ;  debiendo  sin  embargo  reservarse  las  cartas 
que  en  pliego  cerrado  se  acompañan,  por  si  el  Juez  en  la  esta- 
ción oportuna  tuviese  á  bien  ordenar  su  reconocimiento,  en  uso 
de  las  facultades  propias  que  le  confieren  los  artículos  16  y 
102  de  ley  Nacional  de  Procedimientos.  • 

Repóngase. 

Fenelon  Zuviria. 


Fallo  de  I»  Sapreni»  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  23  de  1878. 

Vistos:  considerando  que  los  documentos  de  que  se  trata  en 
este  incidente,  han  sido  presentados  por  la  parte  del  Banco  de 
Santa  Fé  con  el  juramento  proscripto  por  el  artículo  diez  de  la 
ley  de  procedimientos:  que  esos  documentos  proceden  de  la  parte 
contraria,  y  la  diligencia  pedida  respecto  de  ellos  equivale  á  la 
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absolución  de  posiciones  que  puede  pedirse  en  cualquier  estado 
de  la  causa  antes  de  la  sentencia,  con  arreglo  al  articulo  ciento 
ocho  de  la  citada  ley,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  ochenta 
7  nueve,  satisfechas  las  costas  j  repuestos  los  sellos  devuélvanse 
para  que  se  practique  la  diligencia  solicitada. 

I.   DOMÍNGUEZ.  —  S.    M.    LA8PIUR.  O. 

LEGUIZAKON.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 


CAUSA     XXXYI 


W  Fiscal  de  la  Provincia  de  Santiago  del  Estero  contra  D. 
Gaspar  Taboada  por  cobro  de  pesos;  incidente  sobre  comn 
petencia. 


Sumario.  —  1^  La  residencia  de  una  persona  con  su  familia 
por  mas  de  un  año,  adquirir  casa  propia,  y  establecer  negocios 
que  importen  ánimo  de  permanencia,  constituyen  domicilio 
leg&lf  7  vecindad  para  los  efectos  del  fuero. 

2^  La  demanda  del  Fiscal  General  de  una  Provincia  contra 
un  vecino  de  otra  debe  ser  interpuesta  ante  la  Suprema  Corte 
Federal. 
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Caso,  —  En  Diciembre ,de  1874,  D.  Belisario  Sivilat  remató 
el  derecho  á  cobrar  varios  impuestos  fiscales  de  la  Provincia  de 
Santiago,  comprometiéndose  á  abonar  al  Tesoro  de  la  Provincia 
la  snma  de  8775  ^  en  cinco  mensualidades  desde  el  20  de 
Abril  al  20  de  Setiembre  de  1875,  firmando  D.  Gaspar  Taboada 
como  fiador  de  Sivilat. 

Habiendo  fallecido  este  sin  dejar  bienes  con  que  responder  al 
Estado  por  la  suma  de  2505  0  75  es.  que  adeudaba,  el  Fiscal 
del  Estado  demandó  ante  el  Juez  de  1*  Instancia  de  la  Pro- 
vincia al  fiador  D.  Gaspar  Taboada  para  que  fueae  condenado 
al  pago  de  dicha  suma. 

D.  Alberto  David  por  el  demandado  promovió  artículo  de 
previo  7  especial  pronunciamiento,  y  dijo :  Que  siendo  su 
representado  vecino  de  la  Provincia  y  ciudad  de  Córdoba 
como  era  público  y  notorio  y  lo  acreditaba  el  poder  presentado, 
oponia  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción,  decli- 
nándola al  propio  tiempo  para  ante  la  Suprema  Corte  Nacional, 
á  quien,  en  mérito  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  100  y  101 
de  la  Constitución  Nacional  é  inciso  1*  del  artículo  1^  de  la 
ley  de  14  de  Setiembre  de  1863  sobre  jurisdicción  y  compe- 
tencia  de  los  Tribunales  Nacionales,  correspondia  el  conoci- 
miento de  la  causa. 

Corrido  traslado  del  artículo,  el  Fiscal  del  Estado  contestó: 
Que  Taboada  litigaba  con  el  Fisco  de  la  Provincia,  es  decir, 
con  el  Poder  Ejecutivo  *en  su  calidad  de  administrador,  en 
cuyo  carácter  no  podia  comprometer  ninguna  conveniencia  ó 
interés  nacional  de  que  la  Suprema  Corte  pudiese  conocer; 
Que  ni  con  la  estructura  de  nuestra  forma  de  Gobierno,  ni 
con  los  artículos  100  y  101  de  la  Constitución,  ni  con  la 
jurisprudencia  de  los  Estados  Unidos,  ni  con  la  doctrina  de 
los  tratadistas  de  derecho  federal,  puede  sostenerse  que  el 
Fisco  de  una  Provincia  sea  la  Provincia  misma  y  que  esté 
obligada  á  reconocer  una  jurisdicción  que  destruiria  su  auto- 
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nomia  al  punto  de  no  poder  compeler*  á  sus  deudores  morosos 
al  pago  de  sus  créditos.    Que  las  facultades  ejercidas  por  el 
Fisco  en  el  caso  en  cuestión,  son  propiamente  municipales 
sin  atingencia  con  el  Poder  Federal.   Que  importa  poco  á  la 
cuestión  averiguar  cuál  es  el  domicilio  real  de  Tabeada  pues 
su  domicilio  legal  es  el  que  tuvo  en  el  momento  del  contrato, 
según  el  art.  3^,  tít.  cDel  domicilio»,  Código  Civil,  el  cual  según 
el  art.  12  determina  la  competencia  de  las  autoridades  públicas 
para  el  conocimiento  de  los  derechos  y  cumplimiento  de  las 
obligaciones.*  Que  el  mismo  Código,  en  el  art.  76  tit.  1®,  sec. 
3*,  lib.  2^,  establece  que  el  lugar  del  cumplimiento  de  los  con- 
tratos que  en  ellos  no  estuviese  designado,  es  aquel  en  que  el 
contrato  fué  hecho,  si  fuese  el  domicilio  del  deudor,  aunque 
después  mudase  de  domicilio.    Que  cualquiera  otra  interpre- 
tación conducirla  al  resultado  de  que  se  podria  esquivar  el 
cumplimiento  de  una  obligación  contraída  con  una  Provincia 
por  un  vecino  de  ella,  con  el  hecho  de  cambiar  dolosamente  de 
domicilo. 
Pidió  se  rechazara  el  artículo  con  costas. 


FALLO  DEL  JUEZ  DE  1'    INSTANCIA 

Santiago,  Mayo  18  de  18T7. 

Y  vistos :  la  excepción  de  incompetencia  de  los  Tribunales 
de  la  Provincia,  deducida  por  D.  Alberto  David,  apoderado 
Sustituto  de  D.  Gaspar  Tabeada,  en  los  autos  que  le  sigue  el 
Fiscal  del  Estado  por  cobro  de  pesos  procedentes  de  una  ga- 
rantía, fundado  en  que  su  representado  es  vecino  de  la  Pro- 
vincia de  Córdoba  y  en  las  disposiciones  de  los  art.  100  de  la 
Constitución  Nacional  é  inciso  1°  de  la  Ley  de  14  de  Setiembre 
de  1863  sobre  competencia  y  jurisdicción  de  los  Tribunales 
Nacionales  y  considerando: 
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1^  Que  aun  suponiendo  la  actual  vecindad  de  D.  Gaspar 
Taboada  en  la  ciudad  de  Córdoba,  no  es  suficiente  esta  circun- 
stancia para  determinar  el  fuero  á  que  corresponde  el  cono- 
cimiento  de  la  presente  causa,  porque  el  domicilio  que  deter- 
mina el  fuero  no  es  el  que  tenga  el  demandado  al  tiempo  en 
que  se  interponga  la  demanda,  sino  el  que  tenia  al  tiempo  de 
los  actos  y  contratas  ó  de  los  hechos  que  orijinen  la  demanda ; 

2^  Que  si  el  fuero  existente  al  tiempo  de  la  demanda  sirviese 
para  determinarlo,  las  provincias  serian  siempre  sacrificadas  en 
las  contratas  que  celebrasen,  desde  que  todo  el  que  tuviese  un 
conflicto  de  derecho  ó  interés  con  ellas,  bastaria  el  cambio  de 
domicilio  para  ganar  un  fuero  que  no  gozaban*  antes  y  la  sobe- 
rania  no  delegada  de  las  Provincias  garantida  por  el  Código 
fundamental  de  ki  Nación  seria  ilusoria ; 

3^  Que  para  surtir  el  fuero  Federal  es  condición  esencial 
que  el  derecho  que  se  disputa  pertenezca  orijinariamente  su 
conocimiento  á  los  Tribunales  Nacionales  y  no  por  los  demás 
accidentes  señalados  por  el  art.  8  de  la  ley  de  14  de  Setiembre 
de  1863; 

4^  Que  el  espíritu  de  la  disposición  antes  citada  es  impedir 
que  pueda  crearse  ex  post  fado,  como  lo  pretende  D.  Gaspar 
Tabeada  por  medio  de  su  apoderado  y  por  la  solicitud  de  un 
deudor  pérfido  y  malicioso,  un  fuero  que  orijinariamente  no 
existia,  conservando  los  negocios  el  fuero  bajo  el  cual  nacieron 
y  al  que  estendieron  las  partes  que  debian  someterse  al  celebrar 
los  contratos  ó  contraer  obligaciones; 

5®  Que  según  consta  por  los  documentos  acompañados  por 
el  Fiscal  y  que  corren  á  fojas. . .  D.  Gaspar  Tabeada  dio  su 
garantía  á  Sivilat  en  esta  Provincia  y  cuando  un  particular 
contrata  con  un  Estado  Federal  se  supone  incorporadas  al 
contrato  todas  las  leyes  existentes  en  el  lugar  al  tiempo  de  su 
celebración  por  el  consentimiento  de  las  partes  en  el  momento 
de  estipularlo  y  tanto  el  art.  100  de  la  Constitución  como  la 
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ley  de  14  de  Setiembre  uiegan  formalmente  á  los  yecinos  de 
una  misma  Provincia  la  facultad  de  demandarla  ante  la  Corte ; 
6^  Que  esta  es  la  verdadera  doctrina  constitucional  sostenida 
con  tanta  claridad  como  exactitud  por  el  Dr.  Ugarte  ante  la  Su- 
prema Corte  en  la  causa  seguida  por  D.  Luciano  J.  Aveleyra 
contra  la  Provincia  de  Santa-Fé  y  sancionada  por  aquel  supremo 
Tribunal  («  Revista  de  Lejislacion  y  Jurisprudencia  »,  tomo  4®, 
páj.  163.)  Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  del  escrito 
de  f . . .  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  declinatoria  de  jurisdic- 
ción con  costas  y  repónganse  los  sellos. 


B.  Iramain. 


Ante  mí :  Honorio  Á .  Yola. 

Escribano  Público. 


Santiago  del  estero,  Junio  9  de  1>^. 

Y  vistos:  Por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado 
de  fs.  40  vta.  á  42,  con  las  costas  del  recurso,  y  satisfechas  estas, 
devuélvase. 

M.  Comet.  —  P.  Gallo. —  P.  Lugones 

La  parte  de  Tabeada  apeló  para  ante  la  Suprema  Corte  invo- 
cando los  artículos  100  y  101  de  la  Constitución  Nacional  y 
alegando  que  el  caso  estaba  especialmente  regido  por  ella  y  por 
las  leyes  de  la  Nación. 

El  Superior  Tribunal  concedió  la  apelación  en  relación,  de- 
clarando que  el  caso  estaba  comprendido  en  los  del  inciso  3®  del 
artículo  14  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tri- 
bunales Nacionales. 


De  este  auto  apeló  la  parte  de  Tabeada  para  ante  el  Supe- 
rior Tribunal  de  la  Provincia,  y  el  recurso  se  le  otorgó  en  reía-  ] 
cien.  [ 

FALLO  DEL  SUPERIOR  TRIBUNAL  DE  LA  PROVINCIA  ( 


i 
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Después  de  vista  la  cansa,  la  Corte  para  mejor  proveer,  dio 
vista  al  señor  Procurador  General  qnien  espnso  lo  siguiente  : 

VISTA    DEL  PROCURADOR   GENERAL 

Baenos  Aires,  Agosto  25  de  1877. 

Suprema  Corte: 

La  ley  dispone  que  para  surtir  fuero  federal,  es  preciso  que 
el  derecho  que  se  disputa  pertenezca  originariamente,  y  no  por 
cesión  ó  mandato,  á  vecinos  de  otra  provincia. 

La  vecindad  en  una  provincia,  según  la  misma,  se  adquiere 
para  los  efectos  del  fuero,  por  la  residencia  continua  de  dos 
años,  6  por  tener  en  ella  propiedades  raices,  ó  un  estableci- 
miento de  industria  6  comercio,  por  hallarse  establecido  de 
modo  que  aparezca  el  ánimo  de  permanecer ;  la  residencia  pue- 
de ser  pues  distinta  del  domicilio.  £1  domicilio  es  un  derecho, 
mientras  que  la  residencia  es  un  hecho. 

Una  residencia  involuntaria  tampoco  cambia  el  domicilio. 
Es  necesario  habitación  real  con  intención  de  permanecer,  re  el 
facto,  y  este  no  es  el  caso  del  que  confiesa  estar  solo  en  Córdo- 
ba por  razones  políticas. 

Soy  por  lo  tanto  de  opinión  que  se  confirme  el  auto  apelado. 

C.  Tejedor. 

En  seguida  la  Suprema  Corte  para  mejor  proveer  ordenó  que 
la  parte  de  Taboada  acreditase  ser  vecino  de  la  Provincia  de 
Córdoba,   Con  la  prueba  rendida  se  dictó  esto 
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Fa11«  4e  la  Soprem»  C«rte 

Buenos  Aires,  Abril  35  de  1878. 

Vistos  :  resultando  de  la  prueba  producida  que  Don  Gaspar 
Taboada  ha  acreditado  suficientemente  tener  en  la  actualidad 
su  domicilio  legal  en  la  ciudad  de  Córdoba,  por  residir  en  ella 
con  su  familia  desde  mas  de  un  año  atrás,  haber  adquirido  allí 
casa  propia,  y  establecido  negocios  que  importan  el  ánimo  de 
permanecer,  según  consta  del  testimonio  de  escritura  pública 
presentada  á  foja  ochenta  y  tres,  de  las  declaraciones,  entre 
otras,  de  los  escribanos  de  número  de  aquella  ciudad,  de  fojas 
ciento  seis,  ciento  siete  vuelta,  ciento  nueve  vuelta,  y  de  los 
informes  de  los  jueces  nacionales  de  sección  de  las  provincias 
de  Córdoba  y  de  Santiago  del  Estero,  de  fojas  ciento  veinte  y 
uno  y  ciento  veinte  y  seis;  se  le  declara  por  tanto,  para  los 
efectos  del  fuero,  vecino  de  la  mencionada  ciudad  de  Córdoba,  y 
por  lo  mismo  con  derecho  á  declinar  la  jurisdicción  de  los  Tri* 
bunales  de  Justicia  de  la  provincia  de  Santiago  del  Estero,  en 
virtud  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  cien  y  ciento  uno  de  la 
Constitución  Nacional,  y  primero,  inciso  primero,  de  la  ley  de 
catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  sobre 
jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Federales .  Há- 
gase saber,  y  repónganse  los  sellos. 

J.  DOMÍNGUEZ. — S.  M.  LASPIUR. — O.  LE- 
GUIZAMON.  ~  ULADISLAO  FRUS. 
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CAVBA     XXXVII. 


D.  Florentino  M,  Lobo  y  oíros,  en  recurso  del  Supenor 
TVü&una/  de  Justicia  de  Tticuman. 


Sumario. — De  auto  de  un  Tribunal  Superior  de  Provincia 

« 

declarando  la  incompetencia  de  los  Tribunales  Frovinoiales*  no 
procede  el  recurso  que  autoriza  el  artículo  14  de  la  ley  sobre 
competencia  de  los  Tribunales  Federales. 


Caso.  —  El  Dr.  D.  Delfín  Gallo  por  D.  Florentino  M.  Lobo  y 
otros,  se  presentó  á  la  Suprema  Corte  Nacional,  diciendo  que 
en  la  causa  seguida  por  sus  representantes  ante  los  Tribunales 
de  Tucuman  por  perjuicios  sufridos  en  ocasión  de  una  rebelión 
contra  D.  Yictorío  Hernández  y  D.  Luis  Domingo  Iramain 
dichos  Tribunales  se  hablan  declarado  incompetentes,  no  ha- 
ciendo lugar  al  recurso  que  en  última  instancia  hablan  inter- 
puesto para  ante  la  Suprema  Corte. 

Pedido  informe  al  Superior  Tribunal  de  Justicia  de  Tucu- 
man, se  espidió  la  siguiente 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Suprema  Corte : 

Yo  creí  que  era  el  caso  de  haber  pedido  los  autos :  la  Corte 
prefirió  pedir  informe. 

De  las  copias  de  sentencias  remitidas  por  informes,  resulta 
que  el  juicio  se  radicó  en  efecto  en  los  Tribunales  de  Provincia, 
quienes  sin  fallar  sobre  el  fondo  se  han  declarado  al  fin  incom- 
petentes. 

El  recurso  de  que  conoce  la  Corte  es  contra  esa  declaración. 

No  se  trata,  pues,  de  la  aplicación  del  artículo  i  4  de  la  ley 
de  1863,  que  se  refiere  &  los  juicios  radicados  y  fenecidos  en  la 
jurisdicción  provincial,  sino  de  un  artículo  de  incompetencia 
opuesto  desde  el  principio  (f .  2  vta.) 

Limitado  así  el  punto  á  resolver,  creo  como  los  tribunales  de 
provincia,  que  al  juzgar  el  hecho  de  Hernández  de  hacer  arreos 
por  orden  superior,  6  de  señalarlos  con  marca  de  su  propiedad, 
no  puede  prescindirse  de  los  hechos  nacionales  que  lo  ocasiona- 
ron, y  que  por  consiguiente  los  tribunales  competentes  son  los 

federales. 

C,  Tejedor. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Airea,  Abril  25  de  1878. 

Siendo  el  artículo  catorce  de  la  ley  nacional  de  catorce  de  Se- 
tiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  sobre  jurisdicción  y 
competencia  de  los  Tribunales  Federales  el  único  que  autoriza 
recursos  de  apelación  para  ante  esta  Suprema  Corte,  de  las  sen- 
tencias definitivas  de  los  Tribunales  Superiores  de  Provincia, 
cuando  procede  algunos  de  los  casos  en  él  especificados,  y  no 
encontrándose  comprendido  en  ninguno  de  ellos  el  que  ha  mo- 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  ill 

tivado  el  presente  recurso ;  no  ha  lugar.  Satisfechas  las  costas 
y  repuestos  los  sellos,  archívese  este  espediente  dándose  cono- 
cimiento de  esta  resolución  al  Tribunal  informante. 

i.   DOMÍNGUEZ.  —S.  M.  LASPIUB.  —  O. 
LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 


CAVBA     XXXVIII. 


D.  Manuel  Nuñez  y  C^,  contra  D.  Manuel  Rojas,  por  cobro 

ejecutivo  de  pesos 


Sumario.  —  1^  Notificada  al  deudor  la  cesión  de  un  crédito, 
un  segundo  cesionario  no  puede  cobrar  á  aquel  er  mismo 
crédito. 

2^  Contra  la  ejecución  de  este,  el  deudor  puede  oponer  la 
excepción  de  paga  y  espera,  si  pagó  en  parte  al  primer  cesio- 
nario, y  convino  en  un  plazo  por  el  remanente. 


Caso. — D.  Manuel  J.  Bojas  era  deudor  de  Matti  y  Piera 
por  la  suma  de  373  pesos  65  centavos  fuertes  provenientes  de 
fletes. 
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Matti  y  Fiera  cedieron  el  crédito  á  D.  Julián  Martines, 
quien  notificó  al  deudor  la  cesión,  cobró  parte  del  crédito,  j 
le  dio  plazo  por  la  otra  parte. 

Matti  y  Fiera  que  tenian  la  cuenta  con  el  conforme  de  Ho- 
jas, la  pasaron  á  D.  Manuel  Nuñez  y  C*,  escribiendo  al  pié  de 
ella  la  cláusula  de  c  pagúese  por  nosotros  á  los  señores  Manuel 
Nuñez  y  €•.  > 

Nuñez  pidió  el  reconocimiento  de  la  cuenta  y  siguió  juicio 
ejecutivo,  al  cual  Rojas  en  la  estación  oportuna  opuso  los  he- 
chos anteriormente  referidos,  y  que  fueron  probados. 


Fallo  del  Jaem  de  iteeelon. 

Buenos  Aires.  Noviembre  16  de  1877. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  los  señores  Manuel  Nunez 
y  C*,  contra  D.  Manuel  J.  Rojas  por  cobro  ejecutivo  de  pesos  y 

Considerando:  i^  Que  de  la' carta  corriente  á  f.  18  consta 
que  los  señores  Matti  y  Fiera  hicieron  cesión  de  su  crédito  á 
favor  de  D.  Julián  Martínez,  notificando  al  deudor  Sr.  Rojas 
quien  aceptó  dicha  cesión  y  en  su  consecuencia  procedió  á 
verificar  el  pago  en  parte  al  cesionario  Martínez,  obteniendo 
del  mismo  una  espera  por  el  resto,  verificándose  por  consi- 
guiente, las  condiciones  necesarias  para  la  validez  de  la  cesión, 
(artículo  563,  Código  de  Comercio). 

S"*  Que  aunque  la  cesión  de  f .  !•  hecha  por  Matti  y  Fiera  á 
Nuñez  y  C».  aparece  reconocida  con  posteridad,  por  Rojas  á  la 
hecha  á  Martínez,  se  ha  probado  por  las  declaraciones  de  los 
señores  Matti  y  Fiera  que  el  ejecutado  Rojas  no  ha  tenido  mas 
crédito  á  favor  de  los  pedentes  que  el  que  motiva  este  asunto 
y  por  tanto  que  hallándose  cedido  á  Martínez,  no  ha  podido 
válidamente  cederse  á  Nuñez  sin  que  importe  el  reconocimiento 
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de  la  firma  la  confesión  de  la  deuda  en  el  momento  en  qne 
prestaba  dicho  reconocimiento. 

3°  Que  aun  suponiendo  qne  las  cesiones  en  discusión  hubie- 
sen sido  ambas  válidas,  en  el  concurso  de  dos  cesionarios  suce- 
sivos, la  preferenj^ia  corresponde  al  que  primero  ha  notificado 
la  cesión  al  deudor  (artículo  37  cDe  la  cesión»,  Código  Civil) 
y  por  consiguiente  en  este  caso  según  lo  espuesto,  corresponde- 
ria  á  Martiaez. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  declarando  que  el  crédito  que 
se  cobra  pertenece  á  D.  Julián  Martinez  y  no  á  los  señores 
Nuñez  y  C^,  ordenando  en  su  consecuencia  se  levante  el  em- 
bargo trabado,  con  costas.  Hágase  saber  original,  y  repón- 
ganse los  sellos. 

Isidoro  Álbarracin. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Abril  27  de  1878. 

Vistos:  Considerando  que  la  excepción  opuesta  por  el  ejecu- 
tado, se  funda  en  que  el  crédito  procedente  de  la  cuenta  de  foja 
primera,  fué  cedido  anteriormente  por  Matti  y  Piera  á  Don 
Julián  Martinez ;  y  en  que  á  este  cesionario  le  pagó  parte  del 
crédito,  acordándole  él  mismo  un  término  para  pagar  el  resto ; 
que  esta  excepción,  á  pesar  de  haber  sido  impropiamente  califi- 
cada, se  reduce  en  realidad  á  las  de  paga  y  espera:  que  tanto  la 
una  como  la  otra  resultan  plenamente  justificados  por  los  docu- 
mentos de  fojas  diez  y  nueve  y  veinte  otorgados  y  judicial- 
mente reconocidos  por  Martinez;  y  la  personeria  con  qne  este 
intervino  suficientemente  legitimada  por  el  documento  de  foja 
diez  y  ocho  en  que  se  notifica  la  cesión  al  deudor;  por  estos 
fundamentos  y  los  concordantes  de  la  sentencia  apelada,  se 

T.   XI.  8 
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confirma  con  costas  en  cuanto  no  hace  lugar  á  la  ejecución ; 
Batisfechas  estas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.   M.  LASPIUR.  —  O. 
LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO  FRUS. 


CAVSA    XXXIX. 


Don  Juan  de  Dios  Jara  contra  Don  Jacinto  Lemos,  por  daños 

y  perjuicios 


Sumario.  —  1°  Todo  aquel  que  por  sus  hechos  6  sin  dere- 
cho, causa  daño  á  otro,  aun  cuando  no  haya  procedido  con 
temeridad  ó  malicia,  está  obligado  á  repararlo. 

2*^  £1  daño  causado  por  un  embargo  llevado  á  cabo  fuera  de 
los  límites  en  que  pudo  pedirse,  debe  ser  resarsido  por  quien  lo 
pidió. 

3^  No  justificando  el  demandante  el  cuanto  de  dicho  daño, 
el  juez  debe  fijar  las  bases  para  su  liquidación. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  li5 


Caso,  — El  caso  está  bien  esplicado  en  el 


Fallo  del  Jues  de'Seeelon. 

Mendoza,  Octubre  19  de  1876. 

Vistos :  Don  Eufracio  Gallardo,  con  poder  de  Juan  de  Dios 
Jara,  deduce  demanda  contra  Don  Jacinto  Lemos  por  la  snma 
de  4734  pesos  bolivianos,  valor  en-  que  estima  los  daños  y  per- 
juicios, que  con  el  embargo  de  dos  carros  de  su  propiedad,  de- 
cretado por  este  juzgado  á  solicitud  de  Lemos  en  un  juicio 
seguido  anteriormente  ante  ambos  interesados,  se  le  han  oca- 
sionado. 

Espresa  que  el  año  1869  Lemos  demandó  verbalmente  á 
Jara  por  la  devolución  de  dichos  dos  carros  que  pretendía 
eran  de  su  propiedad  y  habia  alquilado  á  este;  que  Jara  se 
escepcionó  alegando  haberlos  comprado ;  y  seguido  el  juicio, 
durante  el  término  de  la  prueba,  solicitó  y  obtuvo  el  primero 
bajo  su  re.sponsabilidad  el  embargo  de  los  mismos,  dando  co- 
mo fiador  por  las  resultas  de  dicho  embargo  á  Don  Artemon 
Corvalan. 

Que  el  juicio  se  resolvió  á  favor  de  Jara,  declarándose  por 
sentencia  que  los  carros  eran  de  propiedad  de  este  por  título 
de  compra,  pero  que  solicitado  su  desembargo  no  lo  obtuvo  sin 
embargo  porque  Lemos  inició  nuevo  juicio  pretendiendo  que 
habia  simulación  en  el  documento  de  compra.  Que  resuelto 
igualmente  á  su  favor  este  nuevo  juicio  por  no  haber  probado 
Lemos  sus  asertos,  solicitó  por  segunda  vez  el  desembargo  de 
los  carros  y  tampoco  lo  obtuvo  por  haber  entonces  Lemos  de- 
ducido una  tercera  acción  cobrando  ya  no  los  carros  sino  su 
valor  y  alquileres  de  los  mismos  que  decia  se  le  adeudaban.  Que 
resuelto  este  tercer  juicio  en  Octubre  de  1872,  declarándose  por 
sentencia  que  Jara  era  solo  deudor  de  setenta  y  tres  pesos  y 
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algunos  sentavos  bolivianos,  por  razón  del  precio  de  aquellos, 
vino  á  obtener  su  desembargo  recien  en  Enero  de  mil  ochocien- 
tos setenta  y  tres,  resultando  así  que  habia  estado  privado  in- 
debidamente del  uso  de  los  mencionndos  carros  durante  tres 
años  y  cuatro  meses. 

Coucluye,  diciendo  que  no  habiendo  tenido  justicia  Lemos 
para  hacer  embargar  los  carros  y  habiendo  obtenido  su  embar- 
go, constituyéndose  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que 
por  él  pudieran  sobrevenir,  está  hoy  obligado  y  debe  ser  conde- 
nado á  abonar  todos  los  que  se  le  han  causado  por  tales  hechos. 

El  demandado  contestando  dice  que,  como  resulta  de  la  pro- 

*pia  demanda,  los  carros  no  habian  sido  pagados  en  él  todo  por 

el  demandante  y  que  en  tal  caso  tuvo  derecho  para  solicitar  ese 

embargo,  conforme  alo  dispuesto  por  los  artículos  97 y  107  del 

título  3%  sección  3%  libro  2«  del  Código  Civil. 

Que  debe  así  rechazarse  la  demanda. 

La  causa  fué  abierta  á  prueba  y  considerando. 

1°  Que  si  bien  resulta  que  el  demandado  fué  declarado  por  la 
sentencia  mencionada  de  Octubre  de  1872  acreedor  de  una  parte 
del  precio  de  los  carros  en  cuestión  y  que  estuvo  así  autorizado 
legalmente  para  solicitar  como  una  medida  conservatoria  de  su 
derecho  contra  el  deudor  el  embargo  de  una  cantidad  equivalen- 
te á  su  acreencia,  resulta  sin  embargo  igualmente  de  los  docu- 
mentos públicos,  corrientes  de  foja  19  de  los  autos,  que  por  su 
culpa  los  carros  permanecieron  embargados  mucho  mas  tiempo 
del  que  deberían  estarlo  á  no  haber  él  deducido  las  dos  pri- 
meras gestiones  á  que  alude  la  demanda  y  que  fueron  decla- 
radas improcedentes  por  las  sentencias  en  la  misma  demanda 
seguida; — á  que  se  agrega  que  resulta  igualmente  que  aun 
después  de  deducida  su  tercera  gestión  relativa  al  cobro  del 
precio  de  los  carros  todavía  el  embargo  fué  excesivo  si  se  con- 
sidera el  precio  de  doscientos  pesos  porque  el  propio  demandado 
vendió  dichos  carros,  según  aparece  de  la  sentencia,  que  en 
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copia  corre  á  foja  16,  y  el  -valor  de  la  acreencia  que  por  dicha 
sentencia  se  declara  existia  á  su  favor. 

2'  Que  la  sentencia  ejecutoriada  de  foja  21  rechazando  la 
excepción  de  cosa  juzgada  deducida  por  el  demandado,  declaró 
abierto  el  derecho  del  demandante  á  cobrar  los  daños  y  perjui- 
cios que  ilejítimamente  se  le  hubieran  causado  por  el  embargo. 

3°  Que  es  además  un  principio  universal  de  derecho  y  san- 
ción espresa  de  nuestras  leyes  que  todo  aquel  que  por  su  hecho 
y  sin  derecho,  causa  daíio  á  otro,  aun  cuando  no  haya  procedido 
con  temeridad  y  malicia,  está  obligado  á  repararlo. 

4°  Que  dados  estos  antecedenies  es  forzoso  concluir  que  el 
demandado  está  obligado  á  indemnizar  los  perjuicios  causados 
por  el  embargo  que  á  su  solicitud  y  bajo  su  responsabilidad  se 
llevó  á  cabo  contra  el  demandante,  fuera  de  los  límites  en  que 
estuvo  autorizado  á  pedirlo  y  á  que  se  refiere  el  considerando 
primero. 

5**  Que  no  ha  sido  justificado  por  el  demandante  el  cuanto 
de  los  daños  que  cobra,  y  en  tal  caso  corresponde  solamente 
con  arreglo  á  lo  preceptuado  por  el  artículo  15  de  la  Ley  Nacio- 
nal de  Procedimientos,  fijar  las  bases  sobre  que  haya  de  hacer- 
se la  liquidación  de  ellos. 

6®  y  último.  Que  es  equitativo  mandarlos  abonar  calculando 
el  producido  del  alqfíiler  mensual  de  los  carros. 

Por  estos  fundamentos  definitivamente  juzgando  declaro  : 
que  el  demandado  Don  Jacinto  Lemos  es  responsable  y  está 
obligado  á  abonar  al  demandante  Don  Juan  de  Dios  Jara,  los 
daños  y  perjuicios  que  se  le  han  causado  por  el  embargo  de  los 
dos  carros  en  cuestión ;  debiendo  ser  determinados  aquellos  con 
arreglo  á  la  base  establecida  en  el  considerando  6°  y  á  partir 
desde  el  dia  en  que  se  practicó  el  embargo  hasta  el  de  la  inter- 
posición de  la  tercera  demanda  de  Lemos,  ó  sea  la  dirijida  á 
cobrar  el  precio  de  los  carros,  por  peritos  que  las  partes  nom- 
brarán de  común  acuerdo  en  el  término  de  diez  dias. 
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Notifíquese  con  el  original  y  repóngase  el  papel. 

C.  de  la  Torre. 
La  parte  de  Lemos  apeló 


Fall«  de  la  Suprema  Corte 

Baenos  Aires,  Mayo  11  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  treinta  y  nueve  vuelta;  satisfechas  las  costas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTUGA.  —  J.  J>OMINGUEZ.  

S.  M.  LASPIUR.  — O.  LEGUIZAMON. 
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CAV0IA     Xli 


El  Dr,  D.  Eugenio  Caballero  contra  Ü.  Delfín  Leguizamon, por 

cobro  ejecutivo  de  pesos. 


Sumario.  —  1**  Es  inadmisible  la  excepción  de  inhabilidad 
opuesta  contra  pagarées  no  argüidos  de  falsos,  reconocidos  en 
juicio,  de  plazo  vencido  y  por  cantidad  líquida. 

2^  Para  que  dos  deudas  puedan  compensarse  es  necesario 
que  ambas  sean  subsistente  civilmente,  que  sean  liquidas, 
exigibles  y  de  plazo  vencido. 

3**  La  novación  no  se  presume,  sino  que  es  preciso  que  la 
voluntad  de  las  partes  se  manifieste  claramente  en  la  nueva 
convención,  ó  que  la  existencia  d€  la  primera  obligación  sea 
incompatible  con  la  segunda. 


Caso.  —  El  caso  se  encuentra  esplicado  en  el  siguiente 


Fallo  del  Jaem  de  Seeelon* 


Salta,  Octubre  29  de  1877. 


Vistos  los  autos  ejecutivos  por  cobro  de  diez  y  ocho  mil  pesos 
bolivianos  y  sus  intereses,  promovidos  por  el  Dr.  D.  Eugenio 
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Caballero,  ciudadano  boliviano,  contra  D.  Delfin  Legnizamon, 
ciudano  argentino,  resulta  lo  siguiente  : 

La  ejecución  se  funda  en  los  documentos  simples  de  fs.  1  á  3 
reconocidos  judicialmente  á  f.  12  vuelta. 

Trabado  el  embargo  y  hecha  la  citación  de  remate,  el  ejecu- 
tado se  opone,  alegando: 

I**  La  inhabilidad  del  título  con  que  lo  ejecuta,  y  á  este  res- 
pecto dice:  que  el  origen  y  procedencia  de  la  deuda  es  el  con- 
trato de  compra-venta  á  que  se  refiere  la  escritura  pública  de 
f.  36:  que  según  esta  el  vendedor  se  obligó  á  entregar  la  finca 
y  demás  objetos  vendidos  en  las  condiciones  que  expone  dicha 
escritura :  que  la  entrega  no  se  ha  hecho  en  esas  condiciones* 
causándose  al  ejecutado  perjuicios  cuya  importancia  es  mayor 
que  la  cantidad  reclamada:  que  esta  falta  de  cumplimiento  por 
parte  del  ejecutante  de  las  obligaciones  que  contrajo  en  su  ca- 
lidad de  vendedor,  imprime  al  título  con  que  ejecuta  el  carácter 
de  inhábil ;  pues  no  se  encuentra  en  el  caso  del  artículo  252  de 
la  Ley  Nacional  de  Procedimientos. 

2'  La  compensación,  respecto  de  la  cual  dice  que  el  ejecutan- 
te debe  abonar  todos  loo  perjuicios  que  ha  causado  por  no  ha- 
ber cumplido  el  contrato  de  foja  38:  que  esta  falta  de  cumpli- 
miento consiste  en  haber  diñado  inconclusas  varias  obras  de 
gran  importancia  para  el  establecimiento,  que  debió  entregar 
concluidas,  y  en  no  haber  entregado  muchas  de  las  especies  y 
objetos  vendidos:  que  siendo  esto  así,  la  cantidad  reclamada 
debe  compensarse  con  los  perjuicios  causados. 

3"  La  novación,  la  cual  se  hace  consistir  en  que  el  ejecu- 
tante, reconociendo  los  perjuicios  ocasionados  por  su  falta  de 
cumplimiento  á  las  obligaciones  que  contrajo,  ofreció  mas  de 
una  vez  al  ejecutado  no  exijir  el  pago  délos  documentos  sus- 
criptos por  él  y  sus  codeudores,  hasta  que  hicieran  amigable- 
mente un  arreglo  estrajudicial,  descargándose  recíprocamente 
de  las  obligaciones  contraidas. 
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Considerando,  respecto  de  la  primera  excepción:  <iue  los  do- 
cumentos de  fojas  1  á  3  no  han  sido  argüidos  de  fasos,  ni  se  ha 
opuesto  contra  ellos  ningún  vicio  de  nulidad.  Que  la  cantidad 
á  que  se  refieren  es  una  cantidad  liquida^  de  plazo  vencido,  y 
han  sido  reconocidas  judicialmente  á  foja  12  vuelta.  Que  siendo 
esto  así,  ]a  excepción  de  inhabilidad  para  ejecutar  opuesta  con- 
tra ellos  os  inadmisible,  cualesquiera  que  sean,  por  otra  parte, 
las  razones  que  se  tengan  para  enervar  la  acción  ejecutiva, 
puesto  que  dichos  documentos  reúnen  todas  las  condiciones 
requeridas  por  la  ley  para  traer  aparejada  ejecución  (artículos 
248,249.  inciso  4«  y  251). 

Considerando  en  cuanto  á  la  compensación :  que  para  que 
dos  deudas  puedan  compensarse  es  necesario,  según  el  artículo 
2°,  libro  2**  del  Código  Civil,  título  «  De  la  compensación»,  que 
ambas  deudas  sean  subsistentes  civilmente,  que  sean  ]íquid¿is  ; 
ambas  exijibles,  de  plazo  vencido,  y  que  si  fuesen  condicionales, 
se  halle  cumplida  la  condición.  Que  según  el  inciso  5^  artículo 
270  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos,  la  excepción  de 
compensación  ha  de  fundarse  eu  crédito  líquido,  que  resulte  de 
documento  que  tenga  fuerza  ejecutiva.  Que  los  daños  y  per- 
juicios, cuyo  mérito  no  se  ha  probado,  no  pueden  compensarse 
con  la  cantidad  liquida  que  se  reclama ;  pues  estas  deudas  no  se 
hallan  en  las  condiciones  exijidas  por  los  artículos  citados. 

Considerando  en  cuanto  á  la  novación :  que  esta,  según  el 
artículo  l^  títu  o  2^,  sección  1",  libro  2°  del  Código  Civil,  es  la 
transformación  de  una  obligación  en  otra  nueva.  Que  esta 
transformación  no  se  presume,  pues,  según  el  artículo  12  del 
título  citado,  es  preciso  que  la  voluntad  de  las  partes  se  mani- 
fieste claramente  en  la  nueva  convención,  ó  que  la  existencia  de 
la  primera  obligación  sea  incompatible  con  la  segunda.  Que  en 
parte  alguna  de  los  autos  consta  la  existencia  de  esta  nueva 
obligación  que  haya  estinguido  y  reemplazado  ía  primera;  pues 
de  la  declaración  de  foja  163  vuelta,  resulta  que  se  dieron  al- 
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guDos  pasos  para  un  arreglo  amistoso  al  cual  nunca  se  arribó. 
Que  ni  estas  diligencias  de  arreglo,  ni  aun  la  promesa  del 
acreedor  de  no  cobrar  judicialmente  los  pagarées  sin  haber 
tratado  los  medios  d^  una  transacción  extrajudicial,  constituid 
rian,  según  la  ley,  un£f  novación. 

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad  á  los  artículos 
citados,  llévese  adelante  la  ejecución,  con  costas,  quedando  á 
salvo,  según  el  articulo  278  de  la  Ley  Nacional  de  Procedi- 
mientos, los  derechos  de  Don  Delfin  Leguizamon,  para  hacerlos 
valer  en  el  juicio  ordinario  correspondiente. 

Repónganse  los  sellos  y  notifíquese  en  el  original. 

Federico  Ibargúren. 

Fallo  de  1»  Saprem»  Corte. 

Buenos  Aires,¡Mayo  7  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  doscientos  cincuenta  y  seis.  Satisfechas 
las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos.  Devuélvanse  los  autos. 

i,  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPlUR.  — O. 
LEGUIZAMON.  — ULADISLAO  FRUS. 
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CAUSA     Xlil 


Santa  Colonia^  Casares  y  Nevares  con  Guarnache  y  Demateis^ 

sobre  eviccion  y  saneamiento. 


Sumario.  —  1"  La  garantía  de  eviccion  y  saneamiento  en  el 
contrato  de  cesión,  no  corresponde  sino  al  cesionario  contra  el 
cedente. 

2^  Un  auto  del  Juez  de  Sección  mandando  citar  á  eviccion  y 
saneamiento,  es  apelable. 


Caso.  —  Guarnache  y  Demateis,  sub-contrataron  á  Don  Al- 
fonso Terribile,  empresarios  de  obras  en  el  Ferro-Carril  de 
Chivilcoy  al  Bragado,  la  construcción  de  terraplenes. 

Pendiente  este  convenio,  Terribile  hizo  cesión  de  su  contrato 
con  el  Ferro-Carril  á  sus  fiadores  en  él  Don  José  M.  Nevares, 
Don  Rodolfo  Casares  y  Don  Tomás  Santa  Coloma,  á  quienes 
como  tales  cesionarios  demandaron  Guarnache  y  Demateis,  sin 
perjuicio  de  sus  derechos  contra  Terribile  y  su  fiador,  el  pago 
de  trabajos  hechos  y  los  daños  y  perjuicios  por  falta  de  cum- 
plimiento del  contrato. 

El  Doctor  Don  Alejo  de  Nevares,  hijo,  por  los  demandados 
contestando  y  reconviniendo  por  su  parte  á  Guarnache  y  De- 
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matéis,  sostuvo  que  eran  ellos  los  quehabian  faltado  al  contra- 
to y  no  Terribile;  que  no  acepta  ni  reconoce  una  modificación 
al  contrato  primitivo  que  no  está  firmada  ni  garantida  por  los 
demandados ;  que  estos,  lejos  de  ser  deudores  de  Guarnache  y 
Demateis  son  sus  acreedores  en  virtud  del  contrato  por  la  suma 
de  112,695  pesos,  con  mas  la  multa  de  1,000  $  m/^  diarios  por 
la  falta  de  cumplimiento. 

Encontrándose  la  causa  en  tramitación,  Guarnache  y  Dema- 
teis invocando  lo  dispuesto  en  los  títulos  de  la  eviccion  y  de  la 
cesión  del  Código  Civil,  pidieron  se  intimara  á  Terribile,  ce- 
dente  de  los  demandados,  se  presentara  á  tomar  la  intervención 
que  le  correspondía,  á  fin  de  que  los  derechos  de  los  esponentes 
fueran  garantidos  y  surtiesen  los  efectos  correspondientes,  ya 
fuera  contra  el  cedente  ó  contra  los  cedidos. 


Fallo  del  Jíaea  Seeelonal. 

Buenos  Aires,  Octubre  4  de  1877. 

Como  se  pide,  y  repóngase  el  sello. 

Albarractn 


Notificado  el  Dr.  Nevares  apeló  en  relación. 

El  juez  no  hizo  lugar  al  recurso  por  no  traer,  á  sn  jnicio, 
gravamen  irreparable  la  resolución  apelada. 

El  doctor  Nevares,  ocurrió  entonces  de  hecho  ante  la  Supre- 
ma Corte,  esponiendo  que  el  auto  recurrido  era  ilegal  y  podía 
causar  gravamen  irreparable. 

La  Suprema  Corte  declaró  apelable  el  auto  y  pidió  el  espe- 
diente. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Baenos  Aires,  Mayo  7  de  1877. 

Vistos :  siendo  los  demandados  en  este  asunto  los  cesiona- 
rios Don  José  M.  de  Navares,  Don  fiodolfo  Casares  y  Don 
Tomás  Santa  Coloma,  y  no  correspondiendo  por  derecho  la 
garantía  de  ericcion  y  saneamiento  sino  al  cesionario  contra  el 
cedente,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  doscientos  treinta  y 
cinco;  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  deTuelvánse 
los  autos. 

J.   DOMÍNGUEZ.  —  S.   M.   LASPIUR.  —  O.  LEGUI- 
ZAMON.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
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.  CAV8A     XI.II. 


D.  Doroteo  Alegre  contra  D,  Aquiles  Perelli,  por  daños 

y  perjuicios 


Sumario.  —  1"  Los  daños  y  perjuicios  cansados  por  la  mor- 
dedura de  un  perro,  deben  ser  pagados  por  el  dueño  de  este. 


Caso,  —  El  caso  está  esplicado  en  el 

Fallo  del  Suem  de  Serelon. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Doroteo  Alegre  contra 
D.  Aquiles  Perelli,  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
provenientes  de  la  mordedura  de  un  perro  del  último  al  pri- 
mero, y  de  que  resalta : 

1"  Que  pasando  Alegre  por  la  calle  de  Talcahuano  al  enfren- 
tar á  la  casa  N**  211,  un  perro  que  se  hallaba  tendido  en  la 
puerta  lo  acometió,  infiriéndole  con  sus  mordeduras  las  lesio- 
nes en  los  brazos  á  que  se  refiere  el  informe  médico  de  L  1. 

2^  Que  fundado  en  que  tiene  derecho  para  indemnizarse  de 
los  daños,  contra  el  dueño  del  perro,  demanda  al  Sr.  Perelli  por 
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los  gastos  de  curación  y  las  ganancias  que  ha  dejado  de  per- 
cibir mientras  esta  ha  durado,  en  su  profesión  que,  dice  ser 
procurador. 

3°  Que  corrido  traslado  de  la  demanda,  Ferelli,  sin  negar  el 
hecho,  dice  que  ha  mediado  provocación  ó  cuando  menos  algún 
ademán  involuntario  de  Alegre  para  provocar  é  irritar  al  perro, 
y  que  por  consiguiente,  solo  á  él  es  imputable  el  daño. 

4®  Que  se  mandó  recibir  á  prueba  esta  causa  sobre  la  pro- 
vocación ó  escitacion  que  habia  precedido  el  ataque  del  perro, 
y  de  los  daños  causados,  con  especiñcacion  de  los  gastos  de 
curación,  profesión  del  herido  é  inhabilidades  ó  lesiones  produ- 
cidas por  la  mordedura  y 

Considerando:  1^  Que  de  la  confesión  del  demandado  á  f.  65 
como  de  las  declaraciones  de  los  testigos  Brescin,  f.  19,  y  Brun 
f.  25  y  Marcun  f.  32,  resulta  plenamente  establecida  la  morde- 
dura que  ocasionó  el  daño  y  del  informe  del  Dr.  Salvarezza 
á  f .  20  la  curación  de  las  heridas  causadas. 

2^  Que  habiéndose  alegado  por  el  demandado  que  á  las  mor- 
deduras procedió  provocación  por  parte  del  demandante  Alegre, 
correspondía  á  aquel  la  prueba,  no  solo  por  cuanto  es  esta  una 
defensa  que  corresponde  al  que  la  alega,  sino  porque  no  exone- 
rándose el  dueño  de  un  animal  de  los  daños  que  cause,  sino  en 
el  caso  de  haber  culpa  imputable  á  la  víctima  del  daño  (artículo 
22  del  título  «  De  las  obligaciones  que  nacen  de  los  hechos  ilí- 
citos »  etc.  Código  Civil)  la  culpa  debe  ser  establecida  por  aquel 
á  quien  le  favorece. 

3^  Que  aunque  el  demandante  ha  alegado  que  entre  los'daños 
estima  los  gastos  de  curación  y  cesación  del  trabajo  como  pro- 
curador, no  ha  probado  el  monto  de  los  primeros,  ni  ha  justi- 
ficado los  segundos. 

Por  estas  consideraciones  fallo  declarando  que  D.  Aquiles 
Perelli  debe  pagar  á  D.  Doroteo  Alegre  los  gastos  de  cura- 
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clon  7  daños  por  cesación  del  trabajo  profesional  qne  jastifi- 
caré  en  juicio  separado,  con  mas  las  costas  del  juicio. 
Hágase  saber  original  y  repóngase  el  sello. 

Isidoro  Álbarracin. 


Fallo  de  1»  Saprem»  Corte. 

Baenos  Aires,  Hayo  9  de  1878. 

Vistos;  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  setenta;  satisfechas  los  de  la  instancia  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. —  J.   DOMÍNGUEZ.' — 
O.    LEGULZAHON.  -—  ULADISLAO  FiOAS. 
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CAUSA     XI^III 


/>*  Rafaela  G,  de  Cuñat  deduciendo  tercería  en  la  y'ecucion 

del  Fisco,  contra  D.  Rafael  Cuñat 


Sumario.  —  Tratándose  de  una  ejecución  contra  el  mari- 
do, la  confesión  de  este  de  haber  recibido  dote'de  su  mujer  y 
empleádola  en  los  bienes  ejecutados,  no  puede  perjudicar  al 
ejecutante,  mucho  menos  constando  en  la  escritura  de  adquisi- 
ción que  ellos  fueron  comprados  por  el  marido  á  nombre  propio. 


Caso.  —  En  2  de  Julio  de  1874,  se  inició  en  el  Juzgado  Na- 
cional de  Entre-Bios  una  causa,  contra  D.  Rafael  Cunat,  quien 
con  fecha  14  de  Julio  de  1875  fué  condenado  al  comiso  de  1200 
@)  de  harina  al  precio  de  3  $  (§D,  con  las  costas  del  juicio. 

En  ejecución  de  esta  sentencia  se  embargaron  unos  terrenos 
en  Gualeguay  que  componían  una  y  media  chacra. 

En  este  estado,  D.  Egidio  Buggerio  por  D*  Rafaela  6.  de 
Cuñat,  se  presentó  esponiendo  que  su  representada  era  la  única 
propietaria  de  esos  terrenos  por  haber  sido  comprados  con  au 
haber  hereditario,  según  resultaba  del  título  y  estaba  dispues- 
to á  probarlo. 

Que  por  consiguiente,  interponía  tercería  de  dominio  y  pedia 

T.  XI.  -  9 
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que  en  definitiva  se  ordenara  el  desembargo  y  se  condenara  en 
las  costas  al  Fisco. 


Fallo  del  Jíaez  de  Seeelon. 

Paraná,  Noviembre  13  de  18T7. 

Vistos  y  considerando :  Que  en  el  presente  juicio  de  tercería 
escluyente,  interpuesto  por  la  señora  Rafaela  Gomensoro  de  Cu- 
ñat,  alegando  un  derecho  esclusivo  de  dominio  sobre  los  bienes 
embargados,  en  la  ejecución  que  se  sigue  contra  su  esposo  D. 
Eafael  Cuñat,  á  instancia  del  Procurador  Fical,  por  defrauda- 
ción de  derechos  correspondientes  al  Fisco,  resulta : 

1°  Que  por  los  documentos  con  que  se  reclama  un  escluyente 
dominio  en  la  finca  embargada,  no  puede  colegirse,  ni  mucho 
menos  darse  por  comprobado  el  hecho  que  se  alega ;  pues  que 
el  de  la  escritura  de  f .  20  á  f.  21  otorgada  el  año  setenta  y  cua- 
tro por  el  ejecutado  Cuñat,  no  tiene  ni  puede  aparecer  en  otro 
carácter  que  con  el  de  una  declaración  hecha  en  el  interés  de 
transferir  á  su  esposa  el  derecho  de  propiedad  sobre  un  bien, 
que  por  la  escritura  de  f.  17  á  f.  19  habia  eí  mismo  señor  Cu- 
ñat comprado  el  año  setenta  y  dos  en  cabeza  propia  y  con  su 
dinero  propio,  como  en  ella  se  espone ;  lo  que  demuestra  que  la 
citada  escritura  de  f.  20  no  constituye  un  documento,  de  un 
carácter  originario  de  propiedad,  sino  el  de  la  cesión  de  un  de- 
recho particular  precedente,  y  que  de  modo  alguno  puede  fun- 
dar un  título  hábil,  en  las  condiciones  proscriptas  por  los  artí- 
culos 13  y  44  del  Tít.  2^  Sec.  3\  Lib.  2odel  Código  Civil,  para 
que  pueda  justificarse  por  él  la  tercería  escluyente  interpuesta, 
2°  Que  por  la  prueba  á  que  se  defirió  por  un  efecto  de  equi- 
dad (nó  obstante  oposición  del  defensor  del  ejecutado  f .  26)  con 
tal  que  se  produjera,  auto  de  f.  27,  con  documentos  confoimes  á 
lo  que  determina  el  artículo  13;  no  aparece  sino  la  traida  con 
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los  documentos  de  f .  29  á  f .  33  que  son  inaceptables,  como  tí- 
tulos hábiles  :  1**  porque  son  de  carácter  privado,  é  inconfor- 
mes,  por  lo  tanto,  con  lo  que  se  requirió  para  la  admisión  de  la 
prueba,  en  el  auto  citado  de  f.  27;  2**  por  no  hallarse  interve- 
nidos con  arreglo  á  derecho,  para  justificar  la  autenticidad  en 
la  forma  legal  correspondiente,  como  lo  dice  el  Procurador  Fis- 
cal, demostrándolo  con  las  observaciones  de  su  escrito  de  f.  89 
y  cita  que  en  él  hace  del  artículo  24  del'Tít.  5»,  Sec.  2%  Lib.  2» 
del  mismo  Código ;  y  3^  porqae  aun  dado  el  caso  de  que  tales 
documentos  fuesen  auténticos,  como  también  lo  espone  el  Pro- 
curador Fiscal,  para  probar  que  la  tercerista  señora  Gomenzoro 
de  Cuñat  aportó  bienes  al  matrimonio  y  que  estos  fueron  reci- 
bidos por  sn  esposo,  ellos  no  jastifícan  ni  prueban  que  la  pro- 
piedad embargada  se  hubiere  adquirido  con  el  valor  de  dichos 
bienes,  como  en  el  caso  anterior  tal  procedencia,  puede  muy 
bien  haberse  hecho  constar,  cuando  Cuñat  compró  la  referida 
finca,  que  fué  en  Marzo  del  setenta  y  dos  ;  y  antes  bien,  por  el 
contrario,  de  la  tal  escritura  consta,  como  se  deja  ya  notado, 
que  la  compra  se  hizo  en  cabeza  de  Cuñat  y  con  la  espresíon  de 
ser  efectuado  con  su  dinero  propio. 

3^  Que  por  otra  parte,  en  las  piezas  testimoniadas  que,  para 
mejor  proveer  han  sido  agregadas,  f.  43  vta.  á  f.  47,  hacen  ver, 
ó  ser  colegir,  que  la  referida  escritura  por  la  que  Cuñat  trans- 
firió á  su  esposo  la  finca  embargada,  que  es  hoy  la  materia  de 
la  tercería  oscluyente  que  con  dicha  escritura  ha  interpuesto, 
fué  otorgada  con  la  declaración  que  por  esta  hace  Cuñat,  cuan- 
do ya  puede  decirse,  que  pesaba  sobre  él  ó  sobre  sus  intereses, 
la  responsabilidad  de  contrabando  de  harinas,  que  le  fué  im- 
puesta, por  sentencia  condenatoria,  fundada  en  la  propia  con- 
fesión del  mismo  Cuñat,  foja  45  vta.;  todo  lo  cual  siendo  apli- 
cable del  hecho  del  otorgamiento  de  esa  escritura,  arroja  sin 
violencia  la  grave  presunción  de  la  simulación  ó  fraude  que 
recae  sobre  tal  acto,  al  que,  como  también  indica  el  Procurador 
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Fiscal,  impone  la  pena  de  nulidad  al  artículo  8^  del  Tít.  6®,  Sec. 
2*.  Lib.  2»  del  Código  Civil. 

Por  estos  fundamentos  y  consideraciones,  definitivamente 
juzgando,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  tercería  escluyente  in- 
terpuesto por  la  señora  Rafaela  Gomenzoro  de  Cuñat,  en  el  jui- 
cio ejecutivo  seguido  contra  su  esposo  D.  Rafael  Cuñat  por 
deuda  procedente  de  defraudación  de  rentas  fiscales,  con  cos- 
tas ;  debiendo  llevarse  adelante  la  ejecución  en  caso  de  no  apelar. 

Antonio  Zarco. 


La  tercerista  apeló  y  el  recurso  se  le  otorgó  en  relación. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Mayo  11  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  cuarenta  y  nueve  vuelta ;  y  devuélvanse 
los  autos  al  Juez  de  Sección,  con  la  planilla  de  costas  para  que 
exija  su  pago,  y  remita  sn  importe  á  la  Secretaria. 

J.   B.   GOROSTIAGA.  —  J.   DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGUIZAMON. — ULADISLAO  FRUS. 
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CAUSEA      XlilT. 


D.  Justo  Castaniera,  contra  los  Sres.  Moller  y  C%  por  cobro  de 

fletes  ;  sobre  diligencias  probatorias. 


Sumario,  — Toda  diligencia  que  equivalga  á  la  prueba  testi- 
monial, debe  ser  pedida  con  tres  dias  de  anticipación  al  últi- 
mo del  término  probatorio. 


Caso.  —  El  caso  se  comprende  leyendo  el  siguiente 


Fallo  del  Jíuez  Seccional 

Buenos  Aires,  Marzo  8  de  1878. 

T  vistos :  resultando  de  la  propia  confesión  de  los  señores 
Moller  y  C**  que  el  escrito  presentado  á  f .  26  en  que  se  pedia 
que  los  Sres.  Deetjen  y  C*  se  ratificaran  en  la  ñrma  del  do- 
cumento acompañado,  notificación  que  equivaliendo  á  la  prueba 
testimonial  no  podría  cometerse  al  actuario  como  se  solicitaba, 
fué  presentado  el  mismo  dia  en  que  se  rencia  el  término  de 
prueba,  y  no  con  los  tres  dias  de  anticipación  señalados  en 
el  artículo  120  de  la  Ley  de  Procedimientos.     Y  considerando 
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ademas  que  la  petición  del  demandante  se  refiere  solamente  á 
que  se  deje  sin  efecto  la  prueba  testimonial  ofrecida  fuera  de 
término,  y  no  la  instrumental  como  falsamente  se  afirma  por 
los  recurrentes,  no  ha  lugar  á  la  revocatoria  solicitada,  con 
costas,  y  concédese  la  apelación  interpuesta,  en  relación,  t 
elévense  los  autos  á  la  Suprema  Corte  en  la  forma  de  estilo. 
Hágase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin, 


Fallo  de  la  Suprema  Corte* 

buenos  Aires,  Mayo  14  de  1878. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  y  por  los  del  auto  de  foja 
treinta  y  siete  vuelta  se  confirma,  con  costas,  el  auto  de  toja 
veinte  y  ocho  vuelta.  Satisfechas  estas,  y  repuesto  los  sellos, 
devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.   DOMÍNGUEZ. — 
O  LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO  FRUS. 
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CACHA     XI^T 


Don  Estevan  Mendiondo,  contra  Don  J.  C.  Bruce,  por  cobro 
de  pesos ;  sobre  embargo  preventivo. 


Sumario.  —  Una  acción  fundada  en  sentencia  condenatoria 
emanada  de  Tribunales  estrangeros,  autoriza  provisoriamente 
la  inhibición  de  enagenar  la  cosa  afectada,  pero  no  su  embargo. 


Ca^o.  —  Los  señores  Segovia  y  C  obtuvieron  de  los  Tribuna- 
les del  Paraguay,  sentencia  ejecutoriada  condenando  á  los  re- 
presentantes del  vapor  <  Proveedor  >  al  pago  de  12,980  pesos 
fuertes  4  centavos  oro. 

Hendiendo,  cesionario  de  este  crédito,  demandó  ejecutiva- 
mente á  Don  Jl  C.  Bruce,  ájente  del  «Proveedor». 

Intimado  el  auto  de  solvendo.  Bruce  objetó  que  el  crédito 
procedía  de  una  sentencia  estrangera,  y  esta  no  debía  ser  res- 
petada. 

Antes  de  evacuar  el  traslado  que  se  le  confirió,  Mendiondo 
pidió  el  embargo  del  vapor. 

£1  juez  dictó  el  siguiente  auto: 
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Fallo  del  Jíaes  Seeelonal* 

Buenes  Aires,  Febrero  15  de  1878. 

ínter  se  resuelva  sobre  la  articulación  deducida  y  para  pre- 
venir las  enagenaciones,  líbrese  oficio  á  la  Capitanía  del  Puerto, 
para  la  inhibición  de  venta  del  ftiencionado  vapor. 

Albarracin. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Mayo  14  de  1878. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  cincuenta  y  dos  vuelta,  y  satisfechas  y  repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.— o. LEGUIZAMON. 
—  ULADISLAO  frías. 
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CAVfilA     XI.VI 


Aocelti,  Treglio  y  C^yCon  la  Aduana  Nacional,  sobre  reclamación 

de  merma  en  aceite 


Sumario,  —  £1  Juzgado  Nacional  no  es  competente  en  las 
reclamaciones  que  las  partes  introducen  de  las  resoluciones  de 
la  Aduana  sin  haber  apelado  de  ellas. 


Caso,  —  Los  Sres.^  Nocetti,  Treglia  y  C  solicitaron  que  se 
les  descontase  de  una  partida  de  aceites  recibidos  en  latas  la 
merma  de  diez  por  ciento. 

£1  Administrador  de  Aduana  no  hizo  lugar  á  la  solicitud. 

Nocetti,  Treglio  y  €•  ocurrieron  al  Juzgado  Nacional  para 
que  declarara  su  derecho  á  la  mencionada  merma. 


Eallo  del  Jíaea  Seeelonal* 

Buenos  Aires,  Marzo  3  de  1878. 

Y  vistos :  no  obstante  lo  espuesto  por  el  Procurador  Fiscal 
en  su  vista  que  precede,  resultando  que  estos  autos  han  sido 

T.  XI.  10 
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traídos  al  Juzgado  para  que  orijínar lamente  avoque  sa  conocí* 
miento,  sin  haberse  interpuesto  el  recurso  de  apelación  que  el 
artículo  1063  de  las  ordenanzas  de  Aduana  acuerda  á  los  que  se 
consideren  damnificados  por  las  resoluciones  del  Administrador, 
cuya  jurisdicción  priyativa  le  confiere  la  ley ;  y  considerando 
que  el  Juzgado,  salvo  las  causas  de  carácter  criminal»  solo  co- 
noce de  los  asuntos  de  Aduana,  por  apelación  de  parte,  segiin  el 
mismo  artículo  mil  sesenta  y  tres,  fallo  declarándome  incompe- 
tente para  conocer  en  esta  causa,  en  el  estado  en  que  se  encuen- 
tra y,  en  su  consecuencia,  devuélvanse  los  autos  repuestos  que 
sean  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 


FaIIo  úe  ln  Soprejatn  Corte. 

Baenos  Aires,  Mayo  16  de  1878. 

Vistos :  por  su  fundamentos  se  confirma  con  costas,  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  quince  vuelta ;  satisfechas  las  de  la  ins- 
tancia y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

j.  b  gorostiaga.  — j.  domínguez. 
—  o.  leguizamon.  —  uladislao 
frías. 
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CAUSA     XI.VII 


D.  Hipólito  Keravenant  contra  la  empresa  constructora  del 
ferrocarril  de  Córdoba  á  Tucuman,  sobre  daños 

y  perjuicios. 


Sumario.  —  i^  Los  perjuicios  ocasionados  i  una  propiedad 
con  motivo  de  espropiaciou  j  de  obras  de  utilidad  pública,  de- 
ben ser  estimados  por  peritos. 

2^  Los  intereses  del  vfilor  de  los  perjuicios  solo  deben  com- 
putarse desde  la  demanda. 

3°  Las  costas  á  cargo  esclusivo  del  espropiante  son  solo  las 
de  actuación  y  honorarios  de  peritos. 


Caso.  —  El  caso  está  esplicado  en  este 

FaIIo  del  Jaes  de  SeeeieB. 

T  vistos :  estos  autos,  seguidos  de  una  parte  D.  Hipólito 
Keravenant  de  nacionalidad  francesa,  y  de  la  otra  D.  Enrique 
Querrero,  como  representante  de  la  Empresa  de  ferro-carril  de 
Córdoba  á  Tucuman,  demandando  el  primero  á  esta  en  juicio 
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de  obra  nueva,  la  suspensión  de  trabajos  emprendidos  egt  un 
terreno  qae  antes  se  le  expropió  paara  dicba  ria  férrea,  por  ha- 
cerse aquellos  fuera  de  las  bases  y  condiciones  estipuladas ; 
reclamando  igualmente  todos  los  perjuicios  que  se  le  ocasionan 
por  este  hecho  j  considerando : 

1®  Que  al  declararse  por  este  Juzgado  de  Sección,  la  espro- 
piacion  de  una  parte  de  los  terrenos  del  demandante,  por  sen- 
tencia definitiva  de  diez  y  ocho  de  Marzo  de  mil  ochocientos 
setenta  y  cuatro,  que  corren  en  otro  cuerpo  de  autos,  confirmada 
después  en  apelación  por  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacio- 
nal, fué  bajo  el  concepto  y  condición  espresa  y  convenida 
por  parte  de  la  Empresa,  de  que  al  atravesar  la  vía  férrea 
por  la  mitad  del  Establecimiento  de  caña-azúcar  del  deman- 
dante, dividiéndole  este  en  dos  fracciones^  quedarían  ambas 
á  nivel  con  la  misma  vía,  facilitándole  así  el  tránsito  de  vehícu- 
los y  demás  operaciones  industriales  entre  una  y  otra  parte  de 
dichas  porciones;  compromiso  y  base  que  quedó  establecida  al 
practicarse  por  el  Juez  de  Sección  una  vista  de  ojos  sobre  el 
mismo  terreno  que  se  trataba  de  espi:opiar,  y  que  como  una  de 
las  principales  condiciones  invariables  de  la  espropiacion  y  pro- 
porcional indemnización,  se  consignó  después  en  el  consideran- 
do tercero  de  aquella  sentencia^  como  puede  verse  en  la  copia 
legalizada  que  corre  á  fs.  17  y  18  de  estos  autos. 

2^  Que  esta  misma  base  para  la  anterior  espropiacion,  fué 
confesada  y  confirmada  por  el  representante  de  la  empresa  en 
una  audiencia  verbal  que  durante  la  tramitación  del  presente 
juicio,  tuvo  lugar  el  diez  y  nueve  de  Setiembre  del  año  pasado, 
y  consta  del  acta  que  con  tal  motivo  se  formalizó  y  que  corre  á 
f.  178  del  espediente. 

* 

3""  Que  la  empresa,  faltando  á  la  convenida  base  que  se  tuvo 

.  en  vista  para  la  apreciación  de  los  daños  y  perjuicios  que  debian 

indemnizarse,  al  emprender  después  los  trabajos,  ha  verificado 

en  aquella  misma  vía  (que  según  su  compromiso  debió  quedar 
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á  nwel  con  ambas  fracciones  del  terreno)  ana  escavacion  de  nn 
metro  veinte  centímentros,  á  un  metro  sesenta  centímetros,  al 
atravesar  por  todo  el  establecimiento  de  caña-azúcar  del  de- 
mandante,  según  dan  cuenta  los  peritos  nombrados  por  con- 
sentimiento de  los  interesados,  en  su  informe  de  foja  veinte  y 
dos,  agregando  á  mas  sobre  otros  perjuicios  ocasionados  por' la 
falta  d:^  cumplimiento  de  la  base  mencionada  y  de  que.se  ocu- 
pan, que  la  falta  de  riego  y  de  paso  de  la  acequia  ha  inutili- 
zado el  terreno  para  la  industria  de  caña-azúcar. 

4®  Que  habiendo  terminado  los  trabajos  de  la  vía  en  los  últi- 
timos  di  as  de  Setiembre  del  año  anterior  dejó  por  consiguiente, 
según  el  mismo  informe  de  los  peritos,  desde  entonces,  cortado 
el  tránsito  para  los  rodados  que  debian  hacer  el  tráfico,  condu- 
ciendo la  caña  para  su  elaboración  al  punto  donde  están  los 
edificios,  quedando  hasta  hoy  (cerca  de  diez  meses)  los  cauces 
adyckcentes  en  iguales  condiciones,  por  haber  sido  interceptadas 
por  la  misma  obra, 

5^  Que  en  consecuencia,  la  nueva  y  formal  escavacion  he- 
cha, contra  la  yá  repetida  base  y  condición  de  que  quedaria  la 
vía  á  nivel  con  las  .dos  fracciones  del  terreno  en  que  lo  dividía, 
ha  sido  un  hecho  nuevo  también  superviniente  que  coloca  al 
demandante  en  su  pleno  é  incuestionable  derecho  para  reclamar 
otras  indemnizaciones  por  los  perjuicios,  que  por  la  falta  ma- 
nifiesta á  las  condiciones  convenidas  en  la  primera  espropiacion 
se  le  han  originado,  y  todo  conforme  al  espíritu  y  texto  del  ar- 
ticulo diez  y  seis  de  la  ley  de  siete  de  Setiembre  de  mil  ocho 
cientos  sesenta  y  seis,  en  cuanto  dispone  que  la  indemnización 
que  se  haya  de  pagar  á  los  propietarios  de  bienes  ocupados  para 
obras  de  utilidad  pública  deba  comprender  no  solo  el  valor  de 
las  cosas  espropiadas,  sino  igualmente  el  de  todos  los^raüáme- 
nes  y  perjuicios  que  sean  (como  hoy  sucede)  consecuencia  forzo- 
sa de  la  espropiacion. 

6*^  Que  para  fijar  el  monto  total  del  valor  de  las  indemniza- 
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sucediera  en  esta  vez)  el  mismo  propietario,  en  vista  del  rainbio 
operado  por  la  espropiacion  en  la  condición  de  sn  propiedad» 
cambie  también  sus  trabajos,  para  destinarla  á  algnn  otro  ramo 
de  industria  distinta  de  aquella  que  antes  le  habia  destinado ; 
laciendo  mas  fuerzas  esa  reflexión,  si  se  recuerdan  las  palabras 
de  los  peritos  en  su  citado  informe  de  fs.  22  7  23,  cuando  por 
ellas  aseguran  que  la  falta  de  riego  y  de  paso  deja  inutilizado 
el  terreno  para  la  industria  de  caña  de  azúcar. 

Por  tales  consideraciones  7  fundamentos :  fallo  que  debo  de* 
clarar  y  declaro:  Que  la  empresa  constructora  del  ferro-carril 
de  Córdoba  á  Tucuman,  al  practicar  la  escavaeion  para  la  traza 
de  la  vía  férrea  que  separa  en  porciones  el  establecimiento   de 
caña-azúcar  del  demándate,  ha  faltado  por  este  hecho,  á  una  de 
las  principales  condiciones,  bajo  las  cuales  se  efectuó  la  prime- 
ra anterior  espropiacion,  en  aquella  parte  del  terreno  de  dicho 
demandante,  de  que  la  mencionada  vía,  debia  quedar  á  nivel 
con  esas  dos  fracciones  del  terreno  en  que  lo  dejaba  dividido, 
debiendo  en  consecuencia  la  misma  empresa  abonar  al  propie- 
tario D.  Hipólito  Keravenant,  todos  los  gravámenes  y  perjui» 
dos  que  por  la  yá  mencionada  escavaeion  se  !e  hubiesen  origi- 
nado desde  que  se  dio  principió  á  ella ;  debiendo  los  valores  de 
dichos  gravamen^  y  perjuicios,  ser  apreciados  por  peritos  com- 
petentes, nombrados  por  ambos  interesados,  los  mismos  que 
designarán  un  tercero  para  en  caso  de  discordia,  y  sin  perjuicio 
de  hacerse  esta  última  designación  por  el  Juez  si  aquellos  no 
pudieran  convenir  en  la  persona  que  debiese  desempeñar  este 
cargo.  Se  declara  así  mismo:  que  la  referida  empresa  se  halla 
en  igual  obligación  de  abonar  al  mismo  demandante,  los  inte- 
reses corrientes  del  uno  por  ciento  mensual  sobre  la  cantidad 
total  á  que  ascendiese  la  avaluación  que  por  los  gravámenes  y 
perjuicios  practicasen  los  peritos,  cuyos  intereses  se  computarán 
desde  el  dia  en  que  se  dio  principio  á  la  escavaeion  de  la  vía 
hasta  aquel  en  que  se  efectuara  el  pago.  Se  declara  finalmen- 
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te :  qne  á  mas  de  todo  lo  anteriormente  espresado,  la  empresa 
debe  también  abonar  los  costos  del  juicio  presente ;  debiendo 
estos  ser  trazados,  en  la  forma  y  modo  qne  yá  qneda  espresado 
en  el  séptimo  considerando  que  se  dá  al  respecto  por  repetido 
ea  este  lugar;  y  por  esta  mi  sentencia  definitivamente  juzgan- 
do, a  i  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  la  ciudad  de  San  Mi- 
guel del  Tucunian  el  dia  veinte  y  tres  de  Julio  de  mil  ochocien- 
tos setenta  y  siete  años.  Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Agustín  Jmto  de  la  Vega. 

F*ll#  de  1*  Suprema  Corte* 

Buenos  Aires,  Mayo  16  de  1878. 

■ 

Vistos  y  considerando :  Primero.  Que,  según  resulta  de  ia 
sentencia  ejecutoriada  corriente  á  foja  treinta  y  dos  de  los  autos 
agregados,  se  abonó  en  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro  á  Don 
Hipólito  Eeravenant  por  la  espropiacion  de  su  terreno,  no  solo 
el  valor  de  éste  y  sus  cultivos,  sino  también  dos  puertas  para 
la  escUisiva  comunicación  de  su  heredad  por  sobre  la  vía  férrea, 
el  valor  del  nuevo  arreglo  de  las  acequias,  y  ademas  los  daños 
y  perjuicios  consiguientes  al  hecho  de  ser  atravezado  su  terreno 
por  una  vía  pública. 

Segundo.  Que  si  bien  es  cierto  que  la  espropiacion  fué  de- 
cretada en  la  inteligencia  de  qne  los  rieles  de  la  vía  serian  colo- 
cados á  nivel ;  el  perjuicio  que  la  escavacion  practicada  poste- 
riormente ocasiona  á  Eeravenant,  debe  limitarse  con  arreglo  á 
los  antecedentes  mencionados,  y  á  la  ley  de  espropiacion  al 
importe  de  las  obras  necesarias  para  los  dos  pasos  concedidos  á 
nivel  por  sobre  la  vía  y  del  nuevo  arreglo  de  acequias. 

Tercero.  Que  este  perjuicio  ha  debido  ser  determinadamente 
apreciado  por  los  peritos,  exijencia  que  no  satisface  la  diligen- 
cia de  foja  veinle  y  dos. 
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Cuarto.  Que  habiendo  cosa  juzgada  sobre  que  el  presente 
juicio,  debe  considerarse  como  una  incidencia  del  de  espropia- 
cion,Ias  costas  á  cargo  de  la  empresa  del  ferro-carril  deben  ser 
únicamente  las  de  actuación  y  honorario  de  peritos,  segnn  lo 
tiene  declarado  la  Suprema  Corte  en  casos  análogos. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  de  la  sentencia 
apelada  de  foja  treinta  y  siete,  se  confirma  esta  9in  costas,  y  se 
declara :  Primero.  Que  los  perjuicios  debidos  por  la  empresa 
del  ferro-carril  á  Don  Hipólito  Eerayenant  á  causa  de  la  esca- 
Tacion  de  la  TÍa  férrea  son  únicamente  los  que  espresa  el  consi- 
derando segundo,  cuya  estimación  deberá  hacerse  por  peritos 
nombrados  por  las  partes  con  arreglo  á  la  ley  ;  Segundo,  Que 
los  intereses  de  la  suma  de  que  resulte  acreedor  Eerarenant, 
después  de  la  estimación  de  peritos,  solo  correrán  desde  el  día 
de  la  demanda ;  Tercero.  Que  las  costas  á  cargo  de  la  empresa 
deben  limitarse  á  lo  establecido  en  el  considerando  cuarto,  sien- 
do las  demás  de  cuenta  de  la  parte  que  las  hubiese  cansado. 
Satisfechas  las  costas  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos, 
devuélranse. 

J.  DOMÍNGUEZ.— o.  LEGU1ZAM0N. 
—  ULADISLAO  frías. 


<v 
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CAUSA    XI.TIII. 


Sánchez  Garí  y  C  con  la  Aduana,  sobre  condenación  en  costas 


Sumario.  —  Probando  el  ejecutado  la  excepción  de  compen- 
sación en  parte  de  la  deuda  porque  se  le  ejecuta,  no  puede 
ser  condenado  en  las  costas  posteriores  á  la  citación  de  re- 
mate. 


Caso.  —  El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Buenos  Aires 
inició  una  ejecución  contfa  Sánchez  Gari  y  C*  por  valor  de 
2.275  $  06  centavos  que  adeudaban  á  la  Aduana  por  derechos 
de  importación. 

Citado  de  remate  el  deudor,  opuso  la  excepción  de  compen- 
sación. Dijo  que  los  derechos  que  se  le  cobraban  provenían  en 
parte  de  un  cargamento  de  yerba  mate  introducido  por  ellos ; 
que  de  ese  cargamento  se  perdieron  en  la  Aduana  tres  bultos, 
por  cuyo  valor  tuvo  que  seguir  un  juicio  que  concluyó  por  la 
condenación  á  esta  en  la  suma  que  liquidada  ascendió  á  147  $ 
82  centavos.  Que  por  tanto  esta  suma  debia  ser  compensada 
del  crédito  de  la  ejecución. 

El  Procurador  Fiscal  contestó  que  debian  encargarse  los 
diez  dias  de  la  ley  al  ejecutado  para  que  probase  la  excepción 
opuesta. 
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Puesta  la  causa  á  prueba  el  ejecutado  presentó  el  espediente 
á  que  se  refiere  la  excepción  y  un  informe  de  la  Administra- 
ción de  rentas  de  que  resulta  ser  exacto  que  la  Aduana  debia 
á  Sánchez  Gari  y  C*  la  suma  de  147  $  82  centavos  valor  de 
los  bultos  estraviados. 


Fnlle  del  Jaez  de  Seeelen* 

Buenos  Aires,  Noviembre  24  de  1877. 

Y  vistos  estos  ^utos  seguidos  por  el  Procurador  Fiscal  por 
cobro  de  2275  ^  con  6  centavos  fuertes,  procedentes  de  dere- 
chos de  Aduana;  y  considerando  que  los  ejecutados  han  opuesto 
la  excepción  legal  de  compensación  por  la  cantidad  de  147  j^  con 
82  centavos  fuertes  que  les  adeuda  la  Aduana. 

Que  la  excepción  opi^esta  ha  sido  justificada  según  resulta 
de  la  sentencia,  f .  71  vuelta,  confirmada  por  la  Suprema  Corte 
á  f.  85  vuelta,  de  los  autos  seguidos  por  Sánchez  Gari  y  C*. 
contra  la  Aduana  agregados  ad  effectum  videndú  y  quedando 
establecida  la  cantidad  por  la  liquidación  practicada  i  f .  99 
del  mismo. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  declarando  compensada  la 
deuda  de  los  ejecutados  hasta  la  suma  de  147  ff  con  82  cen- 
tavos fuertes,  y  ordenando  se  lleve  adelante  la  ejecución  por  lo 
restante  hasta  el  efectivo  pago  del  capital  intereses  y  costas. 
Hágase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 

De  este  auto  apeló  el  ejecutado  en  la  parte  en  que  se  le 
condena  con  costas,  alegando  que,  según  la  ley  de  procedi- 
mientos cuando  el  ejecutado  prueba  sus  excepciones  como  en 
este  caso,  las  costas  son  á  cargo  del  ejecutante. 
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C*lle  de  I*  Sopremn  Coi»te« 

Baenoft  Aires,  Mayo  18  de  1678. 

Vistos :  habiendo  el  ejecutado  probado  la  excepción  de  com- 
pensación en  parte  de  la  deuda  porque  se  le  ejecuta,  se  declara 
que  no  está  obligado  al  pago  de  las  costas  causadas  desde  la 
citación  de  remate,  reformándose  en  esta  parte  la  sentencia 
apelada  de  foja  cincuenta  y  ocho  vuelta ;  satisfechas  los  de  1» 
instancia  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGUlZAMOIf.  —  ULADISLAO  FRUS. 
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CAUSA  XI.IX 


If  Carmen  Bolino  de  Buenos  contra  la  testamentaria  de  Tour- 
ney  y  D.  Ciríaco  Buenos,  sobre  tercería  de  dominio. 


Sumario.  —  El  crédito  de  alquileres  goza  de  privilegio  sobre 
los  muebles  que  se  encuentran  en  la  casa,  aunque  no  perte- 
nezcan al  locatario. 
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La  sucesión  de  Tourney  en  juicio  ejecutivo  contra  D.  Ciríaco 
Buenos,  por  crédito  de  alquileres,  embargó  los  muebles  de 
la  casa. 

La  esposa  de  Buenos  dedujo  tercería  de  dominio,  alegando 
que  los  muebles  eran  de  ella. 

Fallo  del  Jaes  Seeeloaal» 

Baenos  Airet,  Mano  13  de  1878. 

T  vistos  estos  autos  sobre  tercería,  iniciados  por  D*  Cirmen 
B.  de  Buenos  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  contra  su  esposo  D. 
Ciríaco  Buenos,  por  D.  Julio  M.  Joñas,  en  representación  de  los 
herederos  de  D.  Francisco  de  Tourney  j  considerando  que  el 
privilegio  de  que  gozan  los  créditos  sobre  alquileres  ó  arrenda- 
mientos puede  ejercerse  sobre  los  muebles  que  se  encuentren 
en  la  casa,  aunque  no  pertenezcan  al  locatario  (art.  d®,  tít.  1^, 
sec.  2*,  lib.  4"*,  Código  Civil) ;  no  haciendo  lugar  á  la  demanda 
de  la  Sra.  de  Buenos,  fallo  mandando  se  lleve  á  delante  la  eje- 
cución. 

Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte* 

Buenos  Aires,  Mayo  18  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  ocho  vuelta,  y  satisfechas  aquellas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — i.  DOIONGÜEZ.— 
S.  M.  LASPIUR.  —O.  LEGUIZAMON. — 
ULADISLAO  FRÍAS. 
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CAIJfiA    I4 


El  Procurador  Fiscal  contra  D.  Estévan  Anselmo^  sobre  con- 
trabando ;  incidente  sobre  entrega  de  copias 


Sumario  —  El  Prdcarador  Fiscal  con  la  acusación  no  tiene 
el  deber  de  presentar  copia  de  las  actuaciones  con  que  instruya 
una  causa. 


Coso.  —  La  Administración  de  Bentas  Nacionales  en  Buenos 
Aires  levantó  un  sumario  para  averiguar  los  autores  de  la  sus- 
tracción de  ocho  cajones  mercancías  con  documentos  falsos, 
presentando  para  el  efecto  un  permiso  de  reembarco  de  depósito 
con  nombre  supuesto,  é  introduciéndolos  á  plaza  en  vez  de  cum- 
plir el  permiso. 

Bemitido  el  espediente  al  Juzgado  de  Sección,  después  de 
varias  diligencias,  mandó  sobreseer  por  falta  de  pruebas  en  la 
causa  criminal,  dando  vista  al  Procurador  Fiscal  en  lo  relativo 
&  la  acción  civil  que  correspondía  por  el  contrabando  denun- 
ciado. 

El  Procurador  Fiscal  pidió  se  aplicase  una  multa  igual  al 
valor  de  las  mercaderías  &  D.  Estévan  Anseliño,  comprador  é 
introductor  de  ellas. 

Corrido  traslado,  Anselmo  promovió  artículo  de  incompeten- 
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Cía  que  fué  rechazado  por  el  Juzgado,  coafirmáudose  este  auto 
por  la  Suprema  Corte» 

Devuelto  el  espediente,  y  trascurrido  el  término  legal  para 
contestar,  el  Procurador  Fiscal  acusó  rebeldía  al  demandado 
D.  Estévan  Anselmo  á  quien  el  Juez  señaló  el  término  de 
veinte  y  cuatro  horas  para  espedirse. 

Notificado  el  demandado,  pidió  revocatoria  ó  apelación  en 
subsidio,  alegando  que  no  se  le  habian  dado  por  el  Procurador 
Fiscal  las  copias  á  que  se  refieren  los  artículos  8®  y  59  de  la 
ley  de  procedimientos,  de  la  demanda  y  de  los  documentos  con 
que  se  instruye,  y  que  mientras  esas  copias  no  se  le  diese  no 
debia  correrle  término. 

Fallo  del  Jíaea  de  Seeelon* 

Buenos  Aires,  Octubre  23  de  1877. 

Resultando  que  no  han  sido  presentadas  las  copias  de  la 
demanda,  dejando  sin  efecto  el  auto  de  foja  cincuenta  y  dos 
vuelta,  intímese  al  Procurador  Fiscal  las  presente. 

Vgarriza. 

Negada  la  revocatoria  solicitada  por  el  Procurador  Fiscal, 
y  concedida  apelación,  se  elevaron  los  autos. 

VISTA  DEL  SENOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Febrero  38  de  1878. 

Suprema  Corte: 

La  ley  solo  dice: 

«£I  sumario  en  las  causas  criminales  se  instruirá  en  la  forma 
que  se  observa  en  los  Juzgados  de  provincia.  » 

Sin  resolver  nada  sobre  el  caso  presente,  en  las  disposiciones 
comunes  de  los  juicios  se  lee  también  : 
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«  De  toda  petición  ó  escrito,  de  que  haya  de  darse  traslado, 
asi  como  de  los  documentos  en  que  se  instruya,  se  entregará 
una  copia  en  papel  simple^  que  deberá  hacer  y  firmar  la  parte 
que  lo  haya  presentado.  » 

La  generalidad  de  esta  disposición  comprende  indudable- 
mente aun  las  acusaciones  criminales,  intentadas  por  un  par- 
ticular. 

Pero  otra  cosa  pienso  que  debe  ser,  tratándose  de  las  acusa- 
ciones de  oficio. 

£n  ellas  el  Fiscal 'reviste  una  investidura  de  orden  público. 

De  estas  acciones,  son  representantes  natos,  tanto  el  Fisco 
como  el  Juez. 

No  son  documentos  propiamente,  sino  actuaciones,  las  que 
fundan  la  demanda. 

To  opinarla  pues  por  la  revocación  del  auto  apelado. 

C.  Tejedor. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Mayo  18  de  1878. 

Vistos :  no  siendo  ]as  actuaciones  sobre  que  se  ha  espedido 
el  Procurador  Fiscal  en  esta  causa,  de  los  documentos  á  que 
se  refiere  el  artículo  octavo  de  la  ley  de  Procedimientos,  y  de 
conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  «el  señor  Procurador 
General  en  su  precedente  vista,  se  revoca  el  auto  apelado  de 
foja  treinta  y  cinco  vuelta,  y  devuélvanse. 

J.  B.   GOBOSTIAGA.  —  J.   DOMÍNGUEZ. — 
O.  LEGUIZAMON. — ULADISLAO    FRÍAS. 


« 


T.   XI.  II 
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CAVSA    1.1 


Águiar  hermanos  contra  Elíseo  W.  Mareneo  y  C^.por 
cobro  de  pesos  ;  sobre  nulidad  de  poder 


Sumario.  —  Hallándose  reconocida  la  existencia  de  una  so- 
ciedad 7  sa  gerente,  no  se  puede  objetar  la  validez  del  poder 
que  dicho  gerente  otorgue  en  esa  calidad,  por  no  haberse 
trascrito  en  el  poder  el  documento  de  la  sociedad. 


Caso, —  En  una  causa  promovida  por  Aguiar  hermanos  contra 
Eliseo  W.  Mareneo  j  C^,  después  de  varias  tramitaciones  en 
que  los  demandantes  reconocieron  á  D.  Eliseo  W.  Mareneo 
como  gerente  de  la  sociedad  demandada,  este  dio  poder  en  di- 
cha calidad  de  gerente  á  D.  Agustín  Padin. 

Los  actores  pidieron  se  declarara  nulo  el  poder,  por  no  con- 
tener la  transcripción  del  documento  habilitante  de  la  socie- 
dad, según  el  artículo  8,  título  «De  las  escrituras  públicas  > 
Código  Civil. 

Fallo  del  Jíuea  Seeelonal 

Mendoza,  Octubre  19  de  18T7. 

Por  los  fundamentos  del  precedente  escrito:  se  declara  insu- 
ficiente el  poder  de  foja. . .  en  su  consecuencia,  notifíquese  al 
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interesado  presente  poder  en  forma  para  proveer  el  escrito  da 
foja. . . 

Calísto  S.  de  la  Torre. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte* 

Buenos  Aires,  Mayo  21  de  1878. 

Vistos:  Hallándose  reconocida  por  el  demandante  la  exis- 
tencia de  la  sociedad  Marenco  y  compañía,  sin  haberse  negado 
el  carácter  de  gerente  de  la  misma  que  don  Eliseo  W.  Marenco 
invoca  al  otoi;gar  el  poder  de  foja  cuarenta  y  ocho. 

T  considerando  que  en  tales  circunstancias  la  transcripción 
del  contrato  social  en  la  escritura  de  poder  es  innecesaria, 
puesto  que  no  se  niega  su  existencia,  y  que  con  arreglo  al 
artículo  cuatrocientos  cincuenta  y  siete  del  Código  de  Comercio 
la  sociedad  colectiva  soporta  los  actos  del  socio,  cuyo  nombre 
esté  incluido  en  la  razón  social,  como  sucede  en  el  presente 
caso. 

Por  estas  consideraciones  se  revoca, el  auto  apelado  de  foja 
cincuenta  y  dos  vuelta,  declarándose  bastante  á  los  efectos  del 
presente  juicio  el  poder  de  foja  cuarenta  y  ocho,  presentado 
por  don  Agustín  Fadin  á  nombre  de  los  señores  Marenco  y 
compañía.  Satisfechas  las  costas  de  la  instancia  y  repuestos 
los  sellos  devuélvanse. 

J.   DOMÍNGUEZ.  —  O.   LEGUIZAMON. — 
«LADISLAO  FEIAS. 
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CAUSA    lili 


Rodríguez,  Ábella  y  C*  contra  Marcelis  y  C*,  por  cobro  de 

pesos.    Incidente  sobre  competencia 


Sumario.  —  Cuando  la  descarga  de  un  paquete  forma  parte 
del  contrato  de  fletamento,  las  acciones  por  lanchage  deben 
ser  deducidas  ante  el  Juez  de  Sección. 


Caso.  —  Los  señores  E.  Marcelis  y  G^  firmaron  un  pagaré 
á  la  orden  de  los  señores  Bodriguez,  Abolla  y  C*,  por  la  suma 
de  5949  ^  m/c.  por  saldo  de  cuenta  de  lanchage. 

Protestado  el  pagaré  por  falta  de  pago,  Rodríguez,  Abella 
y  C^  iniciaron  ejecución  contra  Marcelis  y  C'  alegando  que  el 
Juzgado  de  Sección  era  competente  por  razón  de  la  materia, 
según  el  artículo  2^  de  la  ley  nacional  de  jurisdicción,  por  tra- 
tarse del  pago  de  lanchages. 

Dictado  el  auto  de  solvendo,  Marcelis  y  C  se  presentaron 
oponiendo  la  escepcion  de  incompetencia. 

Dijeron  que  las  sentencias  de  la  Suprema  Corte  hablan  hecho 
jurisprudencia,  declarando  que  el  cobro  de  lanchages  de  buques 
anclados  dentro  del  puerto  correspondía  hacerse  ante  los  Tri- 
bunales Provinciales. 
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Que  el  tráfico  hecho  por  lanchas  no  pertenece  á  la  navega- 
ción j  comercio  marítimo,  técnicamente  hablando ;  qne  la  ley 
solo  se  refiere  á  los  bnqnes  qne  navegan  en  alta  mar  haciendo 
comercio  entre  nn  puerto  de  la  Bepública  y  otro  estrángero  6 
entre  dos  provincias  por  los  rios.  Finalmente  qne  el  punto  ya 
está  resuelto  por  la  Suprema  Corte  en  las  causas  Tomo  6,  1* 
serie,  página  605  y  Tomo  3%  2»  serie,  página  239. 

Corrido  traslado  del  artículo,  los  actores  pidieron  se  rechaza- 
ran con  costas. 

Dijeron  que  el  oríjen  de  la  obligación  fué  el  siguiente:  que 
en  el  vapor  Paquete  Inglés  «Canadian»  vinieron  mercaderías 
para  Marcelis  y  C',  teniendo  el  conocimiento  la  cláusula,  como 
en  todos  los  paquetes,  que  la  descarga  podia  ser  hecha  por  el 
Capitán,  sus  agentes  ó  los  lancheros  que  eligiera;  que  la  des- 
carga hecha  en  la  forma  convenida  es  una  incidencia  del  con- 
trato de  netamente,  que  es  indiscntiblemente  de  competencia 
nacional,  según  el  inciso  10  del  artículo  2®  de  la  ley  de  la  ma- 
teria. 

Que  hecha  la  descarga,  pasada  la  cuenta  á  Marcelis  y  C^,  y 
pagada  una  parte,  se  otorgó  el  pagaré  de  la  ejecución,  teniendo 
el  esponente  cuidado  de  poner  en  él  la  cláusula  que  era  por 
saldo  de  fletes  de  lanchage,  para  que  no  se  entendiera  renun- 
ciada la  jurisdicción  nacional. 

Que  antes  de  entregar  la  carga  los  esponentes  pudieron  pedir 
su  embargo  mientras  no,  se  les  pagase  el  ñete ;  que  en  esta  peti- 
ción era  competente  el  Juez  Federal  según  la  ley  y  la  jurispru- 
dencia de  todos  los  dias. 

Que  si  el  Juez  era  competente  para  dictar  las  medidas  pro- 
visorias tendentes  á  conservar  el  derecho  de  los  esponentes,  no 
puede  dejar  de  serlo  cuando  se  trata  del  ejercicio  de  ese  mismo 
derecho. 

Que  Marcelis  y  C*  al  constituirse  portadores  del  conocimien- 
to de  una  parte  de  la  carga  del  «Canadian»  aceptaron  la  condi- 
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cion  de  que  la  descarga  seria  hecba  por  los  lancberos  qne  eli- 
jiese  el  Capitán;  qne  por  consigniente  el  contrato  de  lanchage 
no  era  distinto  del  de  fletamento  sino  una  de  sus  varias  estipu- 
laciones, un  accesorio  de  él,  sujeto  al  mismo  Juez  de  lo  prin- 
cipal. 

Finalmente,  que  los  fallos  de  la  Suprema  Corte  citados  por  el 
contrario,  lejos  de  declarar  de  jurisdicción  esclusiva  de  los  Tri- 
bunales Provinciales  las  cuestiones  sobre  lancbages,  las  decla- 
ran de  jurisdicción  concurrente,  por  lo  que  el  esponente  ba 
nsado  de  su  derecho  acudiendo  á  la  jurisdicción  nacional. 

Con  mas  posiciones  declaradas  absueltas  por  Marcelis  y  C*, 
se  dictó  este 

Fallo  del  #aes  de  Seeeloit. 

T  vistos  estos  autos  ejecutivos  seguidos  por  los  señores  Ro- 
dríguez, Abella  y  C*,  contra  los  señores  E.  Marcelis  y  C*  en  el 
incidente  sobre  competencia,  y 

Considerando:  Que  de  las  posiciones  de  f.  18,  resulta  que  el 
pagaré  de  f .  1*  es  por  lancbage  de  mercaderías  que  los  ejecuta- 
dos recibieron  por  el  vapor  franpés  cCanadian». 

Que  resultando  de  las  mismas  posiciones,  que  el  Capitán  del 
cCanadian»  estaba  autorizado  por  cláusulas  del  contrato 'de 
fletamento  para  verificar  la  descarga  con  lancheros  de  su  elec- 
ción, que  los  fueran  los  ejecutantes,  debe  considerarse  esta 
descarga  como  resultado  del  contrato  mismo  de  fletamento,  y 
no  como  un  contrato  de  lanchage,  cuya  ejecución  debe  tener 
lugar  dentro  del  puerto. 

Fallo,  no  haciendo  lugar  á  .la  excepción  de  incompetencia 
deducida  y  líbrese  mandamiento  en  forma,  con  costas. 

Hágase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Álbarradn. 
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Fallo  de  la  Svppem»  Corte. 

Baeno3  Aires,  Mayo  28  de  1878. 

Vistos,  por  sus  fandamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  veinte  y  nueve  vuelta;  satisfechas  las  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGUIZAMON. — ULADISLAO  FRU8. 


CAUSA     lilll. 


D.  Pedro  Dtaz  contra  D.  Bernardo  Rachaulet^  sobre  derecho 

hipotecario. 


Sumario,  1** — Los  contratos  cuyo  objeto  es  la  transmisión 
de  la  propiedad  de  bienes  inmuebles,  no  quedan  concluidas  co- 
mo contratos  traslativos  de  dominio,  si  no  están  hechos  por  es- 
critura pública. 

2^  Una  hipoteca  otorgada  por  el  propietario,  y  registrada  an- 
tes  de  haber  este  firmado  la  escritura  pública  de  propiedad  á 
otro,  es  eficaz  contra  este,  y  contra  todo  otro  tercero. 
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Caso,  —  D.  Vicente  Priori,  propietario  de  una  finca  sitaada 
en  Tapalqué,  la  hipotecó  á  favor  de  D.  Bernardo  Rachaulet  por 
la  suma  de  veinte  mil  pesos  que  este  habia  garantido  por  Prior^ 
á  la  sucursal  del  Banco  de  ese  punto. 

La  hipoteca  fué  otorgada  en  4  de  Agosto  de  1876,  registrada 
en  2  de  Abril  de  1877. 

Priori  era  deudor  de  una  suma  de  50,000  pesos  á  favor  de  D. 
Pedro  Diaz. 

Diaz  demandó  ejecutivamente  á  Priori  ante  el  Juez  de  Paz 
de  Tapalqué;  y  por  convenio  celebrado  en  acta  de  20  de  Febrero 
de  1877,  Priori  dio  in  solutum  á  Diaz  la  finca  mencionada,  j  su 
posesión. 

£n  virtud  de  estas  actas,  Diaz  pidió  que  Rachaulet  le  entre- 
gara los  títulos  de  propiedad,  j  lo  demandó  ante  el  Juez  de 
Sección. 

Rachaulet  se  opuso,  alegando  que  él  tenia  derecho  preferente 
sobre  la  finca  por  crédito  hipotecario. 


Fallo  del  Jues  Seccional. 

Buenos  Aires,  Octubre  4  de  1877. 

Y  vistos  estos  autos  sobre  tercería  de  mejor  derecho,  inicia- 
dos por  D.  Bernardo  Rachaulet  contra  D.  Pedro  Diaz,  en  la 
ejecución  que  segnia  éste  centra  D.  Vicente  Priori,  y  conside- 
rando :  Que  la  propiedad  en  cuestión  fué  dada  en  pago  al 
ejecutante  en  acta  pasada  ante  el  Juez  de  Paz  de  Tapalqué  con 
fecha  20  de  Febrero  del  corriente  año,  entregándole  la  posesión 
de  la  misma  según  consta  de  la  escritura  de  foja  once,  que 
corre  agregada  á  los  autos  que  estas  mismas  partes  siguen  so- 
bre entrega  de  títulos;  mientras  que  la  hipoteca  que  se  alega 
por  el  opositor,  constituida  en  Agosto  4  del  año  pasado  en  es- 
critura de  esta  fecha,  que  pasó  ante  el  mismo  Juez  de  Paz  de 
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Tapalqué  faé  recién  registrada,  en  dos  de  Abril  del  corriente 
año,  de  acuerdo  á  los  artículos  12,  42  y  43,  título  14,  libro  3"*, 
Código  Civil.  Fallo  declarando  sin  valor  ni  efecto  contra  los 
derechos  de  D.  Pedro  Diaz,  la  hipoteca  constituida  por  D.  Vi- 
cente Priori  á  favor  de  D.  Bernardo  Bachaulet;  en  su  conse- 
cuencia, absuélvesele  de  lá  oposición  entablada  por  este  y  de- 
biendo ser  á  su  cargo  las  costas  del  juicio.  Hágase  saber  y 
repónganse  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 

Fallo  de  1»  Saprena»  Corte 

Buenos  Aires,  Mayo  32  de  1878. 

Vistos;  resultando  que  el  título  invocado  por  Don  Pedro  Díaz 
consiste  en  el  convenio  celebrado  en  veinte  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  setenta  y  siete  ante  el  Juez  de  Paz  de  Tapalqué  con 
el  deudor  Priori,  de  que  instruye  el  testimonio  que  obra  á  foja 
una  del  espediente  traido  ad  effectum  videndi,  y  en  el  cual  di- 
cho deudor  declara  que  dá  á  Diaz  la  casa  que  allí  se  espresa, 
en  pago  de  la  cantidad  de  cincuenta  mil  pesos  que  le  adeuda, 
obligándose  á  otorgar  la  escritura  pública  correspondiente 
cuando  el  acreedor  se  lo  exija;  que  Bachaulet  por  su  parte  fun- 
da su  oposición  en  la  escritura  de  hipoteca  de  la  misma  casa, 
otorgada  por  Priori  con  fecha  cuatro  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
tos setenta  y  seis  y  de  la  cual  solo  se  tomó  razón  en  Abril  de 
mil  ochocientos  setenta  y  siete  y 

Considerando:  Primero.  Que  los  contratos  que  tienen  por 
objeto  la  transmisión  de  la  propiedad  de  bienes  inmuebles, 
deben  hacerse  por  escritura  pública,  bajo  pena  de  nulidad. 

Segundo.  Que  cuando  se  hacen  en  otra  forma,  obligándose 
las  partes  á  reducir  á  escritura  pública,  como  en  el  presente 
caso,  no  quedan  concluidos  como  tales  contratos  traslativos  de 
dominio,  mientras  la  escritura  no  haya  sido  firmada. 


162  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

Tercero.  Que  por  consiguiente,  no  habiendo  sido  reducido  & 
escritura  pública  el  conyenio  entre  Diaz  y  Priori,  el  dominio  de 
la  cosa  no  habia  sido  trasmitido  en  Abril  de  mil  ochocientos 
setenta  y  siete;  j  la  suma  de  razón  de  la  hipoteca  de  Rachaulet 
verificada  en  esa  fecha,  surte  desde  entonces  sus  efectos  lega- 
les contra  Diaz  j  contra  todo  otro  tercero;  por  estos  fundamen- 
tos, 7  de  conformidad  con  los  artículos  cuarenta  y  ocho  y  cua- 
renta y  nueve,  titulo  «De  los  contratos  en  general »,  y  cuarenta 
y  tres  título  «De  la  Hipoteca»,  Código  Civil,  se  revoca  la  senten- 
cia apelada;  y  se  declara  que  es  de  preferente  abono  el  crédito 
hipotecario  de  Rachaulet,  por  la  cantidad  de  veinte  mil  pesos 
6  por  cualquier  parte  de  ella  que  justifique  haber  pagado  ó  estar 
adeudando  por  Priori  á  la  Sucursal  del  Banco  de  la  Provincia 
con  sus  correspondientes  intereses;  satisfechas  las  costas  y  re- 
puestos los  sellos  devuélvanse. 

J.  B.  G0R08TU6Á.  —  1.  MMIDIGUEZ.  *- 
O.  LBGÜIZAMON. 
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CAUSA     I.IT 


D*  Agustina  Martinez  de  Gaché  contra  D,  Ladislao  Martinez^ 
por  rendición  de  cuentan ;  sobre  competencia 


Sumario.  —  La  sola  residencia  por  dos  años  en  distinta 
provincia  basta  para  acreditar  la  vecindad  á  los  efectos  del 
fuero  nacional. 


Caso.  —  D*  Agustina  Martinez  de  Gaché,  residente  en  Santa 
Fé,  demandó  á  su  hermano  D.  Ladislao  Martinez,  vecino  de 
Buenos  Aires,  para  que  le  rindiera  cuenta  del  producto  de  600 
mil  pesos,  precio  de  una  finca  que  enagenó  j  cuya  administra- 
ción le  encargó,  así  como  de  parte  de  otra  finca. 

D.  Ladislao  Martinez  opuso  artículo  de  incompetencia,  sos- 
teniendo que  D*  Agustina  Martinez,  aunque  residente  en  Santa 
Fé,  no  tenia  allí  el  domicilio,  sino  en  Buenos  Aires;  que  la 
residencia  en  Santa  Fé  habia  sido  forzada,  porque  habiendo 
sido  su  hermana  condenada  á  cuatro  años  de  prisión  por  fal- 
sificación de  billetes,  se  habia  huido  de  la  cárcel,  para  evadir 
la  pena,  constituyéndose  en  prófuga ;  que  además  tanto  en  un 
poder  como  en  unos  autos  seguidos  por  su  hermana  ante  los 
Tribunales  de  Provincia,  habia  declarado  su  domicilio  en  Bue- 
nos Aires. 
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Fallo  del  Jaes  Secelonal. 

Buenos  Aires,  Febrero  11  de  1877. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D*  Agustina  Martínez  de 
Gaché  contra  D.  Ladislao  Martinez  sobre  rendición  de  cuentas, 
y  en  el  incidente  sobre  incompetencia  promovido  por  este  últi- 
mo, y  considerando:  1®  Que  por  el  art.  H  déla  ley  de  juris- 
dicción y  competencia  de  los  Tribunales  Federales,  para  que  se 
obténgala  vecindad  á  los  efectos  de  surtir  el  fuero  federal  entre 
habitantes  de  diferentes  Estados,  basta  la  residencia  continua 
de  dos  años,  y  de  los  antecedentes  de  autos  y  confesión  del 
demandado,  se  desprende  que  la  demandante  hace  siete  años, 
cuando  menos,  que  reside  en  la  Provincia  de  Santa  Fé. 

fi**  Que  siendo  la  residencia  uno  de  los  estremos  que  consti- 
tuye el  domicilio,  y  no  el  domicilio  mismo,  y  que  habiéndose 
exijido  por  la  ley  nacional,  para  los  efectos  del  fuero,  tan  solo 
la  residencia,  no  es  posible  aplicar  á  este  caso  las  considera- 
ciones que  se  hacen  sobre  el  domicilio,  sin  que  se  pueda 
observar  que  se  falta  al  espíritu  de  la  Constitución  porque  el 
domicilio  importa  la  afección  y  vínculo  al  lugar  en  que  se 
tiene,  y  no  asila  residencia,  pues  lo  mas  que  puede  aceptarse 
es  que  haya  graduación  en  la  medida  de  esa  afección  y  vínculo, 
pero  de  ninguna  manera  que  el  Congreso,  que  tenia  la  facultad 
de  reglamentar,  no  hubiese  podido  poner  al  amparo  de  la  im- 
parcialidad de  la  Justicia  Nacional  los  intereses  y  afecciones 
que  se  forman  por  una  permanencia  mayor  de  dos  años. 

3^  Que  la  competencia  de  la  Justicia  Nacional  no  se  rije  por 
las  leyes  del  derecho  común,  sino  por  las  prescripciones  de  la 
Constitución  y  Leyes  Nacionales^  y  siendo  estas  espresas  en  el 
presente  caso,  como  queda  espuesto,  á  ellas  debe  ajustarse  la 
resolución  del  caso  ocurrente.  (Fallo  de  la  Suprema  Corte, 
Causa  25,  Tomo  V,  Serie  IV) 
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4""  Que  arinque  puede  ser  discutible  la  vecindad  á  los  efectos 
de  surtir  fuero  cuando  el  que  la  invoca  6  contra  quien  se  in- 
voca, reúne  en  sí  algunos  de  los  modos  de  obtener  la  vecindad 
según  el  art.  11  ya  citado,  no  lo  es  cuando,  como  en  el  caso  ocur- 
rente, solo  se  disputa  sobre  la  residencia,  y  esta  consta,  como 
se  ha  establecido,  que  se  ha  tenido  en  Santa  Fé  y  por  el  tér- 
mino de  la  ley. 

5^  Que  no  se  trata  en  el  presente  caso  de  los  hechos  y  cir- 
cunstancias en  que  puede  presumirse  el  abandono  del  domicilio, 
sino  de  comprobar,  como  queda  espuesto,  que  se  ha  obtenido 
el  nuevo  domicilio,  y  por  consiguiente  los  hechos  justificados 
como  se  tienen  espresados,  desvanecen  la  presunción  legal. 

6''  Que  aun  aceptando  que  la  vecindad  exijida  por  la  ley  fuera 
equivalente  al  domicilio  del  derecho  común,  siempre  resultarla 
que  no  conservándolo  el  condenado  en  una.pena  corporal  en  el 
lugar  del  juicio,  sino  en  el  caso  de  tener  en  él  su  familia  é  inte- 
reses, no  podria  ser  aplicable  este  artículo  (7,  cDel  Domicilio», 
Código  Civil)  al  caso  en  cuestión,  por  cuanto  en  este  se  ha 
alegado  sin  contradicción  que  la  demandante  ha  tenido  consigo 
su  familia  en  la  Provincia  de  Santa  Fé,  lo  que  bastaría  por  si 
solo  para  acreditar  el  domicilio. 

7°  Que  se  ha  declarado  eñ  las  Cortes  Norte  Americanas  que 
para  dar  jurisdicción  á  los  Tribunales  Federales,  bastaba  que 
el  ciudadano  ae  un  Estado  se  hubiese  trasladado  real  y  no 
nominalmente  á  otro  Estado,  aunque  su  motivo  pudiera  haber 
sido  aprovecharse  de  la  jurisdicción  de  las  Cortes  y  que  no 
debia  averiguarse  el  motivo  de  la  traslación  (Eent,  «De  Gobierno 
y  Jurisprudencia  Constitucional»,  sec.  7°,  cap.  5®,  cap.  1**  y  nota 
a),  de  que  se  desprende,  que  tiene  que  atenderse  á  la  vecin- 
dad, sin  tener  en  cuenta  las  razones  del  abandono  del  do- 
micilio anterior  que  se  pretende  hacer  valer. 

Por  estas  consideraciones  fallo,  no  haciendo  lugar  á  la  excep- 
ción de  declinatoria  opuesta  por  el  demandado,  y  ordenándose 
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en  su  consecuencia  que  conteste  directamente  á  la  demanda. 
Hágase  saber  original,  y  repóngase  los  sellos. 

Isidoro  Albarractn. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Suprema  Corte  confirió  vista  al 
Sr.  Procurador  General: 


VISTA  DEL  SEAOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Abril  5  de  1878. 
Suprema  Corte: 

Según  el  artículo  11  de  la  ley  de  1863,  la  residencia  continua 
de  dos  años  basta  por  sí  sola  para  adquirir  la  vecindad  en 
una  provincia  para  los  efectos  del  fuero. 

La  residencia  de  la  parte  demandante  por  mas  de  dos  años 
en  el  Bosario,  provincia  de  Santa  Fé,  ha  sido  admitida  por  el 
demandado,  vecino  de  Buenos  Aires. 

Pero  se  dice  que  ella  no  está  acompañada  de  la  intención  de 
permanecer,  porque  no  ha  sido  ni  es  voluntaria. 

Esta  razón  no  me  parece  decisiva. 

La  ley  citada  no  exige  la  intención  en  el  caso  de  los  dos  años, 
sino  en  el  de  establecerse  alguno  y  no  haber  cumplido  todavía 
ese  tiempo  (art.  11  al  final.) 

Invócase  también  un  proceso  de  1870  que  condenó  á  la  de- 
mandante á  cuatro  años  de  destierro,  y  cuyo  cumplimiento 
evadió  ésta,  ausentándose,  lo  que  la  constituye  en  reo  prófugo, 
de  una  residencia  forzada  y  no  elejida. 

Este  es  en  mi  opinión  el  punto  único  en  que  puede  haber 
duda. 

Bien  considerado  todo,  creo  sin  embargo  que  si  la  perma- 
nencia de  la  parte  demandante  en  el  Bosorío  pone  en  descu- 
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bierto  la  desidia  de  los  representantes  de  la  acción  pública, 
ella  no  puede  ser  causa  de  que  la  condenada  á  cuatro  años  de 
destierro,  esté  inhibida  de  ejercitar  las  acciones  particulares 
que  crea  tener^  después  de  ocho  de  ausencia,  adquiriendo  por 
ese  hecho  una  vecindad  que  le  atribuye  fuero  nacional ;  y  pido 
por  lo  tanto  la  confirmación  del  auto  del  Juez  de  Sección  en  su 
parte  dispositiva. 

C.  Tejedor. 

Fallo  de  la  9upi*ema  Corte. 

Buenos  Aires,  Junio  4  de  1878 

Vistos :  y  considerando  que  ni  la  designación  de  domicilio 
hecha  por  la  demandante  en  el  escrito  de  foja  una  del  espe- 
diente agregado,  ni  la  enunciación  del  Escribano  hecha  en  la 
escritura  de  foja  setenta  y  una,  importan  la  constitución  del 
domicilio  real  de  la  parte  para  los  efectos  del  fuero ;  por  estos 
fundamentos,  los  del  auto  apelado,  y  de  acuerdo  con  lo  espuesto 
y  pedido  por  el  señor  Procurador  General,  se  confirma  con 
costas  el  auto  de  foja  sesenta  y  tres,  y  satisfechas  las  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTUGA.  —  J.  DOMÍN- 
GUEZ. —  O.  LEGUIZAMON.  — 
ULADISLAO  frías. 
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CAUSA    Ia\ 


I).  Guillermo  Matti,  concesionario  del  Ferro-Carril 
á  Campana,  contra  el  Dr.  D.  Eduardo  y  D.  Luis  Costa,  sobre 

precio  de  espropiacion 


Sumario.  —  1**  El  valor  de  las  fincas  que  se  espropian  debe 
regularse,  según  la  ley,  por  el  que  hubieren  tenido  antes  de  la 
ejecución  y  aun  de  la  autorización  de  las  obras. 

2^  Debe  comprender  también  los  perjuicios  que  sean  conse- 
cuencia forzosa  de  la  espropiacion,  y  no  las  ganancias  hipo- 
téticas. 

3^  Las  partes  pueden  renunciar  á  esas  disposiciones  y  fijar 
otras  bases  para  la  avaluación,  en  cuyo  caso  debe  estarse  i 
estas. 


Caso. —  En  el  juicio  que  D.  Guillermo  Matti  siguió  contra  los 
Sres,  Costa  para  fijar  el  valor  de  la  indemnización  de  una  parte 
de  terreno  de  propiedad  de  estos  que  se  le  espropió  para  el  Ferro- 
carril á  Campana,  se  dictó  por  el  Juez  de  Sección  el  siguiente 
auto  que  fué  consentido  por  las  partes : 

AUTO  DEL  JUEZ  SECCIONAL 


Buenos  Aires,  Abril  29  de  1876. 

Vistos :  con  lo  informado  por  los  peritos,  las  acciones  que  se 
deducen,  y  considerando : 


DB  JUSTICIA  ItAGlONAL  160 

i^  Que  por  la  ley  de  espropiacion  se  libró  al  Juzgado  la 
fijación  del  precio  en  el  caso  de  disconformidad  de  las  partes 
con  arreglo  á  los  dictados  de  la  razón  y  de  la  equidad. 

2®  Que  aunque  los  terrenos  de  Campana  fueron  comprados 
por  los  Sres.  Costa  como  terrenos  de  estancia,  el  cultivo  en 
grande  escala  de  alfalfares  situados  sobre  la  costa,  les  dieron 
en  parte  una  destinación  especial;  y  que  mejoraba  su  valor, 
destinándolos  á  la  agricultura. 

3^*  Que  aunque  no  pueda  decirse  propiamente  que  Campana 
en  la  parte  espropiada  fuera  un  puerto,  por  no  hallarse  habi- 
litado por  el  Congreso,  antes  de  la  construcción  de  Ferro-Carril 
á  Campana,  no  puede  desconocerse  que  ofrecía  como  punto  de 
embarque  y  desembarque  sobre  el  Paraná,  las  condiciones 
ventajosas  de  estar  fuera  del  alcance  de  los  ordinarios,  y  sin 
el  inconveniente  de  los  empinados  barrancos  y  bañados  que 
limitan  el  rio  en  la  costa  Argentina,  pudiendo  atracar  buques 
de  ultramar  y  descargar  con  la  mayor  facilidad  y  economía 
como  ha  podido  constatarse  en  la  inspección  ocular  practicada. 

4^  Que  esta  aptitud  como  el  hecho  no  negado  de  que  los 
Sres.  Costa  hablan  recibido  solicitudes  de  compra  para  el  esta- 
blecimiento de  barracas  6  saladeros,  corroborados  por  las  ven- 
tajas que  obtenían  de  las  barracas  y  depósitos  de  alfalfa  que 
tenian  construidos  en  esta  área  de  terreno,  los  constituyen  en 
una  sección  distinta  y  superior  al  resto  de  los  que  forman  la 
estancia  y  les  dan  mas  valor  en  proporción  á  los  usos  á  que 
pueden  servir. 

5^  Que  el  fraccionamiento  de  la  parte  espropiada  compren- 
diendo los  únicos  terrenos  de  la  estancia  en  las  condiciones 
del  considerando  tercero,  si  bien  no  perjudica  al  establecimien- 
to de  estancia,  causa  perjuicios  al  establecimiento  agrícola, 
que  con  sus  barracas  y  depósitos  situados  en  esa  esplanáda 
y  con  libre  acceso,  de  esa  parte  al  rio;  facilitaba  el  expen- 
dio  de  sus  producciones ;  y  lo  que  es  mas  despoja  al  resto  del 

T.  XI.  12 
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establecimiento  de  la  mayor  demanda  que  tenían  por  la  es- 
pecialidad de  estos  terrenos  costaneros,  circunstancias  que 
son  de  tenerse  en  cuenta  como  perjuicios  directos,  que  vienen 
de  la  privación  de  la  propiedad,  (art.  16  de  la  Ley  Nacional  de 
espropiacion). 

6^  Que  si  bien  son  de  atenderse  estas  consideraciones,  no  es 
menos  cierto  que  los  terrenos  no  han  podido  ser  estimados 
como  terrenos  de  puerto  como  lo  ha  hecho  uno  de  los  peritos, 
pues  no  lo  son  sino  en  virtud  de  la  ley  de  concesión  del  Ferro- 
Carril,  y  por  el  art.  15  de  la  ley  de  espropiacion  citada  se  ordena 
que  el  valor  del  terreno  debe  ser  apreciado  como  si  la  obra 
aun  no  estuviese  autorizada;  y  además  debe  tenerse  en  cuenta 
para  la  indemnización  el  mayor  valor  que  toma  la  parte  no 
espropiada,  lo  que  evidentemente  se  produce  en  el  caso  actual 
á  favor  de  los  Sres.  Costa,  lo  que  desconocido  por  el  perito 
Chapeaurouge,  hace  exageradísimo  el  avalúo  por  el  terreno 
espropiado,  teniendo  en  vista  que  corresponde  al  precio  de  venta 
actual  de  terrenos  en  ese  punto,  cuando  no  solamente  está  au- 
torizada sino  concluida  la  obra  que  mejoró  notablemente  esos 
terrenos. 

7^  Que  aunque  se  ha  alegado  que  Campana,  se  hallaba  en 
las  mismas  condiciones  que  la  Ensenada,  cuyos  terrenos  se 
vendieron  hasta  ^  300,000  m/c.  la  cuadra,  la  similitud  no  es 
completa  ni  por  sor  este  xiltimo  puerto  marítimo,  y  el  primero 
solo  fluvial,  ni  por  la  proximidad  á  la  Capital  y  puerto  princi- 
pal; ni  en  jiro,  y  particularmente  por  cuanto  no  puede  afirmarse 
que  Campana  ofrezca  únicamente  en  el  Paraná  condiciones  para 
puerto,  desde  que  otros  puntos  han  sido  propuestos  para  es- 
tremo de  esta  misma  línea  férrea  que  habia  de  facilitar  la 
navegación  fluvial  del  Paraná, 

8®  Que  aún  suponiendo  que  se  hubiesen  ofrecido  esos  precios 
en  la  Ensenada  no  se  han  establecido  que  fueran  apreciados 
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antes  de  la  concesión  del  Ferro-Carril  á  ese  pnnto;  y  esta 
circunstancia  es  necesaria  para  establecer  el  parangón. 

9**  Qne  habiéndose  alegado  por  la  parte  de  Costa,  sin  que  se 
haya  negado  por  la  de  la  empresa  y  antes  manifestádose  dis- 
puesto á  consentirlo,  en  el  juicio  verbal,  que  se  les  habian 
hecho  ofertas  de  diez  millones  de  pesos  moneda  corriente  por 
la  estancia  de  dos  leguas,  por  las  especiales  condiciones  que 
le  daba  el  embarcadero  de  que  se  les  privó,  debe  tomarse  este 
precio  como  en  término  hábil  del  valor  de  la  Estancia  de  Cam- 
pana para  antes  de  la  concesión  del  Ferro-Carril,  desde  que 
aunque  el  hecho  de  no  venderla  puede  inducir  á  pensar  que 
tenia  mayor  valor  las  ventajas  que  la  empresa  les  reporta  deben 
ser  igualmente  tomadas  en  consideración  como  una  compensa- 
ción de  ese  mas  valor. 

10.  Que  aun  cuando  el  valor  para  la  espropiacion  puede 
estimarse  por  el  de  venta  de  los  terrenos  colindantes  por  el 
arrendamiento  ó  renta  que  producen  y  otras  circunstancias 
en  el  caso  ocurrente,  y  por  las  consideraciones  espuestas  no 
podia  servir  de  norma  para  la  apreciación  de  los  terrenos  es- 
propiados  sino  de  una  manera  supletiva. 

11.  Que  habiendo  los  peritos  partido  de  bases  disconformes, 
sus  concluciones  no  prestan  base  para  un  arbitro  judicial,  y 
se  hace  necesario  uu  nuevo  dictamen  para  la  determinación 
precisa  del  valor  del  terreno  y  de  la  indemnización. 

Fallo  ordenando  que  los  peritos  nombrados  procedan  nueva- 
mente á  practicar  el  justo  precio  de  los  terrenos  espropiados 
en  Campana  á  los  Sres.  Costa,  de  conformidad  á  las  declara- 
ciones contenidas  en  la  presente,  reservándose  el  Juzgado  la 
resolución  definitiva  en  vista  de  eue  dictamen.  Repónganse  los 
sellos  y  notifíquese  con  el  orijinal. 

Isidoro  Albarracin. 
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Los  peritos  no  concordaron.  El  perito  Palacios  dedujo  del  va- 
lor de  toda  la  estancia  (i  0.000,000^  m/c.)  la  suma  de  M  50,000 
^  importe  de  las  casas,  y  avaluó  la  vara  cuadrada  é  precio  de 
885  milésimos  de  peso. 

El  perito  Chapeanrouge,  á  mas  de  i. 150,000  ^  dedujo  el 
Talor  de  la  estancia  vendida  al  Banco  Wanklyn  en  4.800,000, 
á  razón  de  1.600,000  ^  legua,  dedujo  de  la  suma  restante 
(4.050,000  ^)  la  mitad  como  importe  de  las  mejoras  traidas 
por  el  Ferro-Carril,  y  avaluó  el  terreno  espropiado  en  2.000,000 
4  m/c. 

Fallo  del  «f  oem  Sceeional. 

Buenos  Aires,  Octubre  4  de  1877. 

Vistos  estos  autos  sobre  espropiacion  de  terrenos  en  Cam- 
pana para  la  empresa  del  Ferro-Carril  del  mismo  nombre  y 

Considerando:  1®  Que  por  la  sentencia  consentida  de  f.  115 
se  declaró  que  los  terrenos  á  espropíarse,  comprendidos  entre 
el  rio  y  las  barrancas  de  la  costa,  debian  ser  estimados  como 
aptos  para  los  diversos  servicios  industriales  de  barracas,  depó- 
sitos, saladeros,  etc.,  constituyendo  por  lo  mismo  una  sección 
diversa  y  la  mas  valiosa  de  los  campos  de  los  Sres.  Costa,  cuyo 
valor  total  se  estimaba  en  diez  millones  de  pesos ;  y  por  consi- 
guiente, habiendo  el  perito  Palacios  desconocido  esa  base  y 
avaluado  los  terrenos  bajos  como  los  altos  al  mismo  precio^  ha 
procedido,  contra  lo  resuelto  y  aceptado. 

2^  Que  el  perito  Chapeaurouge  limitando  los  terrenos  espro- 
piados  para  usos  industriales  á  los  á  espropiarse,  ha  desconoci- 
do igualmente  en  su  dictamen  que  por  el  tercer  considerando  de 
la  sentencia  invocada  estos  se  estienden  á  toda  la  sección  ó 
suelo  firme,  comprendido  entre  la  barranca  y  el  rio,  donde  se 
halla  delineado  el  pueblo  de  Campana. 

3°  Que  apreciado  el  valor  de  la  estancia  en  die?  millones  de 
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pesos,  y  acordes  ambos  peritos  en  que  el  terreno  de  estancia, 
de  los  del  Dr.  Costa  son  tres  leguas,  por  lo  insignificante  de  la 
fracción  del  terreno  bajo  que  se  trata  de  valorizar,  y  avaluar 
cada  legua  de  común  acuerdo  en  un  millón  seiscientos  mil 
pesos,  la  diferencia  con  el  precio  total  6  sea  cinco  millones  y 
doscientos  mil  pesos,  representarían  el  mas  valor  que  los  ter- 
renos del  pueblo  de  Campana  en  la  parte  baja,  daban  al  esta- 
blecimiento del  Sr.  Costa. 

4®  Que  de  este  mas  valor  aparente,  hay  que  deducir  el  valor 
de  las  obras  y  mejoras  existentes  al  tiempo  de  fijarse  ese  precio; 
obras  y  mejoras  que  han  sido  estimadas  de  común  acuerdo  de 
los  peritos  en  un  millón  ciento  cincuenta  mil  pesos  y  que 
quedan  á  favor  de  los  Sres.» Costa;  y  por  tanto  deducido  al  mas 
valor  real  de  cuatro  millones  cincuenta  mil  pesos,  el  que  daban 
al  establecimiento  los  terrenos  aptos,  para  usos  industriales. 

S*'  Que  el  perito  de  los  Sres.  Costa  estima  en  dos  millones, 
el  mas  valor  que  los  terrenos  que  quedan  al  Sr.  Costa,  han 
debido  ganar  con  el  establecimiento  del  Ferro-Carril  y  que 
según  la  sentencia  citada  deben  tenerse  en  vista  para  compen- 
sarse con  los  perjuicios  de  la  espropiacion,  con  lo  que  él  liquidó, 
mas  valor  que  daban  los  terrenos  bajos  de  Campana  al  estable- 
cimiento de  los  Sres.  Costa,  queda  reducido  á  dos  millones  y 
cincuenta  mil  pesos. 

6^  Que  este  valor  debe  ser  distribuido  como  queda  espuesto 
entre  todo  el  terreno  comprendido  entre  la  barranca  y  el  rio,  en 
la  parte  baja  del  pueblo  de  Campana,  de  que,  según  los  planos 
acompañados  á  f .  72,  la  parte  espropiada  no  es  mas  de  una  sesta 
parte,  por  lo  que  el  valor  de  la  espropiacion  seria  de  trescientos 
cuarenta  y  un  mil  y  pico  de  pesos,  si  no  fuera  atendible  la 
consideración  de  que  mientras  mas  próximos  están  esos  terenos 
á  la  barranca,  como  lo  están  los  espropiados,  han  de  ser  mas 
demandados  y  por  tanto  mas  apreciados. 

7^  Que  teniendo  presente  esta  circunstancia  y  aceptando 
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como  base  para  determinar  el  mas  valor  que  dá  la  proximidad 
al  rio,  la  que  se  halla  en  la  escala  de  precios  del  plano  de  f  •  72 
entre  las  manzanas  inas  distantes  y  las  mas  próximas,  resulta 
que  los  terrenos  mas  próximos  son  apreciados  en.  cincuenta 
por  ciento  mas  que  los  mas  distantes  ó  lo  que  es  lo  mismo  que 
aquellos  que  valen  un  veinte  por  cierto  mas  que  el  precio  medio 
fijado  en  el  6''  considerando;  lo  que  en  el  caso  actual  dá  cuatro- 
cientos  diez   mil    pesos,  por   valor   del   terreno  espropiado. 

8°  Que  aunque  aparecen  apreciados  por  el  perito  Sr.  Cha- 
peaurouge  entre  Jos  perjuicios  directos  que  se  han  hecho  al  es- 
tablecimiento del  Sr.  Costa  la  privación  del  terreno  para  galpo- 
nes que  tienen  que  formar  y  han  formado  en  el  bañado  contiguo, 
con  terraplenes,  debe  tenerse  en  consideración  que  al  fijarse  el 
precio  del  anterior  considerando  se  ha  partido  de  la  base  de 
los  daños  todos  que  el  fraccionamiento  les  producía  y  por  tanto 
de  que  no  les  debian  quedar  y  no  les  quedaba  terreno  apto  para 
galpones  en  las  condiciones  que  los  tenian. 

9®  Que  á  estar  á  la  apreciación  del  valor  hecho  por  el  perito 
Chapeaurouge,  resultarla  que  contra  lo  acordado  en  la  sen- 
tencia citada  el  valor  del  terreno  á  espropiarse  excederla  al 
de  los  terrenos  en  la  Ensenada  contra  los  fundamentos  en 
ella  aducidos. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  apreciando  en  410,000  ^ 

m/c.  el  valor  de  los  terrenos  espropiados,  y  que  D,  Guillermo 

Matti  deberá  pagar  á  los  Sres.  Costa,  con  los  intereses  legales 

desde  que  se  virificó  la  entrega  de  los  mismos  y  á  mas  las 

costas  del  juicio.   Notifíquese  con  el  orijinal  y  repónganse  los 

sellos. 

Isidoro  Albarracin 

Fallo  de  I»  Suprein»  Corte. 

Buenos  Aires,  Junio  4  de  1878 
Vistos  y  considerando:  Primero.  Que  aunque  según  losar- 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  175 

tículos  quince  y  diez  y  seis  de  la  ley  de  trece  de  Setiembre  do 
mil  ochocientos  sesenta  y  seis,  el  valor  de  los  bienes  qne  so 
espropian  para  obras  de  utilidad  pública  debe  regularse  por 
el  que  hubiesen  tenido  antes  de  la  ejecución  y  aun  de  la  auto- 
rización de  ellas,  y  la  indemnización  comprende  todos  los 
gravámenes  ó  perjuicios  que  sean  consecuencia  forzosa  de  la 
espropiacion,  sin  tomarse  en  consideración  las  ventajas  ó  ga- 
nancias hipotéticas;  las  partes  han  podido  hacer  renuncia,  por 
no  estar  prohibida  y  ser  solo  concerniente  á  intereses  indivi- 
duales, de  las  disposiciones  citadas  de  dicha  ley  y  de  los 
derechos  6  beneficios  que  de  ella  pudieran  reportar,  como 
lo  han  verificado,  consintiendo  el  auto  de  foja  ciento  quince 
que  se  halla  ejecutoriado,  y  que  fijó  las  bases  á  que  los  peritos 
debian  sujetarse  para  establecer  la  indemnización  debida  por 
el  terreno  espropiado,  entre  las  que  se  encuentran  la  de  que 
la  estancia  de  Campana  valia  diez  millones  de  pesos,  según 
oferta  que  de  esa  cantidad  se  hizo  para  su  compra  en  mil  ocho- 
cientos setenta  y  dos,  es  decir  después  de  la  autorización  para 
la  construcción  del  Ferro-Carril  á  Campana  y  de  la  concesión 
á  la  Empresa  de  la  garantía  de  siete  por  ciento  sobre  dos 
millones  de  pesos  fuertes,  y  la  de  que  debia  tenerse  en  cuenta 
para  la  indemnización,  el  mayor  valor  que  tomaba  la  parte  no 
espropiada,  á  consecuencia  de  la  ejecución  de  la  obra. 

Segundo.  Que  es  indudable  que  de  los  mejores  terrenos  de 
Campana,  se  ha  tomado  la  parte  espropiada  y  que,  dadas  las. 
bases  consentidas  por  las  partes,  y  estando  conformes  los  peri- 
tos nombrados  por  ellas,  en  que  solamente  el  terreno  vale  un 
millón  seiscientos  mil  pesos  moneda  corriente  la  legua,  y  un 
millón  ciento  cincuenta  mil  pesos  los  edificios,  las  demás  cons- 
trucciones, los  árboles,  sementeras,  y  el  importe  de  la  anterior 
espropiacion,  son  legales  las  deducciones  que  de  los  diez  millones 
espresados  hace  la  sentencia  apelada,  y  que  ascienden  á  cinco 
millones  novecientos  cincuenta  mil  pesos  moneda  corriente,  así 
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como  la  de  dos  millones,  por  el  mayor  yalor,  á  causa  del  esta- 
blecimiento del  Ferro-Carril,  de  los  terrenos  que  quedan  á  los 
señores  Costa,  resultando  así  que  también  es  legal  el  valor  de  dos 
millones  cincuenta  mil  pesos  que  se  asigna  por  todo  el  terreno 
comprendido  entre  la  barranca  y  el  rio,  en  la  parte  baja  del 
pueblo  de  Campana,  de  que  solo  es  una  sesta  parte  el  terreno 
espropiado,  como  se  asevera  en  la  misma  sentencia,  sin  contra- 
dicción de  los  litigantes. 

Y  tercero.  Que  de  consiguiente,  la  indemnización  que  cor- 
responde á  esa  sesta  parte  es  la  cantidad  de  trescientos  cuarenta 
y  un  mil  pesos  moneda  corriente  que  espresa  dicha  sentencia, 
sin  que  haya  motivo  para  aumentar  á  ella,  como  se  hace  la  de 
sesenta  y  nueve  mil  pesos  por  el  mayor  valor  de  los  terrenos 
mas  próximos  al  rio,  pues  el  que  se  asignó  al  de  que  es  parte 
el  espropiado,  fué  en  consideración  al  que  tenian  todas  las 
porciones  que  lo  forman ;  ni  menos  para  tomar  por  base  para 
ese  aumento,  en  contravención  á  la  ley  citada,  y  sin  que  hubie- 
se mediado  acuerdo  de  los  interesados  sobre  el  particular,  los 
precios  que  indica  el  plano  de  foja  setenta  y  dos,  levantado  en 
mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  cuando  ya  estaba  construida 
una  parte  del  Ferro-Carril,  y  próximo  á  entregarse  al  servicio 
público,  según  consta  de  documentos  oficiales. 

Por  estos  fundamentos,  y  los  concordantes  de  la  sentencia 
apelada,  confirmase  esta,  declarándose  que  don  Guillermo  Matti 
debe  abonar  á  los  señores  Costa  por  la  indemnización  de  terreno 
espropiado  la  cantidad  de  trescientos  cuarenta  y  un  mil  pesos 
moneda  corriente  con  los  intereses  y  desde  el  tiempo  que  dicha 
sentencia  ordena;  y  en  cnanto  á  las  costas  conforme  á  lo 
resuelto  por  la  Corte  en  casos  análogos  solo  las  relativas  á  los 
trámites  necesarios,  esto  es,  las  de  actuación  y  el  honorario  de 
peritos. 
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Satisfechas  las  costas  de  la  instancia,  j  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

J.  fi.  GOROSTUGA.  —  J.  DOMÍN- 
GUEZ. —  O.  LEGÜIZAMON .  — 
DLADISLAO  FRÍAS. 


CAUSA    liiri. 


El  Banco  Nacional,  contra  Jaime  Llavallol  é  hijos,  sobre 

pago  de  costas 


Sumario.  —  £1  deudor  que  arregla  su  deuda  con  el  acreedor 
antes  de  ejecutarse  el  mandamiento  de  embargo,  no  es  res- 
ponsable de  las  costas  judiciales,  si  en  el  arreglo  no  se  ha 
hecho  salvedad  á  su  respecto,  aunque  la  deuda  proceda  de 
letras  de  cambio. 


Caso.  —  El  Banco  Nacional  inició  dos  ejecuciones  contra 
Jaime  Llavallol  é  hijos,  por  letras  vencidas. 

Al  ejecutarse  el  embargo,  Llavallol  dijo  al  oficial  de  justicia 
que  no  pagaba,  porque  habia  arreglado  su  deuda  con  el  Banco. 
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En  seguida  el  representante  de  este,  manifestó  al  Juez  que 
se  habia  hecho  arreglo,  y  pidió  la  regulación  de  honorarios. 

Hecho  saber  á  Llavallol,  este  espuso  que  no  estaba  obligado 
á  pagar  dichos  honorarios,  por  haber  arreglado  la  deuda. 

• 
Fallo  del  Jaez  HeeelonAl. 

Buenos  Aires,  Enero  29  de  1878. 

Vistos :  con  lo  alegado  por  las  partes  y  teniendo  en  considera- 
ción :  i°  Que  el  ejecutado  para  eximirse  del  pago  de  las  costas, 
se  basa  únicamente  en  que  hubo  transacción  ó  arreglo  coa 
el  Banco,  y  que  esta  transacción  no  puede  invocarse  como 
válida  desde  que  estando  en  demanda  ha  debido  ser  presentada 
en  la  causa  (artículo  7,  título  De  las  transacciones^  Código 
Civil)  y  mucho  mas  contra  documentos  como  los  que  fundan 
los  juicios  ejecutivos  acumulados ;  y  por  tanto  que  para  la 
condenación  en  costas  no  debe  ser  tomada  en  consideración, — 
fallo  declarando  que  los  Sres.  Llavallol  é  hijos  están  obli- 
gados al  pago  de  las  costas  que  se  les  cobran  y  por  consi- 
guiente se  les  corra  vista  de  la  regulación  practicada. .  Hágase 
saber  original  y  repóngase  el  sello. 

Isidoro  AU)arracin. 


Fallo  de  la  Saprema  Corte* 

Baenos  Aires,  Junio  8  de  1878. 

Vistos  y  considerando :  Primero,  Que  los  señores  Jaime 
Llavallol  é  hijos  al  ser  requeridos  para  el  pago,  contestaron 
en  ambas  ejecuciones  (dilijencias  de  fojas  nueve  vuelta  y 
veinte  y  una)  que  no  pagaban  por  haberse  arreglado  definitiva- 
mente con  el  Banco  Nacional,  hecho  confesado  por  el  apode- 
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rado  del  acreedor  ejecutante,  ea  sas  escritos  de  fojas  once  á 
á  veinte  y  tres,  y  establecido  mas  tarde  por  la  exhibición  de  la 
escritura  de  arreglo. 

Segundo.  Que  si  bien  éste  fué  firmado  por  las  partes  recién 
el  cuatro  de  Diciembre  último,  época  en  que  se  hacia  &  los 
deudores  la  requisición  para  el  pago,  existia  desde  Junio  ante- 
rior la  promesa  de  realizarlo,  casi  en  los  mismos  términos  en 
que  fué  suscrito  después. 

Tercero.  Que  este  convenio  celebrado,  pendiente  la  ejecu- 
ción, importando  por  sus  términos  expresos,  en  parte  espera, 
y  en  parte  pago  de  la  deuda  y  sus  intereses,  suministró  á  los 
ejecutados  dos  de  las  escepciones  que  paralizan  la  acción  eje- 
cutiva por  letras  de  cambio,  con  arreglo  al  artículo  ochocientos 
cincuenta  y  dos  del  Código  de  Comercio  y  al  doscientos  setenta 
de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos. 

Cuarto.  Que  si  bien  el  espíritu  de  la  lejislacion  comercial, 
á  estar  á  los  términos  del  artículo  novecientos  doce  del  Có- 
digo de  Comercio,  es  que  el  tenedor  de  la  letra  de  cambio 
reciba  íntegro  el  valor  de  ella  sin  gastos  legales,  esa  disposi- 
ción general  no  puede  prevalecer  sobre  las  especiales  del  juicio 
ejecutivo,  que  solo  miran  al  instrumento  que  lleva  aparejada 
ejecución,  sin  hacer  diferencia  entre  la  letra  de  cambio  pro- 
testada y  los  demás  que  enumera  el  artículo  doscientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  ley  Nacional  de  Procedimientos. 

Quinto.  Que  siendo,  en  consecuencia,  aplicables  al  presente 
caso  solo  las  disposiciones  del  juicio  ejecutivo,  el  deudor  que 
paga  ó  muestra  contento  de  sü  acreedor  al  ser  reqnerido  con  el 
mandamiento  de  ejecución,  ó  veinte  y  cuatro  horas  después, 
se  libra  del  pago  de  las  costas,  con  arreglo  á  las  leyes  quince  y 
veinte  y  dos  de  la  Becopilacion,  á  lo  dispuesto  por  los  arflculos 
doscientos  cincuenta  y  dos,  doscientos  cincuenta  y  cinco  y  dos- 
cientos cincuenta  y  siete  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos 
y  á  la  uniforme  jurisprudencia  establecida  por  los  Tribunales. 
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Sesto.  Que  si  el  acreedor  ejecutante  hubiese  querido  eximirse 
del  pago  de  las  costas  que  se  le  babian  originado  con  la  ejecu- 
ción, lo  hubiese  consignado  asi  en  el  arreglo  celebrado,  6  de- 
morado simplemente  el  arreglo,  recurso  que  estaba  en  su  de- 
recho desde  que  se  hallaba  ejecutando  á  los  deudores  j  habia 
obtenido  en  garantía  la  inhibición  de  enagenar  sus  bienes. 

En  mérito  de  estas  consideraciones,  se  revoca  el  auto  ape* 
lado  de  fojas  treinta  y  cuatro ;  y  se  declara,  que  los  señores 
Jaime  Llavallol  é  hijos  no  están  obligados  á  pagar  otras  costas 
que  las  que  personalmente  hubiesen  causado  en  los  autos  eje- 
cutivos seguidos  con  el  Banco  Nacional,  á  que  se  refiere  el 
presente  recurso.  Satisfechas  las  de  esta  instancia,  y  repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse,  previa  entrega  al  apoderado  del 
Banco,  de  las  escrituras  exhibidas  últimamente. 

J.  B.  GOBOSTIAGA.  —  J.  DOMIIfCOEZ.  — 
O.  LEGUIZAMON.  —  ULADISLAOFRUS. 
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CAUSA     liVII 


El  Banco  Argentino  contra  D.  Francisco  Julia  y  D,  Antonio 

Fragueiro,  sobre  tercería  de  dominio 


Sumario.  —  i^  Los  privilegios  que  la  lej  civil  concede  al 
constrnctor  de  nna  finca  sobre  el  valor  de  esta,  solo  pneden 
ejercerse  en  caso  de  concurso,  y  hallándose  la  finca  en  el  domi- 
nio del  deudor, 

2^  Los  hechos  conocidos  á  la  parte  antes  de  la  demanda  y 
que  no  han  sido  articulados  en  ella,  no  pueden  recibirse  á  prue- 
ba en  segunda  instancia. 


Caso.  —  D.  Francisco  Julia  demandó  ejecutivamente  á  D. 
Antonio  Fragueiro  por  cobro  de  pesos,  procedentes  de  la  cons- 
trucción de  dos  casas  de  su  esposa  D*.  Flavia  Zavalia,  en  el 
Paraná,  cuyas  casas  hablan  sido  vendidas  por  aquella  al  Banco 
Argentino,  y  por  este  á  los  Sres.  Povera,  y  Zarco. 

D.  Antonio  Fragueiro  fné  representado  en  el  juicio  ejecutivo 
por  un  defensor  de  ausentes. 

Julia  obtuvo  el  embargo  de  las  casas. 

Contra  este  embargo  dedujeron  tercería  el  Dr.  Zarco  y  el  Sr. 
Povera,  en  cuya  defensa  salió  el  Banco  Argentino,  citado^  de 
eviccion  y  saüeamiento. 


iS2  FALLOS  DE  LA  SUt^RGMA  CORTE 

La  causa  pasó  al  Jnez  Seccional  del  Rosario  por  ímpedímeD- 
to  de  él  del  Paraná,  Dr.  Zarco. 

Julia  contestó  la  demanda  de  tercería  alegando  en  1*  instan- 
cia el  privilegio  que  la  ley  concede  á  los  constructores  sobre  las 
fincas  construidas,  por  su  crédito. 


Fallo  del  Jaez  fl^eeeional. 

Rosario,  Julio  16  de  1877. 

Vista  la  tercería  deducida  por  el  Banco  Argentino  del  Para- 
ná contra  la  acción  del  ejecutante  D.  Francisco  Julia,  y  consi- 
derando : 

1°  Que  es  fuera  de  toda  duda  y  cuestión,  que  el  contrato  ori- 
gen de  la  deuda  que  persigue  Julia  contra  D.  Antonio  Fraguei- 
ro,  es  de  locación  de  servicios  como  constructor  ó  reparador  de 
las  casas  embargadas,  en  cuya  posesión  se  bailan  D.  Faustino 
Povera  y  el  Dr.  D.  Antonio  Zarco,  quienes  los  compraron  al 
Banco  Argentino,  que  á  su  vez  las  obtuvo  por  compra  que  bizo 
i  su  propietaria  D*.  Flavia  Zavalia  de  Fragueiro,  D.  Antonino 
Marcó  del  Pont;  declarando  este  que  los  compraba  para  el  Ban- 
co Argentino,  según  consta  de  las  escrituras  públicas  corrientes 
en  autos. 

2*  Que  es  igualmente  cierto  como  indisputado,  que  por  el 
artículo  57,  Sec.  2%  lib.  4^  Tít.  1°  del  Código  Civil;  esta  clase 
de  acreedores,  gozan  por  las  sumas  que  les  son  debidas,  áe pri- 
vilegio sobre  el  valor  del  inmueble  en  qne  sus  trabajos  han  sido 
ejecutados ;  viniendo  así  la  cuestión  á  circunscribirse,  6  si  esos 
privilegios  traen  consigo  una  acción  real  persecutoria  de  la 
cosa,  en  cualquier  tiempo  y  poder  en  que  se  encuentre ;  6  si  solo 
importan  un  derecho  personal  contra  el  deudor,  por  acción  pri- 
vilegiada 6  preferente  para  el  caso  de  concurso  6  ejecución  con- 
tra el  dueño  de  la  cosa,  que  aun  la  retenga  en  su  poder. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  183 

3^  Que  á  pesar  de  la  muy  bien  preparada  defensa  de  la  parte 
de  Julia,  no  es  posible  dejar  de  resolver  la  cuestión  en  el  senti- 
do de  que  por  nuestra  legislación,  el  privilegio  no  es  un  derecho 
real,  sino  personal:  á  la  inversa  de  lo  establecido  por  el  derecho 
Francés,  según  el  cual  es  un  derecho  real;  equiparándolo  al 
hipotecario  tanto  en  sus  efectos,  como  en  sus  formalidades  de 
previa  inscripción ;  según  espresamente  lo  enseñan  sus  trata- 
distas, tanto  los  citados  por  Julia,  como  varios  otros,  j  en  es- 
pecial Marcadé  que  trata  luminosa  y  estensamente  la  materia 
en  su  tomo  li,  Cap.  4%  Fág.  465,  comentario  al  artículo  2M6 
Código  Francés,  que  dice  así:  «  Los  acreedores  que  tienen  pri- 
«  vilegio  ó  hipoteca  inscrita  en  un  inmueble,  lo  siguen  á  cual- 
€  quier  mano  que  pase,  para  ser  colocados  y  pagados  según  el 
c  orden  de  sus  créditos  é  inscripciones.  » 

Y  que  la  mente  clara  de  nuestro  legislador  no  es  colocar  el 
privilegio  en  la  categoría  de  los  dereciios  reales  sino  personales, 
se  comprueba  por  las  siguientes  razones  :  1*  Porque  el  artículo 
1°,  Tít.  4°,  «  De  los  derechos  reales  t^  del  Código  Civil,  dice :  que 
ellos  solos  pueden  ser  creados  por  la  ley,  T  que  todo  contrato  ó 
disposición  de  última  voluntad  que  constituyese  otros  derechos 
reales,  ó  modificase  los  que  por  este  Código  se  reconocen,  valdrá 
solo  como  constitución  de  derechos  personales,  si  como  tal  pu- 
diese valer.  De  lo  que  resulta  que  solo  los  reales  creados,  ó  lo 
que  es  lo  mismo,  espresamente  determinados  por  el  Código,  pue- 
den reputarse  tales,  según  aun  mas  claramente  vá  á  verse. 

2^  Porque  en  consecuencia,  la  enumeración  que  en  el  artículo 
2^  siguiente,  hace  la  ley  de  los  derechos  reales  que  crea,  aleja  la 
suposición  de  que  reconozca  otros  que  los  enumerados,  pues  no 
hay  razón  alguna  para  suponer  que  pretendiese  crearlos  sin  enu- 
merarlos espresamente,  como  lo  hace  con  siete  de  ellos,  y  olvi- 
dase el  privilegio,  dejándolo,  si  lo  reputase  real  y  perseguidor 
perpetuo  de  la  cosa,  en  mejores  condiciones  que  la  misma  hipo- 
teca, desde  que  no  exigiera  la  previa  inscripción  del  título,  como 
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lo  hace  el  derecho  francés,  y  el  nuestro  para  las  hipotecas,  (artí- 
culo 60,  Sec.  2»,  lib.  4%  Tít.  !•,  Código  Civil);  sin  que  basten  á 
destruir  la  solidez  de  este  fundamento,  las  deducciones  que  ha- 
ce  la  parte  de  Julia,  apoyada,  con  aparente  razón,  en  otras  dis- 
posiciones del  Código,  respecto  de  los  privilegios  concedidos  á 
los  proporcionantes  de  semillas,  á  los  que  emplean  su  dinero  ó 
su  trabajo  en  la  producción  de  frutos,  y  á  los  locadores  de  in- 
muebles, sobre  los  muebles  sustraidos  de  la  casa  locada ;  pues 
los  dos  primeros  no  están  favorecidos  por  un  derecho  real,  por 
solo  ser  privilegiados,  y  el  tercero  solo  lo  tiene  sobre  dichos 
muebles  por  el  corto  término  de  un  mes ;  mientras  que  el  privi- 
legio de  que  hoy  se  trata,  vendría  á  tener  una  acción  real  inde- 
terminada en  su  duración,  sin  ser  creada  espresamente  por  la 
ley,  y  sin  las  formalidades  del  previo  registro ;  todo  lo  que  no 
pudiera  haber  sido  olvidado  por  el  legislador,  que  tan  claramen- 
te ha  estatuido  en  lo  relativo  á  las  demás  acciones  reales  que 
determina. 

S*  Porque,  si  á  pesar  de  lo  dicho,  alguna  duda  pudiera  sub- 
sistir sobre  el  supuesto  olvido  del  legislador  al  enumerar  el 
privilegio  entre  los  derechos  reales,  ella  desaparecerla  por  com- 
pleto en  vista  de  la  muy  larga  y  esplicativa  nota  del  codificador 
al  artículo  1^  citado,  en  que  manifiesta  que  no  ha  querido  crear 
otros  derechos  de  esa  clase,  que  los  enumerados,  dando  la  razón 
de  ello  y  dejiriéndolos  al  mismo  tiempo,  de  manera  que  sus  tér- 
minos de  disposcion,  no  cuadran  sino  á  los  determinados,  dejan- 
do fuera  de  su  alcance  por  completo,  el  del  privilegio  que  hoy 
deduce  Julia. 

En  efecto,  dice  Demolombe,  que  el  derecho  real  es  el  que 
crea  entre  la  persona  y  la  cosa  una  relación  directa  é  inmedia- 
ta, de  tal  manera  que  no  se  encuentran  en  ella,  sino  dos  ele-* 
mentas^  la  persona  que  es  el  sujeto  activo  del  derecho,  y  la  cosa 
que  es  el  objeto. 

Se  llama,  al  contrario,  añade,  derecho  personal,  á  aquel  que 
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solo  crea  una  relación  entre  la  persona  &  la  cual  el  derecho  per- 
tenece, y  otra  persona  que  se  obliga  hacia  ella  por  razones  de 
una  Gi^sa  ó  de  un  hecho  cualquiera,  de  modo  que  en  esa  relación 
se  encuentran  tres  elementos,  á. saber:  la  persona  que  es  el 
sujeto  activo  del  derecho,  el  acreedor  (Julia),  la  persona  que 
es  el  sujeto  pasivo,  el  deudor  (Fragueiro),  y  la  cosa  del  hecho 
que  es  el  objeto  (las  fincas  embargadas.) 

La  causa,  dice  adelante,  eficiente  del  derecho  personal,  es  la 
obligación,  siempre  y  únicamente  la  obligación,  cualquiera  que 
sea  su  origen :  un  contrato  (como  el  que  me  ocupa),  un  cuasi^' 
contrato,  un  delito,  6  la  ley. 

El  derecho  real  se  tiene,  signe,  cuando  entre  la  persona  y  la 
cosa  que  es  el  objeto,  no  hay  intermediario  alguno  (como  lo  hay 
en  nuestro  caso),  y  existe  independiente  de  toda  obligación 
especial  de  una  persona  hacia  otra  (existiendo  en  esta  vez  la 
obligación  por  parte  de  Fragueiro.) 

«  Por  el  contrario,  dice  también,  el  que  no  puede  dirijirse 
directamente  sobre  la  cosa  misma,  y  tiene  necesidad  de  dirijir- 
se á  una  persona  especialmente  obligada  á  él  por  razón'  de  la  . 
cosa  (como  precisamente  ocurre  en  el  caso  en  cuestión),  no  tie- 
ne un  derecho  personal.  » 

De  donde  resulta  que  con  estas  ideas  del  codificador,  no  es  po- 
sible atribuirle  la  mente  de  incluir  entre  los  derechos  reales  el 
privilegio  que  se  invoca,  y  si  la  de  atribuirle  el  carácter  de 
personal. 

Y  tan  es  así,  que  descendiendo  en  la  nota  del  artículo  2^,  en 
que  se  determinan  6  crean  los  siete  derechos  reales,  á  dar  las 
razones  de  porque  no  incluye  algunos  de  los  que  por  el  Derecho 
antiguo  se  reputaban  tales,  dice  así :  «  La  multiplicidad  de  los 
derechos  reales  sobre  unos  mismos  bienes,  es  una  fuente  fecun- 
da de  complicaciones  y  de  pleitos,  y  puede  perjudicar  mucho  á 
la  esplotacion  de  esos  bienes  y  á  la  libre  circulación  de  las  pro- 
piedades, perpetuamente  embarazadas  > 

T.  XI.  13 
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4»  Que  dejándose  con  lo  precedente  manifiesto  el  texto  y 
el  sentido  de  la  ley,  y  la  mente  del  codificador  de  no  reco- 
nocer como  nn  derecho  real  el  privilegio,  es  también  muy  ra- 
cional que  así  lo  hubiesen  establecido,  porque  no  determinán- 
dose en  ninguna  parte  del  Código  que  ese  derecho  privilegiado 
quede  sujeto  á  las  formalidades  de  la  previa  inscripción   del 
real  hipotecario,  seria  perjudicialísimo  á  la  libre  trasmisión  de 
las  propiedades,  por  cuanto  carecería  el  comprador  de  los  me- 
dios públicas  para  cerciorarse  de  si  ellos  llevaban  ó  nó  en  sí  una 
gravísima  y  desconocida  carga  real,  que  en  el  momento  menos 
pensado  los  privase  de  su  dominio :  razón  por  lo  que,  hasta  el 
mismo  privilegio  de  las  hipotecas,  solo  tiene  eficacia  desde  el 
dia  de  su  inscripción ;  sin  que  en  parte  alguna  del  Código  se 
esprese  desde  cuándo  y  hasta  cuándo  conservarán  la  fuerza  de 
reales  los  privilegiados  como  el  que  se  invoca. 

Mientras  que  por  el  contrario,  para  alejat  toda  duda  al  res- 
pecto, el  artículo  13,  Sec.  3",  Tít.  6°,  lib.  2°,  dice:  cque  los 
efectos  de  los  contratos  de  locación  de  servicios,  como  el  que 
nos  ocupa,  serán  juzgados  por  las  disposiciones  del  Código 
sobre  las  obligaciones  de  hacer»,  que  son  puramente  personales. 

5**  Que  si  bien  la  nota  del  Dr.  Velez  al  artículo  A^,  Sec.  2*, 
Tít.  1°,  Lib.  4**,  que  dice  :  «  El  privilegio  no  grava  los  muebles 
con  tanta  energía  como  los  inmuebles.  Si  se  trata  de  estos  últi- 
mos, el  carácter  eminente  de  la  carga  que  los  grava,  es  de  se- 
guirlos por  cualesquiera  trasmisiones  que  pasen.  La  duración 
de  la  posesión  por  el  deudor,  es  al  contrario  la  medida  general 
de  la  eficacia  del  privilegio  sobre  los  muebles.  £1  principio  de 
que  en  cuanto  á  muebles,  la  posesión  vale  por  título,  impide 
que  el  acreedor  privilegiado  los  persiga  en  las  manos  de  un  ter- 
cer tenedor,  con  solo  las  escepciones  espresas  en  las  leyes  >  ; 
que  si  bien  esta  nota  pudiera  inducir  á  suponer  que  dá  al  privi- 
legio sobre  los  inmuebles  una  acción  persecutoria  de  la  cosa, 
esto  no  es  aceptable : 


jo  Porque  vendría  i  estar  en  flagrante  contradicción  ooa  tado 
lo  espuesto*  ya  en  la  parte  dispositiva  del  Código,  qne  es  la  ley, 
ya  en  las  notas  citadas  del  mismo  comentador;  debiéndose  aun 
en  caso  de  contradicción  real  6  aparente  en  las  notas,  estos  á 
las  leyes  y  á  los  comentarios  en  su  parte  mas  consiguiente  oon 
ella,  mas  detenido,  esplicado  y  manifiesta,  como  es  lo  que  esdu* 
ye  al  privilegio  de  los  derechos  reales. 

2^  Porque  esa  nota  no  cuenta  un  artículo  en  que  atribuya 
directa  ni  indirectamente  una  fuerza  real  á  los  privilegios  sobre 
los  muebles,  como  tampoco,  se  le  atribuye  ninguno  de  los  artí- 
culos del  mismo  título,  sobre  los  «  Privilegios,  »  ni  sus  notas 
correlativas ;  siendo  por  el  contrario  clarísima  su  mente  al  ocu-- 
parse  de  ellos,  considerarlos  solo  en  concurso  de  acreedores, 
pues  el  mismo  epígrafe  de  esa  sección  se  denomina :  €  Concur- 
rencia de  los  derechos  reales  y  personales  contra  los  bienes 
del  deudor  comuñ  ».  Llamando  al  primer  título  de  esa  Seocioa: 
«  De  la  preferencia  de  los  créditos ;  »  todo  lo  que  indica  mani* 
tiestamente  que  solo  dá  movimiento  á  los  privilegios  en  concur^ 
so  de  acreedores  contra  el  deudor  común,  y  no  contra  el  adquie- 
rente  de  un  bien  raiz  que  perteneció  á  él.  Y  si  aun  quedase 
alguna  duda,  bastaria  ver  la  definición  que  dá  del  privilegio  el 
artículo  I""  de  ese  título  en  estos  términos:  «  £1  derecho  dado 
por  la  ley  á  un  acreedor  para  ser  pagado  con  preferencia  á  otro, 
se  llama  en  este  Código  privilegio,  sin  decir  que  este  sea  la  fa- 
cultad de  perseguir  la  cosa  que  perteneció  á  un  deudor  en  cual- 
quier poder  que  se  hallase,  ora  solo,  ora  en  concurso  de  acre- 
dores.  Y  sin  embargo,  así  debiera  decir,  si  acaso  hubiese  de 
darse  á  esa  nota,  una  mente  contradictoria.  Razón  por  la  cual, 
no  es  desacertado  suponer,  que  al  redactarla*  el  codificador,  lo 
hiciese  bajo  una  reminiscencia  del  derecho  Francés,  que  en 
tantos  puntos  coincide  con  el  nuestro  y  equipara  los  privilegios 
con  las  hipotecas,  revistiéndolos  de  las  mismas  formalidades 
preservadas  del  derecho  de  los  adquirentes ;  pero  nota,  que  aoa 
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cuando  estttTiera  en  completa  contradicción  con  la  ley  y  demás 
comentarios  del  Código,  no  alcanza  á  tener  una  fuerza  deroga- 
toria ni  menos  dominante  sobre  aquellos,  según  las  razones 
espuestas. 

6"*  Que  tan  indudable  es  qué  por  nuestro  derecho,  no  asiste 
la  acción  real  á  los  privilegiados  sobre  los  inmuebles,  que  ade- 
mas de  no  haber  un  solo  artículo  que  se  los  atribuya  en  el  capí-- 
tulo  4®  de  ese  título  y  sección,  destinado  espresamente  á  ellos, 
hasta  niega  ese  derecho,  por  el  articulo  50,  al  mismo  dueño  y 
Tendedor  de  un  inmueble  no  pagado»  si  hubiese  salido  del  poder 
del  comprador,  pudiendo  solo  ejercer  ese  privilegio  mientras 
la  propiedad  vendida  esté  en  su  poder.  Y  si  esto  sucede  ccui  el 
dueño,  con  el  vendedor,  ¿  podráse  suponer  que  un  locador  de 
servicios  para  un  inmueble,  puede  perseguirlo  sin  limitación  de 
tiempo  estando  bajo  el  dominio  de  un  tercer  adquirente  ?  Con- 
sideración es  esta,  que  hace  innecesario  aducir  otras  muchas 
que  pudieran  añadirse  al  respecto. 

'  Y  considerando  en  cuanto  al  mérito  de  las  escrituras  que  han 
transferido  la  propiedad  de  las  cosas  embargadas : 

7"*  Que  según  los  precedentes  fundamentos,  no  asistiendo  al 
ejecutante  derecho  real  sobre  ellos,  solo  necesita  saberse  si  han 
salido  ó  nó  del  dominio  del  ejecutado,  para  determinar  si  es  6 
no  procedente  su  embargo,  y  si  son  bastantes  los  títulos  con 
que  los  poseen  actualmente  Zarco  y  Povera. 

9*  Qae  es  indudable  que  han  salido  del  dominio  de  su  primi- 
tivo dueño  por  la  venta  pública  que  hizo  de  ellos  D*  Flavia  Za- 
balia  de  Fragueiro  á  D.  Antonino  Marcó  del  Pont,  desde  que  se 
han  llenado  en  la  venta  todas  las  condiciones  para  su  validez  y 
consumación ;  sin'  que  sea  necesario  averiguar  si  el  comprador 
tuvo  ó  no  poder  bastante  del  Banco  para  transmitírselos,  pues 
esta  seria  cuestión  que  interesaría  á  otros  y  no  al  ejecutante^ 
que  no  tiene  derecho  de  perseguirlos,  dado  el  caso  que  salieren 
del  dominio  de  su  deudor.  Y  para  persuadirse  de  que  esa  venta 
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fué  eficaz,  basta  notar  que  no  asistiría  á  la  vendedora  acción 
alguna  para  anularla,  habiendo  recibido  el  precio  de  la  cosa, 
hecho  tradición  de  ella  y  siendo  hábiles  para  contratar  los 
contrayentes. 

Por  estos  fundamentos,  haciéndose  lugar  á  la  tercería  dedu- 
cida, y  declarándose  improcedente  el  embargo  decretado  sobre 
las  fincas  motivo  de  la  cuestión,  resuelvo  :  se  levante  dicho  em- 
bargo, librándose  los  oficios  correspondientes,  sin  especial  con- 
denación en  costas.  Bepónganse  los  sellos. 

Fenelon  Zuviria. 

Julia  apeló,  alegando  en  2*  Instancia  que  antes  de  que  la  es- 
posa de  Fragueiro  enagenase  las  casas,  estas  hablan  sido  embar- 
gadas á  instancia  de  él. 


Fullo  de  ln  Supremn  Corte* 

Bo 61108  Aires,  Janio  8  de  1878. 

Vistos  y  considerando :  Primero.  Que  la  parte  de  Julia  alega 
recien  en  esta  instancia  que  las  fincas  en  cuestión  se  hallaban 
embargadas  por  ella  misma,  antes  de  ser  enajenadas  por  Doña 
Flavia  Z.  de  Fragueiro,  hecho  que,  siendo  personal  á  Julia  y 
anterior  á  la  demanda,  nó  ha  sido  probado,  ni  podria  recibirse 
á  prueba  ante  la  Corte  con  arreglo  al  artículo  doscientos  veinte 
de  la  ley  Nacional  de  Procedimientos. 

Segundo.  Que  tratándose  en  el  presente  recurso,  de  la  vali- 
dez de  un  privilegio  de  los  que  en  la  antigua  lejislacion  se  co- 
nocían con  el  nombre  de  hipotecas  tácitas,  le  son  aplicables  las 
leyes  nuevas,  con  arreglo  al  artículo  quinto,  su  nota,  y  título 
complementario  del  Código  Civil. 

Tercero.  Que  según  estos  antecedentes,  declarar  afectado  sin 
término  un  bien  raíz,  al  privilegio  del  constructor  6  proveedor 
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de  materiales  después  que  dicho  bien  ha  pasado  al  dominio  de 
un  tercero  seria  restablecer  las  hipotecas  tácitas,  contra  las  dis- 
posiciones del  Código  vigente. 

Por  estas  consideraciones,  y  por  los  fundamentos  del  auto 
apelado,  se  confirma  éste  con  costas.  Satisfechas  las  de  la  ins- 
tancia 7  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.   DOMÍNGUEZ. — 
O.  LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO   FRÍAS. 


CAUSA     I.TIII 


D.  Carlos  M,  Patino  contra  la  Aduana^  sobre  entrega 

de  mercaderías. 


Sumario.  —  Los  reclamos  sobre  mercaderías  perdidas  ó  hur- 
tadas de  los  depósitos  de  Aduana,  deben  hacerse  ante  el  Ad- 
ministrador, presentándose  los  consignatarios  ó  dueños  de 
ellas,  por  esorito  y  acompañando  la  cuenta  de  su  valor. 


Caso. — En  el  mes  de  Abril  de  1877,  existian  en  la  Aduana 
de  Mendoza  i7  bultos  de  mercaderías  que  habian  sido  introdu- 
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<^idas  de  Chile  sin  el  correspondiente  manifiesto. — Llamado  á 
declarar  el  introductor  D.  Carlos  B.  Patino  espnso  que  no 
había  pedido  el  despacho  porque  el  manifiesto  se  habia  estra- 
Tiado. 

£1  Administrador  de  Rentas  condenó  al  introductor  al  pago 
de  una  multa  igual  al  doble  de  los  derechos.  Llevado  el  asunto 
al  Juzgado  de  Sección,  Patino  agregó  que  en  la  relación  hecha 
por  la  Aduana,  de  las  mercaderias,  habia  errores  materiales, 
pues  se  aumentaban  varias  partidas  á  las  mercaderías  introdu- 
cidas. 

£1  Juzgado  de  Sección  confirmó  la  resolución  administrativa 
con  declaración  de  que  el  interesado  podía  reclamar  ante  el 
Administrador  de  rentas  por  los  errores  alegados. 

Con  estos  antecedentes  Patino  ocurrió  al  juzgado  esponiendo 
que  ejecutoriada  la  resolución  del  Juez,  afianzó  los  derechos 
y  pidió  se  le  entregasen  las  mercaderías;  que  el  administrador 
así  lo  resolvió,  debiendo  hacerse  la  entrega  con  arreglo  a  la  nota 
sobre  la  que  se  le  habían  cobrado  los  dobles  derechos ;  que  al 
efectuarse  la  entrega  faltaron  las  mercaderías  que  detalla ;  que 
no  siendo  justo  que  se  le  imponga  penas  por  especies  no  recibi- 
das, pedia  al  Juzgado  ordenara  al  administrador  que  le  entre- 
gase las  mercaderías  reclamadas  bajo  apercibimiento. 

Corrida  vista  al  Procurador  Fiscal,  este  dijo  que  de  confor- 
midad á  lo  dispuesto  en  el  artículo  290  de  las  Ordenanzas  de 
Aduana,  debía  ordenarse  al  solicitante  ocurrir  donde  corres- 
pondía. 

Ffill»  del  Jíaes  de  Seeel»ii. 

Mendoza,  Noviembre  5  de  1877. 

Vista  la  solicitud  de  f . . .  con  lo  espuesto  por  el  Procurador 
Fiscal  y 
Considerando:  Que  ya  sea  que  4eba  regir  el  oaso  en  ems^ 
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tion  el  artículo  190  de  las  Ordeaanzas,  que  iavoca  aquel  fiin« 
cionario,  ya  el  194  de  las  mismas,  importando  la  solicitud  del 
ocurrente  una  verdadera  demanda  contra  la  Aduana,  el  Juzga- 
do debe  abstenerse  de  conocer  de  ella,  por  cuanto  esta  última 
carece  de  personería  jurídica  para  ser  demandada  sin  el  asenti- 
miento del  Gobierno,  y  por  cuanto  el  demandado  no  afirma 
l<i  efectiva  introducción  por  su  parte  de  las  mercaderías  cnja 
entrega  reclama,  refiriéndose  simplemente  al  resultado  de  la 
relación  firmada  por  la  Aduana,  respecto  de  la  cual  antes  mani- 
festó que  adolecia  de  errores  materiales,  que  lo  perjudicaban, 
aumentando  én  varias  partidas  las  mercaderías  introducidas,  y 
el  Juzgado  lo  remitió  en  tal  reclamación  á  la  resolución  de  la 
misma  administración,  según  todo  resulta  de  la  sentencia  que 
en  copia  ha  acompañado  á  f.  3. 

Por  tanto,  no  ha  lugar  á  la  espresada  solicitud  de  f .  4,  y 
satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos  archívense  estas 
diligencias. 

C.  L,  de  la  Torre. 


Fallo  de  ln  Sapremn  Corte* 

Buenos  Aires,  Junio  15  de  1878. 

Vistos :  versando  la  demanda  interpuesta  por  D.  Carlos  Pa- 
tino ante  el  Juzgado  de  Sección,  sobre  mercaderías  que  se 
dicen  perdidas  ó  hurtadas  de  los  almacenes  generales  de  la 
Aduana  de  Mendoza ;  y  estando  dispuesto  por  el  artículo  dos- 
cientos noventa  de  las  Ordenanzas  para  el  régimen  de  las 
Aduanas  de  la  República,  que  las  reclamaciones  de  esta  clase, 
deben  iniciarse  ante  el  Administrador,  presentándose  los  con- 
signatarios ó  dueños  de  ellas,  por  escrito  y  acompañando  la 
cuenta  de  9U  valor,  bajo  las  bases  que  para  su  determinación 
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fija  el  artícalo  doscientos  ochenta  y  nueve  de  las  mismas 
Ordenanzas,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja  nueve  vuelta, 
y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los 
autos. 

J.  B.  GOROSTIAGA — J.   DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGUIZAMON. — ULADISLAO  FRÍAS. 


CAUSA     lilX. 


Don  José  Pagano,  con  Don  Federico  Moreno,  sobre  nulidad 

de  un  laudo  arbitral. 


Sumario. — 1®  No  hay  ley  ni  principio  de  derecho  que  es- 
tablezca la  nulidad  de  un  laudo  arbitral  por  el  hecho  solo  de 
su  presentación  al  juez  ordinario  para  la  notificación  y  demás 
efectos,  fuera  del  término  asignado  para  laudar,  cuando  consta 
que  los  arbitros  han  dado  fin  á  su  cometido  dentro  de  él. 

2**  Los  jueces,  aun  en  materia  de  procedimientos,  no  pueden 
declarar  otras  nulidades  que  las  espresamente  establecidas  por 
la  ley. 

3^  Para  la  validez  de  un  laudo  arbitral  dictado  dentro  del 
término  asignado,  basta  que  haya  acuerdo  de  todos  los  arbi- 
tros. 
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C(iso. — En  los  autos  seguidos  por  Don  José  Pagano,  contra 
Don  Federico  Moreno,  por  cobro  de  pesos,  procedentes  de  loca- 
ción de  servicios,  el  Juez  de  Sección  de  San  Juan  falló  que  las 
obras  ejecutadas  por  el  actor  debian  ser  estimadas  por  pe- 
ritos arbitradores  nombrados  por  las  partes  con  arreglo  á 
derecho,  comprendiéndose  en  la  estimación  el  valor  de  las  ma- 
deras empleadas  para  descontarse  de  los  valores  recibidos  á 
cuenta. 

Confirmada  esta  sentencia  por  fallo  de  la  Suprema  Corte,  de 
fecha  3  de  Agosto  de  1875  y  devueltos  los  autos,  las  partes  fue- 
ron llamadas  á  juicio  verbal  en  el  que  designaron  los  puntos, 
materia  del  arbitramiento,  declarando  en  la  base  5'  que  los  ar- 
bitros procederían  á  la  tasación,  adoptando  para  ello  el  pro- 
cedimiento, orden  y  forma  que  tuviesen  por  mas  conveniente, 
consultando  la  facilidad  y  claridad  posibles  en  la  operación. 

En  consecuencia  de  lo  convenido  en  esta  acta,  el  Juez  por 
delegación  de  las  partes,  nombró  en  calidad  de  peritos  arbitra- 
dores para.la  tasación  de  las  obras  á  D.  Diego  Bocera,  D.  Na- 
poleón Burgoa  y  D.  Desiderio  Bravo,  señalándoles  para  espe- 
dirse el  término  de  cuarenta  dias,  que  fué  después  prorogado 
hasta  el  vencimiento  del  feriado  de  1875,  quedando  habilita-' 
dos  los  dias  necesarios . 

•  La  operación  de  los  peritos  fué  presentada  con  fecha  8  de 
Enero  de  1876,  llevando  la  fecha  de  4  de  Enero,  y  una  nota 
suscrita  por  Bravo  y  Rocera  fecha  8  de  Enero,  espresando  que 
no  les  habia  sido  posible  entregar  la  operación  en  la  fecha  ar- 
riba indicada  por  no  haber  estado  suscrita  por  Burgoa,  y  haber 
estado  este  accidentalmente  en  el  campo,  en  cuya  casa  estaba 
el  espediente  encerrado. 

El  Juzgado  mandó  hacer  saber  á  las  partes  el  laudo,  teniendo 
por  aprobada  la  operación  arbitral,  sin  perjuicio  de  lo  que  hu- 
biere lugar  por  derecho. 
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Notificadas  las  partes,  la  de  Pagano  interpuso  recurso  de 
nulidad  fundado  en  que,  habiéndose  prorrogado  el  término  á  los 
peritos  solo  hasta  el  fin  del  feriado  que  es  el  6  de  Enero  y  espe* 
didose  estos  el  8,  lo  hablan  hecho  cuando  su  cometido  había  ya 
caducado. 

Corrido  traslado,  D.  Federico  Moreno  contestó  que  no  pro- 
cedía el  recurso  entablado  porque  los  arbitros  se  hablan  espe- 
dido dentro  del  término ;  que  la  pericia  está  firmada  con  fecha 
4  de  Enero,  y  no  habiéndose  argüido  de  falso  ese  documento 
tiene  que  aceptarse  la  fecha  que  lleva,  que  el  error  del  contra- 
rio consiste  en  creer  que  la  fecha  de  una  sentencia  arbitral  es  la 
en  que  el  Juez  la  manda  hacer  saber,«olYÍdando  que  los  artícu- 
los 41  y  561  de  la  ley  de  procedimientos  de  la  Provincia  solo 
exigen  que  el  laudo  sea  pronunciado  dentro  del  término  acor- 
dado para  ello. 

En  este  estado  pasaron  los  autos  al  Juzgado  Federal  de 
Mendoza  por  recusación  del  de  la  causa.   « 

Fall#  del  Jíues  Seccional 

Mendoza,  Jalio  37  de  1877. 

Vistos  estos  autos  seguidos  entre  Don  José  Pagano  y  Don 
Federico  Moreno,  venidos  ante  este  Juzgado  por  implicancia 
del  señor  Juez  de  Sección  de  San  Juan^  sobre  nulidad  de  la 
decisión  de  los  peritos  arbitradores  nombrados  para  la  tasación 
délos  trabajos  de  albanilería  practicados  por  el  primero  al  se- 
gundo, áque  se  refiere  la  sentencia  ejecutoriada  de  foja  97  y 
confirmada  á  foja  162. 

Besulta  de  ellos,  que  en  ejecución  de  la  referida  sentencia  por 
la  cual  se  ordenaba  el  abono  por  la  parte  de  Moreno  á  la  de  Pa- 
gano de  los  trabajos  que  esta  cobraba  á  justa  tasación  practi- 
cada por  peritos  arbitradores,  los  interesados  defirieron  al  señor 
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Juez  de  la  causa  el  nombramiento  de  dichos  peritos,  j  este  lo 
llevó  á  cabo  en  las  personas  que  se  designan  por  el  proveído  de 
f .  .asignándoles  el  término  de  cuarenta  días  para  su  espedid on; 
que  posteriormente  y  á  solicitud  de  los  mismos  arbitros  dicho 
término  les  fué  prorogado  por  decreto  de  primero  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco  hasta  el  vencimiento  del 
feriado  de  los  Tribunales,  correspondiente  á  ese  año;  que  con  fe- 
cha ocho  de  Enero  siguiente  presentan  los  arbitros  su  decisión 
al  escribano  de  la  causa,  datada  en  cuatro  del  mismo  mes  y 
suscrita  por  todos  ellos,  pero  con  una  nota  al  pié  de  la  primera 
fecha,  en  que  espresan  no  haberles  sido  posible  presentar  su 
operación  en  el  dia  en  qu^  aparece  ella  dotada,  por  no  haber 
estado  suscrita  por  uno  de  ellos,  que  se  habla  hallado  acciden- 
talmente ausente  de  la  ciudad,  y  en  cuya  casa  se  [encontraba 
el  espediente  encerrado. 

Que  mandada  hacer  saber  á  las  partes  la  operación,  la  de 
Pagano  interpone  contra  ella  recurso  de  nulidad,  fundándolo 
en  que  el  dia  ocho  de  Enero  los  arbitros  hablan  ya  terminado 
su  mandato  y  que  por  consiguiente  no  hablan  podido  proceder 
válidamente  á  acto  alguno  relativo  á  él. 

La  de  Moreno  contesta  esponiendo  que  el  laudo  ha  sido  pro- 
nunciado á  tiempo  y  que  el  hecho  de  su  presentación  fuera  de 
él,  no  obsta  á  su  validez. 

Y  considerando  : 

1®  Que  no  hay  ley  alguna  ni  principio  de  derecho  que  esta- 
blezca la  nulidad  de  los  laudos  arbitrales  por  el  hecho  solo  de 
su  presentación  al  Juez  ordinario  para  la  notificación  y  demás 
efectos,  fuera  del  término  asignado  á  los  arbitros  para  laudar, 
cuando  consta  que  han  dado  fin  á  su  cometido  dentro  de  él. 

2^  Que  es  una  disposición  legal  aplicable  á  todos  los  actos 
jurídicos,  y  consecuentemente  á  las  reglas  de  los  procedimien- 
tos judiciales,  que  los  jueces  no  pueden  declarar  otras  nulidades 
que  las  eapresamente  establecidas  por  la  ley. 
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3®  Que  el  ocurrente  no  ha  espresado  en  parte  alguna  que  el* 
perito  al  cual  se  refiere  la  nota  puesta  al  pié  del  pronunciamiento 
de  foja  162,  haya  suscrito  este  fuera  del  término. para  laudar, 
y  resulta  por  el  contrario  del  escrito  de  recusación  de  foja  227 
implícitamente  aceptado  por  su  parte  el  hecho  de  que  el  laudo 
fué  suscrito  por  los  arbitros  dentro  de  aquel  término. 

4°  Que  del  informe  de  los  peritos,  corriente  á  foja  170  vuelta, 
espedido  con  anterioridad  á  la  interposición  del  recurso  de  nu- 
lidad, se  deduce  que  todos  han  intervenido  en  la  ejecución  del 
mandato  y  concurrido  á  las  operaciones  consiguientes  á  él,  lo 
cual  presupone  igualmente  que  previo  acuerdo  de  todos  ellos 
ha  sido  dictada  la  resolución,  bastando  ello  para  la  validez  de 
esta^  según  la  ley  4%  título  26,  parte  3^,  de  suerte  que  aun 
prescindiendo  de  sí  el  perito  á  que  se  refiere  el  considerando 
anterior  firmó  ó  no  á  tiempo  el  laudo,  este  siempre  sería  válido. 

Por  estos  fundamentos  declaro  no  haber  lugar  al  recuro  de 
nulidad  interpuesto,  sin  especial  condenación  en  costas.  Be- 
póngase  el  papel;  notifíquese  con  el  orijinal:  y,  ejecutoriada 
que  sea  la  presente  resolución,  devuélvanse  los  autos  al  Juz- 
gado de  su  radicación. 

C.  de  la  Torre. 

La  parte  de  Pagano  apeló 

Fullo  de  la  Supremn  Corte* 

Buenos  Aires,  Julio  4  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  doscientos  veinte  y  seis  vuelta;  satisfechas  las 
de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ.— 
S.  H.  LASPIUR.  — O.  LEGUIZAMON. — 
ULADISLAO  FRUS. 
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2^  Porque  el  Juez  de  Provincia  era  incompetente  tanto  por 
razón  de  las  personas  como  por  razón  de  la  materia. 

3"*  Porque  al  establecer  la  balsa  procedió  con  autorización 
de  la  Municipalidad  que  es  la  autoridad  competente,  por  lo  que 
no  puede  decirse  que  cometió  un  acto  ilícito. 

Corrido  traslado,  el  Dr.  D.  Faustino  Alsina  por  San  Martio, 
contestando,  pidió  se  rechazara  con  costas  la  demanda. 

Dijo  que  el  derecho  que  ejercitaba  Rousse  no  era  originario 
suyo,  sino  que  según  él  mismo,  se  lo  habia  cedido  la  Municipa- 
Udad  del  Baradero,  y  entonces,  según  el  art.  8'^  de  la  ley  na- 
cional, no  correspondía  el  caso  á  la  jurisdicción  nacional  sino 
á  la  Provincial  que  ha  conocido  y  fallado  en  él.  Que  aun  en 
el  caso  de  corresponder  el  asunto  á  la  jurisdicción  nacional  por 
razón  de  las  personas,  la  provincial  ha  sido  tácitamente  pro- 
rogada  puesto  que  no  se  dedujo  la  correspondiente  excepción 
de  incompetencia  dentro  del  término  legal;  qne  recien  al  mes 
y  medio  de  notificado  á  Rousse  la  sentencia  del  Juez  de  Pro- 
vincia ocurrió  al  de  Sección,  cuando  el  término  es  de  9  dias. 
Que  de  todos  modos,  el  término  de  60  dias  marcado  por  la 
ley  %  tít.  17,  lib.  4^  R.  C.  para  deducir  nulidad  de  la  sentencia 
del  Juez  Provincial,  estaba  vencido  cuando  Rousse  ocurrió  al 
Juez  de  Sección,  por  lo  que  esa  sentencia  estaba  proscripta. 

Fallo  del  JTueaB  de  Seeeloii* 

.    Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1877. 

T  vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Bernardo  Rousse  contra 
D.  Hermenejildo  San  Martin  sobre  nulidad  de  una  sentencia 
sobre  despojo,  y 

Considerando:  1°  Que  por  repetidas  decisiones  de  la  Supre- 
ma Corte  se  halla  resuelto  que  las  resoluciones  de  los  Tribu- 
nales Provinciales  declinando  ó  aceptando  la  jurisdicción  de 
los  Tribunales  Nacionales  en  casos  dados,  no  autorizan  á  estos 
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Últimos  para  conocer,  ni  los  eximen  de  f andar  sn  con\peteneia, 
como  en  el  caso  presente,  en  atención  á  qne  esta  no  es  pro* 
rogable  á  cosas  y  personas  ajenas  á  ella,  como  sucede  en  el 
caso  ocurrente,*  en  qne  la  jurisdicción  que  se  iuTOca  por  razón 
de  las  personas  es  concurrente. 

2''  Que  iniciado  el  juicio  de  despojo  ante  los  Tribunales 
Provinciales  de  San  Nicolás  de  los  Arroyos,  se  ha  tramitado 
de  conformidad  &  las  Leyes  Provinciales  que  no  dan  audiencia 
al  despojante  hasta  pronunciada  la  sentencia,  por  lo  que  este 
hecho,  por  si  solo,  no  constituye  causa  de  nulidad  ni  menos 
deja  de  haber  el  juicio  de  su  referencia. 

3®  Que  aunque  la  excepción  de  incompetencia  puede  dedu- 
cirse  directamente  ante  el  Juez  que  se  cree  incompetente,  6 
indirectamente  ante  el  que  se  considera  competente,  ese  recurso 
debe  ser  deducido  dentro  el  término  que  le  corresponde  como 
&  una  de  las  excepciones  dilatorias  y  en  el  caso  ocurrente  consta 
que  la  sentencia  de  despojo  del  Juez  de  San  Nicolás  fué  noti- 
iicada  al  Sr.  Rousse  el  30  de  Setiembre  sin  que  dedujera  la 
excepción  de  incompetencia  ante  el  enunciado  Juez,  ni  lo  de- 
dujo ante  este  Juzgado  iin6  con  fecha  29  de  Octubre,  fuera, 
por  consiguiente  del  término  en  que  pudo  y  debió  ejercitar  su 
derecho. 

4''  Que  por  esta  circunstancia«  y  no  siendo  un  caso  de  ju- 
risdicción pivativa,  pudo  y  debió  entender  en  él  el  Juez  de  la 
Provincia  ante  quien  se  hallaba  radicado  (art.  14  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento)  sin  que  obste  la  protesta  ó  protestas  hechas 
ante  el  escribano  público  del  Baradero  de  f .  68,  desconociendo 
la  jurisdicción  del  Juez  Provincial,  tanto  porque  esta  protesta 
se  refiere  á  la  ejecución  de  la  sentencia,  y  no  á  la  sentencia 
misma,  como  porque  no  se  aducen  en  ella  razones  algunas  que 
justifiquen  la  imposibilidad  y  fuerza  del  protestante  para  ejer- 
citar su  derecho  en  la  forma  espresa^a  en  el  precedente  con- 
siderando. 

T.  XI.  14 
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Por  estas  consideraciones,  fallo,  declarando  que  este  Juzgado 
es  incompetente  para  conocer  en  la  presente  causa.  Hágase 
saber  orijinal  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarraem. 


Fallo  de  la  8apram«  Corte* 

Baenos  Aires,  Jalío  6  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  ciento  cuarenta  y  dos,  y  satisfechas  estas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOBOSTUGÁ.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGUUAMON.  —  ULADISLAO  FBUS. 
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CAUSA     I^XI 


D.  Lorenzo  Fació  contra  D.  Domingo  Yparraguirre,  sobre 

cumplimiento  de  un  contrato 


Sumario.  —  Cuando  en  un  contrato  de  venta  de  un  bien  raiz 
el  vendedor  se  obliga  á  entregar  una  área  determinada  6  á  pagar 
lo  que  falte  en  relación  al  todo,  el  comprador  conserva  espedita 
su  acción,  si  resultase  no  haber  recibido  el  todo. 


Caso.  —  En  Julio  de  i874  D.  Domingo  Yparraguirre  vendió 
á  D.  Lorenzo  Facie  un  terreno  en  el  pueblo  de  San  Fernando, 
compuesto  de  26  '/s  varas  de  frente  por  50  de  fondo,  agregán- 
dose esta  cláusula  en  la  escritura :  c  no  solamente  vende  en  su 
c  fondo  las  50  varas  sino  también  las  demás  que  resultare,  en 
€  la  inteligencia  de  que  si  el  terreno  en  su  fondo  tuviese  menos 
c^de  70  varas,  se  obliga  á  abonar  al  comprador  el  precio  de  ca- 
c  da  vara  cuadrada  con  arreglo  al  total  de  la  venta,  de  la  área 
c  que  resultase  de  menos,  con  lo  que  está  conforme  D.  Lorenzo 
€  Facie.  »  La  venta  se  hizo  por  la  suma  de  35,000  $  m/^. 

Con  este  documento  se  presentó  D.  José  H.  Buti  por  Facie 
ante  el  Juzgado  de  Sección  esponiendo:  que  su  representado 
acababa  de  concluir  un  edificio  en  el  terreno  comprado,  j  al  ir 
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á  cercar  el  fondo,  el  lindero  D.  Ramón  Crnz  se  habia  opuesto  á 
que  tomase  el  fondo  de  las  70  varas,  diciendo  que  con  arreglo  i 
8DS  títulos  que  exhibió,  solo  tenia  el  terreno  de  Facie  50  Taras. 
Que  faltándole  en  el  fondo  20  varas,  qne  con  relación  al  todo 
importan  10,000  $  m/^.,  interponía  demanda  por  esa  suma  con- 
tra el  vendedor  D.  Domingo  Tparraguírre,  y  pedia  fuese  con- 
denado á  su  abono,  según  el  contrato. 

Justificada  la  jurisdicción  nacional  por  la  distinta  nacionali- 
dad de  las  partes,  D.  Miguel  Barcos  por  D.  Domingo  Yparra- 
guirre  contestando  pidió  se  reghazara  la  demanda  con  espresa 
condenación  en  costas. 

Dijo  que  á  Facie  le  constaba  que  el  terreno  vendido  tenia  de 
fondo  la  cantidad  de  varas  que  espresa  la  escritura  primitiva, 
que  en  testimonio  pasó  á  sus  manos,  como  lo  dice  la  que  había 
presentado ;  que  al  estenderse  la  transferencia  se  vio  que  en  la 
hijuela  por  la  cual  Tparragnirre  habia  adquirido  la  propiedad, 
se  habia  cometido  un  error,  poniendo  al  terreno  50  varas  en  vez 
de  75  de  fondo ;  pero  que  como  Facie  estaba  apurado  por  llevar 
adelante  su  edificio,  se  tomó  como  un  medio  de  subsanar  el 
error  consignando  en  la  escritura  la  cláusula  trascripta,  limi- 
tando la  garantía  á  70  varas. 

Que  Facie,  satisfecho  con  esa  condición  se  recibió  del  terre- 
no sin  que  nada  le  faltara  en  la  estension,  deslindado  por  una 
línea  de  cerco  de  palos  y  saúcos,  que  hecho  el  edificio  y  des- 
truido ese  cerco  para  levantar  una  pared,  el  vecino  se  lo  impidió 
y  Facie  sin  defender  su  propiedad,  sin  senteiicia  alguna  de  Juez 
competente  y  sin  solicitar  siquiera  el  amparo  de  la  posesión,  s^ 
dejó  despojar  para  en  seguida  demandar  la  parte  del  precio ; 
que  este  proceder  del  comprador  le  quita  todo  derecho  para  re- 
clamar, pues  que  de  otro  modo  la  favoreceria  su  negligencia  ó 
su  confabulación  con  el  vecino  para  perjudicar  al  vendedor. 

Que  por  otra  parte,  hay  que  tomar  en  consideración  que  cuan- 
do Facie  compró  el  terreno,  habia  en  él  una  casita  y  ademas 
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estaba  cercado,  y  el  precio  de  35,000  $  se  estableció  por  el  ter- 
reno y  todo  lo  que  en  ^1  existia. 

Que  en  el  demandante  hay  mala  íé,  al  no  presentar  el  título 
completo,  habiéndose  desglosado  la  información  que  se  le  en- 
tregó y  el  título  primitiTO  en  que  está  espresada  la  verdadera 
ostensión  del  terreno  vendido. 

Con  la  prueba  producida  se  dictó  este 


Fallo    del  JTuem  de   Seeelen 

Buenos  Aires,  Noviembre  3  de  1877. 

Y  vistos:  estos  autos  iniciados  por  D.  Lorenzo  Fascie  contra 
D.  Domingo  Yparraguirre  por  cobro  de  cantidad  de  pesos  pro- 
cedente del  cumplimiento  de  una  cláusula  agregada  al  contrato 
de  compra  venta  de  una  propiedad  raiz  en  el  pueblo  de  San 
Fernando,  de  los  que  resulta :  que  D.  Domingo  Yparraguirre 
vendió  á  D.  Lorenzo  Fascie  una  casa  por  la  cantidad  de  treinta 
y  cinco  mil  pesos  moneda  corriente,  agregándose  la  cláusula  si- 
guiente :  «  si  el  terreno  en  su  fondo  tuviese  menos  de  setenta 
varas ....  se  obliga  á  abonar  al  comprador  el  precio  de  cada 
vara  cuadrada,  con  arreglo  al  total  de  esta  venta  de  la  área  que 
resulta  de  menos  »  ;  que  en  la  misma  escritura,  que  contiene  es- 
ta cláusula,  se  hace  referencia  á  que  la  área  del  terreno  vendi- 
do está  determinada  por  veinte  y  seis  y  media  varas  de  frente  y 
cincuenta  de  fondo,  y  que  se  ha  tenido  á  la  vista  la  cuenta  de 
división  y  partición  de  bienes  de  la  testamentaría  de  D.  Zaca- 
rías Yparraguirre  y  D*  Josefa  Olivera  de  Yparraguirre  y  un 
espediente  de  información  seguido  por  D.  Miguel  Barcos,  en  el 
que  se  ha  acreditado  la  quieta  y  tranquila  posesión,  por  mas  de 
treinta  años  del  terreno  mencionado ; 

Que  demandado  Yparraguirre  para  la  devolución  de  diez  mil 
pesos  moneda  corriente,  como  importe  de  quinientas  treinta 
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▼aras  cuadradas  que  asevera  faltar  en  el  fondo  del  terreno  ren- 
dido, contestó  este  asegurando  que  al  recibirse  Fascie,  estaba 
el  terreno  completo  en  su  fondo  de  setenta  Taras  comprendido 
en  cercos  existentes,  7  que  si  faltasen  algunas  raras  seria  por- 
que Fascie  se  los  había  dejado  arrebatar  sin  derecho,  por  sus 
vecinos ; 

Que  recibida  la  causa  á  prueba  sobre  los  dos  artículos  que 
contiene  el  auto  de  f .  38  la  demanda  ha  presentado  las  posicio- 
nes absueltas  por  Yparraguirre  á  f .  62,  las  declaraciones  de  los 
testigos  Benito  Tenes,  f .  85,  Francisco  Guimaraens,  f .  86,  Coas> 
tancio  Binaldi,  f .  87,  y  Ramón  Cruz,  f .  88,  é  informe  del  Presi- 
dente de  la  Municipalidad  corriente  á  f.  117  y  la  defensa,  las 
posiciones  absueltas  por  Fascie,  f.  42,  testigos  de  f.  94  áil2  é 
informe  de  f.  i23. 

Considerando:  1^  Que  los  antecedentes  antes  mencionados 
comprueban  que  el  comprador,  al  tiempo  del  contrato,  conocia 
que  los  títulos  de  que  procedía  el  derecho  de  su  causante,  no 
daban  al  terreno  vendido  mas  fondo  que  cincuenta  varas,  y  que 
con  respecto  á  las  veinte  mas,  que  comprende  la  venta,  no  podia 
oponer  á  las  pretensiones  de  sus  colindantes  mas  derecho  que  el 
que  resultase  de  la  pacífica  posesión  por  mas  de  treinta  anos, 
comprobada  por  el  espediente  de  información  á  que  se  refiere  la 
escritura. 

2^  Que  la  cláusula  transcrita  no  importa  otra  cosa  que  la  es- 
tipulación de  eviccion,  limitada  á  la  devolución  de  la  parte  del 
precio  correspondiente  á  la  disminución  que  pudiese  sufrir  el 
terreno  vendido,  estipulación  que,,  por  las  consideraciones  que 
se  dejan  espuestas  es  indispensable  para  conservar  sus  derechos 
el  comprador,  atenta  la  dispocision  del  artículo  18,  título  De 
la  Evieeüm,  Código  Civil. 

3^  Que  dirijiéndose  la  acción  del  demandante  á  obtener  la  in- 
demnización estipulada,  es  ineficaz  si  no  está  preparada  de  ante 
mano  por  él  ejercicio  de  la  acción  principal  contra  el  vendedor ; 


que  esta  qoe  se  dirije  á  obtener  del  enagenante  la  coBsenraeion 
del  geee  traaqvilo  del  adquirente  artlcnlo  2^. 

4"  Que  según  resnlta  de  la  propia  confesión  del  demandante 
al  absolver  la  tercera  posición  del  pliego  def.  42*  ninguno  de  los 
demandantes  le  ha  moTido  pleito  sobre  el  fondo  en  cuestión,  li- 
mitándose D.  Bamon  Cruz  á  reclamar  extra-judicialmente  contra 
la  continuación  de  la  pared  divisoria  mas  allá  de  las  50  varas : 
reclamo  á  que  voluntariamente  defirió  el  comprador,  sin  justí- 
ficu:  debidamente  la  falta  de  oposicioq»  punto  que  hace  inútil  la 
citación  del  vendedor  como  lo  previene  el  articulo  23,  paca  con- 
servar  sus  derechos  al  comprador. 

5®  Que  la  eviccion  comprende  dos  obligaciones  diferente^,  pe- 
ro que  la  una  es  solo  la  consecuencia  del  no  cumplimiento  de  la 
otra  (artículo  19,  Código  CivU,  Troplong,  párrafo  434). 

Por  estos  fundamentos  fallo  declarando  al  demandado  D.  Do- 
mingo Yparraguirre  libre  de  la  precedente  demanda  entablada 
contra  él  por  D.  Lorenzo  Fascie  por  cobro  de  diez  mil  pesos 
moneda  corriente,  como  indemnización  estipulada  en  la  escritura 
de  venta  de  f .  1*  pero  quedando  á  salvo  sus  derechos  para  obli- 
gar al  vendedor  á  mantenerlo  en  el  goce  tranquilo  de  su  pro- 
piedad, sin  especial  condenación  en  costas.  Hágase  saber  y 
repóngase  los  sellos. 

Andrés  Ugarríxa. 

Fallo   de    1»  Saprema  Corte 

Buenos  Aires,  Jalio  6  de  1878. 

Vistos  7  considerando :  Primero.  Que  por  la  escritura  públi- 
ca de  fojas  una  á  cinco,  el  vendedor  se  obligó  á  entregar  setenta 
varas  de  fondo  del  terreno  vendido,  ó  en  su  defecto  á  abonar 
al  comprador  el  precio  de  cada  vara  cuadrada  que  resultase  de 
menos  con  arreglo  al  total  de  la  venta. 
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Segundo.  Qae  no  consta  de  los  autos  qne  el  oomprador  Don 
Lorenzo  Fascie  haya  entrado  realmente  en  posesión  de  las  refe« 
tidas  setenta  raras. 

Por  estas  consideraciones  se  revoca  el  anto  apelado  de  foja 
ciento  setenta  7  tres,  j  se  declara  que  Don  Domingo  Yparra- 
gnirre  está  obligado  á  entregar  á  Don  Lorenzo  Fascie,  además 
de  las  cincuenta  varas  qne  constan  de  su  hijuela,  las  veinte  que 
garantió  en  la  escritura  de  venta ;  7  de  no  hacerlo,  abonar  el 
precio  del  área  que  resulta  de  menos  con  arreglo  4  los  términos 
del  contrato.  Satisfechas  las  costas  de  la  instancia  7  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTUGA.—  J.  DOnif- 
GUEZ.  —  O.  LEGmZAMOlf.  — 
ULÁDISLAO  frías. 
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CAUSA    liXII. 


D.  Santiago  Martínez  contra  D.  Tomás  Nocetti,  por  cobro 

de  perjuicios 


Sumario.  —  1^  Una  acción  fundada  en  la  toma  de  posesión 
violenta  de  un  vapor  y  en  perjuicios  ocasionados  por  ella,  para 
-der  aceptada,  deben  probarse  los  dos  hechos  alegados. 

2^  No  resultando  que  la  demanda  es  temeraria,  el  actor  no 
debe  ser  condenado  en  costas. 


Caso.  —  En  Mayo  de  1877  D.  Santiago  Martínez  espaso  ante 
el  Juez  de  Sección  en  Buenos  Aires ;  que  algunos  meses  antes 
habia  sido  nombrado  depositario  del  vapor  Taraguy,  pertene- 
ciente á  la  sociedad  «Navegación  á  Vapor  del  Rio  de  la  Plata»; 
que  á  fines  de  Abril  habiendo  comprado  el  vapor  D.  Tomás 
Nocetti  tomó  posesión  de  él  violentamente  sin  permitir  al  espo- 
nente  hacer  la  entrega  bajo  inventario  ni  sacar  los  objetos  de 
su  propiedad  que  tenia  á  bordo,  de  donde  se  le  arrojó  al  agua. 

Que  siendo  responsable  el  comprador  Nocetti  de  los  objetos 
que  se  le  retuvieron  á  bordo  cuya  lista  acompaña  con  un  valor 
de  69.95B  $  m/c.  entablaba  contra  él  formal  demanda  por  la 
rama  espresada  y  las  costas. 
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Corrido  traslado,  Nocetti  contestó  pidiendo  el  rechazo  de  la 
demanda  con  espresa  condenación  en  costas. 

Dijo  que  era  falso  qne  la  posesión  del  buqne  se  hubiera  to- 
mado violentamente,  pnes  ella  habia  sido  ordenada  por  el  Juez 
de  Comercio  qne  conocía  del  concurso  formado  á  la  compañía  j 
dada  por  el  Snb-Delegado  del  Tigre;  qne  al  onmpUrse  la  orden 
MvBtinez  pretendió  hacer  oposición  y  el  Sub-Delegado  le  mani- 
festó qne  tenia  qne  cumplir  la  orden  recibida,  pero  que  podia  ir 
á  bordo  para  que  se  hiciera  inventario,  á  lo  que  Martines  se 
negó ;  que  á  la  noche  fué  á  bordo  y  no  estando  el  capitán  se  le 
dijo  que  se  retirase,  que  entonces  Martínez  quiso  interponer 
quejas  pero  no  se  le  oyó,  porque  no  era  hora  de  oficina  y  sobre 
todo  porque  estaba  ebrio. 

Que  al  dia  siguiente,  notando  el  capitán  que  faltaban  las  lla- 
ves de  la  Comisaría  y  otro  cuarto  que  estaban  cerrados,  fué 
llamado  Martínez  y  entregó  las  llaves  sin  querer  ir  á  bordo 
contestando  que  nada  tenia  en  el  buque. 

Que  aun  en  el  supuesto  de  que  Martínez  hubiese  dejado  al- 
gunos efectos  á  bordo  y  que  estos  hubiesen  sido  tomados  por 
los  marineros,  la  culpa  seria  de  él  solamente. 

Que  por  otra  parte  no  es  posible  que  Martínez  hubiese  tenido 
los  objetos  que  reclama,  siendo  como  era  un  simple  mozo  de 
cámara. 

Con  la  prueba  producida  se  dictó  este 

Falle  del  JTaea  de  9eeeleii« 

Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1877. 

Y  vistos  estos  autos,  iniciados  por  D.  Santiago  Martínez 
contra  D.  Tomás  Nocetti,  por  cobro  de  pesos  procedentes  de 
restitución  é  indemnización  de  objetos  y  valores  que  dice  el 
demandante  haberle  sido  sustraídos  por  los  que,  á  nombre  d^l 
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demandado,  tomaron  violentamente  y  sin  las  fófmalidade»  ne- 
cesarias, posesión  del  vapor  c  Taragny »,  á  cargo  del  deman- 
dante, y 

Considerando :  Qne  la  demanda  se  funda  en  la  posesión  vio- 
lenta, qne  dice  baber  tomado  el  comprador  del  referido  vapor, 
sin  qnerer  formalizar  inventario^  ni  permitir  qne  sacase  del 
bnqne  los  objetos  pertenecientes  á  su  equipaje;  qne  la  demanda 
ha  negado  estos  hechos,  aseverando  al  mismo  tiempo  qne  la 
posesión  fué  tomada  por  orden  del  Juez  que  conocía  del  con- 
curso de  la  compañía  á  vapor  Rio  de  la  Plata,  á  la  qne  perte- 
necía el  espresado  vapor  y  por  medio  de  la  sub-delegacion  de 
marina  del  Tigre,  &  cuya  autoridad  iba  dirijida  la  orden ;  que 
en  este  concepto,  la  cuestión  subjudice  es  meramente  de  hecho, 
dependiendo  su  resolución  de  la  prueba  que  debió  producir  el 
demandante,  sobre  los  hechos  aseverados,  á  saber:  despojo 
violento  y  pérdida  efectiva  de  los  objetos  que  contiene  la  nó- 
mina de  f.  1*;  que  en  cuanto  al  primer  punto  el  actor  no  ha 
presentado  prueba  alguna  conducente,  pues  los  testigos  que 
han  sido  examinados  á  su  instancia,  solo  se  refieren  al  mo- 
mento de  la  toma  de  posesión  del  capitán  Gastaldi,  sin  espre- 
sar si  procedía  en  virtud  de  órdenes  competentes,  y  en  cuanto 
al  segundo,  solo  hacen  referencias  vagas  sobre  objetos  que 
hablan  conocido  en  poder  de  Martínez  sin  poder  precisar  si 
se  encontraban  6  no  á  bordo,  cuando  se  tomó  posesión  del  bu- 
que por  el  encargado  de  Nocetti;  que  del  informe  de  f.  54, 
resulta,  por  el  contrario,  comprobado  que  la  orden  para  la 
toma  de  posesión  del  buque  procedió  de  autoridad  competente 
y  mandada  cumplir  por  la  Subdelegacion  del  Tigre,  á  quien 
iba  dirijida,  y  que  ante  ella  hizo  sus  observaciones  el  deman- 
dante, que  siendo  invitado  á  presenciar  la  operación,  se  negó 
á  hacerlo:  que  procediendo  Nocetti  en  su  derecho  legítimo  y 
con  las  formalidades  requeridas,  no  pueden  serle  imputables  los 
perjuicios,  que  hubiese  esperimentado  Martínez,  mucho  menos 
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cuando  este  renanció  á  preseneiar  la  operación  de  toma  de  po- 
sesión 7  no  ha  comproimdo  que  hubiese  sufrido  pérdidas,  ni 
que  estas  procedan  de  culpa  de  Nocetti  6  de  sus  ajentes;  por 
estos  fundamentos  fallo  absoMendo  á  D.  Tomás  Nocetti  de  la 
demanda  que  contra  él  ha  interpuesto  D.  Santiago  Martínez  por 
cobro  del  importe  de  la  cuenta  de  f.  i*  sin  especial  condenación 
en  costas,  hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  Vgarriza. 

Las  dos  partes  apelaron:  la  del  demandante  en  el  fondo  del 
asunto,  7  la  del  demandado  por  cuanto  no  se  habia  condenado 
en  costas  á  aquel. 

FmIIo   de  I»  Saprema  Carte« 

Buenos  Aires,  Julio  11  de  1878. 

Vistos,  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  once,  sin  hacerse  lugar  á  la  condena- 
ción de  las  causadas  en  primera  instancia  por  ns>  considerarse 
temeraria  la  demanda.  Satisfechas  las  costas  7  repuestos  los  se- 
llos, deyuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 
O.  LEGnZAMOn.  —  ULADISLAO  FRUS. 
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CAUSA    I.XIII« 


D.  Ádan  Stvori  y  C,  contra  D.  Antonio  Lanfranco^ 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  No  es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte,  la 
sentencia  de  un  Juez  de  Sección  recaída  en  recurso  de  rescisión, 
cuando  la  causa  es  de  menor  cuantía. 


Caso.  —  En  una  causa  seguida  ante  el  Juzgado  de  Sección 
en  Buenos  Aires  por  D.  Adán  Sivori  y  C*,  contra  D.  Santiago 
Lanfranqui  por  cobro  de  4,958  pesos  moneda  corriente,  el  Juez, 
en  rebeldía  del  demandado,  lo  condenó  al  pago. 

Este  dedujo  recurso  de  recision,  en  el  que  recayó  el  siguiente: 

Fallo  del  JTaes  da  Seeeloa. 

Buenos  Aires,  Febrero  9  de  1878. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Antonio  Lanfranco,  contra 
Sivori  y  G*,  por  rescisión  de  la  sentencia  de  f  •  i 4  pronunciada 
en  rebeldía,  alegando  que  no  se  ha  deducido  la  demanda  contra 
él,  que  se  llama  Antonio  Lanfranco  sino  contra  Santiago  Lan* 
franqui  y  considerando : 

1^  Que  aunque  para  la  validez  del  procedimiento,  es  necesa- 
rio determinar  el  nombre  del  demandado,  tal  designación  tiene 
solo  por  objeto  de  indiridnalizar  la  persona  del  demandado,  de 
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manera  qae  no  pueda  confundirse  eon  otra,  como  se  comprueba 
por  el  hecho  autorizado  por  la  misma  ley  de  Enjniciamimto  en 
sn  artículo  65  de  que  puede  demandarse  á  personas  inciertas, 
7  en  el  caso  en  cuestión,  Lanfranco  ha  sido  indÍTÍdualizado, 
determinando  su  profesión,  domicilio  y  apellido,  con  mas  su 
condición  de  dueño  de  la  balandra  Serpiente ;  hechos  que  no 
han  sido  negados  y  que  no  dejan  duda  de  que  el  demandado  es 
el  mismo  Antonio  Lanfranco ; 

2*  Que  si  bien  el  demandado  ha  dicho  y  probado  que  se  lla- 
ma Antonio  y  no  Santiago  no  es  menos  cierto  que  los  señores 
SiTori  y  C*  han  justiñcado  con  las  declaraciones  de  cinco  testi- 
gos corrientes  de  f .  25  &  30  que  se  le  conocía  y  respondia  al 
nombre  de  Santiago  y  así  lo  confiesa  el  mismo  al  absolver  po- 
siciones á  f.  32  y  desde  entonces  no  puede  alegar  ignorancia 
de  que  las  notificaciones  hechas  en  su  domicilio  al  nombre  de 
Santiago,  se  referían  á  él ;  ni  menos  que  no  es  ese  su  nombre, 
pues  que  aunque  no  lo  sea  de  bautismo  es  aquel  con  que  se  ha 
hecho  conocer  ó  dejado  designar; 

3^  Que  este  último  se  halla  corroborado  con  el  informe  de  la 
Capitanía  que  dice  que  Lanfranqui,  ha  enajenado  la  mitad  de 
la  balandra  Serpiente^  y  Lanfranco  no  puede  tampoco  alegar 
que  ignoraba  que  la  demanda  de  Sivori  fuera  contra  él  cuando 
en  25  de  Abril  de  i 876  antes  de  la  demanda  se  presenta  recla- 
mando de  la  inhibición  de  la  balandra  Serpiente  que  se  habia 
pedido  en  esa  causa  y  en  10  de  Enero  se  agregaron  los  autos  de 
la  demanda,  teniendo  así  conocimiento  desde  esa  fecha,  sin 
haber  pedido  la  nulidad  sino  el  28  de  Febrero,  por  lo  que  ha- 
bía yencido  el  término  para  entablar  el  recurso  (artículo  i  92, 
ley  de  Enjuiciamiento). 

Por  estas  consideraciones  fallo,  no  haciendo  lugar  á  la  resci-» 
cion  solicitada  con  costas.  Repónganse  los  sellos  y  notifíqueie 
con  el  original. 

Isidoro  Albarracm. 
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Lanf raneo  apel6  y  el  recurso  se  le  otorgó  en  relarion. 


Fallo  de  la  Supreviii  Carie 

Buenos  Aires,  Jalio  11  de  1878. 

y  ietos :  no  eiendcf  apelable  ante  esta  Suprema  Corte  el  auto 
del  Juzgado  de  Seceion  de  que  se  recurre  por  ser  de  menor 
cuantía  la  causa  en  que  ha  sido  dictado,  deruélvase,  previo 
pago  de  costas  y  reposición  de  sellos. 

J.  B.  GOROSTUGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 


CAUSA    I.XIT. 


Soliect  y  López,  contra  Ruhio  y  Foky,  por  cobro  de  pesos; 

sobre  término  probatorio. 


Sumario.  —El  término  probatorio  debe  considerarse  suspen- 
dido por  los  incidentes  que  surjan  en  los  autos,  y  no  se  hayan 
resMlto. 
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Co^o.  — Declarada  la  nulidad  de  lo  actuado  en  esta  cansa, 
por  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  26  de  Febrero  de  1876,  se 
notiñeó  el  auto  de  prueba  en  i  7  de  Abril  del  mismo  mes. 

Por  decreto  de  18  de  dicho  mes,  notificado  el  19  y  20,  se  pa- 
saron los  autos  al  regulador  para  tasar  los  honorarios  que  de- 
bia  abonar  al  escribano  Risso. 

Rubio  7  Foley  obtuvieron  en  21  de  Abril,*se  declarase  suspen- 
dido el  término,  mientras  no  se  devolvieran  los  autos. 

£1 28  de  Abril  fueron  devueltos  los  autos,  y  hecha  saber  la 
regulación,  el  escribano  Risso  reclamó  de  ella. 

En  5  de  Mayo  se  practicó  el  comparendo  de  los  interesados, 
y  el  Juez  de  Sección  llamó  los  autos  para  resolver  sobre  la  re- 
gulación. 

En  19  de  Mayo  Rubio  y  Foley,  pidieron  próroga  del  término 
probatorio. 

El  escribano  de  la  causa,  considerando  suspendido  el  término 
solamente  desde  21  á  28  de  Abril,  certificó  que  el  concedido  ha- 
bia  vencido. 

Fallo  del  Jues  fleeel«ii«l« 

Baeaos  Aires,  Mayo  SO  de  1S76. 

Visto  el  escrito  de  foja  119,  en  que  se  pide  revocatoria  y 
apelación  del  auto  en  que  se  declara  concluido  el  térnúno  de 
prueba ;  y  considerando : 

10  Que  de  los  términos  del  escrito  de  foja  104,  aparece  que 
la  suspensión  del  término  probatorio  se  ha  pedido  para  los  dias 
que  los  autos  permaneciesen  fuera  de  la  oficina. 

2o  Que  el  certificado  de  foja  115  vuelta,  espresa  con  claridad 
el  dia  en  que  pasaron  los  autos  al  tasador  y  el  que  en  este  los 
devolvió. 

3^  Que  la  causa  alegada  de  haberse  pedido  autos  para  resol- 
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ver  la  insidencia  sobre  reforma  de  la  regulación  de  honürario, 
no  implica  la  circunstancia  indispensable  de  que  los  autos  sal- 
gan de  la  oficina,  ya  por  la  poca  importancia  de  la  materia,  de 
cuya  resolución  se  trata,  ya  porque  no  ha  ocurrido  el  hecho  de 
que  los  autos  falten  de  la  oficina  después  de  dicho  proveído  : 
fallo  no  haciendo  lugar  á  la  revocatoria  solicitada,  con  costas  y 
se  concede  la  apelación  interpuesta  en  subsidio,  y  reponién- 
dose los  sellos,  elévense. 

Isidoro  Albarracin. 


Elevados  los  autos  á  la  Suprema  Corte,  el  Juzgado  de  1*^  Ins- 
tancia de  la  Provincia  los  pidió  ad  effectum  videndi,  devolvién- 
dolos á  la  Suprema  Corte  el  5  de  Julio  de  1878. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Baenos  Aires,  Julio  18  de  1878. 

Yistos:  Debiéndose  considerar  suspendido  el  término  por 
el  incidente  de  regulación  y  reclamo  sobre  ella,  que  aun  se  halla 
pendiente,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  ciento  diez  y  sois 
vuelta,  y  devuélvase,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de 
sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGUIZABION.-~lILADISLAO  FRÍAS. 


T.  Zl.  15 
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CAIISA    I.XT 


D.  Eduardo  y  D.  Carlos  Fewel  contra  el  Ferrocarril  Central 
Argentino,  sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 


Sumario. '-'l^  Cuando  los  trabajos  ejecutados  sobre  un  ter- 
reno esponen  al  yecino  á  un  perjuicio  resultante  de  las  aguas 
pluviales,  este  debe  reclamar,  y  si  no  lo  hace  se  juzga  que  con- 
siente tácitamente  en  sufrir  el  perjuicio. 

2""  Producidos  los  perjuicios  no  tiene  derecho  á  redamar  in- 
demnizaciones, pero  sí  á  que  el  dueño  del  predio  dominante 
practique  las  obras  necesarias  para  evitar  que  se  repitan  en  lo 
sucesivo. 

Caso. — Don  Eduardo  y  D.  Carlos  Fewel,  estrangeros,  se 
presentaron  ante  el  Juzgado  Federal  de  Santa-Fé,  esponieüdo: 
que  eran  propietarios,  por  compra  hecha  en  el  ano  de  1872,  de 
una  casa  y  pequeño  terreno  á  inmediaciones  de  la  estación  del 
ferro-carril,  siendo  su  nivel  mas  bajo  que  el  del  terreno  ocupado 
por  la  Empresa,  por  cuya  razón  aquel  recibia  antes  de  construir- 
se la  línea  las  aguas  pluviales  que  caian  sobre  este ;  que  á  con- 
secuencia de  la  construcción  de  la  línea  para  lo  que  fué  necesa- 
rio hacer  un  alto  terraplén,  la  Empresa  impidió  que  esas  aguas 
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corriesen  desparramadas  como  ántés ;  que  como  esa  detención 
fuese  perjudicial  á  la  misma  Empresa  trató  de  darles  salida, 
cuidando  de  su  propio  interés  sin  preocuparse  del  de  los  veci- 
nos, y  en  vez  de  hacer  los  desagües  por  varias  alcantarillas, 
construyó  solo  una  de  gran  tamaño,  obligando  á  que  pasaran 
por  ella  todas  las  aguas  que  recibian  los  terrenos  en  la  osten- 
sión de  una  legua;  que  de  esto  ha  resultado  que  el  terreno  de 
los  esponentes  que  antes  solo  recibia  las  aguas  pluviales  de 
terrenos  superiores  en  una  área  de  frente  más  ó  inénos  igual  á 
él,  tenia  hoy  que  recibir,  no  solo  una  cantidad  inmensamente 
mayor,*  sino  también  estas  con  una  fuerza  mucho  mas  conside- 
rable produciéndole  perjuicios;  que  en  la  noche  del  14  de  Abril 
de  1877,  el  agua  pasó  por  la  alcantarilla  con  tal  fuerza  que  ar- 
astró  70  toneladas  de  cenizas  de  huesos,  80  toneladas  de  hue- 
sos, 10  toneladas  de  carbón  de  piedra  y  40  mazas  de  madera  que 
los  esponentes  tenian  en  su  terreno,  todo  con  un  valor  de 
3,330  ^bol.  arrojándolos  al  rio  sin  poderlo  evitar,  no  obstante 
los  esfuerzos  hechos.  Que  si  en  vez  de  una  alcantarilla  se  hubie- 
sen construido  cuatro  ó  mas,  y  si  los  terraplenes  no  fuesen  tan 
altos  y  no  cortasen  los  desagñes  naturales,  este  daño  no  se  habría 
producido,  pues  el  terreno  de  los  esponentes  habria  sido  sim- 
plemente bañado  pero  no  arrasado  al  estremo  de  que  una  peque- 
ña zanja  que  tenian  en  él  hubiese  sido  destruida  en  parte  por  el 
tórrente  de  la  alcantarilla;  que  proveniendo  el  perjuicio  sufrido 
de  las  obras  de  la  Empresa,  ella  era  responsable  de  su  valor; 
que  los  esponentes  no  tenian  el  deber  de  recibir  en  su  terreno 
mas  agua  que  la  que  naturalmente  llevase  el  desnivel,  siéndole 
prohibido  al  dueño  del  predio  superior  hacer  obras  que  aumen- 
ten dichas  aguas  ó  desviarlas  para  que  desciendan  por  un  solo 
punto ;  que  por  consiguiente,  los  esponentes  á  mas  del  pago  del 
daño  sufrido,  tienen  el  derecho  de  pedir  la  destrucción,  á  costa 
de  la  Empresa,  de  las  obras  perjudiciales.  Pidieron  entablando 
demanda  ordinaria,  se  condenase  á  dicha  Empresa  á  pagar  el 
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daño  ocasionado  y  á  hacer  los  trabajos  necesarios  para  evitar 
nuevos  daños  en  lo  futuro,  con  costas. 

Don  Joaquín  de  Quintanilla  por  la  Empresa,  contestando  la 
demanda,  pidió  se  rechazara  con  expresa  condenación  en  costas. 
Dijo,  que  el  acueducto  sobre  que  está  construida  la  alcantarilla 
materia  de  la  cuestión,  era,  antes  de  existir  esta,  el  desagüe  na- 
tural de  los  terrenos  vecinos ;  que  ninguna  caida  de  agua  se  ha 
llevado  á  él,  que  ya  no  lo  tuviese  como  desagüe  al  rio  antes  de 
construirse  el  terraplén  del  ferro-carril;  que  además,  algunas 
otras  caldas  de  agua  que  antiguamente  corrían  por  ese  acueduc- 
to han  sido  desviadas  para  disminuir  la  cantidad  de  agua  que 
corria  por  ese  lugar,  y  repartidas  corren  hoy  por  dos  alcantari- 
llas mas  que  se  han  hecho,  de  las  que  una  pasa  por  debajo  de 
la  estación,  y  la  otra  entre  el  límite  Oeste  de  la  misma  y  el 
acueducto  en  cuestión,  teniendo  esta  un  ancho  de  20  pies  ingle- 
'ses  para  que  las  aguas  corran  con  suavidad  y  no  se  conviertan 
en  torrente. 

Que  la  alcantarilla,  cuya  remoción  se  pide,  fué  construida  en 
el  año  1868  con  conocimiento  y  consentimiento  de  los  dueños 
del  terreno,  causantes  de  los  actores,  pues  que  vieron  construir 
el  terraplén  y  la  alcantarilla  sin  hacer  oposición  durante  los 
cuatro  años  que  corrieron  hasfa  1872  en  que  los  actores  com- 
praron el  terreno ;  que  por  consiguiente  la  adquisición  se  hizo 
con  los  inconvenientes  6  ventajas  que  tuviera  la  propiedad ;  que 
cuando  los  demandantes  compraron  la  propiedad  las  aguas  plu- 
viales corrían  directamente  hacia  el  rio,  encerrada  esa  corriente 
por  obras  que  impedían  que  las  aguas  sufriesen  desviación, 
obras  que  fueron  destruidas  por  los  demandantes  que  desvia- 
ron las  corrientes  dándoles  salida  por  medio  de  una  zanja  que 
construyeron  perpendicularmente  á  la  corriente,  no  teniendo 
esa  zanja  ínas  que  una  vara  de  ancho  y  con  un  declive  sufi- 
ciente para  el  desagüe  en  las  lluvias  moderadas  pero  insufi- 
ciente cuando  fueran  excesivas  como  ha  sucedido  en  las  lluvias 
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que  han  ocasionado  las  pérdidas  de  que  se  quejan  los  actores, 
proveniendo  la  insuficincia  no  solo  del  poco  declive  sino  tam- 
bién de  que  la  zanja  se  hizo  en  ángulo  recto  con  la  antigua  cor- 
riente natural,  dando  á  las  aguas  un  curso  violento ;  que  por 
esta  razón  las  cenizas  que  estaban  colocadas  en  el  ángulo  sud- 
oeste de  la  porción  de  terreno  encerrado  por  dicha  zanja  y  por 
la  antigua  corriente  hablan  sido  arrastradas ;  que  teniendo 
naturalmente  el  terreno  de  los  demandantes  un  declive  pro- 
nunciadísimo á  partir  del  nivel  de  la  alcantarilla  y  de  la  parte 
del  terreno  en  que  está  edificada  la  casa,  razón  por  la  cual 
todas  las  aguas  pluviales  de  una  y  otra  parte  tienen  forzosa- 
mente que  caer  por  ese  declive,  los  demandantes  sin  tomar 
precaución  alguna  y  con  un  abandono  culpable  de  sus  intereses, 
hablan  colocado  las  cenizas,  huesos  y  carbón  precisamente  en 
esa  parte  baja  del  terreno,  esponiendo  esos  objetos  al  desastre 
producido.  Que  los  trabajos  hechos  por  el  ferro-carril  y  aun 
los  practicados  por  los  demandantes  eran  suficientes  para  im- 
pedir todo  perjuicio  de  las  lluvias  habituales  como  lo  prueban 
los  nueve  años  corridos  desde  que  se  construyó  la  alcantarilla, 
sin  que  se  haya  producido  accidente  alguno,  pero  que  la  lluvia 
del  14  de  Abril  fué  de  una  magnitud  extraordinaria  é  impre- 
vista, por  lo  que  debe  considerarse  como  un  caso  fortuito  ine- 
vitable y  de  cuyas  consecuencias  nadie  puede  responder. 
Con  las  pruebas  producidas  se  dictó  el  siguiente 


Fallo  del  Jaez  de  Seeeloit* 

Rosario,  Agosto  31  de  1877. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Eduardo  y  D.  Carlos 
Fewel,  contra  la  Empresa  del  Ferro-Carril  Central  Argentino, 
por  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  resulta  de  ellos  lo  si- 
guiente : 
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En  19  de  Setiembre  de  1872,  á  los  cuatro  años  de  constrnida 
la  vía  férrea,  dichos  Fewell,  compraron  á  D.  Santiago  Eche- 
goyen,  nn  terreno  adyacente  á  ella  hacia  el  Norte,  ubicado 
entre  los  terraplenes  y  la  margen  del  Bio  Paraná,  por  el  cual 
tienen  salida  al  rio  los  desagües  de  la  alcantarilla  número  dos, 
construida  por  la  Empresa  algunos  meses  después  de  trabajados 
los  terraplenes,  dándole  mayor  ostensión  que  la  que  tenia,  por 
haber  sido  insuficiente  para  recibir  todas  las  aguas  .que  por 
ella  debian  salir,  sin  que  conste  en  ninguna  j^arte,  que  tal 
construcción  se  hubiese  hecho  con  espreso  beneplácito  del 
dueño  del  terreno,  ni  que  se  le  hubiese  indemnizado  posterior- 
mente el  perjuicio  que  ese  desagüe  y  condenación  de  corrien- 
tes por  ese  punto  pudiese  causarle ;  ni  que  hubiese  renunciado 
á  demandar  los  daños  que  por  tal  causa  se  le  orijinasen.  Tam- 
poco se  determinó  cosa  alguna  al  respecto,  al  trasmitirse  por 
la  venta  del  fundo,  el  derecho  de  propiedad  á  los  Fewell. 

Consta  también,  que  aun  cuando  en  el  punto  en  que  está  la 
alcantarilla,  hubiese  una  depresión  natural  del  terreno  que 
determinase  un  espontáneo  desaguo,  como  dicen  los  peritos  en 
su  informe  def.  13  i*  aunque  en  contradicción  con  numerosos 
testigos  de  la  parte  de  Fewell,  vecinos  antiguos  de  esa  locali- 
dad, es  induda.ble  que  ese  desagüe  estaba  obstruido  y  dividido 
por  las  zanjas  de  una  quinta  que  existia  allí,  como  se  vé  por 
los  planos,  al  construirse  los  terraplenes ;  de  manera  que  al 
levantarse  estos,  que  cortaron  la  quinta,  no  existia  yá,  como 
se  ha  dicho,  ningún  desagüe  precisamente  por  el  punto  que 
ocupa  esa  alcantarilla;  lo  que  vino  á  determinar  y  traer  á  sí 
los  desagües  de  los  terrenos  al  Sud  de  la  línea,  que  antes  se 
dirijian  directamente  al  rio;  lo  que  vino  á  aumentar  conside- 
rablemente el  caudal,  que  sin  los  terraplenes  debía  desembocar 
en  la  alcantarilla  número  dos,  aun  cuando  ese  no  hubiese  es- 
tado  interceptado  por  las  mencionadas  zanjas. 

Consta  también  que  con  motivo  de  un  fuerte  aguacero  acae- 
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cido  en  la  noche  del  15  de  Abril  del  corriente  año,  fué  tal  la 
cantidad  de  aguas  que  afluyó  por  esa  alcantarilla,  que  llevó  por 
delante  y  precipitó  al  rio,  maderos,  huesos,  ceniza  de  huesos  y 
carbón  de  piedra,  que  los  hermanos  Fewell,  tenian  aglomera- 
dos en  su  terreno ;  por  cuya  pérdida  entablan  el  reclamo  que 
motiva  esta  cuestión. 

Y  está,  finalmente,  comprobado  que  los  demandantes  para 
prevenir  un  accidente  de  esta  naturaleza,  solicitaron,  aunque 
sin  resultado,  del  Administrador  ó  Gerente  de  la  Empiesa  que 
tomase  las  medidas  necesarias  para  evitarlo. 

T  considerando:  1®  Que  es  indifdable  que  el  terreno  délos 
Fewell  sufrió  un  notable  perjuicio  ocasionado  por  la  Empresa 
al  designarlo  para  recibir  un  mayor  caudal  de  aguas  que  el  que 
recibía  por  su  nivelación  natural,  aun  cuando  no  hubiera  estado 
rodeado  por  una  zanja  que  existia  para  desviarlas,  ó  trabajada 
como  límite  de  quinta ;  caudal  formado  por  haberse  intercep- 
tado con  los  terraplenes  los  demás  desagües  que  debieran  com- 
partirlo hacia  la  parte  del  Sud-Oeste  de  la  línea,  como  se  vé 
por  el  plano  núm.  5. 

2^  Que  esa  pesada  servidumbre  y  desmejora  del  terreno,  para 
no  responsabilizar  á  sus  imponentes  debió  ser  practicada  con  la 
voluntad  espresa  del  señor  del  predio  sirviente,  ó  debidamente 
indemnizado,  lo  que  no  ha  sucedido,  pues  el  solo  silencio  de  sus 
dueños,  cuando  falta  la  prescripción,  como  en  este  caso,  no  im- 
porta en  sentido  jurídico  la  renuncia  ni  menoscabo  de  los  dere- 
chos aceptados ;  siendo  por  tanto  los  ocasionantes  del  daño,  res- 
ponsables de  sus  consecuencias.  (Ley  Romana,  p.  142,  Dig.  De 
reg.  jurü.  Ley  23,  título  34,  Part.  3;  Ley  14,  Tit.  32,  Part. 
5*;  Art.  24,  Sec.  2*,  Libro  1«,  C.  C). 

8®  Que  no  es  efectivo  que  la  Empresa  hubiese  hecho  cons- 
trucción alguna  para  acanalar  el  cauce  de  la  alcantarilla  hasta 
el  rio  y  evitar  los  posibles  desbordes  del  torrente  que  pudiera 
ocasionar  una  fuerte  avenida  por  una  lluvia  extraordinaria. 
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acontecimiento  que  debió  preveerse  para  evitar  sas  cónsecnen- 
cias;  pues  las  murallas  laterales  se  limitan  al  terreno  marjinal 
de  la  línea  férrea,  dejando*  sin  esa  protección  á  la  propiedad  de 
los  Fewell ;  como  lo  declaran  los  mismos  testigos  de  la  Em- 
presa. 

4^  Qne  por  el  párrafo  quinto  del  informe  de  los  peritos  se 
pone  fuera  de  duda  que  el  levantamiento  de  los  terraplenes  de 
la  via  férrea,  interrumpiendo  las  corrientes  naturales  que  debie- 
ran desaj(uar  en  el  punto  R  de  los  planos  como  cuadra  j  me- 
dia al  oeste  de  la  alcantarilla  n°  %  las  ha  desviado  á  desaguar  i 
forzosamente  por  esta,  aumentando  el  caudal  de  aguas  que 
antes  naturalmente   pudiese'  caer    por  el  punto  H  en  que  se 
halla  construida  la  alcantarilla.  Siendo  en  verdad  inesplicable, 
como  es  que  los  peritos,  después  de  tan  esplícita  y  racional  de- 
mostración, digan  también  fue  es  indudable  que  las  otras  al- 
catitorillas  han  venido  á  disminuir  la  masa  de  agua  que  corría 
por  la  número  dos;  pues  ademas  de  que  las  corrientes  del  Oeste 
á  que  se  refieren,  interrumpidas  por  los  terraplenes,  no  derra- 
man sus  aguas  sino  por  esa  alcantarilla,  la  número  primero  es 
estrecha  para  sus  propias  aguas  en  las  fuertes  lluvias,  según  se 
ha  comprobado  por  las  contestes  declaraciones  de  fs.  97  á  99  de 
cuatro  testigos  de  ciencia  propia,  vecinos  antiguos  de  esa  locali- 
dad ;  viniendo  así  á  quedar  fuera  de  toda  duda,  que  la  construc- 
ción de  la  via  férrea,  ha  aumentado  notablemente  el  caudal  de 
las  corrientes  que  desaguan,  6  mas  bien  que  pudieran  haber  de- 
saguado, por  el  punto  H  en  que  se  halla  la  alcantarilla  número 
dos;  sin  que  las  demás  conjeturas  de  los  peritos  para  fundar 
esa  supuesta  disminución,  basten  á  destruir  su  mismo  informe 
en  el  párrafo  5°,  y  las  numerosas  declaraciones  de  la  parte  de 
Fewell,  acordes  con  ese  dictamen  en  punto  tan  esencial.  T  es 
también  de  notar  en  esta  ocasión,  que  ese  gran  zanjón  que  se 
muestra  en  los  planos  adyacentes  al  oeste  de  la  alcantarilla,  ha 
sido  formado  por  el  golpe  de  las  corrientes  que  afluyen  á  ella; 
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pues  antes,  como  se  ha  dicho,  esa  localidad  era  plana,  y  corta- 
da en  dirección  contraria  por  otra  zanja  artificial. 

5^  Que  tan  es  evidente  qne  con  motivo  de  los  terraplenes  y 
desviación  de  las  corrientes  naturales  añnye  mncha  mayor  can- 
tidad de  agua  por  el  lugar  de  la  alcantarilla  núm.  %  y  que  la 
Empresa  debió  sorprenderse  con  esa  aglomeración  inesperada, 
que  el  mismo  ingeniero  Campbell,  testigo  de  ella,  declara  á  f . 
44 :  €  Que  al  principio,  cuando  se  construyó  la  línea  del  ferro- 
carril, no  existia  la  alcantarilla  núm.  %  sino  una  muy  pequeña 
como  de  cinco  pies  de  ancho ;  y  con  motivo  de  un  gran  temporal 
ó  avenida  que  se  la  llevó,  Mr.  Woods  hizo  construir  la  que  hoy 
existe,  cuyas  líneas  fueron  trasadas  por  el  que  declara. »    Lo 

« 

que  prueba  que  la  pequeña  alcantarilla  se  construyó  en  la 
equivocada  creencia  de  que  solo  anuirían  por  ella  las  aguas 
consiguientes  á  la  natural  depresión  del  terreno,  y  no  al  ma- 
yor caudal  que  forzosamente  atrajeron  las  demás  construc- 
ciones. 

6®  Que  no  es  una  razón  para  que  la  empresa  decline  toda  res- 
ponsabilidad por  los  perjuicios,  el  que  los  hermanos  Fewell,  ha- 
yan comprado  el  terreno  después  de  la  contruccion  de  la  alcan- 
tarilla que  se  los  ha  orijinado;  pues  esa  propiedad  pasó  á  su 
dominio  con  los  derechos  inherentes  á  ella  y  propios  al  enaje- 
nante, desde  que  ninguna  reserva  ó  limitación  se  estipulara  en 
el  documento  de  transferencia.  T  no  cabe  duda  que  asistía  al 
trasmitente  el  derecho  que  hoy  se  invoca  por  los  demandantes, 

> 

puesto  que  como  se  ha  dicho,  no  habia  prestado  su  consenti- 
miento espreso  para  que  se  le  imponga,  sin  remuneración  al- 
guna, tan  gravosa*  servidumbre. 

7^  Que  si  bien  el  temporal  ó  aguacero  que  produjo  la  cre- 
ciente que  causó  el  perjuicio,  fué  muy  fuerte  y  no  tan  común, 
no  puede  clasificarse  de  un  caso  fortuito  según  el  artículo  20, 
Secc.  1%  Tít.  ^^  Código  Civil  y  sus  notas,  y  Ley  H,  Tít.  33, 
Fart.  7*,  de  acuerdo  con  la  opinión  general  de  los  autores; 
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pnes  como  esa  Unvia,  y  aun  mas  copiosas,  ban  acaecido  otras 
en  esta  ciudad,  siendo  por  tanto  un  suceso  que  entraba  en  lo 
posible  y  previsorio  y  de  consecuencias  evitables. 
8°  Que  ninguna  culpa  han  tenido  los  Fewell  en  el  daño  que  han 
recibido,  porque  consta  que  la  noche  que  la  sufrieron,  hicieron 
todos  los  esfuerzos  posibles  para  evitarlo  ó  disminuir  su  magni- 
tud. Sin  que  tampoco  pueda  atribuirse  tal  daño  á  la  zanja  que 
construyeron  á  continuación  de  la  alcantarilla,  i  fin  de  mejor 
aprovechar  todo  su  terreno;  en  lo  que  estaban  en  su  perfecto 
derecho;  porque  el  torrente  impetuoso  del  quince  de  Abril,  re- 
balsó y  destruyó  esa  zanja  como  si  no  hubiera  existido,  corrien- 
do rectamente  por  el  cauce  á  declive  hasta  el  rio,  en  cuya  direc- 
ción arrastró  y  precipitó  los  objetos  que  halló  á  su  tránsito;  y 
por  cuanto  esa  zanja,  que  pudiera  desviar  el  agua  en  lluvias  or- 
dinarias, no  pudo  contener  tan  impetuosa  avenida. 

9^  Que  tampoco  se  ha  probado  que  el  rebaje  que  en  una 
parte  ó  estremo  de  su  terreno  hicieron  los  Fewell,  hubiera  con- 
tribuido al  perjuicio  recibido;  pues  fué  en  un  punto  en  donde 
no  cambiaba  sus  condiciones  desfavorables  al  respecto ;  como 
lo  declara  el  mismo  ingeniero  D.  Santiago  Campbell,  testigo  de 
la  Empresa,  á  f .  44 ;  siendo  por  ello  evidente,  como  por  las  de- 
claraciones de  los  testigos  de  Fewell,  que  el  perjuicio  fué  cau- 
sado por  el  exceso  de  la  aguas  que  se  precipitaron  por  la  alcan- 
tarilla núm.  2. 

Por  estos  fundamentos,  como  por  otros  muchos  que  contiene 
el  escrito  de  bien  probado  de  la  parte  de  Fewell,  y  en  confor- 
midad de  lo  dispuesto  por  la  ley  13,  tít.  32,  part.  3^;  art.  3^ 
tít.  9%  Libro  y  Sección  5®*;  y  tít.  8*,  De  los  actos  ilícitos,  se 
declara :  Que  la  Empresa  del  Ferro-Carril  Central  Argentino, 
está  obligada  á  indemnizar  á  los  hermanos  Fewell,  los  perjui- 
cios que  hubiesen  recibido  por  el  torrente  de  agua  que  se  pre* 
cipitó  por  la  alcantarilla  número  dos,  en  la  noche  del  quince 
de  Abril  del  corriente  ano ;  quedando  la  empresa  obligada  á  re- 
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mover  esa  alcantarilla,  6  dotarla  de  las  construcciones  necesa- 
rias que  eviten  en  adolante  todo  perjuicio  en  el  terreno  de  los 
demandantes.  Bepóngase,  y  notífiquese  con  el  orijinal. 

Fenelon  Zuviria. 


Füllo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Jalio  20  de  1878. 

Vistos  7  considerando :  Primero.  Que  la  empresa  del  Ferro- 
Carril  Central  Argentino  construyó  hacia  el  año  mil  ochocien- 
tos sesenta  y  ocho,  en  terreno  de  su  propiedad  á  inmediaciones 
de  la  ciudad  del  Rosario,  la  alcantarilla  número  dos  á  que  se 
hace  referencia  en  estos  autos,  siendo  el  referido  terreno  supe- 
rior ó  dominante  respecto  del  contiguo  de  los  hermanos  Eduar- 
do y  Carlos  Pewell. 

Segundo.  Que  según  resulta  uniformemente  de  los  estudios 
técnicos  hechos  por  los  peritos  á  foja  ciento  veinte  y  cuatro  con 
datos  de  la  Municipalidad  del  Bosario,  y  de. las  declaraciones 
de  los  ingenieros  Campbell  y  Buuardinon,  fojas  cuarenta  y  cinco 
y  cuarenta  y  ocho,  el  lugar  en  que  existe  la  alcantarilla  número 
dos,  era  un  desagfie  natural  de  bastante  consideración  antes 
de  construirse  la  línea  férrea  y  sus  terraplenes  adyacentes, 
obras  que  siendo  practicadas  bajo  la  inspección  del  Gobierno 
Nacional  y  la  dirección  de  ingenieros  competentes,  debe  creer- 
se que  fueron  situadas  en  el  lugar  mas  indicado  por  el  nivel 
del  terreno  y  la  corriente  de  las  aguas. 

Tercera).  Que  no  constando  de  autos  que  los  causantes  de 
los  Hermanos  Fewell  ni  estos,  se  hubiesen  opuesto  en  tiempo 
alguno  á  la  construcción  de  la  mencionada  alcantarilla  (pues 
no  puede  darse  ese  alcance  á  la  indicación  verbal  á  que  se  alude 
á  foja  noventa  y  dos)  debe  presumirse  que  la  consintieron,  con 
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arreglo  al  artículo  Tointe  y  cuatro,  título  €  De  los  hechas  »  Có- 
digo CítíI,  7  á  su  nota,  en  que  precisamente  se  pone  como  ejem- 
plo de  consentimiento  un  hecho  análogo  al  que  se  discute. 

Cuarto.  Que  tampoco  consta,  que  con  posterioridad  á  la 
construcción  de  la  alcantarilla  número  dos,  la  Empresa  del 
Ferro-Carril  Central  Argentino  haya  hecho  obra  alguna  por  la 
cual  se  hubiese  agravado  la  condición  inferior  del  terreno  de 
los  señores  Fewell,  siendo  estos  por  el  contrario,  los  que  según 
su  propia  confesión  de  foja  veinte  y  cinco,  hicieron  una  zanja 
perpendicular  á  la  corriente  de  las  aguas  que  salían  por  la  al- 
cantarilla número  dos  para  desviar  su  curso. 

Quinto.  Que  según  el  informe  de  los  ingenieros  Duchesnois 
y  Antonietti,  nombrados  por  las  partes  para  hacer  un  estudio 
completo  del  terreno  en  cuestión,  debe  atribuirse  principal- 
mente á  la  dirección  y  poca  capacidad  de  la  zanja  construida 
por  los  señores  Fewell,  la  violencia  con  que  el  agua  que  sale 
por  la  alcantarilla  número  dos  se  desparrama  sobre  el  terreno 
de  los  mismos,  precipitando  al  rio  cuanto  encuentra  á  su  paso. 
(Informe,  foja  ciento  veinte  y  seis  y  ciento  veinte  y  siete.) 

Sesto.  Que  según  resulta  del  acta  de  foja  trece  y  del  infor- 
me de  foja  ciento  veinte,  y  seis  los  depósitos  de  huesos,  ceniza, 
etcétera,  que  los  Hermanos  Fewell  tenian  en  su  terreno  el  quince 
de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  se  hallaban  coloca- 
dos en  la  parte  mas  baja  del  mismo  terreno,  delante  de  la  al- 
cantarilla número  dos  y  en  la  dirección  precisa  de  sus  corrien- 
tes hacia  el  rio. 

Sétimo.  Que  de  las  declaraciones  de  los  testigos  de  ambas 
partes  y  del  acta  de  foja  trece,  resulta  que  la  lluvia  que  tuvo 
lugar  en  el  Bosario  en  la  noche  del  quince  de  Abril  de  mil  ocho- 
ciento  setenta  y  siete  fué  verdaderamente  estraordinaria,  lo 
que  se  comprueba  también,  tanto  por  el  hecho  de  haber  los 
hermanos  Fewell  colocado  los  referidos  depósitos  en  la  parte 
baja  de  su  terreno  y  en  la  dirección  natural  de  la  corriente 
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de  las  aguas  que  salian  por  la  alcantarilla  número  dos,  cuanto 
por  el  de  que  sin  obra  alguna  de  parte  del  dueño  del  terreno 
superior^  el  accidente  no  se  habia  producido  en  nueve  años. 

Octavo.  Que  dados  los  hechos  establecidos  no  puede  atri- 
buirse á  la  Empresa  del  Ferro-Carril  Central  Argentino  res- 
ponsabilidad alguna  por  los  perjuicios  que  la  lluvia  mencionada 
del  quince  de  Abril  de  mil  ocho  cientos  setenta  y  siete  pudo  oca- 
sionar á  los  Hermanos  Fewell. 

Noveno.  Que  habiendo  mostrado,  sin  embargo,  la  estraor- 
dinaria  lluvia  del  quince  .de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta 
y  siete,  que  los  trabajos  de  desagüe  hechos  por  la  Empresa  eran 
insuficientes,  es  justo  que  la  referida  Empresa  practique  las 
obras  necesarias  para  evitar  que  se  repitan  en  lo  sucesivo  per- 
juicios análogos  á  los  ocurridos. 

Por  estas  consideraciones  y  de  acuerdo  con  la  prescripción 
de  los  artículos  dos,  título  de  los  c Actos  ilicitosi,  cinco,  tDe  las 
obligaciones  que  nacen  de  los  hechos  ilícitos  >  y  diez  y  treinta 
y  siete  de  las  €  Restricciones  y  limites  del  dominio  >,  Código 
Civil,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  doscientos  cuatro  en 
cuanto  condena  á  la  Empresa  del  Ferro-Carril  Central  Argen- 
tino á  indemnizar  perjuicios  á  los  Hermanos  Fewell,  confirmán- 
dose en  todo  lo  demás;  y  con  declaración  de  que,  las  obras 
que  la  Empresa  debe  practicar  para  evitar  que  las  aguas  que 
pasan  por  la  alcantarilla  número  dos,  causen  perjuicio  á  los 
terrenos  inferiores,  han  de  ser  determinadas  por  peritos  nom- 
brados por  ante  el  Juez,  en  la  forma  que  prescribe  la  Ley  Na- 
cional de  Procedimientos. 

Satisfechas  las  costas  de  esta  instancia  y  repuestos  los  sellos 
devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  O.  LEGüIZAMON.  — 
ULADISLAO  frías. 
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CAUSA    liXYI. 


La  Aduana  de  Mendoza  contra  D.  Domingo  Bombal^  sobre 
defraudación  de  derechos  de  introducción 


Sumario. — No  es  admisible  la  escasa  de  la  diversidad  de 
nombres  con  que  en  el  estrangero  se  designan  nnas  mercade- 
rías, para  introducirlas  con  esos  mismos  nombres  y  obtener 
asi  un  aforo  mas  bajo  que  el  asignado  por  las  tarifas  argen- 
tinas. 

Caso.  —  El  visitador  de  la  Aduana  de  Mendoza,  al  verifícar 
unas  mercaderías  introducidas  de  Chile  por  D.  Domingo  Bom- 
bal,  y  consignadas  en  el  manifiesto  consular,  informó  que  habia 
encontrado  excesos  en  unas,  y  diferencias  de  clase  en  otras,  en 
perjuicio  de  las  rentas  fiscales. 

El  administrador  de  rentas,  levantado  el  correspondiente 
sumario,  dictó  á  f .  4  una  resolacion,  condenando  á  Boínbal  á  la 
pena  de  dobles  derechos,  por  las  diferencias  de  clase  en  algunas 
mercaderías,  y  á  la  de  comiso  los  escesos  en  las  manifestadas 

« 

de  menos. 

Bombal  apeló  al  Juez  de  Sección  en  la  parte  referente  á  las 
diferencias  de  clases  ó  nombres,  diciendo  que  estas  provenían 
de  que  en  Chile  las  mercaderías  eran  llamadas  con  los  nombres 
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manifestados;  qne^  sin  embargo,  él  propuso  al  Vista  poner  en  el 
manifiesto  el  nombre  correspondiente  según  la  tarifa  argentina, 
á  lo  que  aquel  se  opuso. 

El  fiscal  sostuvo  que  se  trataba  de  una  simple  cuestión  de 
clasificación,  y  que  en  este  caso  la  resolución  administrativa 
era  inapelable. 

El  Juez  de  Sección  resolvió  que  no  se  trataba  de  esto,  sino 
de  si  era  punible  el  hecho  de  haber  introducido  mercaderías 
con  una  nomenclatura  correspondiente  á  especies  6  calidades 
distintas,  según  tarifa ;  por  lo  que  mandó  entregar  las  merca- 
derías, previa  fianza  con  arreglo  al  artículo  1046  de  las  Orde- 
nanzas. 

En  seguida  se  dictó  el  siguiente 

Eallo  del  Jaeae  Seeelonal* 

« 

Mendoza,  Eaero  19  de  1878. 

Yisto  el  presente  recurso  traido  á  la  decisión  de  este  Juzgado 
por  D.  Domingo  Bombal  contra  la  resolución  del  Visitador  de 
Aduanas,  corriente  á  f .  4,  en  la  parte  en  que  se  condena  al  pago 
de  dobles  derechos,  por  las  diferencias  de  especie  y  calidad  en- 
contrada en  algunas  mercaderías  venidas  á  su  consignación,  con 
las  contenidas  en  el  manifiesto  consular  que  las  acompañaba. 

Resulta  de  autos,  que,  llamado  el  ocurrente  á  dar  esplicaciones 
sobre  dichas  diferencias  ante  el  Administrador  de  Aduana  es- 
puso en  su  descargo  que  ellas  procedían  únicamente  de  la  diver- 
sidad de  nomenclatura  de  las  mercaderías  enunciadas  entre 
esta  República  y  la  de  Chile,  de  donde  ellas  procedían. 

Que  el  Administrador  no  creyendo  admisible  esta  esposicion 
resolvió  en  los  términos  ya  dichos. 

Que  venidos  los  autos  ante  este  Juzgado,  el  ocurrente  ha 
iasistido  en  lad  mismas  excepciones,  agregando  que  al  presentar 
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« 

el  manifiesto  de  despacho,  procnró  poner  á  cada  mercadería  sa 
verdadero  nombre,  alterando  los  que  traía  el  manifiesto  consu- 
lar y  que  el  Yista  habiendo  notado  ya  dichas  diferencias  en  la 
verificación  que  de  antemano  había  practicado  de  las  mercade- 
rías, se  opnso  á  ello. 

Que  pasados  estos  antecedentes  en  Vista  al  Procurador  Fiscal, 
este  ha  pedido  no  se  haga  lugar  del  recurso  interpuesto,  por  ver- 
sar él  sobre  la  clasificación  de  las  mercaderías,  punto  sobre  el 
cual  es  inapelable  la  resolución  del  Administrador  de  Aduana* 
con  arreglo  al  artículo  137  de  las  ordenanzas  y 

Considerando:  1®  Que,  como  lo  estableció  el  Juzgado  en  la 
resolución  ejecutoriada  de  f...  no  se  controvierte  en  esta  causa 
la  clasificación  hecha  por  la  Aduana  de  las  mercaderías  pena- 

« 

das,  pues  el  interesado  sin  impugnarlo  de  modo  alguno  se  ha 
limitado  como  ya  ae  ha  visto  á  manifestar  en  su  descargo  que 
los  jéneros  en  cuestión  son  conocidos  en  Chile  bajo  la  designa- 
ción con  que  en  el  manifiesto  consular  se  distinguen,  y  versa 
asi  la  cuestión  únicamente  sobre  si  esta  circunstancia  es  6  no 
bastante  á  eximirlo  de  la  pena  impuesta. 
2®  Que  respecto  á  este  punto  es  de  considerar : 
Que  aun  dada  la  certeza  de  la  escusa  alegada  respecto  de 
algunos  de  los  jéneros  manifestados,  siendo  las  leyes  y  tarifa 
de  esta  Aduana  los  que  deben  rejir  tanto  al  comerciante  en  sus 
introducciones  como  á  la  administración  misma  en  todos  sus 
procedimientos,  el  ocurrente  ó  sus  apoderados  han  debido  suje- 
tarse á  aquella  únicamente  al  hacer  la  especificación  de  las 
mercaderías,  tanto  mas  cuanto  que  la  Aduana  de  su  proce- 
dencia, como  se  afirma  sin  contradicción  en  la  resolución  de 
f.  4,  ningún  obstáculo  habría  puesto  á  aquella  operación. 

Que  á  no  ser  asi,  fácilmente  se  comprende  que  esta  Aduana 
quedaría  sujeta  á  continuos  fraudes  en  perjuicio  de  sus  rentas^ 
por  el  cambio  6  sustracción  de  parte  del  contenido  de  los  bultos 
6  á  larguísimos  procedimientos  para  la  percepcíoYi  de  aquellasi 


i 
i 
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8i  en  cada  caso  ocnrrente  hubiera  de  entrar  á  averiguar  el  nom- 
bre con  que  las  mercaderías  eran  conocidas  en  Chile. 

Qne  en  el  presente  caso  además  la  resolución  de  f .  4,  refirién- 
dose á  la  tarifa  Chilena,  demuestra,  sin  contradicción  del  ocur- 
rente, igualmente,  que  la  escusa  alegada  no  es  exacta  respecto 
de  algunos  de  los  géneros  introducidos  por  lo  menos. 

Que  bajo  otro  punto  de  vista  el  ocurrente  no  ha  podido  pre- 
sentar manifiesto  de  despacho  alterado  con  el  certificado  consu- 
lar, porque  aquel  debe  siempre  conformarse  á  este,  y  menos  lo 
ha  podido  este  después  de  hecha  por  la  Aduana  la  verificación 
de  sus  mercaderías  y  de  descubierta  la  contravención,  máxime 
no  habiéndose  demostrado  la  inocencia  de  esta  ni  ser  ella  de 
naturaleza  tal  que  habría  sido  imposible  que  pasara  desaperci- 
bida sin  aquella  verificación,  artículo  328  y  siguientes,  105  y 
sus  correlativos  de  las  Ordenanzas  de  Aduana. 

Por  estas  consideraciones  y  los  fundamentos  de  la  resolu- 
ción reclamada  no  ha  logar  con  costas  al  recurso  interpuesto. 

Satisfechas  ellas  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse  estos 
autos  al  Administrador  de  Rentas,  notificándose  con  el  ori- 

■ 

ginal. 

C.  S.  de  la  Torre, 

Vallo   de    la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires^  Julio  23  de  1878. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  ochenta  vuelta;  y  satisfechas  estas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOnOSTIAGA — J.   DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGUIZAMON. — CLADISLAO  FRÍAS. 


T.  XI.  i6 
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CAUSA     I.XTII 


D.  Antonio  E.  Jorge  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires,  sobre  restitución  de  un  depósito 


Sumario.—  i""  Radicado  nn  juicio  ante  la  justicia  provincialt 
debe  fenecer  ante  la  misma,  sin  que  la  Corte  Suprema  pueda  co- 
nocer de  él,  sino  por  apelación  de  las  sentencias  definitivas  pro- 
nunciadas por  los  Tribunales  Superiores  de  las  Provincias,  en 
los  casos  que  espresa  el  artículo  14  de  la  ley  de  14  de  Setiembre 
de  1863. 

2^  Pendiente  un  pleito  ante  la  jurisdicción  provincial,  la  na- 
cional dede  declararse  incompetente  pa^a  conocer  de  él,  aun 
cuando  las  partes  no  hayan  hecho  presente  esa  circunstancia^ 


Caso.  — £1  caso  está  esplicado  en  el  siguiente 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires.  Julio  27  do  1878. 


Vistos  estos  autos,  seguidos  entre  Don  Antonio  £.  Jorge  y 
el  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  demandando  el 
primero  aL  segundo  la  entrega  de  los  siguientes  documentos, 
como  depositario  que  ha  sido  de  ellos ;  una  garantía  prendaria 
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de  una  trasferencia  á  fayor  de  «La  Popular  Argentina»,  hecha 
por  Aquiles  Mayeroff  j  Fusoni  hermanos  y  Maveroff,  del  cuaren- 
ta por  ciento  de  crédito  por  reis,  doscientos  once  millones  dos- 
cientos siete  mil  quinientos  once,  contra  la  compañía  telegn^á- 
fica  Platino-Brasilera,  por  valor  de  treinta  y  seis  mil  fuertes,  y 
una  obligación  prendaria  de  J.  Piaggio  de  dos  mil  doscientos 
pesos  fuertes,  por  dos  mil  pesos  fuertes;  6  en  su  defecto,  el  pa- 
go de  treinta  y  ocho  mil  pesos  fuertes,  á  que  ascienden  dichos 
créditos,  con  mas  los  intereses  y  costas,  y  considerando: 

Primero.  Qae  de  los  autos  agregados  ad  effectum  videndixe- 
sulta  :  primero,  que  el  actor  sigue,  ante  el  juzgado  de  comercio 
de  esta  Provincia,  juicio  ejecutivo  contra  cLa  Popular  Argen- 
tina», por  cobro  de  seis  mil  pesos  fuertes,  valor  de  la  póliza  nú- 
mero cuatrocientos  cincuenta  y  siete  de  dicha  compañía,  sec- 
ción de  Beneficios  mutuos,  en  el  cual  ha  rematado  y  se  le  ha 
abonado  á  cuenta  de  la  cantidad  que  demanda  á  la  misma  com- 
pañía, el  importe  ó  valor  en  que  compró  los  créditos  ó  docu- 
mentos espresados,  estando  aun  pendiente  dicho  juicio,  pues 
todavia  no  se  le  han  entregado  esos  documentos;  y  segundo,  que 
también  está  pendiente  la  tercería  de  mejor  derecho  á  la  men- 
cionada garantía  prendaria,  interpuesta  en  el  mismo  juicio  por 
Don  Carlos  Chiesa ; 

Segundo.  Que  conforme  al  artículo  catorce  de  la  ley  sobre 
jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales  nacionales,  radicado 
tm  juicio  ante  la  justicia  provincial,  debe  fenecer  ante  la  mis- 
ma, sin  que  la  Corte  Suprema  pueda  conocer  de  él,  sino  por  ape- 
lación de  las  sentencias  definitivas  pronunciadas  por  los  tribu- 
nales superiores  de  provincia,  en  los  casos  que  aquel  artículo 
espresa ; 

Tercero.  Que  aunque  el  representante  del  Gobierno  de  esta 
Provincia  no  haya  hecho  presente  esta  circunstancia  y  se  haya 
limitado  á  pedir  que  no  se  haga  lugar  á  la  demanda  en  virtud 
de  las  esplicaciones  que  contiene  el  informe  que  ha  acompaña- 
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do  del  tesorero  y  contador  general  de  la  proTÍncia,  la  jnrisdia- 
cion  de  los  tribunales  j  juzgados  nacionales,  determinada  por 
la  Constitución,  no  es  prorogable  sobre  personas  y  cosas  agenaá 
de  ella,  aunque  las  partes  convengan  en  la  prorogacion,  según 
el  artículo  primero  de  la  ley  de  procedimientos. 

Por  estos  fundamentos,  se  declara  que  no  corresponde  á  esta 
Corte  el  conocimiento  del  presente  asunto.  DevuélTanse  los  au- 
tos agregados  y  archívense  los  corrientes,  satisfechas  que  sean 
las  costas  y  repuestos  los  sellos. 

J.   B.   GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ 
—  O.   LEGClZAtaON.  —  ULADISLAO 

rniAs. 


CAUSA     I.XTIII 


El  Dr,  D.  Luis  Fasulo  contra  Lumb  hennanos  y  C",  sobre 
pago  de  honorarios  en  moneda  de  oro. 


Sumario.  —  Es  de  práctica  que  los  honorarios  y  costas  pro- 
cesales se  regulen  en  pesos  fuertes  de  billetes  inconvertibles 
del  Banco  de  la  Provincia. 
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Ca$o.  —  El  Dr.  Fasulo  y  el  procurador  Vonwiller  pidieron 
fegnlacion  de  sus  honorarios  en  un  asunto  en  que  habían  pa- 
trocinado los  derechos  de  los  Sres.  Lumb  hermanos  y  G*. 

El  regulador  tasó  del  modo  siguiente : 

Al  Dr.  Fasulo  pesos  fuertes 350 

Al  Procurador  Vonwiller />e505  fuertes 175 

Derechos  de  regulación  ps.  fts.  oro 18.87 

543.87 

£1  Dr.  Fasulo  sostuvo  que  se  le  debian  los  350  pesos  fuertes 
en  oro,  y  los  Sres.  Lumb  que  los  debian  en  pesos  de  los  billetes 
inconyertibles  del  Banco  de  la  Provincia. 


Fallo  del  Jaes  Seeelonal* 

Buenos  Aires,  Abril  11  de  1878. 

T  vistos  estos  autos  seguidos  por  el  Dr.  D.  Luis  Fasulo, 
contra  los  Sres.  Lumb  Hermanos  y  C",  sobre  honorarios  y 

Considerando:  1^  Que  la  única  razón  alegada  por  los  de- 
mandados es  la  de  que  la  regulación  se  hizo  en  pesos  fuertes, 
determinando  los  derechos  de  regulación  en  oro,  y  que  estando 
consentida  dicha  regulación,  los  honorarios  regulados  deben 
abonarse  como  en  ella  se  determina. 

3¡?  Que  aunque  es  verdad  que  la  sola  partida  de  derechos  del 
Regulador  lleva  la  determinación  de  oro,  no  es  menos  cierto  que 
la  mente  del  Regulador  fué  que  los  honorarios  debiesen  abo- 
narse en  oro,  puesto  que  la  suma  total  conprende  los  honorarios 
regulados  y  los  derechos  de  regulación,  formando  una  cantidad 
homogénea,  lo  que  no  podria  ser  si  los  derechos  se  pagasen  en 
una  moneda  y  los  honorarios  en  otra  diferente. 

Por  esto,  fallo,  condenando  al  demandado  apagar  la  diferen- 
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cia  hasta  completar  los  honorarios  regulados  en  oro,  ó  su  equi- 
valente. 
Hágase  saber  original  y  repóngase  el  sello. 

Isidoro  Álbarracin. 


Fnllo   de  la  Sopreiiia  Corto. 

Baeno8  Aires,  Jalío  37  de  1878. 

Vistos :  existiendo  como  moneda  de  cnrso  legal,  los  pesos 
fuertes  en  oro  y  los  billetes  inconvertibles  del  Banco  de  la  Pro- 
vincia, y  siendo  de  práctica  que  los  honorarios  y  costas  proce- 
sales se  regulen  en  esta  última  clase  de  moneda,  se  revoca  el 
auto  apelado  de  foja  veinte  y  siete  vuelta,  y  satisfechas  las 
costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.   GOROSTIAGA.  —  J.    DOMÍNGUEZ. — 
O.  LEGUIZAMON. — ULADISLAO  FRÍAS. 
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CAVBA     liXIX. 


D.  J,  H.  Temperley,  contra  Don  Guillermo  Bertrán,  por  cobro 
de  pesos;  sobre  defecto  en  la  forma  de  la  demanda 


Sumario, — No  es  defectuosa  la  demanda  fundada  en  una 
cuenta  general  de  lanchajes,  que  consigne  la  suma  de  los  lan- 
chajes de  cada  mes,  cuando  el  demandado  no  niega  haber  reci- 
bido las  cuentas  parciales  de  los  meses. 


Caso,  —  Don  J.  H.  Temperley,  demandó  á  Bertrán  por  el 
pago  de  47.142  pesos,  importe  de  lanchajes  desde  1875  á  prin- 
cipio de  1878,  cuenta  adjunta. 

La  cuenta  no  tenia  el  detalle  de  los  dias,  y  si  solo  del  importe 
de  lanchajes  de  cada  mes,  según  cuenta  recibida. 

Bertrán  opuso  que  la  demanda  no  estaba  en  forma,  porque 
la  cuenta  acompañada  no  traia  el  detalle  de  las  partidas  que 
constituían  la  suma  de  cada  mes. 


Fallo  del  Jues  Seeelonal. 

Buenos  Aires,  Mayo  1*  de  1878. 
Vistos :  no  importando  la  alegación  de  falta  de  detalles,  en 


í 
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la  cuenta  de  foja  1,  una  excepción  dilatoria  de  falta  de  forma- 
lidad en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  desde  que  aparece  un 
saldo  líquido  por  cuyo  cobro  se  inició  este  juicio  y  pudiéndose 
en  el  curso  de  él  hacer  las  observaciones  que  se  crea  conve- 
niente, fallo :  declarando  sin  lugar  lo  pedido  en  el  escrito  de 
f. .  .y  contéstese  la  demanda  en  el  término  legal.  Repóngase  el 

sello. 

Isidoro  Albarracin, 


Fallo  de  la  fiiaprenia  Corte* 

Buenos  Aires,  Julio  27  de  1878. 

Vistos,  no  negándose  por  la  parte  de  Bertrán,  haber  recibido 
las  cuentas  parciales  á  que  se  refiere  la  general  de  fojas  una  y 
dos,  cuyo  saldo  se  cobra  eu  este  juicio,  se  confirma  el  auto 
apelado  de  foja  diez  y  siete,  con  costas,  y  satisfechas  estas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.    B.   GOROSTIAGA.  — J.    DOMÍNGUEZ. — 
O.   LEGCiZAMON.  —  ULADISLAO  FRUS. 
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CAUSA    liXX. 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  de  Sección  de  Buenoi 
Aires  y  el  de  Comercio  de  la  ciudad,  sobre  bienes  del  concurso 
de  D.  Vicente  Davala. 


Sumario.  —  Son  de  competencia  del  Tribnnal  de  Comercio 
de  las  Provincias,  todas  las  acciones  contra  los  bienes  de  un 
comerciante  declarado  en  quiebra,  aunque  ellas  se  funden  en 
derechos  privilegiados  sobre  buques. 


Caso.'^B.  Yicente  Davala  fué  demandado  ante  el  Juez  de 
Sección  en  Buenos  Aires  por  los  siguientes  acreedores:  1®  J. 
Pini  7  Boncoroni,  hermanos,  por  51,194  ^  m/c.  recibidos  en 
hipoteca  de  los  buques  c  Africano  »  y  <  Arturo  »  provenientes 
de  materiales  para  la  construcción  de  los  mismos;  9!"  El  Dr. 
D.  Bamon  Calderón,  cesionario  de  D.  Pablo  Comuglia  6,900 
^  m/c.  por  trabajo  personal  en  la  construcción  de  dichos  bu- 
ques; S""  D.  José  Parodi  por  27,344  ^  m/c.  por  maderas  sumi- 
nistradas para  la  construcción  de  dichos  buques;  4**  D.  Ángel 
Banasco  por  8000  ^  m/c.  por  trabajo  personal  en  el  c  Africa- 
no » ;  5^  D.  José  Badaraco  é  hijos  por  S5,000  ^  m/c.  por  ma« 
teriales  de  construcción. 

T.  XI.  i7 
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Habiendo  fugado  Davala  fueron  rematados  los  mencionados 
bnqnes,  y  no  alcanzando  su  precio  á  cubrir  los  créditos,  los 
acreedores  convinieron  en  repartirlo  en  el  orden  de  preferencias 
establecido  por  el  Código  de  Comercio. 

Los  acreedores  Badaraco  é  hijos,  dedujeron  tercería  de  mejor 
derecho  sobre  el  crédito  de  Finí  y  Konooroni  hermanos,  y  se 
siguió  sobre  esto  un  juicio  ante  el  Juez  de  Sección,  el  cual  fué 
fallado  no  haciendo  lugar  á  la  tercería  y  declarando  personal 
contra  Davala  el  crédito  de  Badaraco  é  hijos. 

Ejecutoriada  esta  sentencia,  D.  Juan  D.  Maglioni  por  Badar 
raco  é  hijos  se  presentó  ante  el  Juez  de  Comercio  esponiendo 
que  cuando  Davala  hipotecó  los  buques  ya  estaba  quebrado,  lo 
que  hacia  nula  la  hipoteca;,  que  el  procedimiento  seguido  ante 
el  Juez  de  Sección  era  irregular  por  cuanto  producido  el  con- 
curso de  acreedores  del  prófugo  Davala,  el  Juez  de  Sección  era 
incompetente  para  conocer  en  ese  juicio  universal,  sin  que  en 
ningún  caso  pueda  decirse  que  hubo  prorogacion  de  jurisdic- 
ción, porque  la  justicia  nacional  es  improrogable  sobre  perso- 
nas y  cosas  ajenas  á  ella,  aun  cuando  las  partes  convengan  en 
la  prorogacion. 

« 

Que  sobre  el  punto  de  la  incompetencia  del  Juzgado  Nacio- 
nal para  conocer  en  los  juicios  de  concurso,  hay  jurisprudencia 
establecida  por  la  Suprema  Corte  en  el  caso  del  concurso  de 
D.  Juan  José  Méndez  con  el  Banco  de  Italia  y  Bio  de  la  Plata. 
.  Pidió  se  dictara  auto  de  quiebra  contra  Davala  y  se  librase 
oficio  al  Juez  de  Sección  para  que  se  inhibiera  de  seguir  cono- 
ciendo y  remitiera  todos  los  espedientes  á  la  oficina  del  actua- 
rio. A  esta  petición  se  adhirieron  los  acreedores  D.  Ángel  Bá- 
nasco  y  D.  Vicente  Casares  é  hijos. 

Davala  fué  llamado  por  edictos  para  que  concurriera  á  dar 
esplicaciones  sobre  sus  negocios  y  no  habiendo  comparecido, 
fué  declarado  en  quiebra. 

En  este  estado  el  síndico  provisorio  espaso  que  siendo  el 
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juicio  de  concurso  aniyersal,  é  incompetente  el  Juez  Nacional 
para  continuar  sus  procedimientos,  una  vez  que  existe  la  decla- 
ratoria de  quiebra,  pedian  se  librase  oficio  al  Juez  de  Sección 
pidiéndole  que  suspendiera  todo  procedimiento  en  las  gestiones 
pendientes  ante  él  y  se  declarase  incompetente,  remitiendo  al 
Juzgado  de  Provincia  todos  los  antecedentes,  y  poniendo  los 
bienes  á  su  disposición. 

El  Juez  de  Sección  sostuvo  su  competencia  y  el  de  Provincia 
por  su  parte  mantuvo  la  suya,  por  lo  que  se  llevaron  los  autos  á 
la  Suprema  Corte  para  que  dirimiera  el  conflicto. 

VISTA  DEL  SEfiOR  PROCURADOR   GENERAL 

Buenos  Aires,  Harzo  1*  de  1878. 
Suprema  Corte: 

La  competencia  del  Juez  de  Comercio,  en  este  asunto,  me 

parece  incontestable  por  la  disposición  terminante  del  articulo 

A^  de  la  ley  de  1863. 

C.  Tejedor. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Julio  31  de  1878. 
Yistos ;  atento  lo  dispuesto  en  el  inciso  primero  del  artículo 
doee  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales 
Nacionales  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  tres,  y  de  conformidad  con  lo  pedido  por  el  señor  Procurador 
General  en  su  vista  de  foja  cuatro  cientos  ochenta  y  una  vuel- 
ta, se  declara  que  el  conocimiento  de  este  asunto  corresponde 
al  Juez  de  Comercio  de  la  Provincia,  remítansele  en  consecuencia 
los  autos,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos,  y  comu- 
niqúese esta  resolución  al  Juez  de  Sección. 

J.  B.  GOnOSTIAGA — J.  DOIUNGUEZ.  — 
O.  LEGCIZAMON. — ULADISLAO  FRUS. 
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OAVUA    I^ZZI. 


D.  Fe/^e  Scm  contra  D.  José  Iseas^  sobre  rescisión 

de  una  sentencia 


Sumario.  ^-^V  El  procedimiento  estraordinário  del  juicio  en 
rebeldía,  tiene  por  objeto  contener  la  malicia  y  reprimir  la  de- 
sobediencia de  los  litigantes  que  voluntariamente  se  constitu- 

•  * 

yen  rebeldes. 

2^  Solo  pueden  ser  declarados  rebeldes  los  que  no  compare* 
cen  en  virtud  del  emplazamiento,  6  no  contestan  la  demanda  en 
el  término  legal. 

;  3^  Para  que  la  citación  surta  los  efectos  de  derecho  es  indis- 
pensable que  sea  practicada  con  arreglo  á  lo  que  la  ley  pres- 
<)ribe,  bajo  pena  de  nulidad  de  todo  lo  que  se  obrase  después 
de  ella. 

4^  Guando  el  emplazamiento  es  nulo  debe  el  Juez  abstenerse 
de  declarar  la  rebeldía  contra  el  demandado  y  ordenar  que  se 
le  emplase  de  nuevo. 

5^  Es  nula  una  notificación  hecha  en  casa;  de  la  familia  del 
demandado  cuando  consta  que  este  está  ausente. 
.  6**  También  lo  es  cuando  no  se  entregan  con  la  notificación 
la  copia  de  la  demanda  y  de  los  documentos  con  que  se  ins- 
truya. 
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7^  La  citación  en  nn  juicio  civil  no  pnede  ser  suplida  por  la 
hecha  en  un  juicio  criminal^  aun  cuando  ambos  proyengan  de 
un  mismo  hecho. 


Caso.  —  En  Junio  de  1869,  D.  Seferino  Fesser  en  represen- 
tación del  Coronel  D.  José  Iseas  demandó  ante  el  Juez  de  Sec- 
ción en  San  Luis  á  D.  Juan  y  D.  Felipe  Saá  la  suma  de  6665  f^ 
bolivianos  por  daños  y  perjuicios  que  decia  le  habían  irrogado 
durante  la  rebelión  de  1867.  Acompañó  á  la  demanda  como 
justificativo  una  sumaria  información  de  testigos  producida 
ante  el  Juez  de  Paz  de  Villa  de  Mercedes.  Agregó  además*  que 
no  habiendo  los  referidos  D.  Juan  y  D.  Felipe  Saá  presentádose 
al  llamamiento  que  por  edictos  se  les  habia  hecho,  según  el 
periódico  adjunto,  pedia  se  sustanciara  la  causa  en  rebeldía 
de  ellos. 

£1  Juzgado  corrió  traslado  de  la  demanda  y  constando  la 
ausencia  de  los  demandados  que  habían  sido  llamados  por  edic- 
tos en  la  causa  criminal  por  rebelión  que  se  habia  iniciado 
contra  ellos,  ordenó  que  la  notificación  se  hiciera  en  la  forma 
establecida  por  derecho. 

El  escribano  hizo  las  notificaciones  dejando  una  cédula  á  las 
señoras  doña  Rosario  Saá  de  Dominguez  y  doña  Bosario  L,  de 
Saá. 

Vencido  el  término  de  la  ley,  el  actor  acusó  rebeldía  á  los 
demandados. 

El  Juzgado  ordenó  que  la  demanda  se  contestara  en  «1  tér- 
mino de  veinte  y  cuatro  horas. 

La  notificación  de  este  decreto  se  hizo  fijando  la  cédula  en 
la  puerta  de  la  casa  de  las  señoras  mencionadas. 

En  seguida,  á  solicitud  del  actor,  los  demandantes  fueron 
declarados  en  rebeldía  y  el  Juzgado  abrió  la  causa  á  prueba. 

Tramitada  la  causa,  el  Juzgado  por  sentencia  de  22  de  Se- 
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tiemble  de  i  869  declaró  absnelto  de  la  demanda  á  D.  Joan  Sai 
y  condenó  á  D.  Felipe  al  pago  de  la  suma  demandada  y  las  cos- 
tas, y  ordenó  que  la  sentencia  se  notificara  en  la  forma  esta- 
blecida por  el  artículo  190  de  la  ley  de  procedimientos,  seña- 
lando al  demandado  el  término  de  30  dias  para  que  pudiese 
pedir  la  rescisión. 

Esta  sentencia  fué  publicada  en  el  Boletín  Oficial  de  San 
Luis  de  fecha  2  de  Octubre  de  1869. 

El  Juzgado  á  solicitud  del  actor,  con  fecha  29  de  Octubre, 

m 

libró  mandamiento  contra  los  bienes  del  reo,  por  estar  vencido 
el  término  acordado  para  pedir  rescisión  y  ordenó  que  se  requi- 
riese á  la  esposa  del  demandado  manifestara  los  bienes  de  este. 

Netificada  la  señora  doña  Antonia  Funes  de  Saá  dijo  que  no 
sabía  cuales  eran  los  bienes  de  su  esposo. 

El  demandante  denunció  entonces  los  bienes  siguientes: 
una  casa  en  la  ciudad,  un  potrero  en  la  misma,  el  puesto  lla- 
mado tPozo  del  Tala»  una  estancia  llamada  t  El  Balde  >,  y  otra 
llamada  c  Represa  de  los  Y idela  >  en  cuyos  bienes  se  trabó  el 
embargo. 

El  Juzgado  nombró  varios  defensores  á  los  bienes,  los  que  se 
escusaron  unos  después  de  otros,  por  cuya  causa  se  jiombraron 
á  los  estrados  del  tribunal  como  representantes  del  reo. 

Los  bienes  fueron  tazados  y  se  sacaron  á  remate  y  no  habien- 
do habido  postores,  se  adjudicaron  al  actor  la  Represa  de  los 
Yidelas  y  la  casa  de  la  ciudad  por  las  dos  terceras  partes  de  su 
tasación  que  ascendían  á  8998  ^  55  centavos  bolivianos,  man- 
dándosele poner  inmediatamente  en  posesión  de  la  casa,  reser- 
vándose la  entrega  de  la  otra  propiedad  para  cuando  oblara  los 
2252  ^  87  centavos,  en  que  escedia  el  precio  de  las  fincas  de  la 
suma  cobrada. 

En  Agosto  de  1876,  después  de  promulgada  la  ley  de  amnis- 
tía^  D.  Felipe  Saá  dedujo  rescisión  de  la  senten(áa  mencionada. 

La  dideusion  de  la  cansa  está  esplicada  en  el 
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WmWm  del  Jíoes  de  Seeeton* 

San  Luis,  Octubre  8  de  1877. 

Y  Tistos :  D.  Felipe  Saá  interpone  el  recurso  de  rescisión  de 
la  sentencia  pronunciada  en  este  Juzgado  el  año  69  por  el  Dr. 
D.  Pablo  Sar^via  en  causa  que  le  promoTió  el  Coronel  D.  José 
Iseas  sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios  que  se  le  irro- 
garon con  ocasión  de  la  rebelión  del  año  67.  Dicho  recurso  se 
funda  en  la  nulidad  de  todo  lo  actuado  entonces,  por  no  ha- 
berse verificado  la  citación  y  emplazamiento  del  demandado 
Sr.  Saá  en  la  forma  establecida  por  derecho;  y  se  espone  res- 
pecto á  su  oportunidad  que  está  deducido  en  tiempo,  porque 
habiéndose  omitido  la  notificación  por  cédula  de  la  sentencia, 
no  ha  corrido  el  término  designado  por  la  ley  para  usar  de  él, 
y  pedir  como  se  hacia,  la  reposición  de  la  causa  al  estado  de 
demanda,  agregándose  que,  aun  que  esto  no  fuese  así,  aprove- 
charia  á  Saá  la  circunstancia  de  su  ausencia  y  espatriacion  que 
le  impidió  ocurrir  al  Juzgado  hasta  que  se  promulgó  la  ley 
de  amnistía  que  últimamente  dictó  el  Congreso  Nacional;  con- 
testando el  apoderado  de  Iseas  á  esta  esposicion  sostiene  la 
validez  de  los  procedimientos  del  Juez  Dr.  Saravia,  y  se  con- 
trae especialmente  á  demostrar  que  el  recurso  de  qua  se  trata 
está  entablado  fuera  del  término  legal,  porque  habiendo  Saá 
tenido  conocimiento  en  la  Bepública  de  Chile,  de  la  senten- 
cia  pronunciada,  no  solicitó  su  rescisión  en  el  término  que  fija 
el  artículo  195  de  la  ley  de  Procedimientos  y  porque  además, 
habia  transcurrido  el  año  que  también  designa  el  siguiente 
artículo  196,  después  de  haberse  cumplimentado  la  espresada 
sentencia,  concluyendo  por  pedir  sea  rechazada  la  demanda 
con  especial  condenación  de  costas  á  la  parte  de  Saá,  y 

Considerando:  1^  Que  el  artículo  i 90  de  la  ley  de  Prooe- 
dimientos  establece  que  1»  sentencia  dictada  en  rebeldía,  ade- 
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más  de  notificarse  por  cédnla,  cuando  fuese  posible,  se  fijará 
en  los  lugares  públicos  de  costumbre  y  se  insertará  en  un  pe- 
riódico donde  los  hubiese. 

2°  Que  la  Suprema  Corte  ha  declarado  que  cuando  se  emite 
la  notificación  por  cédula  sin  que  se  pruebe  la  dificultad  de 
hacerlo,  no  corre  el  término  fijado  para  usar  del  recurso  de  res- 
cisión y  presentándose  la  parte  á  interponerlo  debe  ser  admi- 
tido (Serie  1%  Tomo  4%  página  38). 

3^  Que  en  el  caso  de  que  se  trata  se  ha  omitido  la  notifica- 
ción por  cédnla  de  la  sentencia  pronunciada  contra  Saá,  sin  que 
se  encuentre  en  autos  constancia  alguna,  de  donde  resulte  que 
no  fué  posible  hacerlo. 

4*^  Que  en  tal  caso,  y  estando  á  la  resolución  antes  citada,  no 
ha  toascurrido  para  Saá  el  término  designado  para  valerse  del 
recurso  de  rescisión. 

5"*  Que  no  puede  obstar  á  este  propósito  el  hecho  alegado 
del  contrario  de  haber  tenido  conocimiento  en  Chile  de  la  sen- 
tencia pronunciada,  porque  los  artículos  194  y  i95  de  la  ley 
de  Procedimientos  que  establecen  no  deberse  admitir  el  recur- 
so de  rescisión  cuando  el  condenado,  alegando  ignorancia  del 
juicio,  6  bien  algún  impedimento,  entablase  dicho  recurso  cierto 
tiempo  después  de  haber  tenido  conocimiento  del  asunto,  6 
haber  cesado  el  impedimento,  se  refieren  al  caso  de  que  se 
hubiese  cumplido  con  las  anteriores  disposiciones  legales,  y 
especialmente  con  lo  prescripto  por  el  citado  artículo  i90  para 
la  notificación  de  la  sentencia. 

6^  Que  el  artículo  196  de  la  misma  ley  no  puede  tampoco 
iuTOcarse  contra  la  oportunidad  del  recurso,  porque  no  habien- 
do Iseas  entregado  hasta  ahora  el  exceso  de  su  crédito,  del  valor 
de  la  estancia  denominada  c  Represa  de  los  Yidelas»,  según 
se  disponía  por  la  resolución  de  f.  i36  vuelta,  ni  puéstosele 
por  ello  en  posesión  de  dicha  estancia,  la  espresada  sentencia 
no  ha  tenido  hasta  hoy  cumplido  efecto. 
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7^  Que  contrayéndose  al  estudio  de  lo  principal  de  la  causa 
seguida  por  Iseas,  aparece  desde  luego  que  la  citación  ó  empla- 
zamiento de  Saá  para  contestar  á  la  demanda  fué  evidente- 
mente ilegal,  7  por  consiguiente  nulo,  porque  constatándose 
por  el  Juez  en  el  decreto  con  que  proTeyó  á  dicha  demanda  que 
Sai  se  encontraba  ausente,  debió  mandarlo  citar  por  exhorto 
si  se  sabia  el  lugar  de  su  residencia  ó  por  edictos  si  se  igno- 
raba su  paradero  (artículos  65  y  66  de  la  ley  de  Procedimien- 
tos), pero  enmingun  caso  que  se  hiciera  tal  citacioii  en  la  per- 
sona de  su  esposa,  como  sucedió  dejando  el  escribano  una  cé- 
dula para  que  le  fuese  entregada,  ni  mucho  menos  pretender 
hacer  valer  como  legitima  citación  de  Saá  los  edictos  publica- 
dos en  una  causa  distinta,  cual  era  la  de  rebelión  contra  el 
Qobierno  Nacional  que  entonces  se  le  seguia. 

8°  Que  siendo  nula  la  citación  ó  notificación  de  Saá  para 
contestar  á  la  demanda,  es  igualmente  nulo  todo  lo  que  se  ha 
obrado  después  de  aquella  (artículo  71  de  la  ley  citada). 

Por  estas  consideraciones,  se  declara  rescindida  eu  todas  sus 
partes  la  sentencia  pronunciada  en  22  de  Setiembre  de  1869i 
corrientes  á  f.  35  del  espediente  agregado,  y  se  repone  la  causa 
al  estado  de  demanda,  debiendo  Saá  contestarla  en  el  término 
legal,  y  ser  puesto  por  Iseas  en  posesión  de  la  ñnca  que  recibió 
en  pago,  y  por  el  depositario  de  lo  que  aun  se  encuentra  embar- 
gada. 

Hágase  saber,  repónganse  los  sellos  y  notifíquese  con  el 
original. 

Jíian  de  Arredondo. 

Falla  de  la  Suprema  Carte 

Buenos  Aires,  Agosto  1*  de  1878. 

Vistos,  considerando  que  el  procedimiento  estraordinario  del 
juicio  en  rebeldía,  tiene  por  objeto  contener  la  malicia  y  re- 
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primir  la  desobediencia  de  los  litigantes  que  volantariamente 
se  constituyen  rebeldes ;  qne  solo  pueden  ser  declarados  rebel- 
des, segnn  el  artículo  ciento  ochenta  y  tres  de  la  ley  de  enjui- 
ciamiento, los  que  no  comparecen  en  virtud  del  emplazamiento, 
6  no  contestan  la  demanda  en  el  término  legal;  que  para  que 
la  citación  surta  los  efectos  de  derecho,  es  indispensable  que  sea 
practicada  con  arreglo  á  lo  que  la  ley  prescribe,  bajo  pena  de 
nulidad  de  todo  lo  que  se  obrara  después  de  ella;  que  á  mas 
de  prescribirlo  asi  por  regla  general  el  artículo  setenta  y  uno, 
tratando  luego  de  este  procedimiento  estraordinario,  el  artí- 
culo ciento  ochenta  y  siete  dispone  especialmente  que  cuando 
el  emplazamiento  es  nulo,  debe  el  Juez  abstenerse  de  declarar 
la  rebeldía  contra  el  demandado,  y  ordenar  que  se  le  emplaze  de 
nuevo.  Considerando  que  en  este  caso,  puesta  la  demanda  por 
el  Coronel  Iseas,  el  Juez  de  Sección  por  su  providencia  de  foja 
doce,  confirió  traslado  de  ella  á  los  demandados ;  y  en  atención 
á  hallarse  estos  ausentes  mandó  que  se  les  citase  con  arreglo  á 
derecho;  que  el  actuario  hizo  la  diligencia  de  notificación  en 
casa  de  la  familia  del  demandado ;  y  obteniendo  allí  la  qonfir- 
macion  de  su  ausencia,  se  limitó,  á  entregar  la  cédula  á  la  espo- 
sa del  mismo ;  que  procediendo  de  este  modo,  arreglado  sola- 
mente cuando  la  persona  se  halle  en  el  lugar  del  juicio,  no  solo 
se  contravino  á  la  ley,  sino  también  á  lo  proveido  por  el  Juez, 
que  mandó  hacer  la  citación  como  correspondía  en  caso  de  ausen- 
cia; que  además,  se  omitió  entregar  con  la  cédula  las  copias 
que  ordena  los  artículos  ocho  y  cincuenta  y  nueve,  circunstancia 
por  la  cual,  aun  sin  concurrir  lo  demás  que  queda  notado,  se 
declaró  nulo  todo  el  procedimiento  en  la  causa  cincuenta  y  sie- 
te, tomo  primero,  segunda  serie  de  los  fallos  de  esta  Suprema 
Corte ;  que  no  habiendo  habido  por  lo  tanto  citación  legal,  no 
ha  podido  haber  litigai^je  rebelde,  ni  declaración  de  rebeldía,  y 
son  inaplicables  las  disposiciones  de  los  artículos  ciento  noventa 
y  uno  y  siguientes  del  título  diez  y  nueve  de  la  ley ;  que  la  cita- 
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don  para  el  jnioio  civil  no  puede  considerarse  snplida  por  la  del 
juicio  criminal,  desde  que  aquella  ha  sido  promovida  posterior 
7  separadamente,  por  persona  distinta  y  con  diferente  objeto ; 
ni  puede  eso  pretenderse  después  que  el  Juez  mandó  practicarla 
como  necesaria,  sin  oposición  del  demandante.  Por  estos  fun- 
damentos se  confirma  la  sentencia  apelada,  en  cuanto  manda 
reponer  la  causa  al  estado  de  demanda,  sin  especial  condena- 
ción en  costas.  Satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  O.  LEGUIZAMON .  — 
CLADISLAO  FRUS. 


CAVSA     I.XXII. 


Z)*  Dominga  S.  de  Oromi  deduciendo  tercería  de  dominio  en 
la  ejecución  de  D.  Simón  Barris  contra  D.  Justo  Villegas 


Sumario.-- 1^  Es  privilegiado  el  crédito  proveniente  de  tra- 
bajos y  materiales  empleados  en  la  construcción  de  una  finca, 
mientras  está  en  poder  del  deudor. 

2°  La  aceptación  de  un  pagaré  por  parte  del  acreedor  por  el 
importe  de  dichos  trabajos  y  materiales,  no  causa  novación. 

3"*  Los  actos  jurídicos  simulados  con  el  objeto  de  defraudar  á 
un  acreedor  son  nulos  y  de  ningui^valor. 
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4**  El  recurso  de  nnlidades  improcedente  si  no  se  deduce  con-, 
juntamente  con  el  de  apelación. 


Caso. — El  Dr.  D.  Carlos  Saavedra  Zavaleta  con  poder  de  D*« 
Dominga  S.  de  Oromi  se  presentó  al  Juzgado  de  Sección  espo- 
niendo que  en  la  ejecución  de  D.  Simón  Barris  contra  D.  Justo 
Villegas  se  trataba  de  vender  la  casa  Calle  Perú  N^  iOi  á  109; 
que  siendo  esta  casa  propiedad  de  su  poderdante  j  no  habién- 
dosele dado  conocimiento  del  juicio,  pedia  se  le  tuviese  por  par- 
te j  se  le  diese  vista  de  los  autos  para  pedir  lo  que  correspon- 
diera á  los  interés  de  su  poderdante.  En  un  otrosí  dijo  que  la 
escritura  estaba  archivada  en  el  Banco  Hipotecario  por  estar 
afecto  á  él  el  inmueble,  y  pidió  en  consecuencia  se  mandara 
espedir  un  certificado  al  respecto. 

El  Juzgado  hubo  por  deducida  una  tercería  de  dominio  y  cor- 
rió traslado  por  cuerda  separada,  y  mandó  espedir  el  certifi- 
cado solicitado. 

En  el  certificado  consta  que  con  fecha  4  de  Febrero  de  i  876 
D.  Justo  Villegas  vendió  i  D*  Dominga  S.  de  Oromi  la  finca 
en  cuestión;  que  le  correspondía,  el  edificio  actual  por  haberlo 
construido  á  su  costa  satisfaciendo  los  costos  de  material  y 
obra  de  mano  y  sin  que  por  esta  causa  afecte  débito  alguno  la 
propiedad,  la  cual  vendia  por  la  suma  de  104,000  pesos  fuer- 
tes, pagos  en  esta  forma:  60,000  $  fuertes  que  debia  satisfacer 
la  compradora  al  Banco  Hipotecario  y  44,000  $  fuertes  que  le 
pagó  en  el  acto  en  letras  por  igual  valor  que  le  adeudaba  el 
otorgante  por  precio  de  la  misma  finca  y  que  le  habia  renovado 
sucesivamente  desde  la  fecha  en  que  el  esponente  se  la  compró. 

D.  Simón  Barris*  evacuando  el  traslado  pidió  se  rechara  con 
costas  la  tercería  promovida,  declarándose  nula  la  venta  hecha 
i  favor  de  la  Señora  de  Oromi. 

Dijo  que  la  escritura  incoada  por  la  tercerista  tenia  por 
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base  una  simulación  y  un  fraude;  que  la  simulación  se  de- 
muestra con  el  hecho  de  no  haber  recibido  Villegas  el  pre- 
cio en  efectivo,  sino  en  letras  que  dicen  ser  renoTaciones 
del  precio  de  la  misma  finca;  que  el  fraude  es  mas  mani- 
fiesto por  cuanto  según  el .  mismo  certificado»  Villegas  al 
vender,  empezó  declarando  que  los  costos  de  material,  etc,  esta- 
ban ya  satisfechos,  siendo  así  que  con  posterioridad,  4  de  Mayo 
y  9  de  Setiembre  del  mismo  año,  firmaba  pagarées  á  favor  del 
esponente  por  él  valor  del  mismo  material  y  obras  de  mano 
que  muchos  meses  antes  decia  haber  pagado;  que  Villegas  y 
la  Señora  de  Oromi  se  hablan  completado  para  perjudicar  al 
esponente;  que  aparte  de  que  dicha  Señora,  por  su  parentez- 
co  con  Villegas,  sabia  que  el  esponente  no  habia  sido  pagado, 
el  privilegio  de  su  crédito,  establecido  por  el  art.  57,  Tít.  i"", 
Sec.  2^  Lib.  4%  del  Código  Civil,  revela  la  mala  fé  de  dicha  Se- 
ñora, pues  Villegas  no  podia  pagarle  un  crédito  imaginario,  sin 
satisfacer  previamente  el  del  esponente  que  es  privilegiado. 
Que  la  cláusula  de  la  escritura  de  estar  pagado  el  material  y 
la  obra  de  mano,  no  tiene  otra  esplicacion  que  una  exigencia 
de  la  Señora  de  Oromi,  que  sabiendo  que  ello  no  estaba  pa- 
gado, quiso  ponerse  á  cubierto  con  dicha  cláusula. 
Con  la  prueba  producida  se  dictó  este 
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Baenos  Aires,  Octabre  27  de  1877. 

Y  vistos  estos  autos  ejecutivos  iniciados  por  D.  S.  Barris 
contra  D.  J.  Villegas  por  cobro  de  cantidad  de  pesos,  en  lo 
relativo  á  la  tercería  de  dominio,  deducida  por  D*  Dominga 
Saavedra  de  Oromi,  sobre  una  casa  embargada  como  de  pro- 
piedad del  deudor,  y  resultando  de  eúo :  que  la  casa  en  cues- 
tión fué  vendida  por  la  opositora  Señora  de  Oromi  al  deudor 
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ejecutado  por  el  importe  1.100,000  $  m/c.  en  Octubre  2  del 
año  73,  confesando  la  Tendedora  haber  recibido  su  importe  de 
contado,  según  resulta  de  la  escritura  y  certificado  del  escriba- 
no Carballeda  f .  36;  que  Villegas  hizo  construir  por  el  maestro 
constructor  B.  Simen  Barris  un  edificio  en  el  terreno  comprado 
firmándole  pagarés  por  el  importe  de  la  mauo  de  obra,  y  mate- 
riales suministrjidos  y  espresándose  en  los  mismos  la  causa  de 
la  obligación :  que  la  Tendedora  Señora  de  Oromi  fué  despoes 
compradora  de  la  misma  casa,  redificada  ya,  por  la  cantidad 
de  104.000  $  fuertes,  cuyo  pago  verificó  aceptando  la  hipoteca, 
que  pesaba  sobre  la  referida  finca  á  favor  del  Banco  Hipoteca- 
rio por  60,000  $  fuertes ,  y  chancelando  letras  á  su  favor  por 
44,000  üí  fuertes,  que   asegura  ser  el  precio  de  la  primera 
venta,  el  que,  no  habiendo  sido  pagado  antes  á  pesar  de  haber- 
lo manifestado  asi  en  la  escritura  respectiva,  le  habia  firmado 
letras  que  hablan  ido  renovándose ;  que  no  obstante  esta  decla- 
ración, hecha  en  la  escritura  de  compra,  la  compradora,  absol- 
viendo posiciones  á  f .  50  vta,  al  contestar  á  la  quinta  posición 
asevera  nuevamente  haber  recibido  el  precio  de  la  primera  ven- 
ta ante  el  escribano  Carballeda  y  considerando  1°:  que  estando 
reconocido  en  los  documentos  mismos  con  que  ha  instaurado 
el  ejecutante  su  acción,  que  la  deuda  que  persigue  es  proceden- 
te de  mano  de  obra  y  materiales  suministrados  para  la  misma, 
goza  del  privilegio  que  le  acuerda  los  art.  57  y  58  cap.  4,  tít.  l^ 
Sec.  2*,  Lib.  4^  C.  C;  2^  que  este  privilegio  á  la  manera  de  hi- 
poteca sigue  al  inmueble  que  afecta  aun  en  poder  de  los  nuevos 
adquirentes;  Yelez  Sarsfield  (nota  al  art.  4^,  cap.  10,  y  Sachariae 
párrafo  876,  not.  11,)  3'  que  si  bien  el  art.  50  del  capítulo  y  li- 
bro citado  concede  igual  privilegio  al  vendedor  no  pagado  de  un 
inmueble,  cuya  posesión  invoca  la  oponente,  este  privilegio  cesa, 
según  la  opinión  aceptada  de  los  juristas,  cuando  en  el  instru- 
mento de  venta  se  dá  el  vendedor  por  recibido  del  precio,  (Sa- 
chariae párrafo  793,  nota  3*)  Daloz;  426  verbo  prmlegio;  4^  que 
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ea  el  caso  presente  no  solo  ha  reconocido  la  opositora  haber  si- 
do pagada  del  precio  de  la  venta  que  hizo  á  favor  del  deudor 
ejecutado,  sino  que  se  ha  ratificado  después  durante  el  juicio, 
contradiciendo  la  esposicion  de  la  segunda  escritura  en  que  figu- 
ra como  compradora  de  Villegas ;  por  estos  fundamentos  fallo, 
no  haciendo  lugar  á  la  tercería  de  dominio  deducida  por  D^  Do- 
minga Saavedra  de  Oromi  en  el  juicio  ejecutivo  de  B.  Simón 
Barris  contra  D.  Justo  Villegas,  sin  especial  condenación  en 
costas.  En  su  consecuencia,  de  acuerdo  al  artículo  302  de  la  Ley 
de  Procedimientos,  llévese  adelante  la  ejecución  sobre  la  pro- 
piedad embargada,  sin  perjuicio  de  los  derechos  del  Banco 
Hipotecario  que  no  han  sido  deducidos  en  juicio.  Hágase  saber 
y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  Vgarriza. 

La  parte  demandante  apeló  del  fondo  del  asunto,  y  Barris  se 
adhirió  á  la  apelación  por  no  haberse  condenado  en  cotas  á 
aquella. 

En  la  segunda  instancia  el  apoderado  de  la  Sra.  de  Oromi  al 
espresar  agravios  pidió  también  la  nulidad  de  todo  lo  obrado, 
alegando  que  en  la  primera  se  hablan  violado  las  formas  del 
procedimiento. 

Falla  de  la  Soprenia  Corte* 

Buenos  Aires,  Agosto  1*  de  1878. 

Vistos  y  considerando:  Pnmero.  Que  el  crédito  que  cobra 
Don  Simón  Barris  procede  de  trabajos  y  materiales  empleados 
en  la  construcción  de  la  finca  calle  del  Perú  números  ciento  uno 
á  ciento  nueve,  perteneciente  á  Don  Justo  Villegas,  según  re- 
sulta de  los  pagarés  suscritos  por  este  en  mil  ochocientos  se- 
tenta y  §eis  y  corrientes  á  foja  ciento  treinta  y  cuatro  de  los 
autos  ejecutivos.. 
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Segundo.  Que  la  aceptación  de  un  pagaré  por  parte  de  Barría 
en  mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  por  el  importe  de  la  suma 
debida  no  pndo  cansar  novación  del  crédito,  con  arreglo  al  artí- 
cnlo  trece,  titnlo  de  la  «  Noyacion  »  Código  Civil,  por  ser  dicho 
crédito  privilegiado  y  no  haberse  modificado  la  causa  de  la 
obligación,  según  consta  del  recibo  de  foja  ciento  cuarenta  y 
uno  y  de  los  pagarés  de  foja  una,  tres  y  cuatro  suscritos  por  ji 
deudor. 

Tercero-  Que  comprobado  asi  el  oríjen  del  crédito  de  Barris, 
debe  reconoC'Crse  su  privilegio  sobre  el  valor  de  la  finca  en 
cuestión,  mientras  exista  en  poder  del  deudor,  con  arreglo  á 
los  artículos  cincuenta  y  siete  y  cincuenta  y  nueve,  título  de  la 
«Preferencia  de  Créditos»,  Código  Civil. 

Cuarto.  Que  el  dominio  que  Dona  Dominga  S.  de  Oromí 
alega  tener  en  la  mencionada  finca,  i  mérito  de  la  escritura 
á  que  se  refiere  el  certificado  de  foja  veinte,  no  puede  per- 
judicar los  derechos  de  Barris :  primero  porque  la  afirma- 
ción hecha  en  dicha  escritura  de  que  la  compradora.  Se- 
ñora de  Oromí,  dá  en  parte  de  pago  la  suma  de  cuarenta  y 
cuatro  mil  fuertes  que  Don  Justo  Villegas  le  debia  como  pre- 
cio de  la  misma  finca  que  él  le  habia  comprado  en  mil  ocho- 
cientos setenta  y  tres,  resulta  contradicha  y  desmentida  por 
la  escritura  de  foja  treinta  y  seis  y  confesión  de  foja  cin- 
cuenta, de  las  cuales  consta,  que  el  precio  de  la  primera 
venta  fué  pagado  por  Villegas  al  contado  en  presencia  del  Es- 
cribano autorizante;  y  segundo  porque  la  manifestación  hecha 
por  Villegas  en  la  escritura  de  venta  de  mil  ochocientos  setenta 
y  seis  á  foja  veinte,  sobre  que  la  finca  no  debia  cosa  alguna  por 
construcción  y  materiales,  está  también  desmentida  y  contradi- 
cha por  la  declaración  posterior  del  mismo  Villegas,  contenida 
en  los  pagarés  de  foja  una,  tres  y  cuatro  del  espediente  eje- 
cutivo. 

QunUo.  Que  de  estos  antecedentes  resulta  claramente  pro« 


i 


DE  JOSTICU  NACIONAL  257 

bado,  qne  la  escritura  pública,  á  que  se  refiere  el  certificado  de 
foja  veinte,  envuelve  la  simulación  de  un  acto  tendente  á  de- 
fraudar á  Barris  de  sus  derechos,  siendo  en  consecuencia  dicho 
acto  nulo  y  de  ningún  valor,  con  arreglo  á  los  artículos  once  y 
doce,  título  de  los  «actos  jurídicos»  y  cincuenta  y  nueve,  título 
«de  los  contratos».  Código  Civil. 

Sesto.  Que  habiendo  sido  notificado  en  el  juicio  de  tercería 
el  apoderado  de  Doña  Dominga  S.  de  Oromí  de  las  providencias 
de  traslado  de  la  demanda,  auto  de  prueba  y  sentencia,  compa- 
reciendo la  misma  Señora,  sin  revocar  poder,  como  consta  del 
escrito  de  foja  cuarenta,  no  existe  la  causa  de  nulidad  alegada 
en  esta  instancia. 

Séptimo.  Que  el  recurso  de  nulidad,  es  además  improcedente 
por  no  haberse  interpuesto  conjuntamente  con  el  de  apelación, 
según  lo  prescribe  el  artículo  doscientos  treinta  y  cuatro  de  la 
Ley  Nacional  de  Procedimientos. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  de  la  sentencia 
apelada,  se  confirma  ésta,  con  condenación  en  las  costas  de  am- 
bas instancias. 

Satisfechas  las  de  esta,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  G0R08TIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGUIZAMON.— ULADISLAO  FRÍAS. 


T.  XI.  18 
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CAUSA    I.XXIII. 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  del  Crimen  de  la  dudad  ^ 

de  Buenos  Aires  y  el  de  Sección  de  la  Provincia,  para  co- 
nocer en  un  caso  de  extradición. 


Sumario,  r^i^  Los  Jaeces  de  Sección  son  competentes 
para  conocer  en  los  casos  de  extradición  de  presuntos  crimi- 
nales, requerida  por  Jueces  estrangeros. 

2®  Su  Jurisditjcion  en  tal  caso  es  privativa  y  escluyente  de 
los  Jueces  de  Provincia. 


Caso.  —  Con  fecha  13  de  Julio  de  1878  el  Sr.  Juez  del  Crimen 
Dr.  Insiarte,  recibió  un  exhorto  del  Dr.  D.  Dionisio  Ramos,  Juez 
letrado  del  Crimen  de  la  2*  Sección  de  la  República  Oriental 
del  Uruguay,  fecha  10  del  mismo  mes  de  Julio,  por  el  cual 
pedia  la  prisión  y  detención  hasta  ser  estraido  y  conducido  á 
Montevideo  por  quien  se  designase,  al  efecto,  del  ex-Gefe  Polí- 
tico y  Comandante  Militar  del  Departamento  de  la  Colonia 
D.  Desiderio  de  las  Cuevas,  á  quien  se  habia  iniciado  causa 
•criminal  por  malversación  de  fondos  públicos  en  la  época  de  su 
administración,  por  auto  de  A  de  dicho  mes. 

El  Juez  exhortante  manifestó  que  el  delito  imputado  á  D. 
Desiderio  de  las  Cuevas  era  uno  de  los*  comprendidos  en  el 
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tratado  de  estradicion  vigente  entre  la  República  Argentina  y 
la  Oriental,  y  acompañó  un  testimonio  de  las  piezas  acusadoras 
que  obraban  en  el  proceso  de  su  referencia. 

El  Sr.  Juez  del  Crimen,  Dr.  Insiarte,  decretró  con  fecha  13  de 
Julio  se  librara  oficio  á  la  Policía  para  que  procediera  á  la 
captura  de  D.  Desiderio  de  las  CueTas  y  le  entregara  á  la  per- 
sona encargada  por  las  autoridades  orientales. 

Recibido  por  la  Policía  el  oficio,  se  contestó  al  Juez  del  Cri- 
men con  fecha  14  de  Julio,  que  D.  Desiderio  de  las  Cuevas  se 
hallaba  escondido  en  su  propia  casa  calle  del  Paraguay  N®  395, 
y  como  no  se  habia  espedido  orden  de  allanamiento,  se  solici- 
taba esta  para  practicar  la  pesquiza  dentro  de  la  casa. 

Al  mismo  tiempo  de  recibir  la  contestación  anterior,  el  Juez 
del  Crimen  recibió  del  Juzgado  Nacional  de  la  Sección  de 
Buenos  Aires  un  oficio  transcribiéndole  el  auto  que  habia  dic- 
tado en  una  petición  que  el  Sr.  de  las  Cuevas  le  habia  presen- 
tado para  que  formase  contienda  de  competencia,  evocando  á 
sí  el  diligenciamiento  del  exhorto  de  los  Tribunales  orientales. 

El  Juez  de  Sección  en  lo  Criminal  mandó  que  el  Juzgado 
del  Crimen  de  la  Provincia  se  inhibiera  de  todo  procedimiento 
por  considerar  que  el  caso  de  estradicion  depende  de  la  aplica- 
ción de  tratados  internacionales,  y  que  la  interpretación  y 
aplicación  de  estos  era  de  competencia  esclusiva  de  los  Tribu- 
nales federales,  con  arreglo  al  artículo  2,  inciso  1  de  la  ley  so- 
bre jurisdicción  y  competencia  de  estos,  de  14  de  Setiembre  de 
1863. 

El  Juez  del  Crimen  espidió  con  fecha  1 5  de  Julio  un  auto 
sosteniendo  su  competencia,  y  ordenó  se  librase  oficio  á  la  Po- 
licia  para  que  en  caso  de  ser  capturado  el  Sr.  Las  Cuevas  fuera 
puesto  á  disposición  del  Juzgado,  .suspendiéndose  la  entrega  i 
las  autoridades  orientales,  mientras  quedara  resuelta  la  cues- 
tión de  competencia. 

Insistiendo  el  Jaez  Federal  del  Crimen  de  la  Sección  de 
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Buenos  Aires  en  la  jurisdicción  que  se  atribuía  sobre  el  caso, 
ambos  jueces,  en  cumplimiento  de  lo  ordenado  por  la  ley,  remi- 
tieron los  antecedentes  á  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Na- 
cional para  la  resolución  correspondiente. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Baeoos  Aires,  Julio  31  de  1878. 
Suprema  Corte: 

Acordar  6  negar  la  estradicion  es  un  acto  de  Soberanía  Na- 
cional, cuyo  ejercicio  corresponde  á  la  autoridad  ejecutiva  de  la 
República,  que  la  ejerce  y  representa  ante  las  Naciones  Es- 
trangeras. 

Los  tratados  que  en  los  últimos  años  ha  celebrado  la  Nación 
sobre  esta  materia,  con  el  Imperio  del  Brasil,  con  el  Reino  de 
Italia  y  con  las  Repúblicas  de  Bolivia,  Chile  y  Paraguay,  es- 
tablecen todos  que  la  estradicion  solo  podria  concederse  en 
virtud  de  reclamación  presentada  por  los  Gobiernos,  ya  sea 
directamente,  ya  por  la  via  diplomática  6  consular. 

El  tratado  de  la  República  Oriental  en  1865  cuando  recién 
principiábamos  nuestra  vida  constitucional  se  puele  decir  es 
menos  esplícito,  sobre  este  particular. 

« 'Én  vista  de  los  documentos ,  dice  el  artículo  7,  los  respeeii' 
vos  magistrados  de  los  dos  Gobiernos  tendrán  poder».  Al  final, 
este  mismo  artículo  reserva,  empero,  al  P.  E,  la  facultad  de 
librar  orden  de  entrega  del  criminal  reclamado:  Y  asi  nece- 
sariamente debe  ser,  siendo  esta  materia  de  aquellas  que  pue- 
den comprometer  la  paz  pública  de  la  Nación,  y  por  tanto 
esencialmente  Nacional 

La  reclamación  del  Juez  del  Crimen  de  la  República  Oriental 
hubiera  venido  mejor  encaminada  por  conducto  del  P.  E.,  y 
entonces  naturalmente  hubiera  sido  dirijida  al  conocimiento 
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del  Sr.  Juez  de  Sección  á  cuya  jurisdicción  corresponde  por  las 
consideraciones  antes  espuestas  y  por  la  disposición  espresa 
del  inciso  2^  artículo  1^  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia. 

£1  hecho  de  que  la  jurisdicción  y  competencia  de  los  Juz- 
gados de  Provincia  no  haya  sido  hasta  ahora  disputada,  según 
dice  el  Sr.  Juez  del  Crimen,  y  dado  el  caso  de  que  no  lo  haya 
sido,  no  importa  que  no  pueda  serlq  y  con  perfecta  razón. 
Tampoco  es  atendible  la  consideración  de  que  el  delito  que 
motiva  la  reclamación  de  estradicion  sea  de  aquellos  que  caen 
bajo  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  de  Provincia;  pues,  la 
misión  del  Juzgado  en  este  caso  está  limitada  á  decir  si  ha  6 
no  lugar  á  la  estradicion,  con  sujeción  á  las  estipulaciones  de 
un  tratado  público,  materia  esencialmente  Nacional. 

Es,  por  lo  espuesto,  mi  opinión  que  Y.  E.  debe  confirmar  la 
jurisdicción  del  Juez  de  Sección. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de   ím  Saprem»  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  3  de  1878. 

Vistos  en  el  acuerdo,  estos  autos  sobre  competencia  susci- 
tada entre  el  Juzgado  Nacional  de  Sección,  y  el  de  Primera 
Instancia  en  lo  Criminal  de  esta  Provincia,  acerca  del  cono- 
cimiento de  la  estradicion  de  D.  Desiderio  de  la  Cueva,  reque- 
rida por  el  Juzgado  del  Crimen  de  la  República  Oriental  del 
Uruguay,  en  virtud  del  tratado  existente  entre  esa  Bepública 
y  la  Argentina,  de  catorce  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  cinco,  y 

Considerando,  que  según  lo  dispuesto  por  los  artículos  dos 
y  doce  de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ocho  cientos 
sesenta  y  tres,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribu- 
nales Nacionales,  los  Jueces  de  Sección  deben  conocer  en  pri- 
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mera  instancia  de  las  causas  especialmente  tejidas  por  los 
Tratados  públicos  con  las  naciones  extrangeras,  siendo  su  ju- 
risdicción en  tal  caso,  privativa  y  exclayente  de  los  Juzgados 
de  Provincia. 

Por  este  motivo,  y  de  acuerdo  con  lo  [pedido  por  el  señor 
Procurador  General  en  su  precedente  vista,  la  Corte  declara 
que  el  conocimiento  de.  dicha  causa  corresponde  al  Juzgado 
Nacional  de  Sección,  y  ordena  que  se  le  remitan  todas  las  ac- 
tuaciones, para  lo  que  corresponda  con  arreglo  á  derecho,  co- 
municándose esta  resolución  al  Juzgado  de  Provincia. 

J.  B.  GOROSTIAGA  —  J.  DOHINGUEZ.  — 
O.  LEGCIZAMON. — ULADISLAO  FRÍAS. 


CAUSA    IiXXIT 


Vicente  Casares  é  hijos,  y  Don  Enrique  Green;  contra  Don 
Ernesto  Inguerson,  sobre  cobro  de  pesos  y  falta  de  personería. 


Sumario.  —  1^  Los  que  se  dicen  empleados  de  una  casa  no 
tienen  personería  para  cobrar  como  propia  una  cuenta  de  la 
misma. 

2^  Los  honorarios  de  traductor  son  de  cargo  de  la  parte  que 
presenta  los  documentos  en  idioma  estrangero. 
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Caso.  —  Los  señores  Vicente  Casares  é  hijos^  acompañando 
unos  documentos  en  idioma  inglés  para  acreditar  que  eran  lan- 
cheros de  la  casa  Green  y  C**,  pidieron  el  embargo  de  unas  mer- 
caderías descargadas  del  «Nevelius»  consignadas  á  los  señores 
Oreen,  en  garantía  de  su  crédito  de  lanchajes,  con  arreglo  al 
artículo  i  86  del  Código  de  Comercio,  siendo  firmado  su  escrito 
por  Green  y  C*  en  prueba  de  su  exposición. 

Se  ordenó  el  embargo,  y  Don  Ernesto  Inguerson,  dueño  de  las 
mercaderías,  pidió  al  Juez  se  intimara  á  los  señores  Green  pre- 
sentaran la  cuenta  de  lanchajes,  que  no  le  hablan  pasado  aún, 
y  protestó  por  los  daños. 

El  juez  intimó  á  los  señores  Casares  presentaran  la  cuenta 
con  auto  de  foja  7  vuelta. 

Los  señores  Green  y  los  señores  Casares,  manifestaron  estar 
conformes  en  la  entrega  de  las  mercaderías  préyio  depósito. 

Inguerson  hizo  un  depósito,  pidió  se  tradujeran  al  idioma  pa- 
trio los  documentos  acompañados  por  los  señores  Casares,  y 
solicitó  que  el  señor  Green  reconociera  un  aviso  puesto  por  él 
en  la  Bolsa,  sobre  reducción  del  precio  de  lanchajes. 

A  esta  última  solicitud  no  se  hizo  lugar,  por  no  haberse  de- 
ducido acción  alguna. 

En  seguida  los  señores  Casares  presentaron  la  cuenta  de  lan- 
chajes^ y  demandaron  por  su  importe  á  Inguerson. 

Este  les  opuso  falta  de  personería,  diciendo  que  nada  tenía 
que  ver  con  ellos  «inó  con  los  señores  Green. 

El  juez  mandó  que  estos  manifestasen  conformidad  con  la 
cuenta  de  los  señores  Casares. 

Ingerson  pidió  revocatoria  y  apeló  in  súbsidium. 

Al  mismo  tiempo,  habiendo  pedido  el  traductor  el  pago  de 
sus  honorarios,  el  juez  ordenó  que  Inguerson  manifestara  con- 
formidad. 

Este  manifestó  que  correspondía  el  pago  de  los  honorarios  á 
los  señores  Casares  que  habían  presentado  los  documentos,  á  la 
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Tez  que  los  señores  Casares  sostuvieron  que  correspondía  á 
Inguerson  que  habia  pedido  la  traducción. 


Fallo  del  Jaes  Slecelonul* 

Buenos  Aires,  Enero  39  de  1878. 

T  vistos ;  de  conformidad  á  lo  alegado  por  los  señores  Casa- 
res é  hijos  en  lo  relativo  á  la  revocatoria  solicitada,  y  no  pu- 
diendo  acordarse  de  autos  que,  como  el  de  foja  36,  son  conse- 
cuencia de  otros  consentidos,  como  lo  es  en  este  caso  el  de  foja 
7  vuelta,  no  ha  lugar  á  la  revocatoria  ni  á  la  apelación  inter- 
puesta. 

Y  considerando,  en  lo  relativo  de  la  cuenta  presentada  por  el 
traductor  Frngoni ;  que  si  bien  es  verdad  qae  todo  documento 
que  se  presente  en  juicio,  debe  ser  ó  estar  traducido  al  idioma 
nacional,  también  es  cierto  que  habiéndose  pedido  por  el  señor 
Inguerson  la  traducción  de  los  documentos  de  fojas  dos  y  tres, 
debe  este  satisfacer  los  derechos  de  la  traducción,  sin  perjui- 
cio de  hacer  valer  sus  derechos  contra  quien  corresponda,  así 
se  declara. 

Hágase  saber  original,  y  repóngase  el  sello. 

Isidoro  Albarracin 

Inguerson  interpuso  recurso  de  queja  de  la  primera  parte  del 
auto  precedente,  y  de  apelación  de  la  segunda  parte. 

Fullo  de  I»  Suprem»  Corte 

Buenos  Aires,  Agosto  8  de  1878. 

Vistos :  Considerando  que  Casares  é  hijos  solo  han  interve- 
nido en  este  juicio  como  lancheros  de  Oreen  y  C*,  agentes  de  la 
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compafiía  de  vapores ;  6  como  ellos  mismos  lo  dicen  á  foja  cua- 
renta 7  cinco,  en  el  carácter  de  empleados  6  dependientes  de  la 
casa :  que  la  parte  principal  es  por  consiguiente  la  de  dichos 
agentes,  y  solo  así  pnede  esplicarse  la  intervención  que  el  Juez 
de  Sección  ha  creido  necesario  darles  en  diversas  diligencias, 
7  especialmente  en  el  reconocimiento  6  aprobación  de  la  cuenta 
de  foja  veinte,  se  revoca  el  auto  apelado  en  cuanto  importa 
reconocer  á  Casares  é  hijos  personería  propia  é  independiente 
de  la  de  Oreen  y  C*.  Y  considerando  respecto  del  honorario 
del  traductor  que  es  deber  del  litigante  que  presenta  un  docu- 
mento en  idioma  estrangero  hacerlo  vertir  al  del  país,  para  que 
el  juez  7  la  parte  contraria  puedan  tomarlo  en  consideración, 
se  revoca  también  en  esta  parte  7  satisfechas  las  costas  7 
repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  O.  LEGUIZAMON.  — 
ULADISLAO  frías. 


CAUSA    IiXXT 


ly  Ventura  Pinero  contra  D.  Agustín  Ferrart)  por 

cobro  ejecutivo  de  pesos 


Sumario.  —  La  excepción  de  pago  admitida  solo  en  parte  7 
rechazada  en  otra,  no  justifica  la  condenación  en  costas  contra 
el  ejecutante. 
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Caso.  —  D.  Ventura  Pinero  ejecutó  á  D.  Agustín  Ferrari  por 
la  suma  de  5,300  ps.  Ferrari  opuso  la  excepción  de  pago,  y  pro- 
bó solo  el  abono  de  dos  mil  pesos,  según  se  establece  en  el  si- 
guiente. 


Fallo  del  Jues  SeecloiiMl. 


Baenos  Aires,  Marzo  3  de  1878, 

Y  vistos  estos  autos  ejecutivos  seguidos  por  I>  Ventura  M. 
de  Pinero,  contra  D.  Agustín  Ferrari,  y 

Considerando:  1^.  Que  la  ejecutante  al  absolver  las  posi- 
ciones de  f.  45  ha  confesado  que  recibió  una  cantidad  de  dinero 
de  la  esposa  del  ejecutado,  agregando  que  ese  pago  no  fué  á 
cuenta  del  pagaré  que  cobra. 

2^  Que  el  ejecutado  ha  probado  que  la  cantidad  entregada  á 
la  señora  Pinero  fué  la  de  dos  mil  pesos  moneda  corriente,  con 
el  testimonio  de  dos  testigos  contestes  y  mayores  de  toda  ex- 
cepción. 

3^  Que  habiendo  la  señora  Pinero  '^hecho  la  confesión  men- 
cionada de  haber  recibido  dinero,  no  podia  por  si  misma  im- 
putar dicho  pago  sino  al  crédito  elejido  por  el  deudor,  y  en  ca- 
so que  este  no  hubiera  exijido  recibo  ni  se  hubiese  imputado 
el  pago  á  ninguno  de  los  créditos,  debe  hacerse  al  mas  oneroso 
al  deudor  (artículos  50  y  55,  tít.  del  Pago,  Código  Civil)  como 
lo  seria  en  este  caso  el  pagaré  que  se  cobra. 

4^  Que  si  bien  se  ha  alegado  por  el  ejecutante  trabajo  que  ha 
hecho  para  la  señora  de  Pinero,  y  que  según  él  debia  compen- 
sarse, no  se  han  probado  estos  trabajos,  ni  determinado  su 
importe  líquido. 

Por  esto,  fallo,  haciendo  lugar  á  la  excepción  de  pago  opues- 
ta por  el  ejecutado,  por  la  cantidad  de  2,000  pesos  m/c  y  or- 
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denando  se  lleve  adelante  la  ejecución  hasta  el  efectivo  pago 
de  los  3,300  pesos  restantes,  con  costas  al  ejecutante. 
Hágase  saber  original  y  repóngase  los  sellos. 


Isidoro  Albarracm. 


Fallo  de  1»  Suprem»  Corte* 

Buenos  Aires,  Agosto  8  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado  de 
foja  cincuenta  y  tres,  reformándose  en  la  parte  que  condena  en 
costas  al  ejecutante  por  no  hallarse  el  caso  comprendido,  en- 
teramente en  ninguno  de  los  que  espresa  el  artículQ  doscientos 
setenta  y  siete  de  la  ley  de  procedimientos.  Satisfechas  las 
costas  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSHAGA.  —  J.  DOMmOUEZ.  — 
o.  LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO  FRUS. 
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CAUSA    IiXXYI. 


El  Fisco  Nacional  contra  E.  Bonnemason  y  C\  sobre  multa 
por  defraudación  de  derechos  de  aduana 


Sumario.  —  La  estracciou  clandestina  de  un  depósito  par- 
ticular de  aduana  de  mercaderías,  dá  lugar  á  la  imposición 
de  una  multa  igual  al  valor  de  las  mercancías  y  derechos  de 
aduana. 


Caso.  —  Los  Sres.  E.  Bonnemason  y  C*  tenianen  el  interior 
de  su  casa  de  negocio  un  depósito  particular  de  aduana.  Fue- 
ron depositadas  en  él  265  bordalesas  de  vino  y  un  bulto  de 
café  de  propiedad  de  aquellos,  de  cuyas  mercancías  no  resultó 
haberse  pedido  despacho.  Sin  embargo  ellas  no  se  hallaron 
en  el  depósito  cuando  este  fué  suprimido,  ni  resultaban  haber 
sido  estraidas  con  permiso  de  la  administración. 

Por  tal  razón,  y  no  pudiendo  su  estraccion  haber  sido  sino 
clandestina  se  siguió  un  proceso  contra  los  Sres.  Bonnemason, 
para  que  fueran  condenados  al  pago  del  valor  de  las  mer- 
caderías y  de  los  derechos  de  aduana,  importante  la  suma 
en  todo  de  ^fts.  5,891.79. 
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F»llo  del  Jaes  Seccloiml* 


Buenos  Aires,  Marao  13  de  1878. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  el  Procurador  Fiscal  contra 
la  casa  de  los  Sres.  Bonnemason  j  C',  sobre  cobro  de  derechos 
de  aduana  y  comiso  de  mercaderías  y 

Considerando:  I''  que  está  suficientemente  comprobado  en 
autos,  por  los  informes  de  las  distintas  reparticiones  de  aduana 
que  corren  á  fs.61  y  55,  que  por  las  mercaderías  objeto  de 
la  cuestión  no  se  ha  presentado  documento  alguno  de  despacho. 

2^  Que  no  obstante  ellas  han  sido  extraidas  de  los  depósitos 
particulares  de  la  casa  de  los  Sres.  Bonnemason  y  G*. 

3^  Que  recibida  la  causa  á  prueba,  los  demandados  no  han 
justificado  plenamente  los  hechos  aseverados  en  su  defensa, 
pues  del  informe  de  f .  50  resulta,  solamente,  que  en  el  depó- 
sito habia  dos  Guarda  -Almacenes  de  Aduana  y  que  la  casa 
no  puede  tener  ningún  documento  de  recibo  ni  de  entrega 
de  mercaderías. 

4"*  Que  esto  no  destruye  en  nada  la  naturaleza  del  cargo, 
dada  la  fé  que  por  la  ley  merecen  los  informes  y  asientos 
públicos,  sobre  todo  si  se  tiene  en  cuenta  la  inverosimilitud 
de  que  se  pudieran  extraer  las  mercaderías  sin  conocimiento 
de  la  casa,  estando  el  depósito  en  el  interior  de  ella. 

5"*  Que  de  la  compulsa  practicada  por  el  actuario  resalta 
que  las  partidas  que  ella  comprende  figuran  en  globo  con  la 
simple  anotación  de  c  despachadas  »  en  un  libro  que  no  merece 
fé,no^  estando  llevado  con  las  formalidades  de  la  ley. 

Por  estas  consideraciones  fallo  condenando  á  la  casa  de  los 
Sres.  Bonnemason  y  C*  de  acuerdo  al  artículo  979  de  las  orde- 
nanzas de  aduana  al  pago  de  la  cantidad  de  5891  peso,  79 
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ceatavos  fuertes,  que  importan  las  mercaderías  y  sus  derechos, 
según  la  liquidación  que  corre  á  f.  13  vuelta. 
Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 


Fallo   Am  Im  ñnpreukm  Corte 


Buenos  Aires,  Agosto  10  de  18T8. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  ochenta  y  cinco,  y  satisfechas  estas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTUGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
O.  LEGIUZAMON.  —  ULADISLAO  FRUS. 
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CAUSA     IiXXTII 


D,  Augusto  Reynals  contra  D.  Francisco  Ragondet,  por  cobro 

ejecutivo  de  pesos 


Sumario,  —  No  probándose  las  excepciones  opuestas  en  el 
juicio  ejecutivo,  la  ejecución  debe  llevarse  adelante  con  conde- 
nación en  costas  al  ejecutado. 


Caso.  —  En  Diciembre  19  de  1874,  D.  Francisco  Ragondet 
declaró  en  escritura  pública  que  habia  recibido  de  D.  Augusto 
Reynals  ocho  mil  pesos  bolivianos  por  el  término  de  un  ano  al 
interés  del  uno  por  ciento  mensual,  cuya  suma  garantió  con 
hipoteca  de  un  establecimiento  de  Molinos  en  Lujan,  Provincia 
de  Mendoza. 

En  Setiembre  de  1877,  D.  Diógenes  OoU,  con  poder  del  acree- 
dor Reynals,  inició  ejecución  contra  Ragondet  por  la  suma  que 
espresa  el  documento  y  los  intereses  vencidos. 

Citado  de  remate  el  ejecutado,  después  de  embargados  los 
bienes  hipcrtecados,  D.  José  Ramón  Gae  por  Ragondet  espuso 
que  la  escritura  se  estendió  por  esa  cantidad  á  puro  cálculo, 
habiendo  cuentas  entre  ambos,  y  bajo  la  condición  de  que  des- 
pués debian  ser  arregladas  dichas  cuentas;   que  después  de 
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firmada  la  escritura  Bagondet  siguió  entregando  i  su  acreedor 
cantidades  de  dinero;  que  fiado  en  la  honradez  de  Beynals  le 
entregó  después  sus  propios  recibos  para  que  hiciera  que  un 
contador  liquidase  las  cuentas  y  Beynals  se  ha  quedado  con 
dichos  recibos. 

Que  Bagondet  ayudado  solo  de  sus  libros  ha  podido  formular 
la  cuenta  que  presenta  de  la  que  resulta  haber  entregado  á 
Beynals  11.179  $  75  centavos  bolivianos,  mientras  que  la  es- 
critura con  los  interés  solo  asciende  á  10,670  $  bolivianos. 

Que  por  consiguiente  debia  oponer  y  oponía  la  excepción  de 
compensación  contra  la  ejecución. 

Que  resultando  de  dicha  cuenta  un  saldo  á  favor  de  su  parte 
de  509.75  centavos,  deducía  reconvención  contra  Beynals  por 
dicho  saldo. 

Pidió  se  diera  por  compensado  el  crédito  de  la  ejecución,  y 
se  condenase  á  Beynals  á  pagar  el  mencionado  saldo  con  los 
intereses  y  las  costas. 

Corrido  traslado,  Coll,  por  Beynals,  contestó  que  el  artículo 
270  de  la  ley  de  procedimientos,  solo  admite  la  excepción  de 
compensación  cuando  se  deduce  con  documentos  que  tengan 
fuerza  ejecutiva,  de  que  carecen  los  documentos  simples  pre- 
sentados por  el  deudor. 

Que  la  reconvención  no  es  admisible  en  el  juicio  ejecutivo. 

Con  la  prueba  producida  se  dictó  este 


F«llo  del  Jínes  úm  Sección* 

Mendoza,  Febrero  1*  de  1878. 

y  vistos :  estos  autos  ejecutivos  iniciados  por  D.  Diógenes 
Coll,  como  apoderado  de  D.  Augusto  Beynals,  contra  D.  Fran- 
cisco Bagondet  demandándole  el  pago  de  la  cantidad  i  que  se 
refiere  la  escritura  hipotecaria  de  f.  1*  y  sus  intereses. 
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Resulta  de  ellos :  Que  el  ejecutado  para  enervar  la  fuerza 
ejecutiva  de  la  escritura  anunciada  ha  puesto  la  excepción  de 
compensación,  fundándose  en  la  cuenta  corriente  |á  f .  25  j  ale- 
gando, si  bien  sin  formular  por  ello  específicamente  excepción  al- 
guna, ni  comprenderlo  tampoco  en  la  conclusión  de  su  escrito, 
que  el  documento  en  que  se  basa  la  ejecución  es  líquido  á  mé« 
rito  de  haberse  otorgado  él  antes  del  arreglo  general  de  cuentas 
entre  su  parte  y  el  ejecutante  y  sin  perjuicio  del  resultado  de 
la  liquidación  y 

Considerando :  Que  ya  sea  que  se  clasifique  la  excepción  ale- 
gada de  compensación  que  es  el  carácter  con  que  el  ejecutado 
la  opuso  y  contestó  el  ejecutante,  ya  de  pago  con  el  cual  ha 
querido  aquel  distinguirla  últimamente  ella  no  ha  sido  justifi- 
cada como  correspondía,  y  debe  por  lo  mismo  ser  rechazada. 

Que  la  alegación  relativa  á  lo  ilíquido  del  crédito,  aún  cuando 
se  consider  e  como  una  excepción,  no  obstante  no  haber  sido 
opuesta  en  forma  ni  calificada  de  modo  alguno,  se  halla  igual- 
mente improbada,  pues  el  documento  público  en  que  se  basa  la 
ejecución  se  refiere  á  una  suma  perfectamente  líquida  y  exijible 
desde  luego  por  ello  y  por  ser  la  obligación  de  plazo  vencido, 
sin  que  se  haya  justificado  lo  contrario,  pues  no  es  bastante  con 
arreglo  á  derecho  el  documento  privado  de  f .  26,  en  que  la  ale- 
gación se  ha  fundado. 

Por  tanto  declaro  infundada  la  oposición  del  ejecutado  y  en 
consecuencia  que  debe  llevarse  adelante  esta  ejecución  con  cos- 
tas á  aquel  y  repóngase  el  pape^. 

Cülisto.  S  de  la  Torre. 


Fallo  de  \m  Supremii  Corte* 

Buenos  Aires,  Agosto  13  de  1878. 
Vistos :  se  confirma  por  sus  fundamentos  el  auto  apelado  de 

T.  XI  19 
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foja  noventa  vuelta,  con  costas,  y  satisfechas  estas  y  repuestos 
los  sellos  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.   DOMÍNGUEZ. — 
O.  LEGUIZAMON. — ULADISLAO  FRÍAS. 


CAUSA    IiXXVIII. 


JD.  Agtistin  Nazarre  contra  D.  Edmundo  Desplangue  sobre 

cobro  de  alquileres 


Sumario.  —  Las  modificaciones  á  un  contrato  hecho  en  es- 
critura pública,  y  negadas  por  uaa  de  las  partes,  solo  pueden 
probarse  con  otra  escritura  pública*. 


Caso. — En  Febrero  de  1875.  D.  Agustín  Nazarre  y  D.  Ed- 
mundo Desplangue  celebraron,  por  escritura  pública,  un  con- 
trato por  el  cual  el  primero  dio  en  arrendamiento  al  segundo 
una  casa,  calle  Artes  N"  187,  por  el  término  de  ocho  años,  sien- 
do  el  canon  convenido  tres  mil  pesos  m/c.  mensuales  los  cinco 
primeros  años,  y  cuatro  mil  los  tres  restantes,  debiendo  pairarse 
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á  mes  yencido.  El  locatorio  se  comprometió  á  hacer  ciertas  me- 
joras en  el  edificio,  que  al  espirar  el  contrato,  debían  qnedar  á 
beneficio  del  propietario. 

En  Setiembre  de  1877,  Nazarre  ocurrió  ante  el  Juez  de  Sec- 
ción esponiendo  que  á  causa  de  las  circunstancias  difíciles  por- 
que había  pasado  el  comercio,  había  hecho  á  Desplangue  una 
rebaja  proTÍsoria  de  500  pesos  del  alquiler  mensual,  á  princi- 
pios del  ano  1876,  quedando  subsistente  el  contrato  celebrado. 

Que  desde  principios  del  año  1877  habia  manifestado  al  loca- 
tario que  debía  Yolver  á  pagar  el  arrendamiento  primitivo  por 
haber  cesado  la  causa  que  tuvo  en  vista  al  hacer  la  rebaja;  que 
había  tolerado  el  alquiler  de  2500  pesos  hasta  el  mes  de  Junio 
intimando  á  Desplangue  que  desde  el  primero  de  Julio  no  reci- 
biría otra  suma  que  la  de  3000  pesos  convenido  en  el  contrato, 
suma  que  aquel  se  habia  negado  á  pagar. 

Que  siendo  el  alquiler  convenido  en  escritura  pública  de  3000 
pesos  mensuales,  habiendo  sido  provisoria  la  rebaja  acordada 
verbalmente,  no  podía  esta  modificar  á  aquel,  según  lo  dis- 
puesto en  el  inciso  10°,  Art.  48,  Tit.  1°,  Sec.  3%  Lib.  2°,  Códi- 
go Civil.  Que  por  tanto,  é  invocando  el  art.  86,  tít.  De  la  Loca- 
ción, pedía  se  intimara  á  Desplangue  el  pago  dentro  de  tercero 
di&de  la  suma  de  3000  pesos  con  intereses  y  costos,  bajo  aper- 
cibimiento de  ejecución  y  embargo. 

El  juicio  ejecutivo  se  tramitó  hasta  la  citación  de  remate,  en 
cuyo  estado  el  ejecutado,  oponiendo  las  excepciones  de  inhabi- 
lidad del  título  y  quita,  dijo  que  la  rebaja  hecha  en  los  alquile- 
res mensuales  no  habia  sido  temporal  como  se  decía;  que  la  dis- 
posición del  artículo  del  Códído  Civil  citado  por  el  contrarío,  solo 
tenia  efecto  con  relación  á  terceros;  que  legalmente  hablando, 
el  convenio  de  la  rebaja  de  los  alquileres  no  es  un  accesorio  del 
contrato  redactado  en  escritura  pública,  sino  un  contrato  nue- 
vo que  modificó  el  existente  en  la  parte  que  se  refiere  al  monto 
del  arrendamiento;  que  la  verdadera  cansa  de  la  rebaja  del  al- 
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qniler  bo  fué  solamente  las  circunstancias  difíciles  porque  pa- 
saba el  comercio,  sino  también  los  gastos  crecidos  ocasionados 
al  arrendatario  por  lo  estipulado  respecto  á  reformas  y  compos- 
turas de  la  casa.  Pidió  no  se  hiciera  lugar  con  costos  á  la  eje- 
cución, y  se  condenase  al  actor  á  recibir  los  2500  pesos  men- 
suales que  habia  estado  y  estaba  dispuesto  á  abonar  por  el 
alquiler. 

Corrido  traslado  de  las  excepciones,  Nazarre  contestó  que 
el  hecho  de  fijar  precio  aisladamente  no  puede  constituir  por 
si  solo  lo  que  jurídicamente  se  llama  contrato,  sino  que  es  un 
accesorio,  una  parte  del  contrato;  que  para  exonerarse  de  la 
obligación  contraida  en  escritura  pública  el  ejecutado  ha  debi- 
do exhibir  otra  escritura  pública;  que  si  cree  que  por  haber  reci- 
bido el  esponente  2500  pesos  por  el  alquiler  durante  algún 
tiempo  se  modificaba  el  contrato  primitivo  ha  debido  exijir 
que  esa  modificación  se  hiciera  por  escritura  pública. 

Pidió  se  rechazaran  con  costas  las  excepciones  opuestas. 

Con  la  prueba  producida  se  dictó  este 


Fallo  del  Jíaes  de  Seeeion. 

Buenos  Aires,  Abrii  14  de  1878. 

Vistos  en  el  incidente  sobre  inhabilidad,  y  quita  del  precio 
deducido  por  el  ejecutado  Sr.  .Desplangue  en  juicio  con  D. 
Agustín  Nazarre  y  considerando : 

,  i°  Que  se  ha  reconocido  la  fuerza  y  autenticidad  del  contrato 
de  locación  de  f.  i,  y  desde  entonces  no  puede  redagüirse  á  sus 
cláusulas  ó  modificarse  su  contenido  sino  por  convenios  esten- 
didos también  en  escritura  pública  (inc.  10,  art.  48,  título  De 
los  Contratos  en  general);  sin  que  pueda  decirse  como  lo  intenta 
sostener  el  ejecutado  que  esta  prescripción  es  para  los  contratos 
que  por  ley  deben  estenderse  en  escritura  pública,  pues,  lo  con- 


DE  JUSTICU  NACIONAL  277 

trario  dicen  sus  términos,  c  Todos  los  contratos  redactados  sin 
que  sea  admisible  una  distinción*  que  la  ley  no  hace,  y  antes 
por  el  contrario  baria  aparecer  superfina  tal  prescripción. 

3^  Que  tal  prescripción  seria  contraria  á  la  disposición  del 
inciso  siguiente  del  artículo  citado,  que  solo  admite  que  pueda 
hacerse  sin  escritura  público  el  pago  del  canon  ó  alquiler,  lo  que 
evidentemente  establece  que  se  refiere  también  á  los  contratos 
de  locación. 

3""  Que  aunque  por  otra  parte  se  ha  alegado  la  quita  ó  dismi- 
nución del  precio  de  arrendamiento  estipulado,  no  se  ha  produ- 
cido mas  prueba  que  la  propia  confesión  del  ejecutante  y  esta 
tiene  que  ser  tomada  como  la  ha  prestado,  es  decir  que  fué  una 
rebaja  oficiosa  y  mientras  estimase  el  declarante  conveniente, 
de  que  resulta  que  no  se  ha  probado,  ni  convenio  de  rebaja,  ni 
menos  que  fuera  fundada  en  mejoras  hechas  por  el  inquilino, 
como  correspondía  hacerlo  al  que  iniciaba  la  quita  ó  convenio 
alegado. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  no  haciendo  lugar  á  las 
excepciones  alegadas,  ordenando  en  consecuencia  se  lleve  ade- 
lante la  ejecución  hasta  el  pago  de  lo  que  se  cobra,  con  los  inte- 
reses y  costas. 

Hágase  saber  orijinal  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Áttarrdcin. 

Fallo   de  la  Haprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  17  de  1878. 

Vistos,  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  noventa  y  dos,  satisfechas  estas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  G0R08TIAGA.  —  I.  D01I1IIGUE9.  — 
O.  LEGUIZAMON. — ^LADISLAO  FRU8. 
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CAUSA   i.xxi:k 


El  Fisco  Nacional  contra  D.  Carlos  B.  Patino  sobre  contra- 
vención á  las  Ordenanzas  de  Áditana 


Sumario.  — La  introducción  de  mercaderías  sin  el  manifiesto 
consular  de  la  carga,  constituye  una  contravención  al  artículo 
729  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  penada  con  una  multa  igual 
al  valor  de  los  derechos. 


El  caso  está  detallado  en  el  siguiente 


Fallo  del  Jíuez  Seccional. 

Mendoza.  Agosto  31  de  1877. 

Vistos  estos  autos  seguidos  ante  este  Juzgado  por  recurso 
traido  por  D.  Carlos  B.  Patino  contra  la  resolución  adminis- 
trativa de  f .  3  de  que  resulta : 

.  Que  habiéndose  procedido  en  el  mes  de  Abril  último  por 
órd^n  del  Visitador  de  Aduanas  Nacionales  al  examen  y  veri- 
ficación de  las  mercaderías  existentes  en  los  almacenes  de  de- 
pósito de  la  de  esta  ciudad,  se  encontraron  i 7  bultos  de  propio- 
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dad  del  ocurrente,  que  bajo  las  marcas  y  números  contenidos 
en  la  relación  de  f . . .  hablan  sido  introducidos  sin  el  corres- 
pondiente manifiesto. 

Que  llamado  el  interesado  á  dar  esplicaciones  al  respecto, 
espuso  ante  el  Administrador  que  no  había  podido  presentar  en 
oportunidad  el  manifiesto  do  esas  mercaderías  por  haberlo  per- 
dido antes  de  su  llegada  á  esta  ciudad,  el  correista  de  Chile  que 
lo  traía  á  la  mano  y  que  estaba  dispuesto  á  justificar  que  dicho 
manifiesto  habia  sido  sacado  á  tiempo  del  Consulado  Argentino 
en  los  Andes,  agregando  que  no  habia  pedido  el  despacho  de 
esas  mercaderías  esperando  el  duplicado  del  manifiesto  consu- 
lar perdido. 

Que  con  esta  esposicion  el  Administrador  resolvió  en  los 
términos  de  la  providencia  de  f.  3,  condenando  al  ocurrente  de 
conformidad  al  artículo  1017  de  las  Ordenanzas  de  Aduana  al 
pago  de  una  multa  igual  al  valor  de  los  derechos  de  importa- 
ción de  las  mercaderías  enunciadas. 

Que  ocurriendo  ante  este  Juzgado  contra  dicha  resolución 
el  interesado  ha  insistido  en  su  esposicion  hecha  ante  el  Ad- 
ministrador de  Rentas,  agregando  además  que  en  la  relación 
de  las  mercaderías  formada  por  la  Aduana,  ha  incurrido  esta 
en  errores  materiales  que  lo  perjudican,  aumentando  en  varias 
partidas  la  cantidad  de  mercaderías  introducidas,  y  que  igual- 
mente ha  comprendido  en  dicha  relación  y  su  resolución,  efec- 
tos que  incluidos  en  manifiestos  despachados  el  año  próiima 
pasado,  no  habia  podido  sin  embargo  introducir,  habiendo  sa- 
tisfecho en  aquella  época  los  derechos  de  ellos,  dándolas  como 
introducidas. 

Que  el  Procurador  Fiscal  nombrado  ad  hoe^  contestando  la 
petición  del  interesado,  ha  manifestado  su  conformidad  con  que 
la  causa  se  abra  á  prueba  respecto  del  hecho  de  la  pérdida  del 
manifiesto  en  cuestión,  pidiendo  se  remita  á  la  resolución  del 
administrador  lo  relativo  al  reclamo  por  los  errores  en  la  reía- 
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cion  de  las  mercaderías,  y  se  exonere  al  reclamante  de  todo 
pago  por  los  efectos  enyos  derechos  dice  este  haber  abonado 
ya. 

Qué  después  de  esto  el  interesado  ha  presentado  el  mani- 
fiesto consalar  corriente  á  f . . .  esponiendo  ser  nn  duplicado  del 
que  se  le  habia  estraviado,  y 

Considerando:  i"*  Que  el  artículo  729  de  las  Ordenanzas 
Tijentes  de  Aduana  conforme  á  lo  que  prescribían  los  746  y  772 
de  los  reformados,  establece  que  uno  de  los  ejemplares  del 
manifiesto  de  la  carga  debe  acompañar  á  las  mercaderías,  en- 
tregándose para  el  efecto  al  conductor  de  estas. 

2*^  Que  por  el  artículo  739  de  las  mismas  Ordenanzas  vijen- 
tes  se  dispone  que  el  conductor  de  los  efectos  los  presente  al 
Gefe  del  Resguardo  de  frontera  con  el  manifiesto  enunciado 
á  íin  de  que  este  sea  anotado  en  la  forma  que  dicho  artículo 
espresa. 

S""  Que  en  el  hecho  de  no  entregarse  el  manifiesto  al  con- 
ductor de  las  mercaderías  hay  asi  una  violación  ó  contraven- 
ción á  la  disposición  de  aquellos  dos  artículos  de  la  Ordenanza 
sancionados  con  el  fin  de  garantir  mejor  la  percepción  de  los 
derechos  fiscales  por  medio  de  requisitos  que  dificulten  la  posi- 
bilidad de  todo  contrabando. 

4^  Que  tal  contravención  se  halla  esplícitamente  penada  por 
el  artículo  1017  de  la  Ordenanza,  el  caal  sin  distinción  alguna 
tomismo  que  los  768 y  siguientes  y  i .081  de  la  reformada  exije 
siempre  un  manifiesto  ó  pase  libre  de  la  Aduana  de  proceden- 
cia, disponiendo  que  las  mercaderías  que  no  vengan  acompaña- 
das de  dicho  manifiesto  debidamente  certificado  por  el  agente 
argentino,  pagarán  una  multa  igual  á  la  mitad  del  valor  de  los 
derechos  de  importación ;  que  si  no  se  acompaña  tampoco  ma- 
nifiesto de  la  Aduana  pagarán  una  multa  igual  al  valor  de  los 
derechos  de  importación. 

5*^  Que  este  artículo  es  perfectamente  conforme  con  el  espí- 
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ritu  dominante  en  la  legislación  de  Aduana  en  la  cnal  se  castiga 
toda  infracción  á  los  reglamentos  de  la  Administración  suscep- 
tible de  producir  defraudación  ó  disminución  de  la  renta,  cual- 
quiera que  sea  su  motivo,  artículo  1058  de  la  Ordenanza. 

6°  Que  dados  estos  antecedentes,  es  inútil  é  improcedente 
la  prueba  ofrecida  por  el  interesado  respecto  al  caso  fortuito 
que  alega,  que  es  posible  no  hubiera  sucedido  á  haberse  suje- 
tado él  á  las  prescripciones  de  la  Ordenanza,  pues  aun  dándolo 
por  supuesto,  resultaria  solamente  acreditada  su  inocencia  6 
falta  de  intención  criminal,  pero  no  desaparecería  la  controven- 
cion  material  en  que  se  funda  la  pena,  artículo  1058  citado. 

Que  á  las  anteriores  consideraciones  se  agrega  el  hecho  de 
la  desconformidad  entre  la  numeración,  marca  y  cantidad  de 
los  bultos  como  de  su  contenido  existentes  en  la  Aduana,  y  que 
han  sido  materia  de  la  resolución  déf. .  .con  los  espresados  en 
el  manifiesto  presentado  por  el  interesado,  pues  no  resultando 
acreditada  la  identidad  de  unas  y  otras  mercaderías,  la  prueba 
del  caso  fortuito  seria  mas  inútil  aún. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad  con  lo  pedido  por  el 
Procurador  Fiscal  en  lo  relativo  á  la  reclamación  por  los  errores 
que  se  hayan  cometido  en  la  liquidación  y  el  valor  de  los  dere- 
chos comprendidos  en  la  misma,  correspondientes  á  una  máqui- 
na de  coser,  único  artículo  que  aparece  comprendido  en  mani- 
fiestos despachados  el  año  próximo  pasado:  fallo  no  haciendo 
lugar  al  recurso  interpuesto  contra  la  resolución  de  f...  con  de- 
claración de  que  el  interesado  puede  reclamar  ante  el  Adminis- 
trador de  Rentas  por  dichos  errores  y  de  que  debe  deducirse  de 
la  liquidación  el  valor  de  los  derechos  correspondientes  á  la 
máquina  enunciada. 

Notifiques 3  con  el  original;  repóngase  el  papel  y  devuélvase 
este  espediente  á  la  Administración  de  Rentas  en  oportunidad 

C.  de  la  Torre. 
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TISTA  DEL  SEftOR  PROCURADOR  GENERAL. 

Buenos  Aires,  Abril  4  de  1878. 

Suprema  Corte: 

En  la  importación  de  Bolivia,  como  de  Chile,  las  Ordenanzas 
no  exijen  mas  que  el  manifiesto  certificado  por  el  Cónsul  Ar- 
gentino residente  en  la  localidad  de  donde  proceda  (artículos 
728  y  753.) 

Según  los  mismos,  las  mercaderjas  que  se  introduzcan  de 
puntos  en  que  haya  agente  consular,  sin  traer  ese  manifiesto 
certificado,*  están  sujetas  á  pena. 

Confesado  por  el  apelante  que  las  mercaderías  se  introdu- 
jeron asi,  por  haberse  el  documento  estraviado  del  correo,  es- 
cusa inatendible  en  las  contravenciones  de  Aduana,  no  hay 
ni  puede  haber  otra  cuestión  que  la  de  la  pena. 

El  artículo  736  se  refiere  por  esta  al  1017,  que  en  el  caso 
de  faltar  el  manifiesto  de  aduana  certificado  por  el  ájente  con- 
sular, impone  una  multa  de  la  mitad  del  valor  de  los  derechos, 
y  una  igual  á  su  valor  en  el  de  faltar  el  manifiesto  mismo  de 
Aduana. 

Patino  en  su  primera  declaración  confesó  la  falta  del  maní- 
fiesto  sin  espresar  cual,  si  el  de  procedencia,  de  la  Aduana  ó 
del  certificado  por  el  Cónsul.  Quince  dias  después  (escrito  de 
f .  6)  dijo  quelas  mercaderías  no  fueron  compradas  c  en  trán- 
sito, sino  despachadas,  ó  lo  que  es  lo  mismo  de  comerciantes 
de  segunda  mano.  » 

Aun  admitiendo  este  complemento  de  la  confesión  siempre 

resulta  infringida  la   Ordenanza  en  el  manifiesto  certificado 

por  el  cónsul,  sea  que  proceda  de  aduana,  sea  del  interesado 

mismo  en  el  lugar  donde  cargó. 

'  Creo,  pues,  por  este  fundamento,  y  los  concordantes  del  auto 
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apelado,  que  debe  ser  conGrmado  con  la  declaración  qne  con- 
tiene, y  la  de  que  la  pena  ha  de  ser  de  la  mitad  áe  los  dere- 
chos. 

C.  Tejedor. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Baenos  Aires,  Agosto  33  de  1878. 

Tistes:  por  sus  fundamentos,  y  considerando  que  las  mer- 
caderias  introducidas  por  Don  Carlos  B.  Patino  á  la  adaana 
de  Mendoza  lo  fueron  sin  ninguno  de  los  documentos  que  es- 
presa el  artículo  mil  diez  y  siete  de  las  Ordenanzas;  se  con- 
firma COI  costfis  la  sentencia  apelada  de  foja  sesenta  vuelta, 
y  satisfechas  las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  de- 
Tuélvanse  los  autos. 

J.  B.  GOROSTIAGA. —  J.  DOMÍN- 
GUEZ. —  O.  LEGUIZAMON.  — 
ULADISLA9  frías. 
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CAUSA    XI.XX 


D.  Estanislao  Uriarte  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia 

de  Eníre-Rtos,  sobre  propiedad  de  un  campo  é 
»  indemnización  de  perjuicios 


Sumarto.  —  1*^  El  comprador  de  los  derechoí  posesorios  de 
nn  campo  fiscal,  no  puede  exigir  del  Oobierno  que  le  reconozca 
propietario. 

2^  La  ley  de  la  Provincia  de  Entre-Rios  de  21  de  Febrero  de 
i835,  referente  á  los  montes  de  Montiel  y  los  que  se  le  unen 
no  concede  propiedad  sino  posesión  de  la  tierra. 


Caso.  —  El  caso  está  bien  esplicado  en  el 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Agosto  32  de  1878. 

Vistos :  estos  autos  promoyidos  por  Don  Estanislao  TJriarte, 
estrangero,  contra  la  Proyincia  de  Entre-Rios,  sobre  la  propie- 
dad de  nueve  leguas  del  terreno  concedido  por  el  Gobierno  de 
aquella  Provincia  en  mil  ochocientos  sesenta  á  Don  Fructuoso 
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Gómez,  y  la  indemnización,  por  pérdidas  é  intereses,  de  veinte 
mil  patacones  en  qne  estima  los  perjuicios  que  se  le  han  oca- 
sionado ;  y 

Considerando :  Primero.  Que  Don  Fructuoso  Gómez,  causan- 
te de  Don  Benjamín  Gadea  y  del  demandante,  esponiendo  en 
mil  ochocientos  sesenta  que  habia  poblado,  por  orden  del  Capi« 
tan  General  y  Presidente  de  la  Confederación,  un  campo  baldío, 
en  el  Departamento  de  Concordia,  Distrito  de  Atencio,  com- 
prendido en  los  límites  que  espresa  en  su  escrito  de  foja  pri- 
mera de  los  autos  agregados  ad  effectum  videndú  solicitó  la 
correspondiente  escritura  qne  acreditase  su  <  buen  derecho  de 
posesión  »,  y  el  Gobierno  de  dicha  Provincia  por  resolución  de 
seis  de  Julio  del  mismo  año,  le  concedió  c  el  campo  denunciado  » 
sin  perjuicio  de  tercero,  hasta  tanto  que  por  Lejislatura  de  la 
Provincia  se  dictase  la  ley  de  tierras  públicas,  reservándose  la 
designación  del  área  del  terreno  concedido,  con  prohibición  de 
enajenarlo  y  de  desalojar  á  I03  que  en  él  se  hallasen  poblados, 
espresando  con  toda  claridad  que  la  concesión  era  solo  de  la 
posesión  y  que  al  dársela  se  le  hiciese  reconocer  como  poseedor. 

Segundo,  Que  el  mismo  Gómez,  al  vender  á  Gadea  su  esta- 
blecimiento de  campo,  por  la  escritura  pública  de  foja  cuatro 
de  dichos  autos,  otorgada  en  Concordia  á  diez  y  ocho  de  Julio 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos,  espresa  que  le  trasfíere  c  el 
derecho  de  posesión  que  le  competa  al  terreno  »,  y  Gadea,  al 
enajenar  el  mismo  establecimiento  á  üriarte,  según  la  escritura 
pública  de  foja  diez  y  seis,  fecha  Montevideo  dos  de  Agosto  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro,  que  le  vende  c  los  derechos 
de  posesión  legal  que  tiene  á  las  tierras  »,  en  que  está  situado 
dicho  establecimiento. 

Tercero.  Que  tanto  Gadea,  como  el  demandante,  han  reco- 
nocido de  una  manera  esplicita,  por  sí  y  por  medio  de  sus  apo- 
derados, que  solo  se  consideraban  poseedores  y  no  propieta- 
rios del  terreno  concedido  á  Don  Fructuoso  Gómez,  pues  pro- 
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pusieron  sn  compra  al  Gobierno  de  Entre-Rios,  segnn  resulta 
del  poder  de  Gadea  al  Doctor  Don  José  B.  Baltoré  y  del  del  de- 
mandante al  Doctor  Don  Juan  J.  Soneira,  asi  como  de  las  jestio- 
nes  de  este  y  del  Doctor  Baltoré  ante  el  mismo  Gobierno  (fojas 
seis,  siete,  veinte  y  dos  y  veinte  y  tres  de  los  autos  citados). 

Cuarto.  Que  el  demandante  funda  sus  pretensiones  en  la  ley 
de  la  Provincia  de  Entre-Rios  de  veinte  y  uno  de  Febrero  de 
'mil  ochocientos  treinta  y  cinco,  especial  para  los  «  montes  de 
Montiel  S  demás  que  se  le  unen  »  y  la  única  que  concede  á  los 
pobladores  suertes  de  estancia  de  nueve  leguas  cuadradas,  la 
cual  dispone  lo  siguiente:  articulo  segundo,  c  Se  concede  la 
población  de  los  terrenos  que  comprenden  dichos  montes,  por 
suertes  de  estancias  de  nueve  leguas  cuadradas,  á  los  que  las 
pidan  y  acrediten  con  justificación  del  Juez  da  su  partido  ser 
personas  que  los  puedan  poblar,  y  de  buena  conducta,  no  de- 
biéndose dar  mas  que  una  suerte  á  cada  uno » ;  artículo  ter- 
cero ;  c  Que  al  que  pida  una  suerte  de  estancia,  se  le  conceda 
dándosele  posesión  y  deslindándola  por  personas  intelijentes 
en  los  campos,  cuyos  límites  ó  mojones  deben  ser  fijos,  como 
arroyos  »  . . . .  y  cuarto,  verificada  la  población  con  ranchos, 
corrales  y  haciendas  de  campo  dentro  de  un  ano,  se  le  despa- 
chará el  título  de  propiedad,  sin  mas  compensación  que  el  papel 
sellado  que  le  corresponde,  derechos  de  actuación  y  diligencias 
de  medición.  » 

Quinto.  Que,  evidentemente,  ni  Don  Fructuoso  Gómez 
al  solicitar  la  concesión  que  se  le  hizo,  ni  el  Gobierno  de 
Entre  Rios  al  otorgarla,  se  referían  á  la  ley  citada,  pues  á 
ser  asi,  el  primero  habria  pedido  y  el  segundo  concedido,  con 
arreglo  á  ella,  la  propiedad  y  no  la  posesión  del  terreno,  y  la 
concesión  no  se  hubiera  referido,  como  lo  hace  en  términos 
que  no  dan  lugar  á  duda  alguna,  á  la  ley  de  tierras  públicas 
que  la  Lejislatura  dictara  después ;  y  que,  por  lo  tanto,  aquella 
¡ey  no  es  aplicable  al  caso  en  cuestión. 
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Sesto.  Que  el  Gtobicrno  de  Entre-Rios,  al  designar  por  la 
resolución  de  veinte  y  dos  de  Marzo  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  cinco  (foja  treinta  y  tres  de  los  autos  agregados),  el  área 
del  terreno  cedido  en  posesión  á  Don  Fructuoso  Gómez,  en 
una  estension  menor  que  la  que  reclama  el  demandante,  no 
hizo  sino  usar  de  una  facultad  legítima,  que  se  reservó  al 
otorgar  la  concesión,  condición  con  que  la  aceptó  el  referido 
Gómez. 

Séptimo.  Que  el  demandante,  solicitando  como  solicita  la 
propiedad  de  nueve  leguas,  de  la  concesión  hecha  á  Gómez, 
pretende  mejor  y  mas  derecho  que  sus  causantes,  lo  que  es 
contrario  á  la  disposición  clara  y  terminante  del  articulo  nueve, 
título  preliminar,  «De  la  trasmisión  de  los  derechos  en  gene- 
ral», del  Código  Civil. 

Octavo,  Que  según  lo  espuesto,  carece  de  fundamento  la 
acción  del  demandante  contra  la  Provincia  de  Entre-Bios  por 
el  terreno  y  la  indemnización  que  reclama. 

Por  estos  motivos,  la  Corte  no  hace  lugar  á  la  demanda 
referida,  sin  perjuicio  de  las  acciones  que  correspondan  al  de- 
mandante en  el  terreno  que  posee  á  título  legal,  con  arreglo  á 
las  leyes  de  la  Provincia  de  Entre-Rios  de  diez  de  Noviembre 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  uno  y  de  diez  y  ocho  de  Mayo  de 
mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  satisfechas  las  costas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvase  el  espediente  agregado  y  archí- 
vense estos  autos. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
O.  LEGUIZAMON.  — ULADISLAO  FRUS. 
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CAVHA    I.XXXI 


D,  Emilio  Loiseau  y  C  contra  D.  Pedro  Luro,  sobre  infracción 

de  la  ley  de  patentes  de  invención. 


Sumario,  — El  conocimiento  del  recurso  de  rescisión  corres- 
pjnde  al  Juez  que  dicta  la  sentencia  en  rebeldia. 


Caso.  —  D.  Emilio  Loiseau  y  C*  siguieron  en  rebeldía  contra 
D.  Pedro  Luro  una  causa  por  infracción  de  la  ley  de  patentes 
y  multa,  en  la  que  se  dictó  el  siguiente. 


Fallo    del   Jnes  de    Seedon 

Buenos  Aires,  Mayo  7  de  1878. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Miguel  Barcos,  en  re- 
presentación de  los  señores  Emilio  Loiseau  y  C*,  contra  D.  Pe- 
dro Luro,  sobre  defraudación  de  los  derechos  que  le  acuerda  la 
patente  de  invención  *  de  su  propiedad,  para  la  esplotacion  del 
tasajo  de  carne  ovina,  en  rebeldía  del  demandado,  y 

Considerando :  Que  por  el  artículo  185  de  la  Ley  de  Procedi- 
mientos Nacionales,  el  actor  en  rebeldía  del  demandado,  debe 
obtener  lo  que  pide  si  fuese  justo. 

Que  por  la  información  de  f .  3  vuelta  resulta  probado  que  el 
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Sr.  Luto  tiene  en  su  saladero  de  cSan  Pedro»  cuatro  pilas  de 
tasajo  de  carnero;  7  que  por  el  certificado  del  Sr.  Cónsul  Ar- 
gentino en  Bio  Janeiro,  corriente  á  f .  52,  y  vertido  el  idioma 
nacional  á  f .  55  consta  que  el  Patacho  Brasilero  cThalma»  con 
procedencia  del  Tuyú,  puerto  de  la  Bepública,  ha  esportado 
tasajo  de  carnero. 

Y  de  conformidad  al  artículo  53  de  la  Ley  de  Patentes  de  In- 
Tención,  fallo  condenando  á  D.  Pedro  Luro  ep  la  multa  de  dos- 
cientos pesos  fuertes  que  deberá  oblar  dentro  de  diez  dias,  in- 
timándosele que  se  abstenga  de  laborar  tasajo  de  carnero  bajo 
apercibimiento  de  perderlo,  y  dejando  á  salvo  los  derechos  de 
los  demandantes  por  los  daños  y  perjuicios,  con  costas.  Noti- 
fíquese  con  él  original  y  de  conformidad  al  artículo  190  de  la 
Ley  de  Procedimientos.    Bepónganse  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 

Pallo  4e  1»  Suprema  Corte. 

Baenos  Aires,  Agosto  S4  de  1878. 

Vistos  :  correspondiendo  al  Juez,  que  ha  diotado  la  senten- 
cia en  rebeldía,  el  conocimiento  y  decisión  del  recurso  de  res- 
cisión, y  no  habiéndolo  hecho  el  Juez  de  Sección  del  que  se 
interpuso  ante  él  por  escrito  de  foja  sesenta  y  untT,  limitán- 
dose á  elevar  los  autos  á  la  Suprema  Corte,  devuélvansele,  pa- 
ra que  sustancie  y  resuelva  el  mencionado  recurso.  Satisfá- 
ganse las  costas,  y  repónganse  los  sellos. 

i.  b.  g0r0shá6a.  —  i.  domínguez 
—  o.  leguizaikon.  —  uládislao 
frías. 


T.  XI.  20 
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CAIJBA     IaKKKTT 


D.  Carlos  Hefemi'hL  contra  D.  José  Casco,  por  devolución  de 

un  piano. 


Sumario.  —  Para  que  haya  litis^pendencia  es  necesario  que 
la  demanda  haya  sido  contestada  ante  el  Juez  á  quien  se  ocur- 
rió primero,  en  cayo  caso  aquel  ante  quien  se  hubiese  ocurrido 
después  debe  suspender  sus  procedimientos. 


Caso.  —  D.  Carlos  Hefermehl,  estrangero,  se  presentó  ante 
el  Juzgado  de  Sección  de  Buenos  Aires^  demandando  á  D. 
José  Casco,  argentino,  la  devolución  de  un  piano  que  le  había 
alquilado,  reservándose  sus  acciones  por  el  valor  del  arrenda- 
miento. 

Corrido  traslado,  Casco  espuso  que  habiendo  sido  demandado 
por  el  actor  y  por  este- mismo  asunto  ante  el  Juez  de  Faz  de  la 
Parroquia  de  Monserrat,  pedia  se  librase  el  oficio  necesario  para 
probar  la  litis-pendencia. 

El  actor  contestó  el  artículo  diciendo  que  no  había  litis- 
pendencia;  que  él  demandó  á  Casco  ante  el  Juez  de  Faz  de 
Monserrat  y  el  Juez  fué  recusado  por  el  demandado;  que 
teniendo  por  consecuencia  el  derecho  de  ocurrir  á  otro  Juez, 
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él  se  había  presentado  ante  el  Kacional  que  era  el  qne  le  corres- 
pondia  por  su  calidad  de  estrangero ;  qne  ademas,  la  excepción 
se  oponia  después  de  vencido  el  término  acordado  para  ello  por 
la  ley. 

Después  de  llamar  autos  el  Juzgado  para  mejor  proveer 
pidió  informe  al  Juez  de  Faz  sobre  si  en  ese  Juzgado  se  seguia 
la  causa  sobre  entrega  del  piano  y  cobro  de  alquileres. 

El  Juez  de  Faz  contestó  que  el  único  antecedente  que  liabia 
era  que  en  el  libro  de  citaciones,  con  fecha  20  de  Abril  de 
1877,  aparecía  haber  sido  citado  D.  José  Casco  por  D.  Garlos 
Hefermehl,  no  existiendo  mas  datos  en  el  archivo. 


Fallo  del  Jíaes  de  Seeeloii* 

Buenos  Aires,  Jalio  31  de  1878. 

Vistos  en  el  incidente  sobre  litis-pendencia  y  considerando : 

1°  Que  para  que  haya  litis-pendencia,  es  necesario  que  la 
demanda  interpuesta  ante  el  primer  Juez,  esté  radicada,  lo 
que  solo  tiene  lugar  después  de  la  contestación ;  en  cuyo  caso 
debe  suspender  sus  procedimientos  el  Juez  ante  quien  hubiere 
sido  deducida  posteriormente. 

2^  Que  en  el  caso  presente  no  hay  litis-pendencia,  pues  la 
demanda  de  Hefermehl  contra  Casco  ante  el  Juez  de  Faz  de 
Monserrat  no  fué  contestada  como  resulta  del  informe,  que 
corre  á  f.  36,  de  dicho  funcionario. 

Por  estas  consideraciones  fallo  no  haciendo  lugar,  con 
costas  &  la  excepción  de  litis-pendencia  deducida  por  el  de- 
mandado, é  intímesele  conteste  directamente  la  demanda 
dentro  del  término  legal.  Hágase  saber  original  y  repónganse 
el  sello. 

Isidoro  Albarracin. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Baenos  Aires,  Agosto  37  de  1878. 

Vistos,  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  treinta  y  ocho ;  satisfechas  las  de  la.  instancia 
y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

J.  B.   GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
O.  LEGUIZAMON. — ULADISLAO  FRÍAS. 


CAUSA    liXXXIII 


Tercería  escluyente  de  £)*  Antonia  F.  de  Guazch^  en  la  ejecu- 
ción de  D.  HonoratQ  Fernandez  contra  D,  Joaquin  Guazch 


Sumario. — 1°  Las  declaraciones  del  marido  á  favor  de  la 
mujer  que  puedan  perjudicar  á  un  tercero  con  quien  esté  en 
juicio  y  pendiente  este,  son  de  ningún  valor. 

^  Los  hienes  comprados  por  el  marido,  pendiente  la  socie- 
dad conyugal,  no  pueden  ser  reivindicados  por  la  esposa,  si 
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en  la  escritura  de  adquisición  no  se  hizo  constar  que  la  compra 
se  hacia  con  sn  consentimiento  y  espresándose  cómo  el  dinero 
le  pertenecía. 

• 

Caso. — En  una  ejecución  por  cobro  de  pesos,  seguida  ante 
el  Juez  Federal  de  Salta,  por  D.  Honorato  Fernandez  contra 
D.  Joaquin  Guazch  se  embargaron  unos  terrenos  de  quinta 
que  este  poseia  en  los  suburbios  de  dicha  ciudad. 

D^  Antonia  Legaizamon,  esposa  de  D.  Joaquin  Guazch  inter- 
puso tercería  de  dominio  sobre  dichos  terrenos.  Dijo  que  ellos 
hablan  sido  comprados  con  dinero  de  su  esclusiva  propiedad, 
por  lo  que  no  podia  Fernandez,  acreedor  de  su  esposo,  ser 
pagado  con  bienes  particulares  de  ella. 

Corrido  traslado,  D.  Honorato  Fernandez  contestó: 

Que  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  30,  Título  <  De  la 
sociedad  conyugal,  »  Código  Civil,  los  bienes  raices  comprados 
con  dinero  de  la  mujer  son  suyos ;  pero  que  para  esto  es  ne- 
cesario que  la  compra  se  haga  con  su  consentimiento  y  con  el 
fin  de  qae  los  adquiera,  espresándose  así  en  la  escritura  de 
compra,  y  designándose  como  el  dinero  pertenece  á  la  mujer; 
que  en  la  escritura  de  adquisición  de  esos  terrenos,  la  venta  se 
hace  á  Guazch  sin  espresarse  que  sea  para  su  esposa,  ni  con 
su  consentimiento  ni  con  dinero  de  ella,  y  sin  espresarse  por 
consiguiente  cómo  el  dinero  pertenecía  á  ella.  Que  por  otra 
parte,  la  deuda  porque  se  ejecuta  al  marido  habia  sido  con- 
traída durante  el  matrimonio,  por  lo  que  según  el  artículo  59 
del  titulo  citado,  ella  debia  ser  pagada  por  la  sociedad  con- 
yugal, de  manera  que  esta  tercería  presentaba  la  anomalía  de 
aparecer  en  ella  la  mujer  como  deudora  y  como  tercerista.  Pi- 
dió se  rechazara  con  costas  dicha  tercería. 

En  seguida  se  recibió  la  causa  á  prueba,  sin  perjuicio  de  oirse 
previamente  á  D.  Joaquin  Guazch. 

Contestando  este,  dijo  ;  que  era  cierto  que  dicha  finca  la  ha- 
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.bia  comprado  con  dinero  perteneciente  á  su  esposa  y  para  ella, 
ann  cuando  la  escritura  aparece  otorgada  al  solo  nombre  del 
esponente  por  una  inadvertencia.    Pidió  se  declarase  la  finca 
de  la  esclusiva  propiedad  de  la  tercera  opositora. 
Con  la   prueba  producida  se  dictó  este 

Fallo  del  Jíaes  de  Seeeloii* 

Salla,  Julio  !•  de  1877. 

Vista  la  tercería  escluyente,  deducida  por  D*  Antonia  Le- 
guizamon  de  Guazcb  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  contra  su 
esposo  D.  Joaquín  Guazch  por  D.  Honorato  Fernandez  sobre 
cobro  de  arrendamiento,  resulta  lo  siguiente : 

La  tercerista  funda  su  oposición  en  que  los  bienes  embarga- 
dos le  pertenecen  en  propiedad,  como  adquiridos  con  dinero  de 
su  propio  patrimonio. 

El  ejecutado  asi  lo  confirma  también  á  f.  18,  mas  el  ejecu- 
tante se  opone  á  las  pretensiones  de  la  tercerista,  fundado  en 
que  nada  de  lo  que  se  alega  consta  en  la  escritura  de  adquisi- 
ción. 

D^  Antonia  L.  de  Guazch,  ha  probado,  en  efecto,  por  la 
prueba  testimonial  que  corre  en  autos :  que  su  esposo  no  tenia 
bienes  propios,  y  que  la  finca  en  cuestión  fué  adquirida  con  el 
haber  patrimonial  de  ella,  que  aquel  recibió  de  su  tutor  y 
albacea. 

Presentó  también  á  f .  44,  como  prueba,  la  declaración  jurada 
de  su  esposo  ante  el  Juez  de  Provincia  y  la  declaración  del 
mismo  reducida  á  escritura  pública  en  que  consta :  que  compró 
dicha  finca  para  su  mujer  con  dinero  propio  de  esta  en  cuya 
virtud  se  la  entregó  y  traspasó  en  plena  propiedad,  (f.  40). 

Pero,  cualquiera  que  sea  la  forma  de  estas  declaraciones, 
ellas,  si  son  eficaces  respecto  del  marido,  no  lo  son  respecto  de 


DE  JUSTICIA  hágional  295 

terceros  (art.  13  y  44  del  Código  Civil,  tít.  cDe  la  sociedad 
conyugal  >). 

Mucho  menos  en  el  presente  caso  en  que  esos  actos  han  sido 
practicados  después  de  la  providencia  de  f .  i  1 ,  mandando  re- 
cibir á  prueba  la  tercería  y  en  que  de  ellos  resulta  un  perjuicio 
manifiesto  á  los  derechos  de  un  tercero  (art.  1®  y  26  del  mismo 
Código,  título  <De  los  actos  jurídicos»). 

Queda,  sin  embargo,  la  prueba  testimonial  contra  la  cual 
opone  el  ejecutante  la  escritura  de  adquisición  de  f.  65  y  la  de 
hipoteca  de  f.  61. 

Por  la  primera  consta :  que  D.  Joaquín  Guazch  compró  en 
su  propio  nombre  á  D.  Francisco  Navea  la  finca  sobre  que 
versa  la  tercería,  y  por  la  segunda : 

Que  el  mismo  Sr.  Ouazch  hipotecó  como  propia  dicha  finca 
á  favor  de  D.  Salustiano  Lacroix,  y  ni  en  una,  ni  en  otra  escri- 
tura interviene  la  xnujer,  ni  se  hace  mención  alguna  de  ella. 

Siendo,  pues,  esto  así,  la  prueba  testimonial  producida  por 
la  mujer,  si  bien  puede  servir  para  justificar  que  es  acreedora 
de  su  marido  por  las  sumas  que  este  recibió  de  su  legítima 
paterna  (art.  38  del  Código  Civil,  título  <  De  la  sociedad  con- 
yugal»), no  es  bastante  para  acreditar  el  dominio  sobre  los 
bienes  comprados  por  aquel  con  esta  legítima. 

La  ley  requiere  que  la  compra  se  haga  con  el  consenti- 
miento de  la  mujer  y  con  el  fin  que  ella  los  adquiera,  espre^ 
sándose  así  en  la  escritura  de  compra,  y  designándose  como 
el  dinero  pertenece  á  la  mujer  (art.  30,  título  citado). 

Siendo,  pues,  esta  forma  de  adquisición  una  condición  espe- 
cialmente exijida  por  la  ley,  para  que  la  mujer  haga  suyos  los 
bienes  comprados  por  el  marido  con  dinero  de  ella,  no  puede 
esa  forma  ser  suplida  por  ninguna  otra,  según  se  deduce  de 
los  artículos  32,  33  y  34,  capítulo  3^  del  Código  Civil,  título 
<  De  los  actos  jurídicos  ». 

De  donde  resulta:  que  el  dominio  de  D^  Antonia  L.  de 
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Guazoh  sobre  la  finca  de  que  se  trata*  no  está  legalmente  pro- 
bado con  solo  la  declaración  de  testigos  que  ha  producido  en 
antos. 

Por  cuya  razón  y  de  conformidad  á  las  leyes  citadas  no  ha 
lugar  á  la  tercería  escluyente  deducida  por  ella^  con  costas. 
Repónganse  los  sellos  y  oportunamente  archíTese. 

Federico  Ibargúren, 


Fallo  de  1»  Supremo  Corte« 


Baenos  Aires,  Agosto  29  de  1878 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  ochenta  y  cuatro ;  satisfechas  las  de  la  ins- 
tancia y  repuestos  los  sellos,  devuélTanse. 

¡4  B.  GOROSTUGA  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGÜIZAMON. — ULADISLAO  FRUS. 
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CAIJBA    I.XXXIT. 


Los  herederos  de  D.  Juan  M.  Pérez  contra  los  armadores  de 
la  barca  «  Gran  Conde  * .    Incidente  sobre  rebeldía 


Sumario.  — Las  yeinte  y  cuatro  horas  fijadas  por  la  ley  para 
eyacnar  la  rebeldía  acusada,  es  un  término  fatal  y  perentorio, 
y  una  yez  trascurrido  se  produce  el  efecto  de  hacer  decaer  el 
derecho  que  dejó  de  usarse. 


Caso,  —  En  unos  autos  seguidos  por  los  herederos  de  D.  Juan 
M*  Pérez  contra  los  armadores  de  la  barca  c  Gran  Conde  >, 
D.  Antonio  Mauro  por  los  primeros  acusó  rebeldía  á  los  se- 
gundos, por  no  haber  contestado  la  demanda  dentro  del  tér- 
mino legal. 

El  Juez,  con  fecha  22  de  Enero  de  1878,  ordenó  que  el  de- 
mandado eyacuara  el  traslado  dentro  de  yeinte  y  cuatro  horas* 
bajo  apercibimiento  de  darlo  por  contestado  en  rebeldía.  Esta 
proyidencia  fué  notificada  á  D.  José  Siseo,  por  los  armadores, 
el  dia  24  de  Enero  á  las  tres  y  media  de  la  tarde. 

El  dia  25  á  las  cuatro  de  la  tarde  Mauro  pidió  se  diera  por 
contestada  la  demanda  por  estar  transcurridas  las  24  horas. 

El  28  de  Enero  á  las  tres  de  la  tarde,  D.  Julio  Yonwiller  por 
Siseo,  presentó  escrito  contestando  la  demanda  y  contrade- 
mandando  á  la  sucesión  de  Pérez. 
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En  29  de  Enero,  el  Juez  pioveyó  corriendo  traslado  de  la 
contra-demanda,  y  en  la  rebeldía,  lo  proveído  en  el  escrito  de 
la  contra  parte. 

Notificado  Mauro,  pidió  rcTOcatoria  ó  apelación  en  subsidio. 

Dijo  que  esos  dos  decretos  eran  ilegales ;  que  según  el  artí- 
culo 12  de  la  ley  de  procedimientos,  basta  acusar  una  sola 
rebeldía,  la  cual  se  despachará  en  el  término  de  24  horas,  y 
pasados  estos  se  tiene  por  decaído  el  derecho  que  dejó  de  usar 
la  parte  á  quien  se  le  acusó. 

Que  Siseo  dejó  trascurrir  con  exceso  las  24  horas  y  por  con- 
siguiente ha  debido  declararse  decaldo  su  derecho  á  contestar, 
pues  que  la  rebeldía  estaba  acusada  y  pedido  que  se  hiciera 
efectivo  el  apercibimiento  con  anterioridad  á  la  presentación 
del  escrito. 

Corrido  traslado,  Y-onwiller  contestó,  que  en  la  causa  se- 
guida entre  D.  Anselmo  Boj  o  y  el  Fisco  por  cobro  de  pesos, 
la  Suprema  Corte  habla  declarado,  interpretando  el  artículo 
12  de  la  ley  de  procedimiento,  que  el  derecho  no  decaía,  aun- 
que la  rebeldía  estuviese  acusada,  hasta  que  el  Juez  diese  por 
contestado  el  traslado  y  llamados  autos. 

Que  eu  esta  causa  aun  cuando  la  rebeldía  estaba  acusada, 
el  esponente  presentó  su  escrito  antes  que  fuese  declarado 
decaldo  el  derecho  para  contestar. 

Pidió  no  se  hiciera  lugar  á  la  revocatoria  solicitada. 


Fallo  del  Jínez  de  Seeeloii* 

Baenos  Aires,  Abril  3  de  1878. 

Vistos,  en  la  reconsideración  solicitada  del  auto  de  29  de 
Enero,  en  que  se  acepta  la  contestación  á  la  demanda  y  contra- 
demanda, y 

Considerando:  !<>  Que  las  24  horas,  fijadas  por  la  ley  para 
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« 

eyacuar  la  rebeldía  acusada,  es  un  término  fatal  y  perentorio, 
(fallos  de  la  Suprema  Corte,  pág.  392,  tomo  3^  serie.  2*^),  y  una 
vez  trascurrido  se  produce  el  efecto  de  la  ley,  que  es  hacer 
decaer  el  derecho  que  dejó  de  usarse. 

2®  Que  aunque  es  verdad  que  en  la  causa  citada  por  el  de- 
mandado de  Bojo  y  el  Fisco  Nacional,  se  contiene  que  no  habia 
sido  declarada  la  rebeldía  para  autorizar  la  recepción  de  un  es- 
crito, y  solo,  un  hecho  que  autoriza  al  Juez  para  rescindir  la 
rebeldía  declarada,  pero  no  un  fundamento  legal  que  en  la  mis- 
ma causa  se  hace  consistir  en  la  imposibilidad  de  espedirse 
que  se  habia  alegado  por  el  Fiscal,  antes  de  incurrir  en  re- 
beldía. 

Por  estas  consideraciones  fallo,  revocando  por  contrario  im- 
perio el  auto  recurrido  y  en  su  consecuencia  ordenando  el  des- 
gloce  del  escrito  en  que  recayó,  llamando  autos  en  rebeldía. 

Hágase  saber  original  y  repóngase  el  sello. 

Isidoro  Albarracin. 


Fallo  de  Im  Suprema  Corte* 

Buenos  Aires,  Agosto  31  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  ciento  setenta  y  dos;  satisfechas  las  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTUGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 
O.  LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO  FRU8. 
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CAIJBA     I.XXXT 


Tercería  de  D*  Serafina  B.  de  Pizarra  en  la  ^ecucion  del  Banco 

Nacional  contra  D.  Manuel  Pizarro 


5umano.-^  Las  costas  de  actuaciones  nulas  hechas  por  er- 
ror de  nna  de  las  partes  no  pueden  ser  á  cargo  de  la  otra. 

Caso.  D.  Eduardo  Argerich  por  el  Banco  Nacional  siguió  una 
ejecución  ante  los  Tribunales  de  la  Provincia  contra  D.  Ma- 
nuel Pizarro  por  la  suma  de  7,982  ^  m/c.  En  este  juicio  se 
embargó  como  propiedad  del  ejecutado  la  finca  calle  Paraná 
esquina  Santa-Fé. 

Ejecutoriada  la  sentencia  de  trance  y  remate,  el  apoderado 
del  Banco  pidió  la  tasación  de  la  finca  embargada. 

En  este  estado,  D*^  Serafina  B.  de  Pizarro,  madre  del  ejecu- 
tado, interpuso  tercería  de  dominio  alegando  que  la  finca  era 
de  su  esclusiva  propiedad,  según  constancias  que  existían  en 
los  autos  testamentarios  de  su  finado  esposo  D.  Manuel  Anto- 
nio Pizarro. 

Con  la  prueba  rendida  el  Juez  de  Provincia  dictó  el  siguiente 

AUTO 

Buenos  Aires,  Octubre  7  de  1876. 
\istos:  Resultando  que  embargada  la  finca  sobre  la  que  se 
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ha  lleyado  la  ejecución  se  presentó  D.  Serafina  B.  de  Fizarro 
á  f.  21  de  los  aatos  ejecutivos  y  con  fecha  27  de  Julio  de  1874, 
manifestando  que  dicha  finca  pertenecía  á  la  testamentaría  de 
su  esposo,  correspondiéndole  á  ella  la  mitad  como  bien  ga- 
nancial, y  la  otra  mitad  á  título  de  herederos  á  sus  hijos,  en- 
tre los  cuales  se  hallaba  el  ejecutado,  por  lo  que  debia  limi- 
tarse el  embargo  á  la  parte  de  este;  que  no  obstante  esta  ma- 
nifestación y  el  conocimiento  que  la  Señora  de  Bizarro  tenia 
de  la  existencia  del  embargo  aparece  comprando  la  parte  de 
su  hijo  en  la  finca  con  fecha  27  de  Febrero  de  1875,  según  el 
certificado  de  f.  19;  y  teniendo  presente  que  dados  los  antece- 
dentes espuestos  es  indudable  que  la  compra  referida  se  ha 
verificado  para  atribuirse  el  dominio  de  la  finca  y  dejar  bur- 
lados los  derechos  del  ejecutante  siendo  en  consecuencia  nula 
y  sin  valor  en  lo  que  á  el  respecta,  con  arreglo  á  la  ley  13 
tít.  7,  Part.  3*,  por  esto  y  consideraciones  concordantes  del  es- 
crito de  f .  41  fallo  no  haciendo  lugar  con  costas  á  la  tercería 
deducida  por  D*  Serafina  B.  de  Fizarro  y  ordenando  se  lleve 
adelante  la  ejecución  sobre  la  parte  que  corresponda  al  ejecu- 
tado en  la  finca  embargada,  como  ya  fué  ordenado  á  f .  34  de 
los  autos  ejecutivos.   Repónganse  los  sellos. 

J.  A.  Areco, 

• 

Después  de  ejecutoriada  esta  providencia,  el  Frocurador  del 
Banco  pidió  se  remitieran  los  autos  al  Juzgado  de  Sección  por 
haber  declarado  la  Suprema  Corte  que  son  de  jurisdicción  na- 
cional todos  los  asuntos  en  que  el  Banco  es  parte. 

Froveido  de  conformidad  y  remitidos  los  autos  al  Juzgado 
de  Sección,  este  mandó  tazar  y  se  tazó  la  finca  que  se  habia 
embargado. 

El  ejecutado  rechazó  la  tazacion  alegando  que  en  ella  se  ha- 
bia incluido  un  terreno  que  era  de  propiedad  de  su  señora  ma- 
dre por  lo  que  se  procedió  á  hacer  una  nueva  tazacion  con 


302  FALLOS  DE  LA  SUFREMA  COBTE 

arreglo  á  un  certificado  de  qne  resoltaba  cual  era  el  terreno 
de  dicha  señora  qne  debia  escluirse. 

Aprobada  la  tazacion  y  sacada  á  remate  la  finca,  se  presen- 
tó D*^  Serafina  B.  de  Fizarro  deduciendo  tercería  de  dominio. 

Acompañó  su  título  de  propiedad  de  que  resulta  que  el  terre- 
no mandado  vender  era  el  de  la  esponente. 

Corrido  traslado  al  procurador  del  Banco,  este  asintió  en 
que  se  declarase  nulo  el  remate  practicado,  pidiendo  además 
que  todas  las  costas  fueran  á  cargo  de  la  opositora  que  por  su 
negligencia  en  presentar  sus  títulos  habia  dado  lugar  á  la 
equivocación  sufrida. 


Fallo  del  JTaes  de  Seeeloii* 

Buenos  Aires,  Junio  12  de  1877. 

Vistos:  con  el  mérito  de  lo  espuesto  en  el  precedente  escri- 
to j  documento  exhibido  por  D^  Serafina  B.  de  Fizarro,  fallo 
declarando  de  ningún  efecto  el  remate  mandado  practicar  por 
el  auto  de  f .  78  vuelta ;  en  consecuencia,  hágase  nueva  tasa- 
ción de  la  parte  hereditaria  que  corresponde  á  D.  Manuel  J. 
Fizarro  bajo  la  base  de  la  escritura  exhibida,  por  el  tasador 
nombrado,  y  siendo  constante  que  estas  actuaciones  hají  sido 
motivadas  por  el  silencio  de  la  espresada  señora,  se  condena  á 
dicha  señora  en  las  costas  desde  f .  83  y  repóngase  el  sello. 

Isidoro  AlbatTMin. 

De  este  auto  apeló  D*  Serafina  B.  de  Fizarro  por  cuanto  es 
condenada  en  costas. 

Dijo  que  en  el  juicio  de  tercería  cuando  el  ejecutante  es 
vencido,  sobre  él  pesan  las  costas ;  que  ella  en  cualquier  esta- 
do del  juicio  ha  podido  presentarse;  que  la  temeridad  estaba 
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en  el  ejecutante  que  habia  embargado  un  bien  que  no  eta  del 
ejecutado, 


Fallo  de  1»  Saprema  Corte. 

Baenos  Aires,  Setiembre  10  de  1878. 

Vistos:  no  siendo  Dona  Serafina  B.  de  Pizarro  responsable 
del  error  en  que  ha  incurrido  el  apoderado  del  Banco  Nacional 
confundiendo  la  parte  de  la  finca  perteneciente  á  dicha  seño- 
ra con  la  del  ejecutado  Don  Manuel  Pizarro,  no  obstante  las 
repetidas  manifestaciones  hechas  por  este,  á  fin  de  salvar  ese 
error,  se  revoca  el  auto  de  foja  quince  vuelta,  en  la  parte  ape- 
lada; satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.   B.   GOROSTIAGA.  — J.   DOMÍNGUEZ.  — 
O.   LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO  FKIAS. 
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CAUSA    I.XXXTI 


D.  Francisco  Arias,  contra  el  Gobierno  de  Entre-Rios,  sobre 
inconstihicionalidad  de  una  ley  y  devolución  de  pago 


Sumario.  —  1®  El  artículo  1**  de  la  ley  de  la  Provincia  de 
Entre-Rios  sobre  marchamos  de  fecha  15  de  Mayo  de  1877  no 
establece  un  derecho  de  esportacion  ni  de  tránsito,  y  por  con- 
siguiente no  es  inconstitucional. 

2^  La  circunstancia,  de  que  un  impuesto  provincial  grave 
artículos  de  producción  del  pais  6  nacionalizados,  que  puedan 
exportarse,  6  estén  destinados  para  la  exportación,  no  cons- 
tituye el  derecho  de  ese  nombre  que  solo  puede  establecer  el 
Congreso. 

Caso.  —  D.  Pedro  Galletean,  por  D.  Francisco  Arias,  estran- 
gero,  se  presentó  ante  la  Suprema  Corte  esponiendo :  que  su 
representado  era  propietario  del  saladero  < Concepción»,  en 
la  Provincia  de  Entre-Rios ;  que  en  Mayo  de  1877  se  habia 
promulgado  en  la  Provincia  una  ley,. imponiendo  desde  el  15 
de  Junio  un  derecho  de  marchamo  de  15  centavos  fuertes  por 
cada  cuero,  sin  perjuicio  de  lo  que  corresponda  &  las  Munici- 
palidades ;  que  su  representado  se  presentó  al  Gobierno  pi- 
diendo se  le  exhonerase  de  pagar  ese  derecho,  por  haber  fae- 
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nado  i  6,200  cabezas  antes  de  la  época  designada  para  hacerse 
efectivo  el  derecho  de  marchamo;  qne  la  solicitud  tuyo  nn 
resultado  desfavorable  á  pesar  de  haberse  insistido  por  segunda 
vez ;  que  en  virtud  de  esto  levantó  una  protesta  en  forma  ante 
escribano  para  hacer  valer  sus  acciones  ante  quien  corres-- 
pendiera.  Que  la  ley  mencionada  es  inconstitucional  porque 
corresponde  al  Congreso  lejislar  sobre  derechos  de  exporta- 
ción ó  importación,  y  el  tal  derecho  de  marchamo  no  es  mas 
que  un  derecho  á  la  exportación  de  los  cueros;  que  si  el 
marchamo  se  considera  como  un  derecho  de  tránsito,  también 
es  inconstitucional,  porque  según  el  artículo  H  de  la  Consti- 
tución el  tránsito  de  los  artículos  de  elaboración  nacional  están 
exentos  de  ese  derecho;  que  los  cueros  que  fueron  materia 
del  derecho  de  marchamo  tampoco  pudieron  ser  objeto  de  la 
aplicación  de  la  ley,  porque  habiendo  pagado  impuestos  loca- 
les estando  en  pié  esa  hacienda,  no  era  justo  sujetarla  después 
de  la  faena  al  rigor  de  un  nuevo  impuesto. 

Pidió  que  declarándose  inconstitucional  la  ley,  se  condenara 
á  la  Provincia  de  Entre-Hios  á  devolver  la  suma  percibida,  con 
espresa  condenación  en  costas. 

Corrido  traslado,  el  Dr.  D.  Teófilo  Garcia  por  la  Provincia 
demandada,'  contestó : 

Qne  el  impuesto  de  marchamo  sobre  los  cueros  que  se  pro- 
ducen en  Entre-Bios,  es  mas  que  una  fuente  de  renta,  una 
medida  de  policía,  para  asegurar  la  propiedad  y  evitar  los 
robos.  Que  hasta  el  año  1877,  ese  impuesto  habia  sido  insig- 
nificante, pero  que  las  necesidades  del  Tesoro  y  el  aumento 
de  gastos  que  ese  servicio  policial  exijia,  influyeron  para  que 
se  dictara  la  ley  de  15  de  Mayo,  gravando  á  los  cueros  desde 
15  de  Junio  con  quince  centavos  por  derecho  de  marchamo  á 
mas  de  lo  que  correspondía  á  las  Municipalidades ;  que  se  dio 
un  mes  de  plazo  para  la  aplicación  de  la  ley  á  fin  de  no  gravar 
los  cueros  existentes,  dando  tiempo  á  los  que  los  tuvieran  á 
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que  lo§  marchamasen  con  arreglo  á  la  ley  antigua.  Que  des- 
pués de  estar  en  vigencia  la  nueva  ley,  Arias  como  los  demás 
saladeristas  hizo  manifestación,  y  esos  cueros  eran  evidente- 
mente beneficiados  después  de  estar  en  vigencia  pues  es  sabido 
que  con  ocho  dias  que  esté  el  cuero  bajo  de  sal  queda  ya  be- 
neficiado y  apto  para  entregarse  al  comprador  y  los  salade- 
ristas venden  generalmente  los  cueros  desde  el  momento  que 
empiezan  á  matar  los  animales.  Que  de  los  saladeristas  de 
Entre-Rios,  solo  Arias  resistió  á  pagar  el  impuesto  y  se  pre- 
sentó al  Ghobiertio  pidiendo  la  exoneración  del  pago  alegando 
que  el  cobro  debia  hacerse  estando  en  pié  ó  vivo  el  animal  en 
el  saladero  y  no  cuando  ya  habia  sido  muerto  ó  beneficiado. 
Que  el  Gobierno  de  acuerdo  con  el  dictamen  fiscal  y  fundado 
en  el  texto  expreso  de  la  ley,  negó  la  exoneración  pedida,  y 
en  una  reconsideración  solicitada  por  Arias  también  se  dictó 
la  misma  negativa.  Que  es  después  de  esas  resoluciones  que 
Arias  ha  ocurrido  ante  la  Corte,  demandando  de  inconstitu- 
cional la  ley  provincial  aplicada,  pretendiendo  que  el  de  mar- 
chamo es  un  derecho  de  exportación.  Que  el  derecho  de  ex- 
portación no  es  cualquier  impuesto  local  que  grave  los  pro- 
ductos naturales  ó  fabriles  del  pais,  sino  únicamente  el  que 
se  les  impone  por  el  hecho  de  ser  exportados.  Qae  todo  im- 
puesto local  que  los  grave  dentro  de  la  República  y  mientras 
existan  en  ella  sin  salir  del  pais  y  sin  tener  en  cuenta  su 
estraccion,  no  puede  considerarse  jamas  como  derecho  de  ex- 
portación. Que  otra  interpretación  conducirla  al  resultado 
absurdo  que  la  mayor  parte  de  los  impuestos  locales  serian 
derechos  de  exportación,  no  quedando  materia  imponible  para 
las  provincias.  Que  ya  se  considera  la  ley  sobre  marchamo 
como  policial  ó  de  impuestos,  ella  es  de  un  carácter  puramente 
interno,  tendente  á  garantir  el  bienestar  de  la  Provincia,  y  se 
halla  dentro  de  los  poderes  que  las  provincias  no  han  delegado 
y  que  al  contrario  se  reservaron  espresamente  por  los  artículos 
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104,  105  7  107  de  la  Constitución  Nacional,  sin  mas  limita- 
ciones que  las  consignadas  en  el  artículo  108  entre  las  que  no 
puede  considerarse  incluido  el  derecho  de  marchamo ;  que  tam- 
bién es  inaplicable  el  artículo  11  invocado  porque  la  ley  de 
marchamo  no  ha  creado  ningún  derecho  de  tránsito  de  una 
provincia  á  otra.  Que  hay  contradicción  en  el  actor  calificando 
unas  veces  de  exportación  y  otras  de  tránsito  el  derecho  im- 
puesto por  la  ley  que  impugna.  Que  la  objeción  de  cobrarse 
mas  el  impuesto,  falseando  la  ley,  por  cobrarse  el  marchamo 
en  los  cueros  cuando  ya  lo  hablan  pagado  los  animales  en  pié, 
carece  de  fundamento  porque  según  la  ley  debe  satisfacerse 
uno  y  otro  impuesto,  siendo  llamado  de  saladeros  el  primero  y 
de  marchamo  el  segundo.  Que  ademas,  estos  reclamos  que  ya 
se  hablan  hecho  ante  el  Gobierno  de  Entre-Bios  y  sido  recha- 
zados, no  pueden  venir  ante  la  Corte  por  versar  sobre  puntos 
estraños  á  sus  atribuciones  judiciales;  que  esta  causa  es  aná- 
loga á  la  de  Resoagli  con  el  Gobierno  de  Corrientes  en  que  la 
Corte  se  declaró  incompetente.  Que  desde  que  ni  la  ley  de 
marchamo  ni  la  resolución  del  Gobierno  respecto  á  la  manera 
como  ha  de  aplicarse  son  materia  de  jurisdicción  nacional,  ni 
si  infringe  con  ellas  ninguna  disposición  constitucional,  ley  del 
Congreso  ni  tratado  internacional,  la  Corte  no  puede  tomar 
conocimiento  de  la  causa,  aun  cuando  aquellas  autoridades 
hubiesen  aplicado  erróneamente  la  ley. 

Pidió  se  rechazara  la  demanda  con  costas. 

Después  de  verse  la  causa,  se  dio  vista  al  Sr.  Procurador 
General  quien  dijo  : 

VISTA  DEL  SEÍtOtl  PROCURADOK  GENERAL 

Suprema  Corté : 

Baenos  Aires,  Setiembre  2  de  1878. 

£1  derecho  de  marchamo  impuesto  á  los  cueros  por  la  Pro- 
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vincia  de  Entre-Eios,  no  reúne  ninguno  de  los  requisitos  que 
constituyen  y  caracterizan  los  derechos  de  exportación.  No 
es  impuesto  á  los  cueros  que  se  exportan,  ni  con  motivo  ú  oca^ 
sion  de  su  exportación. 

Grava  igualmente  á  los  cueros  que  se  exportan  y  á  los  que  se 
consumen,  dentro  de  la  misma  Provincia.  Es  simplemente  un 
impuesto  interno,  un  impuesto  local,  como  el  de  guias  6  el  de 
saladeros,  que  con  mas  propiedad  podria  clasificarse  de  incons- 
titucional puesto  que  grava  precisamente  los  ganados  que  van 
á  ser  beneficiados  con  el  objeto  manifiesto  y  declarado  de  la  ex- 
portación de  los  cueros,  carne  etc.  etc.  que  producen. 

No  siendo  inconstitucional  la  ley  en  cuestión,  ni  siendo  tam- 
poco del  resorte  de  V.  E.  juzgar  la  manera  como  el  Gobierno  de 
Entre-Eios  interpreta  y  ejecuta  sos  propias  leyes,  esta  de- 
manda viene  destituida  de  todo  fundamento. 

Eduardo  Costa, 


FaIIo  de  la  Saprenm  C^orte* 

Buenos  Aires  Setiembre  14  de  1878. 

Vistos  estos  autos,  seguidos  entre  Don  Francisco  Arias,  es- 
trangero,  y  la  Provincia  de  Entre  Rios,  co'brando  aquel  á  esta 
la  cantidad  de  dos  mil  cuatrocientos  treinta  pesos  fuertes  y 
sus  intereses  con  costas  y  costos,  que  por  derecho  de  marcha- 
mo de  cueros  pagó  en  virtud  del  artículo  primero  de  la  ley  de 
aquella  Provincia,  de  quince  de  Mayo  de  mil  ochociento  setenta 
y  siete,  fundándose  en  que  esa  disposición  es  contraria  á  la 
Constitución  Nacional,  porque  establece  derechos  de  tránsito, 
que  ella  prohibe,  y  derechos  de  esportacion,  que  solo  puede  es- 
tablecer el  congreso,  desde  que  el  derecho  de  marchamo  recae 
sobre  la  estraccion  de  productos  naturales  ó  fabriles  que  sirven 
para  el  cambio  con  productos  estrangeros;  y  considerando : 
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Primero.  Que  según  esponen  las  partes,  el  tenor  del  artículo 
de  la  ley  citada  de  la  Frovincia  de  Entre  Ríos  es  el  siguiente : 

«  Desde  el  quince  de  Enero  del  corriente  ano,  los  cueros  se- 
cos y  salados  pagarán  por  derechos  de  marchamo  quince  cen- 
tavos fuertes  por  cada  uno^  sin  perjuicio  de  lo  que  correspon- 
de á  las  municipalidades. » 

Segundo.  Que  esta  disposición,  como  claramente  resulta  de 
su  testo,  no  impone  un  derecho  de  esportacion  á  los  cueros  de 
que  habla,  ni  menos  aun  un  derecho  de  tránsito,  puesto  que 
ni  los  grava  á  su  salida  para  el  estrangero,  ni  al  pasar  á  otra 
Frovincia,  sino  que  indistintamente  grava  los  cueros  secos  y 
salados  existentes  en  la  Provincia ; 

Y  Tercero.  Que  la  circunstancia  de  que  un  impuesto  pro- 
vincial grave  artículos  de  producción  del  pais  ó  nacionalizados, 
que  puedan  exportarse,  ó  estén  destinados  para  la  exportación, 
no  constituye  el  derecho  6  impuesto  que  con  este  nombre  puede 
establecer  solo  el  Congreso,  y  que,  como  se  ha  expuesto,  es  el 
que  se  cobra  á  la  salida  de  las  mercaderías  para  el  exterior; 

Por  estos  fundamentos,  y  en  conformidad  á  lo  espuesto  y 
pedido  por  el  señor  Procurador  General,  se  declara  no  haber 
lugar  á  la  referida  demanda,  interpuesta  contra  la  Provincia  de 
Entre-Bios,  con  costas  al  demandante,  y  satisfechas,  previa 
reposición  de  los  sellos,  archívense. 

J.  fi.  GOnOSTIAGA. — J.   DOMÍNGUEZ.— 
O.  LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO  FRUS. 
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CAUSA    I.XXXTII 


Tercería  escluyente  de  D.  Ernesto  de  las  Carreras  en  la  eje- 
cución de  D.  Narciso  Fontanals  contra  D.  Guillermo  Ro- 
driguez. 


Sumario. —  V  Todo  contrato  de  sociedad  mercantil  debe  ser 
inscripto  en  el  registro  público  de  comercio. 
2^  Sin  ese  requisito  carece  de  valoi;  contra  terceros. 


Caso.—  En  7  de  Julio  de  1877,  D.  Sarturnino  de  Costa  Gui- 
maraes,  en  representación  de  la  sociedad  Guillermo  Rodriguez 
7  C*.  se  presentó  ante  el  Juzgado  Federal  de  Santa-Fé  espo- 
niendo: Que  á  consecuencia  de  una  ejecución  seguida  porD. 
Narciso  Fontanals  contra  D.  Guillermo  Rodrignez  se  habia 
embargado  una  suma  como  de  ocho  mil  pesos  fuertes  que  el 
Gobierno  de  la  Nación  debia  entregar  á  la  sociedad  en  virtud 
de  un  contrato  de  proveeduría;  que  perteneciendo  los  fondos 
embargados  á  la  sociedad  Guillermo  Hodriguez  y  C*,  el  em- 
bargo trabado  á  petición  de  un  acreedor  particular  del  socio 
Bodriguez  era  ilegal,  según  el  artículo  479  del  Código  de  Co- 
mercio, según  el  cual  solo  pueden  ejecutarse  los  fondos  líquidos 
que  el  deudor  tenga  en  la  compañía,  después  de  ejecutados  los 
otros  bienes  y  resultando  ser  estos  insuficientes  para  el  pago. 
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Que  en  el  caso  presente  Bodrignez  tenia  otros  bienes  qne  po- 
dían ser  ejecutados. 

Pidió,  entablando  tercería  escluyente  de  dominio  en  los  bienes 
embargados,  se  levantara  el  embargo  con  costas  al  ejecutante. 

Acompañó  un  contrato  privado  de  sociedad,  fecha  14  de  No- 
viembre de  1876  entre  D.  Ernesto  de  las  Carreras  y  D.  Gui- 
llermo Rodríguez  para  hacer  la  proveeduría  contratada  por 
Rodríguez  con  el  Gobierno  Nacional.  En  dicho  contrato  aparece 
de  las  Carreras  como  socio  capitalista  por  40,000  pesos  fuertes 
y  Rodríguez  como  industrial.  Las  utilidades  ó  pérdidas  debían 
partirse  por  mitad  una  vez  cubierto  el  capital. 

El  contrato  aparece  estendido  ante  tres  testigos  con  un  certi- 
ficado del  escribano  D.  Dalmiro  Mogan  haciendo  constar  que 
las  firmas  son  auténticas. 

Corrido  traslado  al  ejecutante,  D.  Juan  Arrozagaray  por 
Fontanals,  pidió  se  rechazara  la  tercería  con  espresa  condena- 
ción en  costas.  Dijo  que  los  fondos  que  se  habían  embargado 
en  poder  del  Ministerio  de  Hacienda  eran  fondos  de  D.  Guiller- 
mo Rodríguez,  con  quien  el  Gobierno  había  contratado  la  pro- 
veeduría y  no  de  Guillermo  Rodríguez  y  C%  que  nada  tenía  que 
ver  en  ese  negocio.  Que  el  contrato  privado  que  se  presentaba 
tardíamente  no  podía  perjudicar  á  los  acreedores  de  Rodríguez, 
porque  los  instrumentos  privados  no  prueban  contra  terceros  la 
verdad  de  la  fecha  espresada  en  ellos.  Que  el  certificado  espe- 
dido por  un  escribano  no  dá  carácter  público  á  ese  contrato  ni 
le  confiere  fecha  cierta,  porque  faltan  para  esto  último  los  dos 
testigos  á  que  se  refiere  el  artículo  24,  título  «De  los  instrumen- 
tos privados»,  Código  Civil,  no  pudíendo  tampoco  alegarse  como 
instrumento  público  por  no  haber  sido  protocolizado.  Que  para  el 
Gobierno  Nacional,  para  el  Juez  y  para  el  esponente  los  fondos 
embargados  solo  pertenecen  á  Rodríguez  porque  fué  con  él  so- 
lamente que  se  contrató  la  proveeduría  de  que  provienen  esos 
fondos. 
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Fallo  del  JTaes  de  Seeeloii« 

Y  Tistos :  con  lo  alegado  j  probado  por  las  partes  y  consi- 
derando : 

1^  Que  la  base  de  la  tercería  deducida  por  D.  Ernesto  de  las 
Carreras,  es  solo  el  documento  privado  de  f .  1%  por  el  cual  cons- 
ta que  bizo  con  D.  Guillermo  Rodríguez  una  sociedad  para  la 
proveeduría,  en  el  que  dicbo  Carreras  aparece  como  socio  capita- 
lista; documento  á  cuyo  pié  se  baila  un  certificado  ó  testimonio 
del  Escribano  D.  Dalmiro  Mogan,  que  asevera  que  en  efecto  ese 
contrato  privado  se  celebró  entre  dicbos  contratantes  en  la  fe- 
cba  que  indica. 

2^  Que  ni  el  espresado  testimonio,  ni  el  reconocimiento  que 
de  sus  firmas  ban  becbo  los  otorgantes  que  lo  suscriben,  le  dan 
un  carácter  de  instrumento  público;  pues  para  serlo,  debiera 
indefectiblemeate  por  la  ley,  estar  rejistrado  en  el  correspon- 
diente protocolo;  para  que  así  pueda  surtir  los  grandes  objetos 
que  ella  se  propone,  ya  entre  las  partes  contratantes,  ya  espe- 
cialmente en  sus  relaciones  jurídicas  con  tercero.  A  que  se 
agrega,  que  ese  contrato  por  la  cantidad  sobre  que  versa,  de- 
bió forzosamente  ser  celebrado  en  escritura  pública. 

S""  Que  el  artículo  23,  título  5%  Código  Civil,  «De  los  ins- 
trumentos privados»,  espresamente  determina  que  ellos,  aun 
después  de  reconocidos,  no  prueban  contra  terceros  la  verdad 
de  la  fecha  espresada  en  ellos.  Razón  por  la  cual  no  puede 
jurídicamente  atribuirse  al  documento  privado  que  se  presenta, 
la  fecba  que  espresa,  anterior  al  embargo  decretado  de  los  fon- 
dos existentes  en  el  ministerio  de  bacienda,  contra  un  tercero 
que  en  nuestro  caso  es  el  ejecutante. 

,4°  Que  consecuente  con  esa  disposición  legal,  el  artículo  24  de- 
termina que :  aunque  se  halle  reconocido  un  documento  privado 
su  fecha  cierta  en  relación  á  tercero^  será:  primero,  la  de  su 
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exhibición  m  juicio.  Siendo  notorio  y  constante  de  antos,  que 
esa  exhibición  en  juicio,  ha  sido  muy  posterior  alpredicho  em- 
bargo, efectuado  en  beneficio  del  acreedor;  segundo:  La  de  su 
reconocimiento  ante  un  Escribano  y  dos  testigos  que  lo  firmasen, 

Y  aun  suponiendo  que  ese  reconocimiento  se  hubiera  practi- 
cado (lo  que  no  ha  sucedido)  ante  un  Escribano  y  dos  testigos 
que  lo  acompañen,  siempre  habria  tenido  lugar  con  fecha  muy 
posterior,  como  consta  de  antos,  al  del  mencionado  embargo. 

Sazones  por  las  cuales,  en  ningún  caso  puede  invocarse  ese 
docnmento  para  desvirtuar  los  derechos  del  tercero  ejecutante. 

5^  Que  tan  sanas  y  fundamentales  son  esas  disposiciones  de 
la  ley,  qae  sin  ellas  bastaría  la  fé  falsa  que  pudiera  dar  un  Es- 
cribano en  un  documento  privado  en  cualquier  tiempo,  antida- 
táñdose  las  fechas,  para  producir  una  honda  perturbación  y  fa- 
tales consecuencias  en  las  relaciones  de  derecho,  no  solo  entre 
los  contratantes  sino  especialmente  con  los  terceros,  que  por  ese 
medio  carecerían  de  todo  punto  de  las  verificaciones  y  compro- 
bantes salvadores  que  constituyen  uno  de  los  principales  obje- 
tos de  las  escrituras  públicas. 

6^  Que  por  otra  parte  está  probado  en  los  autos,  y  aun  por  el 
mismo  contrato  privado,  que  el  ejecutado  D.  Guillermo  Rodrí- 
guez por  sí  solo  y  á  nombre  propio  y  sin  referencia  alguna  á  so- 
ciedad que  tuviese  con  otras  personas,  contrató  la  proveeduría 
con  el  Gobierno,  debiendo  por  tanto  reputarse  ante  este  como 
dueño  absoluto  de  las  cantidades  que  debiera  entregarle  por 
razón  del  contrato;  motivo  por  el  cual  el  Señor  Ministro  de 
Hacienda  procedió  justa  y  arregladamente  al  embargo  por  or- 
den del  Juzgado,  y  como  perteneciente  á  D.  Guillermo  Bodri- 
guez,  parte  de  esas  cantidades ;  lo  qué  hizo  después  de  tomar 
los  antecedentes  y  conocimientos  necesarios. 

7^  Que  si  en  verdad,  como  lo  dice  D.  Ernesto  de  las  Garre- 
ras,  sin  haberlo  probado,  esas  cantidades  fuesen  suyas  y  no 
del  ejecutado  D.  Guillermo  Rodriguez,  solo  á  él  puede  impu- 
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tarse  las  consecuencias  de  qne  en  juicio  se  aprecien  los  hechor 
de  ana  manera  contraria;  pues  que  por  su  .propia  convenien- 
cia, ó  por  su  voluntad  no  quiso  aparecer  como  contratante  con 
el  Gobierno  de  la  Nación,  prefiriendo  hacerlo  por  una  segun- 
da mano. 

Y  pues  que  es  un  principio  de  derecho  el  de  sobrellevar  las 
consecuencias  de  sus  propios  actos,  estando  á  los  favorables 
como  á  los  adversos;  reservándose,  en  este  caso,  los  derechos 
que  por  su  convenio  privado  le  corresponde  respecto  á  su  con- 
tratante. 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  con  costas  á  la  tercería 
deducida,  y  repónganse  los  sellos. 

Fenelon  Zuviria. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires/ Setiembre  14  de  1878. 

Vistos  7  considerando,  que  el  tercer  opositor  no  ha  produ- 
ducido  mas  prueba  sobre  la  propiedad  de  los  fondos  embarga- 
dos como  pertenencia  de  Don  Guillermo  Rodríguez,  que  un 
instrumento  privado  de  sociedad  comercial  entre  Don  Ernesto 
de  las  Carreras  y  dicho  Bodriguez  para  hacer  la  provisión  de 
las  fuerzas  nacionales  de  la  frontera,  con  arreglo  al  contrato 
celebrado  anteriormente  con  el  Gobierno  por  el  mismo  Bodri- 
guez en  su  nombre  individual;  que  ese  instrumento  ha  debido 
ser  registrado  en  cumplimiento  de  los  artículos  cuarenta  y  siete, 
trescientos  noventa  y  siete,  y  cuatrocientos  treinta  y  siete  del 
Código  de  Comercio,  y  no  habiéndose  llenado  este  requisito,  no 
tiene  valor  contra  terceros,  según  la  terminante  disposición  de 
los  artículos  trescientos  noventa  y  ocho  y  trescientos  noventa  y 
nueve  del  mismo  Código;  por  estos  fundamentos,  y  los  concor- 


/ 


dantes  de  la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  diez  7  seis  se 
confirma  con  costas,  ylsatisfechas  estas  y  repuestos  los  sellos, 
devaélvanse  los  autos. 

I.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGUIZAMON.  — ULAD18LA0  FRUS. 


CAUSA     I.XXXTIII. 


D.   Ántero  Barriga  contra  D.  Maníiel  Lemas,  sobre 

reivindicación 


Sumario.  —  1^  En  la  demanda  de  reivindicación  cuando  el 
título  no  es  muy  claro  en  la  determinación  de  los  límites  de  la 
propiedad,  es  procedente  tener  en  cuenta  lo  que  resulta  de  las 
diversas  mensuras  que  se  hayan  practicado  del  terreno  del  de- 
mandante y  del  limítrofe  del  demandado. 

2^  No  apareciendo  mala  fé  en  el  demandado,  no  debe  ser 
condenado  este  á  la  restitución  de  los  frutos  anteriores  á  la 
demanda,  ni  á  las  costas. 


Cdsó.  —  El  caso  se  halla  espuesto  en  el  siguiente 
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Fallo  del  Jacs  Sceclonal. 

Mendoza,  Diciembre  5  de  1877. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Antero  Barriga  por  una 
parte  y  D.  Manuel  Lemos  por  otra,  demandando  el  primero  al 
segundo  la  restitución  del  terreno  comprendido  entre  los  pun- 
tos a,  6  y  Arroyo  de  los  Sauces  del  croquis  corriente  áf.  l,los 
usufructos  de  dicho  terreno,  el  valor  de  los  daños  causados  por 
deterioros  en  los  plantíos  y  labranzas  del  mismo  y  las  costas  de 
este  procedimiento. 

Según  resulta,  el  demandante  empezó  este  juicio  dirigiendo 
su  acción  contra  D.  Francisco  Lemos,  D.  José.  Inocencio  Cés- 
pedes, D.  Secundino  Gómez,  representantes  6  sucesores  de  D* 
Josefa  Lemos,  y  contra  el  precitado  D.  Manuel  Lemos. 

Posteriormente  y  trascurridos  algunos  a^os  durante  los  cua- 
les estuvo  el  procedimiento  paralizado  en  vitud  de  la  resolución 
de  f . . .  que  declaró  procedente  la  excepción  de  incompetencia 
deducida  y  fundada  por  los  tres  primeros  demandados  en  ha- 
llarse pendiente  ante  los  Tribunales  Provinciales  un  juicio  de 
deslinde  de  los  terrenos  cuestionados,  el  demandante  ocurre 
nuevamente  espresando  que  habiendo  terminado  dicho  juicio  y 
sido  puesto  por  los  Tribunales  de  la  Provincia  en  posesión  de 
los  terrenos  que  pretendía  por  su  primera  demanda  reivindicar, 
D.  Manuel  Lemos  lo  ha  desposeído  segunda  vez  de  la  parte  de 
ellos  comprendida  entre  los  puntos  arriba  indicados. 

Añade  que  la  línea  separativa  de  su  propiedad  llamada 
Ancón  por  el  costado  Este  con  la  estancia  de  «  La  Arboleda  »  de 
que  dicho  D.  Manuel  es  en  parte  propietario,  ha  sido  siempre 
determinada  por  una  recta  tirada  del  punto  denominado  Gual" 
tallari,  lindero  situado  en  la  esquina  Sud-Este  de  su  terreno, 
hacia  otro  denominado  Portezuelo  de  Guevara,  situado  en  la 
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esquina  Nor-Este  del  mismo,  con  una  inclinación  de  veinte  y 
dos  y  medio  grados.  Que  así  consta  del  juicio  de  deslinde  ya 
mencionado,  cuya  sentencia  afecta  á  D.  Manuel  por  haber  nido 
parte  en  él. 

Concluye  pidiendo  la  restitución  de  dicho  terreno  con  sus 
usufructos,  el  valor  de  los  perjuicios  que  se  le  han  causado  en 
él  y  las  costas. 

Con  la  contestación  del  demandado  sosteniendo  la  propiedad 
del  terreno  disputado  y  no  haber  él  sido  parte  en  el  juicio 
seguido  ante  los  Tribunales  de  la  Provincia,  la  causa  se  abrió 
á  prueba  sobre  los  puntos  que  espresa  el  auto  de  f . . .  y  se 
produce  la  que  corre  de  f á  f . . . . 

Relacionados  asi  los  hechos  y  dado  el  antecedente  de  que  ni 

■ 

el  demandante  ha  acreditado  de  nna  manera  satisfactoria  la 
participación  del  demandado  en  el  juicio  contradictorio  á  que 
aparece  haber  dado  origen  la  última  mensura  de  las  estancias 
en  cuestión,  y  de  que  ni  los  títulos  respectivos  de  ellas  son 
bastantes  por  sí  solos  á  servir  de  base  para  establecer  sus  lími- 
tes, es  indispensable  para  llegar  á  la  solución  del  litigio  entrar 
al  fondo  de  la  cuestión,  estudiando  detalladamente  el  mérito  de 
las  diversas  mensuras  que  se  han  practicado  en  aquellas  estan- 
cias como  base  principal  de  las  pretenciones  de  las  partes. 

Estas  mensuras  han  sido  practicadas:  la  1^  el  año  1729  por 
el  perito  D.  Juan  Bautista  Enriquez  de  Guiñazú,  para  dividir 
entre  sus  co-propietarios  la  estancia  de  Ancón;  la  2*  en  1773 
por  el  perito  D.  Hilario  de  Almandas,  al  dar  posesión  de  la 
estancia  de  «  La  Arboleda  >  á  sus  compradores  á  nombre  del 
vendedor,  que  lo  fué  la  junta  de  Temporalidades  de  esta  ciudad; 
la  3*  en  1838  al  hacer  entrega  de  Ancón  á  su  comprador  D. 
Ciciliano  Alvarez;  la  4*  en  1851  de  «¿a  Arboledas  según  pa- 
rece, en  juicio  que  sus  dueños  seguían  con  un  tercero;  y  la  5* 
finalmente,  por  tercera  vez  de  Ancón,  dando  posesión  á  un  otro 
comprador  de  la  misma  estancia,  la  cual  fué  ]^racticada  en 
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1853,  anulada  por  falta  de  aprobación  del  Departamento  Tor 
pográfico  y  revisada  en  seguida  por  el  Presidente  de  este. 

Desde  luego  se  nota  que  el  resultado  de  la  primera  de  estas 
operaciones  es  fayorable  á  las  pretensiones  del  demandante. 

Ella  no  trazó,  es  verdad,  la  línea  divisoria  por  el  naciente 
entre  las  estancias  nombradas,  pero  contiene  sin  embargo  ele- 
mentos de  decisión  claros  y  que  no  dejan  duda  alguna,  al  menos 
por  lo  que  respecta  á  los  derechos  que  en  este  juicio  se  ven- 
tilan. 

Ella  ubicó  en  efecto  lugares  dentro  de  la  estancia  d«  Anean 
que  de  común  acuerdo  los  interesados  reconocen  quedan  fuera 
de  los  límites  de  dicha  estancia,  con  arreglo  á  la  línea  que  de- 
fiende el  demandado,  y  esto,  cuando  no  hay  en  dicha  opera- 
ción antecedente  ó  circunstancia  alguna  en  contrario  basta 
para  resolver  en  el  sentido  indicado. 

Puede  presoindirile  de  considerar  si  el  monte  de  Machinta^ 
que  el  perito  nombrado  indica  como  punto  de  partida  de  su 
mensura  es  el  mismo  punto  á  que  dá  el  nombre  de  machintin  ó 
mangrullo  de  Ureta  que  es  constituido  por  un  pequeño  alto  ó 
elevación  de  tierra  que  solo  se  distingue  por  algunas  piedras 
reunidas  á  propósito  en  él  y  que  de  ninguna  manera  puede 
designarse  con  la  designación  de  monte;  puede  prescindirse 
también  del  punto  que  no  ha  podido  ponerse  en  claro,  á  saber 
si  el  camino  cnyos  vestigios  se  han  constatado  por  la  diligencia 
de  f .  •  •  y  que  aparece  haber  pasado  á  4  ó  5  cuadras  al  Este  de 
GiÁaltallarít  atravesando  la  ciénega  de  Miquicho  y  continuando 
por  el  costado  del  Gerrito  Ancón  es  el  mismo  de  que  el  perito 
Quiñazú  habla  al  determinar  el  punto  de  partida  de  su  opera- 
ción ;  pero  prescindiendo  de  estos  dos  puntos,  cuya  averigua- 
ción indudablemente  habría  tiaido  completa  luz  al  debate,  no 
faltan  sin  embargo,  como  ya  se  ha  dicho,  términos  hábiles 
paxa  oonduir  que  esta  operación  favorece  las  pretenciones  .del 
diemandanto. 


DE  JUSTICU  NAaOMiiL  .8^ 

£1  perito  establece  al  ubicar  la  parte  que  adjudicaba  al  cq- 
heredero  Dr.  D.  Martia  de  Guevara  que  desde  el  rio  de  las 
Tunas  donde  hacia  empezar  los  derechos  de  aquel  hasta  el  áfi 
Ferquincho,  9  cuadras  antes  del  cual  los  hacia  terminar,  no  se 
encontraba  agua  sino  á  los  pies  de  la  Cordillera  y  á  los  de  la 
misma  estancia  en  unos  manantiales.  El  mismo  perito  adju- 
dicó á  dicho  D.  Martin  dos  ciénegas  en  la  estencion  de  su  ter- 
reno ;  y  bien  interrogado  el  demandado  en  diversas  ooasiones, 
f. .  y  f. .,  sobre  la  ubicación  de  aquellos  y  de  estas,  ha  decla- 
rado que  ambos,  y  se  ha  constatado  también  por  el  Juzgado  al 
tiempo  de  la  inspección  de  f . .  por  lo  que  respecta  á  las  cié- 
negas, quedan  al  Este  de  la  línea  que  él  sostiene. 

Este  hecho  como  se  vé,  es  decisivo  por  sí  solo,  y  puede  con- 
cluirse de  él  legítimamente  que  la  línea  divisoria  de  ambas 
estancias  según  esta  operación  pasó  mas  al  Este  de  la  que  sos- 
tenia  el  demandado  hasta  dejar  dentro  do  los  derechos  de 
Ancón  los  manantiales  y  ciénegas  enunciados. 

Si  esta  mensura  no  trazó  la  línea  naciente  de  Ancón  vino  á 
hacerlo  mas  tarde  la  del  perito  Almandos  al  dar  posesión  en 
1775  de  la  estancia  de  c  La  Arboleda  »  á  su  comprador  el  Sr. 
Contreras. 

En  esta  mensura  se  determinan  en  efecto  tres  puntos  de 
dicha  línea,  Portezuelo  de  Guevara,  estremo  norte  de  ella, 
Machintin  6  sea  un  cerrillo  que  se  encontraba  en  dirección  á 
este,  y  finalmente  Gualtallarí. 

No  ha  podido  averiguarse  la  verdadera  ubicación  del  c  Porte- 
zuelo de  Guevara»  hallándose  disconformes  las  partes  en 
cuanto  á  él ;  ni  se  ha  encontrado  tampoco  el  cerrillo  que  apa- 
rece haber  tocado  dicha  línea  frente  á  Machintin ;  y  esta  última 
circunstancia  por  los  menos  hace  dudar  si  el  punto  que  el 
perito  designa  con  el  nombre  de  Machintin,  es  el  mismo  que 
hoy  dia  se  conoce  con  tal  denominación  ú  otra,  tanto  mas 
cuanto,  según  lo  /ospresfi  el  mismo  perito,  este  punto  ae  enoon- 
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traba  al  Sud  de  su  partida ;  es  decir  del  «  Portezuelo  de  Gue- 
vara »,  y  ha  resultado  de  la  inspección  de  f . .  que  él  se  encon- 
traba no  al  Sud  sino  al  Sud-Oeste  con  una  inclinación  de  siete 
grados  y  algunos  minutos. 

De  esta  mensura  no  resulta  aun  conocido  con  precisión  otro 
punto  que  Qualtallarí,  cuya  ubicación  se  hallaba  determinada 
ya,  y  poco  ó  ninguna  luz  trae  de  consiguiente  &  la  cuestión. 

Ko  sucede  asi  con  la  mensura  que  viene  tras  de  ella. 

En  1838  para  dar  posesión  de  Ancona  su  comprador  D.  Ceci- 
liano  Alvarez^  se  trazó  de  nuevo  la  línea  naciente  de  ella  y  en 
esta  ocasión  se  determinaron  diversos  puntos  cuya  ubicación  á  la 
verdad  ha  de  servir  en  mucho  á  la  decisión  del  litigio. 

Esta  operación  es  jtanto  mas  importante  cuanto  que  ella 
aparece  haberse  llevado  á  cabo  con  la  asistencia  de  D.  Manuel 
Lemos,  padre  del  litigante  y  de  quien  emanan  los  derechos  de 
este,  según  se  halla  constatado  á  f. .  .sin  protesta  ú  observa* 
cion  alguna  de  su  parte  por  lo  que  respecta  á  la  línea  «ntre 
ambas  estancias,  y  aun  con  su  reconocimiento  y  aceptación 
según  lo  espresa  el  perito  á  f . 

En  esta  ocasión  la  línea  se  trazó  de  Norte  á  Sud,  con  una 
inclinación  de  veinte  grados  mas  ó  menos,  partiendo  de  una 
línea  que  el  perito  ubica  al  Este  y  á  la  vista  del  divisadero 
colorado,  situado  según  la  declaración  de  los  testigos  D.  Gui- 
llermo Gibbs  y  Romualdo  Méndez  muy  al  naciente  del  Porte- 
zuelo que  la  parte  de  Lemos  sostiene  ser  el  llamado  de  Guevara 
y  estremo  do  hx  línea  divisoria,  pasa  por  la  cieneguita  del  Peral, 
que  se  halla  en  el  camino  que  vá  al  Portillo  distante  de  Ma^ 
chintín  diez  ó  mas  cuadras  hacia  el  Este  y  concluye  en  la  boca 
de  Gualtallarí. 

Desde  luego  se  nota  que  esta  operación  no  favorece  tampoco 
las  pretenciones  de  Lemos. 

Su  punto  de  partida  comu  el  intermediario  á  que  se  refiere 
resultan  al  Este  de  la  línea  que  él  sostiene»  y  si  es  verdad  que 
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el  perito  dá  á  la  linea  una  inclinación  como  de  veinte  grados  al 
Este,  lo  cual,  conocida  la  ubicación  de  Gualtallarí,  parece 
indicar  que  él  se  situó  muy  al  Poniente  aun  de  la  línea  que 
defiende  Lemos,  dada  la  ubicación  de  los  otros  dos  puntos  á 
que  el  mismo  perito  se  refiere,  tal  aseveración  debe  creerse 
que  es  hija  de  un  error  material,  dando  á  la  línea  inclinación 
Este  en  lugar  de  Oeste  so  pena  de  ser  ella  inesplicable. 

Esta  operación,  como  se  vé ;  conviene  con  la  de  Guiñazú  en 
.  cuanto  deja  dentro  de  Ancón  los  manantiales  de  que  aquel 
habla,  y  adelanta  á  ella  en  cuanto  determina  que  en  Atamüque, 
con  otro  punto  situado  al  Este  de  la  línea  que  pretende  Lemos 
y  del  cual  se  hizo  desalojar  una  posesión  ocupada  á  nombre  del 
padre  de  este,  queda  igualmente  dentro  de  Ancon^  y  también 
en  cuanto  determina  ya  la  inclinación  de  la  línea  divisoria  que 
marca  como  en  veinte  grados  y  que  debe  entenderse,  como  an- 
tes se  ha  visto,  dado  su  punto  de  partida  hacia  el  Oeste. 

Corrobora  esta  opinión  1^  mensura  de  «  La  Arboleda  »  prac- 
ticada en  185i  por  el  mismo  perito  Reina,  asociado  de  D.  N. 
Pescara ;  en  la  cual  si  bien  se  habla  meramente  de  inclinación 
Este,  se  determina  ya  sin  embargo  con  precisión  U  dirección  de 
la  línea  divisoria,  dándole  no  como  antes  una  inclinación  de 
mas  ó  menos,  sino  fija  de  veintitrés  y  medio  grados  y  hacién- 
dola pasar  por  el  cerrito  A7icon,  que  en  las  operaciones  ante- 
riores no  se  habia  nombrado  y  hasta  el  cual  se  estiende  preci- 
samente la  pretensión  del  demandante  en  este  juicio;  algo  mas, 
en  esta  operación  se  ubicaron  treinta  cuadras  de  terreno,  que 
los  títulos  de  La  Arboleda  daban  á  sus  dueños  dentro  de  Ancón, 
al  Poniente  del  cerrito  de  este  nombre,  por  donde  se  hizo  pasar 
la  línea  divisoria,  lo  cual  revela  mas  claramente  aunque  en  el 
ánimo  de  aquellos  no  era  otra  que  esta  la  línea  divisoria  de 
ambas  estancias. 

Esta  mensura  puede  ser  tanto  menos  objetada,  cuanto  que 

T.  XI.  22 
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fué  practicada  solo  por  los  propietarios  de  c  La  Arboleda  »  y 
sin  asistencia  ni  interyencion  de  los  de  Ancón, 

Finalmente  viene  la  operación  de  1853,  que  si  bien  fué  anu- 
lada en  un  principio,  fué  aprobada  en  seguida  con  la  verificación 
de  que  ella  hizo  el  Presidente  del  Departamento  Topográfico. 

Esta  mensura  practicada  con  asistencia  del  demandado  D. 
Manuel  y  sin  observación  ni  protesta  de  su  parte,  dio  por  re- 
sultado la  línea  á  que  se  refieren  las  anteriores,  dejando  dentro 
de  Ancón  las  diversas  posesiones  que  en  ella  se  mencionan  y 
que  se  ha  constatado  á  f . . .  se  hallan  al  Naciente  de  la  línea 
sostenida  por  Lemos. 

En  resumen,  de  todas  las  mensuras  practicadas  resulta 
uniformemente,  si  se  esceptúa  la  de  Almandos  que  si  no  es  tan 
clara,  tampoco  dice  espresamente  lo  contrario,  la  línea  en  cues- 
tión parte  de  la  esquina  del  cerro  Gualtallarí,  pase  por  el  de 
Ancón  y  se  prolonga  hasta  el  Portezuelo,  cuyo  nombre  induda- 
blemente con  los  antecedentes  relacionados  no  es  otro  que  el  de 
Guevara. 

Constatado  asi  el  resultado  de  las  mensuras,  resta  examinar 
los  efectos  y  valor  de  la  prueba  testimonial  que  en  relación  á 
la  posesión  antigua  de  los  terrenos  disputados  ha  producido  el 
demandado  y  opuesto  también  contra  las  pretensiones  del  de- 
mandante . 

No  puede  desde  luego  haber  hesitación  tampoco  á  este  res- 
pecto. 

Fuera  de  la  calidad  de  los  testigos,  que  disminuye  legalmente 
la  fuerza  de  sus .  dichos,  constando  como  consta  que  gran  parte 
de  ellos  viven  en  dependencia  del  demandado;  en  sí  el  resultado 
de  la  prueba  no  es  tampoco  completo  ni  satisfactorio  en  cuanto 
á  la  fecha  de  que  la  posesión  data. 

Por  otra  parte,  el  demandado  ha  negado  á  f .  9  de  estos  autos 
dicha  posesión,  y  tal  negativa  no  puede  dejar  de  tomarse  en 
consideración  por  los  efectos  que  produce  en  su  contra,  con  arre- 
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glo  al  espíritu  de  la  disposición  contenida  en  la  Ley  3*,  título 
3"",  Partida  3%  que  ha  pasado  al  Código  Civil  en  el  artículo  2 
y  título  €  De  las  acciones  reales  » . 

El  resultado  de  las  mensuras  cuyo  estudio  se  ha  hecho,  y  de 
las  posesiones  dadas  en  virtud  de  ellas  á  los  antecesores  del 
demandante,  se  opone  ademas  á  lo  que  invoca  el  demandado. 

Aun  suponiendo  en  efecto  la  existencia  de  esta,  aquellas 
dilijencias  por  los  menos  demuestran  que  ella  en  todo  caso  ha 
sido  frecuentemente  interrumpida  y  desconocida  por  la  parte 
del  demandante,  lo  cual  la  hace  ineficaz  en  derecho  aun  como 
simple  presunción,  que  es  el  carácter  en  que  ha  sido  alegada. 

Finalmente,  fundada  por  el  demandado  en  los  títulos  de  pro- 
piedad de  la  estancia  de  cLa  Arboleda»,  cualquiera  que  ella 
haya  sido,  no  puede  en  sus  efectos  tener  mayor  ostensión  que 
aquellos  que  ya  se  ha  visto  no  alcanzan  hasta  el  terreno  dis- 
putado. 

Bajo  este  aspecto,  pues,  es  igualmente  infundada  la  preten- 
sión del  demandado  y  claro  el  derecho  del  demandante. 

En  cuanto  á  los  usufructos  y  daños  y  perjuicios,  como  á  las 
costas  del  procedimiento  que  el  mismo  demandante  exije,  no 
sucede  asi. 

El  no  ha  justificado,  no  obstante  haberse  abierto  á  prueba  la 
causa  sobre  ello,  responsabilidad  alguna  del  demandado  respec- 
to á  esos  puntos  sino  es  por  lo  que  hace  el  valor  de  los  arriendos 
de  la  posesión  que  ocupa  actualmente  N.  Yelazquez ;  ni  ha 
justificado  tampoco  que  se^  hayan  producido  daños,  ni  mucho 
menos  su  cuantum;  y  *por  otra  parte,  si  resulta  justificada  su 
acción  en  el  fundo  no  resulta  sin  embargo  mala  fé  ni  temeridad 
por  parte  del  demandado  que  tiene  á  su  favor,  menester  es  re- 
conocerlo, muy  justas  razones  que  han  debido  legítimamente 
impulsarlo  á  sostener  este  litigio,  y  no  es  prudente  condena- 
ción alguna  en  su  contra  por  frutos  6  daños  anteriores  á  la 
demanda,  ni  por  los  autos  del  procedimiento. 
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Fundado  en  estas  consideraciones :  resuelvo  que  el  deman- 
dante es  dueño  de  los  terrenos  que  detenia  el  demandado  y  á 
que  se  refiere  la  demanda  de  f . . .  situados  al  Oeste  de  la  ruta 
que  partiendo  de  la  esquina  del  cerro  llamado  Gualtallarí  para 
al  costado  Naciente  del  denominado  Ancón  j  se  prolonga  hasta 
dar  con  el  costado  Norte  de  la  estancia  de  este  último  nombre, 
y  que  en  consecuencia  debe  el  mismo  demandado  hacer  entrega 
de  ellos  á  dicho  demandante  en  término  de  diez  dias  junta- 
mente con  el  yalor  de  los  arriendos  á  razón  de  yeinte  y  cinco 
pesos  anuales  á  que  se  refiere  el  considerando  último,  que 
haya  percibido  el  demandado  con  posterioridad  á  la  demanda 
de  f.  lil,  quedando  dicho  demandado  absuelto  de  los  demás 
capítulos  de  la  demanda. 

Notifíquese  con  el  original  y  repónganse  el  papel. 

C,  de  la  Torre, 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Setiembre  14  de  1878. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  y  no  desvirtuando  la  escritura 
presentada  en  esta  instancia  por  el  apelante,  las  razones  en 
que  se  apoya  la  sentencia  apelada,  confírmase  esta,  con  cos- 
tas, y  satisfechas  que  sean  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse 
los  autos.  •      , 

J.  B.  GOROSTUGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGUIZAHON.— ULADISLAO  FRIAS. 
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CAUSA     liXXXIX 


D.  Eduardo  Cinollo  contra  D.  José  Badaraeco  é  hijos 

sobre  pago  de  costas 


Sumario,  —  No  debe  imponerse  la  condenación  en  costas  al 
que  ha  tenido  jnsta  causa  para  litigar. 


Caso.  —  D.  José  Badaraeco  é  hijos  demandaron  á  D.  Eduar- 
do Cinollo  como  dueño  de  unos  buques. 

Resultando  que  D.  Eduardo  Cinollo  no  era  sino  condómino 
de  ellos,  los  actores  modificaron  la  demanda  interponiéndola 
contra  aquel  y  sus  condóminos. 

Cinollo  pidió  se  declararan  á  cargo  de  Badaraeco  las  costas 
causadas  por  la  primera  demanda. 

Badaraeco  se  opuso  á  esta  pretensión  alegando  que  la  inter- 
pusieron contra  el  Sr.  Cinollo  por  informes  recibidos  de  él  y 
sus  hermanos. 


Fall«  «leí  Jaes  Seeetonal. 

Buenos  Aires,  Julio  8  de  1878. 

Vistos  y  considerando :  Que  al  que  desiste  de  una  acción 
6  derecho  corresponde  pagar  las  costas  causadas,  porque  reco- 
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noce  esplíoitamente  la  justicia  de  la  resistencia,  6  como  en  el 
caso  ocurrente,  la  temeridad  de  la  acción,  desde  que  siendo  como 
era  del  deber  de  Badaracco,  conocer  y  determinar  la  persona  del 
demandado,  no  lo  verificó  como  debia  y  podia,  ocurriendo  á  ve- 
rificar los  títulos  de  los  buques  á  que  habia  servido ;  y  que  por 
otra  parte  aunque  D.  Eduardo  fuera  uno  de  los  propietarios, 
^e  le  habria  demandado  por  mas  de  lo  que  debía  desde  que  no  es 
responsable  sino  en  proporción  á  su  parte  en  los  buques  y  no 
por  la  totalidad,  —  fallo  declarando  que  las  costas  que  se  co- 
bran deben  ser  pagadas  por  los  Sres.  J.  Badaracco  é  hijos. 
Repónganse  los  sellos,  y  notifíquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 

CinoUo  apeló  de  la  sentencia  anterior  por  no  haber  condenado 
á  Badaracco  en  las  costas  del  incidente  sobre  costas. 


Fall«  «le  la  SuprenAa  C«rte« 

Buenos  Aires,  Setiembre  17  de  1878. 

• 

Vistos :  no  habiendo  habido  temeridad  por  parte  de  D.  José 
Badaracco  é  hijos  en  el  incidente  actual,  se  confirma  con  costas 
el  auto  de  foja  siete  vuelta  en  la  parte  apelada  por  Ginollo. 
Satisfechas  aquellas  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. —  J.  DOMUf- 
GUEZ.  —  O.  LEGUIZAMON.  — 
ULADISLAO  FRÍAS. 
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CAUSA     ULC. 


D.  Antero  Barriga  contra  D.  Guillermo  GillSy  sobre  reivindi- 
cación de  un  campo. 


Sumario.  —  No  probándose  cumplidamente  el  dominio  que 
se  pretende  por  el  actor,  y  en  la  duda  sobre  sí  es  el  deman- 
dante ó  el  demandado  el  propietario  del  terreno  que  se  dis- 
puta, debe  resolverse  en  favor  del  que  tiene  la  posesión. 

El  caso  se  halla  espuesto  en  el  siguiente 


Fallo  del  ^aea  Seeeloual. 

Mendoza,  Noviembre  S3  de  1877. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  entre  D.  Antero  Barriga,  por 
una  parte  y  Don  Guillermo  Gills,  por  otra,  demandando  aquel 
á  este  la  restitución  de  una  porción  de  campo  ubicado  al  lí- 
mite Sud  de  su  Estancia  de  «Ancón»,  y  conocida  con  el  nombre 
de  cLoma  del  Medio»,  que  dice  le  ocupa  y  retiene  indebida- 
mente el  último,  con  mas  los  usufructos  de  dicho  terreno  y 
daños  y  perjuicios  que  de  su  privación  se  le  han  causado,  y  que 
estima  en  la  suma  de  quinientos  pesos  bolivianos. 

Para  fundar  su  demanda  acompaña  los  documentos  corrien- 
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tes  de f . . .  .á  f y  el  plano  de  f en  el  cual  aparece  ubi- 
cado el  campo  en  cuestión  efectivamente  al  costado  Sud  de  la 
Estancia  de  «Ancón»  y  en  el  ángulo  interno  que  forman  los  ríos 
en  el  mismo  plano  se  asignan  con  los  nombres  de  «  Santa 
Clara  »  y  las  «Tunas»,  agregando  que  este  último  determina 
con  su  curso  la  línea  divisoria  de  su  propiedad  por  el  costado 
enunciado. 

El  demandado,  contestando,  ha  sostenido  ala  vez  la  propiedad 
del  terreno  demandado,  fundándose  en  que  es  el  rio  «  Santa 
Clara  »  y  no  el  de  las  «  Tunas  »  el  límite  divisorio  de  sus  pro- 
piedades, y  ha  acompañado  en  su  apoyo  el  título  corriente  á  f . .  • 

Con  estos  antecedentes  la  causa  se  abrió  á  prueba  sobre  la 
propiedad  del  terreno  disputado  y  valor  de  los  usufructos  y  da- 
ños cobrados. 

Y  considerando. — 4**  Que  según  resulta  de  los  documentos 
acompañados  en  calidad  de  prueba  por  el  demandado,  su  ante- 
cesor Don  Juan  Martínez  de  Bosas,  compró  en  el  año  1773  en 
remate  público  á  la  Junta  Municipal  de  Temporalidades  de 
esta  ciudad  la  Estancia  conocida  con  el  nombre  de  la  de  «  Ar- 
riba »,  situada  al  costado  Sud  de  la  de  «  Ancón  »  de  propiedad 
del  demandante,  teniendo  por  límites  por  la  parte  del  Norte  el 
punto  conocido  con  el  nombre  de  «Tambillos»,  ubicado,  según 
lo  reconoce  aquel,  á  la  orilla  izquierda  del  rio  denominado 
4(Santa  Clara»  y  los  nacimientos  de  este  mismo  rio  en  la  Cor- 
dillera. 

^  Que  contra  el  mérito  de  estos  documentos  que  se  oponen 
desde  luego  á  las  pretensiones  de  propiedad  del  demandante  en 
la  loma  en  cuestión  ha  hecho  valer  este : 

1^  El  resultado  de  una  mensura  y  división  entre  los  ex-pro- 
pietarios  de  la  Estancia  de  «Ancón»  practicada  el  año  1728, 
en  la  cual  se  dice  que  el  límite  de  esta  Estancia  por  el  Sud  es 
el  rio  de  las  «Tunas». 

2^  La  operación  practicada  al  darse  posesión  de  la  Estancia 
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de  «Arriba»  á  su  comprador  el  año  1775,  en  la  cual  se  procedió 
partiendo  de  la  Loma  Larga  lugar  situado  al  Sud  del  denomi- 
nado «Tambillos»  y  á  la  orilla  derecha  del  Rio  de  «Las  Tunas», 
hacia  el  Poniente  hasta  dar  con  la  sierra  nevada. 

3°  T7n  otro  deslinde  de  la  Estancia  de  «Ancón»  practicado  el 
año  1854  en  el  cual  se  trazó  la  línea  divisoria  de  esta,  divi- 
diendo la  Loma  del  Medio  con  declaración  de  que  quedaba  á 
salvo  el  derecho  de  las  partes  para  litigar  sobre  la  fracción  del 
Sud  únicamente  y 

4^  Finalmente  el  hecho  de  haberse  seguido  por  sus  causantes 
años  atrás  un  largo  juicio  con  un  tercero  que  pretendía  dere- 
chos al  mismo  lugar  de  la  Loma  del  Medio. 

3""  Que  en  cuanto  á  la  primera  de  estas  alegaciones  es  de 
considerar  que  la  mensura  á  que  ella  se  refiere,  respecto  de  la 
cual  debe  ante  todo  notarse  que  no  consta  de  una  manera  satis- 
factoria sino  únicamente  por  el  dicho  del  perito,  la  asistencia 
á  ella  de  los  dueños  de  la  Estancia  de  «  Arriba  »,  no  trazó  la 
línea  de  «Ancón»  sino  hasta  la  boca  del  rio  Allalpoto  ó  de  las 
«Tunas»,  ó  sea  la  confluencia  con  el  de  «Santa  Clara»,  y  que  no 
puede  así  invocarse  como  un  título  irrecusable  respecto  de  la 
línea  divisoria  de  ambas  estancias  mas  arriba  de  aquel  punto. 

4°  Que  la  duda  resultante  de  este  hecho  adquiere  mayor  gra- 
vedad en  contra  del  demandante  en  la  manifestación  contenida 
á  f ...  .del  entonces  propietario  de  «  Ancón  »,  Presbítero  Don 
Domingo  Guevara,  en  la  cual,  ocurriendo  judicialmente  en  queja 
por  razón  de  turbaciones  que  se  llevaron  á  su  posesión,  dá, 
refiriéndose  precisamente  como  único  título  al  respecto  á  la 
mensura  enunciada,  como  límites  de  su  propiedad  al  Sud  el  rio 
délas  «Tunas»„el  puesto  denominado  «Tambillos»  y  el  rio  de 
4rSanta  Clara». 

5^  Que  en  cuanto  á  la  segunda  de  las  alegaciones  enuncia- 
das, la  mas  grave  é  importante  en  que  el  demandante  funda 
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SU  derecho,  tampoco  es  bastante  por  si  ni  unida  á  la  anterior 
á  los  fines  que  se  propone. 

1^  Porque  á  su  resultado  se  opone  el  título  de  propiedad  del 
antecesor  del  demandado  en  el  cual  se  determinan  con  precisión 
los  límites  de  la  Estancia  en  cuestión,  y  no  habría  en  ningún 
caso  razón  para  hacer  prevalecer  aquel  sobre  ellos. 

2^  Porque  la  posesión  antiquísima,  no  desconocida  por  el 
demandante,  que  el  causante  del  demandado  alega,  á  foja  109, 
tiomo  una  de  las  causas  de  su  pirotesta  corriente  al  mismo  fo- 
lio, habría  subsanado  en  todo  caso  los  defectos  de  la  entrega. 

3^  Porque,  aún  prescindiendo  de  estas  consideraciones,  y 
dando  al  resultado  del  deslinde  de  que  se  trata,  toda  la  ampli- 
tud que  se  quiera,  él  si  no  funda  los  derechos  del  demandado, 
tampoco  funda  las  pretensiones  del  demandante,  desde  que  el 
perito  no  espresa  que  para  arriba  del  punto  en  que  se  situó,  ó 
sea  la  loma  larga  la  línea  divisoria  costeará  el  rio  de  c  Las  Tu- 
nas» y  dejará  así  en  favor  de  «Ancón»  la  loma  disputada,  sino 
solamente  que  se  corrió  hacia  el  Poniente  hasta  dar  con  la 
sierra  nevada,  lo  cual  supone  cuando  mucho  una  línea  que  di- 
vidiría, á  estar  al  plano  presentado,  por  mitad  el  terreno  dis- 
putado, y 

4®  Finalmente  porque  se  opone  á  esto  mismo  un  otro  recono- 
cimiento  posterior  de  los  límites  que  pretende  el  demandado, 
emanado  de  otro  de  los  antecesores  del  demandante,  según 
puede  verse  por  el  documento  de  foja  33,  en  el  cual  jestio- 
nando  Don  Antonio  Pérez,  capataz,  á  nombre  de  una  casa  de 
expósitos  de  Chile,  á  quien  puso  el  dominio  de  «  Ancón  »  por 
muerte  de  Don  Antonio  de  Hermida,  se  revela  no  obstante  una 
enmendatnra  que  oscurece  el  sentido  de  la  cláusula  que  él  dá 
á  «Santa  Clara»  como  lindero  de  aquella  estancia. 

6**  Que  la  tercera  alegación  del  demandante  fundada  en  él 
deslinde  de  la  Estancia  de  «Ancón»  practicado  el  año  1854, 
tampoco  es  de  considerarse:  1^  porque  no  consta  que  dicha 


DE  lUSTlGIA  NACIONAL  331 

operación  se  practicara  con  asistencia  del  demandado  6  sos 
cansantes,  resultando  únicamente  que  fueron  citados  á  una 
operación  que  se  practicó  previamente  á  aquella,  en  la  cual 
protestaron  por  el  hecho  de  trazarse  la  línea  divisoria  por  sobre 
la  Loma  del  Medio ^  y  en  seguida  fué  anulada  judicialmente 
por  no  haber  obtenido  la  aprobación  del  Departamento  Topo- 
gráfico ;  7  2^  porque  además  de  esto  por  dicha  mensura  solo  se 
acordó  al  demandante  la  mitad  Norte  de  la  loma  en  cuestión, 
dejando  á  salvo  el  derecho  de  las  partes  para  litigar  por  el 
resto. 

1^  Finalmente,  que  en  cuanto  á  la  cuarta  alegación  del  de- 
mandante, ella  es  menos  de  considerarse  aún:  1°  porque  el  he- 
cho solo  de  un  pleito  sostenido  por  sus  antecesores  con  un  ter- 
cero, respecto  al  campo  en  cuestión  no  importa  un  título  que 
pueda  hacerse  valer  legalmente  por  afirmar  hoy  su  propiedad ; 
y  2^  porque  de  las  posiciones  de  foja  97  resulta  que  las  posesio- 
nes de  Don  Nicolás  Santander,  objeto  de  aquel  juicio,  se  halla- 
ban precisamente  en  los  cTambillos»,  que  el  demandado  sos- 
tiene como  lindero,  situados  en  el  ángulo  exterior  de  los  rios 
€  Santa  Clara»  y  cLas  Tunas»,  ó  sea  fuera  del  campo  en  cuestión. 

8^  Que  á  las  anteriores  consideraciones  pueden  agregarse 
otras  no  menos  importantes  en  favor  del  derecho  del  deman- 
dado, como  las  que  emanan  del  documento  mandado  agregar 

de  oficio  áf según  el  cual  el  año  1838  se  dio  posesión  de 

cAncon»  á  un  otro  antecesor  del  demandante  Don  Ceciliano 
Alvarez,  designándose  y  aceptándose  por  este  en  el  deslinde 
que  para  el  efecto  se  practicó,  como  línea  divisoria  con  la  Es- 
tancia del  demandado,  el  rio  de  «Santa  Clara»,  la  boca  del  de 
«Las  Tunas»  y  la  cañada  de  aOualtallarí»,  dejando  asi  el  ter- 
reno disputado  dentro  del  campo  de  aquel . 

9°  Que  el  demandante,  por  otra  parte,  no  ha  presentado,  ni 
funda  sus  pretensiones  en  título  alguno  serio  de  propiedad  que 
determine  con  precisión  los  límites  por  el  rumbo  en  cuestión 
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de  su  fundo,  apoyándose  únicamente  al  respecto  en  las  pala- 
bras vagas  7  de  simple  referencia  del  perito  que  practicó  el 
deslinde  de  i  775,  enunciativas  por  cierto  insuficientes,  en  todo 
caso  y  mucho  mas  para  destruir  la  fuerza  de  los  títulos  y  pose- 
sión antigua  del  demandado. 

10.  Por  último,  que  si  las  consideraciones  aducidas  no  fue- 
sen bastantes  para  establecer  cual  debe  sl^r  la  decisión  del 
presente  litigio,  lo  sería  la  disposición  del  artículo  37  «De  las 
acciones  reales  »  del  Código  Civil,  según  el  cual :  «  Cuando  el 
«  demandado  y  demandante  presenten  cada  uno  un  título  de 
c  adquisición  que  ellos  hayan  hecho  de  diferentes  personas, 
ff  sin  que  se  pueda  establecer,  cual  sea  el  verdadero  propieta- 
a  rio,  se  presume  serlo  el  que  tiene  la  posesión»,  disposición 
que,  aun  suprimiendo,  como  lo  quiere  el  demandante,  que  los 
títulos  del  demandado  no  le  den  derecho  á  toda  la  ostensión  que 
pretende,  en  relación  á  él  por  lo  menos  que  no  los  ha  presen- 
tado á  parte  alguna,  siempre  lo  haría  de  preferente  condición. 

Por  tanto,  definitivamente  juzgando,  declaro  no  haber  lugar 
á  la  acción  de  reivindicación  deducida  por  el  demandante  señor 
Barriga  y  absuelvo  en  consecuencia  de  ella  al  demandado  Sr. 
Oills,  sin  especial  condenación  en  costas. 

Notífiquese  con  el  original,  y  repóngase  el  papel . 

C.  S.  de  la  Torre. 


Pallo  de  la  Suprema  Corte* 

Buenos  Aires,  Setiembre  17  de  1878. 

Vistos  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  ciento  sesenta  y  ocho,  y  satisfechas  y  repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTUGA.  —  J.   DOBUNGUEZ. — 
O.  LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
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CAUSA    XCI 


Maclas  y  Montes  contra  Ledesma  /P%   sobre  indemnización 

de  perjuicios 


Sumario.  —  TJn  conato  de  defraudación  de  la  renta  fiscal 
iniciada  por  el  vendedor  y  comprador  de  mercaderías  introdu- 
cidas de  ultramar,  y  existentes  en  Aduana,  no  dá  acción  al 
comprador  para  reclamar  del  vendedor  el  pago  de  la  pena  im- 
puesta por  la  contravención. 


Caso.  —  Macías  y  Montes,  estrangeros,  se  presentaron  ante 
el  Juez  de  Sección  en  Buenos  Aires  esponiendo: 

Que  en  Enero  de  1874  habian  comprado  á  Ledesma  H^' 
17.291  piezas  pino  acepillado  y  machiembrado,  tirantes  y  ti- 
rantillos  con  225.273  pies  del  buque  «Dacapo  >. 

Que  los  vendedores  habian  hecho  el  manifiesto  del  carga- 
mento como  dueños  de  él  y  consignatarios  del  buque,  espre- 
sando que  era  pino  blanco,  y  posteriormente  pidieron  la  trans- 
ferencia á  favor  de  los  esponentes,  sin  espresar  que  el  carga- 
xnento  contenia  una  partida  de  pino  labrado,  salvando  así  en 


' 
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tiempo  oportano  el  error  cometido.  Qae  al  ir  los  esponentes  á 
recibirse  del  cargamento,  pidieron  como  es  de  práctica  el  des- 
pacho de  lo  manifestado  y  entonces  se  notó  la  diferencia  por  la 
Aduana  que  condenó  á  los  esponentes  al  pago  de  dobles  dere- 
chos,  que  importaron  943.96  es.  fuertes.  Qijie  no  considerando 
justa  esta  resolución,  los  esponentes  ocurrieron  á  la  Suprema 
Corte  Nacional,  que  confirmó  la  espresada  resolución  de  Aduana 
por  lo  que  tuvieron  que  pagar  la  pena  impuesta.  Que  como  se 
vé  el  error  de  Ledesma  Hermanos  les  trajo  el  perjuicio  del  pa- 
go de  esos  dobles  derechos,  por  lo  que  deben  ellos  indemnizar- 
los de  la  suma  abonada,  de  conformidad  á  los  artículos  209  y 
221  del  Código  de  Comercio. 

Pidieron,  entablando  demanda  contra  Ledesma  Hermanos, 
que  fueran  condenados  á  abonarles  la  espresada  suma  de  943.96 
fuertes  con  sus  intereses  y  las  costas. 

Corrido  traslado,  Ledesma  Hermanos  contestaron  que  inme- 
diatamente de  celebrado  el  contrato  hicieron  la  transferencia  á 
los  compradores,  designando  los  efectos  vendidos  de  conformi- 
dad con  la  tarifa  de  avalúos  que  regia  entonces  y  los  compra- 
dores, aceptando  la  entrega  en  esa  forma,  pagaron  el  precio  en 
pagarées  que  descontaron  en  los  Bancos,  remitiendo  el  importe 
al  Comitente  de  Noruega.  Que  perfeccionada  la  venta,  los  es- 
ponentes  se  encontraron  libres  de  toda  responsabilidad  con 
arreglo  al  artículo  541  del  Código  de  Comercio  desde  que  de 
su  parte  no  habia  mediado  ningún  fraude  ni  negligencia  cul- 
pable, según  los  mismos  demandantes  que  creyeron  injusta  la 
resolución  de  Aduana  y  según  la  sentencia  absolutoria  del 
Juez  de  Sección.  Que  no  teniendo  envase  de  ninguna  clase 
las  maderas,  los  compradores  no  pueden  decir  que  ignoraban 
las  condiciones  en  que  se  encontraban,  y  al  aceptar  el  artículo 
sin  reclamo,  han  dejado  á  los  esponentes  libres  de  toda  respon- 
sabilidad, según  el  inciso  S""  del  artículo  545  del  Código  citado. 
Que  aun  cuando  se  tratase  de  vicios  ocultos,  los  compradores 
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no  han  podido  reclamar  sino  dentro  de  tres  dias  ó  cuando  mas 
dentro  de  seis  meses,  según  los  artículos  546  y  547  y  no  cerca 
de  tres  años  de  consumado  el  contrato  como  lo  hacen. 

Que  aun  en  el  caso  que  los  términos  legales  para  exigir  in- 
demnización no  estuviesen  vencidos,  los  demandantes  que  han 
seguido  un  pleito  con  la  Aduana,  han  debido  citar  á  los  espo- 
nentes  como  lo  prescribe  el  inciso  2^  del  artículo  556,  para  po- 
der conservar  su  derecho  contra  ellos.  Que  de  la  liquidación 
hecha  por  la  Aduana  resulta  que  lo  que  los  compradores  paga- 
ron por  dobles  derechos  fueron  943.95  pesos  fuertes,  de  manera 
que  la  demanda  solo  podria  ser  por  la  mitad  de  esa  suma,  pues- 
to que  la  venta  fué  con  la  obligación  en  el  comprador  de  pagar 
los  derechos.  Que  por  consiguiente  de  todos  modos  h^j plus 
petüion  en  la  demanda. 

Pidieron  se  rechazara  esta  con  costas. 


Eallo  del  Jíaem  de  Seeelon* 

Buenos  Aires,  Enero  22  de  1878. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  los  señores  Macías  y  Montes 
contra  Ledesma  Hermanos,  por  indemnización  de  perjuicios 
provenientes  de  una  compra  de  madera. 

Considerando:  I""  Que  los  demandantes  basan  su  acción  en 
que  por  un  error  en  la  cosa  vendida,  pues  habia  pino  labrado, 
cuando  el  manifiesto  hablaba  solo  de  pino  blanco,  los  señores 
Ledesma  Hermanos  les  han  irrogado  el  perjuicio  de  la  multa 
que  la  Aduana  les  ha  impuesto  en  el  despacho ;  y  por  tanto  era 
su  deber  establecer  que  el  error  les  era  imputable  lo  que  es  con- 
tra la  espresa  disposición  del  artículo  541  del  Código  de  Co- 
mercio que  establece  que  una  vez  perfeccionada  la  venta  como 
habia  sucedido  con  la  transferencia  de  títulos,  el  vendedor  solo 
es  responsable  por  fraude  ó  negligencia  culpable;  que  á  mas 
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de  confesarse  que  no  existieron,  tampoco  puede  presumirse  por 
no  haber  denunciado  tener  el  vendedor  como  verificar  el  error. 

^  Que  aun  cuando  los  demandantes  en  los  artículos  i09  y 
221 ,  que  determinan  el  primero  la  responsabilidad  de  los  cor- 
redores y  el  segundo  la  acepción  de  culpa,  por  el  documento  de 
f .  1 ,  presentado  por  los  demandantes,  se  ve  que  los  demanda- 
dos no  son  tales  corredores  en  la  negociación  y  por  tanto  y  como 
vendedores  el  caso  se  rige  por  las  leyes  de  la  compra-ventat  como 
se  ha  establecido  en  el  precedente  considerando. 

3°  Que  aunque  suponiendo  que  por  el  hecho  personal  de  no 
haber  declarado  la  existencia  del  pino  labrado,  hubieran  esta- 
do los  señores  Ledesma  Hermanos  obligados  á  sanear  los  per- 
juicios ocasionados,  de  conformidad  al  inciso  2°  del  artículo  550 
del  Código  de  Comercio,  no  tiene  lugar  el  saneamiento  cuando 
habiéndose  demandado  á  los  compradores,  estos  no  han  hecho 
citar  á  los  vendedores,  á  lo  menos  antes  de  la  publicación  de 
probarlos  (artículos  556,  inciso  3°,  Código  citado)  como  ha 
sucedido  en  el  caso  actual,  en  que  los  señores  Macías  y  Montes 
han  sido  condenados  en  todas  las  instancias  sin  llamar  al  jui- 
cio á  los  señores  Ledesma. 

Por  estas  consideraciones  fallo  absolviendo  á  los  señores  Le- 
desma Hermanos  de  la  presente  demanda  con  costas.  Repón- 
ganse los  sellos  y  notifiquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 


Después  de  vista  la  causa,  la  Suprema  Corte  para  mejor 
proveer,  pidió  los  autos  seguidos  por  la  Aduana  contra  Ma- 
cías y  Montes. 
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FaIIo  de  lA  Supreiüii  Corie. 

Baenos  Aires,  Setiembre  17  de  1878. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  Hacías  y  Montes  contra 
Ledesma  Hermanos^  sobre  indemnización  de  perjuicios,  y  los 
traidos  para  mejor  resolver  este  asunto,  de  los  cuales  resulta : 

Primero,  que  por  el  buque  cDacapo»,  entrado  á  este  puerto 
en  ocho  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro,  Ledesma 
Hermanos  recibieron  á  su  consignación  un  cargamento  de  pino, 
y  declararon  tanto  en  el  manifiesto  general,  como  en  la  copia 
de  factura  para  depósito  en  la  Aduana^  que  dicho  pino  era 
blanco. 

Segundo,  que  en  veinte  y  tres  de  Enero  del  mismo  año,  Le- 
desma Hermanos  vendieron  á  Hacías  y  Hontes  ese  cargamento, 
espresando  que  era  pino  acepillado  j  machiembrado ^  según  cons- 
ta del  contrato  foja  una. 

Tercero,  que  los  vendedores  y  compradores  renovaron  sin 
embargo,  por  el  permiso  de  transferencia  que  presentaron  á 
la  Aduana,  la  manifestación  de  que  la  partida  de  pino  vendida 
eñ  depósito,  era  pino  blanco. 

Cuarto,  que  bajo  esta  misma  calificación.  Hacías  y  Hontes 
pidieron  posteriormente  el  despacho  á  plaza  de  dichos  efectos. 

Quinto,  que  al  practicarse  por  el  Vista  la  verificación  de  las 
mercancías,  se  descubrió  que  el  pino  depositado  era  de  superior 
calidad  al  manifestado,  esto  es,  que  una  pequeña  parte  era 
pino  blanco  ó  sin  labrar^  que  por  la  ley  de  Aduana  debia  satis- 
facer el  diez  por  ciento  de  derechos^  y  la  mayor  parte  labrado^ 
que  debia  abonar  el  veinte  por  ciento. 

Sesto,  que  el  Administrador  de  Rentas,  condenó  á  Hacías  y 
Hontes,  en  el  sumario  levantado  sobre  el  particular,  al  pago  de 
dobles  derechos  por  esta  diferencia  de  calidad,  con  arreglo  á  lo 
T.  XI.  23 
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dispuesto  por  el  artículo  noTecíentos  noventa  y  tres  de  las  Or- 
denanzas de  Aduana,  y  que  esta  resolución  administratiya  fué 
confirmada  por  sentencia  de  esta  Corte  de  once  de  Mayo  de  mil 
ochocientos  setenta  y  seis. 

Séptimo,  que  ejecutoriada  esta  sentencia,  la  Aduana  liquidó 
en  cuatrocientos  setenta  y  un  pesos  noventa  y  ocho  centavos  la 
diferencia  de  derechos,  en  otro  tanto  la  multa,  y  el  todo  en  la 
cantidad  de  novecientos  cuarenta  y  tres  pesos  noventa  y  seis 
centavos  fuertes. 

Octavo,  que  la  acción  deducida  por  Macías  y  Montes  contra 
Ledesma  Hermanos,  se  funda  en  estos  hechos,  y  tiene  por  ob- 
jeto el  reembolso  de  la  suma  á  que  asciende  dicha  liquidación, 
y  que  aseguran  haber  pagado  á  la  Aduana  por  culpa  de  ellos ;  y 
considerando  : 

Primero,  que  en  los  autos  traídos  ad  efectum  videndi  consta 
que  Macías  y  Montes  no  han  satisfecho  hasta  ahora  los  dobles 
derechos  que  fueron  condenados  á  pagar,  á  pesar  de  haber 
trascurrido  mas  de  dos  años  de  hallarse  ejecutoriadas  las  sen- 
tencias que  lo  ordenaron,  y  que  es  falso  por  consiguiente  el  he- 
cho que  sirve  de  base  á  su  demanda  de'  indemnización  ó  reem- 
bolso. 

Segundo,  que  es  inexacta  también  la  suma  que  reclaman,  co- 
mo importe  de  la  multa  impuesta. 

Tercero,  que  Macías  y  Montes  sabian,  como  lo  comprueba  el 
contrato  de  foja  una,  que  el  cargamento  de  pino  comprado  por 
ellos,  se  componía  en  su  mayor  parte  de  pino  labrado^  y  que 
sabiéndolo  aceptaron,  sin  embargo,  la  manifestación  de  menos 
calidad  hecha  por  Ledesma  Hermanos,  y  la  mantuvieron  bus- 
cando un  provecho  ilícito  y  bajo  su  firma,  en  la  copia  de  fac- 
tura y  en  el  manifiesto  de  despacho. 

Cuarto,  que  antes  de  la  verificación  y  examen  del  msMiifiesto 
de  despacho,  Macías  y  Montes  pudieron  advertir  á  la  Aduana 
y  corregir  esta  falsa  declaración,  usando  de  la  facultad  que 
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acuerdan  los  artículos  novecientos  noventa  y  siete,  mil  cuaren- 
ta y  tres  y  mil  cuarenta  y  cuatro  de  las  Ordenanzas. 

Quinto,  que  siendo  la  condenación  de  dobles  derechos,  una 
pena  impuesta,  en  razón  de  una  contravención  á  las  leyes  de 
Aduana,  es  este  un  conato  de  defraudación  de  la  renta  pública 
iniciado  por  Ledesma  Hermanos,  y  admitido  á  sabiendas  y  lle- 
vado á  cabo  por  Maclas  y  Montes  ;  y  no  puede  dar  lugar  á  re- 
curso alguno  de  parte  de  los  contraventores,  según  lo  pres- 
cripto  por  el  artículo  diez  y  siete,  título  de  los  actos  ilícitos 
del  Código  Civil. 

Sesto,  que  no  es  aplicable,  por  último,  al  presente  caso  la 
jurisprudencia  establecida  por  la  sentencia  de  esta  Corte  en 
la  causa  que  se  cita  entre  los  mismos  Macías  y  Montes  y  En- 
rique Ochoa  y  Compañía,  porque  en  este  asunto  los  compradores 
ignoraban  el  error  que  los  vendedores  hablan  cometido  en  el  ma- 
nifiesto de  despacho,  y  no  hubo  condenación  alguna. 

Por  estos  fundamentos,  se  confirma  con  costas  la  sentencia 
apelada  de  foja  trece,  satisfechas  las  cuales  y  repuestos  los  se- 
llos, devuélvanse  estos  autos  y  los  traídos  ad  efectiim  videndi, 
Notifiquese  con  el  original. 

J.  B.  GOKOSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 
O.  LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
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CAVSA     XCII 


Don  Leopoldo  Julia  en  tercería  contra  la  ejecución  seguida  por 
Don  Anjel  Tecoo  contra  Don  José  Silches;  sobre  desglose  de 
un  documento. 


Sumario. — El  documento  presentado  por  un  testigo  con  el 
objeto  de  ampliar  su  declaración,  forma  parte  de  esta  y  no 
debe  desglosarse  de  los  autos. 


Caso.  —  Don  Anjel  Texo,  ejecutando  á  Don  José  Silches,  por 
cobro  de  pesos»  obtuvo  el  embargo  de  los  arriendos  del  vapor 
cArquimedes»,  como  de  propiedad  de  Silches,  adeudados  por 
Don  Antonio  Pintos  de  Sampayo. 

Don  Leopoldo  Julia,  con  la  escritura  de  propiedad  del  vapor, 
y  un  contrato  de  arriendo  con  Sampayo,  dedujo  tercería  de  do- 
minio. 

Opuesta  la  excepción  de  simulación,  se  abrió  la  causa  á 
prueba. 

El  testigo  Sampayo,  al  declarar,  dijo  que  habia  hecho  sobre 
el  vapor  «  Arquimedes  »  dos  contratos  de  arriendo,  uno,  él  que 
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obraba  en  autos  hecho  con  Julii,  que  como  propietario  del  ya* 
por  pidió  se  estendiese  i  su  nombre  el  hecho  con  Silches,  y  otro 
hecho  anteriormente  con  el  mismo  Silches,  que  presentó  y 
se  mandó  agregar. 

Julia  pidió  se  dejara  sin  efecto  la  orden  de  agregar  dicho 
contrato,  contra  cuya  agregación  habia  protestado. 

El  juez  proveyó  lo  siguiente 


Fiill»  del  ^aea  de  Seeelen. 

Buenos  Aires,  Julio  10  de  1878. 

No  siendo  exacto  que  se  haya  deducido  ó  formulado  la  pro- 
testa á  que  se  refiere  y  acordándose  por  otra  parte  al  testigo 
por  la  ley  de  procedimientos  la  facultad  de  ampliar  ó  esplitor 
sus  contestaciones  sin  limitación  alguna,  no  putde  negársele 
como  incidental  la  de  presentar  documentos  como  los  exhibi* 
dos,  y  á  petición  del  testigo,  que  se  ordenó  la  agregación  de  los 
documentos,  cuyo  desglose  se  pide,  no  ha  lugar  á  lo  solicitado, 
y  se  concede  en  relación  la  apelación  interpuesta.   Repóngase 

el  sello. 

Álbarracin. 


Fallo  de  la  Suprettia  Corie 

Buenos  Aires,  Setiembre  19  de  1878. 

.  Vistos  :  por  los  fundamentos  del  auto  de  foja  noYonta  y  dos, 
se  confirma  con  costas  la  resolución  apelada  de  foja  ochenta  y 
una  vuelta,  y  satisfechas  aquellas  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA — J.  DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGI3IZAM0N. — ULADISLAO  FRÍAS. 
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CAUSA     XCIII. 


MussolinoyC,  contra  Dectjen  y  C^ por  perjuicios;  sobre  defecto 
en  la  forma  de  la  demanda  y  falta  de  personería 


Sumario.  —  1*  La  escepcion  de  que  los  perjuicios  por  abor- 
daje deben  ser  sometidos  al  juicio  arbitral,  no  constituye  la 
dilatoria  de  defecto  de  forma  en  la  demanda. 

^  La  falta  de  personería  en  el  demandado  no  da  derecho  á 
oponer  excepción  dilatoria. 


Caso,  —  Mussolino  y  C*,  demandaron  á  Deetjen  y  C*,  agen- 
tes 6  copartícipes  del  vapor  «Habsburg»  por  abordaje  de  la 
goleta  «  Tomas  >  de  propiedad  de  los  primeros,  pidiendo  la 
indemnización  de  2(50,000  $. 

Deetjen  y  C°,  opusieron  que  la  demanda  no  estaba  en  forma, 
porque  correspondia  á  la  jurisdicción  arbitral,  y  ellos  no  tenian 
personería  para  ser  demandados  personalmente,  pues  no  eran 
sino  agentes  del  «  Habsburg  i ;  por  lo  que  no  estaban  obliga- 
dos a  contestar  la  demanda. 
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Fallo  del  Jíaez  Seeeloiml* 

Baenos  Aires,  Jalio  S3  de  1878. 

Visto  el  incidente  promovido  por  los  Sres.  Deetjen  y  C", 
sobre  falta  de  formalidades  en  el  modo  de  proponer  la  demanda 
sobre  perjuicios  por  abordaje  cansados  por  el  vapor  cHabsburg». 

T  considerando :  qtie  los  Sres.  Deetjen  y  C",  han  sido  de- 
mandados en  su  carácter  de  agentes  ó  copartícipes  del  vapor 
cHabsburg»;  que  no  estando  contestada  la  demanda  no  ha 
llegado  el  caso  de  pronunciarse  el  Juzgado  sobre  la  jurisdic- 
ción arbitral  que  se  invoca,  y  que  la  excepción  alegada  no  es 
de  las  espresamente  enumeradas  en  el  artículo  73  de  la  Ley 
de  Procedimientos,  fallo  Ueclarando  sin  lugar  la  articulación 
promovida  y  contéstese  la  demanda  en  el  término  legal,  con 
costas  y  repónganse. 

Isidoro  Albarracin. 


Fallo  de  la  Sapreiiia  Corte* 

Buenos  Aires,  Setiembre  19  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma,  oun  costas  el  auto 
apelado  de  foja  treinta  y  dos  vuelta  y  satisfechas  aquellas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOnOSTUGA.  —  J.  BOMINGUEZ 
—  O.  LEGUlZAttON.  —  ULADISLAO 
FUIA8. 
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CAVSA    XCIT 


El  Fisco  Nacional  contra  Lassalle  é  hijos,  sobre  defraudación 

de  derechos  de  aduana 


Sumario.  —  Las  mercaderías  introducidas  sin  el  correspon- 
diente permiso  de  despacho  caen  en  comiso. 


Caso.  —  £1  caso  está  bien  especificado  en  el  fallo  de  la 
Suprema  Corte. 


Fall»  del  Jíaez  Seeel«itiil« 

Buenos  Aires,  Abril  13  de  1878. 

T  vistos  estos  autos  iniciados  por  instancia  fiscal  contra 
D.  Juan  Lassalle  hijo,  por  contrabando  de  ciento  cincuenta 
bordalesas  de  vinos,  pertenecientes  al  cargamento  del  buque 
francos  cHeimete»,  entrado  á  este  puerto  en  Junio  de  1872,  y 

Considerando:  1°  Que  el  hecho  en  que  funda  sus  cargos  la 
acusación  fiscal,  á  saber,  de  introducción  á  despacho  directo 
de  ciento  cincuenta  bordalesas  de  vino,  sin  haberse  llenado 
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los  requisitos  necesarios  no  está  plenamente  justificado,  cual 
se  requiere  para  la  aplicación  de  la  pena  establecida  por  el 
artículo  1026  de  las  Ordenanzas. 

2®  Que  la  falta  de  los  parciales  de  despacho  y  anotaciones 
respectivas,  en  la  Alcaidia,  unida  al  hecho  confesado  por  el 
mismo  Lassalle  de  estar  impagos  los  derechos  correspondientes 
á  las  mercaderías  en  cuestión,  si  bien  establece  un  indicio  en 
favor  de  la  introducción  fraudulenta  no  siendo  presumible  que 
la  Aduana,  á  haber  estado  en  posesión  de  estos  documentos, 
hubiera  descuidado  por  tanto  tiempo  la  recaudación  de  los  de- 
rechos, no  es  bastante  á  establecer  prueba  suficiente  sobre  este 
hecho. 

3*^  Que  esta  misma  presunción  se  debilita,  teniendo  en  con- 
sideración las  constancias  de  autos  de  las  que  resulta,  que 
introducido  el  cargamento  del  cHeiftiete»  en  1872,  recien  4  años 
después  se  hizo  la  denuncia  de  los  empleados  D.  Eduardo 
Romero  y  D.  Germán  Oliver,  sobre  la  introducción  fraudulenta 
de  las  ciento  cincuenta  bordalesas,  lo  que  supone  necesaria- 
mente que  no  se  practicó  en  el  debido  tiempo  en  el  balance 
que  previene  el  artículo  435  de  las  Ordenanzas,  6  que  al  practi- 
carlo se  tuvieron  en  vista  los  parciales  con  que  fueron  despa- 
chadas las  mercaderías,  ocurriendo  después  su  estravio,  siendo 
en  uno  y  otro  caso  imputable  á  la  misma  Aduana  el  no  poderse 
aclarar  debidamente  este  asunto. 

Por  estos  fundamentos,  no  obstante  lo  espuesto  por  el  Pro- 
curador Fiscal  en  su  precedente  vista,  declarase  á  D.  Juan 
Lassalle,  hijo  libre  de  los  cargos  deducidos  contra  él  por  la 
acusación  fiscal,  debiendo  no  obstante  pagar  los  derechos  cor- 
respondientes á  las  ciento  cincuenta  bordalesas  introducidas, 
para  cuya  liquidación  se  remitirán  previamente  estos  autos  á 
la  Aduana.    Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  ligar  riza. 
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Fallo  de  1»  Suprema  Corte* 

Buenos  Aires,  Setiembre  S4  de  1878. 

Vistos  y  considerando:  Primero,  Que  los  Sres.  Lassalle  é  hijo 
recibieron  á  consignación  por  el  bnqne  «Heimete»,  entrado  á 
este  puerto  en  yeinte  y  uno  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta 
y  dos,  un  cargamento  de  bordalesas  de  vino,  en  el  cual  venian 
seiscientas  de  las  marcas  á  que  se  refieren  los  informes  de 
foja  catorce  vuelta  y  quince. 

Segundo.  Que  pidieron  el  primero  del  mismo  mes  el  depósito 
de  doscientas  de  ellas,  de  las  cuales  sin  embargo  recibieron 
ciento  cincuenta  directamente  de  á  dordo,  según  su  propia 
confesión,  hecha  en  veinte  y  tres  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  cinco,  cuando  ya  se  notó  y  supieron  la  falta 
del  permiso  para  su  despacho  á  plaza,  sin  que  hasta  entonces 
hubiesen  pagado  los  derechos  correspondientes,  aunque  antes 
del  fin  del  mismo  mes  de  Julio  habian  ya  recibido  cuatrocientas 
cincuenta  bordalesas,  inclusas  diez  y  siete  sin  la  respectiva 
papeleta,  trasbordado  ciento  cincuenta,  que  hacen  las  seis- 
cientas manifestadas. 

Tercero.  Que  dichos  señores  no  han  probado,  que  hubiesen 
solicitado  y  obtenido  de  la  Aduana  el  correspondiente  permiso 
para  el  despacho  directo  ó  á  plaza  de  dichas  ciento  cincuenta 
bordalesas,  permiso  que  debian  presentar  por  cuadruplicado, 
cuyo  original  y  copia  de  factura,  después  de  numerados  y 
de  cotejados  con  el  manifiesto  general,  en  el  que  deben  ha- 
cerse las  anotaciones  respectivas,  y  decretado  el  original  según 
prescriben  las  ordenanzas  de  aduana,  se  entregan  al  interesado 
para  que  ocurra  al  vista  y  á  la  alcaidia,  archivándose  una  de 
las  copias  en  la  carpeta  del  buque  y  remitiéndose  otra  á  la 
Oficina  de  liquidaciones, 

Cuarto.  Que  fuera  de  las  papeletas  de  foja  veinte  y  siete 
á  treinta  y  seis,  no  hay  la  mas  pequeña  prueba  en  los  libros 
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y  demás  documentos  de  la  Aduana  acerca  de  la  existencia 
de  dicho  permiso,  siendo  falso  que  la  Contaduría  de  la  misma 
les  hubiese  pedido,  como  aseguran,  un  duplicado  de  él,  pues 
no  habia  en  sus  libros  ningún  documento  anotado  sin  pagarse, 
según  resulta  del  informe  de  foja  diez  y  siete. 

Quinto.  Que  no  es  posible  hacer  desaparecer  de  los  libros 
y  documentos  de  la  Aduana  toda  rastra  ó  señal  de  un  permiso 
semejante  en  caso  de  haber  sido  presentado  y  tramitado,  como 
se  pretende,  sin  la  connivencia  para  ello  de  las  diversas  oii- 
cinas  que  intervienen,  lo  que  no  puede  ni  aun  presumirse 

Sesto,  Que  las  papeletas  citadas  de  los  empleados  subalter- 
nos de  la  Aduana  y  sus  declaraciones  de  foja  setenta  y  dos  y 
setenta  y  cuatro,  no  son  prueba  snñciente  de  la  existencia 
del  permiso,  cuando  hay  en  contra  los  hechos  referidos  y  la 
ausencia  completa  de  las  respectivas  anotaciones  en  los  libros 
y  demas^  documentos  de  la  Aduana. 

Sétimo.  Que  la  falta  de  la  Aduana  en  no  haber  cumplido 
el  deber  que  las  Ordenanzas  le  imponen  de  hacer  el  balance 
del  registro  del  buque,  concluidas  las  operaciones  de  impor- 
tación, no  libra  á  los  demandados  de  las  responsabilidades 
que  según  aquellas  tienen  por  la  infracción  de  sus  disposiciones. 

Octavo.  Que  de  consiguiente  habiendo  los  demandados  introdu- 
cido las  ciento  cincuenta  bordalesas  referidas,  sin  el  correspon- 
diente permiso  de  despacho  á  plaza,  han  incurrido  en  la  pena  de  co- 
miso que  establéele  el  artículo  mil  noventa  y  dos  délas  Ordenanzas 
de  aduana  de  mil  ochocientos  sesentay  seis,  así  como  las  vijen  tes. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de 
foja  ciento  quince,  y  se  condena  á  los  señores  Lassalle  é  hijo 
al  pago  del  valor  de  dichas  ciento  cincuenta  bordalesas  de 
vino.  Satisfechas  las  costas,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse 
los  autos. 

J.  B.  GOKOSTIAGA.  —  J.   DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGUIZAMON. —ULADISLAO  frías. 
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CAVSA     XC¥ 


D.  Lisandro  Ástigueta  contra  D.  Ántoltn  Elizondoy  otros,  sobre 
infracción  á  la  ley  de  elecciones.  Incidente  sobre  recusación 
del  Juez. 


Sumario.  —  La  diferencia  de  opiniones  políticas  entre  elJnez 
y  las  partes  no  es  causa  de  recusación,  ann  tratándose  de  la 
aplicación  de  las  penas  qne  sanciona  la  ley  nacional  de  elec- 
ciones. 


Caso.  —  D.  Lisandro  Ástigueta  denunció  ante  el  Juez  de 
Sección  en  Salta  que  en  las  elecciones  del  24  de  Febrero  de 
4878,  D.  Antolin- Elizondo,  Coronel  de  la  División  Rosario  de 
Lerma,  D.  José  M^  Niño,  Teniente  Coronel»  y  D.  Cosme  Sosa, 
Sargento  Mayor,  habian  citado  las  milicias  del  Distrito  y  acuar- 
teládolas  para  hacerlas  votar  militarmente  el  dia  de  la  elección, 
contraviniendo  á  los  artículos  59  y  60  de  la  ley  de  elecciones. 

Levantada  una  sumaria  información  sobre  el  hecho,  y  con- 
vocados á  juicio  verbal  denunciante  y  denunciados,  el  Dr.  D. 
Abel  Ortiza,  por  estos,  recusó  al  Juez  de  Sección  invocando  el 
inciso  8^  del  artículo  43  de  la  ley  de  procedimientos,  —  Dijo 
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que  se  trataba  de  una  cuestión  política  en  que  el  Juez  tenia 
una  participación  directa  no  solo  por  sí  sino  por  los  principa- 
les miembros  de  su  familia  que  pertenecian  al  partido  político 
contrario  al  de  los  acusados. 
El  fallo  del  Juez  está  consignado  en  la  siguiente 


ACTA 


En  Salta,  en  la  Oficina  del  Juzgado  de  Sección,  á  los  diez  y 
ocho  dias  del  mes  de  Mayo  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho, 
presentes  el  demandante  D.  Lisandro  Astigueta  y  el  Dr.  D. 
Abel  Ortiz,  apoderado  de  los  demandados,  el  Sr.  Juez  dijo: 
Que  la  recusación  deducida  se  funda  en  la  diferencia  de  opinio- 
nes políticas  del  Juez  y  de  los  demandados,  deduciéndose  de 
aqui,  que  tratándose  de  una  cuestión  política,  aquel  tiene  inte- 
rés en  el  pleito,  y  se  halla,  en  su  consecuencia,  comprendido  en 
el  inciso  9!"  artículo  43  de  la  ley  Nacional  de  procedimientos. 

Considerando:  Que  la  cuestión  de  que  se  trata  no  es  una 
cuestión  política ;  pues  la  demanda  versa  sola  y  esclusivamente 
sobre  la  imposición  de  una  multa  por  haberse  infringido  la 
Ley  Nacional  de  Elecciones,  haciéndose  por  los  demandados 
citaciones  militares:  Que  la  aplicación  6  no  aplicación  de  la 
multa  no  afecta  en  sus  oposiciones,  en  los  intereses  de  los  par- 
tidos políticos,  en  los  que  el  suscrito,  por  otra  parte  no  ha 
tomado  ni  toma  ninguna  participación  activa :  Que  la  diferen- 
cia de  opiniones  políticas  del  Juez  y  de  cualquiera  de  las  par- 
tes no  se  halla  comprendida  entre  las  causas  de  recusación  que 
señala  la  ley :  Que  el  inciso  8^  del  artículo  43  que  cita  el  recu- 
rente,  se  refiere  al  interés  que  por  cualquier  causa  6  relación 
pudiera  tener  el  Juez  en  la  resulta  del  pleito,  y  en  el  presente 
caso  ningún  interés  tiene  el  suscrito  en  que  se  aplique  6  no  se 
aplique  la  multa  de  que  se  rata,  pues  ni  siquiera  conoce  á  los 
demandados :    Que  siendo  esto  así,  y  hallándose  ajeno  á  toda 
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prevención  y  con  absoluta  independencia  é  imparcialidad  de 
juicio,  para  faltar  con  arreglo  á  derecho,  resuelve  no  hacer  lugar 
á  la  recusación  deducida.  Asi  lo  ordenó  y  mandó  S.  S.  fir- 
mándola juntamente  con  las  partes  por  ante  mi  de  que  doy  fé. 

Ibargurren.  —  L.  Astigueta. — 
Abel  Ortiz,  — Méndez, 

El  representante  de  los  acusados  apeló  y  el  recurso  se  le  otor- 
gó en  relación. 


Fallo  lie  la  Suprema  Corte» 

Buenos  Aires,  Setiembre  26  de  1878. 

Vistos,  por  8us  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  catorce  vuelta,  satisfechas  las  de  la  instancia 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.   B.   GOROSTIAGA.  —  J.   DOMÍNGUEZ.  — 
O.   LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
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CAUSA    XCYI 


El  Fisco  Nacional  contra  D,  Octavio  Molina,  por  cobro  ejecutivo 

de  derechos  de  Aduana,  sobre  costas 


Sumario,  —  No  debe  condenarse  en  costas  al  ejecutante  por 
haberse  probado  por  el  ejecutado  el  pago  de  una  parte  de  la 
suma  demandada. 


Caso,  —  El  caso  está  espuesto  en  el  siguiente : 


Fallo  del  Juez  SeeeloiiAl. 

Buenos  Aires,  Julio  18  de¡1878. 

Vistos  los  autos  ejecutivos  seguidos  por  el  Fisco  Nacional 
contra  D.  Octavio  J.  Molina  por  cobro  de  la  cantidad  de  Íil5 
pesos  fuertes  con  i  O  centavos,  procedentes  de  derechos  de  im- 
portación de  las  mercaderías  venidas  en  los  buques  «Yenecia  j 
Joven  Eduardo»,  entrados  en  1874  y  de  que  resulta  lo  que  sigue: 

i^  Que  librado  auto  de  solvendo  contra  el  espresado  señor 
Molina,  por  la  dicha  suma,  fil  deudor  consignó  en  el  Banco  Na- 
cional la  cantidad  reclamada,  y  en  tiempo  se  opuso  á  la  ejecu- 
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cion  con  la  excepción  d^  pago  parcial  por  no  deber  los  derechos 
que  se  le  cobran  por  las  introducciones  del  «Joven  Eduardo» 
como  lo  probará  á  su  tiempo. 

2^  Que  recibida  la  causa  á  prueba  á  f . .  se  pidió  á  la  Adua- 
na el  informe  de  f . .  en  que  aparece  comprobada  la  alegación 
del  demandado,  razón  por  la  cual  este  pide  la  condenación  en 
costas  del  Fisco,  por  l^pliLS  petüion  en  que  habia  ocurrido. 

T  considerando:  1^  Que  del  informe  de  f . .  aparece  que  los 
derechos  correspondientes  al  manifiesto  del  «Joven  Eduardo» 
se  liquidaron  sobre  un  duplicado  que  se  formó  en  vista  de  no 
existir  el  original,  j  apareciendo  este  posteriormente,  figura  en 
él  la  nota  de  sin  efecto  por  no  haber  tenido  lugar  el  despacho, 
de  lo  que  resulta  que  la  partida  correspondiente  al  «Joven 
Eduardo»,  de  154  pesos  con  5  centavos  debe  deducirse  del  im- 
porte total  de  la  reclamación . 

2^  Que  aunque  ha  habido  plus  petüion  por  parte  del  Fisco, 
al  reclamar  una  cantidad  que  no  se  debe  y  aun  cuando  se  ha 
pedido  la  condenación  en  costas,  no  puede  haber  lugar  á  ello 
desde  que  no  siendo  el  pago  total,  ha  tenido  el  Fisco  justo  mo- 
tivo para  litigar. 

Por  estas  consideraciones  fallo,  que  D.  Octavio  J.  Moliua 
pague  al  Fisco  Nacional  la  suma  reclamada  con  deducción  de  los 
154  pesos  fuertes  con  5  centavos  de  los  derechos  del  «Joven 
Eduardo»,  que  se  bajarán  de  la  suma  consignada,  llevándose 
adelante  la  ejecución  por  la  suma  restante.  Repóngase  el  sello 
y  notifiquese  con  el  original. 

•  • 

Albarracin, 
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Fallo  lie  la  aprema  Corte» 

Bueiíos  Aires,  Octubre  1^  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  yeinte  y  nueve ;  y  satisfechas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTUGA. — J.  DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO  FRUS. 


CAUSA     XCTII. 


El  Fiscal  Nacional^  contra  D,  A.  Pitoin,  por  defraudación  de 
derechos  de  Aduana,  sobre  entrega  de  copias 


Sumario.  —  Las  actuaciones  sobre  las  que,  espidiéndose  el 
Procurador  Fiscal,  entabla  demanda,  no  son  de  los  documentos 
de  que  debe  entregarse  la  copia  al  demandado. 


Caso.  —  Se  levantó  un  sumario  contra  el  representante  del 
vapor  €  Equateur  »,  resultando  de  él  que  dicho  vapor  salió  de 
este  puerto  en  i  O  de  Mayo  de  1876,  omitiendo  en  su  manifiesto 

T.  XL  24 
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el  número  de  947  bultos,  el  Procurador  Fiscal,  espidiéndose  en 
la  vista  que  se  le  confirió,  entabló  demanda  contra  D.  A.Fitoin, 
consignatario  del  vapor,  por  el  pago  de  la  multa  de  18,760  $ 
fuertes  á  razón  de  20  $  fuertes  por  bulto,  con  arreglo  &  los 
artículos  915,  916  y  1088  de  las  Ordenanzas. 

El  Fiscal  entregó  la  copia  de  la  demanda. 

£1  Sr.  Fitoin,  exigió  la  de  las  actuaciones  del  sumario. 

El  Fiscal  se  opuso  por  tratarse  de  causa  criminal,  y  no  civil, 
siendo  relativo  á  los  asuntos  civiles  el  artículo  8  de  la  ley  de 
procedimientos  que  manda  dar  las  copias  de  los  documentos. 

Fallo  del  Jaex  8eeelonal» 

Buenos  Aires,  Junio  7  de  1878. 

Por  lo  espuesto  por  el  Procurador  Fiscal  en  su  vista  que  pre- 
cede, se  declai  a  que  este  funcionario  no  está  obligado  á  espedir 
las  copias  á  que  se  refiere,  en  su  consecuencia  conteste  el  de- 
mandado la  demanda  dentro  del  término  legal. 

Ugarriza . 

Fallo  de  la  Suprema  Corte» 

Buenos  Aires,  Octubre  1'  de  1878. 

Vistos :  no  siendo  las  actuaciones  sobre  que  se  ha  espedido 
el  Procurador  Fiscal  en  esta  causa  de  los  documentos,  á  que  se 
refiere  el  artículo  octavo  de  la  Ley  de  Procedimientos,  según  lo 
tiene  resuelto  esta  Suprema  Corte  en  casos  análogos,  se  con- 
firma con  costas  el  auto  apelado  de  foja  veinte  y  seis,  y  sa- 
tisfechas aquellas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.   GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
O.  LEGUiZAMON. — ULADTSLAO  FRUS. 
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CAVSA    XCYIII 


El  Capitán  D,  Cristian  Trost  con  D,  Hipólito  Se)res,'por  cobro 
de  pesos.    Incidente  sobre  arraigo  de  juicio 


Sumario. — El  arraigo  que  puede  exigir  el  demandado  cuan- 
do el  demandante  es  un  estrangero  no  domiciliado,  se  reduce 
á  los  gastos  7  á  los  daños  é  intereses  resultantes  del  proceso. 


Caso.  — D.  Luis  M.  Drago  en  representación  de  D.  Cristian 
Trost,  Capitán  de  la  Barca  Noruega  «  Yesta  ^  demandé  ante  el 
Juez  Federal  en  Buenos  Aires  á  D.  Hipólito  Serre^,  la  suma 
de  90  libras  esterlinas  con  los  intereses  y  las  costas,  provenien- 
tes de  quince  dias  de  sobre  estadías  de  la  Barca  Noruega  cYes- 
ta  »  que  la  habia  fletado  para  llevar  un  cargamento  al  Havre. 

Corrido  traslado,  D.  Gastón  Nogues,  por  Serres,  contestó  la 
demanda  y  dedujo  reconvención  contra  el  Capitán  Trost  por 
el  Importe  del  flete  de  60  toneladas  á  30  francos  cada  una  que 
no  habia  podido  cargar,  porque  el  Capitán  no  habia  echado  al 
agua  igual  cantidad  de  lastre  y  además  por  50  jf*  que  habia 
tenido  que  abonar  al  lanchero  que  llevó  los  objetos  no  carga- 
dos. 
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Al  mismo  tiempo  promovió  artículo  previo  sobre  arraigo  del 
juicio  por  parte  del  Capitán,  por  ser  estrangero  no  domiciliado, 
invocando  los  artículos  74  y  75  de  la  ley  de  procedimientos. 

Corrido  traslado  al  demandante,  Drago  contestó  la  reconven- 
ción pidiendo  no  se  hiciera  lugar  á  ella,  y  en  cuanto  al  arraigo 
también  pidió  no  se  hiciera  lugar  por  tener  el  Capitán  apode- 
rado constituido. 


Fallo  del  Juez  de  Seeelon* 

Buenos  Aires,  Junio  18  de  1878. 

Vistos  el  incidente  promovido  por  el  demandado  sobre  arraigo 
del  juicio,  y 

Considerando:  Que  la  disposición  del  artículo  74  de  la  ley 
de  Procedimientos,  referente  á  la  fianza  que  deben  dar  los  es- 
trangeros  demandantes,  se  ha  llenado  con  el  poder  otorgado 
á  D.  Luis  M.  Drago,  que  corre  en  testimonio  á  f.  4,  según  se 
ha  declarado  en  diversas  resoluciones,  fallo:  declarando  sin 
lugar  ala  escepcion  alegada  y  ejecutoriado  que  sea  el  presente, 
rija  el  decreto  de  auto  y  repóngase, 

Isidoro  Albai^actn. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte» 

Buenos  Aires^  Octubre  3  de  1878. 

Vistos :  Considerando  que  el  arraigo  que,  en  virtud  del  artí- 
culo setenta  y  cuatro  de  la  ley  de  Procedimientos,  puede  exigir 
el  demandado  cuando  el  demandante  es  un  estrangero  no  domi- 
ciliado, se  reduce  á  los  gastos  y  á  los  daños  é  intereses  resul- 
tantes del  proceso.    Que  en  este  caso  el  apoderado  constituido 
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por  el  Capitán  Trost  es  responsable  personalmente  de  los  pri- 
meros. Que  habiendo  sido  reconocida  en  su  mayor  parte  por 
Serres,  la  deuda  demandada  limitándose  á  pedir  compensación, 
se  hallan  suficientemente  garantizadas  todas  las  demás  res- 
ponsabilidades del  actor.  Se  confirma  con  costas  el  auto  ape- 
lado de  foja  veinte  y  siete  vuelta.  Satisfechas  las  cuales  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

J.  B.  GOROSTUGA.  — J.  DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGmZAMON. — ULADISLAO  FRUS. 


CAUSA    XCIX 


Muñoz,  Lara  y  C*  contra  D.  Domingo  GarbinOj  por  cobro  de 

pesos;  sobre  incompetencia. 


Sumario.  -  Las  causas  civiles  en  que  son  parte  los  agentes 
Consulares  reconocidos  por  el  P.  E.  corresponden  al  fuero  na- 
cional. 

Caso.  —  Muñoz,  Lara  y  C»,  demandaron  por  cobro  de  pesos 
á  D.  Domingo  Garbino,  agente  consular  de  Italia  en  Gualeguay- 
chií  ante  el  Juez  de  Sección  de  Entre-Rios. 
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Garbino  opuso  las  excepciones  de  litis-pendencia  ante  los 
Tribunales  de  Buenos  Aires,  y  de  incompetencia  por  ser  estran- 
geros  los  demandantes  y  demandado,  y  no  ser  Cónsul  él  ni 
Vice-Cónsul,  sino  simplemente  agente  consular. 

Fallo  del  Jaez  SeeeloiiAl* 

Paraná,  Noviembre  21  de  1877. 

Vistos  y  considerando :  que  la  excepción  por  declinatoria  de 
jurisdicción  y  litis-pendencia,  propuesta  por  el  apoderado  de 
D.  Domingo  Garbino  en  la  demanda  instruida  contra  este  por 
los  señores  Muñoz,  Lara  y  C",  del  comercio  de  Buenos  Aires 
resulta  ser  improcedente  é  injustificada.  Lo  primero  porque  no 
negándose  que  el  señor  Garbino  ejerce  funciones  consulares  en 
Gualeguaychú,  ora  sea  de  Vice-Cónsul  ó  de  mero  agente  consular 
cque  importa  lo  mismo»  (Calvo,  Derecho  internacional,  capítulo 
8,  §  5263;  Bello,  Derecho  de  gentes,  capítulo  7°,  página  108), 
tampoco  se  ha  podido  excepcionar  de  incompetente  á  este  Juz- 
gado para  conocer  en  esta  demanda  que  versa  sobre  reclamo  de 
pago  de  pesos  procedente  de  negocios  particulares,  sin  faltar  á 
lo  prescripto  por  el  artículo  2",  inciso  3°  de  la  ley  Nacional  de 
jurisdicción  y  competencia,  y  sin  oponerse  á  la  jurisprudencia 
hecha  por  la  Suprema  Corte  («Fallos»,  serie  1%  tomo  7%  página 
91;  serie  2*,  tomo  3^  página  437).  Lo  segundo,  por  no  hallarse 
probada  la  litis-pendencia  con  la  identidad  de  los  juicios  pro- 
movidos, pues  que,  de  los  certificados  que  corren  de  f y  f . . 

si  bien  aparece  que  hubo  demanda  interpuesta  en  el  Juzgado 
de  Comercio  de  Buenos  Aires  por  D.  Vicente  Fortunato  en  re- 
presentación del  señor  Garbino  contra  D.  Julio  Muñoz  y  Lara 
pero  no  contra  la  razón  social  Muñoz,  Lara  y  C*^,  que  es 
el  demandante  en  este  Juzgado,  de  ningún  modo  se  halla 
justificado  por  dichos  certificados,  que  la  tal  demanda  haya 
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sido  contestada  en  aquel  Juzgado,  para  que  por  esto  yinie- 
ra  á  producirse  por  ella  lo  que  dispone  el  artículo  14  de  la 
misma  ley  Nacional  citada,  y  á  ser  justificada  la  litis-pendencia. 
Por  tales  fundamentos,  no  ba  lugar  á  la  excepción  interpuesta, 
con  costas ;  contéstese  al  traslado  pendiente  y  repónganse  los 
sellos. 

Zarco. 


VISTA    DEL   PROCURADOR    GENERAL 

fiuenos  Aires,  Setiembre  2  de  1878. 
Suprema  Corte 

Siendo  una  de  las  partes  vice-cónsul  ó  agente  consular,  que 
es  lo  mismo,  la  competencia  del  Juzgado  Nacional  es  notoria  é 
indisputable.  No  habiéndose  probado  por  otra  parte,  que  el 
demandado  tenga  pleito  pendiente  con  los  señores  Muñoz,  Lara 
y  C*,  la  sentencia  del  señor  Juez  de  Sección  es  perfectamente 
arreglada  á  derecho  y  á  las  constancias  de  estos  autos. 

El  artículo  3<»  del  título  1®  de  la  ley  sobre  procedimientos, 
previene  que  siempre  que  de  la  demanda  aparezca  claramente 
que  la  causa  no  compete  á  la  justicia  Nacional,  el  Juez  deberá 
desecharla  de  plano  sin  mas  trámite. 

De  ninguna  de  las  disposiciones  subsiguientes  puede  dedu- 
cirse que  la  intervención  del  Ministerio  fiscal  sea  un  requisito 
esencial  é  indispensable  en  estos  incidentes  de  competencia. 

Si  bien  el  Juez  de  Sección  debió  oir  al  fiscal,  según  es  de  prác- 
tica, y  de  una  práctica  saludable,  para  proceder  con  mejor 
acopio  de  luces,  el  no  haberlo  hecho,  no  es  pues  fundamento 
bastante  para  el  recurso  de  nulidad  que  conjuntamente  con  el 
de  apelación  se  ha  interpuesto. 

Eduardo  Costa. 
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DECRETO  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

fiuenos  Aires,  Setiembre  14  de  1878. 

Para  mejor  proveer  líbrese  oficio  al  señor  Ministro  de  Rela- 
ciones Esteriores,  pidiéndole  se  sirva  informar  si  D.  Domingo 
Garbino,  residente  en  la  ciudad  de  Gualoguaychú,  provincia  de 
Entre-Rios,  tiene  carácter  público  como  agente  consular  6 
Yice-Cónsul  del  Beino  de  Italia. 

Gorostiaga. 

NOTA  DEL  MINISTERIO  DE  RELACIONES  ESTERIORES 

Buenos  Aires.  Setiembre  33  de  1878. 

A I  señor  Presidente  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional. 

En  contestación  á  la  nota  del  Y.  E.  fecha  19  del  corriente, 
tengo  el  honor  de  informarle  que,  con  fecha  5  de  Febrero  de 
1873,  fué  reconocido  el  señor  D.  Domingo  Garbino  en  el  carác- 
ter de  agente  consular  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia  en  Guale- 
guaychü. 

Dios  guarde  á  V.  E. 

M.  Augusto  Montes  de  Oca, 

Fallo  de  la  Saprema  Corte 

fiuenos  Aires,  Octubre  10  de  1878. 

Vistos :  por  lo  que  resulta  del  informe  que  precede,  y  de  con- 
formidad con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  señor  Procurador  Ge- 
neral, se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de  foja  ochenta  y 
ocho.  Satisfechas  aquellas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  -^J.  DOMinCÜEZ. — 
O.  LEGÜIZAMON. — ÜLADISLAO  FRÍAS. 
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CAUSA     € 


Don  Daniel  de  la  Vega  contra  Don  Marcos  Lloverás  Rufino, 

sobre  rescisión  de  una  sentencia. 


Sumario.  —  1"  El  recurso  de  rescisión  procede  por  violación 
sustancial  de  las  leyes  de  procedimientos. 

^  La  falta  de  la  copia  de  la  demanda  que  debe  entregarse 
al  emplazado  es  una  causa  de  nulidad  solo  cuando  se  ha  corrido 
traslado  y  no  cuando  se  ha  hecho  una  simple  citación  para  que 
el  demandado  concurra  á  estar  á  derecho. 


Caso. —  En  la  ciudad  de  Copiapó  á  28  de  Marzo  de  1870,  Don 
Daniel  de  k  Vega,  se  comprometió  á  pagar  en  todo  el  mes  de 
Julio  de  dicho  año  á  Don  Marcos  Lloverás  Rufino,  la  cantidad  de 
822  pesos  moneda  corriente  en  Chile,  con  mas  el  interés  del 
uno  por  ciento  mensual,  debiendo  el  pago  hacerse  en  San  Juau, 
en  ganado  vacuno  á  satisfacción  del  acreedor. 

En  Abril  de  1877,  Lloverás  Rufino,  entabló  demanda  contra 
de  la  Vega,  ante  el  Juez  Federal  de  San  Juan,  exigiendo  el 
cumplimiento  de  dicho  contrato.  Dijo  que  la  causa  correspon- 
dia  al  Juez  de  Sección  en  San  Juan,  porque  no  obstante  ser  el 
deudor  vecino  de  la  Rioja,  en  el  documento  se  señaló  un  domi- 
cilio especial  para  el  pago. 
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Justificada,  por  información  de  testigos,  la  distinta  vecindad 
de  las  partes,  se  ofició  al  Juez  de  Sección  de  la  Rioja,  para  la 
citación  del  demandado  en  el  término  de  30  dias,  bajo  los  aper- 
cibimientos de  derecho.  En  el  oficio  librado  se  trascribió  el 
escrito  de  demanda. 

No  encontrándose  el  demandado  en  la  ciudad  de  la  Rioja,  el 
Juez  Federal  de  esta  sección  libró  oficio  al  de  Faz  del  Departa- 
mento Independencia  para  la  notificación  al  demandado  como 
se  hizo. 

Vencido  el  término  del  emplazamiento,  Lloverás  Rufino, 
acusó  rebeldía  á  de  la  Vega,  por  no  haber  comparecido^  y  el 
Juzgado  lo  declaró  rebelde  y  llamó  autos. 

En  seguida,  para  mejor  proveer,  el  Juez  libró  oficio  al  Juez 
Federal  de  la  Rioja,  adjuntando  el  documento  presentado  con 
la  demanda,  para  que  el  demandado  lo  reconociera  en  forma. 

Notificado  de  la  Vega  espuso  que  el  documento  era  otorgado 
por  él  y  que  reconocía  su  firma. 

Devueltas  las  diligencias,  el  Juez  de  Sección  de  San  Juan 
pronunció  sentencia  en  rebeldía  del  demandado,  condenándolo 
á  pagar  la  suma  adeudada  con  los  intereses  y  las  costas. 

Esta  sentencia  fué  notificada  al  demandado  en  la  Rioja  con 
fecha  3  de  Abril  de  1878. 

En  22  del  mismo  mes,  Don  Ramón  Diaz,  por  de  la  Vega,  se 
'  presentó  interponiendo  recurso  de  rescisión.  Dijo  que  todo  el 
procedimiento  posterior  á  la  demanda  era  nulo,  por  no  haberse 
hecho  la  citación  de  emplazamiento  con  arreglo  al  artículo  59, 
es  decir,  entregando  al  emplazado  las  copias  simples  firmadas 
por  el  actor  de  la  demanda  y  documentos  que  lo  instruyan. 

Que  la  nulidad  por  la  causa  espresada,  no  solo  está  fundada 
en  la  ley,  artículos  8,  59, 71  y  187  de  la  ley  de  procedimientos, 
sino  que  también  la  Suprema  Corte  así  lo  tiene  declarado  en 
la  causa  seguida  por  Don  Dionisio  Várela,  contra  Don  Marcos 
Antonio  Lloverás  y  D.  José  B.  Molina,  fallada  en  el  año  1868. 
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Pidió  se  retrogradara  el  juicio  al  estado  de  demanda  para 
contestar  ú  oponer  excepciones. 

Corrido  traslado,  Lloverás  Rufino  contestó :  que  el  recurso 
no  estaba  interpuesto  dentro  de  los  15  dias  señalados  por  el 
artículo  192  de  la  ley  de  procedimientos  ;  que  el  traslado  con 
copias  de  que  hablan  los  artículos  8  y  59  de  la  ley  de  procedi- 
mientos és  para  los  demandados  presentes,  notificados  por  el 
actuario  en  el  municipio  del  Juzgado,  mientras  que  el  empla- 
zamiento por  medio  de  exhorto  ó  la  citación  por  medio  de 
edictos  de  que  hablan  los  artículos  65  y  66  se  refieren  al  de- 
mandado ausente  en  otra  jurisdicción  6  de  ignorado  paradero, 
para  que  comparezcan  al  juicio.  Que  el  artículo  i83  distingue 
los  dos  casos  cuando  dice :  «no  compareciendo  un  litigante  en 
virtud  del  emplazamiento  ó  no  contestando  la  demanda  en  el 
término  señalado». 

Que  la  cita  de  los  artículos  71  y  187  es  improcedente  para  el 
caso  de  emplazamiento  por  exhorto,  como  lo  sería  para  la  cita- 
ción por  edictos.  Pidió  se  rechazara  con  costas  el  recurso  in- 
terpuesto. 

El  Juzgado  llamó  autos,  y  para  mejor  proveer  ordenó  que  el 
actuario  informara  si  el  recurso  habia  sido  interpuesto  dentro 
del  término. 

El  actuario  informó  que  descontados  los  dias  festivos,  resul- 
taba que  solo  habian  trascurrido  once  dias  hábiles  desde  la 
notificación  de  la  sentencia  hasta  que  el  recurso  fué  deducido. 

Fallo  del  Jaez  de  Seeelon 

San  Juan,  Mayo  13  de  1878. 

Vistos :  en  el  recurso  interpuesto  por  Don  Ramón  Diaz,  en 
nombre  de  su  representado  Don  Daniel  de  la  Vega,  vecino  do- 
miciliado en  la  provincia  de  la  Rioja,  para  que  se  rescinda  la 
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sentencia  definitiva  de  foja  treinta  vuelta,  pronunciada  en  re- 
beldía del  referido  Vega,  en  el  juicio  que  por  cobro  de  pesos  le 
ha  promovido  Don  Marcos  Lloverás  Rufino,  con  lo  alegado  por 
las  partes  y  considerando  especialmente  : 

1**  Que  aunque  deducido  el  recurso  en  tiempo,  según  el  cer- 
tificado del  actuario,  corriente  á  foja  cuarenta  y  ocho  vuelta, 
no  se  ha  alegado  por  el  recurrente  hecho  alguno  que  tienda  á 
purgar  6  cuando  menos  escusar  la  ausencia  de  su  representado 
en  el  juicio  principal,  después  de  su  emplazamiento. 

^  Que  la  nulidad  de  la  sentencia  por  defecto  sustancial  del 
emplazamiento,  aducida  como  único  fundamento  para  pedir  su 
rescisión,  es  inadmisible  en  el  presente  caso,  en  que  solo  se 
decretó  una  simple  citación  al  demandado  de  la  Vega,  al  solo 
objeto  de  estar  á  derecho,  y  reservándose  espresamente  hasta 
su  tiempo  el  traslado  de  la  demanda,  según  lo  manifiestan  los 
términos  claros  y  precisos  del  decreto  fecha  veinte  de  Abril  del 
año  próximo  pasado,  corriente  á  foja  cinco  vuelta. 

3^  Que  no  habiéndose  decretado  traslado  alguno,  no  han  sido 
necesarias  las  copias  á  que  se  refiere  el  artículo  octavo  de  la  ley 
de  procedimientos,  ni  son  aplicables  por  lo  mismo  para  este 
caso,  los  artículos  setenta  y  unOy  y  ciento  ochenta  y  siete  de  la 
misma  ley,  invocados  por  el  recurrente. 

4®  Que  el  artículo  cietito  ochenta  y  tres  de  la  ley  citada,  por 
sus  mismos  términos,  establece  la  diferencia  entre  la  inasisten- 
cia en  virtud  del  emplazamiento,  y  la  falta  de  contestación  á  la 
demanda,  que  supone  corrido  el  traslado,  no  debiendo  confun- 
dirse dos  procedimientos  que  la  ley  distingue  en  consonancia  de 
la  razón  misma  de  la  ley. 

5^  Que  la  razón  de  las  copias  requeridas  por  el  artículo  octa- 
vo para  los  traslados,  que  son  una  garantía  para  la  defensa  en 
juicio,  no  puede  aplicarse  á  un  caso  como  el  presente  de  un 
simple  emplazamiento,  desde  que  al  emplazado  no  le  corre  tér- 
mino alguno  para  contestar  la  demanda,  sino  solo  desde  el  día 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  865 

que,  presentado  en  el  lugar  del  juicio,  se  le  decrete  el  traslado 
de  la  misma  con  las  copias  necesarias. 

&  Que  es  completamente  diverso  el  caso  á  que  alude  el  ocur- 
rente, resuelto  por  la  Suprema  Corte,  pues  en  dicho  juicio,  en 
virtud  del  decreto  de  citación  se  corrió  traslado  al  demandado, 
corriendo  ambos  términos  conjuntamente. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  en  el  presente  recurso  decla- 
rando que  se  guarde  en  todas  sus  partes  la  sentencia  recur- 
rida de  foja  treinta  vuelta,  con  costas. 
-  Hágase  saber,  pudiendo  el  actuario  notificar  esta  sentencia 
original  fuera  de  la  oficina,  y  repónganse  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 


Fallo  de  Im  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Octubre  10  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado  de 
foja  cuarenta  j  nueve,  con  costas,  satisfechas  estas  j  repues- 
tos los  sellos  devuélvanse. 


J.  B.  GOROSTUGA. -~  J.  DOMÍNGUEZ.  —  O'. 
LEGUZAMON.  —  ULADISLAO  FfUAS. 
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CAUSA    CI. 


Tercería  de  JD^2,^aria  Eugenia  Llalies  en  la  ejecución  de  D. 
Santos  Redoni  contra  D.  Gregorio  Cáceres. 


Sumario.  —  Para  deducir  tercería  de  oposición  escluyente 
es  necesario  fundarla  precisamente  en  el  dominio  de  los  bienes 
embargados,  presentándose  el  título  que  lo  demuestre. 


Caso. — D.  Pedro  Daohari  en  representación  de  D*  Maria 
Eugenia  Llanos  dedujo  tercería  de  dominio  de  una  casa  embar- 
gada &  D.  Gregorio  Cáceres  en  juicio  ejecutivo  seguido  contra 
él  por  D.  Santos  Bedoni  fundado  en  una  escritura  hipotecaria 
sobre  la  misma  casa. 

Dijo  el  opositor  que  en  esa  misma  escritura  se  indica  de  nna 
manera  que  no  dá  lugar  á  duda  que  la  referida  casa  es  de  la 
esclusiva  propiedad  de  dicha  señora,  y  que  su  yerno  D.  Grego- 
rio Cáceres  la  hipotecó  á  D.  José  Francisco  Duarte,  cedente  de 
Bedoni,  sin  autorización  de  la  propietaria,  sobre  lo  que  por 
lo  demás  ofrecía  la  prueba  necesaria  si  el  ejecutante  negaba  el 
derecho  invocado. 

Corrido  traslado  al  ejecutante  y  ejecutado,  D.  Cayetano  Bi- 
poU  por  Bedoni,  promovió  artículo  previo  y  dijo  que  estando  mal 
entablada  la  demanda  de  tercería  debía  ser  rechazada  con  eos- 
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tas;  Que  el  dominio  invocado  tiene  que  ser  probado  con  el 
título  de  propiedad  que  ha  debido  exhibir  el  tercer  opositor  al 
presentar  su  demanda ;  Que  por  consiguiente,  con  arreglo  i  la 
ley  3»,  título  3^,  partida  3%  y  artículo  73,  inciso  4^  de  la  ley  de 
procedimientos,  pedia  se  rechazara  la  demanda  con  costas. 

D.  Luis  de  la  Fuente  por  el  ejecutado  djjo  que  era  cierto  lo 
espuesto  por  la  tercerista  y  que  se  hizo  la  hipoteca  con  la  es- 
peranza que  la  dueña  de  la  casa  ratificara  el  acto,  y  que  habién- 
dose negado  la.  hipoteca  era  nula. 

Dachari  por  la  señora  Llanos  contestando  el  artículo  dijo: 

Que  en  la  demanda  habia  espresado  claramente  que  en  la 
escritura  que  sirve  de  título  al  ejecutante  está  demostrado  que 
la  finca  no  era  del  ejecutado  sino  de  la  tercera  opositora. 

Que  esa  demostración  si  bien  no  importa  una  decisión  en  la 
materia,  sirve  al  menos  de  título  para  instaurar  cualquier  de- 
manda ordinaria,  como  es  el  juicio  de  tercería,  sin  perjuicio  de 
la  prueba  que  en  la  oportunidad  correspondiente  pueda  produ- 
cirse, y  en  cuyo  estado  se  presentarla  la  escritura  de  pro- 
piedad. 

Que  por  otra  parte,  el  ejecutado  confiesa  paladinamente  ser 
verdad  que  la  finca  hipotecada  pertenecia  á  la  señora  Llanos 
y  que  si  la  obligó  fué  con  la  esperanza  de  que  ratificara  el  acto 
á  lo  que  se  negó. 

Que  todo  esto  constituye  una  plena  prueba  bastante  para  re- 
solver el  pleito  á  favor  de  dicha  señora. 

Que  el  artículo  301  de  la  ley  de  procedimientos  solo  exige 
que  cuando  se  deduzca  tercería  escluyente  se  ha  de  fundar  pre- 
cisamente en  el  dominio  de  los  bienes  embargados,  sin  indicar  la 
obligación  de  presentar  con  la  demanda  el  titulo  de  propiedad. 

Que  otra  interpretación  conducirla  al  resultado  absurdo  de 
que  si  el  propietario  no  pudiese,  en  los  términos  perentorios  de 
este  juicio,  proporcionarse  el  título  para  presentarlo  con  la  de- 
manda, perderla  su  derecho. 
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Finalmente,  qne  si  el  ejecutante  deduce  excepción  dilatoria, 
no  ha  podido  pedir  que  la  tercería  sea  rechazada  in  límine. 
Pidió  se  rechazara  el  artículo  con  costas. 

Fallo  del  Juea  de  Seeelon. 

Paraná,  Abril  13  de  1878. 

Y  vistos :  Que  la  demanda  de  tercería  de  dominio  interpuesta 
DO  ha  sido  presentada  en  conformidad  con  lo  proscripto  en  el 
artículo  iO,  tít.  1^  de  la  ley  nacional  de  procedimientos. 

Que  tampoco  lo  está  con  lo  establecido  en  el  artículo  301 
de  la  misma  ley,  que  preceptúa  terminantemente  :  Que 
para  deducir  tercería  de  oposición  esclúsente,  ella  ha  de  fun- 
darse precisamente  en  el  dominio  del  bien  ó  bienes-  embar- 
gados, es  decir,  con  el  título  que  lo  demuestre,  según  lo  que 
dispone  el  artículo  97  del  título  5®,  libro  3  del  Código  Ci- 
vil, declaro  lejítima  la  escepcion  dilatoria  interpuesta,  por 
defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  según  el 
artículo  73  de  la  citada  ley  de  procedimientos,  con  costas  al 
tercerista ;  repónganse  los  sellos  y  timbres. 

Antonio  Zarco, 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  10  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  veinte  y  tres  vuelta,  satisfechas  los  de  la  ins- 
tancia y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.   DOMÍNGUEZ.— 
O.  LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
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CAUSA    €11. 


Z>.  Tomás  A.  González  contra  D*  Clarisa Sar miento ,  sobre 
entrega  de  una  casa  sacada  en  rifa. 


Sumario.  —  En  lo»  contratos,  no  puede  una  de  las  partes 
fijar  nuevas  condiciones  para  su  cumplimiento  y  eficacia,  sin 
obtener  el  consentimiento  espreso  de  la  otra. 


Caso.  —  El  caso  está  espresado  en  el  siguiente: 


Fallo  del  Suem  Seelonal. 

San  Juan,  ^arzo  91  de  1878. 

Vistos:  entre  D.  Tomás  A.  González,  oriundo  de  España  y 
D*  Clarisa  Sarmiento,  natural  de  esta  Provincia,  sobre  la  en- 
trega de  un  fundo  de  propiedad  de  la  segunda  y  sacado  en  rifa 
por  el  primero;  con  lo  alegado  y  probado  por  ambas  partes, 
y  considerando  según  el  mérito  de  los  autos: 

I"*  Que  la  demanda  de  González  para  que  se  le  mande  entre- 
gar el  fundo  rifado  por  la  Sra.  Sarmiento,  consiste  en  que 
habiendo  tomado  ellos  números  sesenta  y  tresj  ciento  veintitrés 
de  los  trescientos  doce  á  dos  pesos,  en  que  se  distribuyó  el 
precio  de  la  propiedad  en  rifa,  avaluada  con  intervención  de 
la  Policia  en  seisciefitos  veinticuatro  pesos  bolivianos,  sin  haber 
T.  XI.  25 
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concurrido  el  día  designado  para  la  rifa  por  no  creerlo  necesario 
resultó  premiado  el  primero  de  sus  números,  por  haber  sido 
el  último  que  quedó  en  la  urna;  que  habiendo  reclamado  la 
entrega  del  fundo  á  su  dueña,  ésta  se  ha  negado  diciendo  que 
el  número  sesenta  y  tres  premiado,  fué  enajenado  en  el  dia  j 
durante  el  juego  de  la  rifa  por  su  encargado  D.  Alejandro 
Sarmiento,  en  virtud  de  su  inasistencia  y  de  no  estar  pagado 
con  antelación  según  &e  hizo  saber  á  los  concurrentes  en  ese 
momento. 

2^  Que  la  demandada  representada  por  D.  Alejandro  Sar- 
miento contesta  diciendo  ser  efectivas  los  hechos  alegados 
por  el  actor,  siendo  de  advertir  que  la  prevención  hecha  á  los 
suscritores,  de  que  si  no  pagaban  sus  números  hasta  el  dia 
designado  para  la  rifa,  serian  enajenados  por  su  encargado  en 
aquel  acto,  se  comunicó  con  algunos  dias  de  anticipación  por 
avisos  en  la  prensa  de  esta  ciudad,  según  consta  de  los  im- 
presos que  corren  en  autos  á  fojas  8  y  9,  en  los  que,  con  techa 
9  de  Agosto  del  año  próximo  pasado  se  anunciaba  la  rifa  para 
el  20  del  mismo  y  se  hacia  la  prevención  mencionada;  que 
enajenado  el  número  sesetUa  y  tres  en  el  acto  de  la  rifa,  por 
no  haber  concurrido  el  Sr.  González,  ni  pagado  sus  números, 
debe  imputarse  á  sí  mismo,  sin  cargo  alguno  para  su  represen- 
tada, el  haber  perdido  la  suerte  que  cupo  al  número  antes 
mencionado. 

S*'  Que  establecidos  así  los  hechos,  para  aplicar  er  derecho 
qué  les  corresponda  debe  tenerse  en  cuenta  las  circunstancias 
que  precedieron  y  siguieron  al  acto  de  jugarse  la  rifa  en  cues- 
tión; cuyas  circunstancias  constantes  de  los  autos  son:  1^  Qtie 
al  recorrerse  la  lista  en  busca  de  suscritores  y  colocar  los  nú- 
meros de  la  rifa  no  se  exijió  á  estos  el  pago  inmediato,  ni 
menos  su  asistencia  personal  el  dia  en  que  hubiese  de  jugarse 
aquella;  2^  Que  después  de  efectuada  la  rifa,  la  dueña  del 
fundo  rifado  procedió  al  cobro  de  los  números  que  se  encon- 
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traban  impagos,  habiéndose  cobrd.do  á  González  el  valor  de  los 
dos  números  que  había  tomado,  por  conducto  de  una  chica,  sir- 
vienta de  aquella  que  reclamaba,  el  pago  con  la  lista  en  la  mano. 
A^  Que  estas  circunstancias  comprobadas  en  autos  facilitan 
la  resolución  de  este  asunto,  pues  tratándose  de  un  contrato 
aleatorio  autorizado  por  la  ley  civil  (articulo  diez  y  nueve,  ti- 
tulo once,  sección  tercera,  libro  segundo,  C.  C.J  está  rejido 

por  las  leyes  de  los  contratos  en  general,  no  pudiendo  una  de 

• 

las  partes  contratantes,  después  de  celebrado  aquel,  fijar  nue- 
vas condiciones  para  su  cumplimiento  y  eficacia,  y  que  no 
hubiesen  figurado  en  el  contrato  primitivo,  mucho  menos,  si 
esas  condiciones  se  determinan  por  simples  avisos  en  los  pe- 
riódicos, sin  obtener  el  consentimiento  espreso  de  la  otra  parte. 

5°  Que  la  excepción  de  haber  tenido  lugar  un  arreglo  entre 
González  y  Sarmiento  ante  la  Policía,  después  de  ejecutada  la 
rifa,  sobre  cuyo  hecho  éste  último  ha  intentado  la  prueba,  no 
puede  ni  debe  tomarse  en  consideración,  por  no  ser  un  hecho 
alegado  en  la  contestación  de  la  demanda  como  debió  hacerse 
á  objeto  de  oír  á  la  contraria,  y  fijarlo  como  punto  de  prueba 
para  ambas  partes  en  caso  necesario. 

6°  Que  importando  la  rifa  del  fundo  demandado,  en  la  forma 
que  se  verificó,  un  contrato  de  venta  del  mismo  á  favor  del 
dueño  del  número  premiado,  por  el  precio  fijado  de  antemano 
á  dichos  números,  en  el  presente  caso  la  parte  de  González, 
único  dueño  lejítimo  del  número  sesenta  y  tres  que  resultó  con 
el  premio,  tiene  derecho  á  exijir  que  se  le  estienda  la  corres- 
pondiente escritnra  de  cesión  de  dicho  fundo,  ó  en  su  defecto 
se  le  abone  el  valor  del  mismo,  como  estimación  lejítima  del 
daño  causado  por  la  falta  de  cumplimiento  del  contrato  (arti- 
culo cincuenta  y  uno,  titulo  primero,  sección  tercera,  libro 
segundo,  C.  C.) 

7^  Que  tanto  por  los  avisos  de  la  prensa,  como  las  circuns- 
tancias que  ocurrieron  al  tiempo  de  la  rifa,  demuestran  que 


372  FALLOS  DE   LA   SUPREMA   CORIE 

solo  hubo  error  de  parte  de  la  demandada  en  el  hecho  de 
enajenar  el  número  que  resultó  premiado,  sin  que  aparezca 
mala  fé  en  su  proceder,  ni  considerarse  en  consecuencia  como 
litigante  temerario  en  este  juicio. 

Por  estas  consideraciones  y  otras  que  se  omiten. 

Fallo  definitivamente  juzgando,  y  declaro :  que  D.  Tomás 

A.  González  es  acreedor  al  premio  de  la  rifa  del  fundo  de  D' 

Clarisa  Sarmiento,  jugada  el  dia  27  de  Agosto  del  año  próximo 

pasado,  debiendo  en  consecuencia  otorgar  escritura  de  cesión 

del  mencionado  fundo  á  favor  de  González  en  el  término  de  10 

dias  de  la  notificación  de  esta  sentencia,  ó  en  su  defecto, 

abonarle  la  cantidad  de  seiscientos  veinticuatro  pesos  bolivianos, 

en  que  aquel  fué  rifado,  descontando  cuatro  pesos,  valor  de 

los  números  tomados  por  éste,  debiendo  cada  parte  pagar  sus 

costas  7  las  comunes  por  mitad;  hágase  saber  pudiendo  el 

actuario  notificar  esta  sentencia  original  fuera  de  la  oficina,  y 

repónganse  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 

Fallo  de  la  Saprema  Corte. 

> 
Buenos  Aires,  Octubre  15  de  1878. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  considerando  que  el  verda- 
dero instrumento  del  contrato  aleatorio  de  la  rifa  es  la  lista 
de  foja  veinte  y  siete,  por  cuanto  contiene  la  firma  auténtica 
de  don  Tomás  A.  González,  comprador  del  número  premiado, 
mientras  que  la  libreta  de  foja  sesenta  y  seis  es  solo  una 
copia  simple,  con  la  agregación  de  condiciones  nuevas  y  estra- 
nas  á  la  convención  primitiva,  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  cuarenta  y  una.  Satisfechas  las  de  la  instancia 
y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

J.  B.    GOROSTIAGA.  —  J.  DOMINGUZ.  —  O. 
LEGUIZaMON  —  ULADISLAO  FRUS. 
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CAUSA    CIII 


Criminal  contra  Estevan  Saco  por  sodomía.    Incidente  sobre 

honorarios  del  defensor 


Sumario. — No  existiendo  el  empleo  de  defensor  de  pobres 
ante  la  Justicia  Nacional,  es  deber  de  los  abogados  de  la  Be- 
pública  prestar  ese  servicio  gratuitamente. 


Caso.  —  En  el  Juzgado  Federal  de  Buenos  Aires,  se  siguió 
una  causa  criminal  contra  Estevan  Saco,  vecino  de  la  isla  Mar- 
tin García,' por  el  delito  de  sodomía. 

No  teniendo  el  procesado  á  quien  nombrar  de  defensor,  el 
Juez  le  nombró  de  oficio  al  Dr.  D.  Servando  García. 

Fallada  la  causa,  dando  por  compurgado  el  delito  con  la 
prisión  sufrida  y  consentida  la  sentencia,  el  defensor  pidió  se 
regularan  sus  honorarios  como  se  hizo  en  la  suma  de  300  jf. 

En  seguida  el  Dr.  García  pidió  se  librase  oficio  al  Ministerio 
de  Justicia,  para  que  se  le  abonase  dicha  suma. 

Fallo  del  Jíuez  de  Seeelon. 

Buenos  Aires,  Mayo  20  de  1878. 
Como  se  pide. 

Ugarriza. 
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Notificado  el  Procurador  Fiscal  espuso  que  el  Gobierno  Na- 
cional no  debia  pagar  los  defensores  de  los  procesados,  porque 
no  habia  ley  alguna  que  asi  lo  estableciera;  que  si  no  recla- 
mó de  la  regulación  fué  porque  el  reo  debia  pagarla  y  no  el 
gobierno.  Pidió  revocatoria  ó  apelación  en  subsidio  del  auto 
en  que  se  manda  librar  oficio  al  gobierno  para  el  pago. 

Negada  la  revocatoria  y  concedida  la  apelación,  se  dictó  este 


Fallo  de  la  Suprema  C?orte« 

Buenos  Aires,  Octubre  15  de  1878. 

Vistos;  no  existiendo  el  empleo  de  defensor  de  pobres  ante 
la  Justicia  Nacional,  y  siendo  en  tal  caso  un  deber  de  los  abo- 
gados de  la  República  prestar  este  servicio  gratuitamente, 
según  lo  dispuesto  por  la  ley  diez  y  seis,  título  diez  y  seis, 
libro  dos  de  la  Eecopilacion,  se  revoca  el  auto  apelado  de  fo-  ' 
ja  cuarenta  y  seis  vuelta,  y  satisfechas  las  costas  y  repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 
O.  LEGUIZAMON. — ULADISLAO  FRÍAS. 
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CAIJÍSA    CIY. 


La  sucesión  de  Vonder  Wall  con  el  Fisco  nacional  sobre  ava- 
luación de  terrenos  espropiados  para  el  Ferro-carril  Cen- 
tral Argentino. 


Sumario, — En  la  avaluación  de  los  terrenos  espropiados 
para  el  Ferro-carril  Central  Argentino,  cuando  no  hay  confor- 
midad entre  los  interesados,  es  al  Juez  y  no  á  los  peritos,  á 
quien  compete  fijar  su  importe,  atendiendo  á  todos  los  antece- 
dentes que  conduzcan  á  ello. 


Ca^o, — El  representante  de  los  herederos  de  D.  Adolfo  Von- 
der Wall  pidió  en  Setiembre  de  1877  se  fijara  el  importe  de  la 
indemnización  por  unos  terrenos  de  propiedad  de  aquel  que 
fueron  espropiados  para  el  Perro-cairil  Central  Argentino  en 
i868. 

No  hubo  conformidad  en  la  avaluación  entre  el  demandante 
y  el  procurador  fiscal.  Se  nombraron  peritos,  que  de  conformi- 
dad tasaron  el  terreno  espropiado  á  razón  de  31  centavos  fuer- 
tes la  vara  cuadrada,  y  en  950  fuertes  el  valor  del  fracciona- 
miento del  terreno. 

Por  las  construcciones  demolidas,  las  partes  convinieron  en 
la  indemnización  de  300  fuertes. 
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La  parte  de  Vender  Wall  sostuvo  que  debía  estarse  á  la 
pericia,  negándole  el  procurador  fiscal. 


Fallo  del  Jíuez  Serclonal. 

Rosario,  Mayo  11  de  1878. 

Vistos:  Considerando:  i""  Que  es  inaceptable  la  teoría  de 
que  la  opinión  conforme  de  dos  peritos,  que  en  este  caso  no  son 
sino  dos  tasadores,  deba  dictar  la  sentencia  del  Juez,  quedando 
este  obligado  á  proceder  de  acuerdo  con  ese  dictamen  aun  cuan- 
do juzgue  con  su  conYiccion,  con  la  justicia  y  con  el  mérito  de 
los  autos,  pues  tal  cosa  no  dice  la  ley  ni  pudiera  decirla,  espe- 
cialmente  tratándose  de  intereses  fiscales,  sin  esponer  á  estos 
á  las  mayores  y  mas  culpables  esplotaciones ;  siendo  por  el  con- 
trario una  teoría  legal  y  establecida  constantemente,  .que  la 
opinión  pericial,  es  meramente  ilustrativa  y  no  preceptiva  para 
el  Juez,  quien  debe  tomar  su  juicio  por  el  mérito  que  arrojen 
los  autos.  Y  si  muchas  veces  puede  aceptarse  la  opinión  con- 
forme de  dos  peritos,  es  cuando  no  existen  mejores  pruebas 
que  la  contradigan. 

2°  Que  en  este  caso  el  dictamen  pericial  no  puede  ser  acep- 
tado, porque  á  toda  luz  es  exagerada  la  tasación  ^ue  aquellos 
lian  practicado  en  el  terreno  cspropiado  á  Amelong,  por  las  ra- 
zones siguientes:  1*  porque  según  la  escritura  pública  de  f .  1* 
que  hace  plena  fé  en  juicio  y  contra  la  cual  nada  serio  ni  aten- 
dible se  ha  espuesto,  en  1863,  época  en  que  se  celebró  el  con- 
trato de  la  construcción  del  Ferro-carril,  todo  el  terreno  de  los 
representados  de  Amelong  de  ii5  varas  de  frente  al  Bio  Paraná 
por  500  varas  de  fondo  fué  vendido  en  solo  400  pesos  bolivianos 
siendo  solo  algo  mas  de  una  quinta  parte  la  tasada  por  peritos, 
en  4802  pesos  fuertes,  ó  sea  en  24,000  y  pico  el  todo,  y  además 
950  pesos  fuertes  por  perjuicios  de  fraccionamiento,  lo  que  es 
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sumaiuent  exagerado  aun  cuando  todo  el  terreno  hubiera  sido 
vendido  en  900  pesos  bolivianos  en  1858,  como  lo  sostiene  el 
mismo  Amelong,  apoyado  en  la  escritura  de  f .  25,  y  aun  cuan- 
do, como  lo  dice,  hubiera  sido  solo  finjido  el  precio  de  los  400 
y  se  hubiera  recibido  en  pago  de  los  4000:  2*  porque  en  nada 
varian  estas  circunstancias,  las  dos  únicas  declaraciones  de  los 
señores  Fragueiro  y  la  Torre  ofrecidas  por  Amelong,  y  referen- 
tes á  dos  ventas  de  terrenos  que  hicieron  en  años  pasados  á 
mejor  precio,  pues  que,  aun  cuando  esas  declaraciones  no  fue- 
sen singulares  por  referirse  á  operaciones  distintas  é  hicieran 
plena  fé  en  juicio,  se  contraen  á  terrenos  ubicados  á  inmedia- 
ciones de  la  ciudad,  y  no  en  las  del  terreno  de  que  se  trata 
siendo  por  tanto  muy  distintos  sus  valores :  3*  porque  la  venta 
que  el  mismo  Amelong  alega,  efectuada  recientemente  en  que 
las  propiedades  territoriales  han  tomado  mucho  mayor  valor 
en  favor  de  los  Sres.  E.  Fuvell  y  H°.  á  inmediaciones  del  suyo, 
y  con  frente  al  rio  comprueba,  con  evidencia  la  alta  estimación 
hecha  por  los  peritos,  según  lo  patentiza  el  procurador  fiscal. 
3^  Que  en  este  caso  no  hay  un  medio  mas  lejítimo  de  com- 
probación del  valor  verdadero  ó  mas  equitativo  del  terreno  de 
que  se  trata  que  el  que  surjiere  de  las  declaraciones  fehacientes 
y  autorizadas  de  los  señores  Zubelzu  y  Alvarado,  encargados  de 
la  espropiacion  del  área  en  que  está  asentada  la  estación  del 
Ferro-carril,  ya  por  ser  esa  la  época  verdadera  de  las  espropia- 
ciones,  ya  por  ser  muchas  las  propiedades  que  simultáneamente 
se  espropiaron  con  el  consentimiento  de  los  interesados,  ya  en 
fin  porque  por  la  ubicación  de  esos  terrenos  muy  inmediata  á  la 
ciudad  estaban  en  condiciones  notablemente  mas  favorecidas 
que  las  que  asisten  al  de  los  representados  por  Amelong,  qu«  se 
halla  mucho  mas  distante  de  la  ciudad ;  de  lo  que  resulta  que  el 
término  medio  aproximado  á  que  se  indemnizasen  esas  propie- 
dades, fué  el  de  16  centavos  y  g  centavos  bolivianos  ó  sean  tre- 
ce centavos  fuertes  la  vara  cuadrada,  mientras  que  los  peritos 
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han  tasado  á  razón  de  31  centavos  fuertes  la  vara,  lo  que  daria 
el  metro  á  35  centavos  65  milésimos,  cuando  solo  se  abona  á 
15  centavos  metro  aproximadamente  en  dichas  espropiaciones 
de  los  terrenos  de  la  estación  tomando  siempre  un  término 
medio,  de  lo  que  se  desprende,  que  terrenos  inferiores  han  sido 
tasados  á  precio  mas  que  dobles  de  aquellos  que  son  muy  su- 
periores; y  debiéndose  tener  también  presente  que  en  aquellas 
indemnizaciones  estaban  comprendidos  los  perjuicios  por  frac- 
cionamiento, lo  que  no  sucede  en  el  presente  caso,  en  que  los 
perjuicios  son  independientemente  aprecíalos. 

A**  Que  puesto  que  es  imposible  en  este  género  de  asuntos 
determinar  con  precisa  exactitud  el  valor  de  las  propiedades, 
tanto  mas  después  del  transcurso  de  muchos  años,  debe  prece- 
derse con  equidad  y  con  la  mayor  aproximación  á  él,  como  se 
desprende  del  espíritu  y  testo  de  la  ley  de  la  materia  de  7  de 
Setiembre  de  1867. 

5®  Que  en  este  concepto  y  atendiendo  al  tiempo  que  ha  trans- 
currido, sin  que  se  haya  abonado  el  importe  de  la  espropiacion, 
no  obstante  que  la  parte  de  Amelong  no  ha  hecho  constar  que 
haya  practicado  j ostiones  para  alcanzarlo,  y  que  se  le  haya 
resistido  su  abono  justo,  es  sin  embargo  de  tener  presente 
esta  circunstancia. 

Por  estos  fundamentos,  y  atendiendo  al  mérito  general  de  los 
autos  y  al  de  otras  espropiaciones  practicadas,  se  conceptúa 
equitativo  determinar  como  se  determina  por  cada  metro  cua- 
drado que  se  le  espropia,  el  valor  de  15  centavos  fuertes.  Y 
por  iguales  consideraciones  en  475  pesos  de  la  misma  moneda 
los  perjuicios,  por  fraccionamiento;  además  de  los  300  en  que 
han  convenido  las  partes  fijar  el  monto  de  los  demás  perjuicios 
en  el  acta  de  f . . .  todo  ello  según  lo  dispuesto  por  el  artículo 
6^  de  la  ley,  que  asi  lo  prescribe  no  habiendo  conformidad  entre 
los  interesados,  que  son  en  este  caso  el  procurador  fiscal  y  Ame- 
long, y  no  los  peritos  designados  para  opinar,  mas  en  ningún 
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caso  para  decidir,  importando  la  cantidad  total  que  debe  abo- 
narse al  espropiado  la  de  2518  pesos  60  centavos,  50  milésimos 
fuertes,  y  siendo  las  costas  á  cargo  del  Fisco  por  cuanto  lo  man- 
dado abonar  excede  de  lo  ofrecido  por  su  parte  según  el  acta  de 
f.  17  vuelta. 

Fenelon  Zuvirta, 


Fallo  de  la  Saprema  Corte* 

Baenos  Aires,  Octubre  19  de  1878. 

Vistos,  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de 
foja  sesenta  j  siete.  Satisfechas  las  costas  j  repuestos  los  se- 
llos, devuélvanse. 

i.  B.  GORMTfAGA.— i.  DONIKGUEZ*  -- 
O.  LEGIJIZAMOII* 
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CJAIJSA     CJV 


/)■    Carlota  Casafús  contra  D.  Manuel  Bois,   sobre  filiación 

y  alimentos. 


Sumario.  —  i^  La  prueba  sobre  filiación  debe  ser  tal  que 
no  deje  lugar  á  dudas  y  satisfaga  la  conciencia  del  Juez. 

2"  Durante  el  juicio  de  filiación  no  puede  entablarse  sino 
el  de  alimentos  definitivos. 

S""  Los  alimentos  provisorios  solo  pueden  pedirse  en  el 
curso  del  juicio  de  alimentos  definitivos. 


Caso.  — En  el  juicio  de  filiación  y  alimentos  deducido  por  D* 
Carlota  Casafús,  argentina,  por  sus  deshijas  naturales  D* Leo- 
nor y  D'  Francisca  Casafús,  contra  D.  Manuel  Bois,  estrangero, 
se  dictó  después  de  la  sustanciacion  correspondiente  el 


Fallo  del  Jaez  Seeelonal. 

Corrientes,  Abril  22  de  1878. 

Vistos :  estos  autos  seguidos  por  D*  Carlota  Casafús  en 
nombre  de  sus  hijas  naturales  Leonor  y  Francisca  Casafús, 
contra  D.  Manuel  Bois,  j  retendiendo  que  se  declare  judicial- 
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mente  que  dichas  jóvenes  son  hijas  naturales  de  éste,  habidas 
con  la  demandante  á  fin  de  reclamar  los  alimentos  que,  como 
padre  natural,  está  obligado  á  suministrarles  y  para  que  pue- 
dan gozar  de  los  demás  derechos  que  les  corresponden  como  á 
tales  hijas  naturales  de  Boís. 

Durante  la  tramitación  de  este  juicio,  ha  solicitado  la 
señora  Gasafús  que  se  decreten  alimentos  provisionales  y  las 
espensas  del  juicio,  cuyas  diligencias  terminaron  cuando  el 
juicio  ordinario  estuvo  en  estado  de  sentencia,  suspendiéndose 
su  resolución  para  la  definitiva,  por  las  razonesque  se  espresan 
en  el  auto  de  cinco  de  Diciembre  del  año  pasado,  recaído  en 
dicho  juicio  sumario,  con  lo  alegado  y  probado  por  ambas 
partes,  y  considerando: 

1**  Que  si  bien  el  artículo  2**,  Tít.  «De  los  Hijos  Naturales», 
Libro  3"*  del  Código  Civil  que  nos  rige,  da  á  los  hijos  naturales 
acción  para  pedir  que  el  Juez  los  declare  tales  aunque  el  padre 
ó  la  madre  los  desconozcan,  admitiéndose  en  la  indagación  de  la 
paternidad  ó  maternidad  todas  las  pruebas  que  se  admiten  para 
probar  los  hechos  y  que  concurran  á  demostrar  la  filiación 
natural,  no  por  esto  ha  querido  que  se  tenga  por  probada  la 
paternidad  por  presunciones  ó  en  virtud  de  pruebas  incom- 
pletas, ni  ha  procurado  hacer  fácil  la  prueba  de  un  hecho  que 
por  la  naturaleza  misma  de  las  cosas  es  difícil,  sino  que  ha  exi- 
gido pruebas  plenas  que  no  dejen  lugar  á  duda  y  satisfagan  la 
conciencia  del  Juez  como  deben  ser  las  pruebas  de  los  hechos 
en  general. 

2^  Que  si  bien  la  señora  Casafús  ha  probado  por  la  decla- 
ración de  varios  de  los  testigos  que  ha  presentado,  que  ha 
mantenido  relaciones  ilícitas  con  D.  Manuel  Bois,  no  puede 
decirse  que  sean  fruto  de  sus  relaciones,  sus  hijas  Leonor  y 
Francisca  Casafús,  pues,  todos  los  testigos,  escepto  Ednvigea 
Acosta  de  Morales,  no  recuerdan  la  fecha  en  que  principiaron 
ó  se  refieren  á  una  época  posterior  al  nacimiento  de  las  niñas. 
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6  de  una  de  ellas  por  lo  menoá,  de  modo  que  solo  pueden 
afirmar  que  estas  son  hijas  de  Bois  porque  lo  han  oido  asi  6 
por  sospechas. 

3^  Que  aunque  resultase  constatado  que  las  relaciones  ilí- 
citas entre  D.  Manuel  Bois  y  D*  Carlota  Casafús  principiaron 
en  tiempo  hábil  para  que  dichas  ninas  puedan  reputarse  hijas 
de  aquel,  no  seria  bastante  prueba  para  declararlas  tales : 

I"*  Porque  la  Casafús  ha  tenido  antes  y  después  de  esas  re- 
laciones otros  hijos  de  diferentes  padres ;  según  resulta  de 
autos,  siendo  por  otra  parte  de  mala  reputación,  según  re- 
sulta de  las  declaraciones  de  los  testigos  de  Bois,  diciendo 
varios  de  ellos  que  según  fama  pública,  se  entregaba  á  los 
hombres  por  interés ; 

2**  Porque  Bois  no  residía  en  esta  ciudad  permanentemente, 
sino  que  navegaba  frecuentemente  en  un  buque  de  su  propie- 
dad; y 

3®  No  consta  de  autos  la  edad  de  los  otros  hijos  que  ha 
tenido  la  Casafús,  ni  cuando  terminaron  las  relaciones  con 
Bois,  cuyas  circunetancias  hacen  mas  difícil  aún  la  prueba 
de  la  paternidad  en  este  ^caso,  pues  prodacen  la  dada  y 
desvirtúan  la  fuerza  de  las  pruebas  que  puedan  producirse  para 
el  efecto  ; 

4""  Que  notando  esto  la  señora  Casafús  ha  procurado  probar 
la  posesión  de  estado  [de  sus  hijas  por  haberlas  reconocido  y 
sostenido  Bois  como  á  hijas,  presentando  para  probar  el  reco- 
nocimiento, los  testigos  Buenaventura  ümbert,  á  f.  24,  Edu- 
viges  Acosta  de  Morales,  f.  99,  Margarita  Alegre  de  Delfino, 
f.  60,  Margarita  Falcon  de  Barberán,  f.  71,  y  aunque  estos 
testigos  dicen  efectivamente  que  Bois  les  presentó  ó  les  dijo, 
que  Leonor  y  Francisca  Casafús  eran  sus  hijas,  no  hacen 
jprueba,  porque  son  testigos  singulares  qae  declaran  de  hechos 
diferentes  6  sea  de  un  reconocimiento  verificado  ante  cada  uno 
en  tiempo  y  lugares  diferentes,  y  según  la  ley  32,  tít.  16,  Part. 
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3*^,  los  testigos  deben  concordar  en  el  hecho,  en  el  tiempo  y 
circunstancias,  de  otro  modo  no  hacen  prueba,  aunque  sean 
mil,  porque  son  singulares.  Tampoco  está  probado  que  Bois 
haya  suministrado  los  alimentos  á  dichas  niñas  como  á  hijas 
suyas,  pues  lo  único  que  aparece  de  las  declaraciones  de  los 
testigos  es  que  le  mandaba  algunas  encomiendas  á  la  señora 
Casafús  cuando  estaba  ausente,  sin  espresarse  en  qué  consis- 
tian,  ni  el  tiempo,  ni  número  de  veces,  asi  es  que  no  puede 
apreciarse  si  esos  regalos  eran  para  las  niñas  6  sean  recnrsos 
para  la  subsistencia  de  estas  6  para  la  señora  Casafús,  por  las 
relaciones  ilícitas  que  mantenía  con  ella ;  pudiendo  decirse 
que  se  nota  igual  vaguedad  respecto  á  las  visitas  que  dicen  los 
testigos  hacian  dichas  niñas  á  Bois,  tanto  en  la  casa  donde  se 
hallaba  enfermo  como  en  su  buque,  pues  no  aparece  claramente 
demostrado  que  fuesen  á  verlo  á  él  ó  á  Juan  Delfino,  marinero 
del  buque  de  Bois,  que  por  estar  casado  con  D*  Marcelina 
Alegre,  parienta  de  la  Casafús,  tenia  relaciones  con  esta  como 
se  deduce  de  la  declaración  de  aquella  á  f .  59,  que  dice  que 
las  chicas  iban  á  ver  á  Delfino  y  á  Bois,  ó  á  la  esposa  del  Co- 
mandante Silva  con  quien  tenia  también  relación  y  parentesco 
la  Casafús ;  y  sobre  todo,  no  puede  deducirse  de  estas  visitas 
que  Bois  las  reconocía  por  hijas,  pues  no  se  dice  cual  era  el 
objeto,  ni  el  motivo  de  ellas,  y  se  comprende  fácilmente  que 
podia  mandarlas  la  madre  aunque  no  fuesen  hijas  de  Bois 
con  cualquier  otro  objeto,  desde  que  mantenía  relaciones  con  él. 
5^  Que  ni  aun  combinando  las  presunciones  que  resultan  de 
la  prueba  producida  por  la  señora  Casafús  no  forman  una 
prueba  clara  de  que  dichas  niñas  sean  hijas  de  Bois,  ó  de  que 
éste  las  haya  reconocido  y  sostenido  como  á  tales,  pues  siem- 
pre queda  la  duda  de  que  los  hechos  aducidos  en  el  juicio  ha- 
yan sucedido  de  otro  modo,  no  solo  porque  la  mala  conducta^ 
de  la  señora  Casafús,  arroja  contra  ella  la  presunción  de  que 
haya  mantenido  relaciones  con  diferentes  hombres  á  un  mismo 
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tiempo,  sino  también  porqne  los  testigos  se  refieren  á  hechos 
ocurridos  en  el  transcurso  de  veinte  años  y  no  fijan  el  tiempo 
en  que  ocurrieron,  ni  las  circunstancias,  6  si  lo  hacen  es  de  un 
modo  vago ;  de  modo  que  esas  presunciones  no  se  auxilian  unas 
á  las  otras,  para  formar  una  prueba  completa  que  satif aga  la 
conciencia  del  Juez. 

Considerando  respecto  de  la  acción  de  alimentos  provisorios 
que  ha  intentado  la  demandante: 

1^  Que  ha  habido  un  error,  ó  por  lo  menos  se  nota  cierta 
confusión  en  el  modo  de  intentar  la  acción,  pues  ha  debido 
entablar  el  juicio  de  alimentos  definitivos,  independientemente 
del  juicio  de  filiación,  aunque  en  el  curso  de  aquel  solicitase  ali- 
mentos provisorios  como  lo  prescribe  el  artículo  31,  título  cDel 
parentezco  y  sus  grados»  del  Código  Civil,  y  no  solicitar  alimen- 
tos provisorios  cuando  no  estaba  pendiente  el  juicio  dealimen* 
tos  sino  el  de  filiación  que  es  diferente  de  aquel,  sin  embargo 
el  Juzgado  ha  considerado  esta  irregularidad  como  un  defecto 
que  podia  suplirse,  y  en  este  concepto  se  ha  seguido  el  juicio  de 
alimentos  que  no  podia  resolverse  en  definitiva  sino  después 
que  resultase  probada  la  filiación,  que  es  uno  de  los  estremos  de 
la  ley. 

2^  Que  habiendo  cumplido  una  de  las  jóvenes  la  edad  de 
diez  y  ocho  años  y  estando  la  otra  para  cumplirlos,  debia  dis- 
cutirse aun  en  caso  de  resultar  probada  la  filiación  si  el  padre 
estaba  obligado  á  dar  alimentos,  pues  el  artículo  8"^  del  título 
«De  los  Hijos  Naturales»  al  señalar  esta  edad  como  límite  á  la 
obligación  de  dar  alimentos  añade  á  menos  que  los  hijos  se  ha- 
llen en  circunstancias  de  no  poder  proveer  á  sus  necesidades 
cuya  excepción  deja  un  estenso  campo  para  la  discusión,  tanto 
en  el  hecho  como  en  el  derecho. 

3^  Que  en  atención  á  estas  'razones  y  á  que  no  resultaban 
circunstancias  estraordinarias  quB  hiciesen  indispensables  los 
alimentos  provisorios,  mientras  se  siga  el  juicio  y  de  que  se 
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terminaran  las  diligencias  6  pruebas  sobre  pobres^  cuando  se 
puso  la  causa  de  filiación  en  estado  de  sentencia,  consideró  el 
Juzgado  que  no  debia  acordar  alimentos  provisorios,  dejando  la 
resolución  para  la  definitiva.  Por  estos  fundamentos^  fallo  de- 
finitivamente juzgando  que  la  demandante  no  ha  probado  sufi- 
cientemente que  sus  bijas  Leonor  y  Francisca  Gasafús,  son 
hijas  naturales  de  Don  Manuel  Bois,  ni  que  este  las  haya  reco- 
nocido por  tales,  en  su  consecuencia  no  se  hace  lugar  á  la  de- 
manda de  filiación  natural  que  ha  entablado  contra  este  ni  á 
la  acción  de  alimentos  ;  cada  'uno  pague  sus  costas  y  las  comu- 
nes por  mitad.    Hágase  saber  y  repóngase. 

Carlos  Luna. 


Fallo  de  la  Huprenia  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  22  de  1878. 

Vistos  :  por  sus  fundamentos  se  confirma  la  sentencia  ape- 
lada de  foja  doscientos  tres,  sin  condenación  en  costas  por  no 
considerarse  temeraria  la  demanda  ni  el  recurso  interpuesto  ; 
repuestos  los  sellos  y  satisfechas  las  costas,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGUIZAMON.— ULADISLAO  FRÍAS- 
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CAUSA      CTI 


ElDr.  D.  Ángel  Carranza  Mármol,  contra  D.  Juan  Baecant 

sobre  cumplimiento  de  un  contrato. 


5umanb.  —  Hal)Í6ndo  dos  pleitos  entre  las  mismas  partes 
sobre  acciones  provenientes  de  un  mismo  hecho,  los  espedien* 
tes  deben  acumularse. 


Caso  —  ElDr.  D.  Ángel  Carranza  Mármol,  se  presentó  ante 
el  Juez  de  Sección  en  Buenos  Aires,  y  espuso :  que  D.  Juan 
Baccani  se  comprometió  á  practicar  la  encuademación  á  la  rús- 
tica de  una  obra  hecha  en  la  imprenta  del  esponente ;  que  aun 
cuando  habia  trascurrido  de  este  hecho  mas  de  año  y  medio,  no 
habia  podido  conseguir  la  entrega  total  de  la  encuademación ; 
que  como  este  hecho  le  irrogaba  perjuicios  considerables,  se 
veia  en  la  necesidad  de  ocurrir  al  Juzgado  para  obligarlo  al 
cumplimiento  de  su  compromiso.  Pero  que  antes  de  entablar 
demanda,  pedia  un  juicio  verbal  para  ver  si  era  posible  arreglar 
el  asunto. 

Convocados  á  juicio  verbal,  las  partes  convinieron  en  que  el 
demandado  consintiera  que  el  demandante  verificase  en  casa  de 
este  los  pliegos  que  se  le  habian  entregado  para  que  en  caso  de 
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faltar  se  reimprimieran  hasta  enterar  el  número  de  los  'quince 
mil  ejemplares  con  los  ya  entregados,  y  que  una  vez  reimpre- 
sos y  entregados  al  demandado,  este  se  comprometía  á  hacer  la 
encuademación  en  el  término  de  30  dias  desde  la  entrega,  sin 
perjuicio  del  derecho  que  uno  y  otro  crea  tener  sobre  el  cum- 
plimiento del  contrato  primitivo. 

Posteriormente  el  demandante  espuso  que  estaba  ya  munido 
de  los  datos  necesarios  para  hacer  la  transacción  que  indicó  en 
el  juicio  verbal,  por  lo  que  pedia  un  nuevo  comparendo. 

Froveido  de  conformidad,  el  juicio  no  tuvo  lugar  por  inasis- 
tencia del  demandante,  y  á  solicitud  del  demandado  se  dejó  sin 
efecto  y  se  corrió  traslado  de  la  demanda. 

Baccaní  contestó  que  Carranza  le  encomendó  la  plegadura  y 
encuademación  de  i 5.000  ejemplares  de  la  historia  escrita  por 
D*  Juana  Manso,  fijando  el  precio  de  200  pesos  cada  mil  ejem- 
plares, siempre  que  cada  cuaderno  no  pasase  de  siete  pliegos  y 
el  aumento  en  proporción.  Que  Carranza  mandó  la  obra  que 
tenia  diez  pliegos  por  ejemplar,  pero  faltando  cinco  mil  copias 
del  segundo  pliego.  Que  avisado  Carranza  de  la  falta,  con- 
testó que  haría  reimprimir  dicho  segando  pliego  que  no  se  ha- 
bía entr^ado  al  esponente.  Que  por  consiguiente  la  demanda 
era  injusta  y  pedia  fuera  rechazada  con  costas. 

Que  puesto  que  Carranza  estaba  dispuesto  á  transar,  el 
esponente  aceptaría  siempre  que  se  le  pagase  el  trabajo  hecho 
que  valia  mil  pesos  m/c,  rescindiendo  el  contrato. 


WmHm  del  Smem  de  0eeel«fli* 

Buenos  Aiief ,  Marzo  13  de  1878, 

Tistos  los  autos  seguidos  por  el  Dr.  D.  Ángel  G.  Carranza 
Itirmol  contra  D,  Joan  Baccani,  sobre  camplimiento  de 
un  contrato  que  hizo  con  el  primero,  en  Junio  de  1875*  so* 
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tre  encuademación  de  una  obra  literaria,  mediante  un  precio 
convenido,  contrato  que  no  habiéndose  cumplido  hasta  el  pre- 
sente, viene  en  poner  la  correspondiente  demanda  para  su  eje- 
cución, con  costas. 

Que  corrido  traslado,  el  señor  Baccani  contesta  que  es  efec- 
tivo el  contrato  á  que  se  refiere  la  demanda:  que  el  precio  ha 
sido  de  doscientos  pesos  m/c  por  cada  mil  tomos,  con  tal  que 
no  pasen  de  siete  pliegos,  y  el  exceso  en  proporción:  que  el  se- 
ñor Carranza  mandó  un  ejemplar  con  diez  pliegos,  pero  como 
del  segundo  pliego  faltaban  cinco  mil  copias  lo  que  avisó  al 
espresado  Dr.  Carranza,  quedando  de  reponer  dicha  falta,  lo  que 
no  ejecutó:  Que  en  esta  circunstancia  tuvo  que  cambiar  de  do- 
micilio, teniendo  que  pagar  el  acarreo  de  la  obra  del  señor  Car- 
ranza Mármol  y  además  las  costas  de  la  plegadura  de  la  obra, 
á  razón  de  veinte  y  cinco  pesos  el  millar. 

Y  considerando :  I*'  que  el  señor  Carranza  Mármol  pide  el 
cumplimiento  de  un  contrato  de  encuademación  de  una  obra 
literaria. 

2"^  En  el  espresado  contrato  no  puede  ser  cumplido  por  culpa 
y  hecho  propio  del  mismo  Dr.  Carranza  Mármol,  desde  que 
falta  al  segundo  pliego  de  la  obra  que  se  trata  de  encuadernar, 
cinco  mil  copias;  hecho  que  está  confesado  en  el  acta  de  f .  y  que 
establece,  que  solo  después  de  haberse  llenado  esta  falta,  prin- 
cipia á  correr  el  plazo  de  treinta  dias,  para  que  se  de  cumpli- 
miento total  al  contrato  de  que  se  trata. 

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad  al  articulo  61 
del  titulo  «De  los  contratos  en  general»  del  Código  Civil  fallo  : 
absolviendo  de  la  demanda  á  D.  Juan  Baccani,  con  costas. 
Repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 


La  Suprema  Corte  pidió  ad  efectum  videtidi  otro  espediente 


DE  JUSTiCU  NACIONAL  389 

promovido  pox  Baccani,  contra  el  Dr.  Carranza  sobre  cum- 
plimiento de  este  mismo  contrato. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Baenos  Aires,  Octubre  24  de  1878. 

Yistos  y  considerando :  que  de  la  acta  de  foja  seis  no  consta 
.que  el  Doctor  Don  Ángel  G.  Carranza  Mármol  hubiese  confe- 
sado su  falta  de  entrega  á  Don  Juan  Baccani  del  número  com- 
pleto de  los  ejemplares  de  la  obra  literaria  que  este  debia  en- 
cuadernar, hecho  reconocido  por  el  inferior  en  su  auto  de  foja 
diez  vuelta  del  espediente  traído  ad  efecíum  videndt^  déjase 
sin  efecto  el  auto  apelado  de  foja  veinte  y  siete  y  devuélvase, 
previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos,  para  que  agrega- 
dos al  espediente  promovido  por  la  parte  de  Baccani  sobre  el 
mismo  asunto,  el  inferior  lo  resuelve  con  arreglo  á  derecho . 

'  J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.   DOMÍNGUEZ. — 
O.  LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO  FRUS. 
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CJAIJSA    CYII 


WtUiams  y  Cichero  en  tercería  por  mq'or  derecho  contra  la  eje- 
cución de  Badaracco  é  hijos  sobre  el  precio  del  buque 
*Eneasi^. 


Sumario.  —  Los  acreedores  por  aparejos  de  un  buque,  que 
no  ha  salido  nunca  del  puerto,  y  que  los  mismos  acreedores 
dieron  á  embargo  á  otros  acreedores  privilegiados,  sin  que  en 
la  tasación  se  especificara  el  valor  respectivo  del  casco  y  de 
los  aparejos,  no  gozan  de  privilegio  sobre  estos  en  el  precio 
del  buque. 

Caso.  —  Dictado  el  falló  de  2  de  Diciembre  de  1876,  por 
el  cual  se  reconoció  á  Badaracco  é  hijos  como  acreedores  pri- 
vilegiados sobre  e]  pailebot  c  Eneas  >,  comprado  por  Williams 
y  Cichero;  los  primeros  ejecutaron  á  estos  por  la  suma  de 
66,886  ^. 

Williams  y  Cichero  ofrecieron  á  embargo  el  mismo  pailebot 
que  habia  sido  declarado  responsable  del  crédito:  y  citados  de 
remate,  no  opusieron  escepcion  alguna. 

El  buque  se  tasó  y  fué  vendido  en  36,i00  ¿(. 

Pedido  por  los  ejecutantes  el  importe  del  precio,  Williams  y 
Cichero  dijeron  que  los  antiguos  propietarios  del  buque  y 
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deudores  de  Badaracco  é  hijos  por  los  suministros  de  oonstrac- 
cion,  no  tenían  sino  el  oascOt  cuando  se  lo  vendieron;  y  que 
ellos  lo  hablan  armado  haciéndolo  matricular  con  el  nombree 
de  c  Eneas  » . 

En  esta  virtud  dedujeron  tercería  de  mejor  derecho  sobre 
el  precio  por  su  crédito  de  aparejos,  con  arreglo  á  los  artículos 
^  1021  7  1022  del  Código  de  Comercio,  cuyo  importe  era  la  mitad 
de  la  tasación. 


FaIIo  del  ^aes  Seeelonal* 

Buenos  Aires,  Julio  10  de  1878. 

De  conformidad  con  lo  alegado  en  el  escrito  precedente  y 
teniendo  en  consideración  que  el  mejor  derecho  que  se  alega 
no  procede  á  favor  del  ejecutado,  sino  cuando  habe  entrega  ó 
abandono  del  buque  y  figura  por  sus  créditos  privilegiados 
como  tercero,  que  los  ejecutantes  no  han  procedido  contra 
el  buque  €  Eneas  »  por  los  privilejios  que  en  él  tenian,  sino 
que  se  han  limitado  á  aceptar  su  embargo  ofrecido  por  los 
ejecutados,  sin  limitaciones  ni  protestas,  y  que  á  haber  pre- 
tendido otra  cosa,  debieron  deducir  tercería  de  dominio,  sin 
que  no  haciéndolo,  puedan  perseguir  el  precio,  pues  no  solo 
tuvieron  conocimiento  sino  que  lo  ofrecieron  á  embargo.  Fa- 
llo no  haciendo  lugar  á  lo  solicitado  á  f .  222,  con  costas,  repón- 
gase el  sello. 

Isidoro  Albarradn. 


WwMm  de  1»  ttaprem»  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  96  de  1878.    ^ 

• 

Vistos  y  considerando:  Primero.  Que  el  crédito  de  los  se- 
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ñores  Williams  y  Cichero  proveniente  de  velas,  jarcias  j  demás 
aparejos  del  pailebot  c  Eneas  >  no  goza  de  privilegio^  sino 
cuando  <  ha  sido  contraído  desde  el  dia  en  qne  el  buque  queda 
en  estado  de  hacer  viaje,  hasta  el  dia  en  que  el  viaje  se  consi- 
dera terminado  » .  (Artículo  mil  veinte  y  uno,  número  siete, 
inciso  cuarto  del  Código  de  Comercio.) 

Segundo.  Que  la  Suprema  Corte  ha  declarado  en  estos  autos,* 
de  acuerdo  con  la  propia  confesión  de  los  señores  Williams 
y  Cichero,  que  el  pailebot  «  £neas  >  nunca  salió  del  puerto,  no 
habiendo  en  consecuencia  hecho  viaje. 

Tercero.  Que  en  tales  condiciones,  no  solo  seria  contrario 
á  la  ley,  conceder  á  los  señores  Williams  y  Cichero  sobre  el 
precio  del  pailebot  «Eneas,»  el  mismo  privilegio  que  está 
reconocido  por  sentencia  ejecutoriada  á  los  señores  Badaracco 
é  hijos,  sino  que  seria  además  injusto  é  impracticable,  tanto 
porque  los  ejecutados  ofrecieron  á  embargo  el  mencionado 
buque,  después  de  haberlo  abandonado  en  la  ribera,  cuanto 
porque  la  tasación  se  verificó  sin  especificar  el  valor  respectivo 
del  casco  y  de  los  aparejos,  según  consta  de  las  dilijencias 
de  fojas  ciento  ochenta  y  cinco  á  ciento  noventa  y  cinco. 

Por  estos  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
doscientos  treinta,  con  costas.  Satisfechas  las  de  la  instancia 
y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTUGA. —  J.  DOMÍN- 
GUEZ. —  O.  LEGUIZAMON.  — 
ULADISLAO  FRUS. 
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CAUSA    CYIII. 


D.  Carlos  Casado  contra  D.  Juan  Terrosa,  sobre  devoltunon 
de  impuestos.    Incidente  sobre  competencia 


Sumario,  —  Corresponde  á  la  justicia  nacional  el  conoci- 
miento de  toda  causa  en  que  litigue  un  argentino  con  un  ex- 
trangero. 

Caso.  —  El  oaso  está  esplicado  en  el 


Fallo  del  Juez  de  Seeelon* 

Rosario,  Mayo  15  de  1878. 

Vistos  y  considerando:  1*"  Que  en  este  caso  so  interesa  di- 
rectamente un  principio  constitucionalt  cual  es  la  imposición 
de  derechos  que  'se  dicen  ser  inconstitucionales,  por  recaer  so- 
bre frutos  de  una  provincia  destinados  al  consumo  exterior, 
caso  espr  esamen  te  rejido  por  los  artículos  10  y  11  de  la  Consti- 
tución Nacional,  y  cuyo  conocimiento  corresponde  en  su  art. 
100,  á  la  Justicia  de  la  Nación,  como  también  por  el  2^,  incisos 
1»  y  2o  de  la  ley  de  jurisdicción  de  14  de  Setiembre  de  1863. 
Habiendo  la  Suprema  Corte  resuelto  ademas  en  su  muy  Inmi- 
T.  XI.  27 


1 
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noso  fallo  del  tomo  1^,  1*  serie  pág.  49,  que  ha  establecido  la 
verdadera  jurisprudencia  sobre  esta  materia,  invocando  dicho 
articulo  100,  lo  siguiente:  «Que  ¿odas  las  causas  que  versan 
sobre  puntos  regidos  por  la  Constitución,  son  de  la  competencia 
de  la  Suprema  Corte  y  de  los  tribunales  inferiores  de  la  Na- 
ción »;  subrayando  ella  misma  la  palabra  todas,  en  las  cuales 
sin  duda  cae  la  presente. 

2^  Que  asi  lo  ha  determinado  también  por  lógica  deducción 
en  el  tomo  9"",  pág.  219,  serio  1*,  al  establecer :  a  Que  no  tra- 
tándose de  derechos  impuestos  contra  la  Constitución  Nacio- 
nal por  las  autoridades  encargadas  de  legislar  sobre  esa  materia 
en  las  provincias,  la  cuestión  no  puede  ser  llevada  ante  los 
Tribunales  Nacionales  >  lo  que  importa  confirmar  la  doctrina 
de  que  podia  llevarse  \a  causa,  cuando  se  trate,  como  en  esta, 
de  impuestos  contra  la  Constitución. 

3^  Que  este  principio  en  nada  se  opone  al  derecho  que  el 
demandante  habria  podido  usar,  si  lo  hubiese  tenido  á  bien, 
llevando  el  caso  á  \a  justicia  de  provincia  por  la  persona  del 
demandado,  y  elevase  en  el  último  recurso  á  la  Suprema  Corte, 
según  el  articulo  14  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863; 
siendo  la  via  que  ha  adoptado  la  mas  breve,  y  la  Justicia  Na- 
cional siempre  la  encargada  de  salvaguardar  las  prescripcio- 
nes constitucionales  que  pudieran  comprometerse,  sin  que  la 
justicia  de  provincia  caresca  de  iguales  atribuciones  en  los  ca- 
sos que  sean  de  su  competencia,  manteniéndose  asi  el  equilibrio 
é  independencia  constitucional  de  ambas  juridicciones,  sin 
mengua  ni  demasía . 

4^  Que  sino  se  aceptase  esta  doctrina,  y  fuese  siempre  obli- 
gatorio en  esta  clase  de  demandas  ocurrir  al  Juez  de  Provincia 
sin  que  haya  ley  alguna  ni  motivo  que  asi  lo  establezca,  se 
habria  suprimido  y  absorvido  la  primera  instancia  de  la  Jus- 
ticia Nacional  en  causas  de  su  competencia  por  la  materia  y 
las  personas,  contravirtiéndose  directamente  á  los  precitados 
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artículos  constitncionales,  á  la  ley  de  14  de  Setiembre  en  su 
artículo  ^'^  inciso  1*"  y  ^'^f  á  los  Fallos  de  la  Suprema  Corte  y 
á  los  buenos  principios  del  derecho  constitucional,  que  pros- 
criben la  absorción  de  una  jurisdicción  por  otra  sea  cual  fue- 
re la  absorvida  ó  absorvente. 

5®  Que  solo  pudiera  deducirse  una  doctrina  contraria  del  ar- 
tículo 14  citado,  contrariando  sus  palabras  y  claro  sentido  y 
poniendo  en  abierta  pugna  con  los  artículos  mencionados  de 
la  misma  ley;  pues'  aquel  solo  establece  que,  cuando  una  vez 
radicado  un  juicio  en  la  Justicia  Provincial,  haya  sido  resuel- 
to en  sus  diferentes  instancias,  podrá  en  último  caso  elevarse 
á  la  Suprema  Corte  en  los  casos  que  él  espresa:  razón  por  la 
cual  en  ningún  sentido  puede  interpretarse  estendiéndolo  á 
causas  no  radicadas  en  ella,  y  que  por  el  contrario  caen  direc- 
tamente por  la  Constitución  y  leyes  nacionales  que  la  han  in- 
terpretado, bajo  el  fuero  federal.  De  otro  modo  tendríamos  que 
sobre  mostrarse  el  legislador  contradictorio  consigo  mismo  en 
la  misma  ley,  seria  esta  inconstitucional  y  desatendible,  por 
chocar  directamente  contra  la  Constitución;  lo  que  no  sucede 
si  ese  artículo  14  es  tomado  en  su  verdadero  sentido,  testo  y 
alcance,  en  cuyo  concepto  es  en  estremo  conveniente  por  sus 
fines. 

6°  Que  la  causa  6  demanda  en  que  se  ha  declarado  incompe- 
tente este  tribunal,  cuya  resolución  se  transcribe,  es  de  todo 
punto  distinta  de  la  presente,  aun  cuando  tenga  relación  con 
el  mismo  impuesto  y  se  refiera  á  la  misma  ordenanza;  porque  en 
ella  el  rematador  pedia  solo  el  pago  de  un  impuesto  que  repu- 
tada muy  legal  y  constitucional  fundándose  en  una  ordenanza 
de  la  Municipalidad,  cuya  constitucionalidad  estaba  muy  lejos 
de  poner  en  duda,  sin  que  tuviese  el  Juez  medio  de  apreciarla 
prima  facia  en  su  alcance,  mientras  que  en  esta  causa  se  pre- 
senta un  estrangero  contra  un  hijo  del  país  pidiendo  la  devo- 
lución de  un  cobro  que  se  le  ha  hecho,  y  alegando  que  se  ha 
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infringido  directamente  la  Constitución  en  su  daño,  mediante 
una  ordenanza  que  reputa  inconstitucional;  siendo  por  tanto 
recien  llegado  el  caso  en  que  el  Juez  en  juicio  contradictorio 
se  pronuncie  al  respecto  en  un  pleito  que  rectamente  cae  bajo 
su  fuero  por  la  materia,  aun  sin  atender  á  las  personas,  por  las 
que  cae  también,  uniendo  asila  justicia  de  la  nación  á  ser  ó  no 
competente,  según  los  fundamentos  aducidos,  objetos,  perso- 
nas 7  modo  de  establecer  la  demanda,  aun  cuando  se  refiere  al 
mismo  impuesto  7  á  la  misma  ordenanza. 

7°  Que  en  esta  vez  tampoco  se  trata  de  pleito  de  un  estran- 
gero  contra  una  provincia  por  le7es  inconstitucionales  de  ella, 
para  que  pueda  irse  directamente  ante  la  Suprema  Corte,  co- 
mo este  alto  tribunal  lo  ha  resuelto  para  los  casos  procedentes, 
sino  de  una  demanda  de  un  estrangero  contra  un  argentino, 
nacida  de  un  acto  particular  de  este,  cual  es  el  cobro  que  repu- 
ta indebido,  fundado  en  una  ordenanza  de  una  de  las  munici- 
palidades de  un  Departamento  de  la  Provincia,  que  en  nin- 
gún sentido  puede  comprometer  á  esta;  siendo  por  tanto  la  Jus- 
ticia Nacional  competente  en  primera  instancia  7a  por  la  ma- 
« 

teria  como  por  las  personas,  como  lo  ha  sido  tantas  veces  en 
causas  semejantes :  como  seria  competente  la  de  provincia  en 
la  ejecución  de  impuestos  establecido  por  sus  le7es,  quedando 
al  damnificado  el  último  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte 
establecido  por  el  artículo  14.  Viniéndose  de  esta  manera  á 
armonizar,  sin  choque  ni  absorción  recíproca,  el  ejercicio  de 
ambas  jurisdicciones,  guardianes  á  su  vez  7  en  sus  casos  de 
los  principios  constitucionales  comprometidos  todos  por  actos 
particulares,  ordenanzas  6  le7es  inconstitucionales  (Fallos  de 
la  Suprema  Corte,  pág.  204,  tomo  8^  serie  2*.) 

8^  Que  en  perfecta  consonancia  con  estas  doctrinas,  el  Su- 
premo Tribunal  ha  establecido  en  la  causa  del  tomo  6^,  pág. 
316,  serie  2*,  que:  «el  vicio  de  inconstitucionalidad  que  se 
oponga  á  una  Ley  de  Provincia  en  la  que  se  funda  una  deman- 
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da  no  autoriza  al  opositor  á  desconocer  la  jurisdicción  de  los 
jueces  de  ProYincia,  si  les  corresponde  sobre  la  demanda  por 
razón  de  la  materia  y  de  las  personas,  y  solo  puede  dar  lugar 
al  recurso  que  sanciona  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  en 
caso  se  aplique  aquella.  »  Luego  pues,  sino  les  correspondie- 
re ni  por  las  personas,  ni  por  la  materia  ni  por  tratarse  de 
Leyes  Provinciales,  como  en  este  caso,  claro  es  que  correspon- 
de á  la  Justicia  Nacional,  ó  no  hay  jurisdicción  á  que  perte- 
nezca, contrariando  nuestras  instituciones,  en  las  que  no  puede 
concebirse  una  causa  sin  Juez,  y  esta  resolución  suprema  toma 
su  completo  alcance  en  el  caso,  si  se  atiende  á  que  se  trata  de 
una  ordenanza  municipal  de  un  departamento  de  la  Provin- 
cia, independiente  en  su  esfera  de  acción  del  poder  adminis- 
trativo y  legislativo. 

9''  Que  lejos  de  contrariar  á  esta  doctrina  ni  á  ese  fallo,  el 
del  tomo  9^,  serie  1*,  pág.  213,  como  pudiera  suponerse  á  pri- 
mera vista,  los  confirma  en  verdad,  pues  en  él  se  establece  que 
€  una  demanda  dirigida  contra  una  Municipalidad  sobre  ilega- 
lidad de  un  impuesto,  no  puede  llevarse  á  la  Jurisdicción  Na- 
cional por  la  razón  de  las  personas.  »  Limitación  que  deja 
justamente  á  salvo  la  razón  de  la  materia,  de  acuerdo  con  el 
fallo  antes  citado,  debiendo  también  advertirse  que  ni  aun  se 
trata  de  demanda  contra  la  Municipalidad,  sino  contra  un 
particular  que  puede  ó  no  haber  procedido  hasta  en  contraver- 
sion  de  las  mismas  disposiciones  de  esta. 

A  que  se  agrega,  como  se  espresa  en  el  mismo  fallo,  que  esa 
incompetencia  procede  de  no  tratarse  de  derechos  impuestos 
contra  la  Constittmon  Nacional  por  autoridades  encargadas 
de  legislar  sobre  esa  materia  en  las  Provincias,  sino  de  avan- 
ces que  se  dicen  cometidos  por  una  corporación  dependiente  de 
los  Poderes  de  la  Provincia  (como  lo  era  la  Municipalidad  de 
San  Fernando),  en  uso  de  las  facultades  que  sus  leyes  le  a^yuer- 
dan.  Mientras  que  en  el  caso  que  nos  ocupa  se  trata  todo  á  la 
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inversa,  de  derechos  que  se  dice  impuestos  contra  la  Constitu- 
ción, la  demanda  es  contra  nn  ciudadano  y  no  contra  la  Muni- 
cipalidad, esta  es  independiente  del  Poder  Ejecutivo,  no  está 
facultada  por  las  leyes  para  establecer  impuestos  que  salgan 
de  la  órbita  constitucional;  y  además  el  caso  no  podia  llevarse 
directamente  á  la  Suprema  Corte,  por  no  comprometerse  en  él 
la  Provincia. 

10.  Que  por  tanto,  es  efectivo  y  nada  contradictorio,  lo  que 
establece  también  en  ese  fallo  la  Suprema  Corte  que :  «  ni  las 
leyes  nacionales  atribuyen  á  los  Jueces  Federales  el  conoci- 
miento de  actos  administrativos  de  empleados  6  corporaciones 
de  las  provincias,  ijue  solo  pueden  ser  llevados  en  última  ins- 
tancia ante  la  Suprema  Corte,  se  verifica  el  caso  previsto  en 
el  inciso  2®  del  artículo  14  de  la  Ley  sobre  jurisdicción  y  com- 
petencia de  los  Tribunales  Nacionales  »,  pues  aqui  no  se  trata 
de  actos  administrativos  de  empleados  ó  corporaciones  de  las 
provincias,  sino,  como  se  ba  dicho,  de  actos  de  un  individuo  par- 
ticular que  se  dice  autorizado  para  un  cobro  que  con  razón  ó  sin 
ella,  se  reputa  inconstitucional,  en  pleito  con  un  estrangero. 
Quedando  de  esta  manera  bien  establecido  por  las  doctrinas 
de  la  Suprema  Corte,  el  deslinde  y  las  respectivas  atribuciones 
constitucionales  de  ambos  fueros. 

Por  estos  fundamentos,  declárase  competente  el  Juez  Na- 
cional en  esta  causa.    Repónganse. 

Fenelon  Zuviría. 


VISTA  DEL  SEftOR  PROCURADOR    GENERAL 

Suprema  Corte: 

Tanto  por  razón  de  las  cosas,  como  por  razón  de  las  perso- 
nas, el  conocimiento  de  esta  causa  corresponde  clara  y  noto- 
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riamente  á  la  Justicia  Federal,  pues  se  trata  de  derechos  de 
exportación  ó  de  tránsito  que  se  dice  impuestos  contra  el  te- 
nor espreso  de  las  disposiciones  bien  conocidas  de  la  Constitu- 
ción Nacional,  y  de  una  cuestión  entre  un  ciudadano  j  un  es- 
trangero. 

Es  por  tanto,  mi  opinión  que  debe  Y.  E.  confirmar  el  fun- 
dado fallo  del  Sr.  Juez  de  Sección. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  0apreina  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  26  de  1878. 

Vistos :  siendo  evidente  que  por  razón  de  las  personas  cor- 
responde el  conocimiento  de  esta  causa  á  los  Tribunales  Na- 
cionales, y  de  conformidad  con  lo  pedido  por  eí  señor  Procu- 
rador General  en  su  precedente  vista,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  veinte.  Katisfecbas  las  de  las  instancia  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA.— J.  DOMÍNGUEZ.— 
O.  LEGUlZAMOPf. 
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CAUSA  CIX. 


Tercería  escluyente  de  D^  Concepción  Cálvenlo  en  la  ejecución 
de  D.  Uemian  Schmill  contra  D.  José  V.  Rocha. 


Sumario.'^ Es  título  suficiente  para  comprobar  tercería  de 
dominio  sobre  muebles,  la  transferencia  judicial,  anterior  á  la 
ejecución,  he6ha  en  pago  de  una  deuda. 


Caso, — D*  Concepción  Cálvente  se  presentó  ante  el  Juez 
de  Sección  esponiendo:  Que  en  la  ejecución  seguida  por  D. 
Hermán  Schmill  contra  D.  José  Y.  Rocha,  se  había  embargado 
un  juego  de  muebles  de  comedor  que  existia  en  casa  de  Bocha; 
que  como  todo  el  menage  de  esa  casa  pertenecía  á  la  esponen- 
te,  según  se  acreditaba  en  autos  seguidos  ante  el  Juez  de  Pro- 
vincia Dr.  Areco,  interponía  tercería  de  oposición  escluyente, 
pidiendo  el  desembargo  de  dichos  muebles  y  la  condenación  en 
costas  al  ejecutante  á  quien  anteriormente  había  hecho  saber 
que  los  muebles  eran  suyos,  indicándole  donde  estaban  los  jus- 
tificativos. 

Que  según  consta  de  los  autos  seguidos  ante  el  Juez  de  Pro- 
vincia, la  esponente  demandó  á  Bocha  en  Junio  de  1876  por 
cantidad  de  pesos  que  le  adeudaba;  que  no  pagada  la  deuda, 
embargó  un  terreno  en  Flores  y  los  muebles  de  la  casa  del  deu- 
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dor,  todo  lo  que  se  le  adjudicó  en  pago,  ordenándose  por  el 
Juzgado  qne  se  estendiera  á  favor  de  la  esponente  la  correspon- 
diente escritura ;  que  por  entonces  esa  escritura  no  pudo  ha- 
cerse porque  el  Banco  habia  obtenido  contra  Bocha  una  inhibi- 
ción de  bienes;  que  levantada  después  esa  inhibición  respecto 
á  los  bienes  dados  en  pago  á  la  esponente  por  haber  reconocido 
el  apoderado  del  Banco  que  nada  tenia  que  objetar.  Bocha 
otorgó  el  correspondiente  título. 

Corrido  traslado  al  ejecutante,  este  contestó  que  aparte  de 
que  el  título  de  la  opositora  tenia  todos  los  vicios  de  una  simu- 
lación, no  le  daba  derecho  alguno  contra  terceros;  que  en  ese 
título  se  dice  que  á  consecuencia  de  un  crédito  de  150,000  ps. 
que  Bocha  le  adeudaba,  se  verificó  entre  deudor  y  acreedora 
una  transacción  que  el  Juzgado  aprobó  en  cuanto  hubiera  lu- 
gar por  derecho,  y  por  la  cual  dicha  señora  recibió  en  pago  un 
bien  raiz  y  todos  los  muebles  que  constituían  el  menaje  de 
la  casa  del  deudor;  que  esa  escritura  de  transacción  nada 
preuba, porque  los  contratos,  como  son  las  transaciones,  no  per- 
judican á  terceros  y  porque  los  bienes  muebles  no  se  trasmi- 
ten por  escritura  sino  por  la  tradición  que  no  ha  tenido  lugar 
en  este  caso;  que  el  que  posee  un  bien  mueble  tiene  la  presun- 
ción de  ser  su  dueño,  siendo  esta  presunción /um  el  de  jure 
que  no  tiene  mas  excepciones  que  la  cosa  haya  sido  perdida  ó 
robada.  Que  por  otra  parte  esos  muebles  fueron  comprados  al 
esponente  y  su  precio  no  habia  sido  pagado,  siendo  falso  por 
consiguiente  lo  que  Bocha  dice  en  la  escritura  de  que  fueron 
adquiridos  con  su  dinero;  que  en  el  caso  de  concurrencia  de 
créditos,  el  del  vendedor  por  el  precio  tiene  privilegio  que  solo 
cede  á  los  gastos  de  justicia  y  al  crédito  del  locador  en  algu- 
nos casos. 

Pidió  se  rechazara  con  costas  la  tercería. 

Después  de  llamados  autos  se  pidió  ad  effectum  videndi  el 
espediente  seguido  ante  la  jurisdicción  provincial  por  D*  Con- 
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oepcion  GalTento  contra  D.  José  Y.  Bocha,  y  traido  este  se 
diqtó  el 

Fallo  del   Jíues  de  Seeelon. 

Buenos  Aires,  Mayo  13  de  1878. 

T  vistos  estos  autos  sobre  tercería  de  oposición  escluyente 
iniciados  por  D*  Concepción  Cálvente  en  el  juicio  ejecutivo  se- 
guido por  D.  Lorenzo  Justiniano  Doyhenard  en  representación 
de  D.  Hermán  Schmill  contra  D.  José  V.  Bocha  y 

Considerando :  1°  Que  del  espediente  traido  ad  effectun  vi- 
dendi  del  Tribunal  de  Comercio,  para  ser  tenido  presente  al 
dictar  esta  resolución,  resulta  suficientemente  comprobada  la 
efectividad  del  dominio  de  la  tercera  opositora  D*^  Concep- 
ción Cálvente  en  los  bienes  embargados,  habiéndole  sido  trans- 
feridos por  el  ejecutado  en  pago  de  una  deuda  que  quedó  estin- 
guida  por  transacción  celebrada  por  las  partes  y  aprobada  de- 
bidamente por  auto  judicial  y  2^  que  en  su  consecuencia  el 
privilejio  del  ejecutante  no  puede  ser  ejercido  sobre  ellos,  se- 
gún lo  dispone  el  artículo  2°,  tít.  ^^  Lib.  4%  Sec.  2*,  Código 
Civil. 

Por  estas  consideraciones,  no  haciendo,  lugar  con  costas,  á 
las  pretenciones  de  Schmill,  fallo  mandando  se  levante  el  em- 
bargo trabado  en  dichos  muebles.    Hágase  saber  y  repóngase 

los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  S6  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  trece  ;   satisfechas  las  de  la  instancia  y 
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repuestos  los  sellos,  devaélyanse  los  autos,  así  oomo  los  traídos 
ad  effectum  videndi. 

i.  B.  G0R08TIAGA.  — J.  DOMIKGUEZ.  — 
O,  LEGUIZAMON.  — ULADI8LA0  FRÍAS. 


CAUSA    ex. 


D.  Anjel  Costa,  contra  D.  Eduardo  Guyot;  sobre  falsificación 

de  productos  patentados. 


Sumario. —  Es  compatible  la  existencia  simultánea  en  dos 
patentes  de  invención  aún  cuando  una  y  otra  se  reQeran  á  un 
producto  industrial  compuesto  de  las  mismas  materias  primas, 
cuando  el  privilegio  no  comprenda  en  ninguna  de  ellas  el  em- 
pleo de  materiales,  sino  el  procedimiento  especial  para,  por  su 
mezcla 7  disposición,  obtener  un  producto  industrial. 


Caso. — Don  A.njel  Costa,  se  presentó  ante  el  Juzgado  de 
Sección  de  Buenos  Aires^  esponiendo :  que  en  Marzo  de  1874, 
los   señores  Armaníno,  Costa  y  Ferrari,  obtuvieron  una  pa* 
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tente  de  invención  por  nu  sistema  especial  de  preparar  carbón 
artificial,  denominado  «Carbón  Misto».  Qne  posteriormente 
compró  el  invento  á  sus  asociados  qnedando  dneño  esclnsivo 
de  él. 

Que  en  momentos  que  preparaba  la  formación  de  nna  socie- 
dad anónima  para  dar  desarrollo  al  invento  se  veia  defrandado 
por  Don  Eduardo  Guyot,  que  habia  empezado  á  fabricar  el 
mismo  carbón  bajo  la  denominación  de  hidrófugo,  empleando 
iguales  elementos  y  el  mismo  procedimiento.  Que  por  tanto, 
y  reservándose  deducir  en  juicio  separado  la  correspondiente 
acción  de  daños  y  perjuicios,  pedia,  invocando  el  artículo  53  de 
la  ley  de  9  de  Noviembre  de  1866,  se  aplicase  al  falsificador  el 
máximun  de  la  pena  establecida  en  él,  la  pérdida  de  los  objetos 
falsificados  y  las  costas  del  juicio. 

Acompañó  á  la  demanda  la  patente  invocada  y  una  descrip- 
ción de  las  sustancias  de  que  se  compone  el  «Carbón  Misto»  y 
modo  de  haoerlo. 

Corrido  traslado  Don  Eduardo  Guyot;  contostó:  que  ha- 
biendo trascurrido  mas  de  dos  años  sin  que  Costa  hubiese 
puesto  en  práctica  lo  que  llama  su  invento,  habia  perdi- 
do todo  derecho  al  privilegio,  según  los  artículos  47  y  49 
de  la  ley  invocada  por  él ;  que  por  otra  parte  el  esponente 
nunca  ha  fabricado  ni  pretendido  fabricar  ni  imitar  el  carbón 
del  demandante  que  ni  aún  conoce.  Que  habiéndose  ocupado 
el  esponenie  de  mucho  tiempo  atrás  del  carbón  artificial  que  se 
fabrica  en  Europa,  trató  de  introducir  varias  innovaciones  que 
consideró  de  importancia  para  el  país  ;.  que  presentó  su  invento 
á  la  Oficina  de  Patentes  y  después  de  un  prolijo  examen  y  del 
informe  del  Procurador  de  la  Nación,  se  le  concedió  patente  de 
invención  por  10  años,  con  fecha  23  de  Agosto  de  1876,  por  su 
sistema  de  carbón  artificial  aglomerado,  con  la  denominación 
de  carbón  hidrófugo,  el  cual  solo  habia  fabricado  como  espe- 
riencia,  no  teniendo  todavía  una  fábrica  montada.   Que  tam- 
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bien  puede  alegar  la  excepción  de  cosa  juzgada  por  tribunal 
competente,  pues  si  su  sistema  fuera  una  imitación  del  de 
Costa,  la  oficina  le  habría  negado  patente. 

Pidió  se  rechazara  con  costas  la  acusación. 

Acompañó  á  la  contestación  la  patente  á  que  se  refiere  y  la 
descripción  del  modo  de  fabricación  del  carbón  hidrófugo. 

Fallo  del  Jíaes  de  Seeeion* 

Buenos  Aires,  Mayo  23  de  1878. 

Vistos  estos  autos,  iniciados  por  Don  Anjel  Costa,  contra  D. 
Eduardo  Guyot,  sobre  defraudación  de  sus  derechos  paten- 
tados para  la  fabricación  del  carbón  artificial  denominado 
cCarbon  Misto»  y-considerando:  1^  Que  la  demanda  se  fonda 
en  el  empleo  que  se  atribuye  al  demandado  Guyot,  de  los  mis- 
mos materiales  y  el  mismo  procedimiento  para  la  fabricación  de 
su  carbón  hidrófugo,  que  los  empleados  por  Costa  para  el  de- 
nominado «Carbón  Misto»  ;  2*^  Que  al  contestar  la  demanda 
Guyot  ha  presentado  también  patente  espedida  á  su  favor  para 
la  fabricación  del  carbón  hidrófugo,  alegando  además  que  Costa 
habia  dejado  caducar  la  suya  por  no  haber  esplotado  su  in- 
vento en  mas  de  dos  años,  de  acuerdo  al  articulo  47  de  la  ley 
de  Patentes  de  Invención ;  3""  Que  de  la  prueba  producida  re- 
sulta efectivamente  que  si  bien  Costa  no  ha  podido  dar 
desarrollo  en  gran  escala  á  su  industria,  han  continuado  espío- 
tándola  siempre  en  la  escala  que  le  ha  sido  posible;  4^  Que  con 
respecto  á  las  dos  patentes  exhibidas  por  las  partes  en  este 
juicio,  es  perfectamente  compatible  su  existencia  simultánea, 
pues,  aunque  se  refieren  una  y  otra  á  un  producto  industrial 
compuesto  de  las  mismas  materias  primas,  el  privilegio  acor- 
dado, como  se  deduce  claramente  de  sus  propios  términos,  no 
comprende,  en  ninguno  de  ellos,  el  empleo  de  materiales  sino 
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el  procedimiento  especial,  que  describe  cada  patentado  para  su 
mezcla  y  disposición;  5^  Que  esto  mismo  resulta  evidenciado 
de  los  informes  y  espediente  agregado  por  la  Oficina  de  Pa- 
tentes y  del  artículo  3^  de  la  ley  citada,  en  el  que  no  se  con- 

4 

sidera  nuevo  descubrimiento  el  empleo  de  ciertos  materiales, 
sino  la  aplicación  de  nuevos  medios  para  obtener  un  producto 
industrial  y  6^  que  no  se  ha  justificado  por  el  demandante  que 
el  demandado  haya  empleado  ,en  la  fabricación  del  carbón  hi- 
drófugo el  procedimiento  patentado  á  su  favor,  fallo  declarando 
subsistentes  y  válidas  las  dos  patentes  espedidas  á  favor  de 
Don  Eduardo  Guyot  y  Don  Anjel  Costa,  espedida  la  primera  en 
veinte  y  tres  de  Agosto  del  año  de  mil  ochocientos  setenta  y 
seis  y  la  segunda  en  diez  y  ocho  de  Noviembre  de  mil  ochocien- 
tos setenta  y  cuatro;  y  libre  al  primero  de  la  demanda  inter- 
puesta por  el  segundo  por  defraudación  de  sus  derechos,  con 
especial  condenación  en  costas,  de  acuerdo  al  artículo  51  de  la 
ley  citada. 

Hágase  saber  repónganse  los  sellos  y  devuélvanse  las  mues- 
tras remitidas  por  la  Oficina  de  Patentes. 

Andrés  Ugarríza. 

Fallo  de  la  Saprema  Oórte. 

Baeoos  Aires,  Octabre  31  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  ciento  cincuenta  y  cinco.  Satisfechas 
aquellas,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTUGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 
O.  LEGinZAMON. — ULADISLAO  FRÍAS. 
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CAUSA     CXI. 


Z).  José  L.  Pérez  contra  D.  Santiago  J.  FuneSy  sobre  infraeeion 

de  la  ley  nacional  de  elecciones. 


Sumario.  —  En  las  causas  por  infracción  de  la  ley  de  elec- 
ciones debe  procederse  breve  y  sumariamentei  absolviéndose 
al  acusado  si  no  resultan  justificados  los  cargos  que  fundan  la 
acusación. 


Caso.  —  El  caso  está  espuesto  en  el  siguiente 


Fallo  del  #aes  Seeelonal* 

San  Luis,  Marzo  20  de  1878. 

Vistos  estos  autos  en  que  D.  José  L.  Pérez  acusó  á  D.  San« 
tiago  Funes,  Presidente  de  la  Junta  Calificadora  del  tercer 
Departamento  de  esta  ciudad  por  las  siguientes  infracciones  de 
la  ley  nacional  de  elecciones :  1^  Haber  obstado  á  que  los  ciu- 
dadanos se  habilitasen  para  ejercer  el  derecho  del  sufragio  en 
las  elecciones  populares,  ya  amenazándolos  porque  concurrían 
á  la  calificación,  ya  negándose  á  inscribirlos  en  el  Registro 
Cívico,  so  protesto  de  no  tener  boletos,  y  2^  haber  reunido  la 
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Junta  Calificadora  en  el  Juzgado  de  Alzada  en  vez  de  hacerlo 
en  la  parroquia  del  Departamento. 

Y  considerando :  1®  Que  se  encuentra  plenamente  acredita- 
do por  las  declaraciones  de  los  testigos  D.  Gabriel  Domínguez, 
D.  Alberto  Moreira,  D.  Justo  Igarzabal,  D.  Issac  Cabrera,  D. 
Hipólito  Fiñeiro,  D.  José  Buiz,  D.  Albino  Domínguez,  Dr.  D. 
Jacinto  Videla  y,  D.  Victor  Lucero,  que  dicho  señor  Funes 
amenazó  el  1°  de  Diciembre  del  año  próximo  pasado  á  los  ve- 
cinos del  Partido  de  la  Funilla  porque  concurrieron  á  inscri- 
birse en  el  Registro  Cívico. 

2^  Que  está  también  probado  por  las  declaraciones  de  los 
testigos  anteriormente  nombrados,  con  escepcion  de  D.  Albino 
Domiguez,  que  el  mismo  señor  Funes  recorrió  el  Partido  de  la 
Funilla  cohechando  á  los  ciudadanos  con  promesas  á  nombre 
del  Grobierno  para  que  se  inscribiesen  con  un  ñn  político  deter- 
minado, ó  en  caso  contrario  amenazándolos,  llegando  hasta  de- 
cirles que  si  no  se  prestaban  á  sus  exigencias  serian  remitidos  á 
las  fronteras,  según  lo  espresa  el  testigo  Dr.  Yidela. 

3f*  Que  resulta  además  acreditado  por  las  declaraciones  de 
D.  Gabriel  Domínguez,  D.  Justo  Igarzabal,  D.  Hipólito  Pinero, 
D.  José  Ríos,  y  D,  Victor  Lucero,  que  Funes  el  9  de  Diciem- 
bre ya  citado,  habiendo  concurrido  á  inscribirse  á  la  capital  de 
su  Departamento,  dos  diversos  partidos  políticos,  inñrió  ame- 
nazas á  los  que  no  pertenecían  al  en  que  él  se  encontraba 
afiliado. 

'  i^  Que  todos  estos  hechos  llevados  á  cabo  por  el  Juez  Gó- 
mez, Presidente  de  la  Junta  Calificadora,  importa  una  flagrante 
violación  de  la  ley  de  elecciones ;  porque  garantiendo  esta  la 
libertad  del  sufragio,  base  en  que  descansa  nuestro  sistema 
político,  y  penando  á  los  que  contra  ella  atontan,  no  pueden 
considerarse  exento  de  responsabilidad  á  los  que  impidan  la 
libertad  de  la  inscripción  que  es  una  condición  indispensable 
para  el  juicio  de  aquel  derecho. 
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5^  Qne  se  encuentra  acreditado  por  las  declaraciones  de  los 
testigos  nombrados  en  el  primer  considerando  qne  Funes  se 
negó  á  íiiscribir  el  dos  de  Diciembre  ppdo.  á  los  vecinos  de  la 
Punilla,  diciéndoles  que  no  tenía  boletos  para  hacerlo. 

6^  Que  no  habiendo  Funes  justificado  este  hecho  dentro  del. 
término  de  prueba,  queda  subsistente  el  cargo  que  le  resulta 
de  haberse  negado  á  inscribir  á  dicho  ciudadano ;  porque  si  el 
Gobierno  de  la  ProTincia  mandó  abrir  el  registro  cívico,  existe 
la  presunción  legal  de  que  proporcionó  á  las  Juntas  Califica- 
doras los  elementos  indispensables  para  desempeñar  su  come- 
tido, siendo  uno  de  ellos  las  boletas  de  inscripción. 

1^  Que  está  comprobado  por  él  informe  del  señor  Vicario 
Foráneo  de  esta  provincia,  corriente  á  f.  111,  por  la  confesión  de 
Funes  en  su  escrito  de  defensa  j  por  otras  constancias  del  pro- 
ceso que  la  Parroquia  del  tercer  departamento,  es  la  iglesia 
que  se  encuentra  en  la  Villa  del  Morro;  j  por  el  informe  del 
señor  Gobernador  de  la  Provincia,  corriente  de  f.  109  á  f.  110 
que  dicho  departamento  está  dividido  en  dos  secciones  electora- 
les, una  con  su  capital  en  el  Morro  j  la  otra  en  Villa  de  Mer- 
cedes. 

8^  Que  el  mismo  Funes  confiesa  y  lo  afirman  además  va- 
rios testigos  que  el  primer  dia  de  inscripción  funcionó  la  Junta 
Calificadora  en  el  Juzgado  de  Alzada  en  vez  de  hacerlo  en  la 
Parroquia,  agregando  Funes  que  esto  mismo  sucedió  en  otro 
dia  de  inscripción. 

9^  Que  este  hecho  importa  una  infracción  manifiesta  de  lo 
dispuesto  por  el  artículo  4^  de  la  ley  de  elecciones. 

10.  Que  Funes  no  ha  acreditado  lo  que  en  descargo  de  tal 
falta  espuso  en  su  escrito  de  defensa. 

Por  estas  consideraciones,  declaro  que  D.  José  L.  Pérez,  ha 

probado  la  acusación  deducida  contra  D.  Santiago  Funes  por 

Infracciones  que  quedan  mencionadas  «de  la  ley  nacional  de 

elecciones,  imponiéndose  en  conveniencia  á  este  último,  de  con- 

T.  XI.  28 
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formidad  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  69  de  dicha  ley,  la  multa 
de  doscientos  pesos  fuo'rtes  que  se  destinarán  al  fondo  de  es- 
cuela de  esta  Provincia  ó  en  su  defectii  un  mes  de  prisión,  con- 
denándosele además  especialmente  en  las  costas  del  juicio. 
Hágase  saber,  repónganse  los  sellos,  notifiquese  con  el  original 
y  en  oportunidad  archívese. 

Juan  de  Arredondo. 

VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Suprema  Corte : 

Este  voluminoso  espediente  se  ha  formado  con  motivo  de  la 
acusación  que  formuló  D.  José  L.  Pérez  contra  D.  Santiago 
J.  Funes,  vecinos  ambos  de  San  Luis,  por  infracción  á  algunas 
de  las  disposiciones  de  la  ley  electoral . 

Pendientes  estas  largas  tramitaciones,  ha  fallecido  el  Juez  de 
Sección,  y  el  acusador  ha  desertado  la  apelación. 

El  artículo  17  de  la  ley  16  de  Octubre  ppdo.  previene  que  el 
Juez  Nacional  conozca  breve  j  sumariamente  de  las  infracciones 
cometidas  con  respecto  á  la  misma  ley.  El  artículo  10  previene 
también  que  dicho  Juez  Nacional  proceda  breve  y  sumariamente. 

El  procedimiento  del  Juzgado  de  San  Luis,  al  dar  lugar  á  la 
formación  de  este  abultado  espediente,  ha  sido  por  tanto,  abu- 
sivo ;  si  bien,  no  basta  á  fundar  el  recurso  de  nulidad  que  con- 
juntamente con  el  de  apelación  ha  deducido  el  acusado. 

Tres  son  los  capítulos  en  que  se  ha  basado  esta  acusación :  1® 
haber  colocado  el  Juez  de  Alzada,  D.  S.  Funes,  la  mesa  para 
la  inscripción  en  el  Juzgado,  debiendo  haberla  colocado  en  el 
atrio  de  la  iglesia ;  2°  no  haber  dado  boletos ;  3°  haber  amena- 
*  zado  á  los  que  no  pertenecían  á  su  partido  con  el  objeto  de  que 
no  se  inscribieran.  Solare  este  último  punto  debe  notarse  que 
no  se  determina  con  precisión  en  qué  han  insistido  estas  ame- 
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Bazas.  Ningano  de  estos  diversos  capítulos  tiene  pena  deter* 
minada  en  la  ley  de  elecciones. 

Del  tenor  del  artículo  69  y  del  espíritu  de  la  ley  en  general 
se  deduce  sin  embargo,  que  son  actos  punibles,  por  cuanto  se 
dirigen  á  coartar  la  libertad  del  ciudadano,  poniendo  obstáculos 
al  ejercicio  de  uno  de  sus  mas  augustos  derechos. 

Las  penas  con  que  la  ley  en  esta  ocasión  castiga  i  los  que 
infringen  sus  disposiciones,  se  limitan  á  multas  de  20  ¿  2D0 
pesos  fuertes,  y  en  su  defecto,  prisión  de  uno  á  dos  n^eses.  Solo 
el  inciso  2^  del  artículo  29  autoriza  á  la  mesa  para  ordenar  el 
arresto  de  los  que  cometan  alguna  irregularidad  ó  engaño  en 
el  acto  de  la  elección,  es  decir,  infraganti. 

La  prisión  de  30  dias  impuesta  al  acusado  por  infracciones 
no  especificadas  en  la  ley,  y  que  en  ningún  caso  tendrían  la 
pena  de  prisión  sino  subsidiaria,  es  por  consiguiente  abusira 
también,  si  bien  no  es  bastante  tampoco  para  anular  todo  lo 
obrado,  según  se  pretende. 

Ano  haber  fallecido  el  Juez  de  San  Luis,  pedirla  á  Y.  E.  le 
hiciera  observar  la  irregularidad  de  su  procedimiento,  tanto  en 
la  formación  del  sumario,  como  en  el  hecho  de  haberle  princi- 
piado por  posiciones. 

Pasando  ahora  á  juzgar  del  mérito  de  la  apelación  deducida, 
délo  espuesto  {deducirá  Y.  E.  sin  violencia  que  la  encuentro 
fundada. 

El  acusado  ha  sido,  á  mi  juicio,  deficientemente  castigado 
con  los  17  dias  de  prisión  que  ha  sufrido,  y  lo  será  todavía  mas 
con  el  pago  de  las  costas  causadas  por  su  parte,  cuyo  importe 
no  ha  de  ser  conferido  probablemente  á  las  multas  de  la  ley. 

En  cuanto  á  las  costas  por  el  acusado,  justo  es  que  sean  á  su 
cargo,  por  haber  contribuido  á  torcer  el  procedimiento  breve 
y  sumario  de  este  género  de  causas  convirtiéndole  en  un  verda- 
dero proceso  criminal. 

Eduardo  Costa. 


I 
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Fallo  de  1»  Soprem»  Corte* 

Buenos  Aires,  Octubre  31  de  1878. 

Vistos  7  considerando:  Primero.  Que  el  cargo  de  amenazas 
dirijidas  por  el  acusado  Santiago  Funes  &  los  ciudadanos  que 
concurrieron  á  inscribirse  en  la  Sección  Electoral  del  tercer 
Departamento  de  la  Provincia  de  San  Luis,  en  los  dias  primero 
y  nueye  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete»  si 
bien  resulta  probado  por  las  declaraciones  de  los  testigos  há- 
biles y  presenciales  de  fojas  ochenta  y  siete,  ochenta  y  nueye, 
vuelta,  ochenta  y  ocho  y  ochenta  y  ocho  vuelta,  aparece  negado 
por  el  acusado  y  contradicho  por  la  declaración  de  los  testigos 
presenciales  corrientes  de  foja  cien  á  ciento  tres. 

Segundo.  Que  aun  suponiendo  que  las  referidas  amenazas 
se  hallasen  probadas,  ellas  son  vagas  é  indeterminadas,  y  por 
consecuencia  insuficientes  para  constituir  la  intimidación,  que 
con  arreglo  á  derecho  suprime  la  libertad  de  los  agentes  y 
afecta  la  validez  de  sus  actos. 

Tercero.  Que  el  cargo  de  negativa  de  boletas  para  la  inscrip- 
ción, formulado  contra  el  acusado,  no  puede  serle  imputable 
como  una  violación  de  la  ley  de  Elecciones,  desde  que  consta 
del  informe  del  Gobernador  de  la  Provincia  de  San  Luis  cor- 
riente i  foja  ciento  noventa  y  siete,  que  no  habia  sido  provisto 
de  dichas  boletas  para  la  inscripción  de  que  se  trataba,  por  el 
Ministro  del  Interior  á  quien  incumbía  este  hecho,  con  arreglo 
al  artículo  diez  y  ocho  de  la  referida  ley. 

Cuarto.  Que  el  tercer  cargo  hecho  al  acusado,  por  haber 
instalado  la  junta  calificadora  en  el  Juzgado  de  Alzadas  del 
Departamento,  en  vez  de  hacerlo  en  la  Parroquia,  no  constitu- 
ye tampoco  una  violación  de  la  ley  de  Elecciones,  desde  que 
esta  misma  autoriza  por  su  articulo  cuarto,  hacer  lo  uno  en  de- 
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fecto  de  lo  otro,  designando  por  el  mismo  hecho  el  juzgado  de 
Faz  6  territorial  superior  dbmo  un  lugar  hábil  para  hacer  la 
inscripción  de  los  ciudadanos. 

Quinto.  7  finalmente,  que  el  inferior  ha  debido  proceder  en 
este  asunto,  breve  y  sumariamente,  con  arreglo  &  los  artículos 
diez  y  setenta  y  uno  de  la  ley  de  elecciones  de  diez  y  seis  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  sin  ocasionar  á  las 
partes  las  molestias  y  erogaciones  que  son  consiguientes  á  un 
juicio  ordinario,  como  es  el  que  ha  seguido. 

Por  estas  consideraciones,  y  de  acuerdo  con  lo  espuesto  y 
pedido  por  el  señor  Procurador  General,  se  revoca  el  auto  ape- 
lado de  foja  ciento  diez  y  siete,  debiendo  cancelarse  gratis  la 
fianza  otorgada  por  el  acusado  en  5  de  Enero  del  corriente  año. 

Satisfechas  las  costas  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

J.   B.   GOHOSTIAGA.  —  J.   DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
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CAUSA    CXII, 


Donjuán  de  Dios  Álvarez,  en  tercería  de  dominio,  contra  la 
^ejecución  de  Don  Javier  Baca^  con  Don  Enrique  Schade. 


Sumario. — La  compra  de  bienes  muebles,  sin  la  tradición  de 
los  mismos,  no  es  título  bastante  para  transferir  su  dominio  en 
el  comprador. 

El  caso  se  comprende  por  el 


Fallo  del  JTaez  Seeeioii»l* 

San  Juan,  Junio  38  de  1878. 

Vistos :  entre  Don  Juan  de  Dios  Alvarez,  Don  Javier  Baca  y 
Don  Enrique  Schade^  en  tercería  de  dominio  sobre  los  bienes 
muebles  que  le  fueron  embargados  al  último  en  virtud  de  eje- 
cución promovida  por  el  señor  Baca,  con  lo  alegado  por  las 
partes,  mérito  de  los  autos  y  considerando  especialmente : 

1^  Que  el  tercer  opositor  41^&i^6z,  funda  su  demanda  de  ter- 
cería de  dominio  sobre  los  muebles  embargados  al  deudor 
Scbade,  en  el  contrato  firmado  de  compra-venta,  corriente  á 
foja  i^,  en  el  cual  figuran  como  vendedor  por  Scbade  &  Alvarez 
en  veinte  y  ocho  de  Febrero  del  corriente  año  la  mayor  parte  de 
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los  bienes  muebles  que  con  posterioridad  á  esta  fecha  fueron 
embargados  al  primero,  en  virtud  de  ejecución,  que  por  cobro 
de  pesos  le  ha  promovido  Don  Javier  Baca. 

^  Que  por  los  términos  del  artículo  segundo  del  referido 
contrato,  Schade,  vendedor,  so  dá  por  recibido  del  precio  cuya 
suma  no  se  espresa,  con  unos  documentos  que  Alvarez  dice  te- 
ner en  su  poder  contra  Schade,  y  por  el  artículo  tercero^  este 
se  obliga  á  entregar  al  comprador  los  muebles  vendidos  el  pri- 
mero de  Setiembre  próximo,  á  mas  tardar. 

3®  Que  un  contrato  de  compra- venta  en  tales  términos,  sin 
que  se  haya  alegado  el  acto  de  la  tradición  de  la  cosa  vendida, 
no  es  por  derecho  un  título  legal  de  dominio  para  el  compra- 
dor, de  conformidad  á  lo  establecido  en  el  artículo  cuarto^  tí- 
tulo sétimo^  sección  primera,  libro  segundo^  Código  CiviL 

Por  estas  consideraciones : 

Fallo  definitivamente  juzgando,  y  declaro,  no  haciendo  lugar 
á  la  tercería  de  dominio  interpuesta,  con  costas. 

Hágase  saber  y  repóngase  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 


F»llo  de  1»  Saprent»  Certe 

Buenos  Aires,  Octubre  31  de  1878. 

Yistos  por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado  de 
foja  diez,  con  costas,  y  satisfechas  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvase. 

J.  B.  GOROSTUGA. —  J.  DOMÍN- 
GUEZ. —  O.  LEGUIZAMON.  — 
ULADISLAO  frías. 
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CAUSA    CXIII, 


Don  Camib  Aldao,  contra  Don  Carlos  Saguier;  sobre  división 
de  condominio  y  subsistencia  de  hipoteca. 


Sumario.— l^  La  hipoteca  vuelve  á  subsistir,  si  su  chance- 
lación ha  sido  hecha  en  virtud  de  la  entrega  del  bien  hipote- 
cado, que  venga  á  ser  declarado  sin  efecto. 

2®  El  condómino  que  ha  hipotecado  válidamente  tod  a  la  cosa 
común,  no  puede  entregarla  en  pago  sin  el  consentimiento  del 
otro  condómino. 

3®  Ejecutándose  el  crédito  hipotecario,  el  derecho  del  acree- 
dor se  limita  á  seguir  la  ejecución  sobre  la  cosa  común  hipo- 
tecada. 

4^  Si  esta  se  vende  en  remate,  elexcedente  que  resultase, 
pagada  la  deuda  hipotecaria,  corresponde  á  los  condóminos  por 
mitad. 

5^  El  condómino  que  no  intervino  en  la  constitución  de  la 
hipoteca  tiene  á  salvo  sus  derechos  personales  que  pueden  cor- 
responderle  con  motivo  de  la  misma. 


Caso. — Don  Nicasio  Oroño,  compró  en  1854  en  su  solo  nom- 
bre un  terreno  en  el  Rosario,  y  lo  hipotecó  con  otros  en  30  de 
Marzo  de  1874  á  favor  de  Don  Garlos  Saguier. 
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Yencido  el  término,  Sagnier  ejecutó  á  Oroño  ante  los  Tri- 
bunales de  Provincia. 

Al  mismo  tiempo,  en  1875  Don  Camilo  Aldao,  demandó  á  D. 
Nicasio  Oroño,  ante  los  Tribunales  Nacionales  para  ser  decla- 
rado condómino  del  mencionado  terreno,  y  obtener  su  división. 

Esta  demanda  fué  resuelta  favorablemente  á  Aldao,  declarán- 
dose que  era  condómino  y  tenia  derecho  ¿  pedir  la  división  del 
terreno. 

Con  esta  sentencia^  Aldao  se  presentó  en  la  ejecución  de 
Saguier  contra  Oroño,  y  dedujo  tercería  de  dominio  por  la 
mitad  del  terreno,  diciendo  ser  nula  la  hipoteca  constituida  á 
favor  de  Saguier. 

La  tercería  fué  rechazada  en  todas  las  instancias,  y  se  mandó 
llevar  adelante  la  ejecución. 

Oroño  propuso  en  el  juicio  ejecutivo,  y  Saguier  aceptó,  la 
adjudicación  de  los  terrenos  hipotecados  en  pago  del  crédito,  se 
otorgó  la  escritura  de  adjudicación  en  15  de  Marzo  de  1878  y 
se  cháncelo  la  hipoteca. 

En  Junio  del  mismo  año,  Aldao  pidió  al  Juez  de  Sección  se 
cumpliera  la  sentencia  que  le  declaraba  con  derecho  á  la  divi- 
sión del  terreno  con  intervención  de  Don  Carlos  Saguier  á 
quien  Oroño  habia  trasmitido  la  propiedad  que  tenia  en  el 
mismo. 

Saguier  se  opuso,  alegando  que  él  era  propietario  de  todo  el 
terreno  por  la  dación  in  solutum  hecha  por  Oroño,  quien  lo  ha- 
bia hipotecado  válidamente  y  habia  podido  chancelar  la  hipo- 
teca con  la  entrega  de  él. 

F»lle  del  JToes  Seeeien»! 

Rosario,  Julio  S6  de  1878. 

Vistos  estos  Autos  seguidos  contra  Don  Camilo  Aldao  y  Don 
Carlos  Saguier  por  sus  respectivos  apoderados,  solicitando  el 
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primero  se  ejecute  la  sentencia  de  este  Tribunal  por  la  que  se 
reputaba  condómino  con  Don  Nicasio  Oroño,  en  el-  fundo  á  que 
ella  se  refería,  á  lo  que  se  opone  Don  Carlos  Saguier,  alegando 
en  su  favor  sentencias  ejecutoriadas  de  fecha  posterior  á  aquella, 
por  las  cuales  se  le  declaraba  con  derecho  para  llevar  adelante 
la  ejecución,  que  fundada  en  un  documento  hipotecario,  habia 
iniciado  sobre  dicho  terreno : 

T  considerando :  1  ^  Que  el  litis  que  se  siguió  ante  este  Tri- 
bunal sobre  condominio  en  la  propiedad  motivo  de  este  juicio, 
fué  entre  Don  Camilo  Aldap  y  Don  Nicasio  Oroño,  resolvién- 
dose que  eran  condóminos ;  mientras  que  el  pleito  que  se  si- 
guió y  falló  en  los  Tribunales  de  Provincia  con  fecha  poste- 
rior, fué  entre  Aldao  como  tercerista  y  Don  Carlos  Saguier 
como  ejecutante,  declarándose  por  esas  sentencias  que  el  úl- 
timo tenia  perfecto  derecho  para  continuar  la  ejecución  trabada 
sobre  dicho  terreno  aún  en  el  supuesto  del  condominio  decla- 
rado por  la  sentencia  del  Tribunal  Federal ;  lo  que  no  importa 
una  contradicción  con  ella,  sino  una  resolución  distinta  fun- 
dada bien  ó  mal  en  diferentes  motivos,  siendo  uno  de  ellos  el 
consentimiento  probado  que  prestó  Don  Camilo  Aldao  para  que 
la  escritura  del  terreno  se  otorgase  bajo  el  nombre  solo  de  su 
condómino  Don  Nicasio  Oroño ;  debiendo  por  tanto  aceptar 
todas  las  consecuencias  emanadas  de  esa  voluntad  según  se  vé 
por  las  copias  testimoniadas  que  se  han  acompañado. 

2^  Que  en  tal  concepto^  no  ha  habido  contradicción  en  las 
partes  resolutorias  de  los  distintos  fallos  Provincial  y  Nacio- 
nal, pues  para  que  la  hubiese,  habría  sido  menester  que  en  los 
Tribunales  de  Provincia  los  mismos  contendientes  Aldao  y 
Oroño  hubiesen  litigado  como  en  el  Nacional,  el  condominio, 
y  allí  se  hubiera  resuelto  que  no  eran  condóminos,  lo  que  no 
ha  sucedido,  sino  que,  aún  siéndolo,  debia  llevarse  adelante  la 
ejecución  iniciada  por  Saguier,  cosa  completan^nte  distinta, 
sin  que  á  esto  se  oponga  que  uno  y  otro  Tribunal  hubiesen 
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asreciado  de  distinta  manera  el  yalor  jurídico  del  documento 
6  escritura  de  compra  del  terreno  qne  basaba  el  condominio. 

3®  Qne  no  puede  decirse  que  haya  contradicción  en  dos  re- 
soluciones, cuando  por  una  de  ellas  se  reconozca  un  perfecto 
derecho,  como  se  reconoció  el  condominio  á  Aldao  por  la  del 
Juzgado  Federal,  y  por  la  otra  se  reconozca  un  derecho  distinto 
como  lo  hizo  la  del  Tribunal  de  Provincia  á  Saguier  para  llevar 
adelante  su  ejecución,  lo  que*  puede  suceder  siendo  ambas  sen- 
tencias arregladas  á  la  ley ;  pues  una  doctrina  contraria  ven- 
dría á  establecer  que  los  derechos  acordados  por  una  resolución 
judicial  son  perpetuamente  inalterables  ó  inmodifícables,  sean 
cuales  fuesen  los  motivos  estraños  ó  posteriores  que  pudieran 
modificarlos  y  aún  anularlos,  por  ser  emanados  de  la  misma 
persona  jurídica  favorecida  por  la  sentencia. 

4^  Que  establecidos  estos  antecedentes ;  solo  resta  conside- 
rar^ cuales  fueron  los  derechos  que  la  cosa  juzgada  posterior- 
mente en  el  fuero  provincial,  acordó  á  Saguier  sobre  la  pro- 
piedad común  en  su  pleito  con  Aldao,  y  que  hoy  están  en  tela 
de  juicio  ante  el  Tribunal  Nacional ;  pues  ellos  tienen  que  ser 
respetados  por  él  según  los  principios  de  derecho  constitucional 
que  nos  rije  y  diversos  fallos  de  la  Suprema  Corte,  como  á  su 
vez  deberían  respetarse  los  que  acordase  la  justicia  nacional 
en  su  respectiva  esfera. 

5^  Que  esos  derechos  declarados  á  favor  de  Saguier  se  limi- 
tan á  seguir  la  ejecución  en  la  cosa  hipotecada  para  realizar 
su  crédito;  sin  haber  acordado  empero  á  Oroño,  la  facultad  de 
darlos  ó  venderlos  en  venta  privada  al  ejecutante  en  pago  de 
su  deuda ;  pues  que  según  el  valor  que  tuviese  el  fundo  vin- 
culado con  relación  á  la  deuda  que  lo  grava,  pudiera  tal  vez 
dejar  un  excedente  de  valor  después  de  la  ejecución,  partible 
por  mitad  entre  ambos  comuneros  declarados  tales  por  el  Juz- 
gado Nacional,  siendo  solo  un  propietario  absoluto  el  que  tiene 
facultad  de  dar  en  pago  la  cosa  vinculada. 
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6^  Que  la  demanda  actual  pidiendo  la  división  de  la  cosa 
que  se  declaró  común,  si  fuese  atendida,  Tendría  á  anular  las 
sentencias  posteriores  y  ejecutoriadas  de  los  Tribunales  de 
ProTincia,  reconocidos  competentes  por  el  mismo  demandante  y 
ante  los  cuales  ocurrió  aceptando  su  jurisdicción,  y  como  es  con- 
siguiente, con  el  propósito  de  subordinarse  ¿  sus  fallos  favora- 
rables  ó  adversos,  pues  no  sería  lícito  que  buscase  el  provecho 
de  los  primeros  y  rechazase  los  sef^undos,  contrariando  las  re- 
glas fundamentales  del  derecho  y  de  la  igualdad  ante  la  ley. 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  á  la  demanda;  deján- 
dose á  salvo  los  derechos  del  demandante  sobre  la  mitad  del 
excedente  que  pudiera  resultar,  pagada  la  deuda  hipotecaria  de 
la  venta  en  remate  público  que  se  ordenó  judicialmente  de  la 
propiedad  vinculada  y  comunera,  como  también  los  derechos 
personales  que  con  motivo  del  vínculo  hipotecario  pudieron 
corresponderle  contra  alguno ;  todo  ello  de  acuerdo  con  lo  an- 
tes resuelto  por  el  Tribunal  Nacional  en  favor  de  Aldao  y  por 
el  de  la  Provincia  en  favor  de  Saguier.  Repónganse. 

Fenelon  Zuvtrla. 

Las  dos  partes  apelaron,  Saguier  para  que  se  mantuviera  la 
dación  en  pago,  y  Aldao  para  que  se  le  entregara  la  mitad  del 
terreno  ó  su  valor,  alegando  que  la  hipoteca  de  Saguier  se  ha- 
bia  estinguido  por  haber  sido  chancelada,  y  porque  Oroño  no 
habia  podido  hacer  la  entrega  del  todo  por  haber  sido  de- 
clarado dueño  solo  de  la  mitad. 


Fallo  de  1»  Saprem»  Oérte. 

Buenos  Aires,  Octubre  31  del  1878. 
Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado 
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de  foja  cuarenta  y  cuatro.   Satisfechas  las  costas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTUGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGUIZAMON.  —  ULADI8LA0  FRUS. 


CAUSA     CXIT. 


D.  Dougald  Wackman  contra  D.  Guillermo  Matti,  por  cobro  de 

salarios. 


Sumario.  — Cuando  el  actor  prueba  suficientemente  su  ac- 
ción, el  demandado  debe  ser  condenado. 


Caso.  — En  5  de  Febrero  del  año  1878,  D.  Dougald  Wackman 
espuso  ante  el  Juez  de  Sección  en  Buenos  Aires,  que  D.  Qui- 
Uermo  Matti,  propietario  del  vapor  cRio  Uruguay»  le  era  deu- 
dor de  710  ps.  por  sueldos  como  primer  maquinista  del  buque, 
formándose  dicha  suma  de  dos  saldos  de  30  fts.  cada  uno  cor- 
respondientes i  los  meses  de  Diciembre  de  1876  y  Enero  de 
1877  y  además  del  sueldo  de  Febrero  inclusive  hasta  el  30  de 
Junio  del  77  á  razón  de  130  fuertes  orO|  mensuales. 
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Que  no  habiendo  podido  obtener  el  pago  *de  dicha  suma,  se 
veia  en  el  caso  de  demandar  al  deudor,  y  pidió  que  fuese  con- 
denado al  pago  con  los  intereses  y  las  costas. 

Corrido  traslado,  D.  Eugenio  Mirey  por  Matti  contestó  que 
solo  se  debia  al  actor  algunos  dias  de  sueldo  del  mes  de*  Fe- 
brero hasta  el  18  ó  20  en  que  fué  embargado  y  desarmado  el 
buque.  Que  en  cuanto  á  los  meses  anteriores,  nada  se  le  debia 
y  aun  cuando  se  le  debiera  el  saldo  que  reclama,  estarla  ya 
proscripto  con  arreglo  al  artículo  1006  del  Código  de  Comercio. 

Pidió  se  rechazara  con  costas  la  demanda. 

Con  la  prueba  producida  se  dictó  este 


F»lle  del  JTuez  de  Seeelon* 

Baenos  Aires,  Junio  12  de  1878. 

Vistos  los  autos  seguidos  por  D.  Dougald  Walckman  contra 
D.  Guillermo  Matti,  sobre  cobro  de  sueldos  como  primer  ma- 
quinista del  vapor  «Rio  Uruguay»,  y  de  que  resulta  : 

1**  Que  con  fecha  cinco  de  Febrero  de  1878,  D.  Dougald 
Walckman  interpuso  demanda  para  cobrar  setecientos  pesos 
fuertes  oro,  por  sueldos  de  primer  maquinista  del  vapor  «Rio 
Uruguay»  á  razón  de  ciento  treinta  pesos  mensuales,  del  mo- 
do siguiente:  I""  treinta  pesos  fuertes  oro,  que  se  le  adeudaban 
del  mes  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis ;  2^ 
treinta  pesos  fuertes  mas  del  mes  de  Enero  del  setenta  y  siete ; 
3°  y  el  resto  desde  F,ebrero  hasta  el  treinta  de  Junio,  en  que 
dejó  de  prestar  sus  servicios. 

2"*  D.  Guillermo  Matti,  contesta  á  f.  4  que  solo  se  le  deben 
algunos  dias  de  sueldos,  esto  es,  desde  Febrero  hasta  que  fué 
desarmado  el  buque,  que  lo  fué  el  diez  y  ocho  ó  veinte  del 
mismo,  que  de  los  meses  de  Diciembre  y  Enero  que  cobra  nada 
se  le  debe,  y  aun  cuando  se  le  debiera  está  prescrita  la  deuda. 
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3®  Que  recibida  la  cansa  á  prueba  á  f .  7  se  ha  producido  por 
el  demandante  la  que  sigue : 

1°  La  orden  de  D.  Quillermo  Matti  á  f .  13  para  que  permita 
sacar  el  carbón,  Abril  19  de  1877  ;  reconocida  en  la  séptima 
posición  de  f.  14;  2**  posiciones  de  f.  14;  3**  la  prueba  testimo- 
nial de  fs.  32  á  35,  7  por  parte  del  demandado :  1^  La  prueba 
testimonial  de  f .  22;  2"*  las  posiciones  de  f .  23  7 

Considerando:  1^  Que  la  demanda  entablada  por  Walckman, 

combrando  sueldos  como  primer  maquinista  del  «Rio  Uru- 

< 

guay»  y  dos  saldos  de  treinta  pesos  fuertes,  perteneciente 
1**  á  sus  sueldos  del  mes  de  Diciembre  de  1876,  y  el  segundo  á 
Enero  de  1877  ha  sido  instaurada  con  fecha  5  de  Febrero 
de  1878. 

2°  Que  D.  Guillermo  Matti,  absolviendo  la  tercera  posición 
de  f.  14,  reconoce  haber  quedado  debiendo  solo  treinta  pesos 
fuertes  de  los  dos  sueldos  que  se  le  cobran,  alegando  ademas  la 
excepción  de  prescripción  de  deuda,  de  conformidad  al  inciso  5, 
del  artículo  1006  del  Código  de  Comercio. 

3°  Que  igualmente  confiesa  estar  debiendo  los  sueldos  cor- 
respondientes áWalckman,  hasta  la  fecha,  en  que  por  orden  ju- 
dicial se  practicó  el  embargo  del  vapor  «Kio  Uruguay»,  que 
según  el  espediente  de  la  materia  es  del  19  de  Febrero  de  1877, 
como  aparece  de  la  toma  de»razon  que  corre  á  f.  51  délos  autos 
ejecutivos  seguidos  por  el  Banco  Mercantil  contra  D.  Guiller- 
mo Matti. 

4°  Y  finalmente,  que  este  no  es  responsable  personalmente 
sino  el  depositario  que  se  nombró  á  consecuencia  del  embargo 
trabado,  por  los  sueldos  posteriores  á  dicho  embargo,  según  las 
reglas  del  derecho  mercantil. 

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad  á  los  artículos 
citados  declaro :  l^que  está  proscripto  el  saldo  de  treinta  pesos 
fuertes  de  los  meses  de  Diciembre  y  Enero  que  se  reclaman  por 
el  demandante. 
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^  Que  D.  Guillermo  Matti,  debe  pagar  á  razón  de  ciento 
treinta  pesos  fuertes,  á  D.  Dougald  Walckman,  los  dias  cor- 
ridos desde  el  primero  de  Febrero  de  i 877  hasta  el  diez  y  nue- 
ve del  mismo,  fecha  en  que  se  practicó  el  embargo  del  buque, 
reservándose  su  derecho  al  demandante  para  que  lo  haga  va- 
ler ante  quien  crea  conveniente,  por  el  tiempo  restante ;  notifí- 
quese  original  y  repóngase  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 

Habiendo  apelado  el  demandante,  la  Suprema  Corte  pidió 
ad  efectum  videndi  el  espediente  en  que  consta  el  embargo  y 
depósito  del  vapor. 

F»llo  de  la  Suprem»  Certe* 

Buenos  Aires,  Noviembre  %  de  1878. 

Vistos,  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de 
foja  cincuenta  y  seis,  con  declaración  de  que,  la  obligación  que 
se  impone  &  Don  Guillermo  Matti  en  la  parte  dispositiva  del 
mencionado  auto,  debe  estenderse  hasta  el  veinte  y  cuatro  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete  en  que  se  dio  posesión 
del  buque  al  depositario  Fozzi,  según  consta  de  las  dilijencias 
de  foja  cincuenta  y  ocho  y  cincuenta  y  nueve  del  espendiente 
pedido  ad  efectum  videndi.  Satisfechas  las  costas  de  la  ins- 
tancia y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOHOSTIAGA.  —í.  DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGUIZAMON.— ÜLADISLAO  FRÍAS. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  425 


CAUSA    CXT 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  de  Comercio  y  el  de 
Sección  de  Buenos  Aires,  sobre  gradiuicion  de  los  acreedores 
del  ^Cisne»  y  pago  de  compostura  de  su  máquina. 


Sumario.  -  El  Juez  que  ha  vendido  válidamente  nna  cosa, 
pnede  mandar  pagar  el  precio  de  compostura  de  ella,  para  ha- 
cer cesar  el  derecho  de  retención,  y  entregarla  al  comprador. 

2®  El  juicio  de  quiebra  atrae  todas  las  demandas  y  ejecu- 
ciones contra  el  fallido  y  sus  bienes,  aunque  correspondan  al 
fuero  nacional  por  razón  de  la  materia. 


Caso.  —  Varios  acreedores  del  vapor  cGisue»  siguieron  eje- 
cución contra  Matti  y  Fiera  como  sus  propietarios,  ante  el 
Juzgado  nacional. 

Se  mandó  vender  el  buque,  y  se  aprobó  la  venta.  Fontana 
hermanos  tenian  en  compostura  su  máquina,  y  ejercitando  el 
derecho  de  retención,  obtuvieron  se  les  reconociese  el  de  ser 
pagados  del  precio  de  la  compostura  con  el  de  venta. 

Antes  del  pago,  fueron  declarados  en  quiebra  Matti  y  Fiera, 
y  el  Juez  del  Concurso  pidió  ^1  de  Sección  que  se  le  remitiese 
el  precio  de  venta  del  «Cisne»  y  los  autos  de  las  ejecuciones. 

£1  Juez  de  Sección  sostuvo  su  competencia,  y  á  petición  de 
Fontana  hermanos,  mandó  pagarles  el  precio  de  compostura  de 
la  máquina. 

T.  XI  29 


1 
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El  Síndico  del  concurso  Matti  y  Fiera  que  habia  tomado 
intervención  en  los  autos,  pidió  revocatoria  del  decreto  y  apeló 
tn  suAsidium . 

Falla  del  Jíaem  Seeelan»!* 

Buenos  Aires,  Mano  28  de  1878. 

Besultando  del  espediente  que  la  solicitud  de  remisión  de 
fondos  hecha  por  el  Juzgado  de  la  Provincia,  importaba  el  re- 
conocimiento de  la  validez  de  la  venta  del  buque  embargado, 
y  que  la  entrega  que  se  reclama  habia  sido  acordada  como  un 
incidente  de  esa  venta,  y  para  hacerla  efectiva  era  necesario  su 
pago,  para  hacer  cesar  la  retención  de  las  máquinas  que  ha- 
blan sido  vendidas  con  el  buque,  no  ha  lugar  á  la  revocatoria  y 
se  concede  en  relación  la  apelación  solicitada.  Repóngase  el 

sello. 

Áttarracin. 

Falla  de  1»  Svf>^b^*  Carte 

Buenos  Aires,  Noviembre  2  de  1878. 

Vistos  y  resultando :  Primero^  que  los  señores  Matti  y  Fiera 
fueron  declarados  en  quiebra  por  auto  de  primero  de  octubre 
de  mil  ochocientos  setenta  y  siete ;  segundo^  que  antes  de  esa 
fecha  varios  acreedores  de  aquellos  con  relación  al  vapor  c  Cis- 
ne», siguieron  ejecución  ante  el  Juez  federal  de  esta  Sección, 
dándose  á  embargo  dicho  vapor,  y  mandándolo  vender,  siendo 
aprobada  su  venta  á  favor  de  D.  /uan  B.  Qaggino  por  auto  de 
diez  y  siete  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete  ;  ^- 
cero,  que  en  la  fecha  de  la  venta,  la  máquina  del  vapor  se  ha- 
llaba en  el  taller  de  Fontana  hermanos  y  compañía,  que  hablan 
practicado  su  compostura  por  la  suma  de  mil  trescientos  soten* 
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ta  y  siete  pesos  fuertes ;  cuarto^  que  hecho  el  depósito  del  pre- 
cio, el  comprador  pidió  se  intimase  á  Fontana  hermanos  y 
Compañía,  entregaran  la  máquina,  objetando  estos  el  derecho 
de  retención  que  entendian  ejercitar,  si  no  se  les  abonaba  la 
suma  citada ;  quinto,  que  llamados  los  interesados  á  compa- 
rendo se  convino  entre  otras  cosas,  en  que  se  separase  para 
los  hermanos  Fontana  la  suma  mencionada,  entregando  estos 
la  máquina;  sea>tOf  que  después  de  estas  actuaciones,  el  Juez 
de  Sección  recibió  un  oficio  del  de  Comercio  de  esta  Provincia 
pidiéndole  la  remisión  de  las  ejecuciones,  y  el  embargo  á  su 
orden  del  precio  del  vapor  «Cisne»  por  ser  él  el  Juez  compe- 
tente como  Juez  del  concurso  de  Matti  y  Fiera ;  séptimo^  que 
el  Juez  de  Sección  sostuvo  su  competencia  por  corresponder 
las  ejecuciones  citadas  al  fuero  federal  ratione  materice,  y 
aparecer  el  vapor  «Cisne»  de  la  propiedad  del  Banco  Mercan- 
til, y  no  de  Matti  y  Fiera ;  octavOf  que  en  este  estado  de  cosas 
é  insistiendo  cada  Juez  en  su  competencia,  los  señores  Fontana 
hicieron  presente  que  hablan  entregado  la  máquina,  y  pidieron 
la  entrega  de  los  mil  trescientos  setenta  y  siete  pesos  fuertes, 
convenidos,  á  lo  que  el  Juez  de  Sección  accedió  por  auto  de  foja 
doscientos  cincuenta  y  cuatro  vuelta^  que  fué  apelado  por  el 
Síndico  del  concurso,  después  de  hecho  el  pago. 

T  considerando  en  cuanto  á  la  apelación  de  este  auto:  Primero. 
Que  la  venta  del  vapor  «Cisne»  fué  ordenada  y  aprobada  por 
Juez  competente,  antes  de  la  declaración  de  quiebra,  siendo 
reconocida  su  validez  por  el  Juez  de  Comercio,  quien  se  limitó 
á  pedir  el  precio  del  vapor,  y  no  el  vapor  mismo. 

Segundo.  Que  la  venta  se  hizo  de  todo  el  vapor,  inclusive  la 
máquina,  que  se  hallaba  en  el  taller  de  Fontana  hermanos  y 
Compañía,  por  composturas  practicadas  en  ella,  cuyo  hecho  no 
ha  sido  contradicho  por  el  apelante. 

Tercero,  Que  como  el  comprador  tenia  derecho  á  exigir  la  en- 
trega de  la  máquina  en  cumplimiento  del  contrato  de  compra. 


' 
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así  los  señores  Fontana  tenían  el  de  retenerla,  no  pagándoseles 
el  precio  de  la  compostura,  según  lo  dispuesto  en  el  título  del 
«Derecho  de  retención»,  Código  Civil. 

Cuarto,  Que  por  consiguiente,  ejercitado  por  estos  el  derecho 
mencionado,  la  entrega  del  precio  de  la  compostura  era  una 
consecuencia  necesaria  y  parte  del  cumplimiento  de  la  venta, 
reconocida  eficaz  y  válida  por  todos. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  del  auto  de  foja 
doscientos  cincuenta  y  cuatro  vuelta,  se  confirma  este. 

Considerando  en  cuanto  á  la  contienda  de  competencia :  Pn- 
mero.  Que  el  juicio  universal  de  Concurso  atrae  todas  las  de- 
mandas y  ejecuciones  contra  el  fallido  y  sus  bienes,  aun  cuando 
correspondan  por  razón  de  la  materia  al  fuero  nacional. 

Segundo.  Que  así  lo  ha  resuelto  conforme  á  derecho,  la  Su- 
prema Corte  en  varias  ocasiones,  como  en  la  contienda  del  Con* 
curso  de  Bruce  con  los  acreedores  del  vapor  «Lujan»  y  última- 
mente por  fallo  de  treinta  de  Julio  próximo  pasado,  en  la  con- 
tienda del  Concurso  de  Davala  con  los  acreedores  de  sus  buques. 

Tercero.  Que  á  foja  doscientos  diez  de  los  autos  del  Concurso, 
resulta  plenamente  comprobado  por  confesión  del  representan- 
te del  Banco  Mercantil,  que  el  vapor  «Cisne»  así  como  otros 
vapores,  son  de  la  propiedad  de  Matti  y  Fiera,  habiéndosele 
trasferido  sus  títulos  de  propiedad  como  garantía  hipotecaria 
de  un  crédito  de  diez  y  siete  mil  cuatrocientos  fuertes,  que  el 
Concurso  le  reconoció  como  hipotecario  en  esa  misma  cantidad. 

Por  estos  fundamentos,  se  declara  que  el  Juez  de  Comercio  es 
el  competente ;  remítansele  en  su  consecuencia  todos  los  autos. 
Comuniqúese  por  oficio  al  Juez  de  Sección  esta  resolución,  para 
que  ponga  á  disposición  del  primero  el  remanente  del  precio  del 
vapor  «Cisne» .  Satisfáganse  las  costas,  repónganse  los  sellos 
y  notifíquese  con  el  original. 

J.  B.  GOROSIUGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
O.  I.EGUIZÁMON.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
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CAUSA     CXTI, 


El  Banco  Nacional,  contra  D.  Marcos  L.  Costa,  por  cobro 

q'ecutivo  de  pesos 


Sumario,  —  El  Banco  Nacional  concurriendo  con  otro  esta- 
blecimiento bancario  privilegiado,  goza  del  mismo  privilegio 
de  este,  aun  cuando  su  crédito  esté  garantido  con  hipoteca. 


Caso.  —  D.  Miguel  Barcos  en  representación  del  Banco  Na- 
cional inició  ejecución  contra  D.  Marcos  L.  Costa,  por  2,530 
pesos  fuertes,  valor  de  una  letra  de  cambio  aceptada  por  Costa 
y  protestada  á  su  vencimiento  por  falta  de  pago. 

Citado  de  remate  el  ejecutado,  opuso  las  excepciones  de  quitas, 
esperas  é  incompetencia  del  Juzgado. 

Dijo  que  habiendo  celebrado  un  concordato  judicial  con  sus 
acreedores,  en  el  cual  se  habia  convenido  concederle  una  quita 
de  un  95  Vo*  debiendo  pagarles  el  5  Vo  restante  á  8,  15  y  20 
meses  de  la  fecha  de  la  aprobación  judicial,  el  Banco  Nacional 
no  podia,  según  el  artículo  1626  del  Código  de  Comercio, 
seguir  esta  ejecución. 

Que  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales 
Nacionales  no  atribuye  á  los  Jueces  die  Sección,  facultad  para 
conocer  de  mas  asuntos  que  los  que  espresamente  determina, 
entre  los  cuales  no  figura  el  presente. 
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Corrido  traslado,  Barcos  por  el  Baneo  contestó :  Que  el 
Banco  Nacional  no  había  concedido  quitas  ni  esperas  de  nin- 
guna clase  al  deudor  Costa. 

Que  el  articulo  citado  del  Código  de  Comercio  no  era 
aplicable  al  Banco  en  este  caso,  porque  habiendo  la  ley  de  su 
creación  acordádole  los  mismos  privilegios  que  tuviesen  los 
Bancos  mas  favorecidos  de  las  Provincias,  y  siendo  acreedores 
en  el  concurso  de  Costa,  los  Bancos  Hipotecario  y  de  la  Pro- 
vincia que,  cobrando  íntegros  sus  créditos,  no  hablan  entrado 
en  el  concordato,  el  Banco  Nacional  no  podia  entrar  tampoco. 
Que  sobre  este  punto  y  conforme  á  ios  principios  que  sostenía, 
habia  jurisprudencia  en  esta  Provincia.  Que  también  debia 
ser  rechazada  la  excepción  de  incompetencia,  porque  según  la 
ley  y  la  jurisprudencia  establecida  por  la  Suprema  Corte  Na- 
cional, son  de  jurisdicción  federal  todos  los  asuntos  deducidos 
por  ó  contra  el  Banco  Nacional.  Pidió  se  rechazaran  las  ex- 
cepciones opuestas. 


■*»ilo  del  Jíuem  de  Seeelon 

Buenos  Aires,  Junio  12  de  1878. 

Y  vistos,  en  la  ejecución  seguida  por  el  Banco  Nacional 
contra  D.  Marcos  L.  Costa,  y  considerando : 

1^  Que  por  el  certificado  del  Escribano  Blanco,  corriente  á 
f.  67,  consta  que  el  Banco  de  la  Provincia  figura  entre  los 
acreedores  del  Sr.  Costa,  sin  que  haya  concordato,  y  que  pro- 
sigue el  cobro  de  su  crédito. 

2^  Que  por  la  ley  de  su  creación,  el  Banco  Nacional  concur- 
riendo con  otro  establecimiento  bancario  privilegiado  como  en 
el  presente  caso,  goza  de  los  mismos  privilegios. 

39  Que  aunque  se  pretende  por  el  ejecutado,  que  el  Banco 
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de  la  Provincia  persigue  su  crédito  en  yirtnd  de  la  hipoteca 
espresa  con  que  está  garantido,  esto  no  tiene  mayor  impor- 
tancia por  cnanto  dicho  Banco,  gozando  de  privilegios  fiscales 
como  los  qne  tiene,  podia  haber  seguido  gestionando  su  crédito 
en  uso  de  la  hipoteca  tácita  que  sus  privilegios  le  acuerdan 
sobre  todos  los  bienes  de  sus  deudores,  sin  necesidad  de  la 
convencional. 

4^  Que  si  se  admitiera  que  por  el  hecho  de  tener  el  Banco  de 
la  Provincia  una  hipoteca  convencional  á  su  favor,  el  Nacional 
careciera  de  los  privilegios  que  la  ley  acuerda  al  primero,  con- 
curriendo juntos,  seria  ponerlo  en  peor  condición,  puesto  que  la 
hipoteca  tácita  con  que  la  ley  afecta  á  todos  los  bienes  de  los 
deudores  del  Banco  de  la  Provincia,  es  no  solo  igual  sino  tam- 
bién, á  veces,  superior  enprelacion  (L.  38,  T.  13,  Part.  5*). 

5°  Que  no  haciendo  distinción  la  ley  del  caso  en  que  el 
Banco  de  la  Provincia  concurra  en  virtud  de  sus  privilegios 
legales,  6  por  hipoteca  6  privilegio  convencional,  no  puede  ella 
admitirse,  mucho  menos  cuando  viene  á  chocar  con  el  espíritu 
del  lejislador  que  acuerda  al  Banco  Nacional  iguales  privilegios 
á  los  que  gozan  los  demás  establecimientos  privilegiados  de  su 
género,  cuando  concurren  juntos.  t 
.  Por  estos  fundamentos,  fallo  no  haciendo  lugar  á  las  escep- 
ciones  de  quita  y  espera  opuestas  por  el  ejecutado,  y  orde- 
nando en  su  consecuencia  que  se  ll§ve  adelante  la  ejecución, 
hasta  hacerse  trance  y  remate  del  bien  embargado,  y  con  su  pro- 
ducto, el  efectivo  pago  del  capital,  intereses  y  costas. 

Notifíquese  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 

Falla  de  la  Sapreiua  Corte 

Baenos  Aires,  Noviembre  5  de  1878 
Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
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apelado  de  foja  setenta  y  seis,  y  satisfechas  aqnellas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. —  J.  DOMÍN- 
GUEZ. —  O.  LEGUIZAMON.  — 
ULADI8LA0  FRÍAS. 


CAVSA     CXTII 


D.  Juan  Melü  contra  el  Dr.  D.  Diego  de  la  Fílente,  sobre 
perjuicios.    Incidente  sobre  pruebas. 


Sumario.  —  No  hay  razón  para  apelar  de  un  auto  dictado 
en  consecuencia  de  otro  qué  está  ejecutoriado. 


Caso.  —  D.  Juan  Melis,  armador  del  pailebot  nacional^ 
cBegina»  entabló  demanda  por  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  contra  el  Dr.  D.  Diego  de  la  Fuente,  Capitán  del 
Puerto  de  Buenos  Aires,  fundado  en  que  por  culpa  de  los  em- 

» 

picados  de  su  dependencia,  dicho  pailebot  se  habia  ido  á  pique. 
La  causa  fué  puesta  á  prueba  y  notificadas  las  partes  en  diez 
de  Abril  de  1878. 
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Dentro  del  término,  Melis  ofreció  la  declaración  de  varios 
testigos  y  entre  ellos  á  D.  Jorge  Bndnoviclie,  D.  Juan  MiloTi- 
che  y  D.  Pedro  Marini,  y  el  Juez  señaló  el  día  que  debian  con- 
currir á  declarar,  indicando  el  24  de  Mayo. 

Con  fecha  23  del  mismo,  Melis  espuso  que  siendo  feriado  el 
24  pedia  se  señalará  nuevo  dia  para  la  declaración  y  el  Juzgado 
señaló  el  Jueves  30  y  Viernes  31  á  las  dos  de  la  tarde. 

No  habiendo  los  testigos  prestado  declaración  en  los  dias 
señalados  por  ser  uno  de  ellos  feriado  y  por  ocupación  del  Juez 
en  el  otro,  y  no  obstante  la  oposición  del  Dr.  de  la  Fuente, 
por  haber  vencido  el  término,  se  señaló  nuevamente  para  di- 
chas declaraciones  el  Jueves  18  de  Julio,  sin  perjuicio  de  apre- 
ciar su  mérito  probatorio  en  la  estación  oportuna. 

El  mismo  dia  18  de  Julio,  Melis  espuso  que  habiéndose  resis- 
tido á  comparecer  los  testigos  Jorge  Budnoviche,  Juan  Milo- 
viche  y  Pedro  Marini,  pedia  se  librase  oficio  á.  la  Policía  para 
que  los  hiciera  comparecer,  debiendo  quedar  arrestados  mien- 
tras prestaban  sus  declaraciones. 


Fallo  del  ^ues  de  Seeelon. 

Buenos  Aires,  Jalio  19  de  1S78. 

Como  se  pide,  designándose  el  Martes  á  las  dos  de  la  tarde. 

Isidoro  Albarracin. 

Notificado  el  Dr.  de  la  Fuente  espuso  que  Melis  en  las  au- 
diencias no  presentaba  mas  que  un  testigo  cada  vez  para  demo- 
rar la  conclusión  del  asunto ;  que  la  nueva  citación  importaba 
acordarle  un  nuevo  término  de  prueba  que  la  ley  no  autorizaba, 
concesión  tanto  mas  injusta  cuanto  que  de  ella  solo  podia  usar 
una  de  las  partes  que  venia  á  ser  privilegiada. 
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Falla  de  1»  ñuprmmikm  Carie 

Baenos  Aires,  Noviembre  5  de  1878. 

Vistos :  siendo  el  auto  apelado  de  foja  ciento  noventa  j  cna- 
tro  vuelta  una  consecuencia  del  ejecutoriado  de  foja  ciento 
ochenta  y  ocho,  se  confirma  aquel,  con  costas*  y  satisfechas* 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

1.  B.  GOROSTIAGA.  — o.  LEGUIZAMOH. 
—  ULADISLAO  FRUS. 


CAUSA      CXTIII 


D.  Plácido  Bisio  contra  D.  Alberto  de  la  Noé,  por  perjuicios, 

Incidente  sobre  rebeldia 


Sumario.  —  El  demandado  no  incurre  en  rebeldía  si  no  es 
debidamente  notificado  de  la  providencia  en  que  se  le  manda 
contestar  dentro  de  veinte  y  cuatro  horas  á  mérito  de  rebeldia 
acusada. 
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Caso.  —  D.  Lisandro  Gordillo  en  representaeion  de  D.  Flá- 
oído  Bifiio,  demandó  ante  el  Juez  de  Sección  en  Baenos  Aires, 
á  D.  Alberto  de  la  Noé,  la  sama  de  6»471  ff  m/^  por  indemni- 
zación de  daños  y  perjuicios,  proTenientes  de  haberse  opuesto 
de  la  Noé  á  que  se  desembarcase  por  la  autoridad  marítima,  del 
Vapor  c  Girondo  »  al  individuo  Bamon  Oesma. 

Corrido  traslado,  de  la  Noé  fué  notiñcado  en  su  domicilio  y 
recibió  copia  de  la  demanda. 

Vencido  el  término  legal,  Gordillo  acusó  rebeldía  al  deman- 
dado y  pidió  30  le  ordenase  contestar  dentro  de  24  horas  bajo 
apercibimiento  de  dar  por  contestada  la  demanda. 

El  Juez  mandó  hacer  la  intimación  como  se  pedia. 

£1  actuario  al  ir  á  notificar  á  de  la  Noé  fué  informado  que 
estaba  en  Montevido. 

De  esta  diligencia  se  dio  vista  al  demandante  quien  espuso 
que  habiendo  el  demandado  sido  notificado  en  persona  de  la 
demanda,  y  en  vista  de  la  diligencia  precedente,  debia  aquella 
declararse  contestada  en  rebeldía. 

F»lIo  del  Jívem  Seeelan 

Baenos  Aires,  Agosto  13  de  1878. 

No  habiéndose  constituido  domicilio  legal  por  el  demandado, 

puesto  que  no  se  ha  presentado  en  juicio,  no  ha  lugar  á  lo 

solicitado. 

Isidoro  Attarracin. 

El  demandante  apeló  en  relación  y  se  le  concedió  el  recurso. 

F»IIo  de  1»  Sapreni»  Corte 

Baenos  Aires,  Noviembre  7  de  1878. 
Vistos :  no  habiéndose  notificado  al  demandado  el  emplaza- 
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miento  de  foja^catorce  vuelta,  se  confirma  oon  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  diez  y  siete  vuelta,  y  satisfeohas  aquellas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.  B.  GOBOSIUGA.  —  O.   LEGUlZAMOll. 
—  CLADISLAO  FRU8. 


CAUSA     CXIX. 


J7.  Ebbinghaus  y  C^  contra  D.  Severo  Pizarro,  alcaide  de 

A  duana,  sobre  daños  y  perjuicios. 


Sumario  —  1®.  Sin  la  violación  de  una  ley  6  disposición  re- 
glamentaria, no  hay  hecho  ilícito  pasible  de  pena. 

2^.  Xo  hay  ninguna  disposición  de  aduana  que  obligue  á  los 
alcaides  á  hacer  la  verificación  de  las  denuncias  por  excesos 
no  manifestados  y  dar  cuenta,  dentro  de  veinte  y  cuatro  horas. 

3°.  El  término  de  veinte  y  cuatro  horas  es  para  dar  cuenta 
de  la  verificación  hecha  antes. 


Caso.  —  El  caso  está  esplicado  en  el  siguiente 
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F»llo  del  ^aes  de  Seeelon. 

Bnenos  Aires,  Julio  S  de  1878. 

Yistos  estos  autos  de  los  que  resulta:  que  los  Sres.  H. 
Ebbinghaus  y  C*  demandan  á  D.  Severo  Pizarro,  Alcaide  de 
la  Aduana  de  Buenos  Aires,  por  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  causados  en  el  desempeño  abusivo  de  su  empleo; 
fundándose  para  ello :  1^  en  el  hecho  no  negado  por  Pizarro 
de  que  este  denunció  á  los  demandantes,  al  Sr.  Administrador 
de  BentaSt  por  exceso  en  un  manifiesto  de  dos  camas  chinas 
introducidas  por  la  casa  de  Ebbinghaus  y  G*,  sin  haberlo  antes 
averiguado;  2^  por  haber  demorado  el  despacho  sin  dar  el 
parte  correspondiente  dentro  de  veinte  y  cuatro  horas,  sino  dos 
dias  después;  y  S''  porque  tal  demora  le  ha  causado  perjuicios. 

Á  lo  que  contesta  el  demandado  á  f .  29  con  relación  al  pri- 
mer punto,  que  para  la  justificación  del  exceso  era  necesario 
proceder  á  la  verificación  que  entra  en  sus  funciones  como  Al- 
caide, según  el  artículo  311  de  las  Ordenanzas  de  Aduana;  en 
cuanto  al  segundo,  que  se  trataba  de  un  mueble  que  por  pri- 
mera vez  se  introducía  en  Buenos  Aires  y  era  necesario  hacerlo 
armar  con\o  lo  prescribe  la  ley  para  verificar  si  estaba  confor- 
me con  lo  manifestado,  sin  que  haya  ley  que  señale  un  término 
fatal  para  esta  operación;  que  el  de  veinte  y  cuatro  horas  á 
que  se  refiere  los  demandantes,  es  para  pasar  el  parte  una  vez 
encontrado  el  exceso  después  de  la  verificaron^  pero  para  pro- 
ceder á  esta  no  hay  límite  ni  término  señalado:  y  en  cuanto  al 
tercer  punto,  que  es  incierto  que  los  Sres.  Ebbinghaus  y  C* 
hayan  sufrido  perjuicio  alguno  con  la  verificación,  pues  no  se 
detallan  en  la  demanda  ni  se  mencionan  siquiera  en  que  con- 
sisten esos  perjuicios;  que  hay  temeridad  en  la  demanda  y 

Considerando:  1^    Que  aunque  el  demandante  funda  su  ac- 
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cion  en  hechos  ilícitos  cometidos  por  el  demandado,  no  especi- 
fica la  ley  6  disposición  reglamentaria  qae  haya  violado,  sin  lo 
que  no  hay  acto  ilícito  pasible  de  pena  (art.  I^,tít.  VIH,  «De 
los  actos  ilícitos»),  pnes  annqae  se  ha  alegado  que  el  Alcaide 
Pizarro  está  en  la  obligación  de  hacer  la  verificación  de  las 
denuncias  dentro  de  veinte  y  cuatro  horas  y  dar  cuenta,  tal  dis- 
posición  no  existe  en  las  Ordenanzas  de  Aduana  que  solo  pres- 
criben el  término  de  veinte  y  cuatro  horas  para  dar  cuenta  de  la 
verificación  practicada,  y  no  podia  ser  de  otro  modo  desde  qoe 
dada  la  facultad  de  verificar  la  diversidad  de  objetos  sujetos  á 
impuestos,  no  habria  podido  racionalmente  fijarse  término  al* 
guno  que  bastase  para  dicha  verificación. 

2^  Que  si  bien  el  demandante  ha  alegado  que  habia  acto  iU^ 
cito,  por  cuanto  Pizarro  sin  prueba  bastante  habia. denunciado 
existía  una  demasía  en  los  cajones  diciéndose  contener  camas 
chinas,  de  los  documentos  mismos  presentados  por  el  deman- 
dante, resulta  que  no  han  sido  infundadas  las  presunciones  de 
Pizarro  y  antes  por  el  contrario,  de  documentos  resulta  qoe  en 
uno  de  estos  cajones  se  encontraron  cincuenta  sombrillas  de 
mas  y  desde  ese  momento  no  solo  no  puede  atribuirse  culpa, 
negligencia  6  irregularidad  en  su  conducta  sin  los  que  no  hay 
hecho  ilícito,  sino  que  se  ha  ajustado  estrictamente  al  cumpli- 
miento de  sus  obligaciones. 

3^  Que  el  que  ejercita  un  derecho  6  cumple  con  su  obliga- 
ción no  comete  acto  ilícito  (artículo  6*,  tft.  citado}  y  i  mas  de 
lo  espuesto  en  el  precedente  considerando,  la  aprobación  dada 
por  el  superior  á  Pizarro  á  f .  7  y  16  prueba  completamente  que 
al  proceder  Pizarro  como  lo  hizo,  no  hizo  mas  que  cumplir  con 
una  obligación  que  le  imponía  su  empleo. 

4^  Que  no  se  ha  denunciado  por  el  demandante  acto  alguno 
que  importe  dolo  6  malicia  y  sin  estos  requisitos  y  la  culpa  6 
negligencia  que  como  se  ha  demostrado  no  existen,  tampoco 
puede  haber  acto  ilícito  pasible  de  indemnización  de  daños  y 
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perjuicios,  (artículo  2,  tít.  y  lih.  citado)  pues  como  es  rudimen- 
tal el  dolo  no  se  presume  sino  que  debe  alegarse  y  probarse. 
Por  estas  consideraciones  fallo  absolviendo  á  D.  Seyero  Fi- 
zarro  de  la  presente  demanda  )B0n  costas.  Repónganse  los 
sellos  y  notifíqnese  con  el  original. 

Isidoro  Álbarraein.' 

En  la  segunda  instancia  el  Sr.  Procurador  General  dicta- 
mÍDÓ  lo  siguiente : 

Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Agosto,  S8  de  1878. 

No  encuentro  nada  de  irregular  ni  de  abusivo  en  la  conducta 
del  Alcaide  Pizarro,  que  justique  la  causa  que  le  siguen  los 
Sres.  Ebbinghaus  y  C*. 

Al  proceder  á  la  re  visación  de  los  efectos  que  estos  Sres.  in- 
jbroducian,  cumplía  un  deber  y  usaba  de  un  derecho;  poco  im- 
porta que  se  haya  encontrado  6  no  exceso,  y  para  su  jastifíca- 
cion  se  encontró,  en  efecto,  unas  sombrillas  no  manifestadas. 
El  hecho  de  haber  pedido  autorización  al  Administrador  si- 
guiendo, según  se  dice,  una  práctica  establecida  por  los  emplea- 
dos que  no  son  Vistas,  no  es  tampoco  un  cargo  que  se  le  pueda 
hacer. 

No  lo  es  por  último,  el  tiempo  empleado  en  la  revisacion  que 
no  es  excesivo.  Si  esta  demora  trajo  algún  perjuicio  á  los  Sres. 
{¡bbinghaus,  es  él  imputable  al  hecho  de  haber  anunciado  el 
remate  sin  haber  despachado  los  efectos,  lo  que  cualquier  acci- 
dente podia  retardar:  justo  es  por  tanto  que  Y.  £.  confirme 
la  sentencia  apelada. 

Eduardo  Costa. 
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Falla  de  1*  Suprema  Carte* 

Buenos  Aires,  Noviembre  7  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  y  de  conformidad  con  el  pre- 
cedente dictamen  del  señor  Procurador  General,  se  confirma 
con  costas  el  auto  apelado  de  foja  treinta  y  ocho;  satisfechas 
aquellas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA.— O.  LEGUIZAMON. — 
ULADI8LA0  FRÍAS. 


CAVBA     CXX. 


Don  Deocledo  García  contra  Don  Prudencio  CapetillOj  sobre 
rendición  de  cuentas  de  negociaciones  comunes. 


.^Mmarto.— Dada  la  prueba  de  haber  existido  entre  dos,  por 
un  largo  espacio  de  tiempo,  una  asociación  que  abarcaba  diver- 
sos é  indeterminados  negocios,  'entre  ellos  la  esportacion  y 
venta  de  ganado ;  debe  presumirse  que  un  negocio  de  este  gé- 
nero, hecho  en  nombre  de  uno  de  ellos  durante  ese  tiempo, 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  441 

ooüserrando  el  ganado  en  an  fundo  arrendado  por  la  sociedad, 
haciendo  con  fondos  comunes  los  gastos  de  herraje*  etc.,  es- 
portándolo bajo  el  nombre  de  los  dos,  siendo  vendido  por  el 
otro,  7  mandadas  las  cuentas  de  venta  en  nombre  de  ambos, 
sin  protesta,  es  común  de  los  dos. 


Caso. — ^El  caso  se  comprende  leyendo  el  siguiente 

Falla  del  JToea  Seeetonal 

Mendoza,  Manso  15  de  1878. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  Don  Deoclecio  Oarcia,  con- 
tra Don  Prudencio  Gapetillo,  por  rendición  de  cuentas  de  algu- 
nas negociaciones  habidas  en  común. 

Funda  aquel  su  demanda,  espresando  que  en  el  año  1870  en- 
tró en  algunas  especulaciones  en  ganados,  en  sociedad  con  Ga- 
petillo, comprando  y  vendiendo  aquellos  á  partir  de  utilidades 
con  este,  que  era  al  propio  tiempo  el  administrador  del  negocio, 
que  su  aporte  social  para  las  diversas  negociaciones  que  se 
hicieron  ascendia  á  la  suma  de  sesenta  y  cuatro  mil  y  tantos 
pesos  y  el  de  Capotillo  á  la  de  catorce  mil  y  tantos  ;  que  ter- 
minados los  negocios  y  llegado  el  caso  de  la  liquidación  de 
aquel,  se  ha  negado  á  rendirle  debida  cuenta  de  ellos,  presen- 
tándole solamente  algunos  apuntes  informes,  en  que  la  hace 
aparecer  indebidamente  como  su  deudor,  eliminando  para  ello 
una  gran  parte  del  capital  negociado;  y  finalmente  que  no  pu- 
diendo  hacer  efectivo  de  otro  modo  su  derecho,  lo  demanda 
para  que  se  le  compela  judicialmente  á  rendir  en  forma  las 
espresadas  cuentas  y  á  abonarle  las  sumas  que  resulten  á  su 
favor  con  las  costas  del  procedimiento. 

El  demandado  contestando  ha  manifestado  que  el  libro  y 
demás  antecedentes  de  los  negocios  habidos  en  participación 
T.  XI  80 


I 
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con  el  demandante  se  hallan  en  poder  de  este,  á  quien  los  ba 
pasado,  dándole  las  esplicaciones  posibles,  atendido  el  hecho  de 
qne  la  administración  ha  sido  llevada  por  uno  ú  otro  j  á  veces 
conjuntamente  por  ambos;  que  es  inexacta  la  aseveración  del 
demandante  respecto  á  la  suma  con  que  dice  ha  contribuido  á  los 
negocios  comunes,  los  cuales  han  hecho  con  capitales  que  pro- 
curaron, abriendo  una  cuenta  corriente  en  un  banco  de  esta 
ciudad,  bajo  el  nombre  de  Capotillo  y  Garcia,  y  finalmente,  que 
está  dispuesto  á  la  rendición  de  cuentas  solicitada,  tan  pronto 
como  se  le  devuelvan  por  el  demandante  los  antecedentes  que 
le  retiene,  y  que  le  son  necesarios. 

A  estos  antecedentes,  y  después  de  presentados  por  el  de- 
mandante los  libros  y  demás  papeles  á  que  se  refiere  el  deman- 
dado, se  ha  agregado  por  ambos,  de  común  acuerdo,  que  en  dichos 
libros  se  hallan  mencionadas  todas  las  operaciones  que  han 
sido  materia  de  los  negocios  comunes^  á  excepción  de  una  ne- 
gociación de  ganados  habida  con  Don  Cándido  Galvan,  de  Bue- 
nos Aires,  que  Garcia  sostiene  el  haber  sido  común  y  Capotillo 
particular  de  aquel  y  de  otra  habida  el  año  1869,  relativa  á 
algunos  ganados  que  introdujeron  en  una  estancia  conocida  por 
de  Aguirre,  y  respecto  de  la  cual  el  demandado  manifiesta  estar 
dispuesto  á  dar  los  esclarecimientos  necesarios  y  sujetarlo 
nuevamente  á  examen,  no  obstante  pertenecer  á  un  nogocio 
concluido  y  liquidado  ya  de  común  acuerdo. 

T  considerando :  I""  Que  dados  estos  antecedentes,  la  diver- 
jencia  entre  los  interesados  resulta  ser  en  cuanto  á  la  parte 
con  que  el  demandante  ha  concurrido  á  los  negocios  comunes 
y  si  debe  incluirse  en  la  rendición  de  cuentas  como  negocio 
común  el  resultado  de  la  negociación  habida  con  Galvan. 

2^  Que  el  primero  de  estos  puntos  no  resulta  suficiente- 
mente esclarecido  de  los  autos,  y  él  por  otra  parte  puede  con- 
siderarse como  un  accesorio  6  incidente  do  la  liquidación,  que 
se  pondría  en  claro  al  tiempo  de  esta. 
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3^  Qne  en  cuanto  al  segando,  conviene  estudiar  para  su  me- 
jor solución  la  naturaleza  de  la  asociación  y  la  de  los  vínculos 
con  que  ella  ha  mantenido  ligados  á  los  interesados  entre  sí. 

4®  Que  á  este  respecto  -son  de  considerar  las  circunstancias 
siguientes :  primera,  el  largo  tiempo  de  duración  de  los  nego- 
cios comunes,  pues  resulta  de  los  libros  presentados  como  de 
los  antecedentes  todos  de  la  causa  que  ellos  se  han  hecho 
continuamente  por  mas  de  cinco  años,  á  partir  de  1869,  siendo 
inexacta  la  versión  que  dá  el  demandado  en  las  posiciones  de 
f  . . . .  respecto  al  modo  de  la  negociación  de  la  estancia  de 
Aguirre,  primera  de  las  en  cuestión,  pues  el  libro  exhibido  por 
el  mismo  demuestra  que  los  negocios  de  dicha  estancia  no  se 
llevaban  separadamente,  según  él  ^afirma,  sino  conjuntamente 
7  en  común,  haciéndose  distinción  entre  los  gastos  y  produci- 
dos de  la  misma  que  se  cargabaii  al  establecimiento  en  gene- 
ral y  los  particulares  de  cada  uno  de  los  interesados  que  dé 
llevaban  en  cuenta  aparte ;  segunda,  la  adopción  de  una  razón 
social  para  diversos  negocios  de  la  asociación,  habiéndose  de- 
mostrado que  además  de  las  operaciones  con  el  Banco  Men- 
doza se  efectuaban  también  bajo  la  misma  denominación  otras, 
como  la  esportacion  de  los  gana  los  á  Chile  (planilla  de  foja 
138)  y  las  negociaciones  con  la  casa  do.  Calderón  hermanos 
(posiciones  absueltas  por  el  demandado  á  f . .  .y  declaración  de 
Don  Lisandro  Calderón  á  f . . .);  y  tercera,  el  resultado  de  las 
declaraciones  de  los  testigos,  Don  Gabriel  Fornes,  Don  Lisan- 
dro Calderón  y  Don  Lisandro  Leraos,  de  los  cuales  el  primero 
espresa  saber  que  Capetillo  y  Garcia  hablan  tenido  una  socie- 
dad para  negociar  en  ganados  durante  cinco  ó  mas  años,  según 
se  lo  comunicaron  aquellos  mismos,  durante  la  existencia  de 
dicha  sociedad,  y  que  á  los  objetos  de  ella  hablan  tenido  en 
arriendo  dos  estancias  llamada  de  Aguirre  la  una,  y  cCasas 
Yiejást  la  otra,  en  San  Carlos  de  esta  Provincia ;  el  segundo 
que  le  constaba  la  existencia- de  la  sociedad  desde  el  año  se- 
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senta  y  nueve,  como  vecino  de  San  Carlos,  j  por  haber  tenido 
además  diversos  negocios  con  el  demandante  y  demandado  en 
coman,  manteniendo  con  ellos  una  cnenta  corriente  que  se  lie- 
vaba  bajo  la  razón  social  de  Capetillo  y  Garcia;  y  el  tercero, 
finalmente,  que  le  consta  que  todos  los  negocios  de  ganados 
eran  en  sociedad  entre  demandante  y  demandado,  pues  asi  se 
lo  comunicaron  ellos. 

5^  Que  de  todas  estas  circunstancias  perfectamente  admisi- 
bles por  derecho,  con  arreglo  &  los  artículos  15  y  8,  título  cDe 
la  Sociedad»  del  Código  Civil  y  399  y  siguientes  del  Código  de 
Comercio,  para  probar  la  existencia  como  la  naturaleza  de  las 
negociaciones  habidas  entre  aquellos,  resulta  que  ha  existido 
una  asociación  entre  ellos  revelada  al  público  y  conocida  de 
todos,  abarcando  diversos  é  indeterminados  negocios  de  un  gé- 
nero dado  durante  el  largo  espacio  de  tiempo  que  queda  men- 
cionado; entre  ellos  una  comunidad  de  intereses  continuos. 

6^  Que  sentado  este  antecedente  y  entrando  á  apreciar  ya 
si  la  negociación  con  Qalvan  ha  hecho  ó  nó  partes  de  los  nego- 
cios comunes  y  debe  ó  nó  ser  comprendida  en  la  rendición  de 
cuentas  por  el  demandado,  ocurren  desde  luego  las  siguientes 
consideraciones,  suficientes  para  fundar  la  resolución  afirma- 
tiva de  tal  punto,  á  saber :  primera  la  de  haber  sido  dicho  ne- 
gocio del  género  de  los  que  formaban  el  objeto  de  la  sociedail 
habida  entre  demandante  y  demandado  y  realizádose  durante 
la  existencia  de  ella;  segundo,  la  de  haber  sido  introducidas 
las  haciendas  de  dicha  negociación  á  la  estancia  que  los  inte- 
resados tenian  en  arriendo  para  sus  negocios  sociales  y  de  ha- 
ber sido  cuidadas  en  la  misma  hasta  su  realización  ó  venta, 
constando  de  los  libros  presentados  por  el  mismo  demandado 
que  si  el  contrato  de  arriendo  de  dicha  estancia  fué  firmado 
solo  por  el  demandante,  el  valor  de  los  arriendos  se  ha  cargado 
sin  embargo  á  gastos  comunes,  como  común  era  su  adminis- 
tración; tercera,  la  de  haberse  hecho  frente 'á  los  gastos  de 
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pastaje,  herraje  y  trasporte  de  la  misma  hacienda  con  fondos 
comunes,  segnn  la  propia  confesión  del  demandado  (posiciones 
def. . .)  y  las  declaraciones  de  Don  Lisandro  Calderón,  foja. . 
según  el  cual  Capotillo,  además,  procuró  personalmente  por  su 
intermedio  á  su  hermano  Don  Lindero  Calderón,  para  que  ar- 
reara desde  Buenos  Aires  la  referida  hacienda  de  Don  Ferian- 
droLemos,  foja.. .  y  de  Don  Ezequiel  Tabanera,  foja...  que  es- 
presa haber  Capotillo  también  directamente  solicitádole  pastos 
de  su  establecimiento  «El  Melocotón»  para  los   arreos  que 
pasaran  por  él  de  tránsito  á  Chile,  no  siendo  bastante  á  des- 
truirse la  prueba  resultante  de  estos  hechos,  la  afirmación  que 
por  consiguiente  hace  el  demandado  de  haber  cooperado  de 
estas  diversas  maneras  al  negocio  en  mira  de  servicio  puro  y 
gratuitamente  al  demandante ;  cuarta,    la  de  que  todo  el  ga- 
nado de  esta  negociación  fué  esportado  á  Chile,  según  resulta 
de  la  planilla  de  f..  • .,  estraida  de  los  libros  de  esta  Aduana, 
bajo  la  razón  social  de  Capotillo  y  Garcia,  lo  cual  en  ningún 
caso  debió  suceder  á  no  tratarse  de  un  negocio  común  á  am- 
bos ;  quinta,  la  de  haber  sido  vendida  dicha  hacienda  por  el 
mismo  Capotillo  personalmente  en  Chile,  firmando  en  seguida 
la  cuenta  de  la  negociación  para  que  le  fuera  remitida  á  Gal- 
van,  sin  que  sea  admisible  tampoco  á  este  respecto  la  esplica- 
cion  que  da  |de  su  proceder,  á  saber  que  costeó  la  hacienda  á 
Chile,  que  la  vendió  allí,  formando  en  seguida  la  cuenta  de  toda 
la  negociación,  y  que  volvió^  por  último,  á  pasar  rodeo  de  la 
poca  que  quedaba  de  dicha  hacienda  en  la  estancia  para  verifi- 
car la  exactitud  de  su  cuenta  solo  por  pura  generosidad  hacia 
Garcia ;  sexta,  la  de  haber  Capotillo  aceptado  las  cuentas  firma- 
das por  Calderón  Hermanos  en  rekcion  á  esta  como  á  otras  ne- 
gociaciones, no  obstante  venir  bajo  la  razón  Capetillo  y  Garcia, 
sin  observación  ni  protesta   alguna  de  su  parte;   séptima, 
finalmente,  la  que  resulta  de  la  declaración  del  testigo  Don 
Gabriel    Fornes,  referente  á   haber   Capetillo  sustituido  los 
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libros  originarios  de  la  asociación  por  otros  nuevos,  y  de 
negarse  á  presentar  aquellos,  circunstancia  que  no  por  no  ha- 
llarse plenamente  probada,  puede  dejar  de  tomarse  en  consi- 
deración por  la  presunción  grave  que  ella  arroja. 

7^  Que  la  circunstancia  de  haberse  suscrito  el  contrato  de 
la  negociación  en  cuestión  solo  por  el  demandante,  no  puede 
oponerse  jurídicamente  por  el  demandado  para  pretender  exi- 
mirse de  las  responsabilidades  de  aquella,  dados  todos  los 
antecedentes  referidos  y  siendo  constante  que  los  negocios  se 
hacian  indistintamente  al  nombre  individual  de  los  interesados 
6  al  de  la  razón  social,  pero  dándose  uno  y  otro  públicamente 
como  socios  y  contratando  siempre  para  la  sociedad. 

8^  Que  la  argumentación  del  demandado  en  su  alegato  de 
bien  probado  referente  á  que  este  punto  de  la  cuestión  no  ha 
sido  comprendido  en  la  demanda,  y  no  puede  por  lo  mismo 
serlo  en  la  sentencia,  no  es  admisible  tampoco,  porque  si  bien 
es  efectivo  que  en  la  demanda  no  se  comprendió  espresamente 
el  punto,  6e  manifestó  sin  embargo  que  el  demandado  en  sus 
cuentas  habia  eliminado  grandes  sumas  y  una  gran  parte  del 
capital  negociado  con  el  propósito  de  hacer  aparecer  como  deu- 
dor al  demandante,  y  porque  estando  el  Juez  en  el  deber  de 
evitar  la  multiplicidad  inútil  de  los  pleitos,  prescindiendo  de 
los  ápices  del  derecho,  no  puede  dejar  de  tomar  en  considera- 
ción esta  parte  primordial  de  la  cuestión  dilucidada  como  lo 
ha  sido. 

Por  tanto,  definitivamente  juzgando  declaro:  que  el  deman- 
dado está  obligado  á  proceder  á  la  rendición  en  forma  de  las 
cuentas  de  su  administración  en  las  negociaciones  comunes  á 
que  se  refieren  los  libros  presentados,  con  inclusión  de  la  ha- 
bida con  Don  Cándido  Galvan  y  de  los  relativos  á  la  estancia 
de  Aguirre  en  término  de  quince  dias,  para  lo  cual  se  le  pon- 
drán de  manifiesto  en  la  oficina  del  actuario  los  libros  men- 
cionados, con  costas  al  mismo  demandado. 


1' 
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Notifiquese  con  el  original  y  repóngase  el  psípel. 


C.  S.  de  la  Torre. 


Fallo  de  1»  Sufirem*  Cérte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  19  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  ciento  ochenta  y  dos;  satisfechas  las  de 
la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


J.  B.  GOROSTIAGA.  —  O.  LEGUIZAMON. 
ULADISLAO  FRÍAS. 
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CAUSA     CXXI. 


El  Fisco  Nacional  contra  D.  Estevan  Cicherot  sobre  contrabando. 


Sumario.  —  1®  El  endoso  en  blanco  de  un  conocimientov 
hecho  al  solo  objeto  de  que  el  endosatario  despache  mercade- 
rías depositadas  en  aduana,  no  transfiere  propiedad  ni  hace 
cesar  las  obligaciones  del  endosante  con  el  Fisco. 

^  Si  el  endosatario  hace  nn  contrabando  con  ese  conoci- 
miento» el  responsable  es  el  dueño  de  las  mercaderías. 


Caso. — El  caso  está  esplicado  en  el 


Falla  del  ^uex  de  Seerlon* 

Buenos  Aires,  Agosto  7  de  1878. 

T  vistos :  estos  autos  iniciados  para  la  averiguación  de  los 
autores  y  cómplices  de  los  delitos  conexos  de  falsificación  co- 
metidos en  las  copias  de  factura  6  depósito  de  fojas  dos,  cua- 
tro, seis  7  ocho,  y  defraudación  de  los  derechos  de  Aduana  de 
las  mercadeiías  espresadas  en  estos  documentos  y 

Considerando  1^  Que  según  resulta  de  lo  actuado  en  este 
proceso  las  espresadas  mercaderías  vinieron  en  los  buques  va- 
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pores  italianos  Europa,  Colombo  y  Norte-América  á  la  con- 
signación de  D.  Estevan  Cichero,  quien  endosó  los  conocimien- 
tos en  blanco  entregándolos  á  H.  Ceballos,  presentándose  des- 
pués firmados  por  Pedro  Márquez  y  Pedro  Torno  que  suscri- 
be uno  de  ellos,  el  permiso  de  reembarco  de  estas  mercaderías 
con  destino  á  la  Asunción. 

2®  Que  en  sus  declaraciones  de  foja  diez  y  siete  vuelta  y 
veinte  y  dos,  el  consignatario  Cichero  reconoce  que  las  merca- 
derías han  continuado  en  su  poder  aun  después  de  hecho  el 
endoso  en  blanco  y  que  este  tuvo  por  objeto  comisionar  á  Ce- 
ballos para  que  corriese  con  las  diligencias  de  Aduana,  despa- 
chando las  mercaderías  á  consumo  directo. 

3^  Que  despaQhadas  las  mercaderías  por  Márquez  6  Ceballos 
en  reembarco  á  los  vapores  Rio  Gualeguay,  Messenjer,  Colon 
y  Jaurú  han  salido  de  los  depósitos  de  Aduana  no  habiendo 
pasado  por  ninguno  de  los  puntos  habilitados  para  embarque, 
ni  sido  recibidos  por  los  vapores  á  donde  iban  destinadas,  cons- 
tando por  el  contrario  que  las  recibió  el  mismo  Cichero  como 
despachadas  á  consumo  directo. 

4^  Que  estos  hechos  á  la  vez  que  establecen  el  contrabando 
definido  y  penado  por  el  artículo  novecientos  setenta  y  cuatro 
de  las  Ordenanzas,  prueban  evidentemente  que  Ceballos,  que 
aparece  como  cesionario,  no  ha  obrado  en  nombre  propio  sino 
como  agente  de  D.  Estovan  Cichero,  verdadero  propietario  de 
las  mercaderías,  siendo  por  lo  tanto  el  caso  de  aplicación  de 
los  artículos  mil  veinte  y  siete  y  mil  veinte  y  ocho  de  las  Or- 
denanzas. 

5^  Que  la  disposición  del  artículo  mil  treinta  y  cuatro,  se- 
gún se  desprende  de  sus  propios  términos,  y  ha  sido  resuelto 
ya  en  diversas  ocasiones,  no  establece  la  impunidad  de  las 
defraudaciones  comprobadas  después  de  haber  salido  las  mer- 
cancías de  la  Aduana,  sino  que  fija  únicamente  los  límites  de 
la  jurisdicción  administrativa  y  contenciosa. 
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6^  Que  se  desprenden  de  los  obrados  en  esta  causa,  presun- 
ciones de  que  el  nombre  de  Pedro  Márquez  y  Pedro  Torno  que 
suscriben  las  copias  de  factura  á  depósito  y  permisos  de 
reembarco  no  pertenecen  á  ninguna  persona  que  haya  interve- 
nido en  este  asunto,  lo  que  establece  el  delito  de  falsedad  defi- 
nido por  el  artículo  sesenta  y  cuatro,  inciso  segundo  de  la  Ley 
Penal. 

7®  Que  no  habiéndose  presentado  al  juicio  D.  H.  Ceballos, 
contra  quien  recaen  estas  presunciones  ni  el  mismo  Márquez, 
es  llegado  el  caso  de  proceder  de  acuerdo  al  artículo  trescien- 
tos setenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Procedimientos.  Por  estos 
fundamentos  fallo  declarando  á  D.  Estevan  Cichero  convicto 
de  defraudación  de  derechos  de  Aduana,  definido  en  el  artícu- 
lo novecientos  setenta  y  cuatro  de  las  Ordenanzas ;  en  su  con- 
secuencia condénasele  al  pago  de  una  multa  igual  al  valor  de 
las  mercaderías  que  se  detallan  en  las  copias  de  factura  de  fo- 
jas dos,  cuatro,  seis  y  ocho,  las  que  deberán  ser  previamente 
avaluadas  por  la  Aduana  y  costas  del  juicio:  líbrese  la  corres- 
pondiente orden  de  prisión  contra  D.  Pedro  Márquez,  D.  Pe- 
dro Torno  y  D.  H.  Ceballos,  suspendiéndose  entre  tanto  la 
causa  hasta  que  se  obtuviese  su  aprehencion  y  hágase  saber, 

repónganse  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 

Falla  de  1*  Sapi*ema  Corte* 

Baenos  Aires,  Noviembre  31  de  1878. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  la 
sentencia  apelada  de  foja  setenta  y  siete;  satisfechas  las  de 
la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

J.  B.    GOKOSTIAGA.  —  O.  LEGUIZaMON. — 
ULADISLAO  FRÍAS. 
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CAUSA    CXXII 


D.  Luis  Cinollo  y  C*  contra  Muir  y  C*,  por  cobro 

de  lanchages  y  estadios 


Sumario.  —  1^  Aceptando  uq  consignatario  de  mercaderías 
existentes  á  bordo  qne  un  lanchero  haga  la  descarga,  contrae 
por  el  hecho,  la  obligación  de  pagarle  tanto  el  lanchage  como 
las  estadías. 

2°  A  falta  de  contrato  ó  cláusula  espresa  sobre  estadías, 
debe  estarse  al  uso  del  puerto. 


Caso.  —  En  Setiembre  de  1874  D.  Luis  Cinollo  protestó  en 
forma  contra  D.  Orestes  Mendoza  diciendo  que  habia  cargado 
en  el  puerto  del  Bosario  en  el  vapor  c  Mendoza  »  1272  bolsas 
maiz  estando  estipulado  en  el  conocimiento  que  tenia  tres  días 
para  la  descarga;  que  habiendo  trascurrido  con  exceso  ese  tér- 
mino sin  que  el  maiz  que  venia  á  la  orden  de  D.  Roberto  Muir, 
hubiese  sido  descargado,  protestaba  contra  D.  Orestes  Mendoza 
7  contra  quien  mas  correspondiese  por  las  sobreestadías,  según 
contrato  de  fletamento,  á  razón  de  46  #*  diarios,  gastos,  costas, 
etc.  Esta  protesta  que  fué  notificada  á  Mendoza  fué  ampliada 
contra  Muir  en  5  de  Octubre  del  mismo  año. 

En  Noviembre  del  mismo  año  Cinollo  y  C*  ocurrieron  al  Juz* 
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gado  de  Sección  esponiendo  qne  habian  desembarcado  del  Tapor 
€  Mendoza»  en  sus  lanchas  el  maiz  en  cuestión ;  qne  estas  no 
fueron  desocupadas  dentro  del  téimino  marcado  en  las  Orde- 
nanzas ;  7  no  habiendo  podido  conseguir  que  Muir  y  C*  abona- 
ran las  sobreestadías,  entablaban  formal  demanda  contra  ellos 
por  su  valor,  8837  $  m/c.  con  los  intereses  y  las  costas. 

Corrido  traslado,  D.  José  M«  Barzoba  por  D.  Koberto  Muir 
y  C*  pidió  se  rechazara  con  costas  la  demanda. 

Dijo  que  sus  representados  no  hablan  contratado  la  descarga 
con  los  demandantes ;  que  la  carga  que  trajo  el  vapor  c  Men- 
doza» fué  efectivamente  para  Muir  y  C<^,  y  en  virtud  de  lo  esti- 
pulado en  el  manifiesto  abonaron  al  dueño  del  buque  el  importe 
del  flete. 

Que  corriendo  el  dueño  del  buque  con  la  entrega  del  maiz, 
este  se  entendió  con  GinoUo  y  C^  que  pasaran  á  Mendoza  la 
cuenta  por  las  estadías. 

Que  como  Mendoza  y  C*  hablan  sido  declarados  en  quiebra, 
CinoUo  queria  probar  fortuna  cobrando  á  Muir  y  C'^  lo  que  habia 
reconocido  que  le  debia  Mendoza. 

Que  cuando  Mendoza  cobró  el  flete  pretendió  también  cobrar 
estadías,  lo  que  quedó  sin  efecto,  borrándose  esa  parte  de  la 
cuenta  como  aparece  en  el  documento  que  presenta,  bajo  la 
letra  A. 

Que  según  el  documento  letra  B,  CinoUo  y  C*  cobraron  i 
Mendoza  7000  $  m/c.  por  estadías  y  ahora  pretenden  8837  de 
quien  nada  les  debe. 

Que  la  protesta  notificada,  que  es  la  que  vale,  fué  contra 
Mendoza,  lo  que  prueba  que  para  Cinollo,  él  era  el  único  deu- 
dor. 

Corrido  traslado  de  los  documentos  letra  A  y  B,  D.  Miguel 
Barcos,  por  Cinollo  y  C^,  contestó  que  el  documento  letra  A  solo 
prueba  que  el  demandado  pagó  á  Mendoza  el  flete  del  vapor  y 
no  el  lanchage  y  las  estadías ;  que  nada  importa  que  la  cuenta 
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letra  B.  esté  á  nombre  de  Mendoza ;  qne  causadas  las  estadías 
de  las  lanchas,  Mendoza  pidió  á  GinoUo  la  cuenta  para  arreglar 
con  Muir  amigablemente,  y  no  habiendo  podido  conseguir 
jiada,  fué  que  dedujo  esta  demanda. 

£n  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba  sobre  si  hubo  contrato 
ú  orden  para  la  descarga  por  parte  de  Muir  con  los  demandan- 
tes 7  si  estos  cumplieron  sus  órdenes,  y  justificación  del  tiempo 
de  las  estadías. 


Falla  del  JToea  de  Seeelon* 

Buenos  Aires,  Julio  25  de  1878. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Luis  Ginollo  y  G*,  contra 
los  señores  Muir  y  G*,  por  cobro  de  ocho  mil  ochocientas  treinta 
y  siete  pesos  y  sus  intereses  procedentes  de  lanchajes  y  esta- 
días, y 

Gonsiderando:  V  Que  el  demandado  tiene  derecho  á  alegar 
en  la  contestación  á  la  demanda,  hasta  las  excepciones  dilatorias 
(artículo  75,  ley  de  Enjuiciamiento)  y  que  por  consecuencia  el 
Juez  puede  y  debe  resolverlas. 

2^  Que  la  defensa  de  D.  Roberto  Muir  estriba  en  la  falta  de 
personería  de  Ginollo  y  G*,  para  demandarle*  no  habiendo  con- 
tratado ni  dado  orden  para  verificar  el  lanchage  que  cobra,  y 
consta  de  las  posiciones  absueltas  por  el  mismo  demandante 
Ginollo  á  f . . .  que  en  verdad  no  contrató  ni  recibió  orden  de 
Muir  sino  de  Mendoza,  y  aunque  de  este  recibió  la  designación 
del  lugar  de  la  descarga  y  los  documentos  para  poder  verifi- 
carlo, no  hay  constancia  de  que  se  le  dieran  y  recibieron  en  su 
carácter  de  mandatario  directo,  sino  como  agente  de  Mendoza ; 
y  falta  por  tanto  la  presunción  de  que  esos  hechos  importaran 
una  ratificación. 

9^  Que  de  conformidad  á  las  reglas  del  mandato»  á  que  los 
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lanchajes  deben  snjetarse,  está  declarado  por  la  Suprema  Corte 
que  los  lancheros  no  tienen  acción  contra  los  dueños  de  la 
carga  por  el  precio  de  sns  servicios^  ja  sean  fletes  6  estadías 
qne  se  cobren  cuando  han  hecho  la  descarga  por  mandato  de 
los  consignatarios  del  buque,  sino  cuando  establecen  que  dichos 
consignatarios  cobraron  en  nombre  ó  por  mandato  de  los  carga- 
dores (Tomo  2%  Ser.  2*,  pág.  209,  Fallos  de  la  Saprema  Corte) 
7  en  caso  ocurrente  y  como  queda  espuesto  en  el  precedente 
considerando  la  descarga  se  hizo  en  esa  forma. 

4^  Que  aunque  el  cargador  debe  responder  de  las  estadías, 
como  lo  establece  la  ley  y  el  informe  de  la  bolsa,  no  importa 
esto  establecer  su  responsabilidad  para  con  terceros  como  los 
lancheros,  sino  cuando  se  autoriza  al  fletante  6  capitán  para  que 
haga  la  descarga  á  nombre  y  en  representación  de  los  cargado- 
res mismos,  y  en  el  caso  actual  y  según  se  desprende  del  conoci- 
miento á  f  • .  •  los  dueños  ni  el  capitán  del  vapor  c  Mendoza  I» 
tenian  esa  facultad. 

5®  Que  asi  lo  entendieron  los  mismos  demandantes  Cinollo 
y  C*,  cuando  protestaron  por  las  estadías  contra  el  consignatario 
del  buque  y  el  Sr.  Muir  no  pagando  las  estadías  en  el  docu- 
mento de  f .  • .  sin  que  sea  atendible  la  protesta  6  ampliación 
de  protesta  que  hicieron  contra  Muir,  pues  lo  fué  pasados  los 
términos  y  ni  les  fué  notificada. 

Por  estas  consideraciones  fallo  absolviendo  de  la  presente 
demanda  á  los  señores  Muir  y  C%  sin  perjuicio  de  los  derechos 
que  los  señores  Cinollo  y  C*  crean  competirles  contra  terceros. 

Hágase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarradn. 

Fallo  de  la  Soprena*  Cforte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  21  «le  1878. 
Vistos  y  considerando:   Primero.  Que  la  descarga  del  vapor 
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cMendoza  Primero»  se  efectnó  por  medio  de  las  lanchas  de  los 
señores  Ginollo  y  compañía,  desde  el  dia  tres  hasta  el  diez  de 
Setiembre  de  mil  ochocientos  setenta  j  cnatro,  segan  consta  de 
las  declaraciones  de  fojas  cuarenta  y  nneve  y  cincnenta  y  seis 
vuelta  y  de  la  propia  confesión  del  cargador,  corriente  á  foja 
yeinte  y  una. 

Segundo.  Que  antes  de  proceder  á.Ia  descarga,  los  lancheros 
exigieron  del  señor  Muir,  la  designación  del  lugar  donde  debian 
verificarla,  á  lo  que  el  mencionado  Muir  accedió,  despueá  de 
tres  dios  de  ser  requerido  para  ello,  según  su  propia  confesión, 
corriente  á  foja  cuarenta  y  ocho. 

Tercero.  Que  habiendo  aceptado  Muir  por. este  hecho,  que 
los  señores  Ginollo  y  compañía  practicasen  la  descarga  del  maiz 
que  le  venia  dirijido  en  el  vapor  cMendoza  Primero»,  contrajo 
necesariamente  la  obligación  de  pagar  á  los  lancheros,  tanto 
el  lanchage  como  las  estadías,  del  mismo  modo  que,  al  tenor 
del  conocimiento  de  foja  una,  eran  de  su  cuenta  el  ñete  y  las 
estadías  del  vapor  c  Mendoza  Primero  » . 

Cuarto.  Que  el  cargador  Muir  no  ha  podido  en  consecuencia 
exonerarse  de  esta  obligación,  diciendo  que  fué  el  capitán  el 
que  contrató  con  los  lancheros^  porque  era  saya  y  no  del  capi- 
tán la  obligación  de  la  descarga. 

Quinto.  Que  tampoco  puede  el  cargador  Muir  negarse  á  pagar 
las  estadías  de  las  lanchas,  á  pretesto  de  que  el  conocimiento  no 
habla  de  tales  estadías,  porque  á  falta  de  cUusula  espresa, 
debe  estarse  al  uso  del  puerto,  con  arreglo  al  artículo  mil  dos 
cientos  Qatorce  del  Código  de  Comercio,  y  ese  uso  en  el  caso 
presente  impone  al  cargador  ó  á  sus  agentes  la  obligación  de 
pagar  estadías,  según  resulta  de  los  informes  corrientes  á  fojas 
sesenta  y  ocho  y  sesenta  y  nueve. 

Por  estas  consideraciones  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja 
ochenta  y  nueve  vuelta ;  y  á  mérito  de  no  haber  probado  los 
demandantes  mas  de  tres  dias  de  demora  en  la  descarga,  impu- 
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tables  al  cargador,  se  declara  que  don  Boberto  Muir  está  obli- 
gado á  abonar  á  los  señores  CinoUo  y  compañía  tres  dios  de  es- 
tadías,  á  razón  de  doscientas  cincuenta  pesos  moneda  corriente 
diarios  por  cada  treinta  fardos  de  efectos  descargados. 
Satisfechas  las  costas  y  repaestos  los  sellos  deyuélvanse. 

J.  B.  G0R08TUGA.  —  O.   LBGDIZáMOll.  — 
ÜLADISLAO  FRU8. 


CAVSA     CXXIII 


El  Fisco  Nacional  contra  Don  Estevan  Anselmo^  sobre 

contr ahondo. 


Sumario.  —  1®  El  endoso  en  blanco  de  nn  conocimiento, 
hecho  al  solo  objeto  de  que  el  endosatario  despache  mercan- 
cías depositadas  en  Aduana,  no  transfiere  propiedad  ni  hw^e 
cesar  las  obligaciones  del  endosante  con  el  Fisco. 

2®  Si  el  endosatario  hace  un  contrabando  con  ese  conoci- 
miento, el  responsable  es  el  dueño  de  las  mercaderías. 


Caso. — El  caso  está  esplicado  en  el 
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Fallo  del  Juem  de  Seecloit 

Buenos  Aires,  Agosto  7  de  1878. 

T  vistos  estos  autos  seguidos  por  el  Procurador  Fiscal,  con- 
tra Don  Estovan  Anselmo,  sobre  defraudación  de  derechos  de 
Aduana  y  considerando  :  V  Que  según  resulta  de  lo  actuado 
en  este  proceso,  las  mercaderías  detalladas  en  el  documento  de 
foja  tres,  vinieron  por  el  vapor  c  Sud  América  »  consignadas  á 
los  señores  Qiovanni  Lavarello,  quienes  las  transfirieron  en  de- 
pósito á  Anselmo  y  este  á  su  vez  á  D.  H.  Ceballos,  presentan- 
dose  después,  firmado  por  Pedro  Márquez,  permiso  de  reembarco 
de  estas  mercaderías  con  destino  á  Qualeguay ;  2°  Que  en  su. 
declaración  de  foja  diez  y  siete  vuelta,  Anselmo  reconoce 
que  las  mercaderías  han  ido  á  su  poder  no  obstante  la  trans- 
ferencia otorgada  á  favor  de  Ceballos,  y  que  dicha  transfe- 
rencia solo  tenia  por  objeto  comisionar  á  estopara  que  corriese 
cenias  diligencias  de  Aduana,  despachando  las  mercaderías  á 
consumo  directo ;  3^  Que  despachadas  las  mercaderías  por 
Márquez  ó  Ceballos  en  reembarco  al  vapor  « Colon»  han  salido 
de  los  depósitos  de  Aduana  no  habiendo  pasado  por  ninguno 
de  los  puntos  habilitados  para  el  embarque,  ni  sido  recibidas 
por  el  vapor  á  donde  iban  destinadas,  constando  por  el  con- 
trario que  las  recibió  el  mismo  Anselmo  como  despachadleis 
-á  consumo  directo ;  4^  Que  estos  hechos  á  la  vez  que  estable- 
cen el  contrabando  definido  y  penado  por  el  artículo  nove- 
cientos  setenta  y  cuatro  de  las  Ordenanzas,  prueban  evidente- 
mente que  Ceballos  no  ha  obrado  en  nombre  propio,  sino  como 
agente  de  Don  Estovan  Anselmo,  verdadero  propietario  de  las 
mercaderías,  siendo  por  lo  tanto  el  caso  de  aplicación  de  los 
artículos  mil  veinte  y  siete  y  mil  veinte  y  ocho  de  las  Ordenan- 
zas ;  5®  Que  la  disposición  del  articulo  mil  treinta  y  cuatro» 
según  se  desprende  de  sus  propios  términos  y  ha  sido  resuelto 

T.  M.  31 
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ya  en  diversas  ocasiones,  no  establece  la  impunidad  de  las  de- 
fraudaciones comprobadas  después  de  haber  salido  las  merca- 
derlas  déla  Aduana,  sino  que  fija  únicamente  los  limites  de  la 
jurisdicción  administrativa  y  contenciosa ;  6^  Que  se  desprende 
de  los  obrados  en  esta  causa  presunciones  de  que  el  nombre  de 
Pedro  Márquez  que  suscribe  la  transferencia  y  permiso  de 
reembarco,  no  pertenece  á  ninguna  persona  que  haya  interve- 
nido en  este  asunto,  lo  que  establece  el  delito  de  falsedad  de- 
finido  por  el  artículo  64,  inciso  20  de  la  Ley  Penal ;  y  7®  que 
no  habiéndose  presentado  al  juicio  D.  H.  Ceballos,  contra 
quien  recaen  estas  presunciones,  ni  el  mismo  Márquez,  es  lle- 
gado el  caso  de  proceder  de  acuerdo  al  artículo  379  de  la  ley 
de  procedimientos.  Por  estos  fundamentos  fallo  declarando  á 
Don  Estevan  Anselmo  convicto  de  defraudación  de  derechos 
de  Aduana,  definido  en  el  articulo  974  de  las  Ordenanzas :  en 
su  consecuencia  condénasele  al  pago  de  una  multa  igual  a] 
valor  de  las  mercaderías  que  se  detallan  en  la  transferencia  de 
foja  tres,  las  que  deberán  ser  previamente  avaluadas  por  la 
Aduana  y  costas  del  juicio;  líbrese  la  correspondiente  orden  de 
prisión  contra  Don  Pedro  Márquez  y  Don  H.  Ceballos,  suspen- 
diéndose entretanto  la  causa  hasta  que  se  obtuviese  su  apre- 
hensión y  hágase  saber  reponiéndose  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  21  de  1878. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas,  la 
sentencia  apelada  de  foja  ochenta  y  dos;  satisfechas  las  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.   DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGüIZAMON. — ÜLADISLAO  FRÍAS. 
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CAUSA    CXXIT 


D.  Pedro  Gómez  contra  D.  Toribio  Jerez,  sobre  indemnización 

de  perjuicios 


Sumario.  —  1®  El  que  ejercita  un  derecho  en  consecnencia 
de  ana  sentencia  dictada  por  juez  competente,  no  asnme  res- 
ponsabilidad alguna. 

^  Cuando  el  actor  no  prueba  los  hechos  alegados  en  la  de- 
manda y  señalados  en  el  auto  de  prueba,  el  reo  debe  ser  ab- 
suelto. 

3"*  Las  pruebas  presentadas  después  de  vencido  el  término 
legal  no  pueden  ser  tomadas  en  consideración. 


Caso.  —  El  caso  está  esplicado  en  el 

Fallo  del  Jluea  de  Seeelon 

Santiago  del  Estero,  Junio  14  de  1878. 

Y  vistos:  los  autos  seguidos  entre  D.  Tomás  R.  Alvarado, 
apoderado  de  D.  Pedro  Gómez,  vecino  de  la  Provincia  de  Cata- 
marca  y  D.  Justiniano  Santillan  apoderado  de  D.  Toribio  Je- 
rez, vecino  de  esta  Provincia  de  Santiago  del  Estero,  cobrando 
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el  primero  la  cantidad  de  cinco  mil  trescientos  veinte  pesos  bo- 
livianos, procedentes  de  perjuicios  irrogados  por  embargo  de 
durmientes,  solicitado  y  llevado  á  efecto  bajo  la  responsabili- 
dad de  Jerez,  con  mas  las  costas  del  juicio :  de  cuyos  autos  re- 
sulta, que  en  dos  de  Abril  del  año  setenta  y  seis,  se  presentó  D. 
Toribio  Jerez  ante^el  Juez  de  Paz  del  Departamento  de  Choya, 
D.  Pedro  Ignacio  Gómez  demandado  de  D.  Pedro  Gómez  del 
mismo  vecindario,  el  valor  de  trescientos  cincuenta  y  seis  dur- 
mientes que  este  habia  cortado  en  terrenos  de  su  propiedad ; 
que  citado  Gómez  para  que  comparezca  á  contestar  la  demanda 
por  cuatro  veces,  y  con  término  de  ocho  dias,  no  obedeció  á  la 
citación,  por  coya  razón  se  le  declaró  rebelde  y  se  le  condenó 
á  perder  los  durmientes  embargados,  poniéndose  estos  á  dis- 
posición de  Jerez  para  que  disponga  de  ellos.  El  procedimien- 
to seguido  ha  sido  verbal,  y  consta  del  certificado  del  Juez  de 
Paz  de  f .  44,  de  la  declaración  del  mismo  de  f.  125  vta.,  del 
informe  del  Comisario  D.  Samon  Suarez,  de  f .  93,  declaración 
de  D.  Belisario  Sizuela,  de  f.  126  vta,  y  considerando :  1"*  que 
D.  Toribio  Jerez,  al  disponer  de  los  durmientes,  cuyo  embargo 
tenia  solicitado,  lo  ha  hecho  en  virtud  de  una  sentencia  dicta- 
da por  Juez  competente  que  lo  exhonera  de  toda  responsabili- 
dad y  de  cuyas  consecuencias,  es  solo  responsable  el  Juez  que 
la  pronunció,  artículo  123,  inciso  9®,  titulo  18  del  Código  de 
Procedimientos  de  la  Provincia. 

2*  Que  D.  Pedro  Gómez  no  ha  justificado  los  hechos  alega- 
dos por  su  parte  y  mandados  probar  por  el  auto  de  f .  97  en 
que  hace  consistir  los  perjuicios  cuya  indemnización  reclama. 
Certificado  del  actuario  de  f.  150,  por  cuya  razón  corresponde 
en  derecho  la  absolución  del  demandado.  Fallo  de  la  Suprema 
Corte,  tomo  2^  serie  2»,  págí  61,  y  ley  1%  título  14,  partida  3». 

3^  Que  la  prueba  presentada  por  la  parte  de  Gómez,  des- 
pués de  vencido  el  término  probatorio,  proviniendo  el  retardo 
de  un  hecho  imputable  á  él  mismo,   cual  es  haber  solicitado 
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proroga  del  término  probatorio,  despnes  de  vencido  el  que  la 
ley  al  efecto  determina,  artículo  95,  inciso  3^  y  96,  título  12 
de  la  ley  de  Procedimientos  Nacionales,  y  proveidos  consenti- 
dos de  f.  103  vta,  108  yta,  y  f.  153 ;  no  puede  ni  debe  tomar- 
se en  consideración.  Fallos  de  la  Suprema  Corte,  tomo  2^,  serie 
2",  pág.  289.  Por  estas  consideraciones  y  el  mérito  que  ofre- 
cen los  autos,  definitivamente  juzgando,  fallo :  Declarando 
absuelto  á  D.  Toribio  Jerez  de  la  demanda  en  su  contra,  inter- 
puesta por  D.  Pedro  Gómez,  cobrando  cinco  mil  trescientos 
veinte  pesos  bolivianos,  por  indemnización  de  perjuicios  reci- 
bidos, sin  especial  condenación  en  costas :  hágase  saber. 

Pedro  Vázquez  de  Novoa. 
El  demandante,  apeló  y  el  recurso  se  le  otorgó  libremente. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

r 

Baenos  Aires,  Noviembre  23  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  ciento  ochenta  y  nueve;  satisfechas  las 
de  la  instancia  y  respuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

J.   B.   GOROSTIAGA.  —  O.   LEGCIZAMON. 
—  ÜLADISLAO  FRUS. 
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CAVSA    CXXT. 


D.  Facundo  Aragonés  conirp,  el  Banco  Nacional  y  D.  Guillermo 
MaUh  sobre  tercería  de  mejor  derecho 


Sumario.  —  i^  Los  derechos  reales  del  acreedor  prendario, 
solo  se  adquieren  con  la  posesión  real  de  las  cosas  dadas  en 
prenda. 

^  La  declaración  del  deudor  de  darse  por  desposeído  y  de 
tener  las  cosas  á  disposición  del  acreedor,  no  suple  la  tradición 
y  posesión  real  que  exigen  las  leyes. 


Caso.  —  El  Banco  Nacional  en  juicio  ejecutivo  contra  D. 
Guillermo  Matti,  pidió  y  obtuvo  el  embargo  de  los  muebles  que 
se  hallaban  en  la  casa  de  este. 

D.  Facundo  Aragonés  con  escritura  de  sesión  otorgada  en 

t 

7  de  Febrero  de  1877  por  D.  Antonio  Pintos  de  Sampayo,  y 
otra  de  prenda  otorgada  á  Sampayo  por  Matti  en  7  de  Marzo 
de  1877,  dedujo  contra  el  embargo  tercería  de  derecho  prefe- 
rente. 

Por  la  escritura  de  prenda,  Matti  declaraba  haber  recibido 
de  D.  Antonio  Sampayo  la  cantidad  de  cinco  mil  pesos  fuertes 
en  préstamo  á  devolverse  al  plazo  de  un  ano,  y  entregaba  en 
garantía  al  mueblaje  de  su  casa  en  la  calle  Corrientes  N^  28, 
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cuyo  pormenor  se  detalla  en  seguida;  manifestando  que  los  di- 
chos muebles  estaban  desde  ya  á  disposición  de  Sampayo«  y 
que  este  podia  recibirse  de  ellos  cuando  le  pareciese,  y  que  él 
(Matti)  se  constituia  como  simple  depositario  de  ellos. 

Por  la  escritura  de  cesión  Sampayo  cedia  á  Aragonés  sus 
derechos  creditorios  y  de  prenda. 

El  Banco  Nacional  contestó  la  demanda,  diciendo  que  la 
deuda  era  simulada,  y  que  no  era  verosimil  que  Sampayo  hu- 
biese dado  á  Matti  cinco  mil  fuertes  y  le  hubiese  dejado  la 
prenda ;  que  Matti  habia  pedido  moratorias  en  27  de  Marzo  de 
1877,  y  Sampayo  no  figuraba  como  acreedor  por  ese  préstamo; 
que  además  la  prenda  no  estaba  en  su  poder,  ni  los  muebles 
eran  idénticos  á  los  embargados;  y  por  lo  tanto  no  podia 
ejercer  derechos  reales  de  preferencia  sobre  estos. 


Fallo  del  Jluea  de  Seeelon» 

Buenos  Aires,  Junio  SO  de  1878. 

Y  vistos  estos  autos  de  tercería  seguidos  por  D.  Facundo 
Aragonés,  cesionario  de  D.  Antonio  P.  de  Sampayo,  en  la  eje- 
cución seguida  por  el  Banco  Nacional,  contra  D.  Guillermo 
Matti,  y 

Considerando:  1^  Que  para  que  el  acreedor  prendario  ad- 
quiera derechos  reales  sobre  la  cosa  es  necesario  que  se  le  haya 
hecho  tradición  real  de  la  misma,  y  que  para  que  los  conserve 
debe  estar  en  posesión  de  ella,  él,  ó  un  tercero  convenido  entre 
las  partes  (artículos  d,  2  y  3  cDe  la  prenda».  Código  Civil). 

i°  Que  la  posesión  de  las  cosas  muebles,  se  toma  únicamente 
por  la  tradición,  entre  personas  capaces,  sin  que  pueda  suplirse 
esta  formalidad  legal  con  la  declaración  del  tradente,  de  darse 
por  desposeído,  ó  de  dar  al  adquirente  la  posesión  de  la  cosa. 
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(artículos  28  y  31  cDe  la  Posesión»  y  déla  tradición  para  adqui- 
rirla» Código  Civil). 

3^  Que  por  consiguiente,  la  escritura  de  f .  2  en  que  el  ter- 
cero, funda  su  acción,  no  le  dá  privilejio  alguno  contra  los 
muebles  que  en  ella  se  mencionan,  pues  de  la  misma  escritura 
resulta  que  el  Sr.  Sampayo  no  entró  en  posesión  de  dichos 
muebles,  que  quedaron  en  poder  del  Sr.  Matti. 

4^  Que  aun  en  el  caso  en  que  la  tradición  se  hubiese  hecho 
perfeccionándose  de  esta  manera  el  contrato  de  prenda,  los 
privilegios  que  hubiera  tenido  Sampayo,  y  por  cesión  el  Sr. 
Aragonés,  se  habrían  estinguido  por  haber  perdido  la  posesión 
de  los  muebles  que  se  embargaron  en  poder  del  Sr.  Matti., 

5®  Que  aun  en  el  caso  que  el  tercero  conservara  los  dere- 
chos reales,  de  que  carece  sobre  los  muebles  dados  en  prenda, 
habiendo  negado  el  ejecutante  que  sean  los  mismos  embar- 
gados, debió  acreditar  la  identidad. 

6^  Que  no  solo  no  se  ha  acreditado  esta  identidad  sino  que 
la  prueba  testimonial  ofrecida  por  Aragonés,  de  f .  40  á  47, 
acredita  que  varios  de  los  bienes,  que  se  dicen  dados  en  prenda, 
no  son  de  los  embargados,  aparte  del  oertificado  de  f.  64,  espe- 
dido á  solicitud  del  mismo,  y  del  que  resulta  que  varios  de  los 
bienes  embargados,  no  están  incluidos  en  los  determinados  en 
la  escritura  mencionada  á  f .  2. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  ter- 
cería de  dominio  escluyente  deducida,  y  ordenando  en  su  con- 
secuencia que  se  lleve  adelante  la  ejecución,  con  costas. 

Hágase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  AU)arracin. 

Fallo  de  1»  Saprem»  Corte. 

Buenos  Aires,  T^oviembre  96  de  1878. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto 
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apelado  de  foja  ciento  quince,  y  satisfechas  aquellas  y  repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.   DOMÍNGUEZ.  — 
O.  LEGUIZAMON.  — ULADISLAO  FRUS. 


it-^C^Ut. 


CAVSA    CXXTI 


D.  José  Beza  contra  el  Banco  de  Mendoza  y  D.  Diego  Bruce, 

sobre  tercería  de  mejor  derecho. 


Sumario.  —  1®  Los  derechos  reales  y  privilegios  del  acreedor 
hipotecario,  no  se  estinguen  por  la  confusión  en  su  persona,  de 
los  derechos  de  acreedor  y  propietario,  sino  cuando  la  adquisi- 
ción del  dominio  ha  tenido  lugar  de  una  manera  irrevocable. 

2^  El  artículo  60,  título  Del  pago,  Código  Civil,  no  es  apli- 
cable al  caso  que  la  cosa  dada  en  pago  y  que  ha  sufrido  evic- 
cion,  haya  estado  hipotecada  á  la  seguridad  de  la  obligación. 


Caso.  — D.  Diego  Bruce  hipotecó  en  15  de  Junio  de  1871,  á 
favor  de  D.  José  Beza  la  estancia  denominada  c  Llancha  >  sita 
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en  la  Provincia  de  Mendoza,  en  garantía  de  nn  crédito  de  diez 
y  seis  mil  pesos  plata. 

£nl8de  Abril  de  1876,  con  escritura  otorgada  en  Chile, 
Bruce  vendió  á  Beza  la  estancia  mencionada. 

Esta  escritura  fué  protocolizada  en  Meirdoza  en  12  de  Enero, 
de  1877. 

El  Banco  de  Mendoza  en  juicio  ejecutivo  contra  Bruce  pidió 
y  obtuvo  embargo  de  la  estancia. 

Gibbs  por  Beza,  dedujo  tercería  de  dominio  que  fué  recha- 
zada por  la  siguiente 


SENTENCIA  DEL  JUEZ  SECCIONAL 

Mendoza,  Marzo  1*  de  1878. 

Y  vistos :  estos  autos  de  tercería  de  dominio,  iniciados  por 
D.  Guillermo  Gibbs,  en  representación  de  D.  José  Beza  en  la 
ejecución  seguida  por  el  Banco  de  Mendoza,  de  esta  ciudad, 
contra  D.  Diego  Bruce.  Resulta  de  ello,  que  trabado  á  petición 
del  ejecutante  embargo  en  nn  campo,  que  al  efecto  designó  co- 
mo de  propiedad  del  ejecutado,  situado  en  el  Departamento  de 
de  San  Carlos  de  esta  Provincia  y  conocido  Con  el  nombre  de 
cLlancha»,  el  demandante  ha  deducido  su  acción  haciendo  va- 
ler la  escritura  de  venta  del  mismo,  corriente  á  f .  1 ,  otorgada 
á  su  favor  por  el  ejecutado  en  Santiago  de  Chile  con  fecha  18 
de  Abril  de  1876  y  protocolizada  en  esta  ciudad  con  fecha  12 
de  Enero  de  1877;  que  el  ejecutante  contestando,  ha  sostenido 
la  subsistencia  del  embargo  fundándose  primero,  en  que  la  pro- 
tocolización de  la  escritura  de  venta  carece  de  eficacia  por  ha- 
ber sido  solicitada  por  Gibbs  sin  poder  bastante  para  el  efecto 
de  Beza,  segundo  en  que  ella  es  igualmente  ineficaz  por  haber 
sido  decretada  por  el  Juez,  ante  quien  fué  solicitada  sin  inter- 
vención ni  citación  del  Fiscal  Público  ;  y  tercero  en  que  apa- 
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recieudo  ella  efectuada  en  el  mismo  día  que  el  embargo  del 
fundo  en  el  juicio  ejecutivo,  no  ha  podido,  atenta  la  hora  en  que 
este  último  se  practicó  j  la  distancia  considerable  de  esta  ciu- 
dad al  fundo  en  cuestión,  adquirirse  por  lo  mismo  legítima- 
mente su  dominio.  Que  en  rebeldía  del  ejecutado  la  causa  fué 
abierta  á  prueba  respecto  de  los  tres  puntos  que  designa  el  auto 
de  f . . .  ó  sea :  primero,  si  se  habia  ó  no  hecho  al  demandante 
tradición  de  la  finca  embargada ;  segundo,  la  fecha  en  que  en 
su  caso  hubiera  ella  tenido  lugar^  y  tercero  la  prioridad  en 
tiempo,  entre  la  protocolización  y  el  embargo,  produciéndose  la 
que  corre  de  f . . .  á  f . . .  y  considerando.  Primero ^  que  la  pri- 
mera de  las  excepciones  deducidas  por  el  ejecutante  al  título 
del  demandante  en  este  juicio,  es  manifiestamente  infundada, 
porque  la  escritura  de  venta  acompañada  á  la  demanda  contiene 
espresamente  el  poder,  cuya  falta  se  alega,  otorgado  de  común 
acuerdo  por  vendedor  y  comprador.  Segundo ^  ^uelo  es  igual- 
mente la  segunda,  relativa  á  no  haberse  dado  intervención  al 
Fiscal  en  la  petición  ^e  protocolización,  porque  representando 
el  solicitante  á  todos  los  interesados  en  ella,  no  ha  sido  indis- 
pensable la  intervención  en  la  misma  de  oficial  alguno  público. 
TercerOf  que  no  sucede  lo  mismo  con  la  tercera  de  las  excepcio- 
nes deducidas,  6  sea  la  referente  á  la  adquisición  del  dominio 
del  campo  cuestionado  por  el  demandante,  en  relación  á  la  cual 
se  señalaron  los  puntos  de  la  prueba,  según  se  desprende  de 
las  consideraciones  siguientes:  Primera,  que  la  cláusula  del 
constitutum  posseuorium  en  que  el  demandante  parece  apoyar- 
se para  sostener  la  adquisición  de  la  posesión  del  campo  en 
cuestión,  por  su  parte  no  aparece  estipulada  por  el  contrato  de 
venta  ni  se  ha  justificado  que  lo  haya  sido  después,  circuns- 
tancia indispensable  para  hacerla  valer,  pues,  es  ella  indepen- 
diente de  aquel  contrato  y»  requiere  por  lo  mi^mo  una  conven- 
ción especial  que  la  establezca.  Heguuda,  que  dicha  cláusula 
siendo  de  derecho  rigoroso  y  excepcional  no  se  presume  en 
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nÍDgun  caso,  con  arreglo  á  las  leyes  que  la  autorizaban.  Tercera, 
que  en  este  caso  ademas  la  presunción  es  contraria  á  dicha 
convención,  pues  si  ella  hubiera  existido,  no  se  esplicaria  ra- 
cionalmente la  facultad  consignada  en  el  poder  de  f.  primera 
otorgado  recien  en  17*de  Enero  de  1877,  6  sea  después  del  con- 
trato de  compra  y  después  aun  de  su  protocolización,  para  to- 
mar la  posesión  del  campo.  Cuarta,  que  ella  es  ademas  prohi- 
bida é  ineficaz  por  el  derecho  actual,  según  la  regla  consignada 
en  el  artículo  veinte  y  ocho,  título  «De  la  posesión»  del  Código 
Civil,  que  dice:  «La  tradición  se  jnzgará  hecha,  cuando  se  hi- 
ciese según  algunas  de  las  formas  autorizadas  por  este  Código. 
La  sola  declaración  del  tradente  de  darse  por  desposeido,  ó  de 
dar  al  adquirente  la  posesión  de  la  cosa,  no  supone  las  formas 
legales.»  Quinto,  que  estando  dispuesto  por  el  mismo  derecho 
que  la  posesión,  no  se  adquiere  sino  por  el  contacto  material, 
ó  por  la  posibilidad  física  de  tomar  la  cosa,  y  dada  ademas  la 
disposición  de  la  regla  transcrita  en  el  párrafo  anterior,  no  debe 
entenderse  la  disposion  del  artículo  112  en  su  inciso  tercero,  tí- 
tulo «De  la  posesión»,  que  se  invoca  por  el  demandante  en  el 
sentido  de  que  la  tradición  puede  hacerse  por  la  sola  declara- 
ción de  voluntad  del  pretendido  tradente,  sino  cuando  ella  va 
acompañada  de  hechos  materiales  6  actos  posesorios  á  nombre 
del  adquirente  que  revelen  manifiesta  y  esteriormente  que 
aquel  se  ha  desnudado  de  la  posesión  que  antes  tenia,  trasmi- 
tiéndola á  este  y  que  sigue  así  á  cargo  de  la  cosa  como  simple 
tenedor  de  ella.  Sexta,  que  en  este  caso  no  se  ha  justificado  acto 
alguno  de  este  género,  y  por  el  contrario  de  las  posiciones  de 
f . . .  resulta  que  él  no  ha  existido  ni  antes  ni  después  de  la 
protocolización.  Séptima,  que  no  es  exacto  tampoco  que  la  es- 
critura hipotecaria  de  f . . .  haga  presumir  la  posesión  á  favor 
del  comprador,  como  se  pretende  por  el  demandante,  pues  es 
el  título  de  compra  solamente  el  que  hace  nacer  tal  presunción, 
y  que  en  este  caso  ella  tiene  en  contra  la  circunstancia  de  que 
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habiéndose  ¿aliado  embargada  la  finca  y  depositada  en  poder 
de  un  tercero  á  la  época  de  la  protocolización  que  es  la  que  hace 
eficaz  el  título  de  compra  solamente,  el  que  hace  nacer  tal  pre- 
sunción, y  que  en  este  caso  ella  tiene  en  contra  la  circunstancia 
de  que  habiéndose  hallado  embargada  la  finca  y  depositada  en 
poder  de  un  tercero  á  la  época  de  la  protocolización  que  es  la 
que  hace  eficaz  el  título^  el  vendedor  no  ha  podido  hacer  la  tra- 
dición y  que  ademas  existe  demostrado  que  no  se  ha  hecho 
ella  hasta  la  fecha  (posiciones  de  f . . .).  Octava,  que  el  em- 
bargo judicial  sujeta  la  cosa  embargada  á  disposición  del  Juez 
é  impide  por  lo  mismo  su  libre  disposición,  ya  en  propiedad, 
ya  en  posesión  á  favor  de  terceros.  Novena,  que  si  no  consta 
que  el  embargo  haya  sido  registrado  en  la  Oficina  de  Hipotecas 
con  arreglo  al  artículo  274  de  la  ley  de  Procedimientos,  por 
una  falta  del  actuario,  este  defecto  no  causa,  sin  embargo,  su 
nulidad  ni  lo  hace  menos  eficaz  respecto  al  demandante,  pues 
si  la  ley  con  la  mira  de  prevenir  las  enagenaciones  y  graváme- 
nes fraudulentos  queipuedan  llegar  á  hacerse  sobre  los  bienes 
embargados  en  perjuicio  de  terceros  que  ignoren  el  embargo, 
ordena  la  anotación  de  este  en  el  registro  de  hipotecas,  no 
declara  su  ineficacia  por  la  falta  de  dicho  registro,  y  los  jueces 
que  conforme,  á  una  regla  de  derecho  no  pueden  crear  otras  nu- 
lidades que  las  que  la  ley  establece,  no  pueden  tampoco  decla- 
rarla, máxime  constando  que  el  interesado  ha  tenido  conoci- 
miento perfecto  y  pleno  del  embargo  á  tal  suerte  que  no  ha  he- 
cho valer  siquiera  tal  defecto.  Decima  y  última,  que  es  de  pre-> 
sumir  por  las  consideraciones  aducidas  por  el  ejecutante  que  la 
protocolización  de  la  escritura  de  compra-venta  ha  sido  poste- 
rior á  la  ejecución  del  embargo  y  que  á  ella  es  de  agregar  que 
correspondiendo  á  este  último  la  prueba  de  la  prioridad  de  su 
titulo,  no  la  ha  presentado,  sin  embargo,  ni  ha  alegado  siquiera 
el  hecho,  sin  que  pueda  decirse  que  obsta  á  las  consideraciones 
que  de  tal  circunstancia  pueden  deducirse  á  favor  del  ejecutan- 
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te,  la  disposición  del  artícDlo  2,  título  ^  de  los  preliminares  del 
Código,  pnes  ella  se  refiere  mas  á  los  plazos  de  dias  que  á  la 
prioridad  de  los  actos.  Por  tanto,  declaro  qne  el  demandante 
no  ha  justificado  como  debiera  sa  acción  y  en  consecuencia  re- 
suelvo no  hacer  lugar  á  la  presente  tercería  deducida  por  su 
parte  sin  especial  condenación  en  costas  ;  y  á  mérito  de  la  falta 
del  actuario,  notada  en  el  párrafo  noveno  del  considerando  úl- 
timo, se  le  apercibe  ordenándole  proceda  en  el  dia  á  cumplir  la 
disposición  legal  en  el  mismo  párrafo  mencionada.  Notifiquese 
con  el  original  y  repóngase  el  papel. 

C.  S,  de  Latorre. 

Consentida  esta  sentencia,  Gibbs  en  la  misma  representación 
dedujo  tercería  por  mejor  derecho,  fundándose  en  la  escritura 
de  hipoteca. 

El  ejecutante  se  opuso,  alegando  que  en  virtud  de  la  escritu- 
ra de  18  de  Abril  de  1876,  quedó  estinguida  la  obligación  hipo- 
tecaria á  favor  de  Beza,  ya  por  el  pago  ó^or  la  confusión. 


Fallo  del  Juez  Seccional 

Mendoza,  Julio  12  de  1878. 

Vistos  estos  autos  de  tercería  de  prelacion  deducida  por  D. 
Guillermo  Gibbs,  en  representación  de  D.  José  Beza,  en  la  eje- 
cución seguida  por  D.  Agustin  Ferreyra,  como  apoderado  del 
Banco  Mendoza,  contra  D.  Diego  Bruce. 

Besulta  de  ellos:  1®  que  antes  de  ahora  el  demandante  con  la 
escritura  de  compra  que  en  copia  corre  á  f . . .  dedujo  tercería 
de  dominio  sobre  la  finca,  ó  sea  la  estancia  de  Llancha ;  2^  que 
esta  tercería  fué  rechazada  en  juicio  contradictorio  por  no  ha- 
berse acreditado  la  efectiva  adquisición  del  dominio  con  la  tra- 
dición 6  entrega  de  la  cosa  antes  del  embargo  trabado  en  ella, 
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segan  resulta  de  la  sentencia  ejecutoriada  que  en  copia  corre  á 
f . . .  3®;  finalmente,  que  con  estos  antecedentes'el  demandante 
haciendo  valer  la  acción  hipotecaria  que  le  acuerda  la  escritura 
de  f.  !■,  ocurre  de  nuevo  solicitando  en  mérito  de  aquella,  ser 
pagado  preferentemente  el  Banco  ejecutante  con  el  precio  de 
la  estancia. 

T  considerando:  1°  que  segundara  y  terminantemente  se 
desprende  de  la  disposición  de  los  artículos  74,  75  y  91  del  tí- 
tulo cDe  la  hipoteca»  del  Código  Civil  y  especialmente  de  la 
doctrina  de  la  nota  al  último  de  dicho  artículo,  la  estincion  de 
los  derechos  reales  y  privilejios  consiguientes  del  acreedor  hi- 
potecario, no  se  opera  por  la  confusión  en  su  persona  de  los 
derechos  de  acreedor  ypropietario  y  de  la  finca  hipotecada,  sino 
cuando  la  adquisición  del  dominio  ha  tenido  lugar  de  una  ma- 
nera completa  é  irrevocable;  2""  que  la  razón  fundamental  de 
estas  disposiciones  es  de  estricta  y  tanto  mas  vigorosa  aplica- 
ción en  el  presente  caso,  cuanto  que  no  habiéndose  consumado 
por  la  falta  de  tradición  de  la  finca  vendida,  el  contrato  de 
venta,  no  ha  podido  siquiera  operarse  ni  por  un  momento  la 
confusión  posible  de  producirse  en  el  caso  previsto  por  dichos 
artículos;  3"*  que  no  se  opone  en  nada  á  estas  ideas  la  disposi- 
ción del  artículo  60  del  título  «Del  pago»  del  Código  Civil,  que 
prescribe  cque  si  el  acreedor  fuese  vencido  en  juicio  sobre  la 
propiedad  de  la  cosa  dada  en  pago,  tendrá  derecho  para  ser  in- 
demnizado como  comprador,  pero  no  podrá  hacer  revivir  la 
obligación  primitiva»:  primero,  porque  aun  considerando  el  con- 
trato de  f . . .  como  una  dación  en  pago  y  no  como  una  venta, 
que  es  el  carácter  que  principalmente  aparece  revestir;  con  todo, 
no  habiendo  aquella  llegado  á  consumarse  ni  á  tener  ejecución, 
no  podia  producir  los  efectos  jurídicos  inherentes  á  tal  acto 
cuando  se  presenta  concluido  é  irrevocable;  y  segundo,  porque 
dadas  las  disposiciones  citadas  en  el  considerando  primero,  di- 
cho artículo  no  puede  entenderse  aplicable  al  caso  en  que  la 
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cosa  dada  en  pago  y  que  ha  sufrido  la  eviccion  haya  estado 
afectada  hipotecariamente  á  la  seguridad  de  la  obligación.  Por 
estos  fundamentos,  y  teniendo  en  consideración  ademas  que 
no  ha  sido  argüida  la  Talidez  en  si  de  la  escritura  hipotecaria 
de  f. . .  ni  la  prioridad  de  derechos  que  en  tal  forma  acuerda 
al  demandante,  definitivamente  juzgando,  declaro  fundada  la 
tercería  deducida  y  de  preferente  derecho  al  demandante  sobre 
el  ejecutante  para  ser  pagado  con  el  precio  de  la  finca  embar- 
gada. 

Notifiquese  con  el  original  y  repóngase  el  papel. 

C.  S.  de  Latorre. 


Fallo  úe  la  Suprema  Corte 

Baeoos  Aires,  Noviembre  dO  de  1878. 

Vistos  :  por  sus  fundamentos,  se  confirman  con  costas,  la 
sentencia  apelada  de  foja  cuarenta  y  dos,  y  satisfechas  aque- 
llas y  respuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTUGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
O.  LEGUIZAMON.— ULADISLAO  FRUS. 
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CAVBA    CXXTII. 


D.  Emilio  Vivar  contra  la  Empresa  de  Navegación  del  vapor 

c Teresa»,  por  cobro  de  pesos 


Sumario.  —  I''  El  pasagero  no  está  obligado  á  f andar  su 
demanda  por  resarcimiento  de  daños  sufridos  en  el  equipaje, 
en  el  conocimiento  que  la  ley  exije  al  cargador  por  los  daños 
sufridos  en  la  carga. 

2^  Las  alhajas  y  dinero,  que  el  pasagero  lleva  en  su  equipaje 
forman  parte  de  este. 

3^  Los  dueños  6  partícipes  del  buque  son  responsables  á 
favor  de  tercero  de  los  daños  causados  por  culpa  del  capitán  6 
del  sobrecargo. 

4®  La  pérdida  de  dinero  perteneciente  á  un  equipaje,  debe 
reputarse  culpable,  si  fué  colocado  en  lugar  inseguro,  y  tuvo 
lugar  por  esta  razón. 

5^  No  existiendo  datos  para  establecer  el  importe  del  dinero 
perdido,  debe  deferirse  su  fijación  al  juramento  del  actor  y  á 
la  estimación  del  juez,  previa  la  prueba  de  los  datos  indispen- 
sables para  hacerla. 


Caso. — ^El  caso  se  halla  espuesto  en  el  siguiente 

T.  XI  82 
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Fallo  del  Suem  Seeeional* 

Corrientes,  Janio  10  de  1878. 

» 

T  vistos,  estos  autos  seguidos  entre  D.  Garlos  N.  Soselli, 
apoderado  de  D.  Emilio  D.  de  Vivar,  y  D.  Bamon  Lusbin,  apo- 
derado de  la  empresa  del  vapor  c  Teresa  »  sobre  cobro  de  3750 
pesos  fuertes  que  dice  aquel  contenia  una  bolsa  de  dinero  que 
díó  á  guardar  al  Comisario  del  c  Teresa  >  y  que  cayá  al  agua 
y  se  perdió  por  haberse  hundido  las  tablas  del  camarote  donde 
dicho  comisario  colocaba  su  baúl,  de  los  cuales  resultan  los  he- 
chos siguientes : 

1^  Que  en  el  viaje  de  1^  de  Setiembre  del  año  pasado  que 
hiso  el  vapor  <  Teresa  »  hacia  el  Alto  Paraná,  se  embarcó  como 
pasagero  D.  Emilio  D.  de  Vivar,  llevando  consigo  una  bolsa  d^ 
dinero  de  veinte  y  tantas  libras  de  peso  que  entregó  al  subir  á 
bordo  al  Comisario  para  que  se  la  guardase,  y  este  hizo  poner 
en  su  camarote  con  uno  de  los  n^arineros. 

2^  Que  habiendo  zarpado  el  vapor  c  Teresa  »  de  este  puerto 
y  navegado  como  18  leguas,  á  la  altura  del  paraje  denominado 
€  Ensenada  del  Chaco  »  se  hundieron  algunas  tablas  del  cama- 
rote del  Comisario,  mientras  este  se  ocupaba  de  colocar  dos 
relojes  que  le  hablan  dado  á  guardar  en  su  baúl  cayendo  este 
al  agua  y  la  bolsa  de  dinero  que  recibió  de  Vivar,  quien  en  el 
acto  manifestó  la  cantidad  que  contenia  para  reclamarla  á  su 
tiempo,  todo  lo  que  consta  del  acta  que  se  levantó  en  el  acto 
mismo  del  suceso,  ñrmada  por  el  capitán,  comisario  y  pasajeros 
que  corre  &f.  1*  y 

Considerando:  i^  Que  según  lo  dispone  espresamente  en  el  ar- 
tículo 1278  del  Código  de  Comercio  vigente,  el  pasagero  es  con- 
siderado cargador  respecto  al  equipaje  que  tiene  abordo;  sin 
embargo,  ese  mismo  artículo  limita  la  responsabilidad  del  ca- 
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pitan,  con  relación  á  aquellos  objetos  qne  el  pasajero  mantiene 
bajo  su  inmediata  guardia,  al    daño  que  les  sobrevenga  por  , 
culpa  de  aquel  ó  de  la  tripulación ;  de  donde  resulta  que  no  es 
aplicable  el  artículo  i2ii  del  mismo   Código  que  exije  que  se 
acompañe  un  ejemplar  del  conocimiento  original  para  que  se 
admitan  en  juicio  las  acciones  entre  los  cargadores  y  el  capitán, 
pues  la  ley  no  exije  conocimiento  por  el  equipaje  del  pasajero 
que  se  embarca  ni  se  usa  tampoco  darlo  en  la  práctica,  sin  que 
por  esto  pueda  decirse  que  el  capitán  no  sea  responsable  de  los 
daños  que  le  sobrevengan  por  su  culpa  6  la  de  su  tripulación. 
S'  Que  tampoco  es  exacto  que  el  pasajero  no  puede  llevar  di- 
nero ú  objetos  preciosos  sin  pagar  flete ;  pues  no  hay  ley  algu- 
na qne  le  prescriba  tal  cosa,  ni  en  el  uso  diario  se  exije  qne  el 
pasajero  pague  flete  además  dS  sn  pasaje,  por  el  dinero .ú  alba- 
jas  que  lleva  en  sa  equipaje.'  Lo  que  se  usa  y  es  racional  es  que 
el  pasajero  no  puede  llevar,  sin  pagar  flete,  mas  peso  que  el 
que  la  Empresa  señala  al  equipaje,  pero  en  este  caso  no  se  ha 
alegado  que  Vivar  llevase  un  equipaje  de  mayor  peso  que  el  se- 
ñalado por  los  Beglamentos  de  la  empresa  del  c Teresa»,  y  por 
lo  tanto  no  es  culpable  por  no  haber  sacado  boleto,  pagando 
flete  aparte  por  el  dinero  que  llevaba  en  su  equipaje. 

3**  Que  Vivar  no  es  culpable  por  el  hecho  de  entregar  el  bulto 
de  dinero  al  Comisario  para  que  se  lo  guarde  con  mas  seguridad, 
por  cuanto  era  conforme  con  la  costumbre  que  observaban  los 
pasajeros  que  llevaban  dinero  y  la  que  observaba  el  mismo  Co- 
misario aceptando  el  encargo,  según  se  vé  por  la  declaración  de 
f.  64;  y  además  se  ajusta  á  las  reglas  que  debe  observar  el  Ca-  ' 
pitan  6  Comisario  para  la  colocación  de  los  equipajes  de  los  pa- 
sajeros, reglas  que  deben  conocer  mejor  los  empleados  del  buque 
que  los  pasajeros.  Si  el  Comisario,  que  es  el  sobrecargo,  6  en- 
cargado de  la  carga  del  buque,  aceptó  el  pedido  de  Vivar,  de 
guardar  la  bolsa  de  dinero,  fué  en  su  carácter  de  Comisario  y  no 
como  individuo  particular,  si  aquel  contraría  las  instrucciones 
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de  sus  comitentes  que  le  ordenaron  no  guardar  el  dinero  que  le 
daban  los  pasajeros,  culpa  es  de  la  empresa  en  tener  un  Comi- 
sario desobediente  y  no  del  pasajero  que  observa  lo  que  se  le 
prescribe  respecto  á  la  colocación  de  su  equipaje. 

4°  Que  según  el  articulo  1037  del  Código  de  Comercio,  los 
dueños  ó  participes  de  un  buque  son  responsables  de  las  in- 
demnizaciones á  favor  de  un  tercero  á  que  haya  dado  lugar  la 
culpa  del  capitán  en  la  guarda  y  conservación  de  los  efectos 
que  reciba  á  bordo  de  su  buque,  cuya  responsabilidad  no  cesa 
cuando  en  el  buque  hay  sobrecargo,  encargado  de  la  adminis- 
tración de  la  carga,  aunque  cese  la  responsabilidad  del  capitán, 
pues  en  tal  caso,  los  dueños  del  buque  responden  por  los  hechos 
del  sobrecargo,  como  se  deduce  délos  artículos  1067 y  1183. 
Asi,  pues,  en  el  caso  sub-judice^o  puede  decirse  que  la  entre- 
ga de  la  bolsa  de  dinero  hecha  por  el  pasajero  Vivar  al  Comi- 
sario ó  encargado  de  la  administración  de  la  carga  sea  un  ne- 
gocio particular  entre  ellos,  en  que  nada  tenga  que  ver  la  empre- 
sa, pues  el  Comisario  ó  el  Capitán  debia  cuidar  de  que  se  diese 
buena  colocación  al  equipaje  de  los  pasajeros,  y  si  la  empresa 
debe  responder  de  las  culpas  del  Capitán  y  su  tripulación  que 
causa  un  daño  al  equipaje,  esa  responsabilidad  no  puede  cesar 
por  el  hecho  de  haber  recibido  el  Comisario  un  encargo  especial 
de  mayor  cuidado  y  mucho  mas  cuando  el  encargo  ha  sido  acep- 

* 

tado. 

5^  Que  aunque  no  está  justificado  que  fuese  la  causa  inme- 
diata de  la  avería  el  haber  forzado  la  máquina  del  vapor  «Tere- 
sa » ,  ni  que  la  forzase  demasiado  cuando  salió  de  este  puerto, 
sin  embargo,  consta  por  las  declaraciones  de  los  pasajeros  y 
especialmente  por  el  informe  de  los  peritos  á  f .  154,  que  las 
tablas  del  tambor  donde  se  hallaba  el  camarote  son  en  su  ma- 
yor  parte  viejas  y  carcomidas  y  de  esta  misma  clase  es  el  pe- 
dazo de  una  de  las  tablas  que  se  hundieron  y  permanecía  adhe- 
rido á  una  de  las  cantoneras ;  además,  no  habiendo  quedado  sino 
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los  Testigios  donde  se  hallaba  el  arco  central  en  las  tablas  que 
no  se  hundieron  no  puede  saberse  si  dicho  arco  existía  á  la  sali- 
da del  vapor,  ó  en  caso  de  existir,  el  estado  de  seguridad  y  fir- 
meza que  ofrecia,-  de  lo  que  resulta  que  la  averia  pudo  provenir 
del  mal  estado  de  las  tablas  que  cedieron  al  peso  que  llevaban 
ó  bien  de  que  chocasen  con  un  cuerpo  sólido. 

6^  Que  la  declaración  del  Capitán,  á  f .  57,  que  afirma  que 
sintió  un  estremecimiento  del  vapor  como  si  chocase  con  un 
cuerpo  estraño  no  merece  crédito :  l^'  Porque  seria  culpable  de 
no  haber  consignado  en  el  acta  que  se  levantó  en  el  acto  del  su- 
ceso esa  circunstancia  importante-,  mucho  mas  cuando  no  tenia 
el  diario  de  navegación  que  exije  el  Código  de  Comercio ;  y  2° 
Porque  lo  contrario  resulta  de  la  acta  que  se  levantó  y  de  las 
declaraciones  de  los  pasageroe  que  no  hacen  mención  ni  dan 
á  entender  que  hubiesen  sentido  un  estremecimiento  prove- 
niente de  [un  choque,  y  antes  bien  todos  dicen  que  las  aguas 
estaban  serenas  é  indican  al  parecer  como  que  la  avería  provino 
solo  del  mal  estado  de  las  tablas. 

7^  Que  el  Comisario  es  culpable  de  haber  puesto  la  bolsa  de 
dinero  que  Vivar  le  dio  á  guardar  en  un  camarote  colocado  sobre 
la  rueda,  que  aunque  se  le  suponga  hecho  de  tablas  nuevas 
y  sólidamente  construido,  siempre  estaba  espuesto  á  chochar 
con  los  raigones  que  recojo  la  rueda,  como  lo  dicen  los  peritos 
en  su  informe  de  f .  109,  y  se  deduce  de  la  declaración  misma 
del  Comisario  que  á  f.  64  vta.  dice  que  por  estar  colocado  ese 
camarote  sobre  la  rueda  no  servia  para  dormir,  sino  para  guar- 
dar equipajes,  indicando  con  esto  que  una  persona  que  durmiese 
en  él,  iba  espuesta  á  los  accidentes  que  ocurriesen  lo  mismo  que 
lo  estarían  los  equipajes  ó  cosas  que  se  colocasen  allí,  aunque 
su  pérdida  era  menos  importante  que  la  vida.  Pero  esta  culpa 
es  mayor  aun  si  se  atiende  á  que  no  resulta  justificado  que  las 
tablas  estuviesen  sólidamente  aseguradas  y  como  para  resistir 
á  un  mediano  choque  de  los  que  pueden  ocurrir,  y  antes  bien 
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aparece  q^ie  las  tablas  hundidas  deben  haber  sido  carcomidas 
como  el  pedazo  qne  qnedó  adherido  á  una  de  las  cantoneras 
donde  descansaban,  como  la  mayor  parte  de  las  que  quedaron 
sin  hundirse,  y  de  esta  misma  clase  debe  haber  sido  el  arco 
central  en  caso  de  existir  en  el  acto  del  suceso,  según  se  deja 
Ter  por  la  huella  que  dejó. 

8^  Que  no  está  justificado  que  la  avería  sucediese  por  fuerza 
mayor,  pues  ninguno  de  los  que  iban  en  el  buque  sintió  que 
este  sufriese  un  estremecimiento  preveniente  de  un  choque,  de 
lo  contrario  se  habria  consignado  en  el  acta  que  se  levantó  en 
el  acto  del  suceso,  y  mucho  mas  cuando  el  Capitán  no  llevaba 
diario  de  navegación,  como  lo  prescribe  el  artículo  1085  del 
Código  de  Comercio ;  por  consiguiente  la  presunción  es  que  las 
tablas  se  hundieron  por  vicio  propio,  siendo  culpable  el  Comi- 
sario de  colocar  un  bulto  que  él  mismo  calificaba  de  ser  de  di- 
nero en  un  lugar  peligroso,  no  solo  por  estar  espuesto  á  los 
choques  de  los  cuerpos  sólidos  que  recojiese  la  rueda,  sino  por 
que  las  tablas  que  lo  formaban  estaban,  según  todas  las  pro- 
babilidades, carcomidas  lo  mismo  que  el  arco  central  é  incapa- 
ces de  resistir  á  ningún  choque.  Cuando  concurren  tales  cir- 
cunstancias no  es  admisible  la  escepcion  del  caso  fortuito.  Bou- 
lay-Faty,  en  su  curso  de  derecho  mercantil  marítimo.  Tomo  i,* 
Sección  10,  De  la  fuerza  mayor,  dice  :  c  De  allí  la  consecuencia 
que  todo  caso  que  se  ha  podido  proveer  ó  impedir  no  es  caso 
fortuito.  Desde  luego  si  el  accidente  ha  sido  precedido  de  cual" 
quier  falta  que  ha  sido  la  causa  principal  ó  indirecta,  la  escep- 
cion de  caso  fortuito  no  es  admisible. 

9®  Que  el  Comisario  ha  declarado  en  el  acta  que  se  levantó, 
y  lo  mismo  el  empleado  que  la  condujo  al  camarote,  que  era 
una  bolsa  de  dinero  como  de  veinte  y  tantas  libras  de  peso,  la 
que  le  entregó  Vivar  para  que  se  la  guardara,  de  modo  que  la 
empresa  debe  ser  responsable  de  la  pérdida  de  un  bulto  de 
ese  valor  y  no  de  otros  objetos  sin  valor. 
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10.  Que  no  estando  probada  la  cantidad  de  dinero  que  con- 
tenia la  bolsa,  no  siendo  fácil  hacer  esta  prueba,  debe  estar&e 
al  juramento  del  actor,  previa  estimación  del  juez,  según  lo 
establece  la  Ley  5,  Título  11,  Part.  3°;  pero  en  este  caso  no 
tiene  el  Juzgado  mas  antecedentes  para  hacer  esa  estimación 
que  la  declaración  que  hizo  Yivar  en  el  acto  del  suceso^  pues 
ninguna  de  las  partes  ha  producido  prueba  al  respecto,  ó  si 
la  ha  intentado  ha  resultado  muy  deficiente,  ya  porque  no  se 
han  guardado  las  formas  debidas,  ya  porque  no  se  han  deduci- 
do en  juicio  los  hechos  que  puedan  dar  alguna  luz  al  respecto; 
y  por  lo  tanto  lo  que  corresponde  es  que  se  reserve  para  otro 
juicio  hacer  la  estimación  de  la  cantidad  sobre  la  que  el  actor 
ha  de  prestar  el  juramento. 

Por  estos  fundamentos,  definitivamente  juzgando,  fallo  y 
declaro  que  la  empresa  del  vapor  cTeresa»  es  responaable  de 
la  pérdida  de  la  bolsa  de  dinero  que  D.  Emilio  D.  de  Vivar  dio 
al  comisario  del  mibmopara  que  se  la  guardara  en  lugar  segu- 
ro; y  debe  abonar  á  Yivar  la  cantidad  que  este  jure  contenia 
dicha  bolsa,  previa  la  estimación  que  hará  este  JuzgadK)  des- 
pués de  oir  á  las  partes,  quedando  á  salvo  á  la  empresa  las 
acciones  que  le  correspondan  para  repetir  contra  el  Comisario; 
cada  uno  pague  sus  costas  y  las  comunes  por  mitad.  Hágase 
saber  en  el  original  y  repóngase. 

Carlos  Luna. 


Fallo  úe  la  Saprem»  Corte< 


Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1978. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  y  consideYando  además,  que 
es  inexacto  que  el  fallo  de  Primera  Instancia  no  haga  mención 
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espresa  de  las  disposiciones  del  Código  de  Comercio  qae  aplica, 
como  el  apelante  alega  y  en  que  apoya  el  recurso  de  nulidad 
que  ha  interpuesto  junto  con  el  de  apelación;  se  confirma  la 
sentencia  apelada  de  foja  ciento  cincuenta  y  siete'  con  las  costas 
de  la  instancia,  y  satisfechas  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse los  autos. 

J.  B.  GOROSTIAGA.— J.  DOMÍNGUEZ.— 
O.  LEGUIZAMON.— ULADISLAO  FRUS. 


CAVSA    CXXTIII 


D.  Francisco  Justo  contra  el  Fisco  Nacional,  y  los  Sres.  Casa- 
retto  hermanos;  sobre  tercería  de  m^or  derecho. 


Sumario.  —  1®  Los  propietarios  de  los  llamados  c  depósitos 
de  aduana»,  tienen  el  derecho  y  los  privilegios  del  locador  por 
el  almacenage  que  se  les  deba. 

2^  En  concurrencia  con  el  Fisco  por  los  derechos  de  aduana, 
son  preferidos  por  las  dos  últimas  anualidades  vencidas. 
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'^l  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Buenos  Aires 
N^amente  á  los  Sres.  Casarefto  hermanos  por 
^^  ^'§.  43  es.,  por  derechos  de  aduana. 

^^^j^^^  Njj^ro^  ^  embargo  38  pipas  de  Tino,  que 

yjj^j'  "^  el  €  Molino  de  los  Andes  » . 

^       ''^^^¿0^ ^Á0     V»-  '  ^  consecuencia  de  la  ejecución, 

'^^^^/^¿^^^^'^^^^^^^^  mOk,  *  ^^^  compradores  en  Octubre 

>       ^/^y^áiéí  '^  Justo,  propietario  del  local 


^  ,    ^  depositadas,  habia  pedido  contra  los 

^^'^^.^^^y^^^^^^  '^  desalojo  de  dichas  pipas,  previo  pago 

fuertes,  que  se  les  debia  por  almacenage 


•^ 


^'  j/  aidas  las  pipas,  el  Sr.  Justo  pidió  ser  preferido  sobre 

Precio  de  ellas  en  el  pago  de  lo  que  se  le  debia  por  alma- 
^^^ge,  que  según  informe  de  la  Aduana  y  con  arreglo  al 
.  ^Ttlexilo  314  de  las  Ordenanzas  ascendía  á  820  ^fts.  80  cent. 

Fallo  del  Jíaea  Secelonal* 

^  Buenos  Aires,  Agosto  27  de  1878 

T  Tistos  estos  autos  de  tercería  de  mejor  derecho  seguidos 
por  D.  Francisco  D.  Justo  con  el  Procurador  Fiscal  en  el 
juicio  ejecutivo,  que  ambos  siguen  contra  los  Sres.  Gasaretto 
hermanos,  este  por  cobro  de  decrechos  de  Aduana  (espendiente 
I),  aquel  por  alquileres  (espediente  II),  y 
^  Considerando:  1°  Que  está  constatado  por  el  informe  del 

Sr.  Administrador  de  Bentas,  corriente  á  f.  11  del  espediente 
N°  2,  que  las  mercaderías,  cuya  venta  se  ha  realizado,  se 
hallaban  en  el  depósito  particular  del  Sr.  Justo,  con  autori- 
zación de  la  Aduana. 

2°  Que  el  depositario  tiene  el  derecho  de  retener  la  cosa 
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depositada  hasta  el  entero  pago  de  lo  que  se  le  deba  por  razón 
del  depósito ;  (artículo  37,  título  i  5,  libro  %  sección  3*);  derecho, 
que  ha  ejercitado  el  tercer  opositor  primeramente  sobre  las 
mercaderías,  y  luego  sobre  el  precio,  cuando  el  Juzgado  las 
ha  mandado  entregar  á  los  compradores,  f .  6  de  estos  autos, 
y  f .  50  del  espediente  N*^  I. 

S""  Que  el  Procurador  Fiscal,  al  contestar  la  demanda  de 
tercería,  se  ha  limitado  á  reconocer  á  favor  del  opositor  solo 
el  privilegio  por  los  alquileres  de  dos  años,  invocando  para 
ello  la  disposición  del  artículo  9,  título  i^,  libro  4,  sección  ^ 
del  mismo  Código ;  pero  esta  disposición  no  es  aplicable  al  pre- 
senté  caso,  pues  ella  se  refiere  á  los  derechos  que  tiene  el 
locador  sobre  los  bienes  muebles  existentes  en  poder  del  loca- 
tario, y  no  al  derecho  que  la  ley  citada  en  el  segundo  conside- 
rando acuerda  al  depositario  sobre  la  cosa  que  guarda,  y 
puede  retener  hasta  el  entero  pago  de  lo  que  se  le  deba  por 
razón  del  depósito. 

4°  Que  la  Corte  de  Justicia  Nacional  ha  declarado  en  el 
juicio  de  tercería  de  mejor  derecho  seguido  por  D.  Bamon 
Muños  con  D.  Cristóbal  Pastini,  en  la  ejecución  contra  la 
compañía  Italo-Platense,  que  el  locador  tiene  derecho  al  pago 
de  los  alquileres  hasta  el  dia  de  la  venta  de  los  muebles. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  declarando  de  preferente  pago 
el  crédito  perseguido  por  B.  Francisco  D.  Justo,  cuya  liqui- 
dación practicará  el  actuario,  tomando  por  base  los  informes 
de  la  Aduana  f.  11  y  17  del  espediente  N®  2,  y  el  dia  de  la 
venta  de  las  mercaderías.  Repónganse  los  sellos  y  notifíquese 
con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 
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Fallo  de  la  Saprema  Cérte. 

Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1878. 

Vista  la  demanda  de  tercería  de  mejor. derecho  que  D. 
Francisco  D.  Justo  ha  deducido  en  el  juicio  ejecutivo  que 
el  Procurador  Fiscal  sigue  contra  los  señores  Ángel  Casaretto 
hermanos  por  cobro  de  derecho  de  Aduana,  y 

Considerando :  Primero.  Que  no  habiendo  justificado  don 
Francisco  D.  Justo,  haber  existido  entre  él  y  los  señores  Án- 
gel Casaretto  y  hermanos,  contrato  de  depósito,  limitándose  á 
cobrar  á  éstos  en  su  escrito  de  demanda  (fojas  seis,  primer 
espediente)  almacenaje  ó  alquiler,  todo  su  derecho  se  reduce 
al  que  corresponde  al  locador  para  cobrar  alquileres  vencidos 
sobre  el  precio  de  las  cosas  muebles  existentes  en  su  propiedad 
6  vendidas  con  espresa  reserva  de  sus  derechos  (foja  cincuenta, 
segundo  espediente). 

Segundo.  Que  concurriendo  en  consecuencia,  el  crédito  con 
privilegio  general  del  Fisco  Nacional  por  impuestos  con  el 
crédito  de  privilegio  especial  del  locador,  sobre  el  precio  de 
las  cosas  muebles  vendidas,  debe  acordarse  al  secundo,  pre- 
ferencia en  el  pago,  solo  por  las  dos  últimas  anualidades  ven- 
cidas,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  los  artículos  nueve  y 
treinta,  título  de  la  Preferencia  de  Crédito,  Código  Civil,  y 
á  la  conformidad  espresada  por  el  Procurador  Fiscal  á  foja 
nueve  (primer  espediente). 

Por  estas  consideraciones,  se  confirma  la  sentencia  apelada, 
en  cuanto  declara  de  preferente  pago  el  crédito  de  don  Fran- 
cisco D.  Justo  y  establece  equitativamente  la  forma  de  su 
liquidación;  limitándose  la  mencionada  preferencia,  al  importe 
de  las  dos  últimas  anualidades  vencidas  y  sin  perjuicio  del 
derecho  que  asiste  á  Justo  para  gestionar  en  la  forma  que  mas 
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le  conviniere,  el  pago  del  restó  de  su  crédito,  contra  los  seño- 
res Ángel  Casaretto  y  hermanos.  Satisfechas  las  costas,  j 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.   B.   GOROSTUGA. — J.  DOMÍNGUEZ 

—  o.  leguizamon.  —  uladislao 
frías. 


CAUSA     CXXIX 


D.  Francisco  Arias  contra  Deodatti  y  López,  sobre  entrega  de 

mercaderías 


Sumario. — El  capitán  ó  armador  de  un  buque  no  puede,  sin 
orden  judicial,  retener  la  carga  á  protesto  de  que  se  le  pague 
antes  el  flete. 


Caso.  — El  capitán  del  vapor  c  Union  »  recibió  á  bordo  en  el 
Rosario  de  Santa-Fé,  5  cajones  pluma  de  avestruz  y  tres  fardos 
cueros  para  entregar  en  el  Puerto  de  Buenos  Aires  á  D.  Fran- 
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cisco  Alias,  quien  abonaria,  hecha  que  fuera  la  fiel  entrega,  por 
flete  seis  pesos  fuertes  por  cada  tonelada  de  40  pies  cúbicos  por 
cajón  7  cinco  centavos  de  real  fuerte  por  cada  arroba  de  los 
fardos. 

D.  Federico  Joñas,  por  D.  Francisco  Arias,  se  presentó  al 
Juzgado  de  Sección  esponiendo  que  los  Sres.  Deodatti  y  López, 
agentes  del  vapor,  se  hablan  negado  á  hacerle  entrega  de  los 
mencionados  bultos,  pretendiendo  que  antes  de  dar  la  orden 
para  la  entrega,  se  les  abonase  el  flete. 

Que  Arias  á  quien  urgia  el  recibo  de  la  mercadería,  comisio- 
nó al  lanchero  Catoni  para  que  en  el  acto  de  recibirla  abonara 
el  flete,  pero  que  así  mismo  los  agentes  se  hablan  negado,  pre- 
tendiendo que  primero  se  les  pague  y  después  darian  la  orden, 
sin  tener  en  cuenta  que  el  conocimiento  dice  que  el  pago  se 
haria  después  de  recibida  la  carga. 

Pidió,  entablando  demanda  ordinaria,  se  condenase  á  Deo- 
datti y  López  á  entregar  la  mencionada  carga,  después  de  lo 
cual  pagaria  el  esponente  el  flete,  con  espresa  condenación  en 
costas  al  demandado. 

Tramitada  la  cuestión  se  dictó  este 


l*»!!*  del  Suem  de  Seeelou 

Buenos  Aires,  Setiembre  90  da  1878. 

T  vistos:  estos  autos  iniciados  por  D.  Federico  Joñas  en  re- 
presentación de  D.  Francisco  Arias  para  obtener  de  los  agentes 
del  vapor  c Union»  la  entrega  de  mercaderías  venidas  en  este 
buque  á  su  consignación 

Y  considerando :  Que  está  espresamente  estipulado  en  el  co- 
nocimiento que  el  flete  será  pagado  previa  la  entrega  de  la 
mercadería ;  que  esta  no  ha  tenido  lugar  según  resulta,  de  la  con- 
testación á  la  demanda;  que  si  bien  es  cierto  que  los  agentes 
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tienen  derecho  para  asegurar  el  pago  del  flete,  la  verdad  es  que 
esto  no  puede  hacerse  por  volantad  propia  sino  con  interven- 
ción judicial;  que  respecto  ¿la  cuenta  de  foja  trece,  siendo 
procedente  de  gastos  ocasionados  á  consecuencia  de  la  falta  de 
entrega  de  la  cosa,  no  hay  derecho  para  exijir  su  pago  del 
actor. 

Por  estas  consideraciones  fallo  declarando  que  los  Señores 
Deodatti  y  López  están  obligados  á  efectuar  dicha  entrega  an- 
tes de  pagado  el  flete  y  para  cuyo  efecto  se  les  acuerda  el  tér- 
mino de  tres  dias,  siendo  á  cargo  de  estos  las  costas  del  juicio. 

Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarraem. 


F»ll«  de  1»  Saprem»  Certe 

Baenos  Aires,  Diciembre  5  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  y  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto por  los  artículos  mil  doscientos  cuarenta  y  ocho  y  mil 
doscientos  cincuenta  del  Código  de  Comercio,  se  confirma  con 
costas  la  sentencia  apelada  de  foja  veinte  y  seis,  satisfechas 
la  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 
O.  LEGUIZAMON.  —  ULADISLAO  FRUS. 
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CAVBA    CXXX 


El  iliistrisimo  Obispo  de  Cuyo  contra  el  Gobierno  de  San  Juan, 
sobre  restitu^on  de  bienes.  Incidente  sobre  competencia 


Sumario.  —  1°  La  Suprema  Corte  no  ejerce  juridiccion  ori- 
ginaria j  esclusiva,  sino  en  los  casos  espresamente  determina- 
dos por  el  articulo  ciento  uno  de  la  Constitución  y  primero  de 
la  ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacio- 
nales . 

2®  Uno  de  esos  casos  es  cuando  una  Provincia  fuese  parte  en 
un  juicio  con  una  ó  varias  provincias,  6  con  los  vecinos  de  estos 
6  con  un  Estado  Estrangero,  6  con  sus  vecinos. 

3^  Pero  no  lo  es  en  el  caso  de  una  demanda  de  un  obispo 
contra  la  Provincia  en  que  está  domiciliado,  siendp  asiento  de 
la  Catedral,  del  Cabildo  y  de  la  Curia  Eclesiástica. 


Caso.  —  El  Presbítero  D.  Reynerio  G.  Lugones  en  represen- 
tación del  ilustrísimo  Señor  Obispo  de  Cuyo  y  su  Iglesia,  enta- 
bló demanda  ante  la  Suprema  Corte  contra  el  Gobierno  de  la 
Provincia  de  San  Juan  sobre  devolución  de  los  bienes  llamados 
de  San  Clemente,  de  los  cuales,  decia,  se  hablan  apoderado  los 
poderes  públicos  de  la  Provincia  por  distintos  actos  desde  el 
año  1858,  comprendiéndose  en  esos  bienes  una  manzana  de  ter- 
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reno  en  que  se  encuentra  el  templo  de  San  Clemente,  ocupado 
hoy  por  la  escuela  Sarniento  y  nn  Mercado,  y  en  la  manzana 
contigua  la  casa  de  ejercicios  ocupada  por  el  cuartel  llamado  de 
San  Clemente,  mas  varios  objetos  tomados  en  préstamo  desde  el 
año  1816. 

La  Suprema  Corte  ordenó  que  el  demandante  justificara  que 
el  caso  es  de  jurisdicción  nacional. 

Entonces  el  demandante  alegó  que  siendo  la  demanda  dedu- 
cida contra  la  Provincia  de  San  Juan  por  espropiaciones  ins- 
constitucionales,  y  por  tratarse  de  puntos  regidos  por  el  artículo 
17  de  la  Constitución,  la  causa  era  de  jurisdicción  nacionaU 

Que  si  bien  las  leyes  sobre  jurisdicción  nacional  no  mencio- 
nan espresamente  el  caso  de  una  demanda  interpuesta  por  las 
autoridades  ó  poderes  diocesanos,  siendo  estos  independientes 
de  las  Provincias,  está  comprendido  el  caso  en  las  leyes  de  Oc- 
tubre de  1872  y  Setiembre  de  1863  y  en  los  artículos  100  y 
101  de  la  Constitución  nacional.  Que  la  misma  razón  que  existe 
para  que  correspondan  al  conocimiento  de  la  Suprema  Corte  las 
causas  entre  dos  provincias,  militan  para  que  corresponda  tam- 
bién esta,  por  cuanto  los  Poderes  Diocesanos  son  independientes 
de  las  Provincias  y  las  relaciones  entre  ellas  y  la  Iglesia  son  re- 
gidas por  la  Constitución  y  los  concordatos  que  son  leyes  del 
Congreso.  Que  en  este  sentido  existe  una  declaración  de  la  Su- 
prema Corte  en  el  caso  del  Prior  del  Convento  de  Santo  Domin- 
go de  San  Juan  con  el  Gobierno  de  la  Provincia. 

Que  en  dicho  fallo  la  Corte  declaró  en  general  que  todas  las 
relaciones  de  la  Iglesia  con  el  Estado  han  sido  puestas  por  la 
Constitución  Nacional  bajo  el  imperio  y  bajo  la  jurisdicción  de 
los  Poderes  Nacionales. 

Que  en  virtud  de  esto  la  Iglesia  debe  ser  considerada  en  casos 
análogos,  al  menos  como  una  Provincia,  respecto  de  otra  por  su 
independencia  y  por  la  naturaleza  de  sus  relaciones  con  las 
Provincias. 
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Corrido  traslado,  el  Dr.  D.  Rafael  Buiz  de  los  Llanos  por  el 
Gobierno  de  San  Juan,  promoviendo  artículo  de  incompetencia, 
dijo  que  si  toda  vez  que  se  tratase  de  violación  6  privación  de  la 
propiedad  ó  de  espropiacion,  hubiese  de  ser  la  Suprema  Corte 
el  Juez  de  la  causa,  el  fuero  federal  seria  mucho  mas  amplio  de 
lo  que  la  Constitución,  en  el  artículo  iOO,  ha  querido  que  fuera, 
cabiendo  dentro  de  él  una  gran  parte  de  los  asuntos  que  son 
del  esclusivo  resorte  de  los  jueces  de  Provincia. 

Que  los  artículos  100  y  101  de  la  Constitución  declaran  de  la 
competencia  de  la  Corte  las  causas  en  que  una  Provincia  es 
parte,  pero  á  condición  de  que  la  contraparte  sea  otra  Provin* 
cia,  ó  un  vecino  de  otra  Provincia  ó  un  estado  6  ciudadano  es- 
trangero,  disposiciones  que  no  han  modificado  ni  podido  modifi- 
car las  leyes  del  62  y  63. 

Que  tanto  la  Constitución  como  las  leyes  citadas  al  hablar  de 
Provincias,  han  nsado  esta  palabra  puramente  en  su  sentido 
político,  refiriéndose  á  los  Estados  que  forman  la  Bepública, 
sin  tener  en  cuenta  para  nada  que  también  hay  ó  puede  haber 
Provincias  Eclesiásticas. 

Que  siendo  el  Señor  Obispo  de  Cuyo  simplemente  un  vecino 
de  San  Juan,  en  donde  está  la  Iglesia  Catedral,  y  teniendo 
igual  vecindad  la  entidad  jurídica,  Obispado  de  Cuyo,  es  evi- 
dente que  este  caso  no  ha  podido  traerse  ante  la  Suprema 
Corte. 

Que  en  el  caso  citado  por  el  demandante,  la  Corte  no  falló  co- 
mo Juez  originario  sino  en  virtud  de  apelación  de  sentencia  del 
Superior  Tribunal  de  Justicia  de  San  Juan  y  con  arreglo  á  la 
disposición  del  inciso  2°  del  articulo  i4  de  la  ley  de  1863. 

Qne  según  ese  caso,  el  señor  Obispo  ha  debido  empezar  por 

ocurrir  á  los  Tribunales  Provinciales  y  traer  la  causa  á  la 

Corte  solo  en  apelación  de  la  sentencia  de  última  instancia  de 

la  Provincia. 

Que  al  hacer  la  declaración  que  la  parte  contraria  cita»  la 

T.  XI.  33 
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de  süs  comitentes  que  le  ordenaron  no  guardar  el  dinero  que  le 
daban  los  pasajeros,  culpa  es  de  la  empresa  en  tener  un  Comi- 
sario desobediente  j  no  del  pasajero  que  observa  lo  que  se  le 
prescribe  respecto  á  la  colocación  de  su  equipaje. 

4**  Que  según  el  artículo  1037  del  Código  de  Comercio,  los 
dueños  ó  partícipes  de  un  buque  son  responsables  de  las  in- 
demnizaciones &  favor  de  un  tercero  á  que  haya  dado  lugar  la 
culpa  del  capitán  en  la  guarda  y  conservación  de  los  efectos 
que  reciba  á  bordo  de  su  buque,  cuya  responsabilidad  no  cesa 
cuando  en  el  buque  hay  sobrecargo,  encargado  de  la  adminis- 
tración de  la  carga,  aunque  cese  la  responsabilidad  del  capitán, 
pues  en  tal  caso,  los  dueños  del  buque  responden  por  los  hechos 
del  sobrecargo,  como  se  deduce  de  los  artículos  1067  y  1183. 
Asi,  pues,  en  el  caso  sub-judicemo  puede  decirse  que  la  entre- 
ga de  la  bolsa  de  dinero  hecha  por  el  pasajero  Vivar  al  Comi- 
sario ó  encargado  de  la  administración  de  la  carga  sea  un  ne- 
gocio particular  entre  ellos,  en  que  nada  tenga  que  ver  la  empre- 
sa, pues  el  Comisario  ó  el  Capitán  debia  cuidar  de  que  se  diese 
buena  colocación  al  equipaje  de  los  pasajeros^  y  si  la  empresa 
debe  responder  de  las  culpas  del  Capitán  y  su  tripulación  que 
causa  un  daño  al  equipaje,  esa  responsabilidad  no  puede  cesar 
por  el  hecho  de  haber  recibido  el  Comisario  un  encargo  especial 
de  mayor  cuidado  y  mucho  mas  cuando  el  encargo  ha  sido  acep- 
tado. 

&°  Que  aunque  no  está  justificado  que  fuese  la  causa  inme- 
diata de  la  avería  el  haber  forzado  la  máquina  del  vapor  «Tere- 
sa »,  ni  que  la  forzase  demasiado  cuando  salió  de  este  puerto, 
sin  embargo,  consta  por  las  declaraciones  de  los  pasajeros  y 
especialmente  por  el  informe  de  los  peritos  á  f.  154,  que  las 
tablas  del  tambor  donde  se  hallaba  el  camarote  son  en  su  ma- 
yor parte  viejas  y  carcomidas  y  de  esta  misma  clase  es  el  pe- 
dazo de  una  de  las  tablas  que  se  hundieron  y  permanecía  adhe- 
rido á  una  de  las  cantoneras ;  además,  no  habiendo  quedado  sino 
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los  vestigios  donde  se  hallaba  el  arco  central  en  las  tablas  que 
no  se  hundieron  no  puede  saberse  si  dicho  arco  existia  á  la  sali- 
da del  yapor,  ó  en  caso  de  existir,  el  estado  de  segnridad  y  fir- 
meza que  ofrecia,*  de  lo  que  resulta  que  la  averia  pudo  provenir 
del  mal  estado  de  las  tablas  que  cedieron  al  peso  que  llevaban 
ó  bien  de  que  chocasen  con  un  cuerpo  sólido. 

6^  Que  la  declaración  del  Capitán,  á  f .  57,  que  afirma  que 
sintió  un  estremecimiento  del  vapor  como  si  chocase  con  un 
cuerpo  estraño  no  merece  crédito :  1°  Porque  seria  culpable  de 
no  haber  consignado  en  el  acta  que  se  levantó  en  el  acto  del  su- 
ceso esa  circunstancia  importante^  mucho  mas  cuando  no  tenia 
el  diario  de  navegación  que  exije  el  Código  de  Comercio ;  y  2^ 
Porque  lo  contrario  resulta  de  la  acta  que  se  levantó  y  de  las 
declaraciones  de  los  pasagerofl  que  no  hacen  mención  ni  dan 
á  entender  que  hubiesen  uentido  un  estremecimiento  prove- 
niente de  [un  choque,  y  antes  bien  todos  dicen  que  las  aguas 
estaban  serenas  é  indican  al  parecer  como  que  la  avería  provino 
solo  del  mal  estado  de  las  tablas. 

7^  Que  el  Comisario  es  culpable  de  haber  puesto  la  bolsa  de 
dinero  que  Vivar  le  dio  á  guardar  en  un  camarote  colocado  sobre 
la  rueda,  que  aunque  se  le  suponga  hecho  de  tablas  nuevas 
y  sólidamente  construido,  siempre  estaba  espuesto  á  chochar 
con  los  raigones  que  recojo  la  rueda,  como  lo  dicen  los  peritos 
en  su  informe  de  f .  109,  y  se  deduce  de  la  declaración  misma 
del  Comisario  que  á  f .  64  vta.  dice  que  por  estar  colocado  ese 
camarote  sobre  la  rueda  no  servia  para  dormir,  sino  para  guar- 
dar equipajes,  indicando  con  esto  que  una  persona  que  durmiese 
en  él,  iba  espuesta  á  los  accidentes  que  ocurriesen  lo  mismo  que 
lo  estarían  los  equipajes  ó  cosas  que  se  colocasen  allí,  aunque 
su  pérdida  era  menos  importante  que  la  vida.  Pero  esta  culpa 
es  mayor  aun  si  se  atiende  á  que  no  resulta  justificado  que  las 
tablas  estuviesen  sólidamente  aseguradas  y  como  para  resistir 
á  un  mediano  choque  de  los  que  pueden  ocurrir,  y  antes  bien 
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aparece  q¡ae  las  tablas  bandidas  deben  haber  sido  carcomidas 
como  el  pedazo  que  quedó  adherido  á  nna  de  las  cantoneras 
donde  descansaban,  como  la  mayor  parte  de  las  qne  qnedaron 
sin  handirse,  y  de  esta  misma  clase  debe  haber  sido  el  arco 
central  en  caso  de  existir  en  el  acto  del  suceso,  segan  se  deja 
ver  por  la  huella  que  dejó. 

8^  Que  no  está  justiñcado  que  la  avería  sucediese  por  fuerza 
mayor,  pues  ninguno  de  los  que  iban  en  el  buque  sintió  que 
este  sufriese  un  estremecimiento  prcTeniente  de  un  choque,  de 
lo  contrario  se  habria  consignado  en  el  acta  que  se  levantó  en 
el  acto  del  suceso,  y  mucho  mas  cuando  el  Capitán  no  llevaba 
diario  de  navegación,  como  lo  prescribe  el  artículo  1085  del 
Código  de  Comercio ;  por  consiguiente  la  presunción  es  que  las 
tablas  se  hundieron  por  vicio  propio,  siendo  culpable  el  Comi- 
sario de  colocar  un  bulto  que  él  mismo  calificaba  de  ser  de  di- 
nero en  un  lugar  peligroso,  no  solo  por  estar  espuesto  á  los 
choques  de  los  cuerpos  sólidos  que  recojiese  la  rueda,  sino  por 
que  las  tablas  que  lo  formaban  estaban,  según  todas  las  pro- 
babilidades, carcomidas  lo  mismo  que  el  arco  central  é  incapa- 
ces de  resistir  á  ningún  choque.  Cuando  concurren  tales  cir- 
cunstancias no  es  admisible  la  escepcion  del  caso  fortuito.  Bou- 
lay-Paty ,  en  su  curso  de  derecho  mercantil  marítimo.  Tomo  1 ,  * 
Sección  10,  De  la  fuerza  mayor,  dice  :  c  De  allí  la  consecuencia 
que  todo  caso  que  se  ha  podido  proveer  ó  impedir  no  es  caso 
fortuito.  Desde  luego  si  el  accidente  ha  sido  precedido  de  cual' 
quier  falta  que  ha  sido  la  causa  principal  ó  indirecta,  la  escep- 
cion de  caso  fortuito  no  es  admisible. 

9^  Que  el  Comisario  ha  declarado  en  el  acta  que  se  levantó, 
y  lo  mismo  el  empleado  que  la  condujo  al  camarote,  que  era 
una  bolsa  de  dinero  como  de  veinte  y  tantas  libras  de  peso,  la 
que  le  entregó  Vivar  para  que  se  la  guardara,  de  modo  que  la 
empresa  debe  ser  responsable  de  la  pérdida  de  un  bulto  de 
ese  valor  y  no  de  otros  objetos  sin  valor. 
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10.  Que  no  estando  probada  la  cantidad  de  dinero  que  oon- 
tenia  la  bolsa,  no  siendo  fácil  hacer  esta  prueba,  debe  estarse 
al  juramento  del  actor,  previa  estimación  del  juez,  según  lo 
establece  la  Ley  5,  Título  i  1 ,  Fart.  3^ ;  pero  en  este  caso  no 
tiene  el  Juzgado  mas  antecedentes  para  hacer  esa  estimación 
que  la  declaración  que  hizo  Vivar  en  el  acto  del  suceso^  pues 
ninguna  de  las  partes  ha  producido  prueba  al  respecto,  6  si 
la  ha  intentado  ha  resultado  muy  deficiente,  ya  porque  no  se 
han  guardado  las  formas  debidas,  ya  porque  no  se  han  deduci- 
do en  juicio  los  hechos  que  puedan  dar  alguna  luz  al  respecto; 
y  por  lo  tanto  lo  que  corresponde  es  que  se  reserve  para  otro 
juicio  hacer  la  estimación  de  la  cantidad  sobre  la  que  el  actor 
ha  de  prestar  el  juramento. 

Por  estos  fundamentos,  definitivamente  juzgando,  fallo  y 
declaro  que  la  empresa  del  vapor  €  Teresa»  es  responsable  de 
la  pérdida  de  la  bolsa  de  dinero  que  D.  Emilio  D.  de  Vivar  dio 
al  comisario  del  mibmo  para  que  se  la  guardara  en  lugar  segu- 
ro; y  debe  abonar  á  Vivar  la  cantidad  que  este  jure  contenia 
dicha  bolsa,  previa  la  estimación  ^ue  hará  este  Juzgado  des- 
pués de  oir  á  las  partes,  quedando  á  salvo  á  la  empresa  las 
acciones  que  le  correspondan  para  repetir  contra  el  Comisario; 
cada  uno  pague  sus  costas  y  las  comunes  por  mitad.  Hágase 
saber  en  el  original  y  repóngase. 

Carlos  Luna. 


Fallo  de  1»  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1978. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  y  considerando  además,  que 
es  inexacto  que  el  fallo  de  Primera  Instancia  no  haga  mención 
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te,  la  disposición  del  artículo  %  título  2^  de  los  pTeliminares  del 
Código,  pnes  ella  se  refiere  mas  á  los  plazos  de  dias  que  á  la 
prioridad  de  los  actos.  Por  tanto,  declaro  que  el  demandante 
no  ha  justificado  como  debiera  su  acción  y  en  consecuencia  re- 
suelvo no  hacer  lugar  á  la  presente  tercería  deducida  por  su 
parte  sin  especial  condenación  en  costas  ;  j  á  mérito  de  la  falta 
del  actuario,  notada  en  el  párrafo  noveno  del  considerando  úl- 
timo, se  le  apercibe  ordenándole  proceda  en  el  dia  á  cumplir  la 
disposición  legal  en  el  mismo  párrafo  mencionada.  Notifiquese 
con  el  original  y  repóngase  el  papel. 

C.  S.  de  Latorre. 

Consentida  esta  sentencia,  Gibbs  en  la  misma  representación 
dedujo  tercería  por  mejor  derecho,  fundándose  en  la  escritura 
de  hipoteca. 

El  ejecutante  se  opuso,  alegando  que  en  virtud  de  la  escritu- 
ra de  48  de  Abril  de  1876,  quedó  estinguida  la  obligación  hipo- 
tecaria á  favor  de  Beza,  ya  por  el  pago  ó^or  la  confusión. 


Fallo  del  #uez  íleeeion»! 

Mendoza,  Julio  12  de  1878. 

Vistos  estos  autos  de  tercería  de  prelacion  deducida  por  D. 
Guillermo  Gibbs,  en  representación  de  D.  José  Beza,  en  la  eje- 
cución seguida  por  D.  Agustin  Ferreyra,  como  apoderado  del 
Banco  Mendoza,  contra  D.  Diego  Bruce. 

Besulta  de  ellos:  1^  que  antes  de  ahora  el  demandante  con  la 
escritura  de  compra  que  en  copia  corre  á  f . . .  dedujo  tercería 
de  dominio  sobre  la  finca,  ó  sea  la  estancia  de  Llancha ;  2^  que 
esta  tercería  fué  rechazada  en  juicio  contradictorio  por  no  ha- 
berse acreditado  la  efectiva  adquisición  del  dominio  con  la  tra- 
dición 6  entrega  de  la  cosa  antes  del  embargo  trabado  en  ella, 
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según  resulta  de  la  sentencia  ejecutoriada  que  en  copia  corre  á 
f . . .  3^;  finalmente,  que  con  estos  antecedentes' el  demandante 
haciendo  valer  la  acción  hipotecaria  que  le  acuerda  la  escritura 
de  f.  i*,  ocurre  de  nuevo  solicitando  en  mérito  de  aquella,  ser 
pagado  preferentemente  el  Banco  ejecutante  con  el  precio  de 
la  estancia. 

Y  considerando:  4^  que  segundara  j  terminantemente  se 
desprende  de  la  disposición  de  los  artículos  74,  75  y  91  del  tí- 
tulo «De  la  hipoteca»  del  Código  Civil  y  especialmente  de  la 
doctrina  de  la  nota  al  último  de  dicho  artículo,  la  estincion  de 
los  derechos  reales  y  privilejios  consiguientes  del  acreedor  hi- 
potecario, no  se  opera  por  la  confusión  en  su  persona  de  los 
derechos  de  acreedor  y  propietario  y  de  la  finca  hipotecada,  sino 
cuando  la  adquisición  del  dominio  ha  tenido  lugar  de  una  ma- 
nera completa  é  irrevocable;  2"^  que  la  razón  fundamental  de 
estas  disposiciones  es  de  estricta  y  tanto  mas  vigorosa  aplica- 
ción en  el  presente  caso,  cuanto  que  no  habiéndose  consumado 
por  la  falta  de  tradición  de  la  finca  vendida,  el  contrato  de 
venta,  no  ha  podido  siquiera  operarse  ni  por  un  momento  la 
confusión  posible  de  producirse  en  el  caso  previsto  por  dichos 
artículos;  3^  que  no  se  opone  en  nada  á  estas  ideas  la  disposi- 
ción del  artículo  60  del  título  «Del  pago»  del  Código  Civil,  que 
prescribe  «que  si  el  acreedor  fuese  vencido  en  juicio  sobre  la 
propiedad  de  la  cosa  dada  en  pago,  tendrá  derecho  para  ser  in- 
demnizado como  comprador,  pero  no  podrá  hacer  revivir  la 
obligación  piimitiva»:  primero,  porque  aun  considerando  el  con- 
trato de  f . . .  como  una  dación  en  pago  y  no  como  una  venta, 
que  es  el  carácter  que  principalmente  aparece  revestir;  con  todo, 
no  habiendo  aquella  llegado  á  consumarse  ni  á  tener  ejecución, 
no  podia  producir  los  efectos  jurídicos  inherentes  á  tal  acto 
cuando  se  presenta  concluido  é  irrevocable;  y  segundo,  porque 
dadas  las  disposiciones  citadas  en  el  considerando  primero,  di- 
cho artículo  no  puede  entenderse  aplicable  al  caso  en  que  la 
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cosa  dada  en  pago  y  qae  ha  sufrido  la  eviccion  haya  estado 
afectada  hipotecariamente  á  la  seguridad  de  la  obligación.  Por 
estos  fundamentos,  y  teniendo  en  consideración  ademas  que 
no  ha  sido  argüida  la  validez  en  si  de  la  escritura  hipotecaria 
de  f. . .  ni  la  prioridad  de  derechos  que  en  tal  forma  acuerda 
al  demandante,  definitivamente  juzgando,  declaro  fundada  la 
tercería  deducida  y  de  preferente  derecho  al  demandante  sobre 
el  ejecutante  para  ser  pagado  con  el  precio  de  la  finca  embar- 
gada. 

Notifiquese  con  el  original  y  repóngase  el  papel. 

C.  S.  de  Latorre. 


WmUm  de  la  Saprem»  Carie 

Buenos  Aires,  Noviembre  90  de  1878. 

Vistos  :  por  sus  fundamentos,  se  confirman  con  costas,  la 
sentencia  apelada  de  foja  cuarenta  y  dos,  y  satisfechas  aque- 
llas y  respuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  fi.  GOROSTUGA. — J.  DOMÍNGUEZ.— 
O.  LEGI3IZAM0N.— ULADISLAO  FRÍAS. 
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CAUSA    CXXTll. 


D.  Emilio  Vivar  contra  la  Empresa  de  Navegación  del  vapcft 

c Teresa»,  por  cobro  de  pesos 


Sumario.  —  1°  El  pasagero  no  está  obligado  á  fundar  su 
demanda  por  resarcimiento  de  daños  sufridos  en  el  equipaje, 
en  el  conocimiento  que  la  ley  exije  al  cargador  por  los  daños 
sufridos  en  la  carga. 

2^  Las  alhajas  j  dinero,  que  el  pasagero  lleva  en  su  equipaje 
forman  parte  de  este. 

3^  Los  dueños  6  partícipes  del  buque  son  responsables  á 
favor  de  tercero  de  los  daños  causados  por  culpa  del  capitán  ó 
del  sobrecargo. 

4^  La  pérdida  de  dinero  perteneciente  á  un  equipaje,  debe 
reputarse  culpable,  si  fué  colocado  en  lugar  inseguro,  y  tuvo 
lagar  por  esta  razón. 

5^  No  existiendo  datos  para  establecer  el  importe  del  dinero 
perdido,  debe  deferirse  su  fijación  al  juramento  del  actor  y  á 
la  estimación  del  juez,  previa  la  prueba  de  los  datos  indispen- 
sables para  hacerla. 


Caso. — ^El  caso  se  halla  espuesto  en  el  siguiente 

T.  XI  32 
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CAUSA  ni 

Páginas 

D.  Santos  Funes  contra  D.  Hipólito  Lecont,  por  cobro  ejecu- 
tivo de  pesos. 

Sumario, — No  excediendo  de  doscientos  pesos  fuertes  el  valor 
demandado,  la  Suprema*^  Corte  no  puede  conocer  en  grado  de 
apelación 14 

CAUSA  IV 

D.Bernardo  Peña  con  D.  Gaspar  Tabeada,  por  cobro  de  pesos. 
Sumario.— La  Suprema  Curte  no  puede  fallar  en  cuestiones 
transadas  en  primera  instancia 17 

CAUSA  V 

Don  Manuel  Garbini  y  C*  contra  D.  Pablo  Gránela,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario. — 1^  Las  provisiones  suministradas  á  un  buque  solo 
pueden  ser  cobradas  á  los  dueños^  partícipes,  ó  al  capitán  contra 
quienes  el  titulo  tiene  aparejada  la  vía  de  apremio. 

2o  La  demanda  no  puede  ser  alterada  después  de  contestada..    22 

CAUSA  VI 

El  Fisco  Nacional,  contra  Galup  é  hijos,  por  infracción  de  la 
ley  de  Aduana;  sobre  competencia. 

Sumario. — i^  Las  mercancías  venidas  por  vapores  con  privile- 
gio de  paquetes,  se  consideran  como  existentes  en  la  Aduana 
aunque  hayan  sido  entregadas,  siempre  que  existan  los  armadores 
ó  agentes  de  vapor. 

2o  Por  esto  el  conocimiento  de  las  infracciones  á  la  ley  de 
Aduana  cometidas  con  respecto  á  ellas  corresponde  en  1*  Instan, 
cia  al  Administrador  de  Rentas 24 

CAUSA  VII 

Criminal,  contra  Don  Antonio  Roverio,  capitán  de  la  goleta 
cLuisa»  por  incendio,  sobre  pruebas  é  intervención  en  causa  de 
la  Compañia  de  Seguros. 

Sumario.^í^  La  exigencia  de  pruebas  ulteriores  después  de 
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vencido  el  término  probatorio,  importa  su  reapertura,  y  esta  no  es 
permitida. 

S"*  Todo  damnificado  por  un  delito  tiene  derecho  i  intervenir 
en  la  causa  seguida  por  el  mismo  delito 27 

CATSA  vm 

El  Fisco  Nacional  contra  D.  Estovan  D.  Risso,  por  cobro  de  pe- 
sos;  incidente  sobre  competencia. 

Sumario. — í^  La  disposición  del  articulo  1034  de  las  Ordenan- 
zaz  de  Aduana  no  es  aplicable  á  los  paquetes  á  vapor  que  tienen  en 
el  país  armadores  ó  agentes  responsables  de  las  operaciones  de 
Aduana. 

Í9  Los  privilegios  concedidos  á  los  paquetes  á  vapor  para  favo- 
recer su  espedicion,  exigen  que  las  operaciones  de  estos  no  pue- 
dan ser  revisadas  por  la  Aduana  sínó  después  de  su  salida 29 

CAUSA  IX 

Ledesma  hermanos  contra  Parody  é  hijos,  por  cobro  de  pesos; 
sobre  validez  de  poder. 

Sumario.— Es  bastante  para  solidez  del  poder  otorgado  por  el 
Gerente  de  una  Sociedad,  la  inserción  de  la  cláusula  del  contrato 
de  sociedad  en  la  que  constan  los  poderes  del  Gerente 33 

CAUSA  X 

Holler  y  C*  contra  Vicente  Casares  é  hijos,  sobre  validez  de 
consignación  de  dinero. 

Sumario.— Vn  pagaré  en  pesos  fuertes  en  oro  debe  ser  satisfe- 
cho en  pesos  fuertes  metálicos,  ó  su  equivalente,  y  no  en  billetes 
por  su  valor  nominal 35 

CAUSA  XI 

Huller  y  C*  contra  V.  Z.  y  E.  Casares,  sobre  validez  de  consig- 
nación de  dinero. 

Sumario. — Un  pagaré  en  pesos  fuertes  en  oro^  debe  ser  satis- 
fecho en  pesos  fuertes  metálicos  ó  su  equivalente,  y  no  en  billetes 
por  su  valor  nominal J .  .  .  .    38 
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D.  Pedro  Durand  contra  la  Municipalidad  de  la  ciudad  de 
Buenos  Aires,  sobre  cumplimiento  de  un  contrato.  Incidente  so- 
bre litispendencia. 

Sumario.— Cuando  en  un  nuevo  juicio  las  partes  son  diferen- 
tes de  las  que  jestionan  en  otro,  no  puede  alegarse  litispendencia.    39 

CAUSA  XIII 

El  Fisco  Nacional  contra  D.  Eduardo  Madero,  por  cobro  ejecu- 
tivo de  pesos. 

Stimarío.— No  probándose  la  excepción  opuesta,  debe  dictarse 
sentencia  de  remate Vi 

CAUSA  XIV 

D.  Gervasio  Yila  contra  la  Municipalidad  de  Buenos  Aires,  por 
cobro  ejecutivo  de  pesos ;  sobre  nombramiento  de  martiliero. 

Sumario.  —*  Cuando  las  partes  no  se  hallen  conforme  respecto 
del  nombramiento  del  martiliero,  los  bienes  embargados  deben 
venderse  en  pública  subasta 43 

CAUSA  XV 

D.  Domingo  Dovotich  contra  D.  Francisco  Givoje,  por  cobro  de 
pesos  y  D.  Nicolás  Michanovich,  por  cobro  de  gastos. 

Sumario. — En  la  demanda  en  que  se  ha  deducido  una  acción 
principal  contra  una  persona,  y  otra  accesoria  contra  otra,  no 
puede  resolverse  esta  sin  resolver  aquella  al  mismo  tiempo 45 

CAUSA  XVI 

D.  Ernesto  Juguersen  contra  D.  Enrique  Green  y  C*,  sobre  ex- 
hibición de  cuentas. 

Stimario.— El  dueño  de  mercaderías  no  puede  exigir,  sin  de- 
manda en  forma,  la  cuenta  de  lanchages  sino  en  el  caso  de  em- 
bargo de  aquellas , . . .  .    47 

CAUSA  XVII 

D.  Roberto  Pelser  y  D.  Ernesto  Landivar  contra  D.  Juan  Lanús. 
Incidente  sobre  personería. 


DE  JCSTICU  IlAaONAL  S(M 

Páginas 

Sumario.  —  Los  poderes  apud  acia  están  reconocidos  por 
las  leyes  nacionales  y  admitidos  constantemente  en  la  práctica 
por  la  Saprema  Corte 50 

CAUSA  xvín 

La  Sociedad  de  Prácticos  Lemanes  cRepública  Argentina»  con- 
tra D.  Guillermo  Pety,  por  cobro  de  multa. 

iSttiikirto.— Los  prácticos  que  sin  llenar  los  requisitos  del  ar- 
ticulo cuarto  del  Reglamento  aprobado  por  el  Gobierno,  piloteen 
en  aguas  argentinas,  deben  pagar  como  multa  un  valor  igual  al 

del  practicaje  cobrado 52 

• 
CAUSA  XIX 

Criminal,  contra  Ángel  Beron  de  Estrada,  por  homicidio.  Inci- 
dente sobre  competencia. 

Sumario.'— El  conocimiento  de  los  delitos  comunes  cometidos 
durante  la  rebelión,  corresponde  á  los  jueces  federales,  aun  cuan- 
do el  delito  político  haya  sido  amnistiado 54 

CAUSA  XX 

Doña  Vicenta  Sopare,  contra  Don  Juan  Sasso  y  Doña  Carmen 
Rodríguez,  sobre  tercería  de  dominio. 

Sumario. — Estando  aun  abierto  el  juicio  testamentario,  las  pre- 
tensiones contradictorias  á  la  sucesión  y  á  la  validez  de  una  de- 
claratoria de*herederos,  aunque  se  susciten  en  razón  de  un  juicio 
particular  de  tercería,  deben  ser  ventiladas  ante  el  Juez  de  la 
sucesión , 60 

CAUSA  XXI 

Tercería  de  Doña  Avelina  C  •  de  Chueca  en  la  ejecución  del 
Banco  de  San  Juan,  contra  D.  José  T.  Chueca. 

Sumario. — 1*  Cuando  en  el  juicio  ejecutivo  se  deduce  tercería 
de  oposición  escluyente,  ella  ha  de  fundarse  precisamente  en  el 
dominio  de  los  bienes  embargados. 

2o  La  alegación,  sin  prueba  de  que  esos  bienes  han  sido  adqui- 
ridos con  dinero  de  opositor,  no  es  bastante  para  fundar  el  do- 
minio     63 
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CAUSA  xxn 

Páginas 

D.  Federico  L.  Hurophreys  contra  Almeida  y  C»,  sobre  una  con- 
denación en  costas. 

Sumario.— Jio  habiendo  temeriJad  en  el  demandante  al  dedu- 
cir su  acción,  no  puede  ser  condenado  en  costas 66 

CAUSA  xxm 

Correa  y  Giménez  contra  Harliarena,  hermanos,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario, — Si  el  apelante  no  mejora  el  recurso  dentro  del  tér- 
mino del  emplazamiento,  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  pri- 
mera rebeldía  que  acuse  el  apelado  .^. '.  . .    69 

CAUSA  XXIV 

Solano  y  C*  contra  Perotti  y  Raimondi^  por  cobro  de  pesos. 

Sumario. — No  mejorando  el  recurso  el  apelante  dentro  del 
término  del  emplazamiento,  se  declara  desierto  á  la  primera  re- 
beldía que  acuse  el  apelado 70 

CAUSA  XXV 

Don  Francisco  Julia  contra  D.  Francisco  Belbey,  por  cobro  de 
pesos. 

iStimano.— l^EI  empresario  de  una  obra  suspendida  no  puede 
pedir  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  por  la  suspensión, 
si  de  esta  él  ha  sido  el  causante.  , 

2o  El  no  tiene  mas  derecho  que  el  de  cobrar  el  valor  de  lo  edi- 
ficado, á  justa  tasación '. 71 

CAUSA  XXVI 

Doña  Margarita  Gil  de  Ruarte,  por  sí  y  por  su  hijo  menor, 
contra  D.  José  Gal  y  D.  Ricardo  González,  sobre  tercería  de  do- 
minio. 

Sumario. — 1^  La  tercería  de  dominio  puede  deducirse  hasta 
que  no  se  haya  dado  posesión  al  comprador  de  la  finca  subastada. 

2"*  Un  documento  presentado  en  segunda  instancia  con  infrac- 
ción del  artículo  219  de  la  ley  de  procedimientos,  que  además 
no  es  satibfactorio,  no  debe  tomarse  en  cuenta 78 
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£1  Fisco  nacional  contra  D.  Cándido  Todros,  sobre  contrabando. 

Sumario, — í^  El  hecho  de  introducir  en  plaza  mercaderías  pe- 
didas á  reembarco  de  los  depósitos,  constituye  delito  de  contra- 
bando. 

2^  Este  delito  es  penado  con  una  multa  igual  al  valor  de  las 
mercaderías • 82 

CAUSA  XXVffl 

Barclay,  Campbell  y  {>,  contra  ^D.  Ernesto  Tornquist  y  C%  por 
imitación  fraudulenta  de  una  marca  de  fábrica ;  sobre  posiciones. 

Sumario.  —  í^  Pendiente  el  recurso  de  apelación  del  auto  en 
que  niega  el  término  probatorio  estraordinario,  el  ordinario  se 
reputa  suspendido. 

io  El  gerente  de  una  casa  de  comercio  debe  absolver  las  posi- 
ciones diferidas  en  asunto  concerniente  á  la  casa *  •  •  •    86 

CAUSA  XXIX 

Barclay,  Campbell  y  C*,  contra  Bemberg,  Heimendhal  y  C*,  por 
imitación  de  marca  de  fábrica,  sobre  posiciones. •     89 

CAUSA  XXX 

El  Fisco  Nacional,  contra  Don  Carlos  Verda,  por  contrabando. 

Sumario.  —  1^  El  hecho  de  introducir  en  plaza  mercaderías 
pedidas  á  reembarco  de  los  depósitos,  constituye  delito  de  con- 
trabando. 

2o  Este  delito  es  penado  con  una  multa  igual  al  valor  de  las 
mercancías • 90 

CAUSA  XXXI 

Criminal,  contra  D.  Héctor  F.  Várela  por  injurias  al  Diputado 
Nacional  Dr.  D.  Pedro  Lucas  Funes,  sobre  diligencias  indagato- 
rias. 

Sumario.  —  Concluido  el  sumario,  el  Procurador  Fiscal  no 
puede  pedir  se  adelante  con  otras  diligencias  en  las  que  no  insis- 
tió durante  aquel •  •  •  •     93 
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D.  Caioilo  Aldao,  en  recurso  contra  un  fallo  del  Tribunal  Supe- 
rior de  la  Provincia  de  Santa-Fé. 

Sumario, — No  procede  el  recurso  de  los  fallos  de  los  Tribuna- 
les Superiores  de  Provincia  en  los  que  no  se  contiene  ninguno  de 
los  desconocimientos  comprendidos  en  el  articulo  14  de  la  ley  de 
competencia  de  los  Tribunales  Federales. 96 

CAUSA  xxxin 

El  Fisco  Nacional  contra  Don  José  María  Méndez,  por  cobro 
ejecutivo  de  pesos. 

Sumario.  —  Las  excepciones  deben  oponerse  dentro  de  tres 
dias  fatales  desde  la  citación  de  remate 97 

CAUSA  XXXIV 

Don  Alfredo  Arteaga  contra  Don  Baltazar  Moreno,  por  cumpli- 
miento de  un  convenio ;  sobre  pruebas  de  testigos. 

Sumario.  —  La  presentación  de  testigos  en  el  penúltimo  dia 
del  término  probatorio,  no  es  admisible 99 

CAUSA  XXXV 

El  Banco  Provincial  de  Santa-Fé  contra  D.  Manuel  Caries,  por 
transferencia  de  una  hipoteca  y  cobro  de  pesos ;  sobre  diligencias 
probatorias. 

Stimarío.— Los  documentos  que  no  han  podido  haberse  antes 
y  que  se  acompañen  con  el  juramento  de  ley,  asi  como  las  posi- 
ciones pueden  ser  presentadas  en  cualquier  estado  de  la  causa.. .  i 00 

CAUSA  XXXVI 

El  Fisco  de  la  Provincia  de  Santiago  del  Estero  contra  Don  Gas- 
par  Tabeada  por  cobro  de  pesos ;  incidente  sobre  competencia. 

Sumario. — !<>  La  residencia  de  una  persona  con  su  familia  por 
mas  de  un  año,  adquirir  casa  propia,  y  establecer  negocios  que 
importen  ánimo  de  permanencia,  constituyen  domicilio  legal,  y 
vecindad  para  los  efectos  del  fuero. 

Í9  La  demanda  del  Fisco  General  de  una  Provincia  contra  un 
vecino  de  otra  debe  ser  interpuesta  ante  la  Suprema  Corte  Federal.  102 
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CAUSA  xxxvn 
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D.  Florentino  M.  Lobo  y  otros,  en  recurso  del  Supremo  Tribu- 
nal de  Justicia  de  Tucuman. 

Sumario. — De  auto  de  un  Tribunal  Superior  de  Provincia  de- 
clarando la  incompetencia  de  los  Tribunales  Provinciales,  no  pro- 
cede el  recurso  que  autoriza  el  artículo  14  de  la  ley  sobre  com- 
petencia de  los  Tribunales  Federales. ...  109 

CAUSA  xxxvni 

D.  Manuel  Nuñez  y  C^,  contra  D.  Manuel  Rojas,  por  cobro  eje- 
cutivo de  pesos. 

Sumario. — 1®  Notificada  al  deudor  la  cesión  de  un  crédito,  un 
segundo  cesionario  no  puede  cobrar  á  aquel  el  mismo  crédito. 

2o  Con  la  ejecución  de  este,  el  deudor  puede  oponer  la  excep- 
ción de  paga  y  espera,  si  pagó  en  parte  al  primer  cesionario,  y 
convino  en  un  plazo  por  el  remanente .* 111 

CAUSA  XXXIX. 

Don  Juan  de  Dios  Jara  contra  Don  Jacinto  Lemos^  por  daños  y  . 
pejuicios. 

Sumario.  —  l^  Todo  aquel  que  por  sus  hechos  ó  sin  derecho, 
causa  daño  á  otro,  aun  cuando  no  haya  procedido  con  temeridad 
ó  malicia,  está  obligado  á  repararlo. 

i^  El  daño  causado  por  un  embargo  llevado  á  cabo  fuera  de  los 
limites  en  que  pudo  pedirse,  debe  ser  resarcido  por  quien  lo 
pidió. 

3<>  No  justificando  el  demandante  el  cuanto  de  dicho  daño,  el 
juez  debe  fijar  las  bases  para  su  liquidación 114 

CAUSA  XL 

El  Dr.  D.  Eugenio  Caballero  contra  D.  Délfin  Leguizamon,  por 
cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Sumario.  —  1®  Es  inadmisible  la  excepción  de  inhabilidad 
opuesta  contra  pagarées  no  argüidos  de  falsos,  reconocidos  en 
juicio,  de  plazo  vencido  y  por  cantidad  liquida. 

2»  Para  que  dos  deudas  puedan  compensarse  es  necesario  que 
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ambas  sean  subsistentes  civilmente,  que  sean  líquidas,  exigibles  y 
de  plazo  vencido. 

3^  La  novación  no  se  presume,  sino  que  es  preciso  que  la  vo- 
luntad de  las  partes  se  manifieste  claramente  en  la  nueva  conven- 
ción, ó  que  la  existencia  de  la  primera  obligación  sea  incompatible 
con  la  segunda 119 

CAUSA  XLI 

Santa  Coloroa,  Casares  y  Nevares  con  Guamache  y  Demateis,  so- 
bre eviccion  y  saneamiento. 

Sumario.  — 1<^  La  garantía  de  eviccion  y  saneamiento  en  el 
contrato  de  cesión,  no  corresponde  sino  al  cesionario  contra  el 
cedente. 

i^  Un  auto  del  Juez  de  Sección  mandando  citar  á  eviccion  y  sa- 
neamiento, es  apelable 123 

CAUSA  XLII 

D.  Doroteo  Alegre  contra  D.  Aquiles  Perelli,  por  daños  y  per- 
juicios. 

Sumario.  —  Los  daños  y  perjuicios  causados  por  la  morde- 
dura de  un  perro,  deben  ser  pagados  por  el  dueño  de  este.  ...  126 

CAUSA  XLIII 

I>  Rafaela  G.  de  Cuñat  deduciendo  tercería  en  la  ejecución  de 
del  Pisco,  contra  D.  Rafael  Cuñat. 

Sumario.  — Tratándose  de  una  ejecución  contra  el  marido,  la 
confesión  de  este  de  baber  recibido  dote  de  su  mujer  y  emplea- 
dola  en  los  bienes  ejecutados^  no  puede  perjudicar  al  ejecutante, 
mucho  menos  constando  en  la  escritura  de  adquisición  que  ellos 
fueron  comprados  por  el  marido  á  nombre  propio 129 

CAUSA  XLIV 

D.  Justo  Castaniera,  contra  los  señores  Holler  y  C*,  por  cobro 
de  fletes;  sobre  diligencias  probatorias. 

Sumario.  —  Toda  diligencia  que  equivalga  á  la  prueba  testimo- 
nial, debe  ser  pedida  con  tres  dias  de  anticipación  al  último  del 
término  probatorio 133 
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CAUSA   XLV 
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Don  Estevan  Hediondo,  contra  Don  J.  C.  Bruce,  por  cobro  de 
pesos ;  sobre  embargo  preventivo. 

Sumario.  — Una  acción  fundada  en  sentencia  condenatoria  ema- 
nada de  Tribunales  estrangeros,  autoriza  provisoriamente  la  inhi- 
bición de  enagenar  la  cosa  afectada,  pero  no  su  etnbargo 135 

CAUSA  XLVI 

Nocetti,  Treguo  y  C*,  con  la  Aduana  Nacional,  sobre  reclama- 
ción de  merma  en  aceite. 

Sumario.  —  El  Juzgado  Nacional  no  es  competente  en  las  re- 
clamaciones que  las  partes  introducen  de  las  resoluciones  de  la 
Aduana  sin  haber  apelado  de  ellas 137 

CAUSA   XLVII 

D.  Hipólito  Keravenant  contra  la  empresa  constructora  del  fer- 
ro-carril de  Córdoba  á  Tucuman,  sobre  daños  y  perjuicios. 

Sumario.  — 1<>  Los  perjuicios  ocasionados  á  una  propiedad 
con  motivo  de  espropiacion  y  de  obras  de  utilidad  pública,  deben 
ser  estimados  por  peritos. 

2o  Los  intereses  del  valor  de  los  perjuicios  solo  deben  compu- 
tarse desde  la  demanda. 

3®  Las  costas  á  cargo  esclusivo  del  espropiante  son  solo  las  de 
actuación  y  honorarios  de  peritos 139 

CAUSA  XLVni 

Sánchez  Gari  y  C«  con  la  Aduana^  sobre  condenación  en  costas. 

Sumario. — Probando  el  ejecutado  la  excepción  de  compen- 
sación en  parte  de  la  deuda  porque  se  le  ejecuta,  no  puede  ser 
condenado  en  las  costas  posteriores  á  la  citación  de  remate.  .  .  .  147 

CAUSA  XLIX 

D*  Carmen  Bolino  de  Buenos,  contra  la  testamentaria  de  Tour- 
ney  y  D.  Ciríaco  Buenos,  sobre  tercería  de  dominio. 

Sumario.  — El  crédito  de  alquileres  goza  de  privilegio  sobre  los 
muebles  que  se  encuentran  en  la  casa,  aunque  no  pertenezcan  ul 
locatario 149 
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El  Procurador  Fiscal  contra  D.  Estévan  Anselmo,  sobre  contra- 
bando ;  incidente  sobre  entrega  de  copias. 

Sumario.  —  El  Procurador  Fiscal  con  la  acusación  no  tiene  el 
deber  de  presentar  copia  de  las  actuaciones  con  que  instruya  una 
causa 151 

CAUSA  LI 

Aguiar  hermanos  contra  Eliseo  W.  Marenco  y  C*,  per  cobro  de 
pesos ;  sobre  nulidad  de  poder. 

Sumario.  —  Hallándose  reconocida  la  existencia  de  una  socie- 
dad y  su  gerente,  no  se  puede  objetar  la  validez  del  poder  que  di- 
cho gerente  otorgue  en  esa  calidad,  por  no  haberse  trascrito  en  el 
poder  del  documento  de  la  sociedad 154 

CAUSA  Ln 

♦ 

Rodríguez,  Abolla  y  C*  contra  Marcelis  y  C*,  por  cobro  de  pesos. 
Incidente  sobre  competencia. 

Sumario.  — Cuando  la  descarga  de  un  paquete  forma  parte  del 
contrato  de  fletamento,  las  acciones  por  lanchage  deben  ser  dedu- 
cidas ante  el  Juez  de  Sección 156 

CAUSA   LUÍ 

D.  Pedro  Diaz  contra  D.  Bernardo  Rachaulet,  sobre  derecho 
hipotecario. 

Sumario.  — 1<>  Los  contratos  cuyo  objeto  es  la  transmisión  de 
la  propiedad  de  bienes  inmuebles,  no  quedan  concluidos  como 
contratos  traslativos  de  dominio,  si  no  están  hechos  por  escritura 
pública. 

S^  Una  hipoteca  otorgada  por  el  propietario,  y  registrada  antes 
de  haber  este  firmado  la  escritura  pública  de  propiedad  á  otro, 
es  eficaz  contra  este,,  y  contra  todo  otro  tercero 159 

CAUSA   LIV 

D*  Agustina  Martínez  de  Gaché  contra  D.  Ladislao  Hartinez, 
por  rendición  de  cuentas ;  sobre  competencia. 
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Sumario.  —  La  sola  residencia  por  dos  años  en  distinta  provin- 
cia basta  para  acreditar  la  vecindad  á  los  efectos  del  fuero  nacional.  163 

CAUSA  LV 

D.  Guillermo  Hatti,  concesionario  del  Ferro -Carril  á  Campana, 
contra  el  Dr.  D.  Eduardo  y  D.  Luis  Costa,  sobre  precio  de  espro- 
piacion.' 

Sumario.  — 1<>  El  valor  de  las  fincas  que  se  espropian  debe  re- 
gularse, según  la  ley,  por  el  que  hubieren  tenido  antes  de  la  eje- 
cución y  aun  de  la  autorización  de  las  obras. 

2o  Debe  comprender  también  los  perjuicios  que  sean  conse- 
cuencia forzosa  de  la  espropiacion,  y  no  las  ganancias  hipotéticas. 

3»  Las  partes  pueden  renunciar  á  esas  disposiciones  y  fijar  otras 
bases  para  la  avaluación^  en  cuyo  caso  debe  estarse  á  estas 168 

CAUSA  LVI 

El  Banco  Nacional  contra  Jaime  Llavallol  é  hijos,  sobre  pago 
de  costas. 

Sumario.  —  El  deudor  que  arregla  su  deuda  con  el  acreedor 
antes  de  ejecutarse  el  mandamiento  de  embargo,  no  es  responsable 
de  las  costas  judiciales,  si  en  el  arreglo  no  se  ha  hecho  salvedad  á 
su  respecto,  aunque  la  deuda  proceda  de  letras  de  cambio 177 

CAUSA  LVII . 

El  Banco  Argentino  contra  D.  Francisco  Julia  y  D.  Antonio  Fra- 
gueiro,  sobre  tercería  de  dominio. 

«Sumario.  —  i^  Los  privilegios  que  la  ley  civil  concede  al  cons- 
tructor de  una  finca  sobre  el  valor  de  esta,  solo  pueden  ejercerse 
en  caso  de  concurso,  y  hallándose  la  finca  en  el  dominio  del  deudor. 

2^  Los  hechos  conocidos  á  la  parte  antes  de  la  demanda  y  que 
no  han  sido  articulados  en  ella,  no  pueden  recibirse  á  prueba  en 
segunda  instancia 181 

CAUSA  Lvni 

D.  Carlos  M.  Patino  contra  la  Aduana,  sobre  entrega  de  merca- 
derías. 

Sumario.  —  Los  reclamos  sobre  mercaderías  perdidas  ó  hur-  * 
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tadas  de  los  depósitos  de  Aduana,  deben  hacerse  ante  el  Adminis- 
trador, presentándose  los  consignatarios  ó  dueños  de  ellas,  por 
escrito  y  acompañando  la  cuenta  de  su  valor 190 

CAUSA  LIX 

D.  José  Pagano  con  D.  Federico  Moreno,  sobre  nulidad  deun 
laudo  arbitral. 

Suft$ario.  —  1®  No  hay  ley  ni  principio  de  derecho  que  esta- 
blezca la  nulidad  de  un  laudo  arbitral  por  el  hecho  solo  de  su 
presentación  al  juez  ordinario  para  la  notificación  y  demás  efectos, 
fuera  del  término  asignado  para  laudar,  cuando  consta  que  los 
arbitros  han  dado  ñn  á  su  cometido  dentro  de  él. 

2<>  Los  jueces,  aun  en  materia  de  procedimientos,  no  pueden 
declarar  otras  nulidades  que  las  espresamente  establecidas  por 
la  ley. 

3"*  Para  la  validez  de  un  laudo  arbitral  dictado  dentro  del  tér- 
mino asignado,  basta  que  haya  acuerdo  de  todos  los  arbitros.  ..  .  193 

CAUSA  LX 

D.  Bernardo  Rousse  contra  D.  Hermenejíldo  San  Martin  sobre 
nulidad  de  una  sentencia  de  los  Tribunales  Provinciales. 

Sumario.  —  l^*  Las  resoluciones  de  los  Tribunales  Provinciales 
declinando  ó  aceptando  la  jurisdicción  de  los  Nacionales,  no  au- 
torizan á  estos  para  conocer,  ni  los  eximen  de  fundar  su  compe- 
tencia. 

i^  No  autorizando  las  leyes  provinciales  en  el  juicio  de  despojo 
la  audiencia  del  despojante  hasta  deppues  de  dictada  sentencia^  ese 
hecho  no  basta  para  fundar  nulidad  del  juicio. 

3®  La  excepción  de  incompetencia,  ya  sea  ante  el  Juez  de  la 
causa  ó  ante  el  que  se  cree  competente^  debe  deducirse  dentro  de 
los  términos  legales. 

P>  En  causas  de  jurisdicción  concurrente  por  razón  de  las  per- 
sonas, debe  conocer  el  Juez  de  Provincia,  si  se  ocurre  ante  él.  .  198 

CAUSA  LXI 

D.  Lorenzo  Fació  contra  D.  Domingo  Yparraguirre,  sobre  cum- 
plimiento de  un  contrato. 
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Sumario.  — Cuando  en  un  contrato  de  venta  de  un  bien  raíz  el 
vendedor  se  obliga  á  entregar  una  área  determinada  ó  á  pagar  lo 
que  fake  en  relación  al  todo,  el  comprador  conserva  espedita 
su  acción,  si  resultase  no  haber  recibido  el  todo 203 

CAUSA  LXII 

D.  Santiago  Martinez  contra  D.  Tomás  Nocetti,  por  cobro  de 
perjuicios. 

Sumario.  —  V  Una  acción  fundada  en  la  toma  de  posesión  vio- 
lenta de  un  vapor  y  en  perjuicios  ocasionados  por  ella,  para  ser 
aceptada,  deben  probarse  los  dos  hechos  alegados. 

2^  No  resultando  que  la  demanda  es  temeraria,  el  actor  no 
debe  ser  condenado  en  costas * 209 

CAUSA  LXm 

D.  Adán  Sivori  y  C*  contra  D.  Antonio  Lanfiranco,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario.  —  No  es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte,  la  sen- 
tencia de  un  Juez  de  Sección  recaida  en  recurso  de  rescisión, 
cuando  la  causa  es  de  menor  cuantía 213 

CAUSA  LXIV 

Solici  y  López  contra  Rubio  y  Foley,  por  cobro  de  pesos ;  so- 
bre término  probatorio. 

Sumario. — El  término  probatorio  debe  considerarse  suspen- 
dido por  los  incidentes  que  surjan  en  los  autos,  y  no  se  hayan  re- 
suelto  .*- 215 

CAUSA  LXV 

D.  Eduardo  y  D.  Carlos  Fewel  contra  el  Ferro-carril  Central 
Argentino,  sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Sumario.  —  i^  Cuando  los  trabajos  ejecutados  sobre  un  ter- 
reno esponen  al  vecino  á  un  perjuicio  resultante  de  Ij s  aguas 
pluviales,  este  debe  reclamar,  y  si  no  lo  hace  se  juzga  que  con- 
siente tácitamente  en  sufrir  el  perjuicio. 

i^  Producidos  los  perjuicios  no  tiene  derecho  á  reclamar  in- 
demnizaciones, pero  si  á  que  el  dueño  del  predio  dominante  prac- 
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^0 '  CAUSA  LXVI 
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CAUSA  LXVIl 

n  Antonio  E.  Jorge  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia  de 

Rfieóos  Aires,  sobre  restitución  de  un  depósito. 

Sumario.  —  1®  Radicado  un  juicio  ante  la  justicia  provincial, 
ijdbe  fenecer  ante  la  misma,  sin  que  la  Corte  Suprema  pueda  co- 
nocer de  él,  sino  por  apelación  de  las  sentencias  definitivas  pro- 
nunciadas por  los  Tribunales  Superiores  de  las  Provincias,  en  los 
i;asos  que  espresa  el  artículo  14  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de 
1863. 

if*  Pendiente  un  pleito  ante  la  jurisdicción  provincial,  la  nacio- 
nal debe  declararse  incompetente  para  conocer  de  él,  aun  cuando 
las  partes  no  hayan  hecho  presente  esa  circunstancia 234 

CAUSA  Lxvm 

El  Dr.  D.  Luis  Fasulo  contra  Lumb  hermanos  y  &,  sobre  pago 
de  honorarios  en  moneda  de  oro. 

Sumario, '—  Es  de  práctica  que  los  honorarios  y  costas  procesa- 
les se  regulen  en  pesos  fuertes  de  billetes  inconvertibles  del  Ban- 
co de  la  Provincia 236 

CAUSA  LXIX 

D.  J.  H.  Temperley,  contra  D.  Guillermo  Bertrán,  por  cobro 
de  pesos ;  sobre  defecto  en  la  forma  de  la  demanda. 

Sumario.  — ^o  es  defectuosa  la  demanda  fundada  en  una  cuenta 
general  de  lanchajes,  que  consigne  la  suma  de  los  lanchages  de 
cada  mes,  cuando  el  demandado  no  niega  haber  recibido  las 
cuentas  parciales  de  los  meses 239 
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Contienda  de  compelencia  entre  el  Juez  de  Sección  de  Buenos 
Aires  y  el  de  Comercio  de  la  ciudad,  sobre  bienes  del  concurso 
de  D.  Vicente  Davala. 

Sumario.  — 'Son  de  competencia  del  Tribunal  de  Comercio  de 
las  Provincias,  todas  las  acciones  contra  los  bienes  de  un  comer- 
ciante declarado  en  quiebra,  aunque  ellas  se  funden  en  derechos 
privilegiados  sobre  buques Ui 

CAUSA  LXXI 

Dn  Felipe  Saá  contra  D.  José  Iseas,  sobre  rescisión  de  una  sen- 
tencia. 

Sumario.  — 1<>  El  procedimiento  estraordinario  del  juicio  en 
rebeldía,  tiene  por  objeto  contener  la  malicia  y  reprimir  la  deso- 
bediencia de  los  litigantes  que  voluntariamente  se  constituyen 
rebeldes. 

2o  Solo  pueden  ser  declarados  rebeldes  los  que  no  comparecen 
en  virtud  del  emplazamiento,  ó  no  contestan  la  demanda  en  el 
término  legal. 

3*^  Para  que  la  citación  surta  los  efectos  de  derecho  es  indis- 
pensable que  sea  practicada  con  arreglo  á  lo  que  la  ley  prescribe, 
bajo  pena  de  nulidad  de  todo  lo  que  se  obrase  después  de  ella. 

4®  Cuando  el  emplazamiento  es  nulo  debe  el  Juez  abstenerse  de 
declarar  la  rebeldía  contra  el  demandado  y  ordenar  que  se  le  em- 
plase  de  nuevo. 

5^  Es  nula  una  notificación  hecha  en  casa  de  la  familia  del  de- 
mandado cuando  consta  que  este  está  ausente. 

6^  También  lo  es  cuando  no  se  entregan  con  la  notificación  la 
copia  de  la  demanda  y  de  los  documentos  con  que  se  instruya. 

7o  La  citación  en  un  juicio  civil  no  puede  ser  suplida  por  la 
hecha  en  u&  juicio  criminal,  aun  cuando  ambos  provengan  de  un 
mismo  hecho 244 

CAUSA  LXXII 

D*  Dominga  S.  de  Oromi  deduciendo  tercería  de  dominio  en  la 
ejecución  de  D.  Simón  Barris  contra  D.  Justo  Villegas. 
Sumario.  —  i®  Es  privilegiado  el  crédito  proveniente  de  traba- 
T.  XI  35 
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jos  y  materiales  empleados  en  la  construcción  de  una  Anca,  mien- 
tras está  en  el  poder  del  deudor. 

2<»  La  aceptación  de  un  pagaré  por  parte  del  acreedor  por  el 
importe  de  dichos  trabajos  y  materiales,  no  causa  novación. 

3o  Los  actos  jurídicos  simulados  con  el  objeto  de  defraudar  á 
un  acreedor  son  nulos  y  de  ningún  valor. 

4o  El  recurso  de  nulidad  es  improcedente  si  no  se  deduce  con- 
juntamente con  el  de  apelación 251 

CAUSA  LXXin 

Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  del  Crimen  de  la  ciudad 
de  Buenos  Aires  y  el  de  Sección  de  la  Provincia,  para  conocer  en 
un  caso  de  extradición. 

Sumario.  —  1^  Los  Jueces  de  Seccionasen  competentes  para 
conocer  en  los  casos  de  extradición  Je  presuntos  criminales, 
requerida  por  Jueces  estrangeros. 

2o  Su  jurisdicción  en  tal  caso  es  privativa  y  escluyente  de  los 
Jaeces  de  Provincia 258 

CAUSA  LXXIV 

Vicente  Casares  é  hijos  y  D.  Enrique  Green ;  contra  D.  Ernesto 
Inguersen,  sobre  cobro  de  pesos  y  falta  de  personería. 

'Sumario,  —  lo  Los  que  se  dicen  empleados  de  una  casa  no 
tienen  personería  para  cobrar  como  propia  una  cuenta  de  la 
misma. 

2o  Los  honorarios  de  traductor  son  de  cargo  de  la  parte  que 
presenta  los  documentos  en  idioma  estrangero 262 

CAUSA  LXXV 

D«  Ventura  Pinero  contra  D.  Agustín  Ferrari,  por  cobro  eje-  . 
cutivo  de  pesos. 

Sumario.  —  La  excepción  de  pago  admitida  solo  en  parte  y  re- 
chazada en  otra,  no  justifica  la  condenación  en  costas  contra  el 
ejecutante .•••.....  265 

CAUSA  LXXVI 

El  Fisco  Nacional  contra  E.  Bonnemason  y  &,  sobre  multa  por 
defraudación  de  derechos  de  aduana. 
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Sumario.  —  La  estraccion  clandestina  de  un  depósito  particular 
de  aduana  de  mercaderías,  dá  lugar  á  la  imposición  de  una  multa 
igual  al  valor  de  las  mercancías  y  derechos  de  aduana 2G8 

CAUSA  LXXVII 

fSJ).  Augusto  Reynals  contra  D.  Francisco  Ragondet,  por  cobro 
ejecutivo  de  pesos. 

Sumario.  —  No  probándose  las  excepciones  opuestas  en  el  jui- 
cio ejecutivo,  la  ejecución  debe  llevarse  adelante  con  condenación 
en  costas  al  ejecutado 271 

CAUSA  LXXVin 

D.  Agustin  Nazarre  contra  D.  Edmundo  Desplangue^  sobre  cobro 
de  alquileres. 

Sumario.  — Las  modificaciones  á  un  contrato  hecho  en  escri- 
tura pública,  y  negadas  por  una  de  las  partes,  solo  pueden  pro- 
barse con  otra  escritura  pública 274 

CAUSA  LXXIX 

El  Fisco  Nacional  contra  D.  Carlos  B.  Patino  sobre  contraven- 
ción á  las  Ordenanzas  de  Aduana. 

Sumario. — La  introducción  de  mercaderías  sin  el  manifiesto 
consular  de  la  carga,  constituye  una  contravención  al  articulo  729 
de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  penada  con  una  'multa  igual  al 
valor  de  los  derechos 278 

CAUSA  LXXX 

D.  Estanislao  Uriarte  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia  de 
Entre-Rios,  sobre  propiedad  de  un  campo  é  indemnización  de 
peijuicios. 

Sumario.  —  l^  El  comprador  de  los  derechos  posesorios.de  un 
campo  fiscal,  no  puede  exigir  del  Gobierno  que  le  reconozca  pro- 
pietario. 

2o  La  ley  de  la  provincia  de  Entre-Rios  de  21  de  Febrero  de 
1835,  referente  ¿  los  montes  de  Montiel  y  los  que  se  le  unen  no 
concede  propiedad  sino  posesión  de  la  tierra 284 
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D.  Emilio  Loiseau  y  C*  contra  D.  Pedro  Luro,  sobre  inrracciou 
de  la  ley  de  patentes  de  invención. 

Sumario.  —  El  conocimiento  del  recurso  de  rescisión  corres- 
ponde al  Jaez  que  dicta  la  sentencia  en  rebeldía 288 

CAUSA  LXXXII 

D.  Carlos  Hefermehl,  contra  D.  José  Casco,  por  devolución  de 
un  piano. 

Sumario. — Para  que  haya  litis-pendencia  es  necesario  que  la 
demanda  haya  sido  contestada  ante  el  Juez  á  quien  se  ocurrió  pri- 
inero,  en  cuyo  caso  aquel  ante  quien  se  hubiese  ocurrido  después 
debe  suspender  sus  procedimientos 290 

CAUSA  Lxxxra 

Tercería  escluyente  de  D*  Antonia  F.  de  Guazch,  en  la  ejecu- 
ción de  D.  Honorato  Fernandez  contra  D.  Joaquin  Guazch. 

Sumario.  —  1^  Las  declaraciones  del  marido  á  favor  de  la  mu- 
jer que  puedan  perjudicar  á  un  tercero  con  quien  esté  en  juicio  y 
pendiente  este,  son  de  ningún  valor. 

2»  Los  bienes  comprados  por  el  marido,  pendiente  la  sociedad 
conyugal,  no  pueden  ser  reivindicados  por  la  esposa,  si  en  la  es- 
critura de  adquisición  no  se  hizo  constar  que  la  compra  se  hacia 
con  su  consentimiento  y  espresándose  como  el  dinero  le  per- 
tenecía   292 

CAUSA  LXXXIV 

♦ 

Los  herederos  de  D.  Juan  M.  Pérez,  contra  los  armadores  de  la 
barca  <  Gran  Conde  >.  Incidente  sobre  rebeldía. 

Sumario.  —  Las  veinte  y  cuatro  horas  fijadas  por  la  ley  para 
evacuar  la  rebeldía  acusada,  es  un  término  fatal  y  perentorio,  y 
una  vez  trascurrido  se  produce  el  efecto  de  hacer  decaer  el  dere- 
cho que  dejó  de  usarse 297 

CAUSA  LXXXV 

Tercería  de  D«  Serafina  P.  de  Pizarro  en  la  ejecución  del  Banco 
Nacional  contra  D.  Manuel  Pizarro. 
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Sumario.  —  Las  costas  de  actuaciones  nulas  hechas  por  error 
de  una  de  las  partes  no  pueden  ser  á  cargo  de  la  otra 300 

CAUSA  LXXXVI 

D.  Francisco  Arias,  contra  el  Gobierno  de  Entre-Ríos,  sobre 
inconstitucionalidad  de  una  ley  y  devolución  de  pago. 

Sumario.  —  i^  El  artículo  1<'  de  la  ley  de  la  Provincia  de  Entre- 
Ríos  sobre  narchanaos  de  fecha  15  de  Mayo  de  1877,  no  establece 
un  derecho  de  e&portacion  ni  de  tránsito,  y  por  consiguiente  no 
es  inconstitucional. 

2»  La  circunstancia  de  que  un  impuesto  provincial  grave  artí- 
culos de  producción  del  país  ó  nacionalizados,  que  puedan  expor- 
tarse, ó  estén  destinados  para  la  exportación,  no  constituye  el 
derecho  de  ese  nombre  que  solo  puede  establecer  el  Congreso. . .  304 

CAUSA  LXXXVII 

Tercería  escluyente  de  D.  Ernerto  de  las  Carreras  en  la  ejecu- 
ción de  D.  Narciso  Fontanals  cqptra  D.  Guillermo  Rodríguez. 

Sumario, — 1^  Todo  contrato  de  socieded  mercantil  debe  ser 
inscripto  en  el  registro  público  de  comercio. 

2»  Sin  ese  requisito  carece  de  valor  contra  terceros 310 

CAUSA  LXXXVIII 

D.  Antero  Barriga  contra  D.  Manuel  Lemos,  sobre  reivindica- 
ción. 

Sumario.  —  1*^  En  la  demanda  de  reivindicación  cuando  ^1 
título  no  es  muy  claro  en  la  determinación  de  los  límites  de  la 
propiedad,  es  procedente  tener^en  cuenta  lo  que  resulta  de  las 
diversas  mensuras  que  se  hayan  practicado  del  terreno  del  de- 
mandante y  del  limítrofe  del  demandado. 

2^  No  apareciendo  mala  fé  en  el  demandado,  no  debe  ser  con- 
denado este  á  la  restitución  de  los  frutos  anteriores  á  la  demanda, 
ni  á  las  costas 315 

CAUSA  LXXXIX 

D.  Eduardo  Cinollo  contra  D.  José  Badaracco  é  hijos^  sobre  pago 
de  costas. 
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Sumario.  —  No  debe  imponerse  la  condenación  en  costas  al 
que  ha  tenido  justa  causa  pnra  litigar ^, , .  325 

CAUSA  XC 

D.  Antero  Barriga  contra  D.  Guillermo  Gibbs^  sobre  reivindica- 
ción de  un  campo. 

Sumario.  — No  probándose  cumplidamente  el  dominio  que  se 
pretende  por  el  actor,  y  en  la  duda  sobre  si  es  el  demandantejó 
el  demandado  el  propietario  del  terreno  que  se  disputa,  debe  re- 
solverse en  favor  del  que  tiene  la  posesión 327 

CAUSA  XCI 

Maclas  y  Montes  contra  Ledesma  E^y  sobre  indemnización  de 
perjuicios. 

Sumario. — Un  conato  de  defraudación  de  la  renta  fiscal  ini- 
ciado por  el  vendedor  y  comprador  de  mercaderías  introducidas 
de  ultramar,  y  existentes  en  Aduana,  no  dá  acción  al  comprador 
para  reclamar  del  vendedor  el  pago  de  la  pena  impuesta  por  la 
contravención 333 

CAUSA  XCII 

D.  Leopoldo  Julia  en  tercería  contra  la  ejecución  seguida  por 
D.  Anjel  Texo  contra  D.  José  Suches ;  sobre  desglose.de  un  docu- 
mento. 

Sumario.  —  El  documento  presentado  por  un  testigo  con  el 
objeto  de  ampliar  su  declaración,  forma  parte  de  esta  y  no  debe 
desglosarse  de  los  autos * 340 

CAUSA  XCIII  -      - 

Mussolino  y  C^,  contra  Deetjen  y  C^  por  perjuicios ;  sobre  de- 
fecto en  la  forma  de  la  demanda  y  falta  de  personería. 

Sumario.  — 1<»  Laescepcion  de  que  los  perjuicios  por  abordaje 
deben  ser  sometidos  al  juicio  arbitral,  no  constituye  la  dilatoria 
de  defecto  de  forma  en  la  demanda. 

2o  La  falta  de  personería  en  el  demandado  no  da  derecho  á 
oponer  excepción  dilatoria 342 
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CAUSA  XCIV 

Páginas 

El  Fisco  Nacional  contra  Lassalle  é  hijos,  sobre  defraudación 
de  derechos  de  aduana. 

Sumario.  —  Las  mercaderías  introducidas  sin  el  correspon- 
diente permiso  de  despacho  caen  en  comiso 344 

CAUSA  XCV 

D.  Lisandro  Astigueta  contra  D.  Antoiin  Elizondo  y  otros  sobre 
infracción  á  la  ley  de  elecciones.  Incidente  sobre  recusación  del 
Juez. 

Sumario.  —  La  diferencia  de  opiniones  políticas  entre  el  Juez 
y  las  parles  no  es  causa  de  recusación,  aun  tratándose  de  la  apli- 
cación de  las  penas  que  sanciona  la  ley  nacional  de  elecciones. .  348 

CAUSA  XCVI 

Kl  Fisco  Nacional  contra  D.  Octavio  Molina^  por  cobro  ejecutivo 
de  derechos  de  Aduana,  sobre  costas. 

Sumario.  —  No  debe  condenarse  en  costas  al  ejecutante  por 
haberse  probado  por  el  ejecutado  el  pago  de  una  parte  de  la  suma 
demandada 351 

CAUSA  XCYII 

El  Fiscal  Nacional,  contra  D.  A.  Pitoin,  por  defraudación  de 
derechos  de  Aduana,  sobre  entrega  de  copias. 

Sumario. — Las  actuaciones  sobre  las  que,  espidiéndose  el 
Procurador  Fiscal,  entabla  demanda,  no  son  de  los  documentos  de 
que  debe  entregarse  la  copia  al  demandado 353 

CAUSA  XCYIII 

El  Capitán  D.  Cristian  Trost  con  D.  Hipólito  Serres,  por  cobro 
de  pesos.  Incidente  sobre  arraigo  de  juicio. 

Sumario.  — El  arraigo  que  puede  exigir  el  demandado  cuando 
el  demandante  es  un  estrangero  no  domiciliado,  se  reduce  á  los 
gastos  y  á  los  daños  é  intereses  resultantes  del  proceso 355 

CAUSA  XCIX 

Muñoz,  Lara  y  &  contra  D.  Domingo  Garbino,  por  cobro  de 
pesos  *,  sobre  incompetencia. 
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Sumario.  —  Las  causas  civiles  en  que  son  parte  los  agentes 
Consulares  reconocidos  por  el  P.  E.  Corresponden  al  fuero  na- 
cional   357 

CAUSA  C 

D.  Daniel  de  la  Vega  contra  D.  Marcos  Lloverás  Rufina,  sobre 
rescisión  de  una  sentencia. 

Sumario. — 1^  El  recurso  de  rescisión  procede  por  violación 
sustancial  de  las  leyes  de' procedimientos. 

2»  La  falta  de  la  copia  de  la  demanda  que  debe  entregarse,  al 
emplazado  es  una  causa  de  nulidad  solo  cuando  se  ha  corrido 
traslado  y  no  cuando  se  ha  hecho  una  simple  citación  para  que  el 
demandado  concurra  á  estar  á  derecho 361 

CAUSA  CI 

Tercería  de  D<^  Maria  Eugenia  Llanos  en  la  ejecución  de  D. 
Santos  Redoni  contra  D.  Gregorio  Cáceres. 

Sumario.  —  Para  deducir  tercería  de  oposición  escluyente  es 
necesario  fundarla  precisamente  en  el  dominio  de  los  bienes  em- 
bargados, presentándose  el  titulo  que  lo  demuestre 366 

CAUSA  ai 

D.  Tomás  A.  González  contra  D*  Clarisa  Sarmiento^  sobre  en- 
trega de  una  casa  sacada  en  rifa. 

Sumario.  —  En  los  contratos,  no  puede  una  de  las  partes  fijar 
nuevas  condiciones  para  su  cumplimiento  y  eficacia,  sin  obtener 
el  consentimiento  espreso  de  la  otra 309 

CAUSA  ClII 

Criminal  contra  Estovan  Saco  por  sodomía.  Incidente  sobre 
honorarios  del  defensor. 

Sumario.  —  No  existiendo  el  empleo  de  defensor  de  pobres 
ante  la  Justicia  Nacional,  es  deber  de  los  abogados  de  la  República 
prestar  ese  servicio  gratuitamente 373 

CAUSA  CIV 
La  sucesión  de  Vender  Wall  con  el  Fisco  Nacional  sobre  ava- 
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luacion  de  terrenos  espropiados  para  el  Ferro-Carril  Central  Ar- 
genlino. 

Sumario.  —  En  la  avaluación  de  los  terrenos  espropiados  para 
el  Ferro-Carril  Central  Argentino,  cuando  no  hay  conformidad 
rntre  los  interesados,  es  al  Juez  y  no  á  los  peritos,  á  quien  com- 
pete fijar  su  importe^  atendiendo  á  todos  los  antecedentes  que 
conduzcan  á  ello . .  375 

CAUSA  CV 

D«  Carlota  Casafus  contra  D..  Manuel  Bois^  sobre  filiación  y 
alimentos. 

Sumario.  —  I®  La  prueba  sobre  filiación  debe  ser  tal  que  no 
deje  lugar  á  dudas  y  satisfaga  la  conciencia  del  Juez. 

2o  Durante  el  juicio  de  filiación  no  puede  entablarse  sino  el  de 
alimentos  definitivos. 

3^  Los  alimentos  provisorios  solo  pueden  pedirse  en  el  curso 
del  juicio  de  alimentos  definitivos 38ü 

CAUSA  CYI 

El  Dr.  D.  Ángel  Carranza  Mármol,  contra  D.  Juan  Baccani  sobre 
cumplimiento  de  un  contrato. 

Sumario.  —  Habiendo  dos  pleitos  entre  las  mismas  partes  sobre 
acciones  provenientes  de  un  mismo  hecho,  los  espedientes  deben 
acumularse • 386 

CAUSA  CVII 

Williams  y  Cichero  en  tercería  por  mejor  derecho  contra  la  eje- 
cución deBadaracco  é  hijos,  sobre  el  precio  del  buque  <  Eneas  ». 

Sumario.  —  Los  acreedores  por  aparejos  de  un  buque,  que  no 
ha  salido  nunca  del  puerto,  y  que  los  mismos  acreedores  dieron  á 
embargo  á  otros  acreedores  privilegiados,  sin  que  en  la  tasación 
se  especificara  el  valor  respectivo  del  casco  y  de  los  aparejos,  no . 
gozan  de  privilegio  sobre  estos  en  el  precio  del  buque 390 

CAUSA  CVIII 

D.  Carlos  Casado  contra  D.  Juan  Terrosa,  sobre  devolución  de 
impuestos.  Incidente  sobre  competencia. 
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Sumario.  —  Corresponde  á  la  justicia  nacional  el  conocimiento 
ríe  toda  causa  en  que  litigue  un  argentino  con  un  extrangero. . . .  393 

CAUSA  CIX 

Tercería  escluyente  de  D«  Concepción  Cálvente  en  la  ejecución 
de  D.  Hermán  Schmill  contra  D.  José  V.  Rocha. 

Sumario.  —  Es  titulo  suficiente  para  comprobar  tercería  de 
dominio  sobre  muebles,  Ja  transferencia  judicial,  anterior  á  la 
ejecución^  hecha  en  pago  de  una  deuda - 4()0 

CAUSA  ex 

D.  Anjel  Costa,  contra  D.  Eduardo  Guyot ;  sobre  falsificación 
de  productos  patentados. 

Sumario.  —  Es  compatible  la  existencia  simultánea  en  dos  pa- 
tentes de  invención  aún  cuando  una  y  otra  se  refieran  á  un  pro- 
ducto industrial  compuesto  de  las  mismas  materias  primas,  cuando 
el  privilegio  no  comprenda  en  ninguna  de  ellas  el  empleo  de 
materiales,  sino  el  procedimiento  especial  para,  por  su  mezcla  y 
disposición,  obtener  un  producto  industrii;l 403 

CAUSA  CXI 

D.  José  L.  Pérez  contra  D.^Santiago  J.  Funes,  sobre  infracción 
de  la  ley  nacional  de  elecciones. 

Sumario.  —  En  las  causas  por  infracción  déla  ley  de  elecciones 
debe  precederse  breve  y  sumariamente,  absolviéndose  al  acusado 
si  no  resultan  justificados  los  cargos  que  fundan  la  acusación -407 

CAUSA  CXII 

D.  Juan  de  Dios  Alvarez,  en  tercería  de  dominio,  contra  la  eje- 
cución de  D.  Javier  Baca,  con  D.  Enrique  Schade. 

Sumario.  —  La  compra  de  bienes  muebles,  sin  la  tradición  de 
los  mismos,  no  es  titulo  bastante  para  transferir  su  dominio  en  el 
comprador 414 

CAUSA  CXIIl 

D.  Camilo  Aldao,  contra  D.  Carlos  Saguier;  sobre  división  de 
condominio  y  subsistencia  de  hipoteca. 
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Suníario.  — 1»  La  hipoteca  vuelve  á  subsistir,  si  su  chancela- 
ción ha  sido  hecha  en  virtud  de  la  entrega  del  bien  hipotecado, 
que  venga  á  ser  declarado  sin  efecto. 

2<»  El  condómino  que  ha  hipotecado  válidamente  toda  la  cosa 
común,  no  puede  entregarla  en  pago  sin  el  consentimiento  del 
otro  condómino. 

3^  Ejecutándose  el  crédito  hipotecario,  el  derecho  del  acreedor 
se  limita  á  seguir  la  ejecución  sobre  la  cosa  común  hipotecada. 

4»  Si  esta  se  vende  en  remate,  el  excedente  que  resultase, 
pagada  la  deuda  hipotecaria,  corresponde  á  los  condóminos  por 
mitad. 

&>  El  condomino  que  no  intervino  en  la  constitución  de  la  hipo- 
teca tiene  á  salvo  sus  derechos  personales  que  pueden  correspon- 
derle  con  motivo  de  la  misma 416 

CAUSA  CXIV 

D.  Dougald  Wackman  contra  D.  Guillermo  Matti^  por  cobro  de 
salarios. 

Sumario.  —  Cuando  el  actor  prueba  suficientemente  su  acción, 
el  demandado  debe  ser  condenado 421 

CAUSA  CXV 

Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  de  Comercio  y  el  de 
Sección  de  Buenos  Aires,  sobre  graduación  de  los  acreedores  del 
(Cisne»  y  pago  de  compostura  de  su  máquina. 

Sumario.  —  El  Juez  que  ha  vendido  válidamente  una  cosa,  pue- 
de mandar  pagar  el  precio  de  compostura  de  ella,  para  hacer  cesar 
el  derecho  de  retención,  y  entregarla  al  comprador. 

2<>  El  juicio  de  quiebra  atrae  todas  las  demandas  y  ejecuciones 
contra  el  fallido  y  sus  bienes,  aunque  correspondan  al  fuero  na- 
cional por  razón  de  la  materia 425 

CAUSA  CXVI 

El  Banco  Nacional,  contra  D.  Marcos  L.  Costa,  por  cobro  eje- 
cutivo de  pesos. 
Sumario.  —  El  Banco  Nacional  concurriendo  con  otro  estable- 
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cimiento  bancario  privilegiado,  goza  del  mismo  privilegio  de  este, 
aun  cuando  su  crédito  esté  garantido  con  hipoteca 429 

CAUSA  CXVII 

D.  Juan  Mélis  contra  el  Dr.  D.  Diego  de  la  Fuente,  sobre  per- 
JAiicios.  Incidente  sobre  pruebas. 

Sumario.  —  No  hay  razón  para  apelar  de  un  auto  dictado  en 
consecuencia  de  otro  que  está  ejecutoriado 432 

CAUSA  CXVIII 

D.  Plácido  Bisio  contra  D.  Alberto  de  la  Noé,  por  perjuicios. 
Incidente  sobre  rebeldía. 

Sumario,  —  El  demandado  no  incurre  en  rebeldía  si  no  es  de- 
bidamente notificado  de  la  providencia  en  que  se  le  manda  con- 
testar dentro  de  veinte  y  cuatro  horas  á  mérito  de  rebeldía  acu- 
sada   434 

CAUSA  CXIX 

H.  Ebbioghaus  y  C«  contra  D.  Severo  Pizarro,  alcaide  de  Adua- 
na, sobre  daños  y  perjuicios. 

Sumario.  — l^'  Sin  la  violación  de  una  ley  ó  disposición  regla- 
mentaría, no  hay  hecho  ilícito  pasible  de  pena. 

2»  No  hay  ninguna  disposición  de* aduana  que  obligue  á  los 
alcaides  á  hacer  la  verificación  de  las  denuncias  por  eicesos  no 
manifestados  y  dar  cuenta,  dentro  de  veinte  y  cuatro  horas. 

3^  El  término  de  veinte  y  cuatro  horas  es  para  dar  cuenta  de  la 
verificación  hecha  antes 436 

CAUSA  CXX 

D.  Deoclesio  García  contra  D.  Prudencio  Capetillo,  sobre  rendi- 
ción de  cuentas  de  negociaciones  comunes. 

Sumario. — Dada  la  prueba  de  haber  existido  entre  dos,  por 
un  largo  espacio  de  tiempo^  una  asociación  que  abarcaba  diversos 
é  indeterminados  negocios,  entre  ellos  la  esportacion  y  venta  de 
ganado;  debe  presumirse  que  un  negocio  de  este  género,  hecho 
en  nombre  de  uno  de  ellos  durante  ese  tiempo,  conservando  el 
ganadp  en  un  fundo  arrendado  por  la  sociedad,  haciendo  con  fon- 
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dos  comunes  los  gastos  de  herraje,  etc.,  esportándolo  bajo  el 
nombre  de  los  dos,  siendo  vendido  por  el  otro,  y  mandadas  las 
cuentas  de  venta  en  nombre  de  ambos,  sin  protesta,  es  común  de 
los  dos 440 

CAUSA  CXXI 

El  Fisco  Nacional  contra  D.  Estevan  Gichero,  sobre  contra- 
bando. 

Sumario.  — 1<>  El  endoso  en  blanco  de  un  conocimiento,  hecho 
al  solo  objeto  de  que  el  endosatario  despache  mercaderías  depo- 
sitadas en  aduana,  no  transfiere  propiedad  ni  hace  cesar  las  obli- 
gaciones del  endosante  con  el  Fisco. 

i^  Si  el  endosatario  hace  un  contrabando  con  ese  conocimiento 
el  responsable  es  el  dueño  de  las  mercaderías 448 

CAUSA  cxxn 

D.  Luis  Cinollo  y  C*  contra  Muir  y  C<^,  por  cobro  de  lanchages 
y  estadías. 

«Sumario.  —  l^'  Aceptando  un  consignatario  de  mercaderías 
existentes  á  bordo  que  un  lanchero  haga  la  descarga,  contrae  por  el 
hecho,  la  obligación  de  pagarle  tanto  el  lanchage  como  las  estadías. 

i^  A  falta  de  contrato  ó  cláusula  espresa  sobre  estadías,  debe 
estarse  al  uso  del  puerto 451 

CAUSA  cxxra 

El  Fisco  Nacional  contra  D.  Estevan  Aoselmo^  sobre  contra- 
bando. 

Sumario.  —  1»  El  endoso  en  blanco  de  un  conocimiento,  hecho 
al  solo  objeto  de  que  el  endosatario  despache  mercancías  deposi- 
tadas en  Aduana,  no  transfiere  propiedad  ni  hace  cesar  las  obli- 
gaciones del  endosante  con  el  Fisco. 

i^  Si  el  endosatario  hace  un  contrabando  con  ese  conocimiento 
el  responsable  es  el  dueño  de  las  mercaderías 456 

CAUSA  CXXIV 

D.  Pedro  Gómez  contra  D.  Toribiu  Jerez,  sobre  indemnización 
de  perjuicios. 
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Sumario.  — l^  El  que  ejercita  un  derecho  en  consecuencia  de 
una  sentencia  dictada  por  juez  competente,  no  asume  responsa- 
bilidad alguna. 

2»  Cuando  el  actor  no  prueba  los  hechos  alegados  en  la  de- 
manda y  señalados  en  el  auto  de  prueba,  el  reo  debe  ser  absuelto. 

3°  Las  pruebas  presentadas  después  de  vencido  el  término  legal 
no  pueden  ser  tomadas  en  consideración 459 

CAUSA  CXXV 

D.  Facundo  Aragonés  contra  el  Banco  Nacional  y  D.  Guillermo 
HattJ,  sobre  tercería  de  mejor  derecho. 

Suínario.  —  \^  Los  derechos  reales  del  acreedor  prendario,  solo 
se  adquieren  con  la  posesión  real  de  las  cosas  dadas  en  prenda. 

2<>  La  declaración  del  deudor  de  darse  por  desposeído  y  de 
tener  las  cosas  á  disposición  del  acreedor,  no  suple  la  tradición  y 
posesión  real  que  exigen  las  leyes 462 

CAUSA  CXXVI 

D.  José  Beza  contra  el  Banco  de  Mendoza  y  D.  Diego  Bruce, 
sobre  tercería  de  mejor  derecho. 

Sumario.  — 1<>  Los  derechos  reales  y  privilegios  del  acreedor 
hipotecario,  no  se  estinguen  por  la  confusión  en  su  persona^  de 
los  derechos  de  acreedor  y  propietario,  sino  cuando  la  adquisición 
del  dominio  ha  tenido  lugar  de  una  manera  irrevocable. 

2*"  El  artículo  60,  título  Del  pago.  Código  Civil,  no  es  aplicable 
al  caso  que  la  cosa  dada  en  pago  y  que  ha  sufrido  eviccion,  haya 
estada  hipotecada  á  la  seguridad  de  la  obligación 465 

CAUSA  €XXVJI 

D.  Emilio  Vivar  contra  la  empresa  de  navegación  del  vapor  «Te- 
resa», por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  1^  El  pasagero  no  está  obligado  á  fundar  su  demanda 
por  resarcimiento  de  daños  sufridos  en  el  equipaje,  en  el  conoci- 
miento que  la  ley  exije  al  cargador  por  los  daños  sufridosen  la  carga. 

2o  Las  alhajas  y  dinero,  que  el  pasagero  lleva  en  su  equipaje 
forman  parle  de  este. 

3o  Los  dueños  ó  partícipes  del  buque  son  responsables  á  favor  de 
tercero  delosdaños  causados  por  culpadel  capitán  ó  del  sobre-cargo. 

4»  La  pérdida  de  dinero  perteneciente  á  un  equipaje,  debe  re- 
putarse culpable,  si  fué  colocado  en  lugar  inseguro,  y  tuvo  lugar 
por  esta  razón. 
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5»  No  existiendo  datos  para  establecer  el  importe  del  dinero 
perdidOy  debe  deferirse  su  Gjacion  ai  juramento  del  actor  y  á  la 
estimación  del  juez,  previa  la  prueba  de  los  datos  indispensables 
para  hacerla 473 

CAUSA  cxxvra 

D.  Francisco  Justo  contra  el  Fisco  Nacional,  y  los  señores  Casa- 
retto  hermanos,  sobre  tercería  de  mejor  derecho. 

Sumario,  —  i^  Los  propietarios  de  los  llamados  «depósitos  de 
aduana»,  tienen  el  derecho  y  los  privilegios  del  locador  por  el 
almacenage  que  se  les  deba. 

2o  En  concurrencia  con  el  Fisco  por  los  derechos  de  aduana, 
son  preferidos  por  las  dos  últimas  anualidades  vencidas 480 

CAUSA  CXXIX 

D.  Francisco  Arias  contra  Deodatti  y  Lopes,  sobre  entrega  de 
mercaderías. 

Sumario.  —  El  capitán  ó  armador  de  un  buque  no  puede,  sin 
orden  judicial,  retener  la  cai^a  á  protesto  que  se  le  pague  antes 

del  flete 484 

CAUSA  CXXX 

El  ilustrisiroo  Obispo  de  Cuyo  contra  el  Gobierno  de  San  Juan, 
sobre  restitución  de  bienes.  Incidente  sobre  competencia. 

Sumario.  —  l^  La  Suprema  Corte  no  ejerce  jurisdicción  origi- 
naria y  esclusiva,  sino  en  los^  casos  espresamente  determinados 
por  el  articulo  ciento  uno  de  la  Constitución  y  primero  de  la  ley 
de  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales. 

i^  Uno  de  esos  casos  es  cuando  una  Provincia  fuese  parte  en 
un  juicio  con  una  ó  varias  provincias,  ó  con  los  vecinos  de  estos  ó 
con  un  estado  exlrangero,  ó  con  sus  vecinos. 

3°  Pero  no  lo  es  en  el  caso  de  una  demanda  de  un  obispo 
contra  la  Provincia  en  que  está  domiciliado,  siendo  asiento  de  la 
Catedral  del  Cabildo  y  de  la  Curia  Eclesiástica 487 

CAUSA  CXXXI 

D.  Alfredo  de  Arteaga  contra  D.  Baltazar  Moreno,  sobre  nulidad 
de  una  notificación. 

Sumario.— Es  válida  una  notificación  hecha  en  el  domicilio  de 

la  parte,  aunque  la  cédula  no  se  haya  dejado  eu  la  habitación  del 

notificado 492 
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